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A 

ÁCWWENTES DEL TU.\U.\J<K 

Derechos üi !<>.* bcneficiariogi Cujñ de garantía, 

VA íifU 1»' de l'n ley Hii^s dispone eii términos tan elaros el 
sl-tenui indhvHo d<> la renta cama procedimiento P ar!l » 
njusti- th- la índemní/ariún, t|Ht» lineo inudmisi' Ies las inter- 
prol aciones condin-enles a obtener la cntrt*i?H inmediata del 
wipilftl al accidentado sus dcwsdiu-hahíeiito^. Pág. l¡7. 



^CrOS AíiMÍMSTnAT/VOS. 

1. El decreto del P. que, pm* nprei'iariúi] de las eitvunpf an- 
das ai-rcditndns en Iris actuaciones administrativas, consi- 
dero reunido* W requisitos exigidos por la ley 11.412 y con- 
cede t-t hcnefÍeÍo cstnbliocido por ella, no so halla víeínrio de 
nulidad absoluta porque poatcrioraiénta aquél entienda que 
no están * om probada* las circunstancias de referencia, y no 
puede ser válidamente revm-jido .«íno que debe demandarse 
judicialmente su anidacián fundada en el error, dentro del 
plazo de dos unos prevL-to en el art. Itl'iít del Código Civil. 
IViírina 251. 

2, Los administradores de Aduana carecen de facultades para 
rovoenr o modifiear por sí las re- iliirioiieg firmo* por las 
cuales distribuyen entre bis denunciante.* y a prehensores los 
comisos y las toallas a qite se refiere el arl, l'Wft de laa 
Ordenanza* de Aduana. Patrian 37(3, 



Atento lii oposición del aHor y deldendn eontcrapUr \ñ 

tsUtéitíÁ a dto 'i el interdicto (lo «coíiniT deducido 

por ¡ií|n.'l. 1* electo* del jüieio <¡V ( - M .i'opia<¡ón ini*Uvlo 
]■> !• ,1 demandado, respecto si las cuestione»* á^Uatidia^ en el 
primero, «o procede acumular ambos i-xpedíentes, Pág. 

Afir A XA. 

Aforo. 

1. Li w \ Mr¡os i llanos comunes, muii[tte tengan más de Mintrp 
milímetro de espesor^ m hallan comprendidos en la pnílida 
tim di- la Tnrifa de Avalué, y lio la páríida 177-". contó 
lo establece !:i rwnlueiíiu (nímsíeriai ít V. tí7 mtiwluciéndo 
un distingo no nuiorijsado por la ley. Página -7. 

*J. Kt nrt, l 18 te las Drdi'iianKás ■!«■ Aduana no obsta al reda- 
mo interesado sobre i'l aforo <i«»' considera injusto. cuan- 
do ntj existo divergencia aceren de la calidad dt> la mer- 
cadería' l'á'-'iiüi t i. 

3. Eñ los «MOt di' ¡mpHita.-i.'i' <!>' t:H-i. a>l<'n; ^ «o incluidas 
en la tanta de nvahW. t:< Aduana »■> w Italia Ocultada 
para revalnaríoa «o pretexto de que la déelarneion (le valores 
. ~ baja y tic que 11,1 *° Ñ n ¿«wáttáitó contornuS al 
ai'. Jl di" l;i ley t1i.2Slj t* 11 *'" 1 tm ,t1rn m edío l*g«l 
pata pone? a «alvo tos intereses fiscales qite; <■! establecido 

*] nrt. ! M .!.■ las OrtienáÁnís de Aduana. PAgítta 44. 

4. Ld partida 25$$ do la Tarifa de Avalúos de enriíetej se- 
iieral v grava a los artlenfas de iiáení que tienen nn* 
partida propia; p»r 1« rpie es innplicablü a loa lnrf<me- < ] <* 
nácar importación; que se lutllnii comprendidos en lns par- 
tidas 232fl y y él nrt. "J". ine. V\ del decreto regla- 
mentaria de ta ley H.2S1, qué dispone lo cóiitrario. ej vio- 
^torio del nrt, Sff, ihc. 2?, de la C<)n«riíneiSn Racional. 
Página 242. 

Iin ¡mrliti ¡Óv. 
En general* 

n. t^i oireunitañein de rl despachante liayn pnesto el "con- 
forme" exigido ]>.>r la Ádnmm a las liqnidacionea practica- 
das por esta ron violación del art. 1:VI de las Qrdeñanxaa de 
Aduana, ocasiona la pérdida del .lerwlio a repetí!- i-l ini|torte 
di- aquellas pagado Iiící^ la ¡o prolejtni Página Mj. 
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Líhre de di-rivlins. 
(i. La emnu¿fíiineia de qnc litó llaves de hierro fijas y movi- 
bles importadas se hallen cubiertas en algunas partos eon 
una lij^er» capa de uít p»*L tendiente a «vitar bu rápida oxi- 
da.-mn. im hasta, para cx-Iuirlas de la exención prevista 
i'ii el rtrt. párr. :;\ de la ley mim. LlJiSS para (a-; "hc- 
rrautientns do I tierra y acero ¡laru artesanos 1 *, Página 

7. La títerneión rte derecho- aduanero* a la importación dé 

papa iU asunto acordada por c'I art. 7 de la ley 12/37, no 

i - aplicable a la introdiu'ida en el líiíb 1836 eon anteriori- 
dad u la fecho de dicha ley. Página 243. 

PemxUtitícl s. 

8. Kl art, 1". inc, 10 dé lu ley 12.012 .-ó!i> se refiere a las 
multas i¡ur iitdifu, sin comprender ej comiso. Pagina <>0. 

!>. Los arfá. o<>. 31, 258 y 23Ü ily la Ordenanzas de Aduana 
y i-! decreto del l¡¡ do [iieieiwlñ» de IÜU, no excltiyen !¡i 
aplicación de ln pena de comiso <■«' s <n - tn«* a los ¡iris, 1025 
y lirjd de aruicUaí, mi los casos en epte el eseeso de rancho 
unido a otras ciiviin -lamías (coma b falt;i do proseiltfteión 
espontánea jmr el capitán del lian o de ta relneuní de ran- 
cha y pacotilla ; la declaración dé loa ngenlea del transporte 
t>ii el sentida de rpto estaba prohibido a la tripuíacii i Iracr 
:i hordn artfcuioa como luí encontrados y de t¡uo era exce- 
siva la cantidad dé los r[üe (rain el wriitnéMt; Ta detención 
de varita tripulantes y de un tercero enamlo proetirnlwin sa- 
lir a pía Ka con ntanio- di» arta-alo-* i revelan qne ¿c lia 
intentado defraudar al fisco. Página 1-1. 
1Q. L:t>i diferencias de especie, y di' calidad o 'i ,lr st> refiere el 
art. dd de la ley 11.281 deben eompular«e teniendo en encola 
.-utilmente el valor de l:t mer, ¡ídcría cu inl Varetón y no el de 

Inflas las comprendidas én el mismo doeonientéi peni la 
pena nplieable debe hotittfta extensiva a todas; Pág. 184. 

Vrúúeüim'ienló, 

11. toa administradores do Aduana canjeen de facultades pata 
revocar o nmdifiear pé-r -í las resoluciones Cirmca por las 
(¡nales distribuyen entre los deiuineiauScs y a prehensores los 
rouiUos y la-* multas a (¡ne se relien" el art. UKHi de 1ü.« 
Ordenau/a s de Aduana. Pág'ma í¡70. 

Presni¡it i>in. 

12. [ja prescripción de dos año. establecida ru el art. 26 de la 
ley 11.2^1 rige para las reHannu-íimes motivada* por erro- 




BAXCO HIPOTECARIO NACION* Al» 

res de. cálculo», üquida.W* aínro* no advertidos por ul 
tíoíncrdottle « por l.i Aduana watéa de la imnfeelaíioB del do* 
comento equivocado y cd úwpliéabtG ul caso en que se re- 
elarna la devolución de derechos aduaneros en viriud de lo 
dispuesto en el nrt. IM de las Ordenanzas de Aduana, taso 
en el mal rige !n prescripción decenal. Página H- 

1. tu contriliiH-iou d.s nifionn -"do so. justMSca. P<Mf rascan W 
beneficio partiente qú<! íécilw el contribuyente, debiendo 
existir" entre ambos una prudente equivalencia para que la 
primera no importe una contóaeaelóu. Páginas 360 y 3Í8. 

2. La contribución do pnvhnéntoa m'»* excede «1 beneficio que 
recibe la propiedad a ¡«viada y representa más de la W 
porte del valor M inmueble, importa ana exacción violato- 
ria de loa nrt*. H¡ y 17 de la Constitución NtotanaL Pá- 
gina 360. .. . 

3. La nmtnf.iiri.'.n «V pavimentos que contra un hcuotieio oei 
25 qi btícne el dueño del inmueble, lo substrae alre- 
dedor do un H> del vnl«r del mi-tiM. :i<¡ .-.uno .le la renta 
(toe produce, importa una exacción colatoria de losí arta 
16 y 17 de la Constitución JíáMonal, Página -7s. 

AUTARQUIA. 

La piTceciSu General d.-l impuesto a tos Réditos es tan 
sólo una autoridad adniiñistratíva que finicanwiito tiene a 
. ii cargo i l mccnnisinó, In aplicación y pereepción de gra- 
vámenes v no ptiede m-r considerada como entidad aatur- 
qaicn. Página 337, 
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//.I V co TliPOTECAttlO NÁCIQWAXr, 

Principios tf.fntnh t, 

1, lÍ* modificaciones que la ley V2.151) introdujo cu la am> 
ri.-r lev orgánica iM Banco flipoteeário tfaeionul en cuanto 
la eonstitucián de bu directorio; al dar participado* en 
el mismo a entidades i-vivada-, no lina hecha perder a dielw 
banco el earái-ier que íe afligen el mt. ii7, im-. 5», da la 
Constitución Nacional, ln< leyes ttñms. S I7^ y UU557 y la 
juri>i»iudeni'ia de la Corte Suprema. Página 151. 
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Privilegios. 

2. Cuando el inmueble gruvado a favor del Banco Hipotecario 
Naeional se baile en poder de tm lerecro en virtud de una. 
sentencia firmo que reconoce el dominio de. éste y desconoce 
r] invocado por el constituyente ih> la hipoteca, el Banco no 
puedo prescindir do dicho r¡i)li) para vender el bien y dar 
par si n por intermedio de los tribunales ltt posesión ni 
comprador; pues en tal caso su derecho se limita n deducir 
las n^mne-i judiciales autorizadas por el nrt. 7.1, inc, 3", de 
sn ley orgánica. Página 100. 

3. T*:i rebaja prevista en el art. 10 di! la ley 5316 se aplica al 
transporto por ferrocarril nacional do empleados dpi Banco 
Hipotecario Nacional que viajan en comisión de servicio, 
ron excepción de !<k i-jixo^ on que »■] Maneo cobra directa- 
metiU' a (o-* alientes el precio de los pasajes o se lew imputa 
a su cuenta de deudores. Página -151. 



c 

VOMPliA VENTA 

1, Los aviso-; de remate de tm inmueble no forman parte del 
contrato de compraventa del mismo si bu contenido no ha 
sillo expresamente incorporado n las cláusulas de aquél y, 
por lo tanto, fuera de este supuesto, no autorizan n consi- 
derar de mala fe al vendedor ni a obtener la nulidad del 
contrato fundado en el error. Patrian 207. 

2. Las disposiciones 0,11c rigen el contrato de compraventa, y 
especialmente los arta. LT-U y sietes, del GótlSgo Civil, son 
aplicables tanto a las enajenaciones libremente consentidas 
por los particulares como a las que se realizan en virtnd de 
una ejecución forzada y, en este último caso, sin distinción 
a1<runa entre el l'isco y la* persona» privadas, ráüina 207. 

.t. Deiaoslmdn que la ley local, con arredo a la enal fueron 
enarenadas las tierras tm cuestión por el pobierno provin- 
cial, le imponía la obligación de vender a tanto la medida, 
y (¡lie tn¡m*J .subscribió la escritura pública respectiva sin 
objetar el mandato de los representantes de los comprado- 
res f|«e expresamente dijeron que lincínn la adquisición a 
razón de un precio por hectárea, debo concitó rso que la 
compraventa fué de un inmueble determinado con indica- 
ción del ¡i rea y por 1111 pidió cada unidad de me. i i da. con- 
forme a lo previsto en el art. LUI, inc. V, del Código Cí- 
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vil, y ipii! excediendo la falta de úrea del campo de un vigé- 
tiidio del tota!, procede acordar la rescisión pedida por los 
eoruprndores t-im urrrtrio al art. i:Ufi Ji?l Código Civil. IVi- 
piiui 2(i7. 

4, Kl vendedor que por mí hecho personal dió lugar a la mic- 
ción responda por las consecuencias do data, y, pnr lo tanto, 
la provincia que ]>or negligencia 4e nos funcionarios otorgó 
sucesivamente dos título* de dominio superpuestos sobro 
una misma fracción de terreno, no puede invocar con éxito 
el art 10 del Código t'ivil para vencer en el juicio sobre 
rescisión de contrato promovido por el eegundo éptBprftdOT 
rpie reconoció el derecho del primera, fundada en que aquél 
hablo, adquirido el dominio por la prescripción decenal — de- 
icüüíí que ta provincia no habría piulido hacer valer et¡- 
eaímente respecto de su primer comprador sí hubiera «do 
citada de cviwión— ■ tuiitu menos si la prescripción no se 
habría obrado por tratarse de ausentas y redr el plazo de 
veinte años. IVqrii... 2ií7. 

5. La regla .U-l art. 211s del Código Civil, según el cual ven- 
fieada la eviecuíii el vendedor debe devolver al comprador el 
precio recibido, sin interese.-:, e~ una aptieáetóil del principio 
de que los intereses .-e compensan con bis fruir* enando el 
comprador y el vendedor son de buena fe; compensación que 
e«*n de producirse desde el momento en que el inmueble 
sale del poder del comprador; a partir del cual éste tiene, 
pues, derecho ti qiie el vendedor le pague intereses sobre el 
precio. I Vecina 2U7. 

t!. Kl comprador que obtuvo lu rescisión del eonlrnto de eojn- 
p ra venia de un i¡ mm-bb» por falta de área, no puede ser 
obligado a pajear mpiu'do inmobiliario a la provincia que 
le vendió sino -obre b> qué realmente lia impido. Página 2t>7. 

7. Contó conseeneneia de bi rescisión del contrato de compra- 
venia por incontinencia de úrea, las parle.- deben restituirse 
lo que hayan recibido por raxón de aquél, de acuerdo a lo 
disoneslo Vn los arta. 1052 y 1053 del ( odejo Civil, siendo 
aplicables a f:i restitución y a bi reparación de los daños y 
per i ilición las reglas de los art*. fin¡>, lotiíl, l:)2í>, 21 1S y 
«acordantes del Código Civil. Página 267. 

GONcynsQ i>t< t>i:uTos, 

Material. 

Kl distinto grado de participación de los aeu-.nW cu un 
concurso material lie deUtoa no varía tn cali función de 
éstos ni la naturaleza de aquél, l'úginn isó. 
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CÚtiS TI TfClUX S AVIOS AL. 
Principios genttalet. 

Contralor por t"l Puder Judhtal. 

1. No iniurnl.o ni Poder Judíoiat sino ni Legislativo, apreciar 
la eouvotiioncia i> eficacia do los impuestos. Página 397. 

Constit nrit>ii«Ii<t<id c iiicnifstititt'huiifhliiti. 
Leyes nacionales. 
Ferroviarias. 

2. U\s fe vos 5:n."i y 10.657, én cnanto acuerdan a los forrnea- 
rriU'A el privilegio do la eséttcióu dt>l p¡iu r *i tic impuestos y 
tas'is Incales 011 las circuustnncius 1,110 determinan, nn .,011 
violatorias del nrt. 104 tío la ConMihicirm ííndonal ni del 
mi. l(i do la misma, aunque «o Séa la iminiripalidjid do! lu- 
nar sitin nn,i empresa eoitcrsionnrin In que Laya prestado 
el servicio por ol cual se pretende imponer a la compañía 
ferroviaria ot pago de la lusa respetiva, ftfe :5S. 

lltlpo-dl ÍVjU¡. 

3. El nrt. 11 ja ¡oy n.GS2 (T. O.) qne grava el uso de 
la rasa habitación por su dueño atribuyéndote proiinüvn- 
mente uim renla. no os eontraifa a los nrts. 4, Ki, 17 y fi7 
de la Cnn.siim.-inu X¡i,.¡,ina1. Vá^'ma :M7. 

Decretos nacionales. 

4. La partida 2ÓSS da la Tarifa do Avalúos es de carácter ge- 
neral y grava n los artfeuJos do nácar que tienen nna par- 
tida propia; por lo ajnt* os inaplictihle a In* bolones do nácar 
importados, que xo tullan comprendidos en las partidas 
2320 y 2331, y oí nrt. 2», im-. V, del rlooroto j^nmentario 
ilr la ley 11.2*1, que, dispone lo contrario, os vinlatorin del 
nrt. Mi. i no. T t do la f'niisíituoimi Nacional, Página 242. 

Ó. Los decreto* dol Poder Ejecutivo Nacional do í) de noviem- 
bre do V.m y 2 do onoro do líi:¡n\ ni cuan lo iludirían a los 
.jefes do iítdt'«raoÍi>ncH di' tn Pireccióti íioiiernl dol Impuesto n 
loa Rédito* olí el ¡nlorior dol país, para aotuar como jueces 
administrativos a los linos do) cumplimiento do la ley res- 
pectiva, han sido dictados dentro de las facultades ronferi- 
ilas u nqnei pudor por ol nrt. o do hi loy 11.683 (T. O.) y 
no son vinlatnrins de los arls. 18, 07 y Sti, im-. 2<>, de Ta 
CmiMhuonm Nacional. Página 404, 
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Resol' ¡oneü :t Imlui-strativíis y judiciales. 

ü. La facultad ntriMda ni Jefa de Policía de la Capital para 
tliriur edicto-; sobre Callas y ealaíílecof Bajetones pun ¡lorias 
ene no excedan do un mea <!o arresto o cien pi-n. di- mulla, 
ns! cómo para espedir reg^nientaribiíeí) B»« i ralw sobiv el 
derecho de reunión qno senn, razonables, uniforntes y no im- 
pUqucn mi efectivo nWenuooimiento dé aquel, no es colato- 
ria de la Constitución Staaioaai y puede ser ejeMda 
aqnél en sa calidad de funcionario dependiente del Poder 
BjeentivA > m.ji las rostrieéioncíi h ijí * nacen de esc cairáeter, 
mientras el Congreso no haga «so de sus ni vi 1 un iones. Pá- 
gina 241. 

7. La apiieaetón de loa ianeK«ea establecidas en el edicto de 
policía sobre reuniones publicas mi» motivo deja realiracióí» 
da mi;i reunión do esa clase con ftbra admisión do ¡»s con* 
cúrrente»» en mi loeAl dundo se congregaron más de cien 
perdonas y ao pr tu i n un serio tumulto, sin que lmlóern 
mediado previa ¡mi«i i/:t«>i«'u de las autoridades policiales ni 
aviso a las misma-, im importa viobteiim alguna de b* nrts. 
14. ta, is>. 28, 33 y (57, in«. 28, do 1» ConatitóciÓn Nacional. 
Pógina A 

S, I,... arte, 'h. be. Ib 10, 18, Sfi, inc l-l y 31 -le la Consti- 
tución ífncionnl, no tienen relación aljgnna goj* los ju los ad- 
muustrativb realizados por una provincia como poder pñ- 
blieo en bw permisos de en i en, la concesión de minas y la 
ciasifieadÓn do 1n categoría a que éstas pertenecen, por 10 
que no puede fundarse la invididez de dielim actos en emo 
son violatories do aquellas duraciones. Página 3¡QS. 

<) t ]'} procedimiento por el cuál >e dicta sentencia condenatoria 
contra el supuesto infractor, después de habér«cle citado pol- 
la untOridad poiieial sin hacerle -nlier la causa de ello y jto 
tomársele en el acto de comparecer declaración indagatoria, 
en ta cual nícca halii-r cometido la infracción a h\¿ ordenan- 
Kan de tránsito que se k imputa o invoca el art. 13 de la 
Constitución Kaciortal y la imposibilidad en i ( ue se le ba 
colocado de traer ft ln audiencia pruebas de descargo, por 
no habérsela litado en la forma dispuesta por el art. 27 del 
Digesto Municipal,, es viobilorin del arl. IR de la Constilu- 
ción Nacional, por lo qee procede revocar la sentencia ape- 
lada, dejar sin efecto diebo pro dimionli» y devolver la 
causa paro que sea traaiitada conforme a derecho. Pií- 
írimi -ios. 
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Leyes, provinciales. 
Leyes do orden civil. 

10. El nrt. 3d8 del Cádigo de Píoeediffiipiitoa de la Rfoviaáft 
de Entro lííos, interpretad» en el sentido de que In demanda 
sobre incoari itueíoiiulidud de mi impuesto y repeííemn de lo 
indebidamente pagado en ¿oneepto del misino debe dedu- 
cirle en el (<'nnm>i de mi mes desde que Layo resultado 
afectado el derecho patrtinonii 1 del contribuyente, importa 
ino.ülii ;sr el piar." scfuiltiún pa-a la preafflcilMSpa en el nrt. 
4023 del Código Civil y es, ¡ * ello, violatorin de los arta, 
33, 07 ; ¡na 11, y 108 dé la C »n>titiui«ín Nacional. Pág. 331. 

Leve- de ortlen procesal. 

11. Ln ley 1717 de in Provincia de Tneimi.'n. en cnanto somete 
l;i jnritdieeiÓn de los .jueces de 'minera instancia de íiqué- 
11 ;i la* caUWia provenientes de In ap'íeación de bis leyes 008$ 
y 11.720 no c- víolatoria del nrt. 1* de Iri ley federal 027, 
Pinina 2:iü. 

Impuestos y contribuciones lóenles. 
Afirmadas. 

12. La contribución de mejor. se ,itti,t ificn p(|* razón del 

beneficio particular que roeil I contribuyente, debiendo 

existir entre ambos una prudente eqnivals-m-ía para que 
la primera nc> importe una eonfÍKcaei<»n, Pinina 'tiM. 

13. La contríliueiúa do pavimentas qnc excede al beneficio 
que recibe la propiedad afeetn la y representa más de ln 
tercera parte del valor del inmueble, imparta uúa exacción 
víolatoria de los arl-. 10 y 17 de la Constitución Nacional. 
Página :¡fíf>, 

14. La contribución dp mejoras sólo se justifica por razón del 
beneficio p.irti<-nlnr que rer-ilje el contribuyente, debiendo 
existir entre ambos ano prudente equivalencia para que la 
primera no importe una confiscación. Página 

ló. Ut nmlribmiim de pavimento* que contra un beneficio del 
2"> que obtiene el dueño ib'l inmueble, le substrae alrc- 
ilrdor di- tm ¡'» r í del valor del miaño asi romo de la renta 
que produce, ítiiporfn una exucción viobitoria de los nrt.s. 10 
y 17 de la Constitución Níeiminl. Página 37S. 

A la bereneia. 

10. No es contrario a la Constitución Nacional gravar la trans- 
misión gratuita do los bienes en el momento en (pie élln se 
exterioriza. Pagina 401. 
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17. El adicional del 10 % a mi impuesto existente — relntívo, 
en el caso, a la transmisión gratuita — no es un nuevo Lm- 
ptie-to sino una tormo de alimentar el proi lucido de aquél, 
gravando en forma mis intensa ta misma fuente y categoría 
tU* eptatrilmyi'ntis. 1<> dial no es contrario a la Constitución 
Nacional. Página 4ti:t. 

1S. El impuesto a la trasmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad del liaber hereditario — más del !)4 ' en el caso — es 
tonfí*eatorio y contrario a loa art». 14 y 17 de la Constitu- 
ción N'íieioiiü!; ¡tero no ]o es el que sólo representa al 21.91 % 
del haber recibido por el heredero. Página 403. 

COFA JUZGADA. 

1. El decreto ili'l I*. I", irle, por ;ipre. í;li ióll .le bis eírcimstari- 
Ciál acreditadas en 1;>- aclmichmr-: :iibni!u-tr¡)tiv¡i-, conside- 
ra reunidos los requisitos exigidos por la ley 11.4-12 y con- 
cede e! beneficio establecido por ello, no se tialhi \\< indo de 
nulidad absoluta porgue posteriormente nqiiól entienda que 
no están comprobadas las circuttótanpiaa de referencia, y no 
pit*>.Ie ser válidamente revocado -íno que debe demandarse 
judicialmente su anulación fundada en el error, dentro del 
plaXO de dos años previsto en el art. IflflO del Código Civil, 
Página 2ól. 

2. K\¡stii'¡ido rosa ,¡ uzeada respecto di' la* cuestiones n cér- 
ea de| dercChO dia preferencia invocado por el (tefor sobre 
minerales de setnuida eateíjurí», y de la nulidail del juicio 
ejecutivo seguido contra el mismo, rn el cual intervino y 
defendió con exceso sus pretendido- derechos, procede recha- 
zar Ta demomln que intento renovar las; mismas cuestiones. 
Pagtnn 

3. IjOs ad i nimst rudto*e.s de Aduana carecen de facultades para 
revocar ri modificar por ■*! !;is resoluciones firmes por las 

cuales distribian ni re los del, iniciantes y nprehen*ore» los 

comidos y las multa- a (plfi Fe refiere el art. Id.'ln de las Or- 
denanzas de Aduana, Páirinn 

■!>. La Caja de Jubilaciones de Empleados Ferroviarios nn tie- 
ne facultades para dejar sin PÍWto la* pensiones qne lia eon- 
(íCdido, SÍUO que debe iniciar bis accione* pertinentes ¡inte 
Jo* tribunales de justicia. Pagina 483, 
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COSTAS. 

Desarrollo del litigio. 
Iiu-idcnles. 

!. Procede imponer a l:i parto aetnrn las folias del juicio en 
que se operó la pcrcntiiiii de Iíl instancia y eximirla del pago 
do liw costas del incidente relativo a rsta por haberse alla- 
nado a la minina, fúginu 471. 

Resultado (M litigio. 

2. Procede imponer el pago de las costas del juicio sobre in- 
demnización do Jos danos y perjuicios ocasionados }ior un 
acto Uíeito, al demandado que nogú en a Pululo el derecho 
del actor al resarcimiento^, aun cuando ésre haya sido fijíido 
cu uña simia nmcho menor que la reclamada por el deman- 
dante. Página 221. 

Efecto ttr hi eondetta en costas. 
Extensión. 

3. Ln> costa 3 judiciales no comprenden lo* gastos de protesta 
y conservación de lo* derechos. Página 402, 

4. Fll ddiireiicin miento do oficios para el nial no se autorizó 
a nadie y del qne no resulta la realización de trámites, no 
da Imrur a la inclusión i!e partida nlt^unn en las cosías a cargo 
de ta parte vencida. I Vitrina -M2. 

">. I'i-ocede desestimar las objeciones lioidia^ a una liquidación 
en ctin uto incluye partidas aferentes al pago de simias 
convenidas por el diliueiieimniento de oficios y fundadas 
en que no se trata de cantidades regaladas, si no se ha 
argüido f|ne sean excesivas ni desproporcionados al trabajo 
realizado y al monto del juicio. Página 402. 

(¡. Nn prm-eile incluir entre las cestas a cargo de la pnrtc 
vencida 3u- sellos empleados por el actor para reponer docu- 
mentos y actuaciones «pie con arreglo al nrt. 40, ine. 15 y 
- 1!) de la ley 11,200 éstüri éXehtóS de sellado, -Pág, 10J. 

7. Lo resolución referente n las costas del juicio contenida en 
la sentencia final de la causa, no afecta lo decidido nntc- 
riormente respecto de 1:k devengadas en los incidentes pro- 
ducidos en el i-nr^o ilct litigio. Página 4S2. 

Lifjuifhteiáti, 

8, XW procedió imhiir en la liquidación de las costas partidas 
presupuestas, para trasto* aun no realizados. Página 102. 
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pJtSos i i'KR-n it -ios. 

Principios gt'uefíxUif 

1. Incumbe a] marido, cutuo administrador, de lu sociedad con- 
y uga I, exigir el reembolso do toa gastos que constituyen cur- 
¡ra,s de la sociedad conyugal, al responsable del hecho ¡lícito 
que las h:i iniisiima h >. íViL'íu:: 2J1. 

Culpa. 
Extracontr/u-íual. 

2. Habiendo mediado concurrencia do culpa* i-n la producción 
tk-1 daño, aunque en menor grado por parte del actor, no 
correspondo privar n élite (ir tifia ¡ndcmniíaictón «¡no gra- 
duarla con arreglo a la» íiramstnnelna; Página 221. 

Responsabilidad Estado >/ d? ios periona» jitrídivat, 

'3. Establecida la culpa dél conductor del automóvil perlenc- 
t'iente :i I¡i provincia, la relación de dependencia entre aquél 
y ¿ata y que el hecho se produjo en el desempeño de las 
tarcas del mismo, l:i responsabilidad de la demandada es 
i nii ¡sentible. Página 2*21. 

4. No habiendo mediado culpa de la víctírtn y sí, en cambio, 
do. toa fu ih- i onar i os del Estado, por no haber dotado a, la 
Colonia Nacional de Alienados en que Aquélla préstala sus 
serviiios, del personal necesario para í:i debida ¡i tención 
y vigilancia de los enfermos, recluidos en número tres voces 
mayor que el de Ta capacidad del estíihleciiuicnln, y haber 
omitido adoptar precauciones tendientes a evitar li cellos que 
pongan Mi peligro la villa de los empleados del mismo, pro- 
cede responsabilizar a 1¡> Xuetón por loa daños y perjuicios 
provenientes del fallecimiento do un celador, Mihtcvenido a 
consecuencia de las heridas que le infirió un insano eon el 
instrumento cortante que éste utilizaba en sus tareas ha- 
bit nales. Página ^fi". 

Besponsah ijidnd £«WéM. 

5. I*i circunstancia de que la ley 12.360 no contenga una dis- 
posición que establezca la responsabilidad del funcionario 
que piite el allanamiento no autoriza n excluirla, pues en tal 
caso riire el art. 1112 del Código Civil y tos disposiciones 
pertinentes del Código Penal. Pú»;i":i 11"». 
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BeterminactéH del <l<tii». 
Daño moral 

ti. J*n ¡ndeuim/.iieión del daño moml en lus cu^os ilo cuasi- 
delitos es improcedente eimudo ]¡i sentencia recaída en la 
causa penal no establece que se fcratn de un hecho c-nli rien- 
do de delilo en el derecho criminal, cuestión ajena n la 
competencia di- Iíi Corle Suprema. Página 221. 

Intereses. 

7. Líiiiita-lo por el iieln- mi reclamo di« intereses sohre la suma 
que si' fije como iiidclntii/neíón del dníio que le ocasionó 
el ¡u-te) ilícito, ¡i los tfévcngan , " s a partir ^ r ' r ' interpelación 
judicial, pro.edc cniiredcrsehw desde esa i'eclm y un desde 
aquella en que se produjo el perjuicio. Página 221. 

D 

PEO RETOS ¿\\ l OJON A T. ES, 

El decreto del P. E. oite. por apreciación de f:is circunstan- 
cias acreditadas cu netna*lqnea mlmini-trnlb-ns consi- 
dera reunidos los requisitos exigido* pcir la ley 11.412 y con- 
cede el beneficio establecido por ella, no se halla viciado de 
nnlidtid absoluta porque posteriormente iiquél entienda que 
no están comprobadaa toa circunstancias de referencia, y no 
puede ser válidamente revnrüidn siim i¡!ie ib-be deif!;! miarse 
judicialmente su anuhieión fundada en el error, dentro del 
plazo de dos a tíos previsto en el art 40:w del Código Civil. 
Página 251. 

DEMANDA. 
Requisitos. 
Documentos. 

El art. 10 de ln ley iíf> limita la obligación del actor a la 
prc>oní:iemn de las esi-rilur:i-j y documentos que justifiquen 
directamente el derecho que invoca y no Iti extiende a los 
documentos destinado-; —como el boleto dn Compra venta — 
a Ctttss! iones que fueron principales pero dejaron de serlo 
otorgada la escritura pública correspondiente. Pnsñua 267. 

DEMANDA CONTRA T.A NACION. 

1. El art. 52 de la lev rmm, 11.683, T. 0., no comprende las 
sentencias dictadas contra el Fisco sino solamente las con- 
dena torins di 1 los deudores de arpié!. TVejum 317. 
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2. No procede emplazar ni ejecutar a la Nación para obtener 
la devolución de la» sumos indebidamente cobrodiis en cou- 

t-t'plt) del ilnpilr-to II los rn : <lÍÍOS O ll pají" de 1¡I- eo>tllíi 

aplicadas a la misma en el juicio de apremio resuelto en 

su contra mo tampoco procede cmlianrar a e*os r i cetos 

las Miiim.-i proveniente di' b percepción del meneíoníido 
grávame», cuyo destino eatablofl* el :>rí. ¡3 de la ley 
miln. 11. üXt, T. <>.. depu-itudus en el t La rico de la Nación 
a la orden de la LUmiióri General del Impuc-to o los 

Réditos. Piíííiiiit a:i7. 

DERECUOS Y GARANTIAS CONSTITUCIOXA LES. 
J'rittci pioat i)rntrtths. 

1. Los organismos adminístralivos investidos legalmente de la 
facultad de dictar pronunciamientos de un t lindeza judicial 
do manera ¡rrevisiblfi por los tribunales i.nlinaríos de jii^- 
líein, de lien ejercer siis tit ribucioiies rc-qu-tandu los derechos 
y garantías i^nrtilneiunales y, en particular, la inviolabi- 
lidad de la defensa consagrada por el iorl. 1*» de la Cons- 
titución N'aeional. lViiíina 4(>S. 

2. Fuera del pan, ln Concitación nuda lia garantido a loa 
extranjeros nt pndia haberlo heeho por taita ile jurisdic- 
ción í pero Ion capitales introducidos en él por aquellos, que- 
dan suinrtidii-. a bis leyr- nacionales, lo ii.Ímiiu ijue l;i* reía- 
cienes jurídicas que puedan nacer de esos actos- Página -lü3. 

"Dwecho de propiedad. 

;¡. Li >"!¡i posibilidad de un detrimento pntninnntal deriva- 
do de ta niodífíeaeión de la competencia no lía óbice con.-ti- 
tueional para su cambio, pues la garantid de ta propiedad 
privada no obsta al servicio de las facultades legítimas del 
gobiernos Página 1 

■1. Li contribución de mejoras sólo se Justifica por r.istón del 
beneficio particular que recibe el con tribuy ente, debiendo 
existir entre ambos nn:i prudente equivalen, i:i para que la 
primera no importe una eouHcfüAt'ióu. Páginas ■''»!' y 378. 

5. La emilribueión de pavimentos que excede al beneficio r¡uc 
recibe )n propiedad afectada y représenla más de la ter- 
i i va pane ¡1<1 valor del inmueble, importa ntta e\¡irc¡ón vio- 
hitoria dt> íos art-. Hi y 1" de la Constitución N'aeional. Pá- 
gina :''¡n. 

fl. La contribución de pavimentos que contra mi beneficio del 
*2'i ' '< que obtiene el duniio del inmueble, le substrae alrede- 
dor de un feO ' , <!») valor del mismo así «saino de la renta 
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que produce, importa una. exarción vinlatoria de I<m arls. 
1(¡ y 17 de tsi CuiMilurii'iii Nacional. Página :i78. 

7. Por regla genera] la expropiación por causa di' tltilidnd pú- 
blica delie ser efectuada previa inderriniiawÓn y. por 1» tanto, 
dclu ri proscribirse los pfiocwKiwieitttos <tni* retardan la satis- 
facción del derecho de los interesado* :i obtener dicho resar- 
cimiento. Página 5Í1. 

8. Pe acuerdo a I< r dispuesln en el art. 17 de la Constitución 
Nacional, en el caso de desapoderamiento judicial de todo 
di inmueble sujeto a expropiación y poseído pur ot demnn- 
ihidn, el juicio y la indemnización pertinenb - tío pueden limi- 
tarse n ana paito de a<picl so color de que la porción res- 
tante es bien públim ; simi míe debe depositarse *4 precio 
de lodo el bien y exigir la justificación del título por parte 
di'l r¡ia> sostiene ser so dueño, a menos ijne se Imhiera some- 
tido a los j urces d" la expropiación el punto referente al 
dominio y ellos hubieran reconocido el carácter público del 
bien Página "il I. 

9. Xo habiendo mediado ilesa pndera miento judicial de lodo el 
inmueble sujeto a expropiaran sino únicamente de una parto 
del mUiito. la Heníenriü míe manda indemnizar !;m sólo la 
privación de dicha fracción dejando a ¡*alvn los dereehos 
«¡lie el demamltiilfi pretende tener sobre el resto, respecto 
del etial el ex propia. lo r no ha depositado suma alguna por 
considerarlo bien público, no comporta violación alguna de 
los nrt.s. 14 y 17 de la Constitución Nacional. Página ííll. 

10. El arl . 17 de la Constitución Nacional no ampara la sítun- 
lii'm ili'l litigante vencido en juicio resuelto por sentencia 
fundada cu la ley, aunque >< l :i errónea, y la invocación do 
aquél no hasta, pues, para conceder el rd-tir '> exl ra ordina- 
rio. Página -lí)(i. 

Dfrrrho flr truniú», 

11. Son legítimas tas rJestricr iones al derecho de reunión refe- 
ren les al uso de bis '-alies, plana* o parodies públicos, que 
implican la nere-ida>I del permiso previo, así coma la obli- 
gación de dar aviso previo a la palíela ruando la reunión 
ha de realizarse fuera de la vía pública porqu> de la aglo- 
meración da persona 1 ? puedan resultar perturbados el orden 
y t ra tii (ii il ¡dad públicas. Página 244. 

12. tas reuniones en lugares corridos, de escaso numero de 
personas, sin propósitos .-.tibvrr'-ivos ni eontrarios al orden 
público» no pueden ser prohibidas ni cometidas a la exi- 
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gemia del miso previo, sin hacer ilusorio el derecho de 
rcunióu. L J :i!rimi 244. 
13. -^La aplicación de las sanciones r.MnMtvtdajj en el edicto de 
policía sobre reuniones públicas con motivo de la realiza- 
ción de una reunión de csu «da.-*- r«n libre admisión de los 
concurrentes, en un local donde se édngregitroB más de den 
personas y se. produjo un seiío tumulto, sin que hubiera 
mediado previa autorización de las autoridades policiales 
ni avisa a las mismas, no i ¡iq untan violación alguna de h»s 
arts. I I, K IU. LN. ¡S í y (57. ¡«e. 2Sj de la ConstitBdáia Na- 
cional. Página ti 14. 



IgunhUul. 

34. Las leyes 5316 y 10.ÍÍÓ7, on cuanto acuerdan a lo* ferro- 
carrile" el privilegio '1" la emoción del pago de impues- 
tos y lasos locales e.i la* eircítnstaaciaa que determinan, 
no son vidlatoriás de] art. 1W da la Con-I iuwión Nacional 
ni del arl, 1 ií de la misma* aunque no sea la municipalidad 
del bisar sino una empresa concesionaria la (me haya pres- 
tado el servicio por el cual se pretende imponer a l¡i com- 
pañía ferroviaria el pago de la tn>.:i respectiva^ Página 3$. 
la. I* cotítribncifiii de mejoras solo se justifica por razón del 
beneficio particular que rm-ihe el contribuyente, debiendo 
existir entre nmlw* una prudente equivalencia pura qjie 
la primera no importe una confiscación. Páginas Ülitl y 378. 
16. htx contri Imrión de pavimentos que éxeedé ni b&efieio que 
recibe la propiedad afectndn y representa más de la tercera 
parto del valor del mmueWei importa mía exacción vi.ilat«- 
ria de los nvU. ÍS y 17 de la Constitución SfakirtítL Pn- 
einn Wf>. 

Los arts. 10, 104 y IOS de la ConstltsviÓH Nacional no re- 
Mdlan violados por el lieebu de tomar.se como baso pora 
r-tablei-er la ta «a del impuesto sucesorio el total de eada 
hijuela, comprendido* los bienes .-it nados dentro y fuera 
de la jnii-ilii'i-KÍu provincial, 1 'asi na 16$. 

InvhJaítlithui (OÍ tiinisii üiiK 

1S. El art 18 de la í 'mi*! ¡Ilición Nacional no prohibo el exa- 
men de la correspondencia epistolar y la de los pápele* 
privados de las cmprcsi? suidas por la ley a la fiscaliza- 
ción de lus autoridades; debiendo entenderse que el requi- 
.-ito de la existencia de ley que autorice el allanamiento 
necesario para realizar dicho examen se cumple citando un 
precepto legal dispone categóricamente la íWnliznciún do 



DEBECSOfl T (1ATÍAXTIAÍÍ CONSTITUCIONALES 557 



los Ubrúa y i):i|n«ífS por perdonas en función propia y capa- 
cidad técnica para realizarla y que los motivos que determi- 
nan el examen cu el ras» de mi delirn-uc ule <li i ¡oren do Io« 
relativas íi personas sujetas :i la fiscalización de Jad auto- 
ridades por rnzón do sus negocios. Página 113. 

ífíviolabtUfhttí di- J-i tvrnsp'Mtleneia. 

10. El art. 18 <le la Oonstitttcí<5n Nacional no prohibo el exa- 
men do lu correspondencia epistolar y la de los papeles 
privados do la* empresas sujetas por la ley a la fiscaliza- 
ción do las autoridades; debiendo entenderse (pie el requi- 
sito do la Kíisteneio de ley que autorice el allanamiento ne- 
cesario para realizar dicho examen se eum|)lo euando un 
precepto Ioi;al dispone categóricamente la fiscalización de 
los líbrOS y papeles por personas en función propia 3' capa- 
cidad técnica para realizarla y que Jns motivos que deter- 
minan el examen en el i-iho de mi delincuente difieren de loa 
relativos n personas sujetas a la fi-calizaeión de las autori- 
dades ]ior razón de sus negocios. Página lió. 

íurhhfhiU-hul de ht defensa en juicio. 
Principios generales, 

20. La garantía constitucional de la defensa en juicio supone 
Ja posibilidad de ocurrir auto algún órgano jurisdiccional en 
procura do justicia. Página 135. 

21 . Ivi inviolabilidad do la defensa en juicio requiero que el 
litigante sea oído y so le dé ocasión do hacer valer sus 
medios do defensa en la oportunidad y forma prevista por 
las leyes de procedimientos. Página 408. 

22. Para que proceda el recurso eslrnordinario fundado en la 
violación de ¡a defensa en juicio, debe resultar de los autos 
(pie lia existido privación o restricción substancial de aqué- 
lla. Página 4S7. 

Intervención de las partes. 

2.'L La resolución del recurso de quejn sin audiencia de la parte 
apelada no es viola loria del art. 18 do la Constitución Na- 
cional. Página 133. 

Intervención del representante. 

2-4. La unificación do representación en los juicios es una cues- 
tión procesal que no autoriza la procedencia del recurso ex- 
traordinario, aun cuando se alegue violación del art. 13 de 
In Constitución Nacional. Página 308, 
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Procedimiento y scnu-neia. 

25. El art. 1H de la Cotud Unción Nacional es compatible con 
la admisión de tina diíwnnnada especie di* prueba si &c 
ha ¿nao oportunamente noticia de ella al recurrente y é>tc 
lia podido producir la que convenís a mi derecho para dea- 
vi rt «arla. Página 4<iH. 

20. —El rechazo dfi uuii prueba ínefieaz para eximir de respon- 
sabilidad ul procedido t> atenuarla, no importa violación de 
la di'i'i'iL-a cu juicio ni autoriza el recurso extraordinario 
fundado en el art. 18 de la Constitución Nacional. I\i- 
<:ina Ih7. 

27. La netrativii del tribunal dt* secunda instancia a recibir la 
prueba, ofrecida por el atusado pura justificar el tras- 
curso del término de ln prescripción alegada ante el mismo, 
no importa violación de la garantía constitucional de la 
dcfciim; en juicio que, si bien obliga a oír a los procesados 
y a darles oca-ióu de hacer sus medios de defensa en la 
oportunidad y forma prevista por las leyes de prorali mien- 
tos, no requiero que se h"s a^esrure la exención de respon- 
sabilidad por el solo trascurso del l lempo ni constituye 
un medio para demorar Ja marcha do las cansas a los efectos 
do procurarla. IVi^iua 187. 

28. Los procedimientos que conducen necesariamente o la con- 
dena del imputado porque no permiten sino la a|inrieueía 
forninl de su defensa, son contrarios al nrt. 18 de la Cons- 
titución Nacional. Página 408. 

23. El procedimiento por el enaí 80 dicta sentencia condena- 
toria contra vi supuesto infractor, después do habérsele «ita- 
tado por !a autoridad policial .-in hacerle saber la causa de 
ello y de tomárselo cu el acto «le comparecer declaración 
inda ira toria, en la cual niega haber cometido la infracción 
a las ordenanzas dé trán-íto que se le imputa e invoca el 
art. 18 dr la Cnnsiiiavión V.-i.-ÍíhuiI y la imposibilidad en 
(pie & le ha colocado de traer a la audiencia pruebas do 
descargo, por no habérsele citado en la forma dispuesto por 
el art. 27 de! luirc-to Municipal, es víolntorio del art. 18 
de la Con si i t m-ión Nacional, lo que procede revocar la sen- 
leticia apelada, dejar sin efecto di. lio procedimiento y de* 
volver la causa para que .-ea tramitada conforme a derecho. 
Pátiimi 408. 
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Jueces naturales. 

3U. ha declaración «le iiicornineteiieia partí seguir entendiendo en 
un proceso efectuada por los tribunales fedéralo» en razón 
ilr haberse dictado durante el Irá mi ti; de la inicua la ley 
I2JÍ45. cuyos arls. 'Mi y 'M establecen Ja jurisdicción de la 
Aduana para esos ck¡hos. iiiii apelación para mito aipiúllos, 
un im pmla substraer ln i-imsu a su* jueces nal tírales. Pá- 
Siun Í9& 

DESLINDE. 

La npo-irióii deducida ett ni juicio de deslinde 3c Atribuye 
carácter contencioso, y siendo partes en el mismo una pro- 
vincia y un vecino de la ('apila) Federal su conocimiento 
corresponde n la Curte Suprema ante la cual, no median- 
do oposición de panes, deben proseguir las actuaciones. Pa- 
pua 139. 

DESPACHANTE DE ADUANA. 

El despachante míe actuó directamente ante la Aduana como 
ta] trinando los manifiestos y boletos respectivos, tiene acción 
para redamar en juicio y en a ti propio nombre, la devolu- 
ción de lew derechos que indebidamente pairó de más por las 
mercaderías que introdujo para nlro. l'áejina 44. 

DOMICILIO. 

El art 1Ü de la ley 5:!)") no Itn establecido un damieilio 
ron carácter general y Obligatorio para todas las relacio- 
ne-i jurídicas de Tos Ferrocarriles, sino tan miIo con carácter 
limitado a sus relaciones con el poder concedente. Página 188. 

E 

EJERCITO NACIONAL. 

1. I*n pensión de retim enrrespoudiente a tui suboficial del ojér- 
eito no comprende el importe del "premio a la constancia", 
de (pie ixnzaliu en aelividad. Página 127. 

2. El decreto del P. E. que, por apreciación de las circuns- 
tancias acreditadas en las actuaciones administrativas con- 
sidrra reunidos los requisitos esrsridns por la ley 11.412 y 
concede el beneficio establecido per ella, no se ludia viciado 
de nulidad absoluta porque posteriormente aquel entienda 
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que no están comprobadas las circunstancian tic referencia, y 
no puede ser válidamente revocado sino que debe deman- 
da rae judicialmente .-u anulación fundada cti c] error, dentro 
del plazo de (los años previ.-tu on el nrt. 4030 del Código 
Civil. Página 251. 

EMPLEA nos pl ' nucos. 
Relación e ¿ coi» et Esttuh. 

1. ]*is referiónos del Estado — nndonn! o pro^ndal*- n>» sus 

empleados se lL'eu por id derecho eoiL.-litucinmil y ndmuilH- 
tnilivo dentro di? los límites fijados por la Constitución 
Nacional v las do tes provinciales que ron é-fn se condér- 
lau de «cuerdo a los arts. 31 y Í04 a IOS de n.|itólln, ningu- 
no de los niales impide que 3P piolóla 8 los empleados des- 
empeñar otras actividodes que las que te impone te ordena- 
ción admintettiitívá o (pie se prohiba a los peyeres puWicoí 
otorgar rcmurjcracioncji extraordinarias por comilones espe- 
ciales acordes o no ron te índole de sus funciones ordina- 
rias. Página '¡52. 

2. Las disposiciones drl didign Civil sobre locación de sem- 
idos lio tienen atingencia con la* relaciones entre el Estado 
V sus empleado». Página 352. t 

3. Corresponde re.lmzar la demaiidá sobro cobro de eonnwop 
deducida contra una provin. ia por quien, hallándose nmln- 
cnlado en ella romo martiliero y siendo empipado de te 
ini-nin. remató mías minas en cumplimieiitio de órdenes del 
director do mi repartición, si te respectiva constitución pro- 
liilio aeordnr remnnerarión extraordinaria a los empipados 
públicos por servicios prestados en ejercicio de mis funcio- 
nes o por comisiones espedoles o extraordinarias. Página 352. 

■L Lo-! afrentes de la administración nacional no pueden ser 
responsabilizado-; civilmente por hechos administrativos vin- 
culados a' la potabilidad, sin «pie preceda el examen de las 
cuentas y la resutndón definitiva de te Contaduría General 
de la Nación rpie declaro su responsabilidad administrativa 
y ordene proceder al cobro del importo del (raigo respectivo. 
Página 350. 

Ei'icnnx. 

Principios fffimraUs. 

1 . El vendedor qw por m hecho personal dió lugar n la evic- 
clon responde por las consecuencias de ésta, y, por lo tanto, 
te provincia que por ncgUgéndá de SUS funcionarios otorgó 
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sucesivamente dos títulos do dominio superpuestos sobro 
nua misma fracción de terreno, tiü puedo invocar con éxito 
i'l ¡irt. 2111) del Código Civil pura vencer en el juicio solare 
ri'si Hión de contrato promovido por el segundo comprador 
que rufiOilocio el derecho del primero, fundada en que aquél 
h;tl)i:i ndqnirído t>[ dominio piir l:t prt'-trí pi-inn decenal — 
defensa tjite la provincia no ludiría podido hacer valer efi- 
■■a/ineute résped u de su primer comprador si ]iul)iei*:i sido 
citarla de evicción — tatito menas sí lu prese ti pilón no se 
habría operado piar tratarse do ausentes y regir el plazo do 
veinte años, Página 2<*7. 

2. Si liicti la callea de lu eviedon es, por tu general, anterior 
al neto dG'ln venta, en ciertos supuestos puede *er posterior 
al mismo, como ocurro en el caso de lu evicción resultante 
de un hecho perennal del vendedor consistente en vender 
eomo parlo integrante de un inmueble, una fracción ya eom- 
prendida en la venta anteriormente realizada a otro com- 
prador. Página 2ü7. 

3. La reglo del art. 21 IR del Código Civil, según el cunl verí- 
l'ieadii In evicción el vendedor debo devolver al comprador 
el precio recibido, sin intereses, es unu aplicación del prin- 
cipio de rjiie los interesen se compensan eon los Frutos cuan- 
do el comprador y el vendedor son de buena fe ; compensa- 
eión (jue cesa do producirse desde el momento en que ol In- 
mueble sale del poder del comprador; a partir del cual e*ste 
tiene, pues, tlereelio a que el vendedor le pague intereses 
Sobre el precio. Página 267. 

4. El comprador que obtuvo la reswion del contrato do com- 
praventa de un inmueble por falta de aren, no puede ser 
obligado a pagar impuesto inmobiliario a la provincia que 
le vendió sino sobre lo que realmente lia poseído. Pági- 
na 2f¡7. 

EXCEPCIONES. 
Clases 
Defecto legal. 

1. La demanda que especifica los hechos que lian producido los 
daños cuya indemnización persigue el actor, no adoteco de 
defecto legal. Ptíginn 221. 

Incompetencia. 

2. Al oponer la excepción de incompetencia el dcmandndo debe 
invocar todas las razones por las cuales desconoce la juna- 
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dicción del t ritman I. Ésta no puede ser nuevamente impug- 
tmúu til tonte^lnr I;l demando, aun eiuindo [tura ello feo ale- 
guen otras razones. iVigiim 17. 

EXHORTO. 
DUigencififítitnto. 

1. Kl diligencia miento d<> medidas probatorias dUpwvrio por 
tribunales de provnuci» pura ser cumplido en el territorio 
de la Ülípital tte la Narimi, encuadra en las atrihiteiolips 
ptt>piiig del gobierno Ideal de ésta v iiu-mulie. por ello, a 
|ip> tribunales prdiiiarhw de la im<mn. Página ¡l">0. 

2. Kl dilígeneiamientd do medidas probUtoiriBi iin*- no se refe-. 
rían a informe- «>!'re nnwkuieíiM de exponientes « aMiivos 
do la justicia federal, uo incumbe a los j ucees federales ni 
tampoco a la Corte Suprema, cuya jurisdicción hállase limi- 
tada por los arts. Km y MU de la COnalUuciSu Nacional y 
las lejos vigentes en materia de eompeteneia de los tribu- 
nales federales; I» ettal no obsta n que ésto* remitan el ex- 
horto respectivo a 'os tribunales ordinario* a tós (pie debió 
ser dirigido. Páv'ina ¡150. 

3. Ui persona autorizada en el juieio por una de las partes 
para intervenir en el diliireneianiirnlo de un oficio a los clee- 
ti»s dé la recepción de los testnnpnjqa ofrecidos ponto prue- 
ba, está facultada para pnriá-ipnr en el trámite de ese 
oficio, ante el juez a (pifen M dirigido v los respectivos 
j necea «le paz, en su caso* y para uiquirir por sí misma, los' 
datos referentes al lugar, día V Imm en (pie -e lomará de- 
cluraeión a toa test i 'ja-; por h> eiml es impropíenle el pedi- 
do tormuíacio eu el juicio pur quien bt designó, de que se 
intime n ta parle contraria que informe neereu de lates eir- 
eunstnm-ias. Página 

Prim -¡¡ti"* QtHtTwtf, 

1. Incumbe ni Estado determinar la extensión de la superficie 
que dclte ser expropiada. Página 211. 

2. Kl dueño de un inmueble objeto de una expropiación pareja! 
no tiene derecho para exigir (tue ésta sea total sí no ha pro- 
hado une la tracción i|iL<' se deja en su poder bu quedado 
inufiliznblc, tanto menos eUanto que en el juicio m> SS le 
privH de la Fracción no expropiada, de la cual no pe ha dado 
posesión judieial ni Estado que, por su parte, desconoce el 
( ] ¡nio invocado Spbre ella por ta demandada. Página 211. 
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.1. Guando se trata de obras de carácter general hasta para 
salvar el principio de La inviolabilidad dé la propiedad, la 
autorización general para expropiar hecha en la ley respee- 
liva, calificando la obra do tuya construcción >e trata; requi- 
sito ({lie lia sido t-uit[| >l i>!<< i'ti tu expropiación di! las tierra» 
necesarias para la i-uti^I rui-i-íini del camino de Mar del Piula 
a Minunar y de los parques correspondientes. Página 211. 

■i, Por regla general la expropiación por cu usa de utilidad pú- 
blica debe ser efectuada previa indemnización y, por lo tanto, 
deben proscribirse toa procedimientos que retardan la Satis- 
facción del derecho de loa interesadus a obtener dicho resar- 
cimiento. Página 511. 

JmhmnizdiiiUu 

5. Los cálenlos meramente hipotéticos no pueden ser tomados en 
«lienta jaira lijar la indemnización que debe entrega rse 
al dueño del bien expropiado. Página 211. 

ü. Xo premie incluir en el monto de la indemnización que 
debe pagarse al dueño de un inniuelde expropiado para 
realizar obras de. irrigación, id valor de la mina de cobre 
incx piolada existente en aquél y no comprendida en la ex- 
propiar ión. Página 27. 

7. £1 innula de la indemnización que debe acordarse al dueño 
del tnniiicblc expropiado por la arena aprovechable natu- 
ralmente existente en aquél, no puede ser establecido por la 
simple multiplicación de la cantidad de arena por el precio 
normal de la misma; >ino mediante la determinación de ln 
cantidad y precio mencionados, del consumo en el Ulerea- 
do, de la concurre neia de otros proveedores y del tiempo 
necesario para dar salida a (oda la arena con arreglo a estas 
circunda mías, efectuando los correspondientes descuentos 
de intereses conforme a los años en que se habrían efectuado 
Jas ventas. Página 211. 

8. De acuerdo a Jo tUspueato en el art. 17 de la Constitución 
Xneioiml, en el caso de desapoderamiento judicial de todo 
el inmueble sujeto a expropiación y poseído por el deman- 
dado, el jnicio y ln indemnización pertinentes no pueden 
liuutarso a una parto de aquél so color de que la porción 
restante es bien público; sino que debe depositarse el pre- 
cio de todo el bien y exigir la justificación del título por 
parle del que sostiene ser su dueño, a menos que so hubiesen 
sometido a los jueces de la expropiación el punto referente 
íi] dominio y ellos hubieran reconocido el carácter público 
del bien. Página 511. 
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0. Xo habiendo mediado desapoderamiento judicial de todo 
el inmueble sujeto a cNpropiai ión Mim i'inirtinietitc de una 
parle del mi -mu, la sentencia qge majada indemnizar tan 
üóln ln privnción de dicha fracción do jando a miIyq loa 
derechos i-] demandado pretende tener ¿obre i'l resto, 
respecto del ¿na) el expropia dor no lia depositado suma 
alguna p»r considerarlo bien póblicp> no comporta violación 
alguna de !<w arta. 14 y 17 de la Constitución Xaeional. 
Página 5ÜL 

JO. N\j eorre.-pmide ri--t.|\i. r en el jniein breve de expropiación 
de un inmueble, las cuestiones referen! es a la concesión de 
un» mina situada en :ii{iié! y a la caducidad de la misma. 
1 Vil-! na 27. 
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falta ve AaciON. 

1. Kl despachante ipic actuó directa mente unte la Aduana como 
tal firmando lus manifiestos y boletos respectivos, tiene 
acción ]i;ira reclamar en juicio y en su propio nombre, la 
devolución ile los derechos cpie indebidamente pagó de más 
jmi* la- m«-r. ailt-riiL- que introdujo para otro. Página 44?. 

2. Es improcedente la defensa de falta de acción fundada en 
que ]:i demanda sobre indemnización npanve deducida en su 
propio nombre por el marida (pie no ejerce la representa- 
ción legal de su esposa lesionada en el accidente, si en aquélla 
nu se reelama la reparación de daño alguno sufrido por la 
mujer sino tan ^uo lu do ¡i>s perjn iritis materiales y morales 
sufridos por el actor. Página 221. 

3i fneumbe al marido, como administrador de la sociedad 
conyugal, exigir el rembolso de los pastos que constituyen 
cargas de la sociedad. conyuga!, al responsable del hecho 
ilícito que. los lia iifOí-innado. Página 221. 

4, La justicia fedornl es incompetente para conocer origina- 
riamente en una demanda promovida contra la Caja de Ju- 
bilaciones de Emplead".- Ferroviarios para obtener alguno 
de los beneficio* previsto'! en aquella ley. Página 234. 

5. Debe desestimarse, por falta de acción, la demanda promovi- 
da por mía soeiednd como sucesora do otra con el objeto de 
rejK'tir l<»s pagus iiidi-biihmenle eiVcl nados por ésta, si di- 
cha calidad no lia sido demostrada en el juicio mediante la 
presentación de las pruebas referentes a la disolución de la 
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sociedad que se dice antecesora, a tuyo efecto no basta la 
afirmación Jtfc-hri cu el contrato tic ioh.-«1 ilación de la nueva 
sociedad por )(is integrantes do ]¡i misma, de que esta sucede 
a la otra cu el activo y el pasivo. Página 37S. 

FEÍiliOCA ¡tiílLKS. 

1. El uit, T' } ine. 1', tic la ley do Ecrroentrilca do la Provincia 
de Buenos Aires impone a ésta la obligación de transmitir a 
las empiezas ferroviarios. *>! dominio de los terrenos fiscales 
que lia van de ocupar Ja vía y sus dependencias, y de otor- 
gar a eso electo ln correspondiente, escritura pública. Pá- 
gina 17. 

2. La circunstancia de que el ex dueño de terrena expropiado 
por un ferrocarril para Ja instalación de un ramal, no baya 
ejercido la* arción de retrocesión prevista en el art. 19 de la 
ley Ib!), es indiferente a lo- dedos de e-lableccr si lia me- 
diado o no alteración del destituí del inmueble, Página 77. 

3. Ln eireuiL-taneia do que una empresa ferroviaria suspenda 
transitoriamente, el servicio o tráfico de una zona o sector, 
no au( oriza a las municipalidades, mientras el Poder Ejecu- 
tivo o la Dirección General de Ferrocarriles no desaprueban 
la medido o le fijen término do caducidad o la declaren 
definitiva, para declarar desafectada del capital y del sor- 
vicio ferroviario la porción do terreno desocupado y a ex- 
cluirla del beneficio de la exención de impuestos establecido 
en Jas leyes núms. 5315 y 10.057. Página 77. 

4. Los inmuebles no excluidos de la cuenta capital de las em- 
presas ferroviarias por el P. K. o la Dirección General de 
Ferrocarriles, deben ser considerador como inl curan tes del 
sistema ferroviario de aquéllas n los efectos do ta exención 
de impuestos establecida en la ley mím. 10.057; y atm cuan- 
do ln compañía suspendiera trnn-itorianieiite o! servicio en 
una zona, no procedería considerar desafectada del sistema 
a la fracción de terreno desocupado, mientras el P. E. o la 
Dirección General de Ferrocarriles no desaprobaran la me- 
dida o le fijaran término de caducidad o la declarasen defi- 
nitiva. Página 305. 

5. El art. 15 de la ley 5315 no lia establecido un domicilio con 
carácter general y ubi isa lorio para todas Ins relaciones jurí- 
dicas do los ferrocarriles, >.iuo.lan .sólo con carácter limitado 
a sus relacione» con el poder concetleníe. Página 188. 

6. Las instituciones de Estado, aunque autúrquicns como el Ban- 
co do la Nación, el Banco Hipotecario Nacional, los Forro- 
carriles del Estado, Yacimientos Petrolíferos Fiscales, están 
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comprendidas en el beneficio previsto en el art. 10 de lo ley 
luí m, 5:115 cuando lili;* empleados viajan en función del ser- 
vicio |.-'i : .l¡. i, ijiii- *1 cv>pii i i>i'íin ii - l':"i trina '151. 
7. Iji rebaja prevista en el art. JO *le la ley núni. 5315 se apli- 
ca al transporte por ferrocarril nacional de empleados del 
Bailen Hipotecario Nacional que viajan cu comisión de ser- 
vit'io, i'on excepción de lo* vana» en que el Unneo cobra 
directamente a lns r líenle* el precio de lo« piisajes o se los 
imputa a su cuenta de deudores. Página 451. 



H 

BABEAS Cali PUS. 

Procettrnrin o hnpriw-vdrni m, * 

Es improcedente el recurrí de babeas enrpus deducido por 
quien se fugó del hospicio en que estaba internado por or- 
den del juca del procedo fundada en el segundo apartado 
del inc. 1 del nrt. 'Al del Código Penal. Página 3S. 
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IMPUESTO. 
Principian generales. 

1. No incumbe al Poder Judicial sino al Legislativo, Apreciar 
la conveniencia o eficacia de bis impuestos. Páirina 397. 

2. Ln falta de equidad de un tributo por su carácter «rravoso 
no puede origina r unn eues-lión de iiieonstihieiuualídad, a 
nierov* que áeü cimiiscaturio. Página 4G3. 

Facultades im poftít foa*t 

3. Los nrls. Jfi, 104 y |,0| de la Constitución Nacional no in- 
sultan violados por el hecho de tomarse eninr» base para es- 
tiible.er ln t.wi del irupuoío Mí«**nrio el total de etidn bijuc- 
Jn, comprendidas los bienes situados dentro y fuera de la 
jurisdicción provincial. Página 4G3, 

Tguatdad. 

4. Las leye.-s mima. 5315 y 10.657, en cuanto acucrdim a los 
ferrocar liles el privilegio de ln exención del papo de ím- 
p necios y [í\*\í< locales en tus circunstancia* que determinan, 
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no son viola todas del art. 104 de la Constitución Nacional 
ni del art. 1(i de ín misma, aunque no sea la municipalidad 
del layar >itiM iinji eutpresa concesionaxia la que haya pres- 
tado t*l servicio por el •■nal se pretende imponer a la cora- 
pañie ferroviaria el payo do la tasa respectiva, l'áyina 38. 
5. L..s ruis. ll¡. ]v\ y |(is de S¡i Constitución Nacional no re- 
siilinii violadas p«r el bocho de tomarse como base para es- 
tablecer la tasa del im|nh'-ici sucesorio el total de cada hi- 
juela, comprendidos los bienes situados dentro y fuera de la 
jiuiadicción provincial. Página 



Covcurrenvia. 

0. El doble gravamen cobrado por la Nación al dueño de nna 
fin .-a situada en su jurisdicción y habitada por el misino, en 
concepto ile impuesto al rédito presunto de aquélla y de 
contribución territorial, mi comporta por la sola circuns- 
tancia de la duplicidad, violación de las garantías confltltu- 
cionnlcs. Páyina .'107. 

Cotiftecaeir'm. 

7, No procede tomar «orno base para fundar el carador con- 
fiscatorio atribuido a un impuesto, la acumulación resultante 
de cobrarse varios en un mismo Beto — en el cas.o t dos ori- 
ginado* por ¡rauxnisiones yratuitaa distintas o independien- 
tes — ni el cobro de multas por la mora en el pago de los 
pravámrtic*, Páyina . 

8. I'ara resolver si mi inipno-tn a la transmisión gratuita es o 
no con Piscatorio deb" compararse su monto con el valor real 
de los bienes transmitidos — comprobado, en el enso, en tres 
remates sucesivo* — con prrsciurlcricjn det avalúo muebo ma- 
yor efectuado por el fisco para el puyo de la contribución 
territorial. Página 4€í.\. 

!>. El impuesto a la transmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad del haber hereditario — más del 01 r í , en el caso — ea 
eoníiscatorio y contrario a loa arts. 14 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional; pero no lo m el que sólo representa al 21.01 % 
del haber recibido por e! lieivdero. Página 403. 



Repetición, 

10. Sí bien el requisito de ln protesta no es oxiyihb' en los casos 
de payos pnr error, no puede considerarse que constituye uno 
de ellos aquél cu el cual una empresa ferroviaria, no obstante 
la claridad de los términos de la ley 10.C57, payó sin 
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reservas el "derecho de análisis", sobre el petróleo que im- 
portó para atender sa explotación. Página 3 Mí. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA, 
l'rin cip ios generales. 

1. No es contrario a la Constitución Nacional gravar la trans- 
misión ttratuita de loa bienes en el momento en que ella se 
cxtLTÍori%n. Página -4í53. 

Determinación tlt-1 impuesto. 
Bienes computadles. 

2. L«* aríH. 1C, KU y PIS de la Constitución Nacional no resul- 
tan vmlndiw por el hecho di 1 ti muirse como baíe para esta- 
blecer ]a tasa del impuesto sucesorio el iotal de cada hijuelo, 
comprendidos !<>s bienes situados dentro y fuera da la juris- 
dicción provincial. Página W'.i. 

Tasa. 

3. E] impuesto a la transmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad ilel linter hereditario — iná.s del !)i f -'c, en el caso — es 
confíscatoTJo y contraría a los artt). 14 y 17 de la Oonstitu- 
eión Nacional; perú no lo es el que sólo representa al 121,01 % 
del haber recibido por el heredero. Página 4G3. 

4. YA adicional del lo '; :t un impuesto existente — relativo, en 
el cuso, a la transmisión gratuita — no es un nuevo impues- 
to sino una forma de aumentar el producido de aquél, gra- 
vando en forma más intensa la misma fuente y categoría de 
contribuyentes, b» cual no es contrario a la Constit mión Na- 
cional. Página 403. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 
Aplicación. 
Deducciones. 

A fulla de prueba de que el algodón ha sido desmotado por 
empresas independientes y por su cuenta pava la venta en 
el merendó interno o para la exportación (caso en que sería 
discutible la gravitación del impuesto a las ventas) delw des- 
estimarle la demanda del industrial que lo adquirió para uti- 
lizarla en sn hilandería, promovida con el objelo de deducir 
el precio de compra d<; ta liquidación que corresponde practi- 
car a los efectos del puso del impuesto a las ventos. Pági- 
na 117. 



IMPUESTO A LOS FERROCARRILES 



569 



J31PVKSTO .1 LOS /7'.' intOCAi; HILES. 

1. Las leyes ñ;i1"i y l<Ui57, tu cuanto nciier-Inn 4 los ferroea- 
rrili'.s i*l privilegio do ta exención del pttfó 3* impuestas y 
tasas locales en las cittunstuiieia'i c¡ue determinan, no son 
riolatoriaa <h>t nrt. IW do la Constitución Nacional ni del 
nrt la 1I0 la misma, nwnpio no M>a Ui municipalidad del lu- 
gar sino un:i empresa concesionaria la que liayn prestado el 
Servicio ]inr i*l cual se pretende imponer ¡t ta compañía ferros 
vi» ría el pairo de !¡» t¿wi respectiva. Página 

2. La exención de gravíúnenea e- ta Mecida ¡poli las leyes 5315 y 
1(1,1)07 sólo comprende los <¡ue afectan a las empresas ferro- 
v i 11 rías cu e[ ejercicio de su comercio e industria o cu los. actos 
que se relacionen directamente eori filos. Página 77. 

3. La ciTcnnatóneia de que. p! ex dueño de terreno expropiado 
' por un ferrocarril pava la inhalación do un ruina], no haya 

ejercido la an ión de «troecaíón prevista en el nrt. 10 de la 
]éy ISO, i't indiferente a Io« eteetns de pMalitetei' si llft media- 
do o no alteración del destino del inmueble. Página 77. 

4. La circunstancia de (pío una empresa ferroviuria suspenda 
transitoriamente el servicio o I rá fien de una zona o sect'or, 
no autoriza a tas mnuicipaUdndéíij mientras pl Poder Ejecu- 
tivo o la Dirección General «le Ferrocarriles no desaprueben 
ln medida o |p fijen término <le caducidad o la declaren defí- 
nitivn. para declarar desafectada del capital y del servicio 
ferroviario ln porción de terreno desocupado y a excluirla dpi 
beneficio de la exención de im pupilos cstnblceid ■ en las leyes 
5315 y 10.057. Páginn 77. 

5. Los inmuebles no excluidos de la cuenta capital de las em- 
presas ferroviarias por el P. E. o la Dirección General de 
Ferrocarriles, deben spr considerados como integrantes del 
sistema ferroviario dp aquéllns a tos efpetos de la exención de 
impuestos establecida en la ley 19.01; y nun eunndo la com- 
pañía suspendiera transitoriamente el servicio en una zono, 
no procedería considerar desa feetada del sistema a la fracción 
de terreno desocupada, mientras el P. E. o la Dirección Ge- 
neral dp Ferrocarriles nn desaprobaran la medida o le fija- 
ran término do caducidad la declarasen definitiva. Pági- 
na UfiÓ. 

6. Conforme a lo dispuesto <?n el nrt. T, inc. 2?, de la ley 10.057 
las empresas ferroviarias sólo están oblitradns a pagar el 
afirmado correspondiente ni frente del edificio de las esta- 
ciones, pu la extensión ile fus andenes, con exclusión de los 
anexos y talleres. Página 77. 

7. La Municipalidad do ln Ciudad de Buenos Aires no puede 
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ni poner n las empresas ferroviarias la obligación de cons- 
rair tercos o vereda* fuera del trente Je las estaciones ni 
k' pagar el co-lo cU- Uw mismos; sí bien mpiélUM deben cercar 
1 camino on los higa res y en la extensión que determine el 
P. K. Página -W>5. 
«. De acuerdo n las leyes Bpl5 y 10.(157, las empresas ferro- 
viarias acogidas a Ims henet icios de la primera se Imllun exen- 
as riel pago del "dercclio <l>> análisis" suUrc el petróleo que 

raporten paro «tender sa explotación. Página 386. 



IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Prínc i¡¡ í<M ¡i f m <? ra I es . 

1. Ln Dirección < teñera I del Impuesto a los lí eolitos es tan sólo 
una autoridad administrativa r|nc únicamente tiene ti sil car- 
go el mecanismo. Iti aplicación y percepción de gravámenes y 
un puede >er considerada como entidad aulánnúen. Pági- 
na 307. 

2. Kt dublé gravamen cobrado p<ir la EíflClóh fll dueño de una 
tinca situada en en jurisdicción y habitada por el mismo, en 
concepto de impuesto al rédito presunto de átpit'Iln y de con- 
tribución territorial, no comporta por la sola circunstancia 
de la duplicidad, violación de la» garantías' constitucionales. 
Página 397. 

Afilkatián. 
Deducciones. 



3. 



4. 



5. 



(i. 



Lis loiidus df reserva destinados por una sociedad para bneer 
frente a (as erogaciones establecidas por la ley nóm. 11.729 
y pagar tos premios que se otorgan a los clientes, no son 
(ledttcibles o los efectos del impuesto a los réditos y se bailan 
sujetos ni pairo del mismo, Página 3(t. 

¡Los gastóa de organización de una sociedad, anónima deben 
-er deducidos para otaldcer el n-mancnlc m>t<> sujeto jil pago 
del impuesto a los réditos. IVigin ■ ,10. 

La ley num. 11.CS2 autoriza n deducir la amortización de in- 
muebles cualquiera sea ln eaiegoría en que se declare el ré- 
dito de L=-= iiiistm.-. P:"'_'ína 127. 

Los bienes ¡nmaébtes de la.s compañías delegaros forman 
partí* did nrtrorio de las mismas y por ello delien ser objeto 
de amortización de acuerdo a lo dispuesto en el art. 2't» inc. 
c) de la ley nútn. H'<^- (T. O.}. Página 427. 
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Infracciones y penas. 

7. No procedo aplicar ta sanción prevista en el nrt, 18 sino en 
el nrt. 20 do la ley núm. ll.OXt, texto ordenado, a quien no 
lia satisfecho H impuesto en el plazo establecido con carácter 
general para todos las contribuyente* ni en el que después le 
fui- lijado particularmente corno prórroga. Página 24. 

Procedimiento y recursos. 

8. Todas las eluciones aohre procedencia e improcedencia del 
impuesto ii los réditos deben di-cutirse ante la jurisdicción 
ndiniii^lrativn mediante los reeuwos de reconsideración, opo- 
sición y repetición que crea la ley núm. 11.033, y la de- 
manda contenciosa que también ella crea y reglamenta; por 
lo quo el art. 2-í del texto ordenado de dicha ley es lógico 
al negar la acción de repetición fuera de los casos del pago 
voluntario por error de cálenlo o tle concepto en las propia* 
declaraciones del contribuyente o agente de retención y la 
prescripción ipie ola Mece es i-im relación a estas acciones, 
que son lu* Únicas viables» Página 81. 

9. La lituaeión del contri Imycnte que «in deducir el recurso de 
oposición pngó el impuesto bajo protesta, no se linlln prevista 
en el art. 24 de la ley núm. 11.68:!, T. *>., sino en el art. 41 
de la misma, que establece un recurso administrativo sin tér- 
mino expreso para ser deducido. Página 81. 

10. La inhibición establéenla en el art. 09 de la ley núm. 11.683, 
T. O., impide al contribuyente presentar como prueba de sn 
parte en .inicio contra oíro contribuyente o contra un ter- 
cero, con la salvedad prevista para las causas criminales, las 
decía rat-in mes que lia prestado ante la Pirección General del 
Impuesto a loa Itéditos; pero no le priva de invocarlas y 
hacerlas traer en los juicios contra el fko nacional o provin- 
cial. Página 109. 

11. El art. 52 ile la ley 11.683, T. O., no comprende las senten- 
cias dictadas contra el Fisto .-i no satamente las condenatorias 
de los deudores de aquél. Página 337. 

12. No procede emplazar ni ejecutar n la Nación parn obtener 
la devolución de be» sumas indebidamente cobradas en con- 
cepto del impuesto a los réditos o el pagn de las costas apli- 
cada-; a la misma en el juicio de apremio resuelto en su con- 
tra, como tampoco procede embargar a esos efectos las sumas 
provenientes de la percepción del mencionado gravamen, cuyo 
destino e-t;iblrce el nrt. 13 de ta ley 11.083, T. O,, deposi- 
tadas en el Tinoco de ta Nación n ln orden de la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos. Página 337. 
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13. Los decretos dd Poder Ejecutivo Nacional de de noviem- 
bre de 1!W4 y 2 de enero «lo 1030, en cuanto autorizan a loa 
jefes ile deb-garionc- de In Ib'rceeión (Jcneriil del I ni puesto 
u Jn> líe id.-.- en ct iiih riiiL' dd paK para actuar como jueces 
adiníui*trntiv(i4 a lidies de! cumplimiento de ];i ley respec- 
tiva, lian sido dictador dentro «le la- facultades conferidas a 
aquel poder por 1*1 art, 5 de la ley 1.1.80;) (T. O.) y no son 
viola torio* de lo» mis. 1S, 07 y SO. inc. 2', tic la Consütu- 
«ón Nacional. Página 404. 

14. La estimación de ot'ieid de In Dirección General del Impuesto 
n l<*s Réditos qtit- debe ser (cuida por firme por no batirse in- 
terpuesto el recurso de reconsideración autorizado por el art. 9 
d'- la ley Ui.68.1 {T. O.) o por haberse resuello negativamente 
este último, sólo puede se* impugnada ante lo* tribunales de 
justicia mediante una acción de repetición, previo pago del 
impuesto correspondiente. Página 417. 

IMPUESTOS IN TEMOS, 
Régimen repn meo. 

1. Sun apüeablej loa nrts. :w y :»» de ta ley .'1704 (20 y 27 del 
T. O.) a la sociedad en Cuyo poder fin" bailada una partida 
de filio CO envase* cuyo contenida nn cnrre-pomlía a] análi- 
sis de origen — vino genuino- - sino ¡i] de "bebida artificial 
apta para chimhiio", no roullatido así acreditado el pago 
del impuesto correspondiente a esta categoría. Página 4SL 

2. Xo es ii plica ble lo disimeslo en los nrts. 30 v 3(> de ln ley 
3704 m v 27 del T. n.) a la sociedad en cuyo poder fueron 
bailados cascos de vino cuyo contenido no corre*pondín al 
análisis de origen, .-i no resulta de aillos la cxbdeneia de dolo 
o mala fe v, sí, en cambio, inte el vino es genuino, apto pnrn. 
el consumo y lia pagado el impuesto, isrunl en el caso para 
ambo* vinos, aunque no se Imyn establecido que la diferencia 
se debe a error del bodeguero vendedor. Página 481. 

INTERESES, 
proctdetícw d«t mhro. 
Generalidades 

1. Ln regla del art. 21 IR del Código Civil, scíriín el cual veri- 
ficada la eviceíón e! vendedor de!w» devolver ni comprador 
el precio recibido, sin interesen, es una aplicación del prin* 
eipio de que los intereses se compensan eon los frutos ruando 
el comprador y el vencedor son de buena fe; compensación 
que cesa de producirse desde el momento en que el inmueble 
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sale del poder tlel comprador; ¡i partir del mal éste tiene, 
pnes, derecho a que el vendedor 1c pague intereses sobre el 
precio. L'ádnn 2íi7, 

principio de la compensación entre los. intereses del precio 
del inmueble y tos frutos de! mismo e.-tnhlecido por el art. 
IGS3 d<-l Código Civil, requiere que é>tos hayan existido real- 
uicnlo en ta época que se considera; y demostrada esta cir- 
eiltiMaucin, la ccmipen.-ación se opera Juista la notificación do 
l;r demanda >obre rescisión del ron Ira tu de compraventa, a 
partir de la mal correrá sobro el piwio el interés legal. Pá- 
gina 2Ü7, 

Mora, 

¡i. La reclamación administrativa tendiente a obtener de la Na- 
ción 1« devolución de un impuesto indebidamente cobrado, no 
■ .i ronsl iiuyi' en moni ni h 1 impone, por ronsiiruicnle, la obli- 
g&aión de pagar desde entonces intereses monitorios, los cua- 
les sólo corren a partir de la interpelación judicial. Púg. 27. 

Liquidación. 

Tipo do los intereses, 
■4, Kn anseneiíi de interés convencional, el que se manda pagar 
en las sentencian de ía Corte Suprema delw liquidarse al tipo 
eol irado \mr el Banco de ta Nación en las operaciones ordina- 
rios de descuento en el término comprendido en la liquida- 
ción o sen, en el ca?o, el de (i %, Página 402. 
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JTJBÍL ACTOS DE EMPLEADOS BASCAMOS. 
Personas comprendidas. 

1. La sociedad que lia dado término a Ins operaeion.es banearias 
ya la coa] el í\ E. lia retiñido la automaeiiín conferida ante- 
riormente para funcionar eomo banco, no se hulla compren- 
dida entre las empresas banearias mencionadas en el art. 7» 
de la ley 11.ÍV75, aunque realice operaciones do préstamos 
a terreros. Página ÍÜÍJ. 

Fondos de la Caja. 

2. La sociedad que ha dado término a las operaciones banca- 
rías y a la euni el P. E. lia retirado la autorización confe- 
rida anteriormente para funcionar como banco r no se halla 
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comprendida cutre las empresas banca rías mencionadas en 
el art. 7' de Ja' ley 11. 57"», aunque realice operaciones de 
préstamos a terceros. Página 1Q& 

JUlllLM IOS ÍM EMPLEADOS FEfíllOi í.UtlOS. 

1. Los meeaorvs del empleado ferroviario que liahía solicitado 
itiliilm-iiiti extraordinaria, tienen derecho a reclamar la rec- 
tificación do la nsÁiriún ndminUrativn denegatoria pro- 
maturamente dictada y el pago de loa haberes que habrían 
correspondido a su antecesor, eon prcsclttdéncia de que su 
subsistencia lmbicra estado o no a eargo del mismo. Pa- 
gina 1S1. . . 

2. La Caja do JubHatíioni* de Empleados FerrovmrioB no 
tiene lacuStalcs para dejar .-iri rtWto las pensiones! que ha 
concedido, sino que debo mieuve las aciones pertinentes ante 
los tribunales de jiv-ti«-¡a. Página 483, 

Fptufas tif t,t Cttjit. 

3. A los efectos de la jubilación establecida por ln ley 10-fióO, 
no pio.ode rom putar los servieioa prestados por el afiliado 
durante, el periodo en que no efectuó aportes cuyo pngo 
no puede serle nidrio por haberse operado la preseripción 
quinquenal. Página 41. 

§ttbílaúiónet. 

Cómputo de servicio-. 

4. A los efectos de la jubilación establecida por la ley 10.jH0, 
no procede «nmpuiar los servicios prjBÉtndoS P'»r el afiliado 
durante el periodo en que no efectuó aportes cuyo pago no 
puedo sarjé exigido por balu-rse operado la presen Jfcion 
quinquenal iVisrítia 11. 

5. Corresponde lincee logar al reclamo que con anterioridad 
al transcurso del plazo señalado en el art. 34 de la ley 
10.650, contado desde la promnlgacián de la ley 12.154, 
formula un empleado ferroviario cuya jubilación fafi redu- 

• cida al reajustarse lo? beneñeioj eon arreglo a la ley 12.154, 
eon el objeto tle que Igj computen servicios que ñutes no 
había inv..cnrio pm- ser innecesario:* para obtener el benefi- 
cio máximo que le fué acordado. Página 483. 
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Clasc-s. 

Extraordinaria, 

(i. Los sucesores dél empleado ferroviario que liatiín solicitado 
jubilación extraordinaria, tti-iu-n derecho a reclamar la ree- 
tíficncióii de la nsotarión Administrativa denegatoria pre- 
maturamente dictada y el pago (Jo los ludieres qoe habrían 
correspondido a su antecesor, con préaeiudencia de que bu 
snlisi-ioiuia hubiera estado o no a cargo del mismo. Pá- 
gina Isl. 

7* icreditado que el causante tenía más ile diez añon de ser- 
vicios ferroviarios y civiles y que se hallaba tísicamente im- 
po^biütado para trabajar Guando gestionó ía jubilación ex- 
traordinaria, ésta debió concedérsele y, en conwciienrin, SOS 
sucesores tiehen derecho :i cobrar los haberes (pie por aquel 
concepto flébió percibir su antecesor linsta el úi? de su fa- 
llccimiento. Página ISL 

Pensiones. 

8. El acrecimiento a m "rizado por el art. 40 de? la ley lO.fiííO 
es procedente ana ruando 1 ra exclusión de uno de los i-opar- 
tíripi's provenga de l¡i opción por nn beneficio acordado 
pcir otra ley. Página 17:1. 

pttiolueién de aportes» 

9. La coanlía por supresión del puerto del empleado ferrovia- 
rio que con anterioridad había optado por el régimen do la 
ley 11 .575, no le da derecho a la devolución de los aportes 
efectuados a la caja de la ley 10.1150. Página -1-10. 

Procedimiento ti rre-iirnas, 

10. La justicia federal es incompetente pura conocer originaria- 
mente rn una demanda promovida contra ln Caja de Jubi- 
laciones de Empleados Ferroviarios (tara obtener alguno de 
los Iipiip lirios previstos en aquella ley. Página "14. 

JVItlLACIOX DE EMPLEADOS NACWXALES. 

Jnbitavhnrs m 

Cómputo de .«ervirios. 

Xo hahiér ' >sp aportado ni intentado aportar pruebas ten- 
diente.-? a demostrar la deficiencia o falta de antecedentes adí 
ministra) ¡vns referentes a los servicios prestados por un 
afiliado a la Caja de Jubilaciones de Empleados Civiles, 
es inadmisible la prueba supletoria producida con el objeto 
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Je acreditar loa servicios ¡avocados, lauto menos «, aun 
prcsciiidiciidn de aquel irnpiMliiuriilo. tic estas probanzas no 
resulta la prc-tnrióti de diclms servicios. Página 244,^ 

JUBI LACIOS HE EMPLEADOS J'AílT/tl'LAIiES. 
Pensiones. 

1. La. viuda y lo.- hijos taetunga de oa empteadó afiliado a la 
Caja <le la ley 1 1.1 Ht pe falleció despaés de bnber pres- 
tado wrvieio* durante un plazo mayor que el exigido por 
el art. 21 de la ley pajil )« jubilación extraordinaria, tienen 
derecho a la pensión «pie les hubiera, correspondido si el 
causante iratiem sido jubilado por invalidez. Página 508. 

Extittción Se los beneficios. 

2. I*i ftccíán del afiliado n la eaja de jubilaciones de la ley 
ll.lH» pora n'.tenei- la devolución, de sos aportes prescribo 
ti loa diez a ¡ios. Púirina 110. 

3. La a- . i-'-» del afiliado a ta Caja de JubUácioncs de In ley 
33.110 para obfener el beneficio previsto en el nrt. 1S, ine. 
V, de dicha ley pm- cribe a lo* diez, años. Página 244. 

jmiL ACÍftX HE PEMODISTAS. 
Prin ripian generales. 

1. La ley 12.ÓS1 crea una institución de ampam y asistencia 
social basada en e! régimen de rnoperneión de cmplendorea 
y nii picador y debe c er interpretada do modo que sin des- 
virtuarla ni amplificarla exageradamente, se le dé un al- 
cance más comprensivo para aquellos obreros y empicados 
que sirven a la ilustración pública desde las columnas de 
la prensa y que sirva de más firme y eficaz íostén a la 
Caja por el mayor número de contribuyentes al fondo y 
gobierno de la misma. Página 72. 

2. Diarios, revistas o publicaciones de informneinn Lrencrnl son 
aquellos que llevan noticias si no a In totalidad, a la mayor 
parte de una ciudad, provincia o nación, gracias al interés 
que en cso¿ mídeos sociales pueda despertar el conocimiento 
de los hccW, doctrinas, ele. de que se da noticia. Ninguna 
publicación Be propondría una información general si no se 
descontara la posibilidad de un interés del mismo carácter 
en conocerla, no siendo, pura, liíirico contraponer informa- 
ción general a interés general. Página 72. 
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Personas canti rndidas, 

3. Iam revistas o diarios de carácter profesional o limitado que 
no solamente interesan t> informan a las personas y entida- 
des vinculadas n ta respectiva profesión, sino también a la 
sociedad en general y contribuyen a la educación del pue- 
blo, y a su mejor defendí y a la niás corróela ordenación de 
su vida, húlluiisc rom pi cadillos en Ja ley 12.581. Página 72. 

JUECES. 
Generalidades, 

ííOj jueces débeu ducklir enligónos efectivas de derechos, mas 
no hacer declaraciones generales o abstractas ni resolver 
cuestiones vinculadas n controversias extinguidas por el 
transcurso del tiempo, aun cunado su decisión pudiera pre- 
venir pleitos potenciales. Página 524. 

JUICIO DE CUENTAS. 

Ijh agentes de la administración nacional no pueden ser res- 
pon-abil izados civilmente por hechos administrativos vincu- 
lados a la contabilidad, sin que preceda el examen de las 
cuentas y la rcsolnHóii definitiva de la Contaduría General 
do la Nación (pie declare su responsabilidad administrativa 
y ordene proceder al cobro del importe del cargo respec- 
tivo. Página 359. 

JUICIO EJECUTIVO. 
Procedencia. 

Debiendo realizarse el pago el "din del vencimiento de la 
obligación" — nrt. 750 del Código Civil — la conformidad 
con el embargo, practicado en el eurso de la ejecución por 
nnn deuda vencida y la manifestación de que so "da en 
pago" las mimas embargadas, no obstan a la prosecución y 
i'nllo del juicio ejecutivo; no pueden sustentar una excep- 
ejón que, de ser procedente, conduciría al rechazo de la 
ejecutoria, y por lo contrario, ello importa expresar de 
conformidad con el pronunciamiento de la sentencia de Te- 
níate, por medio de la cual si? reconoce el derecho dé! eje- 
cutante para hacerle de tos fondos embargado.-:, imponiendo 
a la vez, al ejecutado, las condenar i mies accesorias en que 
ha incurrido por cansa del incumplimiento oportuno de au 
obligación. Página 482. 
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JURISDWCIOX. 
Principios generales. 

1. Xo compete a lu Corte Suprema, por vía del recurso cxlrnor- 
diuario, ejercer funciones tío trilnuml Je casación respeeto 
de materias de derecho común o local ni decidir .-i los tri- 
bunales de una prov ¡liria cumplen mi cometido en forma 
compatible .(ni rl arf. 5 de tu Constitución Nacional, "d 1 *- 1 
obliga a los estados u asegurar su administración de justi- 
cia; cuestión también ajena a Iti competencia de la juslkin 
federal. Página LIS, 

2. Los. jueces ik'lien decidir colisiones efectivas [le derechos, 
mits no lincc-r declaraciones generales o ahst nietas ni resolver 
cuestiones vinculadas a controversias extinguidas por el 
transcurso del tiempo, aun cuando ru decisión pudiera pre- 
veía r pleitos potenciales. Pagina 52-4. 

Cuestiones de competencia. 

3* Al oponer la excepción de incompetencia el demandado debe 
invoi-nr todas las ra 'ones por las cuates deseonoee la ju- 
risdicción ilel tribunal, tvía no puede ser nuevamente im- 
pugnada :il contestar la demanda, aun cuando para ello se 
aleguen oteas razones. Página 17. 

4. Ktl <*:i>o de conflicto de competencia negativa entro la Cá- 
mara de Apelaciones en jo Comercial y fe (Vanara de Paz 
Letrada — nmhns de la Capital Federal— prima la decisión 
de la primera- Página 135. 

Jurisdicción origina ria. 
Principios generales. 

5. l,n conformidad o d ¡.-conformidad de leyes, decretas o reso- 
luciones provinciales ron la i <<iM itu.-ióii del misino ca ácter 
nn están sometidas a la supervisión nacional, salvo en los 
casos de transjrresion a normas nacionales preeminentes. Pá- 
gina 352. 

Cansas en ipir es parte una provincia. 
Causas civiles. 

0. La oposición deducida en el inicio de deslinde le atribuye en- 
ráeter contencioso, y siendo parte- en el mismo una provin- 
cia y un vecino de la ('apila! Federal conocimiento co- 
rresponde a la Corle Suprema ante la enal, no mediando 
Oposición de portes, deben proseguir Ins actuaciones. Pá- 
gina Fífl. 
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7, La interpretación que las autoridades lócalos den a las tlís- 
posicioneá del Código ¿o Minería y la aplicación que bogan 
de íiis mismas, ul iír»:il iif los otros códigos enumerados cu el 
arí. 07, inc 1), do la Constitución Nacional, no son suscep- 
tibles de seje revisadas y modi liradas por vía de un juicio 
ordinario entablado contra el los tinto la Corto Suprema, 
sino oh su <-a>o, por la del reniño extraordinario, porque In 
acoióu civil rpio minien* id arl. T, ine. l« t do la loy nú ni. 48, 
os la regida por el derecho común, cayo cjereirio on nada 
afecta ni mcimscaha h imlependencia, do los poderos provin- 
ciales m M1 li»jí[im;i esfera de acción. Página 305. 

8, La demanda tendiente a obtener la revocación de actos admi- 
nistrativos realizados por las provincias dentro de sus facul- 
tades constitucionales no configura una cansa civil. Pá- 
gina 305. 

9, El juicio sobre rescisión del contrato do compraventa de 
un inmueble por incontinencia de área, promovido por un 
particular contra una provincia, os una causa civil cuyo co- 
nocimiento compete a la Corte Suprema originariamente. Pá- 
gina 207. 

Fufiro frtlrntl 

Principios generales, 

10. Ln justicia federal os ¡neón i pétenle pura conocer origina- 
rifimente cu una demanda promovida contra la Caja de Ju- 
bilaciones do Empleados Ferroviarios pura obtener alguno do 
lo-i beneficios provistos en arpiotla loy. Página 234. 

11. El diligcnciamícnto do medidos probatorias dispuesto pm* 
tribunales de provincia pnin ser cumplido en el territorio 
do la Capital de la Nación, encuadra en las atril iliciones pro- 
pina del gobierno local de ¿¡Aa o ineuml>p, por ello, a los 
tribunales ordinarios de la misma. Página 350. 

12. El ditigencin miento do medidas probatorios qué no se refe- 
rían a informes sobro constancias de expedientes o archivo ■ 
do la justicia federal, no incumbo a los jucíeca federn lea ni 
tampoco a la Corte Suprema, cuya jurisdicción hállase li- 
mit.idn por los nrts. 1(10 y 101 do la Constitución Nacional 
y las leyes Vicentes on materia do competencia do los tribu- 
unir- federales; lo cual no obsto a que éstos remitan el 
exhorto respectivo a lo* tribunales ordinarios a los que debió 
ser dirigido. Página :*Ü0. 

13. Los tribunales federa les carecen de competencia parn exami- 
nar los procedimientos sciruidos ante los jueces provinciales 
en ejercicio do su jurisdicción y declararlos contrario? a loa 
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raapectivM leyes procesales; por lo nial no les incumbe co- 
nocer en la demanda deducida contra nn juez provincial por 
indemnización de dttj5»w y perjtriena provenientes, de la ma- 
nera cómo desempeñó su.s funciones; Página Htiti 

Por la materia. 
Constitución, leyes y tratados. 

14. Compete a la justicia Ceden] «mocee en la eausn criminal 
iniciada cu» motivo de un accidento producido en las vías 
de un ferrocarril mu-kmnl, n conseenencio del cual falleció 
la víctima ¡¡jae viajaba en el tren como polizón. Página 35. 

15. Corresponde a lu jnalicin federal conocer en el .inicio en 
que se discute .si las tarifas qtic la compañía cobra ni actor 
pbr servicios qne íi'-uen conexiones intcrproviiieinles, asu- 
miendo p<>r éÚo carácter luición ¡d cu h-s términos de las 
leyes 7">f> Ví y son o no jüataáj vinculándose la discu- 
sión con ln valide* de una concesión municipal frente a la 
de carácter nacional invocada por la empre-n, Página 3G7. 

Ifi. Él :i n. 1" áe Ja ley f-7 es inaplicable a Icé casos en que el 
fuero federal procede p<tr razón de la materia. Página 3G7, 

Por las peoraonáB. 

Distinta nacionalidad. 

17. Si bien la distinta vecindad sólo puedo sor invocada, a los 
efectos del lucro federal, en las causas entre nacionales ello 

no obsta a tpie el evlrati.icro d andado por un argentino 

pueda acogerse a dicho fuero cualquiera sea la vecindad de 
los litigantes. Página 342. 

18. Habiéndose invocado por el demandado la doble causal de 
nacional hl¡\<\ y vecindad distintas, hasta que ee haya com- 
probado cualquiera de citas para que surta el fuero federal. 
Página 342. 

Por el lugar. i 

13. Ln justicia federal es incompetente para conocer en la causa 
«.obre violación do correspondencia y falsifica t ón de cheque, 
si de las actuaciones no resulta que esos hechos se hnrin 
producido mientras las respectivas piezas se hallaban bajo 
ta custodia o al servido del Correo. Páginn 30. 

20. Nb corresponde a la justicia ordinaria sino a la federal, el 
conocimiento del delito cometido por un funcionario pro- 
vincial que obstruye el buen -servicio del Poder Judicial de 
la Nación, haciendo desaparecer efectos relacionados con un 
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hecho investigado por un juez federal y puestos baja la cus- 
todia di'l empleado local por razón de sus luurioncs. Pá- 
gina :i45. 

Fuero úrilhhirio. 
Leyes comunes. 
Penales, 

21. l*a justicia federal es íncomptiienic para conocer en la 
causa sobre violación de correspondencia y falsificación do 
cheque, si de las actuaciones no residía que esos hechos 
B6 huyan producido mientra* las respectivas piezas se ha- 
llaban Itaju la ciistodiu o at ,-orvieio del Correo, Pág.. 39. 

22. En el caso de concurso material de delitos independiente*, 
de distinta gravedad, como los de hurlo simple cometidos 
en un territorio nacional y loa de defraudación en !a Cnpi- 
lat Federal, su juzgamiento corresponde a los tribunales 
ordinarios de ésin por ser lo-; competentes para .¡uzear el 
delito itii'i> grave, <i sen el de defraudación. Página 185, 

23. No corresponde a la Justina ordinaria sino a la federal, 
el conocimiento del delito cometido por un funcionario pro- 
viiiciai que obstruye el buen servicio del Poder Judicial de 
la Nación, haciendo desaparecer electos relacionados eon un 
hecho investigado por un juez federal y puestos bajo la 
cligtodin del empleado loeal por razón de sus funciones. Pá- 
gina n45. 

24. Si'ü nial fuere l;i cnlifii-aciÓn jieiial que corresponda atri- 
Imir a los hechos producidos cu el loeal de la Lotería do 
Beneficencia Nacional, vinculados directamente al manejo 
de fondos de la misma, el juzgamiento de aquéllos competo 
a los tribunales ordinarios de la Capital Federa!. Pág. 517. 

Acción pttéonah 

25. Es juez competente para eonoecr en el juicio sobre indem- 
nización de los daños y perjuicios provenientes de netos 
ilícitos, el del lugar en que éVtos se cometieron y no el del 
domicilio del demandado. Página 5. 

26. Aun cuando se trate de una aecióu personal, el conocimiento 
de la causa corresponde ¡d juez cuya jurisdicción fué implí- 
citamente convenida por las partes pnra eí caso de incum- 
plimiento de la aMigación, circunstancia que resulta del lu- 
gar cu (pie se efectuaron los pagos parciales. Página 5. 

27. Es competente pnra entender en los juicios en que se pro- 
mueven acciones personales, el juez del domicilio expresa o 
implícitamente convenido para el cumplimiento do las obli- 
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gai-Vnius, que en el raso de «na locación de servicios es el 
lugar donde éstos fueron prestado*. Página 5, ^ 

Acción real. 

28. No competo al juez de ln Capital Federal, en cumplimiento 
tle ctiyn orden el juez provincial exhortado din al compra- 
dor en el remate decretado por aquél la posesión ..j un in- 
mueble si tunda en la provincia, sino a los tribunales de ésta, 
conocer en el interdicto de recuperar la posesión promovido 
por qnieti >c bailaba en posrsiótt del bien y pretende haberlo 
adquirido también en venta judicial efectuada con motivo 
de otra ejecución seguida ante la justicia provincial. Pá- 
gina G. 

Sucesión. 

29. Habiéndose iubiado el juicio sucesorio del causante en dos 
provincias por quienes pretenden ser sus viudas, corres- 
ponde declarar ia competencia de los tribunales de la pro- 
vincia donde contrajo enlace, nació su hijo legítimo y fa- 
lleció aquél, ante los cuales, además, se ha presentado la 
partida de matrimonio que acredita el carácter de cónyuge 
siipcrslilc invocado por la mujer que inició ese juicio. 
Página 303. 

Incidente* y cuestiones conestís. 

30. El jue?. ante quien tramita la cansa sobre divorcio es el 
comjH'tcnlu para conocer en la demanda sobre aumento de 
la pensión nr.tieuticüi señalada por el magistrado de otra 
jurisdicción con anterioridad a ln iniciación de aquel juicio. 
Página 9. 

Fuero de atracción, 
Sucesión. 

31. El juicio sucesorio atrae al juzgado en que tramita, la eje- 
cución por cobro -le a ti njiados «ecuida contra el cansante 
nnte los tribunales de] ln..ar donde está situado el respectivo 
inmueble de propiedad de aquél. Página 1»". 

32. FJ juez unte quien tramita el juicio sucesorio es el compe- 
tente para conocer nn las acciones personales que se dedu- 
cen contra la sucesión. Página ñ24. 
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LEY. 

Principios (¡meraUs. 

1. Nac ional y federal no son términos equivalentes en el sis- 
tema polittL-o do gobierno do la Nación Argentina. Pá- 
gina 517. 

2. La circunstancia do que sp baya incluido el presupuesto d* 
una institución — orí el ca?o In Lotería de Beneficencia Na- 
cional— en el General do la Nación, can a de significado 
para tipificar la ley que la gobierna como federal o local. 
Página 517. 

3. La ley 3313 sobre Lotería de Beneficencia Nacional, que 
ba sido dictada para la Capital y loa territorios nacionales 
y reconoce implícitamente el poder de tos provincias pam 
autorizar otras loterías, es de carácter local. Página 517. 

4. Las circunstancias de que se denomine nacionnl a la lotería 
de beneficencia establecida por la ley 3313; de que los be- 
neficios líquidos que produzca se distribuyan entre la Ca- 
pital Federal y las provincias que se bailen en las. condi- 
ciones que bi ley preserilte; y ile que los empleado* de la 
Lotería cslón ¡v-o tridos a la Caja Nacional de Jubilaciones 
Civiles, no autorizan a atribuir carácter federal a Ja Lo- 
tería tic Beneficencia Nacional. Página 517. 

interpretación # aplicación. 

5. Es re?Ia de interpretación lógica que cuando la ley men- 
ciona taxativamente las sujetos u objetos de un dercebo sin 
ampliarlos con ninguna generalización, excluye a los no in- 
cluidos o nombrados. Página 50. 

6. La ley 12.581 crea una institución de amparo y asistencia 
social basada en el rícimen de cooperación de empleadores 
y empleados y debe ser interpretada tle modo que sin des- 
virtuarla ni amplificarla exageradamente, so le dé un al- 
cance más comprensivo para aquellos obreros y empicados 
que sirven a !a ¡lüfll ración pública desde las columnas de 
la prenda y que sirva de más firme y eficaz sosten a la 
Caja por el mayor número de contribuyentes al fondo y go- 
bierno de la misma. Página 72. 
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LEXESk ACLARATORIAS. 

La lev 12.613 ta aclaratoria de la ley 1L412 S lia sitio válida- 
mente, dictada por el Congreso y vise para loa casos dp pen- 
sión acordadas por el Poder Ejecutivo coa anterioridad a 
so. sanción. Página 423. 

UQÜWACtOS. 

1. y I*i liquidación aprobada judicialmente fija en forma defi- 
nitiva la situación de Ida partea cu el juicio y la rige para 
lo sucesivo. I'ádiin 1(15. 

2. La reserva tardía sobre la- pérdidas que pudieran resultar 
de las diferencia.* de camliio, formulada por el actor des- 
pués de haber pt&scntndn la liquidación de lo adeudado por 
capital e interés- i y de contestado el respectivo traslado 
por el demandado, así como la-; hedías después de ]¡i apro- 
bación de aquella liquidación, no lo autorizan para reclamar 
hi modificación del tipo de cambio empleado en la misma 
y lijado definitivamente en la resolución judicial que la 
aproHó. Página lfió. . 

< l<>.\ }>E SERVICIOS. 

Corresponde rechazar la demanda sobre cobro de comisión 
deducida contra una provincia por qnien, bailándose ma- 
triculado en ella corno martiliero y siendo empleado de la 
ininniu, remató unas mina» en cumplimiento de órdenes del 
director de su repartición, si ta respectiva constitución pro- 
hibe acordar remuneración extraordinaria a los empleados 
pú Mieos por servicios prestado- en ejercicio de sus funcio- 
nes o por comisiones especiales o extraordinaria?. Pag. 352. 



LOTERIA DE liESEVICESCIA S AVIOS AL. 

1. La ley 3313 sobre Lotería de Rcncfieenria Nacional, que ha 
sido dictada para la Capital y los territorios nacionales y 
reconoce implícitamente el poder de las provincias para 
autorizar otras loterías, es de carácter local. Pácrina 517. 

2. Las circunstancias ,] r fmp sv , denomine nacional a la lotería 
de beneficencia establecida por la ley 3313; de (pie los be- 
neficios líquidos que produzca so di -tribuyan entre la Ca- 
]iital Federal y tas provincias que sp hallen en las condi- 
ciones qtio la ley prcscrilie; y di que los empleados «te la 
latería **stéu acogidos n la Caja Naeionnl ile Jubilaciones 
Civiles, no autorizan n atribuir carácter federal a la Lotería 
de Beneficencia National. Páfrina 517. 
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MARCAS DE FABRICA. 
Dctiitjutitiottr» íj objetos, 

1. Xo tratándose del n<o de 1111 nombre crano marca por un 
Ii-ivcío, ¡.iit-i el apellido que se pretende rcs;¡->trar forma 
parle ilo la denominación i¡c Ifi sociedad que lo pide {por 
trasmisión tic la sociedad anterior que lo usó ton consenti- 
miento del i ni creando extensivo n la posterior transferencia 
de] derecho al uso de dicho nombre) y no esisliendo otra 
marca regís! rada con el mismo nombre para distinguir ar- 
ta-uto- do e>-a ¿lase, procede acceder ni registro de la soli- 
citada y revocar la resolución denegatoria de la comisaría 
de marcas. Página Í5H. 

2. K| arl. 5-' de ta lev* nsím. ll.'JTá, ni prohibir el uso de pa- 
labras que no sean del idioma nacional, no ha vedado el de 
todas las que no se encuentran incluidas en el Diccionario 
de la A endemia Española, ni autoriza a rechazar las usadas 
frccii "lilemente pnr los buenos escritoras o por la prensa 
caito p< r ta única razón de que no figuren "i aquel diccio- 
nario, siempre que de la prueba resulte que la palabra ha 
adquirido curta de naturaleza en nuestro idioma a conse- 
cuencia de sn largo uso que, desde luego, no se refiere al 
de lo» barba rismos, vutirarisnios y otras expresiones innobles 
de la jerga del suburbio. Página 205. 

Btqwmto*. 

3. Quien nn tiene el carácter de fabricante, comerciante o 
agricultor, carece- do aptitud para obtener el registro de 
una marca. Página Ififl. 

Oposición. 

4. El titular de una marea registrada para distinguir produc- 
tos de una clase determinada tiene derecho n oponerse a la 
concesión dn e.-a marca o de id ra con fundí hle con ella para 
dL-dimruir pniduetos de otra clase, citando concurren eir- 
cun>timcins cspeeialísimas que pueden originar con fusiones 
acerca de la procedencia de los n rífenlos. Página n 2- 

5. El til alar de una marca rcgi-trndft para distinguir uno de 
los productos de .inn clase determinada, tiene derecho a 
oponerse n la concesión de una marca confundible con 
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aqueta pnro distinguir otros artículos de ta misma clase, 
distintos de la especialidad de ttpiél, cuando concurren cir- 
cunstamuiri espee latísimas que pueden originar confusiones 
aceren de l¡i procedencia de tos productos, Página 07. 

XuliJad. 

G. Es absolutamente nula la mawa constituida por una pftln- 
bra en idinmn vivo extranjero registrada con posterioridad 
a ln ley 11.275 por un comerciante del país, a sn nombre y 
como marca nacional, aun cuando voluntariamente se haya 
limitado a aplicarla tan sólo a mercancías importadas, sin 
hnher no obstante renunciado a aplicarla sobre las de fabri- 
cación argentina. Página 255. 

MEDIDA S DISCIPLINA TtIA Si 

Corresponde llamar la atención del juez provincial que, 
requerido ppr oficio niel Secretario de la forte Suprema 
reiterado l» 1 » veces para que remitiera l"s aillos referentes 
a una contienda de competencia por inhibitoria, ?e abstuvo 
de hacerlo y de contestar ni respecto, y, por fin, emplazado 
telegráficamente par» que explicara su actitud, >c limitó a 
enviar los autos sin explicación alguna y sin que de ellos 
resulto la justificación de su conducta. Página 524, 

MINAS. 

Ifo procede incluir en el monto de la indemnización que 
debe pagarse ni dueño de un inmueble expropiado para rea- 
lizar obras de irrigación, el valor de la mina de cobre incx- 
plotada exigente en aquél y no comprendida en la expro- 
piación. Páeina 27, 

MULTAS, 
Aplicación. 

El nrr. 10, ine. b) de la ley 12.fil2 sólo se refiere a las 
multas que indica» .-in comprender el comiso. Página 50. 
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PAGO. 

Pago con protesta. 
Principios generales. 

1 . I*i acción de repetición do impuestos requiere, pura su nd- 
miaión, la prueba «le que el deudor renlixó el pago bajo 
protesta. PitsHna 378, 

2. Si Metí el requisito de Ja protesta no es exiiribte en loa 
casos eje pago por error, no pupilo considerarse que cons- 
tituye uno ile v\\os aquél en el i-nal una empresa ferroviaria, 
no ojotante Ja claridad do I<h términos de la ley 10.657, pagó 
fin TfWBü el "derecho de análisis", sobre el petróleo que 
importó para atender su explotación. Página 380. 

3. La circunstancia de que el despachante huya puesto el "con- 
forme" exigido por la Aduana a las liquidaciones practica- 
da» por ésta con violación del art. 134 de las Ordenanza* 
de Aduana, ocasiona la pérdida del derecho a repetir el 
importe de aquéllas pagado luego bajo protesta. Página 44. 

Forma. 

4. Es efiea?. ln protesta com-chída en términos que excluyen 
la posibilidad del dp<eouopi miento por ln administración 
de la disconformidad del contribuyente y de las razones en 
que se funda. Página 27. 

Prueba. 

8. El telegrama cuya autenticidad no ha sitio comprobada en 
«1 juicio, parece de valor para probar la existencia de la pro- 
testa Página 378. 

Alcance. 

G. Los pagos iiHeriorcü n | ;i protesta se bailan amparados por 
ésta cuando en ella se hace referencia a los misinos. Pági- 
na. 27. 

7. Cnnudo la acción de repetición de impuestoa comprende pa- 
gos efectuados con y sin protesta sólo puede prosperar res* 
pecto de los primeros. Página 378. 

8, La protesta carece de efeelo retroactivo y sólo es aplicable 
al pago a que se refiere y n los que se realizaren por igual 
concepto en el futuro. Página 378, 



58H 



PEItENTION DE I.VSTASCIA 



Patfo indebido. 

0. El despachante que actuó directamente ante la Aduana como 
tal tirniundo los nianifie.-tos y boletos respectivos, tiene ncciún 
para reclamar en juicio y en su propio nombre, la devolu- 
ción do los derechos que indebidamente pagó de unís por las 
meri-aderí us que introdujo par» otro. Página 44, 

10. La circunstancia de. nue el despachante haya puesto el "eon- 
i'i.niii " exigido por h\ Áduamt a las liquidaciones practicadas 
por tVta < <>u \ ¡ol:i«¡ón de] áírt. 1 de la? Ordenanzas de Adua- 
na, ocnaionn I» perdida di*! derecho a repetir el importe de 
aquellas pagado luego lia jo protesta. Página 44. 

PENSIONES. 
Graciable*, 

1. La ley IÜ.01IÍ os aclaratoria de la ley 11.412, lia sido válida- 
mente dictada por el Congreso y rige para los casos de pen- 
sión acordado por el Poder Ejecutivo ion anterioridad a 
sn sanción, l'á'rnia 423. 

2. A tos electo» del art. I v de la ley 12.013 no procede conside- 
rar míe actuó en campañas de la guerra de la independencia 
el militar que e-tuvo de guarnición en la ciudad do Buenos 
Aire». Página 423. 

Militar. 

3. La pensión de retiro correspondiente a un .suboficial del ejér- 
cito no comprende el importe del "premio a la constancia", 
de rjne gozaba en actividad". Página 127. 

4. La esposa de un suboficial del ejército condenado a prisión y 
destilación no tiene derecho a la pensión que, a no mediar 
dicha condena, ha liria correspondido a su marido eon arreglo 
a la ley 4707 por .-nía años de servicio. Página 305, 

PERENCWX DE INSTANCIA. 

1. La doctrina setrún la cual la desaparición de las cansas que 
originaron Ja demanda no impide que j=e produzca la peren- 
cii'm de la instancia, no es aplicable al caso en (pie después 
de promovida la acción, el demandado satisfizo el crédito que 
se le reclamaba y en que el objeto confesado de la demanda 
— interrumpir la prescripción— impide considerarla subsis- 
tente por las partidas accesorias comprendidas en ella, como 
In* interese* y las cortas. Páyina 4níl. 

2. Precede imponer a la parle adora las costas del juicio en 
qnc se operó la perene ion de la instancia y eximirla del pago 
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de las costas del incidente relativo a ésta por haberse allana- 
do a la misma. Página 471, 

PODER DE POLICIA. 

La facultad atribuida al Jefe de Policía de la Capital para 
dictar edictos sobro taitas y establecer sanciones punitorias 
que ti» excedan de uu mes de arresto o cien pesos de multa, 
asi como para expedir n>gl a mentaciones generales sobre el de 
rocha de reunión que senil razonables, uniformes y no impli- 
quen un efectivo desconocimiento do aquél, no es violatoria 
de la Constitución Nacional y puedo ser ejercida por aquél 
©11 su entidad de funcionario dependiente del Poder Ejecutivo 
y enn tas restricciones que uncen de ese carácter, mientras el 
Congreso no baga uso de sus atribuciones. Página 244. 

PRESCRIPCIOX. 

Comienzo \j vencimiento del término. 

1. A fulla do disposición legal expresa que establezca desde 
cuándo comienza a correr el plazo do ln prescripción de una 
acción, debe aplicarse el principio fie que no pueden prescribir 
bis acciones que aun no han nacido. Página 207. 

2. Si jd hacerse la tradición al comprador y firmarse la escri- 
tura traslativa del dominio el inmueble vendido contenía la 
extensión comapondienle al título, el término de la prescrip- 
ción de ln acción de aquél para obtener ln rescisión del con- 
trato de compraventa ¡mr falta do área ocasionada por la 
superposición do títulos, no empieza a correr desde la fecha 
do la tradición o la esexíl uní, sino desde aquella en que se 
produjo ln turbación que permitió conocer la superposición y 
la consiguiente falta de úrea. Pásíina 2G7. 

3. El término de la prescripción, do la acción para reclamar la 
indemnización establecida en ta ley 0688, por ln incapacidad 
absoluta y permanente ocasionada por un accidente del tra- 
bajo, no corre mientras el obrero está en tratamiento médico, 
con intervalos de aparente curación, altas y bajns transitorias 
en el servicio activo, con poce del salario y do los demás be- 
neficios do su categoría; es decir, recibiendo más de lo que 
la ley ÍIGS8 esEiro al patrón para los casos do incapacidad tem- 
poral; circunstancias que, por otra parte, importan un re- 
conocimiento interruptivo de la prescripción. Página 329. 

4. El término de prescripción de las acciones comienza a correr 
desde el din en que el acreedor puede ejercer la acción ten- 
diente a exigir al deudor el cumplimiento de su obligación. 
Página ¡Í5Q. 
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5. Et termino tic prescripción de la acción correspondiente a la 
Nación contra un funcionario de Ja misma o su fiador, para 
obtener el reintegro de una suma de cuya distracción por 
otros empleados es responsable aquél, por incumplimiento de 
sus tareas de fiscalización, comicn/Ji a correr una vez dieta- 
da ta resolución condenatoria por la Contaduría General en 
el juicio de cuentos y de vencido el plago fijado en el art. 
7-1 de la ley de contabilidad. Página 

Interrupción. 

6. El término de la prescripción de la acción para reclamar la 
indemnización establecida en la ley UíWS, por la incapacidad 
absoluta y permanente ocasionada por un accidente del tra- 
ba jo, no corre mientras el obrero está en tratamiento médico» 
con intervalos de aparento curación; altas y bajas transito- 
rias vu el servicio activo, con goce del .-alario y de los demás 
beneficios de su categoría ; es decir, recibiendo más de lo que 
la ley !)frtS exige :il natrón p;ir:i [ns casos de incapacidad tem- 
poral; circunstancias que, por otra paite, importan un reco- 
nocimiento interntptivo de ja prescripción. Página 329. 

Proccilimk'tttQ. 

1. La negativa del tribunal de segunda instancia n recibir la 
prueba ofrecida por el inusado ¡tara justificar el transcurso 
del término de la iH'esiTÍpeiórt alegada ante el mismo, no 
importa violación de la garantía constitucional de la defensa 
en juicio que. -i bien obliga a oír a los procesados y a darles 
ocasión iln bacer sus medios de defensa en ln oportunidad 
y forma prevista por las leyes de procedimientos, no requie- 
re que >e les asegure la exención de responsabilidad por el 
solo transcurso del tiempo ni constituye un medio para de- 
morar la marcha de las causas a los efectos de procurarla. 
Página 4S7. 

Prescripción de acciones en partieulnr. 
Civil. 

Acciones prescriptible*. 

9. Et art. 40:tfl del Código Civil e- una disposición excepcional, 
inaplicable fuera de los supuestos que contempla. Página 142, 

9. La prescripción bianual no es oponüde n los particulares 
que persiguen el reconocí micrili» ,]e im beneficio que entienden 
h>s aenenla lu ley, aunque por esa vía se impugne un decre- 
to; pues no se trnta de acciones de nulidad de actos obliga- 
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torios fundadas en vino* del consentí miento ni por razón de 

si toi-iún o falsa causa, .-dúo do demandas eras tienden al 

reconocimiento de un derecho sujeto a la prescripción dcecnal. 
Página 142. 

10. La proscripción de la arción do repetición de to pagado en 
concepto de un impuesto impugnado romo violatorio de la 
Constitución Nacional está nacida por el nrt. 4U2:l del Código 
Civil, que no puede ser modificado por leyes provinciales 
Página 2:n. 

11 . El decreto del P. R, que, por apreciación de Ins circunstan- 
cias acreditados en las actuaciones ndmínistrntivas, considera 
reunidos los m ¡ínsitos exigidos por la ley 11.412 y concedo 
el heneiuio establecido por ella, no se llalla viciado de nuli- 
dad absoluta porque posteriormente aquél entienda que no es- 
tán comprobadas Ihh circunstancias de referencia, y no puede 
Mr validamente revocado sino que delic demandarse judicial- 
mente su anulación fundada en el error, dentro del plazo de 
dos año* previsto en el art. 4(K1ÍI del Código Civil. Página 2ñl. 

12. YÁ término de la proscripción de la acción do rescisión del 
contrato de compraventa por incontinencia de área, es oí 
general aue establece el art, 4023 del Código Civil. Pági- 
na 207. 

13. A los efectos de la prescripción establecida en ol art. 4023 del 
Código Civil, conceptúase misoule a quien está radicado fuera 
de. los líniitrs jurisdiccionales de las ¡ri-andcs circunscripciones 
políticas do la organización constitucional en que la persana 
o cosí demandada se encuentran, siendo indiferente la distan- 
cia intermediaria. Página 267. 

Leyes especiales. 

14. A los efectos do la jubilación establecida por la ley 10.050, 
no procede computar los servicios prestados por el afiliado 
durante el período en que no efectuó aportes cuyo pago no 
puedo serle regido por baberso operado la proscripción quin- 
quenal. Página 41- 

15. Ln prescripción de dos anos establecida en el nrt, 20 de la 
ley ll.2f*l riirc para Ins reclamaciones motivadas por errores 
de cálculos liquidaciones o aforos un advertidos por el co- 
merciante o por la Aduana antes de la cancelación del docn- 
memo equivocado y es implicante al caso en que se redamo 
la devolución do derechos aduaneros en virtud de lo dispuesto 
en el nrt. 134 de las Ordenanzas de Aduana, cuso en el cual 
rige la prescripción decenal. Página 44. 

1G. La situación de! contribuyente (pie sin deducir el recurso de 
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Oposición pagó el impuesto Imjo protesta, no se halla pre- 
vista en el art. 24 tic la ley 11.1)83, T. O., sino en el art. 41 
»le ln misma, que establece un rivurso administrativo sin tér- 
míiio expreso para ser deducido. Palian ÉL 

17. La aeción del afiliado n la ¿ojo do jubilaciones de la ley 11.110 
para oblenér la dovolaciSn ile sus aportes prescribe a los 
d|C3¡ niios. Página 110. 

18. La acción del afiliad» a la Cuja de Jubilaciones de la ley 
11. un para obtener el beflofiéip previsto cu el art. 18, inc. V t 
f!t' dii iia ley prescribe ;j b>-¡ diez finos. Página 244. 

19. La acción del fisco para impugnar la declaración jurada de 
un comerciante, prescribe a los cinco años contados de-de la 
techa én que aquella debió ser presentada conforme al art. 80 
del decretó reglamentario del 2 de enero de VJ'ld. Página 4(10. 

rno\L\( 7 i.\s. 

Autonomía, 

En ejercicio de la autonomía provincial es legítimo siempre 
qm- se uianleiica dentro de los liantes señalados po» loa po- 
deres conferidos al (íohierno Nacional, y el recurso extraor- 
dinnrin es el atedio de obtener ese resultado cuando esos lí- 
mites han sido excedidos. Página 4f)ti. 

PRUEBA. 
Instrumentos, 

1 i La inhibición establecida en el nrL 6!» de la ley 1LGS3, T. O., 
impide ni contribuyente presentar eomo prueba de su pnrtc 
en juicio contra otro contribuyente o contra an tercero, ron 
ln salvedad prevista para la.- causas criminales, las? declara- 
ciunes que ha prestado ante la Tlireci mu Oeneral del Impues- 
ta a los Réditos; pero no Se priva de invocarlos y hacerlas 
traer en los juicios contra el fisco nacional o provincial. Pá- 
fíina )0D. 

Pruchn jfíipfrí'in'fl. 

2. No hnbicndose aportado ni intentado aportar pruebas ten- 
dientes n demostrar la deficiencia o falta de antecedentes ad- 
ministrntivns referentes n loa servicios prestados por un afi- 
liado n la faja de Jubilaciones de Empicados Civiles, es in- 
admisible la prueba supletoria producida con el objeto de 
acreditar los servicios invocados, tanto menos si, aun pres- 
cindiendo de aquel impedimento, de estas probanzas no re- 
sulta la prestación de dichos sen-icios. Pagina 244. 
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RECURSO DE NULIDAD. 

Sentencia. 

Lo™ recursos Je reposición y 
contra los fallos y resolución 
na 236, 



do nulidad son improcedentes 
3 ile la Corte Suprema. Pági- 



RECünSO DE QUEJA. 
Principios generales. 

1. El nulo denegatorio de un recurro de n potación — ordinario 
ii extraordinario-^— no es apelable y sólo autoriza a ocurrir 
directamente en queja. Página 122. 

2. La sola interposición del recurso de queja no tiene efecto 
suspensivo y no procedo acordárselo por la Corte Suprema si 
nn median circunstancias excepcionales. Página 138, 

Interposición, 
Formalidades. 

3. [¿i nlit¡-,';u ¡ón <lc fumín r el reenr.-o extraordinario debe tam- 
il u'-n cumplirse al interponer el recurso de quuja por dene- 
gación Jo aquél. Página 07. 

4. I*i fnlta de claridad del escrito en que se interpone el recurso 
de queja por dea gnciún del extraordinario, que cu el case» 
no permitía nd veri ir de qué pronunciamiento se apelaba, 
cuál era la cuestión federal debatida ni qué tribunal la habla 
resuelto, importa defecto de fundamento suficiente del prime- 
ro y determina su improcedencia. Página 07. 

5. Los arta. 20!) y 220 de la ley federal 50 no autorizan a in- 
terponer el recurso de queja por medio de un telegrama. 
Página 340. 

Procedimiento. 

6. La tramitación del recurso de queja por denegación del ex- 
traordinario se rige por los arta. 229 y siguientes de la ley 
federal 50, que no prevén la participación del apelado en 
aquélla ni admiten la presentación de memoriales antes de 
la oportunidad prevista en el art. 8 de la ley 4055, por lo 
que procede la devolución del presentado fuera do la misma. 
Página 133. 
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RECURSO DE REPOSICION. 

Los m ursos ile reposición y de nulidad son improcedentes 
contra liis J¡itlr> y re^ohu h >m'> do hi ("orle Suprema. Pá- 
gina 29«. 

RECURSO KA TU A ORDIXA RIO. 
I'rtHt iptv* gen rrttha. 

1. Kl recurso éjjttruordiiiann luí sido oreado pura defender las 
instituciones lederule- y sólo cuan lo ósíus so huilón afectadas 
ucttmbe a hi t'orti? Suprema bacei respetar y mantener la 
facilitad desconocida. Página -1¡"¡. 

2. La inexistencia di* una controversia concreta susceptible de 
sor resuelta ¡tur los tri Inundes do ja^tU-in dolió sor compro- 
hada do u lirio por la Corto Suprema on el recurso extraor- 
dinario, por tratarse do un requisito decida riu para ol ejer- 
cicio di* su jiiri-ilU'i ión, i(!io no puede ser suplido por la eoti- 
fornjidad do l;is parles ni por mi imi>enliniionto do la ,-eiiien- 
ci» (pío decidiera el punió afirmativamente. Página &2i. 

3. Kl rejjurso extraordinario coastítuyc una garantía ipio unípa- 
ra, por igual a los particulares y til gobierno. Página 11"). 

4. Kl Ministerio Fiscal eít ejercicio de la acción pñbli a tiene 
aptitud pura plantear ni juicio cuestiones federales o inter- 
poner ol recurso extraordinario. Pairina 11"». 

5. Para la procedencia dol recurso extraordinario so requiere, 
on primor término, ijno la decisión a pelada emane do un tri- 
luinal di* pi-tiiia, carador dol enal fcnreeeu Sos fumionarios 
do la aditiittistración on cuánto a las deeiaionés puramente 

jidiiunistrntivit.- <|iu* puedan dictar, así ■ ■ > I"- cuerpos y or- 

gani-mos legislativos, respecto do las resoluciones ipie los in- 
cumbe tomar en lumplunienio do stis funciones ronstitueio- 
nojeí*. Págion t!'-". 

0. Ks bnproeodente el recurso extraot-duMirio fundado on el 
art. LS do la Constitución Nacional por el Figenl General de 
la Provincia do dujiiy coiiirn la re.-uHioión dol jurado de en- 
juiciamiento auto ol nial tramita su juicio político, por la 
nial ¿o desestiman las nhjeoiolies formuladas a la composición 
del mismo y so declara su competencia p¡ini onlendor on el 
oaso. Pásnnti 4! >5. 

7. Kl nulo denegatorio de un recurso do apelación —ordinario o 
extraordinario — no os apelable y >ó]o autoriza a ocurrir di- 
rectamente en < pie ja. Paulan Vi"!. 

8. Kl pairo de la multa impuesta por el .Tefe de l» Oficina de 
Sumarios y Faltas de la Municipalidad de la Cu pita! Federal 
a un supuesto infractor, sin darlo oportunidad para recurrir 
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contra dicha medida, efectuado compulsivamente unto la auto- 
ridad policial imra evitar el arresto, no puede ser cunsidcra- 
do como u mi uu ni tentación de acatamiento voluntario de nqiic- 
lla resolución condenatoria ni como una remim-ia al derecho 
il recurrir ante la Corte Suprema. Página -JüK. 
El rechazo ilc una prueba ineficaz para eximir de respon- 
sabilidad ni proce-ado o atenuarla, un importa violación dn 
Ja dcl'erisn en juicio ni autoriza el recurso extraordinario fun- 
dado en el art, 1K de 1» Con-titución Nacional Página 4S7. 
La decidóu referente a las rostas contenida en la sentencia 
apelada, ijüe revoca la de primera instancia pOl haber des- 
aparecido tu finalidad tlel litigio y convortídose en abstracta 
la cuestión disentida, m> autoriza la intervención de la ('(irle 
Suprima por medio .1.1 ¡vcuiso cxlraordimirm, por tratarse 
de un aspecto del liti'jin ajeno a difluí recortó, Pásrina wL 
El ejercicio ile la autonomía provincial es legtlimo siempre 
[pie 80 riiantrimu ilenlrn <fe los límites señalado ■ por ios po- 
deres conferidos al Gobierno Nacional, y el recurso extraor- 
dinario es el media de obtener esc rebultada cuando vsm 
límites lian sido excedido-. Psíiiina 4!lt¡. 

Coítrrptn tlr juicio. 

12. Todo asunto oiic involucre ¡dirima cuestión de naturaleza fe- 
deral, suseeptihle de .ser llevado ant los tribunales de jus- 
ticia, mediante alguno de lo- procedimientos establecidos « 
ese efecto, eonstitnye' un caso, pleito o juicio a los efectos 
del reeur.'O extraordinario. Página 115» 

13. Es admisible que cierto líjto de negocios o infracciones, pnr 
razón do la naturaleza pública de los intere-c- cuya tutela 
se procura, sean juzgados pnr funcionarios y formalidades 
especiales, a fin de hacer posible y eficaz la aplicación de las 
dispodeione- legales que rivren o sancionan lo* asunto» de 
fpie se trata, Página 40S. 

14. Es procedente el recurso extraordinario fundado en el art. 18 
de ta Con>hU|.-ión Nacuma! contra una resolución con den a- 
tnria del .Jefe de la Oficina de Snmarins y Faltas de la Mu- 
nicipalidad de la Capital Federal, si lia mediado restricción 
bastante del derecho de defensa como para hacer viable di- 
cho recurso. Página 408. 

Sen tnteia tlef hi ¡i i r n, 

lü. 1.a resolución denegatoria de un pedirlo de allanamiento for- 
muhida por la Superintendencia de Srijuro» tiene enrácler de- 
finitivo n los efectos del recurso extraordinario. Pagina 115. 
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1C. Procede el recurso extraordinario fundado en el arl. 15 de 
la ley 53tS contra la sentencia que, atribuyéndole una intc- 
ligencifl dí.siinta a la que sostiene el apelante, reiudve que loa 
trihuii¡il*'-i de la Capítol PflJciJil snii incompetente* para co- 
nocer en o! Jttido por cobro do i»fKt»s promovido por ¿1 con- 
tra un ferrocarril raya itdiuíuíst ración se halla establecida 
en Ja capital de una provincia. Página 1^. 

17, Ks ¡mproc-íMlentí, por no lratfir.se de una renten -in definitiva 
a !■>- etectos de! nrt. 1 1 de la lev K ( d recurso extraordinario 
deducido entra la resolución que en e! incidente - .'•!••« ali- 
munliM pedidos por la e-posa que ha promovido juicio do 
divorcio, desconoce el derecho la misma para obtenerlos 
por h«oer-e «Ir. I.ii i Iti anterioridad el divorcio por su 
culpa ante bu- tribunales de Mr ■'tevideo, la validez de cuyo 
lalfu se renimne a e.-e solo efecto y .sin perjuicio de Jo que 
sé resuelva al respecto en rl juicio principa!, donde el marido 
demandado invoca en su Je Tensa la cosa juzgada fundado en 
dféJw fallo, Página 2l& 

18. K- inquot edentc. por no tratarse de lina sentencia definitiva, 
el recurso ordinario de apelación deducido contra la provi- 
dencia «¡lie m> limita a esíi:ir el cumplimiento del requisito pre- 
visto en el art. 1» de la ley li.li:S|. Página '213, 

lí). Tiene fuerza >!e definitiva y es susceptible de recurso extra- 
ordinario la sentencia dieta "Ta en juicio de apremio que recha- 
za la prescripción fundada en una ley nacional e impide que 
pueda ser discutida en el .inicio ordinario de repetición. Pá- 
gifia 4IÍ0, 

Cttcslión federal. 
Caaos. 
Constitución NactonaL 

20. No quedando al recurrente medio alinino, dentro de la leíjís- 
laeíón procesal local, fpie le permita obtener la efectiva so- 
lución de un conflicto de competencia ncirativn entre la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Comercial y la Cámara de Paa 
Letrada —andina de la Capital Federal— ni la consijruiente 
satisfacción del derecho elemental de ocurrir ante alirún ór- 
gano jurisdiccional en prneura de justicia, corresponde de- 
clarar procedente el recurso extraordinario fundado en el 
nrt. ]S de la Constitución Nacional. Páíñna 135. 

21. Ks improcedente el recurso extraordinario contra el auto que 
declara la competencia de la justicia federal para conocer 
en la causa. Página 175. 
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22. Es procedente el recurro extraordinario fundado en que el 
edicto policial elija valido/. admite la ^'ntencia apelada, es 
viohi'orio del derecho fundado por el recurrente ra la Consti- 
tución Nacional. Página 24K 

23. Ño procede el recurso extraordinario fundado en el art. 18 
de la Goastitucióii Nacional, sí no ha mediado privación ni 
restricción substancial de la defensa. Página 2G4. 

24. La unificación de representación en loa .inicios es uña cues- 
tión procesal quó np autoriza la procedencia del recurso extra- 
ordinario, aun cuando se alegan violación deí art. 1^ de In 
Constitución Nacional. Página 368. 

25. l*'l art. 17 de la Con-t Unción Xncionai no n:up:u\i la situa- 
ción de! litigante vencido en juicio resuelto por sentencia 
fundada en la ley, aunque sea errónea, y fn invocado» de 
aquél no basta, pues, para conceder él recurso extraordinario. 
Página 406. 

Leyes del Congreso. 

2G. Hallando*.- cu cuestión la totsrpretneión de la ley federal . 
11.US3 meneada por ambas partes en apoyo de .-us pret en- 
viones, procede el venirso extraordinario contra ln sentencia 
que desconoce el derecho del recurrente. Página 34. 

27. La ley 423.», aplicad» re- pee* o de lo* n sen le* de policía y 
bomberos de la Capital Federal y territorios nacionales, re- 
visto carácter local y pii interpretación no pardo servir de 
fundamentu al rn-urso extraordinario. Página 3fi, 

23. La interpretación del art. 2 de la ley ÍÍQ constituye una cues- 
tión federal. Página ó". 

20. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de fin U 
tiva contraria al derecho fundado por el apelante en la ley 
federal 3075. Pagina 53. 

30. La interpretación del art. 0» de la ley ÍM»S3 constituye nnn 
cuestión federal Susceptible de autorizar el recurso extraordi- 
nario. Página (í7. 

31. Procedo el recurro extraordinario contra la sentencia que 
desestima el derecho fundado en la ley federal 1LG83, Pá- 
gina 81. 

32. Habiéndose cuestionado qi:e la ley "073 permite el rehiro 
de una marca similar a otra yn registrada cuando se trata do 
díatínguiT distinto!; productos de di-tinta clase, procede el re- 
curso rxtraordínnrin centra la sentencia definitiva contraria 
al derecho fundado por el apelante on la citada ley federal. 
Página 02. 

33. La ley 12.3(10 somete a la fiscalización del gobierno nacional 
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a las ettlpres&s enyns actividades on materia Jo seguros exce- 
de los limites locales «le ana provincia; y mls respectivas dís- 
posii imies Uem-n carador telera] parque sóln lian pudidu sor 
establecida* por el Congreso en ejercicio tío otra* ntrilnu'io- 
íio- f|ue la- ilo dictar loa códigos comunes y las leyes lóenlas 
para i» Capital IV* Ir-ral y las territorios mojónales. Vagi- 
na un, 

34. Procede o! recurso extraordinario deducido contra la senten- 
cia denegatoria ilc mi dcrcolio fundado por ol recurrente cu 
la téy Mera) IlVüío. Página 115. 

35. Procedo ol reemrso extraordinario fondado en el «rl. 15 de 
la ley 5315 contra la sentencia que, atribuyéndole una inte* 
ligeriéía distinta a la que sostiene ol apelante, resuelvo que 
jos tribunnlt'.- ilo la Capital redora l son incompetentes para 
conocer on ol juicio par cobro de posos promovido por él 
contra un ferrocarril coya administración m lia II a e-laiileeida 
en la capital de una provincia. Página 1SS. 

3(í. Procede ol reearao extraordinario contra l¡i «enlom-ia denega- 
toria da an derecho fundado en la ley federal 11575. Pági- 
na 205. 

37. La interpretación do leyes do carácter procesal no do lucnr, 
por lo román, a cuestiones susceptibles de autorizar rl recurso 
extraordinario, aun cuando so trate de normas federales, por- 
que Ja aplicación de tales preceptos referentes sólo al orde- 
namiento de !o* juicios no aleóla el art. 'M de la Constitución 
N'ü''¡oua!. Página 263, 

38. Kl art. fio de la ley tl.683 os de naturaleza procesal, pnes se 
limita a ' ■ rejílamentación de la iiManeia apelarla en loa 
juicios contenciosos f tócalos a «|tio se refiere, por lo cual so 
interpretación no da tnirar a una cuestión susceptible de auto- 
r'm\T ol recaVso extraordinario, Pádna 2i¡:i. 

3!). Kl conflicto entre un» ley federa) — en ol cttsó la 775 — y 
otra común po.-torior — l¡i 11.71!' — ■ dictada-, pues, por el 
Congresoj plantea un problema de aeragnción. piTo no da 
burar a una cuestión federal cuando sólo se discuto la exten- 
sión dada por la sentencia a la ley común, ciiya interpreta- 
ción es njena al reo.irsn extraordinario y no puede servir de 
fundamento al mismo. Página ¿04. 

40. Ks piiH-cdcnlo f\ roriirMi evrm.rlinririo fundado por la em- 
presa ferroviaria en la exención eMablccMn por tas leyes 5315 
y 10.657 y en tas ehvuii-taii- ia*. reconocidas on la sentencia 
apelada, do que el terreno respecto do] cual so ta quiere obli- 
gar a poner coreo y vereda no da fronte a estación alguna y 
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figura en la cuenta capital Je lo compañía, hallándose así 
alertado 'ni servicio ferroviario. Página 305. 
41. La unificación de representación en los juicios ra una cues- 
tión |MI que no autoriza la procedencia del recurso ex- 
traordinaria, aun cuando se alegue violación del art. 18 de la 
Cnnsl ilación Nacuma!. Página :U¡H. 
4'» La inlerprel ación de la ley de carácter proce.nl no da lugar» 
por lo común, a cuestiones susceptibles do autorizar el «cur- 
so extraordinario, aun cniaido M trate de normas federales, 
portille la aplicación de tales preceptos referentes solo al or- 
denamiento de los juicios, no afecta al nrt. .11 de la Consti- 
tución Nacional. Página 40G. 
41 Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia 
■me. ni decidir une la apelación autorizada por el nrt. S de la 
tóy 12.091 tlebe interponerse arde la autoridad que dicto la 
resolución recurrida y no directamente ante el juez, federal, 
.sólo resuelve una cuestión tle naturaleza procesal rpie no afec- 
ta a la supremacía constitucional, l'áginn 4!X». 



Oportunidnd de plantearla. 

44. Para une surja una cuestión federal nueva que pueda invo- 
car*, cuno fundamento del recurso extraordinario, no lm,t» 
mu. d tribunal superior do la causa la baya resuello. licquic- 
rese. además, qué las parles no hayan ^dido preverla y plan- 
tearla oportunamente; exigencia que basta para ocluir el caso 
en que el silencio de las parte, en el curso del juico acerca 
del pimío «ederal. no tiene otra explicación que el ohldo 
inexcusable dd mismo o el deseo de no fundar en el su de- 
recho. Página •"*<>. , „„^^» 
46 \n oleante la declaración en contrario del tribunal superior 
de la causa, debe c»,,>idrrar.e oporl unamente ii.trndudda en 
el ittitío la CU«ti6n federal insistente eu la inconstttncinna- 
(íaid del art. del Código de Procedimientos Criminales, 
planteada por primera ve, en el e-erilo de a^bir, contra 
el auto de primera instancia míe, aplicando dicho articulo sin 
previa nudíenci:. del querellante, dispone suspender el tramite 

de! proceso. Pagina 1^8- , . . . 

46 U circ.mslnn. in de M nc los jueces fallen el juicio ,ior razones 
distintas de bis «letradas por \m parles no hnsla para la pro- 
cedencia del recurso extraordinario, salvo que las invocadas 
«.„ ln M-ni. ncia sean de naturaleza federal o con f iguren una 
l musmón manifiesta de los principio* establecidos en la 
Constitución en salvaguardia de los derechos individuales. Pa- 
gina 4H7. 
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Iíckición directa. 

■17. Ea improcedente el recurro extraordinario i'un !a«In un que 
Ja ex í^finía del papel sellado de actuación es violníoriu de 
la defensa en juicio, si el recurrente no ha demostrado ni 
intentado demostrar ta im posibilidad de sufragar dicho se- 
llado. Página 33. 

4a. Aun cuando se hava planteado corréela y oportunamente cu 
el juicio una cuestión federal, el reeur-o extraordinario fun- 
(imlu en ella es imjinu-i .li ute ¡d el tallo apelado contiene i'nti- 

damcutos no Eedcralea sutícienteraénte amplios, independientes 
de dicha cue-lión y no admisibles por causa do arbitrariedad, 
que bastan para sustentarlo va su totalidad. Página 61. 

■1!J, Es procedente el recureo extraordinario fundado en el nrt. 1S 
de "¡i Cou.-4.itu ion Nacional contra una resolución eoudcnato- 
rin del -Icie de la Oficina de Sumarios y Fallas da la Muni- 
c¡ pálida*! dé la < "apila! Federal, id lia t liado restricción Imí- 
tame del .lriv. hu ilc ileicnsa fuiun pitra hacer viable dicho 
recurso. Página 408. 

50. Es improcedente el recurso exlniordinnrio fundado en la 
incompatibilidad de una re.-o! lición de la Junta Nacional de 
Carnes con un decreto del Foder Ejecutivo Nacional invoca- 
do por el actor, contra la .sentencia que admite la valide?, de. 
aquella por considerar que. se ajusta a dicho decreto y. ade- 
más, a la inteligencia que corresponda atribuir ul sirt. lií, 
lite, p) de la ley VJ.IfíO, que es suficiente por sí sola para 
sustentar el fallo apelado y no h;i sido incluida por el recu- 
rrente entre los puntos .sometidos a la decisión de la Corle 
Suprema en el escrito de interposición del recurso. Fagi- 
na 17*.'. 

51. Para que proceda el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la de ten- a en juicio, debe resultar de ]m ñutos 
que ha existido privación o restricción substancia] de nqué- 
lla. Fiígiun 4S7. 

52. E* improcedente el recurso extraordinario contra ta sentcn- 
eia que, fundada en que los hechos imputados a los proce- 
sado* no lian redundado en perjuicio del querellante, nii^a 
a éste derecho para intervenir en la caá su como tal, por 
carecer de la calidad de "particularmente; ofendido", que exi- 
pc el art. 170 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Pnjrinn 493. 

53. Aun cuando el recurrente sostenga (pie. al revisar y revocar 
por vía de apelación el laudo arbitral recaído en el juicio 
iniciado ¡inte la ¡u-ti'-ia de la provincia, el superior tribunal 
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de esta lia desconocido el art. 7 de la Coristitutión Nacional, 
procede rechazar (1 recurso extraordinario a-í fundado por- 
que un siendo definitivo dirlio huido — sc<*úu lo declaró en 
forma irrevi-ibie la Gentilicia apelada — carece de fuerza en 
el territorio de la próvida % l* 01 ' cou^gnicute, también en 
el de la líepúblUu. Página A'M. 

54. Aun i jiüii ii> se buya planteado Correcta y oportunamente en 
ei jimio nita cuestión federal, el recurso extraordinario fun- 
dado en el ta c,s improcedente si el fallo apelado contiene l'un- 
damentoü no federales nuficienteraente amplio;, ¡ndepcudientafl 
do !;a cuestión y no admisibles por bi canga de arbitra- 
riedad, (pie bastan pora sustentarlo en su totalidad. Pági- 
na m 

Materia ajena. 
Principios generales. 

55. Ñu compete a la Corto Suprema, por vía del recurso extranr- 
dinario, ejercer ftineiones «l*- tribunal .le curación i-c¿piM-tn de 
nía t< -ría.- de ¡li n ■ i:o nitnúii o local ni dividir si los tribunales 

de una provincia cumplen m cometido en Formo compatible 
con el art, 5 tic la Constitución Nacional, cpie obliga a los 
estado-i a acarar sn administrad jn de justicia; cuestión 
también ajena a la competencia de la ju-tuia federal. Pági- 
na 138. 

5íi. Es improcedente, el recurso extraordinario contra la senlcn* 
eia qae de- hua la incompetencia de la justicia federal para 
conocer en un recurso de habeos <w/¡ > deducido a favor de 
varios pasajeros extranjeros de un liaren, que por tío haber- 
seles permitido desembarcar, retornaron cu el mismo, salien- 
dn de la jurisdicción argentina e ignorándolo en cuál están, 
pues la ileelaraeiiín que podría hacer la Corte Suprema sería 
de carácter abstracto, Página 200. 

57. No e* suficiente para fundar el recurso extraordinario la in- 
vocación de que la sentencia apclíida adolece de errores o de- 
ficiencias, pues la reparación de los mismos debe buscarse en 
el orden local y de acuerdo a las reglas dictadas a e*e efecto. 
Pagina 49(1. 

Leyes comunes. 

5S. No incumbe n la Corte Suprema, en el recurso extraordina- 
rio, revisar las conclusiones de ta sentencia apelada sobre 
cuestiones regidas por el derecho común. Página 199. 
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Civiles. 

59. L¡i existencia o inexistencia iU* cosa juzgada esj por regla ge- 
neral, extraña al reeurso extraordinario. Página 524. 

60, E* improcedente el recurso extraordinario fundado en «1 
art, 1H iW la Constitución Nacional castra la sentaiieia i|ue, 
interpretando tayas eommie* y procésale-, declara inadmisible 
ln intervención dé] Asesor de Mcrwmw en la causa criminal 
instruida rim tni'livit dd deUtn que. «eiíúii la ilemineía, 
habría ronieliílii en iHTjiiífiu de un mcinn-, l'átritm .11!). 

Comerciales. 

lit, Kl cotiliirto entre «na ley i'<'<lerat — en el caso la Tffc— y 
ntrn eomún posterior —la 11.71!>— dii-fuda*, pues, por el 
OongVBM), plaiilea O» problema de derivación, pon» no da 
logar a tina euesii.m federal ••unudn sólo *• discute la exten- 
«táa dada jior la Hiitenein a i¡t ley común, cuya interpretación 
es ajean ni rei-nrso axtraórdinaíid y no puede servir do tun- 
danicnto al mi^im. Página 2<¡1. 

Ctm-tinn'iniii-s y Iryea locales, 
Ptt ^atcs. 

(J2. Ut fenteneia del tribunal superior de ln causa es ¡rtévíiilJó 
l^r ta Corte Suprema en el recurso ovtr¡iordhurín. «! cnan- 
to declara qüe detetoinada cuestión está comp;'*ndiiln en el 
litigio. I Vitrina 77. 

Gil. Li de i-i-Mi di* cucsliones pro.i<sníes como bis referentes a jtl 
forma, eorree. íón y valide/ di* la nntiHeoeiiwi de la sentencia 
apelada es a jena a la juri -dicción extraordinaria de la Corle 
Suprema. Página 11;". 

f»4. La providencia pnr ln que un tribunal de apelación deelnra 
mal i n edido —o bien denegado— "n recareo interpuesto 
liara ¡míe el mi-mu. nplj.-aud.i al efecto una disposición del 
respectivo código de procedimientos, «*s irrevislble por la vía 
del «curso extraordinario, pues sólo decide «obra su propia 
competencia, es decir, en materia puramente proco-al, y. nde- 
nu'is prueba que, en lal i-a-o. el tribunal superior de la causa 
a los afectos del art. 1 V de la ley |S, |o ora el juez de prU 
ntera instancia, a partir de la noiitVai i.'n de enya sentencia 
lia corrido, P*T consiguiente, el término pura la interposición 
del reenrsa extraordinario que lmliiera podido dedueir el in- 
teresado. Pagina 183. 

0&. ta GOttc Suprema earer*e ile jurisdicción para revisar por 
vía di*l rei-tir«i extraordinario lo deei v, Ao en la sentencia ape- 
lada respecto del pago de tus costas. Página 127. 
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C0. La eíreuiu-tancia de que el juzgamiento del caso imponga a 
la Corte Suprema la rceou-ideración de | tuntas de hecho u de 
derecho local —por reulu general ajenos n mu jurisdicción 
extraordinaria— no obsta a la procedencia del recurso del 
art. 14 ile la ley 4K, si ello es iicccsnnn pura acordar el dere- 
cho federal invocado i-iiyu t rust envión sería, de otra manera, 
inevitable. Página Lió. 

Ü7. Es improcedente d recurso extraordinario fundado en el nrt. 
1S do hi (.'nii.-iitiii-ttín N'ui-ioiml contra 1« sentencia que, inler- 
prctando leyes comunes y procesales, declara Loadmisible la 
intervención del A-esor de Menores en la enlista criminal ins- 
tniída con motivo del delito qué, seguí) la denuncia, Sé lia- 
bria cometido en perjuicio dé un menor. Pagina ;i4í), 

fiS. La decisión referente ti las costas contenida en la senteneia 
apelad 11. que revoca Ja de primera instancia [inr luriier ries- 
apnrevido la i ¡nulidad del lilinio y mliverlídoso en abstracta 
la cuestión discutida, na autoriza I» intervención de la Corte 
Suprema por medio del recurso extraordinario, por tintarse 
de nu aspecto del litigio ajeno a dicho recurso. Página 524. 

6ÍL Xo resultando claramente de nulos que se trata de un proce- 
dimiento arbitrado para frustrar e] derecho federal invocado 
CU la en usa, delie declararse Men d> i ícenlo el recurso extra- 
ordinario deducido contra la reaolueifin de un tribunal que, 
inler pretil mío las leyes procesales lóenles declara improee- 
•lentes lo* recursos de reposición y revisión interpuestos eon- 
tn la providencia del misino que no hizo lugar a la prosecu- 
ción de la causa. Página 4Nl. 

70. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senteneia 
que, fundada en une los hecho» imputados a hx< procesados 
ño lian redundado en perjuicio del querellante, uiesra n éstn 
derecho p:irn intervenir en la causa como lal, pol carecer 
de la calidad de ''particularmente ofendido", que exige el 
nrt, 170 del ÍVidiíín de Procedimientos cu Lo (*rÍ urinal. P;í- 
gina WX 

71. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senteneia 
del tribunal superior de provincia (pie, i nter pretendo dispo- 
siciones de las leves locales de procedimientos, en forma irre- 
vwihle por la Corle Suprema, declara la competencia de 
aquel para revisar por medí» del recurso de apelación el fallo 
dictado por un tribunal arbitral, lo revoca y resuelve el asunto 
en forma contraria a las piel elisiones del recurrente. Pági- 

un m. 

72. La existencia n inexistencia d«> en-a jugada es, por reírla ge- 
neral, extraña al remiso extrnordihario. Página 524. 



601 



aiüerjRSO exttíaordinakio 



Cuestiones de heebo y prueba. 

73. Ks improcedente 1 el m u reo ex Iraord insirió con! ra la sentencia 
qú$, Anulada en consideraciones Ü6 hecho y primita, estableen 
(fue no 9e ¡¡a demostrado el empleo ilegal o ii rt-iriiinr del papel 
introducid» eo» franquicia por una empresa editora, en usos 
contrarios a loa previstos por In ley, y la absuelve de !.i in- 
fracción consistente en haber defraudado al Pisen medí auto 
lá alteración del destino del meneionado papel, l'áirina 11. 

7-1. Lo circun-taneia de que el jazirnmíento tlt 1 ! caso imponga a 
la Corte Suprema la reeOmddrraciiín de puntos de tie-lin o de 
derecho [ocid —por rojjla general ajenos a su jurisdicción ex- 
traordinaria— no oMa a la procedencia del recurso del 
nrf. 14 de In ley -1S. -¡ ello es necesario para a con lar el 
derecho federal invocado euyn frustración ¡sería, de otra ma- 
nera, inevitable. Página 1ÍÍ6> 

75. La eneatión referente a sanee si e<tá o no justificada ln ca- 
lidad de comerciante de quien solícita el registro de «na mar- 
ea. OS de heelm e irrevi-ihle por la vía del art. 34 de la 
ley -K Página 160. 

7fi. I*as conclusiones de la sentencia apelada aeere« de la nacio- 
nalidad de las paites fundada en circunstancias de hecho 
acreditad" en !<k si ■ • . miu ¡ítí-ví dhbs por ,a t '.irte Suprema 
en el recurso extraordinario. Página 342. 

77. Ks impro. cíente el nvur-o extraordinario fundarlo en que la 
aplicación al rccunvnie. de la» penas establecidas en ol edic- 
to de policía sobre retinionc^ públicas^ es inconstitucional 
pqrque atento et carácter priva di > de la realizada no era me- 
nester permiso previo, sí en h sentencia apelada so considera 
prohado QUjB ln reunión fué pública y se realizó con fines 
políticos. Página 405. 



Trnenlhiitnitn. 

75. Rs improcedente •*! recurso extraordinario interpuesto me- 
diante mi e=erilo que no indica fundamento alguno y simple- 
mente se limita a solicitar la eoiíeffiftiáa de aquél. Página 38. 

76, El tribunal su, erior de la enusn debe pronunciarle respecto 
del recurso extraordinario interpuesto ante el mismo, con- 
cediéndolo o denegándolo, a fin de no obstaculizar el ejerci- 
cio de la juri-dieoióii de la Corte Suprema. Página 123. 

SO, No procede remitir al tribuna] -nperior de la causa para que 
conted" o deiiie'.'Ue el in-ur-o extraordinario, el escrito en 
que se lo tlednce q"fie, si bien fué presentado ante aquél y 
enviado por su secretaría a la mesa de entradas de ln Corte, 
eslá dirigido a ésta, no sólo en su encabezamiento, sino en 
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til totalidad de su contenido; !u que buco improcedente ta 
queja deducida invocando un supuesto error de pluma. Pá- 
gina 123. 

81, Ln providencia por En que un tribunal de apelación declara 
mal concedido — o bien denegado — mi recurso interpuesto 
pata unte el mismo, aplicando al afecta una disposición del 
respoetivo código de píoeédimieiiins, es irrcvUible por la 
vía del re. urso extraordinario, pues sólo decido sobre su 
propiu competencia, es decir, en materia puramente procesal, 
y, además, prueba que, en tul caso, el tribunal superior de la 
cansa a los electos del íirt. 14 de la ley 43, lo era el juez 
de primera instancia, Q pailir de la notificación de cuya sen- 
tencia ha corrido, por consiguiente, el término para la inler- 
poirióu del recurso extraordinario oue hubiera podido dedu- 
cir el interesado. Página 12X 

82, I>el¡c eoieidcrnisi' suficientemente fundado el recurso extra- 
ordinario concedido, si en el escrito de interposición de! 
mismo se ¡tace ret'cri'iu ia concreta a la cuestión de inconstitu- 
CÍonatidad uní» nórmente planteada en el juicio. Página 244. 

83, El rcciirxi extraordinario puede otorgarse con efecto devolu- 
tivo y debe serlo citando la ejecución del pronunciamiento 
recurrido huya sido compulsiva y previa a la notificación al 
íntircsnki y sea snseepf i ble de ser reparada por la decisión 
de ln forte Suprema. Página 4(>S. 

S4. Vencido el término perentorio lijado en el nrt. 8 de la ley 
40")ó. los litigantes iid tienen derecho para producir inciden- 
cias ni presentar nuevos escritos en la instancia extraordi- 
naria. Página 472. 

83. E* improcedente el xecui-so extraordinario interpuesto me- 
diante un escrito quo no indica fundamento alguno y sim- 
plemente se limita a solicitar la concesión de aquél. Pági- 
nn 472. 

86. líos litigantes (pie comparecen ¡i la Corte Suprema por me- 
dio del recurso extraordinario concedido no tienen derecbo 
para producir prueba alguna ante aquélla, sin perjuicio de 
las medidas que el Tribunal consblere oportuno dictar para 
mejor proveer. Página 472. 

Resolución. 

87. El procedimiento por el cual se dicta sentencia condenatoria 
contra el supuesto infractor, después de habérsele citado por 
la autoridad policial sin hacerle saW la cansa (le olio y de 
tomársele en el acto de comparecer declaración indagatoria, 
en la cual niega haber cometido la infracción a las orde- 
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lianzas «lo tránsito que se le imputa e invoea el art. 18 Je 
U Confuí u.-n'.ii NíK'iniuil y la imposibilidad en que su le liu 
Colocada «le traer ¡t la audiencia pruebas de de-M-argo, por no 
habéraflc citado en la Forma dispuesta por el art, -7 del 
Qigcsto Mmii- ¡pal, es violatorb del art. lí> di* lu Coastil u< ión 
Nati nal, p"i* lo que proceda revoca* lo B^tetttoa apelada, 
dejar >m efecto dicho pí^ediifnieolo y Revolver la «íusa pura 
que sea tramitad* íoajornio a demho. Página 4os. 

Costa*. 

68. Loa -'"-ií<- devengadas ante lu Corte Suprenm tn el reenno 
extraortliiiario deben pagarse por su orden, fagina 91. 

b'J. No incumbe " la forte Snpivaia sdiu» a U*. tribunales de la 
eáasa, adecuar el prontineiumieiitu de éslo.s sobre bis cuestio- 
nes federales aceesoriaa al pleito, rumo son las costas 
devengadas auto ellos, a la revocatoria pronunciada por 
aquélla >utire los puntas federales comprendidos en su deci- 
sión. Pagin a 01, 

¡tECl'itsu oui'IS'AMQ PM .1/ ELÁi ION. 
l'ritu ivn yrut tült». 

1, Deducido* los recurro» ordinario y extraordinario de apela- 
ción: paía ante la Porte Suprema y concedido Bolo este ulti- 
mo sin que d rcnirn-nte haya interpuesto queja alguna por 
la ouiUnut de pnmiimmmicHlo merca del primen», no corres- 
ponde a lam Corlo Suprema lomarlo en , oiisHlcruciñu. Pági- 
na II*'. ... 

2. Ki auto ileu*"¿a torio de mi recurso de apelaeiñu — ordinario 
■i extraordinario— m. es apelable y sólo «ato rúa a ocurrir 
direetatiiente en queja. Página Y2'2. 



Casos. 

Junios en que la Xaeión es ¡'¡ufe. 

3. \o [n-Mcrde el reein-xi ordinario de apelación para ante la 
fu ríe Suprema i-n un juicio .-cl'uíJu «.oiilra la Xaeión ante 
Icis tribunales Morales, >i el valor de lo rerlanindo en la 
demanda;, con prescihdcncia de los accesorios como 1»-* inte- 
reses y las postas, no excede del límite legal de eiiico mil 
pesos. Página 404. 

RÉKVNCIA. 

El pago de la multa impuesta por el Jefe de la oririnit de 
Sumarios j Paltas de la Municipalidad de la Capital Pede- 



SEGUU03 607 

nú n «i' BttputótO BalíSítw, -i» darlo oportunidad para re- 
eomr eontfii dídia medida, eíoctiwdb ^piú&vamento auto 
la autoridad policial para evitar el ¿rrestoj no puede ser coa- 
siaerado éonio un» numi testación de neniumieúlo voluntario 
de (iquella resolución coádettatnriu ni «nao una ívmineia al 
derecho a iv.ui'iii- ante la Cric Suprema. Página -IOS. 

íeyts tuhn i tí tul ntt feo?, 

1 . L.i I.-y rj.tii:! i-s ¡ii -la rti loria dfi ta ley 11.41'.', lia sido válida- 
Uié dictada por el tóottgreso y riue ¡.ara Uh rasm de pen- 
sión acordadas por el Poder Kjecuimi ion anterioridad a bu 
sanción. Página 4*23. 

fjtyéS impositivas, 

2. 1>» liberación de dcrcclHw adnañei-os a la ímpóitaeidn de paí>* 
de eonaunQ acordada por el art. 7 de la ley 12.297, no es 
nlpicaide a la introducida en el ano 10;iti con anterioridad 
a la ieelm do d«ba U-y. Página 24!J, 

Zhíj/í* procesal». 

3. Us leyes ■oImv el prcKt-diinicnlo y Ja Jurisdicción son de 
orden pfibliéo, por te cual uo dertclto apatrida a ser 
juzgado por determinado procedimiento. Página 102. - 

-!■. La |er1am«-ióri de iii«!!ii|ieleiieiii para si-jniiv entendiendo en 
un proceso el'ecfuada por leí- tribunales federales en razón 
de hnberse dictado durante el trámite de la misma la ley 
12.345, cuyos arts. 3li y :>S establecen la jurisdicción de i» 
Aduana pjA'ftt MOS ea»ns en» apelación pura tinte auuéllos, 
no importa substraer la eaim a sus jueces naturales Pul*. 10*2. 

5. La sola posibilidad de n» detrimento patrimonial derivado 
de lu modifíeacidtt dfl la competencia nn es óbice «institu- 
cional para su cambio, pues la ga mil tío de la propiedad pri- 
vada uo Obsta id serwei» de bis facultades legítima* del 
gobierno. Página 102. 

S 

SEGUIWti. • 

1. La ley 12.3(1» somete a la fi-cali/ru-ión del Riilderno nacio- 
nal a las empresas cuya» actividades en materia do sejniroa 
excede los limites locaíes de una provincia; y sus respectivas 
disposiciones tienen carácter federal porque sólo han po- 



S0(*IEUA1> CONYUGAL 

«tullí ser establecida* por el Coimre^o en ejercicio do otras 
atribuciones «{He las i!*' dictar lo* códigos comunes y laí 
1 yes locales |Wa ln Cu [lililí Fedornl y los territorios na- 
. 'i'ji;i r<. Página U"». 

^períntendeneia de Seguro* puede proceder por ínter- 
in .i» de? líi justicia íil allanamiento de loa locales do las 
compañías de seguros puní li:urr rtcitiva la fiscalización 
que le iuiumiie. Página US. 

Ui ein run.-ttint'iii de que la ley 12.300 no contenga una 
dÍ*pos¡- tóli C|1IC establezca !:i responsabilidad di -l funcio- 
narte (lúe pide ni allanamiento no autoriza i excluirla, pues 
en tal coso ri-t- el art. 1112 de! Código Civil y las disposi- 
ciones pert i nenies del tí&ligO Penal, Página 115. 

SmYtfflO MILITAR. 

1. El :nl. ti l, ino. e) de la ley 47«7 contempla situaciones 
normales, en que sólo se convoca una elnsc éada año; por 
lo ([ ue es inaplicable ni ciudadano qne pretende eludir el 
servicio militar fundado en que un hermano suyo. CttyO 
período lei'id lia lerminado. continúa Unió i emule ra por ba- 
berlo dispuesto así un decreto del Poder Ejeutivo fundado 
en ttu«n«a vi nenia di. s a la situación internacional cxMcute. 
Página 08. 

2. La exención establecida en el nrt. de la ley 4707 pura 
el lujo natural o legítimo de madre viuda no alennza al 
bijo de madre abandonada por el cspo •. aunque éste pu- 
diera ser considerado, a juicio del tribunal de la eanaa y al 
solo electo de la excepción, como ausente con presunción 
de falleeimiento. Página 113. 

SOCIEDAD. 

Debe desestimarse, por falta de acción, ln demanda proino* 
vi.la por «na sociedad como sucesora de o! ra con el objeto 
de repetir los pairos indebidamente efectuados por ésta, si 
áiena cáUdád no lia sido demostrada en el juicio mediante la 
prescntai ión de jas pruebas referentes a la disolución de la 
sociedad que se díee antecesora, a enyo efecto no basta la 
afirmación lieelia en rl contrato de constitución de la nueva 
sociedad por Ioh integrantes de la misma, de que ésta sucede 
a la otra en ct activo y el pasivo. Página 378. 

SOCIEDAD coy YUGAL. 

Incumbe a1 marides .orno administrador do la sociedad con- 
yugal, exigir el reembolso de loa gastos que constituyen car- 



mi 

'2. 
3. 
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gas de la sociedad conjugal, al responsable del hecho ilícito 
que los ha ocasionado. Página 221. 

SUBASTA. 

Los aviso» de remate de un inmueble no forman parte del 
contrato de compraventa de! mi-mu si mi contenido ..o ha 
e ¡do expresamente incorporado a las cláusulas de aquél y, 
por lo tanto, fuera de este supuesto, no autorizan a consi- 
derar de mala fe al vencedor ni a obtener la nulidad del 
contrato fundado en el error. Página 207, 

T 

TARIFAS, 
Ferrocarriles. 

1. La rebaja prevista en el art. 10 de la ley 5315 se aplita al 
transporte por ferrocarril nocional de empleados de! Banco 
Hipotecario Nacional que viajan en comisión de servicio, 
con excepción de los casos en que el Banco cobra directa- 
mente a los clientes el precio de los pasajes o se los imputa 
a su cuenta de deudores. Página 4ól. 

2. Las instituciones de Estado, aunque autárquicus como el 
Bnnco do la Nación, el Banco Hipotecar lo Nacional, los Fe- 
rrocarriles del Estado, Yacimientos Petrolíferos Fiscales, es- 
tán comprendidas en el beneficio previsto en el art, 10 de )n 
ley 5:íl5 cuando sus empleados viajan en fundón del servi- 
cio público que desempeñan. Página 451. 

TRIBUNALES APM1N1S TRA TI VOS. 

1. Es admisible que cierto tipo de negocios o infracciones, por 
razón de la naturaleza pública de los intereses cuya tutela 
se procura, sean juzgados por funcionarios y formalidades 
especiales, a fin de hacer posible y eficnz Ta aplicación de 
las disposiciones legales que rigen o síiticionmi los asuntos 
do que se trata. Página 408. 

2. Los organismos administrativos investidos legalmente de la 
facultad de dictar pronunciamientos de natura leza judicial 
de manera irrevisible por !os tribunales ordinario? de justi- 
cia, deben ejercer gas atribuciones respetando los derechos 
y garantías constitucionales y, en particular, la inviolabili- 
dad de la defensa consagrada por el art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional. Página 408. 
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U 

USUFRUCTO, 

Los impuestos que no tengan la calidad de extraordinarios 
constituyen cargas de guce y representan el gasto indispen- 
sable para la producción de los i'rutos a cuyo valor están 
incorporados. Página 267. 
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LUIS DE MARCO v. S. A. COMPAÑÍA GAKIMALDI 

JURISDICCION: Acción personal. 

Es juez competente para conocer en el juicio sobre indem- 
nización de loa daños y perjuicios provenientes de actos 
ilícitos, el del hipar en qne éstos se cometieron y no el del 
domicilio del demandado í 1 ). 



LIETO Y MOISE SCHOUA v. DAVID BUJ. 

JURISDICCION: Acción personal . ^ 

Aun cuando se trate de una acción personal, el conoci- 
miento de la causa corresponde al juez cuya jurisdicción 
fué implícitamente convenida por las partes para el caso 
de incumplimiento de la obligación, .•circunstancia ~ 
resulta del lugar en que se efectuaron los pagos pr 



ANTONIO FAJARDO v. S. A. COMPAÑIA TECNICA 
E IMPORTADORA 

JURISDICCION: Acción personal. 

Es competente para entender en los juicios en que « 
promueven acciones personales, el juez del domicilio ex- 

(i) Focha del fallo: 1* de junio do 1942. Ver Fallos: 180, 11 7 

'** a (2) Clt F«!a del folio: 1* de junio de 1942. Ver Fallos: 187, 618 
y loa allí citados. 
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presa o implícitamente convenido para el cumplimiento 
de las obligaciones, ípie en el cuso di* una locación de ser- 
vicios es el lugar donde estos fueron prestados 



FRANCISCO STCOLI v. PEDRO CURRAD INI 

JÜRISVICCIOX: Acción real. 

Ko compete ni juez de la Capital Federal, en cumplimiento 
de cuya urden el juez provincial exhortado din al com- 
pradur en el remate decretado por aquél la posesión de 
un inmueble situado en la provincia, sino a los tribunales 
de ésta, conocer en el interdicto de recuperar ln posesión 
promovido por quien se bailaba en posesión del bien y 
pretende haberlo adquirido también en venta judicial 
efectuada con motivo de otra ejecución seguida ante la 
justicia provincial. 



Dictamen 1 imi. Phocl'h.umui O ene» al 



Suprema Corto: 

En un juicio ejecutivo que tramita, ante la justicia 
en lo comercial do esta ciudad por Pedro Corradini con- 
tra Meardi linos, y Dalla Torre, fué 1 vendido un inmue- 
ble existente en Mendoza, entendiéndose pertenecer a 
uno de los demandados. A fin de dar la posesión al com- 
prador — que lo era el propio Corradini — libróse exhor- 
to; pero ocurrió que otro señor — Francisco Síeoli— 
diciéndose dueño del predio se opuso al cumplimiento 
de la medida. Esta incidencia tuvo fin al resolver en 

manos oponerse a lo Tcsuolto por el juez de Buenos 
Aires en asunto de su jurisdicción ( 2 ). Como eonse- 



(1) Pedto del fallo: 1« de junio de ÍStó. Ver Fnllos: 1B7, 609; 
1&2, 76 y los « il.nl us en ello*. 
{») Ver Pililos: ]í>0, :.Vl>. 
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cueneia, Corradini fué puesto en posesión del predio 
{marzo 3 de 1941, fs. 510, exp. 22.405). 

Sícoli, entretanto, había iniciado en Mendoza inter- 
dicto de retener la posesión contra Corradini. Desesti- 
mada su oposición como queda dicho, y desalojado ya 

dándole forma 



de interdicto de recuperar (fs. 51 vta.). Es bajo este 
nuevo aspecto que se traba ahora una contienda de com- 
petencia entre la justicia de esta Capital y la de Men- 
doza; y para que sea dirimida, vienen los autos a cono- 
cimiento de V. E, 

Estudiado el caso pienso que la situación jurídica 
varió a partir del cumplimiento del desalojo ordenado 
por el juez de la Capital. Ahora, lo que se discute es 
si Corradini tiene o no derecho a conservar la posesión 
que obtuvo; y paréceme que el hecho de discutirse la va- 
lidez de una venta judicial, no implica necesariamente 
que deba entender en 
autorizó dicha venta, 
tres circunstancias es 



un 





de acción 

b) eí señor juez de comercio de Buenos Aires, ca- 
recería de competencia para tramitar la demanda, aun- 
que el predio estuviera dentro de su jurisdicción; 

c) si bien Corradini invoca a su favor una venta 
judicial hecha en Buenos Aires, Sícoli hace emerger sus 
derechos de otra venta judicial, llevada a cabo en Men- 
doza. 

En tales condiciones, pienso corresponde aplicar la 
doctrina que informa al fallo 183: 414 de esta Corte y 
de los en él citados. El juez de Buenos Aires, ni ha ga- 
rantizado a Corradini la bondad de su título contra ter- 
ni tuvo por qué pronunciarse sobre la 



t 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



dicho título respecto de 1 do Sícoli, cuestión que no se 
planteó debidamente en el juicio sobre cobro de pesos. 
Cumplida como lo ha sido la diligencia que ordenara, 
huelga invocar el art. 7 de la Constitución Nacional. 

En su mérito, corresponde resolver la contienda a 
favor del señor juez de Mendoza. Buenos Aires, abril 
21 de 1942. — Juan Alvarcz. 



Autos y Vistos: 

Por loa fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General de la Nación y teniendo en 
cuenta que el exhorto dirigido por el juez de comercio 
do la Capital a otro de la Provincia de Mendoza, pi- 
diendo la entrega de la posesión de un inmueble situado 
allá y vendido judicialmente en esta Capital, fué debi- 
- damente cumplido, circunstancia ésta que autoriza a 
considerar el interdicto de despojo como el ejercicio de 
una acción posesoria extraña al juicio ejecutivo trami- 
tado en la Capital Federal, se declara competente para 
conocer en el susodicho interdicto al señor Juez en lo 
Civil y Minas de la Ciudad de Mendoza, a quien se remi- 
tirán los autos haciéndose saber en la forma de estilo 
al señor Juez de Comercio de la Capital. 

Notifíquese y repóngase el papel en el juzgado de 
origen. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 





DE JUSTICIA OE LA NACIÓN 



9 



MARIA E. GARCIA DE MIGONI fí FEDERICO A. MIGONt 

JURISDICCION; Incidente* ij cuestiones conexas. 

El juez auto quien tramita la causa sobro divorcio es el 
competente para conocer en la demanda sobre aumento dt 
la pensión alimenticia senalada por el magistrado de otra 
jurisdicción con anterioridad a la iniciación de aquel juicio. 



Dictamen del Procurador Gexeilal 
Suprema Corte: 

En noviembre de lí>36 doña María Esther García 
de Migoni inició juicio de alimentos contra su esposo 
Federico Adriano Migoni ante un juez en lo civil de la 
Provincia de Buenos Ares, y obtuvo se fijara al efecto 
la cuota de ciento cincuenta pesos mensuales. Sin em- 
bargo, algunos meses más tarde, por consentimiento ex- 
preso de arabos cónyuges, esa suma fué reducida a 
ochenta pesos (fs. 15). 

Paralizado ahí el juicio, dos años después —noviem- 
bre de 1939 — Migoni entabló demanda contra su esposa 
por divorcio y tenencia de hijos, ante un juez en lo civil 
de esta Capital, ciudad en la que sostuvo estar domi- 
ciliado; y en abril de 1940, la demandada se presentó 
al expediente anterior sobre alimentos pidiendo aumen- 
to de la pensión alimenticia, cosa que obtuvo. 

Con tal motivo se ha planteado contienda de com- 
petencia entre ambos jueces. Sostiene el de ta Capi- 
tal que el juicio de divorcio es lo principal y el de 
alimentos lo accesorio; en tanto que el de la provincia 
hace valer que su jurisdicción fué aceptada por Migo- 
ni, cuando de común acuerdo con su esposa gestionó 
rebaja de la cuota. 
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Estudiado el caso, pienso que ei señor juez de la 
Capital está en lo cierto, ya que no se discute que al 
tiempo de iniciar el juicio de divorcio tuviese el mari- 
do bu domicilio en dicha Capital. La gestión inicial de 
ta señora de Mi^oni se redujo a pedir alimentos, y lilis 
expensas al solo efecto de ese pedido; de suerte que, 
aun admitiendo hubiesen tenido jurisdicción los tribu- 
nales provincia les para conocer en dicho juicio pro- 
visional, sería imposible ahora separarlo de la causa 



FALLO DE LA ( Olí Ti: Kl'PIIEMA 

Buenos Aires, junio V de 1942. 

Autos y Vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General, se declara que es juez com- 
petente para entender en el actual pedido de alimentos 
y litis cape ¡isas el mismo que tiene jurisdicción para 



forma de estilo al señor juez de la misma naturaleza 
de la ciudad de La Plata, que entendió en el juicio de 
alimentos antes del momento de deducirse la acción de 
divorcio en esta Capital. 





RoBEKTO 1ÍKPKTTO — ANTONIO 




B. A. Nazaii Axciioiieka 
F. Ramos Mejía. 
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S. A. EDITORA "LA L1BE1ÍTAD" v. ADUANA 

RECURSO EXTIiAOliDlXARlQ: Materia ajena. Cuestiones t*e he- 
cho y prueba. 

Es improcedente el reeurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, fundada en eonside ración es de hecho y prueba, 
establece que no se ha demostrado el empleo ilegal o irre- 
gvi&r del papel inlruducido i n franquicia por una em- 
presa editora, en usos contrarios a los previstos por Ja ley, 
y Ja absuelve de la infracción consistente en haber defrau- 
dado al Éfaeo mediante la alteración del destino del men- 
cionado papel. 



HexTLN'CIA BEL JVEX FkdEKAI. 

Buenos Aires, noviembre 13 de 1940. 
Vistos y Considerando: 

Que es obligación de todos los que importen pape) libre 
de derechos por estar destinado a la impresión de diarios, jus- 
tificar ante las autoridades aduaneras (pie han empleado ese 
papel en la i ni presión de diario». 

Que en el caso presente, Ja Editora "La Libertad" no ha 
cumplido con osa obligación. En el estado demostrativo que 
presentó la Aduana (fs. í>) declara haber empleado 799.843 ki- 
los de papel en Ja impresión de "J^a Libertad", "Finanzas y 
Construcciones'*, "Clamor", "Avellaneda Social", "Tribuna", 
"Los Deportes" y "Democracia", pero no ha justificado ese 
empleo. 

En sus libros comerciales no figura el número de páginas 
de cada edición ni el número de ejemplares ni la cantidad de 
kilos do papel empleado cada día, según lo informan los peri- 
tos contadores a fs. 131. Tampoco tiene libros ni planillas en 
que consten las entregas de papel lieehas a los tallen 1 !!! ni órde- 
nes de trabajo, ni ningún dato que permita comprobar la can- 
tidad de papel utilizada cada día, (fs. 21 vta. y 2'i vta.). 

Por otra parte, los informes suministrados a las autorida- 
des aduaneras por el presidente de la sociedad, el administrador 
y el concesionario de venta de la Provincia de Buenos Aires, 
son contradictorios entre sí con respecto al tiraje de cada una 
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de las publicaciones nombradas y lo son a su vez también, con 
lo declarado por la empresa al Registro Nacional de la Pro- 
piedad Intelectual, como se hace notar en el dictamen de fs, 54. 

Quiere decir entonces, que la sociedad importadora no ha 
bu ministra* lo a la Aduana ningún elemento que haya permiti- 
do a esta repartición comprobar la exactitud de los datos con- 
signados en el estado demostrativo, situación que no se ha mo- 
dificado en esta instancia, pues los testigos propuestos se han 
limitado a decir que se repartían muchos ejemplares de esas 
publicaciones, gratuitamente, en épocas de campañas electorales. 
Sólo dos testigos, Bautista Taboada (fs. 123) y Emilio Onsari 
(fs. 123 vta.) se refieren en sus declaraciones a cantidades con- 
cretas pues los demás hacen sólo afirmaciones generales» pero 
lo declarado por esos testigos no es suficieni para probar el 
tiraje, primero, porque sus declaraciones son precisas ya que 
se limitan a dc-cir q¿c el tiraje excedía de los 230.000 ejempla- 
res, pero no dicen a qué cantidad ascendía ni r' número de 
ejemplares de cada publicación y segundo, porque no es posible 
que por el solo dicho de dos particulares, que no abonan su 
dicho con ningún documento, se dé por probado el tiraje de 
varias publicaciones, que su propio editor no lia podido precisar 
ni menos justificar. 

En esas condiciones y no habiéndose desvirtuado las con- 
clusiones a que llegó la autoridad administrativa sobre la in- 
versión del papel que la recurrente importó con liberación de 
derechos, corresponde mantener la resolución condenatoria que 
aquélla dictó, pues ha quedado sin justificar ta inversión de una 
cantidad grande de papel, con lo que se ha ocasionado un gra- 
ve perjuicio a la renta fiseal, modificando esa resolución sólo 
en cuanto a la cantidad de papel cuyo destino no se justificó 
que es de 477.244 kilos 500 gramos, igual a la diferencia exis- 
tente entre la cantidad declarada como utilizada en el estado 
demostrativo de fs. 5 y la aceptada por la aduana. 

Por ello, se condena a la S, A. Editora "La Libertad" al 
pago de una multa igual al valor de 477.244 kilos 500 gramos 
de papel blanco común para diarios, a beneficio del denuncian- 
te y sin perjuicio de lo que al Fisco corresponde, quedando así 
modificada la resolución administrativa de fs. 56. Con costas. — 
Miguel l. Jan tus. 
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Senten-cia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 3 de 1941, 

Y vistos: Considerando; 

l e ) Que la Corte Suprema, revocando el pronunciamien- 
to condenatorio de cata cámara, en la causa seguida contra la 
Editorial Ricardo Sopeña, ha establecido en su sentencia del 
25 de julio último [Fallos: 190, 265; O. del F.; 153, 225) que 
es un "kecko notorio y elemental» el de "una invariable pér- 
dida o inutilización del papel y accesorios, desde su entrega en 
la Aduana hasta la definitiva confección de diarios, revistas, 
etc." (Considerando 2») ; que la ley uúra, 11.281 (art. 27} "y su 
concordante art. 5' del decreto de diciembre 16 de 1D32", al 
exigir la justificación del destino de las mercaderías Ubres o 
favorecidas con derechos menores, "no puede admitir una pro- 
hibición reglamentaria, '*in límine'% de la demostración de 
hechos reales, notorios y repetidos en el manipuleo del papel 
para impresión, sin que se hiciera presente el inc. 2 ? del art. 86 
de la Constitución Nacional" (el mismo considerando, in fine) ; 
que ciertas diferencias notadas entre algunos informes del su- 
mario "se explicarían porque para fijar el peso total del papel 
realmente empleado ha debido tomarse cada revista en uno de 
sus ejemplares al azar y multiplicar su peso por los números 
editados" (considerando 3^, última parte) j — que no basta, pa- 
ra tener por no acreditado el destino legal de la mercadería, 
que de los libros de comercio de la sociedad importadora (y 
tampoco de los de la entidad a que ella vendió o cedió el papel), 
no surja "concreta y específicamente" la prueba — según lo 
exige el art. 10 del decreto de 16 de diciembre de 1932 — de que 
se vendió la mercadería a fábricas de papel, como materia pri- 
ma, si se demuestra, por otros medios (declaraciones de testi- 
gos, en el caso), que aquélla *ué a parar a manos de otras fá- 
bricas "que están en las condiciones del decreto" (conside- 
rando 4*) ; y que el hecho de que no se haya "traído a los autos 
ninguna prueba, ni sugestión", demostrativa de que ln socie- 
dad importadora "haya destinado alguna porción, por mínima 
que sea, del papel introducido libre de derechos, a usos contra- 
rios a los previstos y favorecidos por la ley", corrobora ía de* 
fensa de descargo de la sumariada (considerando 5 V ). 

2?) Que aplicando al caso sub-judice estas normas de 
interpretación de las disposiciones legales y reglamentarias per- 
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tinentas, así señaladas por el superior tribunal, resulta de toda 
justicia y equidad absolver a la sumariada, Es indudable que 
también'debió sufrir una 4 ' pérdida o inutilización ile papel" 
importado, "desdo su entrega en la Aduana hasta la definiti- 
va confección de diarios, revistas, etc.", lo que explicaría, en 
gran parle, las diferencias ueusadas por el denunciante, má- 
xime si se advierte que al contrario tic lo que ocurría con la 
Editorial Supeua, ella misma empicaba cu sus diarios y revistas 
todo el papel introducido, sin vender o ceder parte alguna a 
otras entidades; uo puede negársele, tampoco, el derecho de 
justificar por otros medios —sin que se afretara ct principio 
constitucional a que se alude cu el considerando anterior — el 
empleo o destino dado a la mercadería ; debe admitirse; igual- 
mente, que los cálculos hechos, sobre ta base del peso de cada 
diario o revista, para determinar el de todo el ''papel real- 
mente empleado", puede adolecer de fallas, explicativas, en 
cierta medida, de las diferencias encontradas; si bien de la com- 
pulsa de los libros de comercio de la sumariada (llevados en 
forma legal), de rpic instruye el informe pericial de fs. 1:11, no 
surge "concreta y específicamente" la prueba del destino de 
toda la mercadería, tamporn resulta de ella (como ocurrió en 
el caso Sopeña), que fuera vendida f> cedida a una entidad que 
no era una fábrica de papel, no comprendida en el art. 10 clcl 
decreto de que ilustran las actas de fs. lflíi, 111 vtn-, 122, 
122 vta„ y 123 (libres de toda taclia), como asimismo del dic- 
tamen pericial de fs. 12H, del informe de fs, 114 y del docu- 
mento de fs. se desprende Ja lógica posibilidad (tan lógica 
como la que se acepta i a en el considerando cuarto del fallo de 
la Corte Suprema) de <pie fa sumariada empleó en las publi- 
caciones (pie edita, lodo el papel introducido; y per último, en 
el caso presente tampoco se ha "traído a los autos ninguna 
prueba, ni sugestión", de que "La Libertad" haya destinado 
alguna porción, por mínima que sea, del papel introducido libre 
de derechos, a usos contrarios a los previstos y favorecidos por 
la ley" lo ¡ne corrobora la defensa uue de su conducta lia hecho 
en el curso del juicio. 

Por estas consideraciones, revócase el fallo recurrido de 
fs. ]4íi, absolviéndose a la Sociedad Anónima Editora "La Li- 
bertad", de la defraudación a Ja renta aduanera que se le 
imputa. Devuélvanse. — .\ icol A* (¡ou&ilvz Iramaiti. — Cartón 
di i üampillo. — Juan Á. González Calderón. 
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Buenos A i ros, junio 1* de 1942. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario contra la 
sentencia absolutoria de la Cámara Federal de la Ca- 
pital en la causa contra "La Libertad" Sociedad Anó- 
nima Editora, por infracción a la ley de Aduana; y 

Considerando: 

Que, realizada una inspección por el empleado de 
aduana Eduardo Ortega en el domicilio de la sociedad 
editora que so menciona en el exordio, en Avellaneda, 
Provincia de Buenos Aires, se denunció que aquélla 
no había comprobado el destino legal dado a 314.144 
kilogramos de papel para diarios exceptuado de im- 
puesto de importación, por lo cual y de acuerdo con el 
art. & del decreto 184 de 1932 y arts. 1025 y 1026 de 
la ley 810, la Aduana le aplica una multa igual al valor 
del papel cuya correcta inversión no se lia justificado 
y se elimina a la firma infractora de los registros de 
aquella repartición — fs. 2 a 5(3 — , Apelada dicha reso- 
lución — fs, 57 — y concedido dicho recurso contencioso 
— fs. 5ii vta. — el juez federal la confirmó a fs. 146 fi- 
jando en 477.244 kilogramos, 500 gramos, de papel blan- 
co para diarios la cantidad cuyo legal destino no se 
había justificado y cuyo importe sería el de la multa. 

Que apelada dicha sentencia, la Cámara Federal la 
revocó fundándose en las consideraciones expuestas por 
esta Corte en la causa contra la Editorial Sopeña y que 
se registra en el t. 190, pág. 2G5, de su colección de 
fallos, consideraciones que transcribe fragmentariamen- 
te para declarar que tampoco en el éub-Ute se ha demos- 
trado infracción a la ley núm. 11.281 (art. 27) y art. 5' 
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del decreto de diciembre 16 de lí>32 — fs. IGIj— . Contra 
eso fallo interpusieron el recurso extraordinario del 
art 14 de la ley núm. 48 el denunciante — fe. 167— y el 
Ministerio Fiscal — fs. 172— recurso concedido a ambas 
-fs. 171 vta. y fs. 173. 

corresponde la previa advertencia, do induda- 
ble importancia para la aplicación jurisprudencial, que 
en el caso del t. 190, pág, *2G5, que menciona la cámara 
y en el del t. 1G8, pág, 168, que también resuelve un 
caso de empleo ilegal de papel para diarios, se trataba 
do recursos ordinarios en cuyo examen y decisión la 
Corte tiene amplia posibilidad de apreciación de las 
cuestiones de hecho y de derecho; y en el presente, como 
se expresa en el exordio, se ha interpuesto solamente 
el recurso extraordinario o remedio federal del art. 14 
de la ley núm. 48 y art. 0* de la ley núm. 4055, del cual 
se excluyen las cuestiones de hecho y prueba según 
constante jurisprudencia. 

Que ello sentado corresponde hacer constar que, a 
pesar de la exacta o errónea interpretación y aplicación 
que lu Cámara Federal haya hecho del fallo del t. 190, 
bu conclusión es que no se probó el irregular e ilegal 
empleo del papel introducido por '*La Libertad" libre 
de derechos, a otros usos que el de imprimir diarios, 
periódicos o revistas. Es cierto que, como los apelantes 
advierten, en el caso Sopeña se trataba de mermas por 
desperdicios, mojaduras, variaciones en el peso de las 
revistas y otros detalles inherentes al trabajo de impre- 
sión y que, además, se justificó la venta de esos des- 
perdicios a fábricas nacionales de papel; circunstancias 
no alegadas ni monos probadas en el caso en examen, 
pero el tribunal apelado afirma — y ello es suficiente 
.para excluir el remedio federal — que otras circunstan- 
cias han ocurrido o podido ocurrir, explicativas de la 
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diferencia entre el peso del papel introducido y el del 
empleado en la impresión de diarios etc. No es esa una 
cuestión de derecho sino de hecho y prueba. 

En su mérito se declara que es improcedente el re- 
curso extraordinario. Hágase saber y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagahna — Luis Lina- 
mes — B. A. Nazar Ancuo- 
hf.na - F, Ramos Mejía. 



FERROCARRIL DEL SI'D v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

EXCEPCIOXES: Excepción de incompetencia. 

JURISDICCION: Cuestiones de ro mpetcnciu. 

Al oponer la excepción de incompetencia el demandado debe 
invocar todas las razones por las cuales desconoce la ju- 
risdicción del tribunal. Esta no puede ser nuevamente im- 
pugnada al contestar la demanda, uun cuando para ello se 
aleguen otras razones. 

FERROCARRILES. 

El art 7°, inc. V\ de la ley de ferrocarriles de la Provincia 
de Bueiios Aires impone a esta la obligación de transmi- 
tir a las empresas ferroviarias el dominio de los terrenos 
fiscales que hayan de ocupar la vía y sus dependencias, y 
do otorgar a ese efecto la correspondiente escritura pú- 



DlCTAMEX DEL PlíOCL'RADOlí GENERAL 

Suprema Corte: 

Consta a fs. 56 de estos autos, que en 14 de octubre 
de 1907 el gobierno de la Provincia de Buenos Aires 
escrituró a favor de don Eduardo E. Shaw la concesión 



18 FAXI/OS DE LA CORTE SUPREMA 

de construir y explotar una vía férrea entre Méllanos, 
Villarino y Bahía Blanca, debiendo el concesionario 
ajustarse en un todo a la ley provincial de ferrocarri- 
les entonces vigente. Según el art. (>* do esa ley, pro- 
mulgada el 24 de febrero de 1890, "toda cuestión o di- 
ficultad que surgiere entre el Estado y las empresas, 
con referencia al contrato de concesión, sería resuelta 
definitivamente por arbitros, y en en so de discordia, 
por un tercero que nombraran éstos, formando tri- 
bunal ". 

Posteriormente la concesión fué transferida al Fe- 
rrocarril de Babia Blanca y Noroeste, más tarde al Fe- 
rrocarril del Sud, y este último, en marzo de acu- 
dió ante V. E. demandando al gobierno de la provincia 
por escrituración de las tierras sobre que se asentaba 
la línea. Opuso entonces el demandado excepción di- 
latoria de incompetencia de jurisdicción sosteniendo no 
versar el litigo sobre "causa civil", susceptible de caer 
bajo el conocimiento originario de la Corte; pero su 
tesis fué rechazada por entender el tribunal tratarse del 
cumplimiento de un contrato (fs. 70). 

Al contestar la demanda, vuelve el demandado a 
objetar la jurisdicción de V. E., por cuanto la citada 
ley de ferrocarriles, parte integrante de la concesión, 
hizo obligatorio el arbitraje; y es con tal motivo que se 
me pide nuevo dictamen. 

Desde luego, Ja resolución de fs, 70 no significa ne- 
cesariamente que la Corte deba fallar sobre el fondo 
del asunto. Si correspondiere la jurisdicción arbitral, 
V. E. sólo intervendría como juez único en lo relativo 
a la designación de arbitros, otorgamiento del compro- 
miso, etc. En consecuencia, y atentos los términos del 
art. ti» transcripto, pudo gestionarse ante V. K. la cons 
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Media, sin embarco, una dificultad. El demandado, 
al negar por segunda vez jurisdicción a V. E., se alza 
i prácticamente contra la cosa juzgada» puesto que no 

solicita medida alguna encaminada a organizar dicho 
tribunal. Bajo tal concepto, su oposición a que V. E, 
intervenga, resulta improcedente y así cor responde de- 
clararlo» salvo que la Corte decidiera, de oficio, invitar 
a las partes a que designen arbitros. Buenos Aires, ju- 
nio 9 de 1941. — Juan Alrarcz. 
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Buenos Aires, jimio 1* de 1942. 

Y vistos los autos seguidos por la Empresa del 
Ferrocarril del Sud contra la Provincia de Buenos 
Aires, sobre escrituración de una suerte de tierra, y 
resultando: 

Que iniciado el juicio de acuerdo a la relación que 
contiene la sentencia de fs. 70 C) y resuelta la cuestión 
de competencia con el rechazo de la excepción dilatoria 
opuesta por la demandada en forma de artículo de pre- 
vio y especial pronunciamiento, la demanda fué con- 
testada por el apoderado do la provincia a fs. 80, quien 
dice que el art. 7*, inc. 1', de la ley do ferrocarriles de 
Buenos Aires, do f celia 26 de septiembre de 1906, bajo 
cuya vigencia so acordó la concesión del rainal de que se 
trata, no tiene el significado ni el alcance que la intere- 
sada le atribuye y que, por otra parte, se demanda ante 
un tribunal cuya jurisdicción propia y originaria se pro- 
rrogó por haberle pactado la constitución de un tribunal 
arbitral, desde cí momento que la ley provincial forma 

(i) Fnlh.s: 1S;{. 420. 
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parte del contrato de concesión y ésta en su art. 6 o dis- 
pone: "Toda cuestión o dificultad que surgiere entre 
el Estado y las empresas, con referencia al contrato 
de concesión, .será resuelta definí ti va mente por Arbitros 
y en caso de discordia por un tercero que nombrarán és- 
tas formando tribunal. "Por este último motivo, opo- 
ne nuevamente la excepción de incompetencia de juris- 
dicción y pide que el tribunal la declare. Y volviendo 
sobre el fondo de la cuestión, transcribe la cláusula de 
la ley que acuerda a los concesionarios de vías férreas 
"concesión gratuita de los terrenos fiscales que hayan de 
ocupar la vía y sus dependencias", para negar que eso 
importe donar o transferir la propiedad de tales terre- 
nos. La concesión gratuita, dice, no es sinónimo de do- 
nación* Xo pueden donarse las tierras del dominio pri- 
vado del Estado sino bajo las condiciones y requisitos 
de la ley de la materia. Que no es el dominio lo que la 
ley bu querido ceder a las empresas, sino únicamente el 
uso y la ocupación de 1<>* tórrenos mientras dure su 
afectación al servicio público. Que las concesiones de 
servicios públicos, aunque no se les determine plazo, son 
por su naturaleza perecederas o revocables, y que revo- 
cada ta concesión de una línea férrea, necesariamente 
queda revocada la concesión gratuita de los terrenos fis- 
cales que ocupa y éstos vuelven a poder del Estado. Por 
esta razón no corresponde la transferencia de su domi- 
nio en forma absoluta y definitiva. Que la invocación 
de la demandante de otros casos análogos al presente 
en (pie la Provincia de Buenos Aires, interpretando la 
misma disposición legal, ha ordenado y hecho la escri- 
turación de los terrenos fiscales ocupados por las vías 
o instalaciones a favor de las empresas concesionarias, 
no constituyen un argumento decisivo, porque esos actos 
pudieron hacerse o se han hecho fuera de las prescrip- 
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ciones legales. Que por estas consideraciones, cree que 
la provincia ha cumplido permitiendo la simple ocupa- 
ción de los terrenos. Pido que se rechace la demanda, 
con costas. 

La causa fué abierta a prueba a fs. 89 vta. Vencido 
el término, se hizo la certificación de la producida por 
ambas partes a fs. 127. Se presentaron los alegatos y 
se oyó al señor Procurador General a fs. 158. Después 
se llamó autos para definitiva. 

Y considerando: 

Que con la sentenc ; a de este tribunal rechazando la 
excepción de incompetencia de jurisdicción que corre a 
fs. 70, ha quedado definitivamente fijada su jurisdic- 
ción. No puede la parte renovar Ja cuestión tantas veces 
cuantas se le o< urran nuevas causas o motivos para des- 
conocer la jurisdicción del tribunal. Al oponer la excep- 
ción, lm debido hacer valer de una sola vez todas las 
razones o motivos por los cuales desconocía la jurisdic- 
ción del tribunal ; pues, de otra manera, los juicios serían 
interminables — ley mím, 50, art. 75. 

Que en lo que se refiere al fondo del pleito, después 
de lo expuesto en la demanda y la contestación y de la 
relación de antecedentes contenida en el alegato de la 
parte demandada, la euestión queda reducida a saber si 
por el art. 7', ine. 1% de la ley de ferrocarriles de la 
Provincia de Buenos Aires, cuando dice que las empre- 
sas de ferrocarriles de la jurisdicción de la Provincia 
do Buenos Aires gozarán, entre otros privilegios; de la 
"concesión gratuita de los terrenos fiscales que hayan de 
ocupar la vía y sus dependencias", obliga a la escritu- 
ración de los terrenos cedidos. En efecto, en las piezas 
a que se hace referencia están expuestos y confesados 
todos los antecedentes y hechos en que se funda la ac- 
ción. La demandante es, realmente, por una serie de 
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traspasos autorizadas por ol gol tierno, la concesionaria 
do la línea férrea que, partiendo di* la estación Méda- 
nos, litiga al pueblo de Villurino o sus proximidades, con 
prolongación í tas ta el pueblo de Patacones y ciudad de 
Bahía Blanca (concesión a Eduardo K. Shaw del 27 de 
septiembre de 1906). (¿ue dicha línea fué construida y 
entregada al servicio público, de acuerdo a las cláusulas 
de la concesión, y que el 17 de diciembre de iíí-1 se puso 
en posesión a la empresa de 143 hectáreas con 76 me- 
tros y 45 decímetros cuadrados de (ierra fiscal para ser 
ocupadas por las vías e instalaciones del ferrocarril 
(alegato, fs. 144 vta, y i 145). Que el 17 de noviembre 
de VJ24 ella elevó al gobierno, para su aprobación, los 
planas rectificando la ubicación y medidas de los terre- 
nos fiscales ocupados, y pidiendo su escrituración (fs. 
145 vta.). Que el de diciembre de 1D3-, la empresa 
reiteró su pedido de escrituración, a lo que el gobierno 
de la provincia dispuso que se confeccionara el plano 
de lns tierras ocupadas, como operación previa (f*. 14ü). 
Que la Dirección de Geodesia informó que para ello ora 
necesario realizar una mensura que demandaría un gas- 
to de $ 2.045. Surgió de ahí la dificultad, y el gobierno, 
en 15 de febrero de 1ÍKJ5, después de oír a sus asesores 
legales, resolvió no hacer lugar a la escrituración. La 
defensa sostiene que el gobierno ha cumplido sus obli- 
gaciones al haber entregado los terrenos para que la em- 
presa los ocupe. 

Que t de acuerdo con la letra de la ley, parece indu 
dable que el gobierno debe dar en propiedad los terre- 
nos ocupados por la empresa y, en consecuencia, escri- 
turarlos para que se realice la transmisión del dominio. 
En efecto, lu palabra conceder tiene en el idioma el sig- 
nificado de dar, otorgar, hacer merced y gracia de una 
cosa. Y así ha sido interpretada siempre esta disposi- 
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ción, i-oiiiü se desprende de los canos de escrituración 
de torrónos que estuvieron on las mismas condiciones, 
hecha por el gobierno de Buenos Aires, citados por la 

Si bien es verdad que toda concesión del Estado a 
particulares de un servicio público lleva la cláusula im- 
plícita de revoca 1>i Hilad, cuando se ha faltado a sus con- 
diciones substancia los, o cuando inedia una causa de 
interés superior, sin perjuicio en este último caso de 
una indemnización, debiendo en tales supuestos caducar 
lo accesorio pur la revocación de lo principal, y ijue en 
atención a olio habría sido más lógico (pío se hubiese 
acordado solamente el uso gratuito de los terrenos, con 
lo cual Hubiera bastado para que la concesión pudiera 
llenar sus fines, los términos en que aparece concebida 
la disposición legal y la interpretación que do olla se lia 
hecho, conducen a la solución propuesta en la demanda. 

Las consideraciones que preceden no excluyen los 
motivos do seguridad para los derechos de la empresa 
respecto de terceros on que ella funda la necesidad del 
acto público de la escrituración, po ripie on uno y otro 
caso, ya se trate del dominio, ya del derecho al uso gra- 
tuita do la cosa, puedo observarse la misma formalidad 
con idéntico efecto. 

En su mérito, se declara (pío el gobierno de la Pro- 
vincia de Buenos Aires debe esori turar a la Empresa 
del Ferrocarril del Sud f en el término de sesenta días, 
los terrenos de referencia, con costas. Notifiques©, re- 




RoBKKTO RePETTO — ANTONIO 
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TOMAS BRARDA v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Cuestión federal. Cotos. Leyes 
del Congreso. 

Hallándose en cuestión la interpretación de la ley federal 
11.6&J invocada por ambas partes en apoyo de sus preten- 
siones, procede el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que desconoce el derecho del recurrente. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Infracciones y penas. 

Xo procedo aplicnr la sanción prevista en el art. 18 sino 
en el art. 20 de la ley 11.683, texto ordenado, a quien 
no lia satisfecho el impuesto en el plazo establecido con 
carácter general para todos los contribuyentes ni en el 
que después le fué fijado particularmente como prórroga. 

TALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 1* de 1942. 

V vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el señor Procurador Fiscal contra la sentencin dictada 
por el señor Juez a cargo del Juzgado Federal núm. 1 
de la ehnlad de Rosario, en la demanda contenciosa pro- 
movida contra la Dirección General del impuesto a los 
Réditos por Tomás B ra rda. 

Considerando : 

Que el nombrado Brarda deduce la demanda con- 
tenciosa a fin de que se deje sin efecto la multa de pe- 
sos 40Ü.37 m/n. que le lia impuesto el Jefe de la Dele- 
gación del Rosario por liaher omitido presentar las 
declaraciones juradas y abonar el impuesto correspon- 
diente a los años 1936 y 1937 dentro de los plazos fija- 
dos. Como hechos fundamentales quedan establecidos 
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por la sentencia recurrida, que la Delegación del Rosa- 
rio le acordó a Brai da una prórroga para el pago üe los 
impuestos adeudados, concediéndole el pago en cinco 
cuotas mensuales con los correspondientes intereses; 
que Brarda no pagó las cuotas vencidas, por lo que se 
le intimó el pago el 13 de septiembre do 1938 y el 15 de 
diciembre del mismo año y en esa última focha la Dele- 
gación resuelve instruirle sumario; que el 29 de marzo 
de 1939 Brarda comunica que ese día ha depositado la 
suma adeudada y el 28 de abril la Delegación le impone 
la multa discutida. 

Que el actor funda su acción en que: a) la Delega- 
ción del Rosario carece de facultad para aplicar mul- 
tas; b) el nrt. 18 de la ley núm. 1 1.Ü83 sólo es aplicable 
a los casos en que se compruebe debidamente el propó- 
sito de defraudar, cometiendo actos de falsedad, y no al 
contribuyente que se encuentra inscripto y ha pegado 
un semestre de impuestos; c) el pago del impuesto ex- 
tingue la multa. Descartada la primera cuestión por la 
sentencia de la Corte que corre a fs. 38, la sentencia 
recurrida resuelve las otras dos de acuerdo con ía tesis 
del actor, lo que origina el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el señor Procurador Fiscal. 

Que el recurso ha sido bien concedido, por cuanto 
se trata de la inteligencia de disposiciones de una ley 
nacional invocada por ambas partes y la resolución ha 
sido contraria al derecho en cuyo apoyo se invoca. 
Art 14, inc. 3', ley 48. Art. 6*, ley 4055, Fallos: 191, 55. 

Que la ley 11.683, en el cap. III titulado "De las 
penalidades, de la prescripción y de los responsables", 
ha establecido sanciones de distinto carácter según la 
naturaleza de los actos o de las omisiones que ha pre- 
visto y necesitado reprimir. Es así que en el art. 16 
pena con multa a los que infrinjan las disposiciones de 
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la ley, de los reglamentos, las instrucciones impartidas 
por el Consejo de la Dirección General y la* disposicio- 
nes administrativas de los gerentes j el art. 1^ las falsas 
declaraciones, actos u omisiones que importen una vio- 
lación a lo expresado en la ley, lo que es penado con una 
multa que se gradúa relacionándola con la suma que se 
ha dejado de oblar o pretendido defraudar; y el art. 20 
establece que los impuestos o saldos de impuestos que 
no fueran satisfechos dentro de los plazos establecidos 
en la ley, reglamentos, instrucciones e intimaciones de 
pago devengarán un interés pu ni torio, cuya tasa fija. 

Que es indudable, en consecuencia, que el actor, a 
quien sólo se le imputa no haber satisfecho el impuesto 
en el plazo establecido con carácter general para todos 
los contribuyentes, primero, y en el que le fué fijado 
particularmente por (a prórroga concedida, después, no 
le puede ser aplicada otra sanción (pie la del interés 
puní torio establecido por el art. -0 citado, que es la 
disposición especial que rige el caso. 

(¿un siendo así es claro que la Delegación del Ro- 
sario no ha podido imponerle al actor la multa que le 
ha impuesto, pues no era aplicable al caso el art. 18 de 
Ja ley núm. ll.ÜSS, lo que basta para confirmar el fallo 
recurrido y hace inoficioso pronunciarse sobre las con- 
secuencias del recibo del pago sin reserva. 

Por estos fundamentos so confirma la sentencia 
apelada de fs. 43 en cuanto lia podido ser materia del 
recurso, 

üSfotifíquese y devuélvase, debiendo ser repuesto el 
sellado en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao aun a — Luis Linares — 
B, A. Nazau Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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VICENTE EV'ÜLI v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Aforo, 

Los vidrios planos comunes, aunque tengan más de eua- 
tro milímetros de espesor, se bailan comprendidos en la 
partida 17M de la Tarifa de Avalúos, y no en ta partida 
1775 como lo establee? la resolución ministerial 11. P. 67 
introduciendo un distingo no autorizado por la ley ('). 

PAGO: Pag» con protesta. Forma. 

Es eficaz Ja protesta concebida en términos que excluyen 
la posibilidad del desconocí miento poi* la administración 
de la disconformidad del contribuyente v de las razones 
en que se funda ( 2 ). 

PAGO: Piirjo con protesta. Alrttuce, 

Los pajros ulteriores n la protesta se hallan ii reparados 
por ésta cuando en ella se hace referencia n los mismos. 

INTERESES: Procedencia del cobro Mora. 

La reclamación administrativa 1 endiente a obtener de la 
Nación la devolución de un impuesto indebidamente co- 
brado, no la constituye en mora ni le impone, por consi* 
¡íuientt la obligación de pagar desde entonces intereses 
moratorios, los cunles sólo corren a partir de la interpela- 
ción judicial í 3 ). 



NACION ARGENTINA v. CARMEN REBOYRAS DE 

GUTIERREZ 

EXPROPIACION; Iwkmniiacithi. 
MINAS. 

No procede incluir en el monto de la indemnización que 
debe pagarse al dueño de un inmueble expropiado para 
realizar obras de irrigación, el valor de la mina de eobre 
inexplorada existente en aquél y no comprendida en la 
expropiación. 

(i> Fecha det fallo; 3 de junio d<f 10 12, Vlt Fallos: 176, 353; 
181 2íi5. 

' P) Folios: 1SS, 303; 190, 277. 
{«) Fallo» : 130, 77; 17S, 353; 181, 255. 
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EXPROPIA CION; Vrocedim iento. 

No corresponde resolver en el juicio breve de expropiación 
de un inmueble, las cuestiones referentes a la concesión de 
una mina situada en aquél y a la caducidad de la misma. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 3 de 1942. 

Y vistos: Los del juicio del Fisco Nacional contra 
Carmen Reboyras de Gutiérrez sobro expropiación de 
388 hectáreas, 70 úreas, SOcentiáreas, 26 decímetros cua- 
drados y accesorios para el embalse y obras de irriga- 
ción de "San Felipe", en departamento Chaeabuco de 
la Provincia de San Luis; y 

Considerando : 

I. Que la sentencia de primera instancia, con me- 
jor conocimiento inmediato del bien expropiado y más 
aproximación al perito tercero en cuanto al valor asig- 
nado — sin aceptar las conclusiones de éste por -bien 
explicados fundamentos — fs. 271, fija on ciento treinta 
y dos mil ciento cuarenta y cuatro pesos con cuarenta 
y seis centavos moneda nacional, lo que debo pagarse a 
la señora Reboyras de Gutiérrez por toda indemnización 
por las trescientas ochenta y ocho hectáreas, setenta 
áreas, ochenta centiáreas y veintiséis decímetros cuadra- 
dos que se expropian. Ese criterio de primera instan- 
cia fué también aceptado por esta Corte en el juicio se- 
mejante del Fisco Nacional contra Dolores Barbosa de 
Reboyras fallado el 18 de mayo del corriente año. 

II. Que, en cuanto a la mina de cobre cuyo yaci- 
miento se reconoce que existe en el terreno a expropiar, 
debe advertirse que ninguna indemnización procede en 
estos autos por tas siguientes razones: a) la ley 
núm. 6546 y el decreto núm. 22.417 que invoca el repre- 
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sentante fiscal, sólo se refieren a la propiedad territo- 
rial y no a la minera ; b) que tratándose de minas de 
primera categoría — como lo son las de cobre — su pro- 
piedad pertenece al Estado y no al dueño del terreno 
superficial — arts. 3% 7» y 10 del Código de Minería — ; 
c) que dichas minas forman una propiedad distinta del 
terreno en que se encuentran — art. 11 — \ d) que ellas 
sólo pueden ser expropiadas por eausa de utilidad pu- 
blica de un orden superior a la razón del privilegio que 
les acuerda ia ley de la materia —arts. 13 y 16— y en 
autos no se ha discutido ni menos decidido esa cuestión 
en lo atinente a la mina de San Felipe; e) que a fs 107 
vta. consta que el propietario territorial, Mariano Pé- 
rez, no pagó el canon o impuesto minero ni hizo men- 
surar la mina hasta el 12 de diciembre de 1939 no obs- 
tante su concesión certificada a fs. 13 vta. y 14, y ello 
puede haber determinado la caducidad de la misma 
arts. 5* y 14 de la ley núm. 10.273 de reformas al Código 
de Minería. 

III- Que las cuestiones que derivan de los precep- 
tos mencionados deben ser discutidas y resueltas en un 
juicio que difiere del breve y restringido del que pre- 
ceptúa la ley núm. 189 de expropiación y, como queda 
expresado en el anterior considerando, ellas ni se han 
insinuado o sugerido en estos autos. 

En su mérito se reforma la sentencia apelada y se 
declara firme la de primera instancia; dejándose a sal- 
vo los derechos que el señor Pérez crea tener a la mi- 
na de cobre existente en el terreno expropiado. Hágase 
saber y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzga- 
do de origen. Kobébto Befetto - Antonio 

Sacarxa — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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S. A. FALCON CALVO Y CIA. v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: AplUuuión. Datucriones. 

Las fondos de reserva destinados por una sociedad para 
hacer Trente a las erogaciones establecidas por la ley 11.729 
y pagar tos premios que se otorgan a los clientes, no son 
ded ileíbles a los efectos del impuesto a los réditos y se 
hallan sujetos al pago del misino. 

IMPUESTO A IOS II EDI TOS; Aplicación. Dcducdonen. 

Los gastos de organización de una sociedad anónima deben 
ser deducidos para establecer el remanente neto sujeto ni 
pago del impuesto a los réditos. 



SlCNTENVIA DEL JfEK FtOEltAL 

Buenos Aires, septiembre 27 de 1940. 

Y Vistos: Para resolver estos autos caratulados "Faleón 
Calvo S. A. % Gobierno de la Nación sobre repetición* de los 
que resulta: 

I* Que a fs. ;"i se presenta ta adora por apoderado de- 
duciendo formal demanda contra el Superior Gobierno de la 
Nación por repetición de la suma de S¡¡ 6.28;! .38 m/n. que te 
ha sido exigida indebidamente por la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos, en mérito de las siguientes conside- 
raciones: 

Dice que la suma que intenta repetir proviene del cobro 
de impuesto exigido por la Dirección de Réditos respecto a las 
reservas hechas para hacer frente a las erogaciones que impone 
la ley 11.729, las reservas hecha» con el fin de abonar los 
premios que se otorgan a tos clientes y sobre tos gastos de 
organización de la compañía. Sostiene la presentante que tal 
exigencia es arbitraria y viotatoria a tas disposiciones expresas 
contenidas en el art. 2*' de la ley ll.(iS2 ya que tas sumas 
indicadas entran dentro del concepto di' gnstos necesarios ten- 
dientes a mantener la renta. Hace luego una serie de conside- 
raciones más sobre el particular y pule (pie en definí*" ;n se 
baga lugar a la demanda con especial condenación en costas. 
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2° Declarada la competencia del .Juagado y corrido tras- 
lado de la demanda al señor Procurador Pisen l a fs. 18 Be 
presenta contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. <¿uc las reservas a que 
se refiere el escrito de fs. 4 no revisten el carácter de gastos 
a los <pic alude la recordada disposición del art. 2* de la ley 
11.682 cpie se invoca. Agrega que el mismo juicio se merece 
el rubro correspondiente ji los gastos de organización de la 
compañía. En definitiva pide el rechazo de la demanda con 
especial condenación en costas. 



Considerando : 

1' Que según se desprende de los términos de] escrito 
de demanda (fs. f») tres son los rubros sobre los cuales la ac- 
tora sostiene que es improcedente el pago del impuesto cuya 
repetición se persigue en esta demanda, a saber- fondos de 
reserva para atender las erogaciones que le implica fa ley 
1 1.729 ; fundos de reserva para hacer frente a los premios que 
se otorgan a los clientes y por último los pistos de constitu- 
ción de la sociedad. 

Respecto a los dos primeros rubros el suscripto de acuerdo 
con el criterio .sostenido por la Dirección tiene ral del Impuesto 
a los Réditos, es de opinión que dichas reservas no pueden 
considerarse como gastos necesarios tendientes a mantener y 
obtener renta. 

Los gastos ded ucibles a que se refiere la ley (art, 2*\ ley 
11.082) son aquellos que por .su naturaleza se hacen indis- 
pensables a los efectos de "obtener, mantener y conservar la 
renta". Estas reservas que la interesada pretende deducir a 
los efectos de establecer el monto de la renta imponible no 
responden a una necesidad inmediata sino eventual, desde el 
momento (pie dichas sumas no fueron destinadas al pago efec- 
tivo de los premios o las indemnizaciones que según el caso 
corresponda. Es de hacer notnr que sobre el derecho a deducir 
los gastos qun por tales conceptos se hagan efectivamente no 
existe discrepancia entre partes, de manera que lo que en defi- 
nitiva corresponde decidir, es si los particulares se bailan auto- 
rizados a efectuar deducciones para atender erogaciones even- 
tuales. 

Cree el suscripto que la ley es lo suficientemente clara 
como para poder afirmar siu lugar a dudas que las expresadas 
reseñas no pueden aceptarse como comprendidas dentro de 
los gastos que genéricamente se indican en el recordado art. 
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2? de la ley, a lo que cabe agregar que en esta forma ningún 
perjuicio económico se le ocasiona a la actora, salvo, el incon- 
veniente de tener que modificar su sistema de contabilidad. 
En cambio, en la forma contraria, el Fisco se verla obligado 
a supeditar la recaudación de este tributo a las iniciativas o 
sistemas que cada contribuyente se le ocurriera adoptar aun 
cuando éste pueda responder a un principio de prudente eco- 
nomía. 

2» Que en cuanto al rubro ref- : rente a los pastos de 
constitución de la sociedad su procedencia es indiscutible de 
acuerdo a lo resuelto por la jurisprudencia en casos análogos 
(ver J. A., t. 67, pág. (571), razón por la euaí el suscripto omite 
toda otra consideración para aceptar la demanda sobre el 
punto amdizado. 

3' Que en cuanto al monto de la suma que corresponde 
devolver teniendo en cuenta el rechazo parcial aceptado sólo 
puede prospernr por la suma de $ K03.76 m n. según üsí re- 
sulta de la pericia practicada a fs. 36 por el perito contador 
señor Felipe Crida, 

Por Jas precedentes consideraciones, fallo haciendo lugar 
parcialmente a la demanda deducida y declarando que el Go- 
bierno de la Nación deberá, devolver a la S. A. Falcón Calvo 
Manufactura de Tabacos la suma de $ 803.76 m/n. más sus 
intereses al estilo de los que percibe el Banco de la Nación Ar- 
gentina desde la fecha de la notificación de la demanda y la 
mitad de las costas atento el resultado a que se ha arribado. — 
Eduardo Sarmiento, 

Sentencia de la Cámara Federal 

Unenos Aires, mayo 21 de 1941. 
Y Vistos: Considerando: 

Que la deducción de las indemnizaciones que establece la 
ley 1L729 debe efectuarse en el ejercicio en que sean satis- 
fechas, evitándose, así, que las reservas sean mayores que los 
pagos y cabe la misma observación al fondo que se reserva 
para pago de premios cuyo monto no es posible conocer con 
exactitud hasta el final del ejercicio. 

Los gastos de constitución deben ser considerados como 
R nstos necesarios para obtener, mantener y conservar las ren- 
tas puesto que revisten H carácter de gastos de organización 
como lo dispone el art. 112 del decreto de 2 de enero de 1U30. 
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Así lo resolvió esta Cámara decidiendo cuestiones análogas 
en los autos "Rebuy Herminia Can a le de y otros" y *' Labora- 
torios Suarry". contra el Gobierno Nacional eu sentencias con- 
firmadas por la Corte Suprema (Fallos, t. 179, pág. 205; t. 
187, pág, 511). 

Por ello y fundamentos de la sentencia apelada, se la con- 
firma, modificándosela en cuanto a las costas que se pagarán 
por su orden eu ambas instancias. Devuélvase. — A T . González 
Ifttmám. — Curios del Campillo, — R. Villar Palacio. — J. 
A. González Calderón. — Ezequicl S. de Olaso. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 8 de 1942, 

Y vistos : Los del recurso extraordinario interpues- 
to por la S. A, Manufactura de Tabacos Falcón Calvo y 
Compañía y el Ministerio Fiscal contra el fallo de la 
Cámara Federal de la Capital, en el j niel o contra el 
Gobierno Nacional sobre repetición do sumas pagadas 
en concepto de impuesto a los réditos; y 

Considerando : 

Que son ajustados a derecho los fundamentos de los 
tribunales de primera y segunda instancia, los cuales 
se dan por reproducidos. 

Que, en cuanto a las reservas hechas por la sociedad 
actora para atender a las indemnizaciones de la ley 
11.729, cabe agregar que ellas, comprendiendo a todo el 
personal, si puede ser un acto de previsión laudable en 
el giro de los negocios, constituyen un gasto hipotético 
y de inflación notoria, ya que ni todo ni parte principal 
de empleados es despedido ni se enferma, según la obser- 
vación general que la actora no lia rectificado. 

Que en empresas de numeroso personal, al detraerse 
anualmente las sumas correspondientes a posibles in- 
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demnizaeiunc.% del pago del impuesto a los réditos, causa 
una sensible rectificación a los cálculos y previsiones 
del Estado para la debida prestación de los servicios 
públicos a que dicho impuesto está destinado. 

Que si el inc. i) del art. 23 de la ley 11.682 t. o., 
permite que se deduzcan las sumas destinadas para las 
reservas matemáticas solamente a las compañías de 
seguros, capitalización, etc.; y si en la renta bruta no 
se computan las reservas para cubrir pérdidas extra- 
ordinarias, etc., solamente en lo que se refiere hasta 
X93-J — inc. b), art. 25 — no es posible incluir ni en la 
letra ni en el espíritu de la ley, inmunidad impositiva 
para otras reservas por aplicación analógica. 

Que, en cuanto a las reservas para pago de pre- 
mios, a los fundamentos de los fallos de primera y se- 
gunda instancia y de la Dirección de Réditos cabe agre- 
gar lo siguiente: a) aun los "premios 1 * a socios funda- 
dores, o directores u otras categorías de personas del 
giro comercial están excluidos de la deducción para el 
impuesto (inc. f) del art, 24); b) no puede admitirse 
una bonificación para premios de propaganda que, en 
general, lian sido equiparados a loterías y prohibidos 
por la autoridad. (Ley V2M0, Decreto de 31 de julio 
de 1940). 

Que, en cuanto a los gastos de organización de la 
actora, el art. 112 de la reglamentación general del im- 
puesto a los réditos expresa: "Los gastos de organi- 
zación do sociedades anónimas, etc., son deducibles en 
el balance impositivo. La dirección admitirá su afecta- 
ción al primer ejercicio o su amortización en un plazo 
no mayor de cinco años, a opción de los contribu- 
yentes". 

En su mérito se confirma la resolución apelada en 
cuanto pudo ser materia del recurso. Hágase saber y 
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devuélvanse debiendo reponerse el sellado en el juz- 
gado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 



ATAXASIO CEFEiUNO TOLEDO 

JURISDICCION; Fuero federal Por h materia. Constitución, le- 
yes y trutodtix. 

Compete a la justicia federal conocer en la causa crimi- 
nal iniciada con motivo de un accidente producido en las 
vías de un ferrocarril nacional, a consecuencia del cual 
falleció la víctima que viajaba eu el tren como polizón. 

Dictamen i>el Procurador Gi.neral 
Suprema Corle: 

En la presente contienda de competencia nega- 
tiva trabada entre el Juez Federal de Córdoba y el de 
instrucción de la misma ciudad para conocer en el su- 
mario que se inicia con motivo de la muerte de Atana- 
sio Ceferino Toledo ocurrida al ser apretado por las 
ruedas de un convoy ferroviario en el que viajaba y del 
que parece cayó sobre las vías, el procurador fiscal 
ha sostenido la procedencia de la jurisdicción federal 
para incoar dicho sumario. 

Adhiero a dicha tesis toda vez que es indudable 
se trata en el caso de autos de un accidente ferroviario: 
el proceso establecerá si cabe o no imputar responsa- 
bilidades por violación de la ley 2873, 
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Correspondería, pues, decidir la contienda en fa- 
vor de la competencia del señor .Juez Federal de Cór- 
doba. — Buenos Aires, mayo 29 de lí)4tí. — Juan Al- 
var ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 10 de 1942. 

Autos y Vistos: 

Tratándose prima ftuie de un accidento producido 
en las vías del F. & C. A, en el cual habría perdido la 
vida un hombre que viajaba como polizón en el tren, 
accidente que pudo afectar la seguridad y el tráfico 
ferroviario, de conformidad con la reiterada jurispru- 
dencia de este Tribunal —Fallos: 1G0, 335; 161, 54 y 
97—, y lo lleta m i nado por el señor Procurador Gene- 
ral, se declara fi uc os competente para conocer en el 
proceso formado con motivo de la muerte de Atanasio 
Ceferino Toledo el señor Juez Federal de Córdoba, a 
quien se remitirán los autos, haciéndose saber en la 
forma de estilo al señor Juez de Instrucción de la 
misma provincia. 

Rosnare Repetto — Antonio 
Sagabna — B. A. Nazar 
Anciiorena — F. Ramos 
Mejía. 



FERMIN ESCALADA v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Casos, Leyes 
del Congreso, 

La ley 4235, aplicada respecto de loa agentes de policía y 
bombero* de la Capital Federal y territorios nacionales, 
reviste carácter local y en interpretación no puede servir 
do f andamento al recurso extraordinario. 
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Buenos Aires, junio 10 de 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario concedido en 
el juicio que Fermín Escalada sigue contra la Nación, 
sobre beneficio de la ley núra. 4235, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que el beneficio acordado en el pleito al actor es 
el del art. 1° de la ley núm. 4235, disposición ésta de ca- 
rácter local en cuanto comprende a los clases y agentes 
de policía y cuerpo de bomberos de la Capital de la Be- 
pública y territorios nacionales. 

Que en tales condiciones, la interpretación del re- 
ferido precepto legal no autoriza el recurso del art. 14 
de la ley núm. 48. 

Que ésta es, por otra parte, la doctrina sustentada 
por esta Corte en casos de leyes que pueden ser de apli- 
cación local o nacional según las circunstancias especia- 
les del caso — C. S., 149, 47; 169, 21!); 180, 244; 183, 230 
y 24í>, y 188, 397. 

Por ello se lo desestima. Hágase saber y devuél- 
vanse al tribunal de procedencia, donde se repondrá el 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao aun a — B. A, Nazab 
A n- choren a — F. Ramos 
Mejía. 
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EDUARDO O. PUKí v. DIRECCION' GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal . Relación di- 
recta. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la exigencia del papel se] Indo de actuación es \it>latoria de 
la defensa en juicio, si el recurrente no ha demostrado 
ni intentado demostrar la imposibilidad de sufragar di- 
cho sellado ('). 



S. A. CIA SUDAMERICANA DE SERVICIOS PUBLICOS 
v. FERROCARRIL DEL SUD 

CONSTITUCION NACION AL: Cmistituchmdidad e ineonstitueio- 
natidnd. Leyes nacionales. Ferroviarias. 

DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES; ItfHaiim 

IMPUESTOS; Igualdad. 

IMPUESTOS A LOS FERROCARRILES. 

Las leyes 5313 y 10,657, en cuanto acuerdan a loa ferro- 
carriles el privilegio de la exención del pago de impues- 
tos y tasas locales en las circunstancias que determinan, 
no son víolatorias del art, 104 de la Constitución Nacional 
ni del art. 16 de la misma, aunque no sea la municipalidad 
del lugar sino una empresa concesionaria la que baya pres- 
tado el servicio por el cual se pretende imponer a la com- 
pañía ferroviaria el pago de la tasa respectiva ( a ). 



AREL MORRIS AKOSCIIKIXG 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto me- 
diante un eserito que no indica fundamento alguno y sim- 
plemente se limita a solicitar la concesión de aquél. 

(1) Pecha del fallo: 10 de junio ck 1ÍU2. Vor Falloi: 163, 120. 

(2) tVcha de! fallo: 10 de junio do 1942. Ver Fallos: 1S3, 181 j 
100; 185, 24. 
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RABEAS CORPUS: Procedencia c improcedencia. 

Es improcedente el reeurso de babeas Corpus dedneido por 
quien se fugó del hospicio en que estaba internado por 
orden del juez del proceso fundada en el segundo apar- 
tado del ine. 1* del art 34 c 1 .1 Código Penal t 1 ). 



ANTONIO PELLICARI 

JURISDICCION : Fuero federal Por el tugar. — Fuero ordinario. 
Let/ei* cttmtwei. Penales. 

La justicia federal es incompetente para conocer en la 
causa sobre violación de correspondencia y falsificación 
de cheque, si de las actuaciones no resulta (pie esos hechos 
se hayan producido mientras Irs respectivas piezas se ha- 
llaban bajo la custodia o al servicio del Correo. 



Dictamen del Pnooi/iui>ou Genkhal 

■ 

Suprema Corte; 

En las presentes actuaciones no se plantea entre el 
Juez Federal de la Capital do la Nación y el del crimen 
de La Plata una cuestión sobro jurisdicción en el sen- 
tido de que el primero se la atribuya para conocer en el 
proceso por delitos comunes que puedan resultar del 
hecho que motiva este sumario, ni el segundo en los de 
carácter federal que se supongan cometidos en la mis- 
ma oportunidad. 

Lo que de autos resulta es que el juez de sección 
no encuentra motivo para proseguir el sumario en lo 
que a su jurisdicción corresponde (fs. 14 y 19 vta.). 
Tal decisión no podría ser modificada bajo el aspecto 



(l) Fecho del fallo: 10 de junio do 1942. 
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de una contienda de competencia traída a decisión de 
V. E. 

Desaparecida así la prioridad de la intervención 
do la justicia federal a que so refiere el art. 38 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal de la Capital, 
aludida en la sentencia de fs. 18 del señor Juez del 
Crimen de La Plata, corresponderá a este magistrado 
proseguir la tramitación de la causa con respecto a los 
delitos de carácter común que pudieran resultar come- 
tidos. 

En tal sentido creo correspondería dictar resolu- 
ción en estos autos. — Buenos Aires, mayo 30 de 1942. 
— Juan Alvares. 

FALLO DE LA COKTE StPiíEMA 

Buenos Aires, junio 10 de 1942. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que no resulta de estas actuaciones que el delito 
de violación de correspondencia o el de falsificación de 
cheque se haya producido estando todavía las respecti- 
vas piezas bajo la custodia o servicio del correo, como 
lo exige la jurisprudencia para hacer procedente la 
jurisdicción federal —Fallos: 145, 406. 

Que en tales condiciones y dado el estado actual 
del sumario, trataríase de un delito de derecho común 
realizado en una localidad de la Provincia de Buenos 
Aires, a cuyos tribunales corresponde, por consiguien- 
te, su juzgamiento —art. 25, ine. 1% Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal; Fallos: 184, 45. 

En su mérito y lo pedido por el señor Procurador 
General, se declara la competencia del señor Juez del 
Crimen W 2 de la Provincia de Buenos Aires, a quien 
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se remitirán los autos, haciéndose saber en la forma 
de estilo al señor Juez Federal d* 1 la Capital. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — B. A. Nazab 
Ancuobena — F. Ramos 
Mejía. 



CORNBLIO VILLAFAÑE v. CAJA PE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERRO VI Allí OS 

JUBILACION DE EMPLEADOS FE RUO V f ARIOS: Fondón de la 
Caja. — Jubilorioucs. (''imputo da sereieioa, 

PRESCRIPCION; Prescripv ¡<j n de acciones cu particular. Leyes ea- 
peciaha. 

A los efectos de la jubilación establecida por la ley 10.650, 
110 procede computar los servicios prestados por él afi- 
liado durante el período en que no efectuó aportes cuyo 
pupo no puede .serle exigido por haberse operado la pres- 
cripción quinquenal. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por resolución de diciembre 26 de 1040 (fs. 68 vta.) 
la Caja Ferroviaria nc< dó n D. Cornelio Villafañe ju- 
bilación ordinaria, disponiendo simultáneamente rete- 
ner el 10 % del haber "basta la total coneolación del 
cargo formulado en virtud del art. 48 de la ley 10.650* \ 
Del cómputo de fs. 67 surge que dicho cargo, en la 
parte impugnada, consiste en el sueldo correspondiente 
al mes de mayo de 1919 mas intereses al 7 % anual 
calculados hasta junio de 1941 (fs. 71). El interesado, 
sin reconocer la procedencia del misino ha opuesto, en- 
tre otras defensas, la de prescripción que a su juicio 



41 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



halla ríase cumplida con arreglo a los arts. 4023 y 4027 
del Código Civil; y así lo decido la sentencia de fs. 89. 

Ko obstante la naturaleza de la cuestión resuelta, 
como la caja recurrente invoca disposiciones de la 
ley 10.650 manteniendo que el término de dicha pres- 
cripción debe computarse a partir del momento en que 
otorgó el beneficio conforme a lo dispuesto por el art. 
4S ( pienso que el recurso extraordinario ba sido bien 
concedido a fs. 01. 

En cuanto al fondo del mismo si bien V. E, tiene 
decidido que el derecho de las cajas para reclamar 
nportes no efectuados prescribe a los cinco años (180, 
332; 185, 230) en 191, 490 —declaró cumplida la pres- 
cripción opuesta "sin perjuicio de resolverse oportuna- 
monte si en la futura jubilación o pensión se han de 
computar o no los anos en que no so hicieron aportes'*. 
Tal es el caso actual, pues en la jubilación acordada a 
Villafañe se han computado todos sus servicios, aun 
aquellos por los que no sufrió descuento. Empero, como 
del cómputo de fs. 74 resulta que prestó 30 años, 5 me- 
ses y 14 díus de servicios, eliminando del mismo el mes 
de mavo de 1919, siempre excedería el mínimo de 30 
tinos exigido por el art. 18 inc. P de la ley 10.650 para 
tener derecho al beneficio. 

Hecha esta salvedad, pienso que corresponde con- 
firmar el fallo apelado en cuanto ha podido ser materia 
de recurso. — Buenos Aires, junio 3 de 1942. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 12 de 1942. 



Y Vistos: el recurso extraordinario deducido en 
los autos "CorncUo Villafañe — jubilación de la ley 



10,650*', contra la sentencia dictada por la Cámara Fe- 
deral de la Capital, y 

Considerando: Que la sentencia en recurso al ha- 
cer lugar a la prescripción de los aportes reclamados 
por la Caja Ferroviaria, invoca la doctrina sustentada 
por esta Corte en el caso registrado en el t. 180, pág. 332 
de la colección de sus fallos. 

Que «u el referido caso se + ra taba de aportes a 
cargo del empleador (empresa ferroviaria) que no ha- 
bían ingresado a la Caja. 

En el presente, la situación es distinta» pues la 
obligación de aportar incumbe at empleado, quien no 
ha contribuido al fondo de aquélla con el primer mes 
íntegro de sueldo (mayo de 1910 — véase liquidación 
de fs. 67). 

Que si bien y de acuerdo con la doctrina que in- 
forma el caso, C. S. 191-490 aplicable al sub lile, las obli- 
gaciones de aportes a cargo del empleado se prescriben 
conforme a los principios del Código Civil, a falta de 
disposiciones expresas contenidas en la ley de previ- 
sión, es de advertir que el art. 15 de la ley 10.650 esta- 
blece a su vez que "los empleados y obreros a que se 
refiere el art. 2» que hayan contribuido al fondo de la 
Caja con los descuentos establecidos en el art 9°, salvo 
las excepciones que más adelante se determinan, ten- 
drán derecho a la jubilación que les acuerda esta ley". 

Que en tales condiciones la solución más razonable 
y justa es la de admitir la prescripción de los aportes 
a cargo del empleado y no computar el tiempo en que 
no se hicieron tales aportes en ocasión de acordar el 
beneficio. 

En su mérito y de acuerdo con los fundamentos per- 
tinentes del señor Procurador General, se modifica la 
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sentencia de fojas 89 en el sentido indicado y en cuanto 
pudo ser materia de recurso. Hágase saber y devuél- 
vanse. 



MATTA HERMANOS Y CIA. Y OTRO v. NACION 

ARGENTINA 

ADUANA: Preseripeiátt. 

PRESCRIPCION: Preterí priwt ríe ttcefone* en partícula*. Leyes es- 
peciales. 

La prescripción do dos años establecida en el art. 2ti de la 
ley 11.281 rige para las reclamaciones motivadas por erro- 
res do cálculos Ihju ¡(Iliciones o aforos no advertidos por 
el comerciante o por Iíi Aduana antes de la cancelación del 
documento equivocado y es inaplicable al caso en que se 
rochuna la devolución de derechos aduaneros en virtud de 
lo dispuesto on el art. 134 de las Ordenanzas de Aduana, 
caso en el cual rige la prescripción decenal. 

DESPACHANTE DE ADUANA. 

FALTA DE ACCION. 

PAGO: Paga huirbuh. 

El despachante que actuó directamente ante la Aduana 
como tal firmando los manifiestos y boletos respectivos, 
tiene acción para reclamar en juicio y en su propio nom- 
bro, la devolución de los derechos que indebida mente pagó 
de más por las mercaderías que introdujo para otro, 

ADUANA: Afora. 

El art. 148 de las Ordenan/as de Aduana no obsta al re- 
clamo del interesado sobre el aforo que considera injusto, 
cuando no existe divergencia acerca de la calidad de la 
mercadería. 
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ADUANA: Aforo. 

En los casos de i ni, ortación fio mercaderías no incluidas 
en la tarifa de avalúos, la Aduana no se halla facultada 
pura revaluarías so pretexto de que la declaración de 
valores es baja y de que fotos no se han acreditado con- 
forme al art. 24 de la ley 11,21*1, pues no tiene otro medio 
legal para poner a salvo los intereses fiscales que el esta- 
blecido en el art. 134 de las Ordenanzas de Aduana. 

ADUANA. 

PAGO; Pago con protesta. I'rinrifiios (fgiMfaleB. 
PAGO: Pago indebido. 

La circunstancia de que el despachante haya puesto el 
" conforme" exigido por la Aduana a las liquidaciones 
practicadas por ésta con violación del art. 134 de las Or- 
denanzas de Aduana, ocasiona la pérdida del derecho a 
repetir el importe de aquéllas papado luego bajo protesta. 



Sentenoia del Juez Federal 

Buenos Aires, julio 28 de 1941. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados "Matta 
Unos, y Gía, y otro contra Gobierno de la Nación sobre repeti- 
ción", de los que resulta: 

I. Que a fs. 4 se presentan los actores deduciendo for- 
mal demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por 
cobro de la suma de $ 27.701,40 ni/n., que les ha sido exigida 
indebidamente por la Aduana de la Capital, en mérito de las 
siguientes consideraciones ¡ 

Dicen que en el año 1!)2Í1 introdujeron a plaza varias par- 
tidas de automóviles, mercadería no incluida en la tarifa de 
avalúos, razón por la que so procedió a declarar su valor de 
conformidad con lo dispuesto por la ley 11.281 (arts, 14 y 24), 
No obstante ello y lo dispuesto por el art. 134 de las ordenan* 
zas de aduana, los vistas elevaron el valor declarado y exigie- 
ron los derechos en consecuencia. Sostienen los presentantes 
que tal temperamento es arbitrario y contrario a la ley, puesto 
que ésta no autoriza a la aduana tal procedimiento. Que ante 
esta situación se procedió a efectuar los pagos bajo protesta y 
hechos los reclamos administrativos de práctica con resultado 
negativo, solicitan ahora judicialmente la devolución de los 
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derechos indebidamente exigidos, cuyo detallo se especifica en 
ta planilla corriente a fs. 2 y 3. Piden intereses y costas. 

ÜX Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al Poder Ejecutivo por intermedio del 
Ministerio del ramo a fs. 13 se presenta el procurador fiscal 
contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Niega respecto al señor 
Loza Amuchástegui personería para demandar toda vez que 
éste sólo ha actuado en la introducción de la mercadería como 
despachante pero no como propietario. Opone la prescripción 
general que autoriza el art. 28 de la ley 11.281. Agrega a ma- 
yor abundamiento que en 21 de los despachos cuestionados en 
la demanda, los interesados prestaron su conformidad con la 
estimación hecha por la Aduana lo que de por sí impidió a 
esta repartición aplicar la facultad que le atribuye el art. 134 
de las ordenanzas de aduana. Sostiene (pie por otra parte, el 
valor di- la mercadería no se acreditó en la forma que dispone 
el art. 14 de la ley 11.281. Niega que la protesta se haya for- 
malizado vwi anterioridad al retiro de la mercadería, invoca 
también ta disposición contenida en el art. 148 de las orde- 
nanzas do aduana y pide en definitiva el rechazo de la de- 
manda, cmi especial condenación en costas. 

Considerando: \ 9 — Que la defensa de prescripción de 
dos años que entre otras articula la demandada en su escrito 
de responde f fs. 13) v que funda en el art. 2<Í do la ley 11.281 
(modificatorio de la 1" parte del art, 433 de las ordenanzas 
de aduana ) es para el caso inaplicable, toda vez que * o la hi- 
pótesis no se discute ningún error de cálculo, liquidación o 
aforo de los derechos como lo requiero la ley para que proceda 
esta proscripción. En consecuencia y de conformidad con lo 
dispuesto por el % 2<> apart. del art. 433 citado, en el supuesto 
es de aplicación el término de 10 años para que se opero la 
prescripción; término que de acuerdo a las constancias de 
autos no lia transcurrido y por lo tanto corresponde desestimar 
definitivamente la articulación analizada, lo que así se de- 
clara. (Ver dictamen Procurador General del Tesoro, fs. 30 v. 
y 31 exp. 15.064, letra L„ año 193G, agregado). 

2> - Que ta defensa ele falta de personería opuesta con- 
tra el s mr Loza Amuchástegui tampoco puede prosperar. Ya 
lo ha r uelto reiteradamente la jurisprudencia en casos aná- 
logos tpie el despachante que es quien paga el ímpiifcto tiene 
personería para repetirlo cuando así corresponde (Corte sup., 
Fallos, r. 170, pág. 158; Cám. Perl, in re Vignoli y Cía. c. 
Gobierno Nacional, octubre 24 de 1938). 
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3* — Que tampoco toma en consideración el suscripto la 
defensa que se funda en el art, 148 de las ordenanzas de adua- 
na, ya que como lo ha resuelto invariablemente la jurispruden- 
cia en casos análogos diclia disposición no puede ser óbice a 
los reel amos efectuados con posterioridad ni retiro de la mer- 
cadería de la jurisdicción aduauera, cuando, como en el pre- 
sente, lo que se discute no es la entidad o especie de la misma 
(J. A., t, 54, p. 53; t. 57, p. 64rt; t 55, p. 718, etc.). 

4* — Que en cuanto hace al fondo del asunto cuestiona- 
do, es indiscutible el derecho que u,siste a los actores para re- 
elamnr la devolución de los derechos, perseguida en esta de- 
manda. La disposición contenida cu el art. 134 de las orde- 
nanzas de aduana sólo autoriza en los casos como el ocurrente 
a adquirir la mercadería en la forma y condiciones que la ley 
indica, No ha podido en consecuencia la aduana, so pretexto 
de que la declaración de valores fuera baja, revaluar ía mer- 
cadería en la forma que lo ha hecho y exigir los derechos de 
acuerdo a ella. Y subre el particular es de hacer notar que ln 
jurisprudencia ya sí 1 ha pronunciado en casos análogos en el 
sentido que se ha expresado (Corte, sup., in re Aduana de la 
Capital c. Detrnz IIuos., 11 de febrero de 1925; Can». Fed., 
J. t. 17, pag. 39). 

La circunstancia de que Jos actores no acreditaran en la 
forma prescripta por el art. 24 de la ley 11.281 el valor de la 
mercadería como se hace notar en el decreto denegatorio del 
Poder Ejecutivo (ver fs. 32 exp. núm. 15.064, letra L. año 
1936 agregado por cuerda separada) y que el procurador fiscal 
n*producc en su escrito de demanda, (fs. 13) no puede ser 
óbice a juicio del proveyente al reclamo intentado, puesto 
que cualquiera fuera la circunstancia que motivara por parte 
de la aduana la duda sobro el menor valor atribuido a la mer- 
cadería el procedimiento no podría, de acuerdo a la ley, ser 
otro que el que dispone el art. 134 de las ordenanzas de aduana. 
Y tampoco acepta el juzgado como razonable el argumento que 
so hace cu el sentido de que el reclamo no podría prosperar 
en los despachos que se prestó conformidad con la estimación 
del vista, puesto que en esas manifestaciones de voluntad han 
quedado enervadas con la protesta formalizada en el acto del 
pago, criterio que también comparte el procurador del tesoro 
en el dictamen anteriormente señalado. (Ver fs. 30 v. y 31 exp. 
15.064 citado). 

59 — Que hc redi Indos los hechos en que se funda la ac- 
ción, esto es, importación, pago y protesta (ver boletas de de- 
pósito y solicitudes de protesta agregadas en el legajo que 
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corre por cuerda y que eoneuerdan con los datos especificados 
en U planilla corriente a fs. 2 y 3 de estos autos), la repetí- 
ción intentada debe prosperar de conformidad con lo dis- 
puesto por el art. 792 del Códi(?o Civil. 

En cuanto al monto de la suma que corresponde devol- 
ver, estése a lo que resulte (le la liquidación que oportunamente 
ue practicará de acuerdo a las constancias de autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá devolver a Matta linos, y 
Alberto Loza Amucbástesui la suma que resulte de la liquida- 
ción que oportunamente se practicaré en el considerando ¡r> 
de esta sentencia más sus intereses al i stilo de los que percibe 
el Banco de la Nación Argentina, desde la fecha de la notifi- 
cación de la demanda y las costas. — Eduardo Sarmiento. 



Sentencia de la Cámaka Fedekal 

Buenos Aires, diciembre 3 de 1941. 

Y vistoa: De conformidad con lo informado por la Conta- 
duría Oral, de la Nación, lo dictaminado por el procurador del 
tesoro, (té. 29 y 30 del exp. adra, agregado) y por sus falda- 
mentos, se confirma, con costas, In sentencia apelada de fs. 49 
en los presentes autos seguidos por Matta Unos, y Cía y otro 
contra el Gobierno de la Nación, sobre repetición. — Ntcolái 
González ¡ramain. — Carina drf Campillo. — Ricardo Villar 
Palacio. — Ezcquiet S. (fe Olaso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huellos Aires, junio 12 de 1042. 

Y Vistos: el recurso ordinario de apelación dedu- 
cido en el juicio que por devolución de derechos adua- 
neros siguen Matta Hermanos y Cía. en liquidación y 
otro v. la Nación, contra la sentencia dictada por la 
Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: Que si bien la solución acordada al 
caso por las sentencias de 1' y 2* instancia encuerdan 
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con la doctrina sustentada por esta Corte en las causas 
invocadas y con la finalidad perseguida por el art. 134 
de las Ordenanzas de Aduana, es de advertir que -n 
veintiuno de los despachos origen de la reclamación, 
esto es, en los manifiestos que llevan los números: 
57.016'; 47.432; 40.397; 41.617; 175.050; 175-054; 181.628; 
181 M&i 197.895; 198.260; 20C,01Ü; 205.611; 207.299; 
206.018; 205*945 j 209.236; 209,235; 213.401; 213.400; 
213.197 y 211.893 el despachante de los actores mani- 
festó conformidad con los valores asignados por la 
Aduana a los efectos importados. En tales condiciones 
la protesta que con respecto a ellas realizó el interesado 
con posterioridad, no puede enervar esa manifestación 
de voluntad y Ja Aduana pudo en esos despachos apar- 
tarse de la norma establecida por el art. 134 de las Or- 
denanzas ante la conformidad del despachante con el 
aloro. 

Por ello so reforma la sentencia apelada de fojas 60 
y en consecuencia se declara que el Gobierno de la 
Nación deberá devolver a los señores Matta Hermanos 
y Cía. y Alberto Loza Amuehástegui la suma que re- 
sulte de la liquidación a que alude la parte dispositiva 
de la sentencia de primera instancia a la que se excluirá 
el importe de los veintiún despachos referidos. Mas sus 
intereses legales al estilo de los que percibe el Banco de 
la Nación Argentina desde la feclia de la notificación 
de la demanda. Pilgüense por su orden las costas de 
todo el juicio en atención a la forma en que éste se re- 
suelve, llágase saber y devuélvanse al tribunal de pro- 
cedencia, donde se repondrá el papel. 

RoHEItTO REPETTO — ANTONIO 

Sagarna — B. A. Nazar 
Anchorenw — F. Hamos 
Mejía. 
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FORD MOTOR COMPANY v. ADUANA 

ADUA NA : Ft naüdades. 

MULTAS: Aplicación. 

El art. 10, inc. u) de la ley 12.612 sólo kc refiere a las 
multas que indica, sin comprender el comiso, 

LEY: Itttcrprrtación y aplicación* 

Eh rejíU de Intetpfetaciñu lópien que citando ln ley men- 
dona taxativamente los sujetos u oh jet os de un dereebo 
sin ampliarlos Con ninguna íieueralizsicióu, excluye a los 
no incluidos o nombrados (<). 

CATALINA PEUELLl DE V. ENRIQUE LOPEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cursilón federal. Casos. Leyes 
del Congreso, 

La interpretación del art. 2 de la ley ">0 constituye una 

eu símil federal. 
RECURSO EXTRAOHDISARIO: Cuestión federal Oportunidad 
de plantearla, 

Pura que surja «na cuestión federal nueva que pueda in- 
vocarse como fundamento del recurso extraordmano no 
basta que el tribunal superior de la causa la haya resuelto. 
Requiérese, udniiú*. qne las partes no ha van podido pre- 
verla v plantearla oportunamente; exigencia que basta 
pora excluir el caso en que el silencio de las partes en 
el enrso riel juicio acerca del punto federal, no tiene otra 
explicación que el olvido inexcusable del mismo o el deseo 
de no fundar eu él su derecho. 

Dictamen del Phocuhador General 

Suprema Corte: 

Auto la justicia ordinaria de esta Capital doña Ca- 
talina Perelli de Gómez demandó a los señores José y 

(I ) Forhtt del fallo: 12 de junio <h- I0IS. Ver Falto: 190, 103; 
183, 228; 1G3, 5. 
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Enrique Lopes sobre indemnización de da&ud y per- 
juicios; ios demandados se acogieron ¿d fuero federal, 
alegando ser extranjeros; y como, a juicio t'e la Cá- 
mara i¿« de Apelaciones en lo Civil no acreditasen tal 
circunstancia, ha sido rechazada la excepción de i'.icom- 
petencia (pie aquéllos dedujeran. 

Aunque se trata de un caso de denegatoria del 
fuero de excepción, entiendo que pues la causa del re- 
chazo es totalmente referible a cuestiones de hecho y 
prueba, ó a la interpretación dada por el tribunal ape- 
lado a los códigos civil y de procedimientos, V. E. no 
puede entrar a rever lo resuelto. Por lo demás, a mi 
juicio es insuficiente la prueba rendida. 

Bajo tal concepto el recurso extraordinario resulta 
improcedente, y así corresponde declararlo. — Buenos 
Aires, agosto 18 de 1ÍJ41. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, junio 15 de 1942. 

Y vista la precedente causa caratulada "Pcrelli 
de Gómez Catalina c. López José y Enrique — Indem- 
nización de danos y perjuicios", para decidir respecto 
del recurso extraordinario concedido por auto de fs. 
115, 

Y considerando ¡ 

Que la sentencia apelada decide, aplicando el art. 
85 del Código Civil y *> de la ley 50, que es insuficiente 
la simple declaración de testigos, como medio directo y 
único para comprobar la extranjería de los demanda- 
dos, a los efectos del otorgamiento del fuero federal, 
cuando no se ha acreditado, ni siquiera invocado, la 
imposibilidad de aducir prueba documental de la nacio- 
nalidad. 
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Que el dictamen de fs. 109 —al que se remite la 
sentencia de fs< 111- introduce p*t primera vez en el 
juicio la cuestión que versa sobre la interpretación del 
art ¿> de la lev 50. Hasta ese momento, tanto en las ob- 
servaciones de la aetoru, como en los escritos de los 
demandados, no se invocaron sino disposiciones de de* 
recho común y procesal, si se prescinde del art. *J> wic. 
ú", ley 48, que no rige el punto referente a la forma de 
la prueba de la calidad de extranjero. 

Que si bien la interpretación del art. 2" de la ley al) 
constituve una cuestión federal —Fallos: Í9\Í«HM» 
aplicación por la sentencia apelada no autoriza a los 
demandados a interponer A recurso extraordinario que 
intentan. Porque no basta para que surja de la sen- 
tencia una cuestión federal nueva, la circunstancia de 
que la resuelva el tribunal superior que conoce en el 
juicio, sino que es además necesario que ella sea tal, 
que las parles no hayan podido preverla y plantearla 
oportunamente -Fallos: liH), :173 y los allí citados. 

Que no es esa la hipótesis de autos, en que el si- 
lencio de las partes en el curso del juicio sobre el men- 
cionado art. I* no tiene otrn explicación que el olvido 
inexcusable del mismo, o el deseo de no fundar cu el 
su derecho. Kn tmln caso ninguna de ambas encuadra 
el caso en los precedentes arriba citados. 

En su mérito v por los fundamentos concordantes 
del señor Procurador General se declara mal concedido 
el recurso interpuesto a fs. 113. llágase saber; devuél- 
vanse al tribunal de su procedencia; repóngase el papel 
en el juzgado de origen. 

ÍÍOIÍEIITO Refetto — Axtonio 
Saoarna — B. A. Nazar 
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THE SOUTH AMERICAX STORES "GATII & CHAVES" 

RECURSO EXTRAORDLXARIO: Cuestión federal Leye* 
del Congreso. 

Procede el reeurso extraordinario contra la sentencia defi- 
nitiva contraria al derecho fundado por el apelante en la 
ley federal 3975. 

MARCAS ¡*E [-'MÍRICA ■■ DesigmciaUi y útyittNk 

No tratándose del uso de un nombre como marca por un 
tercero, pues el apellido que se pretende registrar forma 
parte de la denominación de, la sociedad que lo pide (por 
trasmisión de la sociedad anterior que lo usó con consenti- 
miento del interesado extensivo a la posterior transfe- 
rencia del derecho al uso de dicho nombre) y no exis- 
tiendo otra marca regist ráela con el mismo nombre para 
distinguir artículos de esa clase, procede acceder al re- 
gistro de la solicitada y revocar la resolución denegatoria 
de la comisaría de marcas. 

Resolución del Comisario de M arcas 

Buenos Aires, junio 8 de 1936. 

Visto el presente expediente (acta N 9 181.123) por el 
cual la razón Rocial The South American Stores Gath y Chaves 
Ltda., solicita el registro de la morca de comercio denominada 
Gath para distinguir 'os artículos de la clase 9, y resultando: 
que corridas las publicaciones de estilo, a fs. 12 vta., se con- 
fiere vista del art. 4* de la ley 3975 ; que por escrito de fs. 15 
acompañan la certificación notarial corriente a fs. 14 de la 
que, según la recurrente, se desprende que está facultada para 
registrar el apellido "Gath*'; que a fs. 15 vta. se reitera la 
viBta, puatualizandosc que del documento acompañado no 
resulta acreditada la autorización para el registro del nombre 
en su forma individual; que a fs. 16 la recurrente reitera su 
declaración anterior respecto al derecho de uso del apellido 
' reivindicado. 

Considerando: 

1* — Que la cuestión promovida en estas actuaciones es 
necesario considerarla a través de la relación que pueda pre- 
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sentar con las disposiciones establecidas por los arts. 9', 10 
y 4* tíe la ley de la materia. 

2* — Que el propio texto del art. O 9 ilustra acerca de su 
inaplieabilidad en el presente caso puesto que no median dos 
condiciones previ ns indispensables, constituidas por la exis- 
tencia de ¡i marca y del acto de la transferencia, anteriores a 
esta solicitud; respecto del nrt, 10 que determina que la cesión 
O venta del establecimiento implica la de la marca, aunque 
ésta sea nominal, salvo disposición en contrario, tampoco tiene 
relación con la cuestión promovida, desde el momento que la 
marea nominal nunca fué inscripta por la extinguida sociedad. 

3$ — Que en tales condiciones surge evidente la aplica- 
ción del art. 4' de la ley de la materia, cuyas disposiciones 
encierran en principio una prohibición, en cuanto establece 
que el nombre o retratos de terceros no podrán usarse como 
marcas; cuando habla del nombre se refiere al patronímico, 
esto es, al apellido, que se sucede de padres a hijos y exige 
forma particular. 

Los retratos son considerados como bienes que merecen 
un tratamiento especial como objetos destinados a perpetuar 
la memoria y tradición de lu familia, base de ln organización 
social ; 

4" — Que al lado de ese principio general, el mismo art. I" 
establece la excepción al exigir el consentimiento de la per- 
sona, y en caso de muerte, de los herederos hasta el cuarto 
grado inclusive, para tener derecho de usar los nombres y los 
retratos en el carácter de signos mn rearios. 

5° — Que es éste un acto jurídico que la autoridad ad- 
minístrate a y la judicial en su caso, deben dispensarle es- 
pecial atención, a fin de que en él se respete la capacidad o 
incapacidad de las partes, la forma p solemnidad que deben 
rodearle, tener en cuenta si se trata de una locación, de un 
comodato o prestación al uso del nombre, n del simple retrato, 
cuyas consecuencias legales y económicas pueden llegar a per- 
judicar por intt'nlicHón, no sólo a las partes, sino también a 
terceros, en virtud de las disposiciones pertinentes de la ley 
3975 (arta. G\ 8'. 13, 21 y eones.). 

Qv — Que como se trata de mía regla de excepción, co- 
rresponde con arreglo a un sano principio de hermenéutica, 
que su aplicación se haga en forma refringida y estricta en 
defensa de los intereses generales y particulares. Esta regla ha 
sido seguida como norma por iu comisaría desde el momento 
que frente a casos de autorización para determinada clase, no 
la ha considerado extensiva a otras clases distintas (caso L, 
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Leichner c. JEendel y Cía., Cámara Federal, marzo 18 de 1932, 
y Corte Suprema, julio 20 de 11)32). 

79 — Que remitiéndonos particularmente a las constancia* 
del caso sub lite, remita del testimonio acompañado que Al- 
fredo II. Gath y Lorenzo Chaves constituyeron con fecha 7 de 
julio de 1883 sociedad colectiva bajo el rubro "Gath y Cha- 
ves"; más tarde esa sociedad se convierte en sociedad anónima, 
bajo el rubro Gath y Chaves (S. A.), y con posterioridad en 
The South American Stores (Gath y Chaves) Ltd. 

8^ — Que la persona poseedora de un derecho puede trans- 
mitir pero no tiene poder para extenderlo más allá de su pro- 
pia acción y así con arreglo al art. 3270 del Código Civil es 
de puntual izar que la sociedad colectiva Gath y Chaves no 
pnede transmitir a la sociedad anónima Gath y Chaves (S, A.) 
un derecho mejor o más extenso que el que gozaba, y recíproca- 
mente, The South American Stores (Gath y Chaves) Ltd., no 
puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor y más ex- 
tenso que el que tenía aquel de quien lo adquiere. 

9? — Que ampliando las consideraciones anteriores, con- 
viene puntualizar que Alfredo II. Gath y Lorenzo Chaves 
constituyeron la sociedad colectiva bajo la razón social o firma 
Gath v Chaves v posteriormente Gath y Chaves (S. A.), las 
que estaban protegidas por los arts. 291, 300, 301 y 314 del 
eód. de com„ y por el ?irt. 42 de la lev 39 7H, es decir, que cons- 
tituían una propiedad a los efectos de la ley de mareas. 

10. — Que la referida sociedad colectiva se transforma en 
anónima y sigue con la misma razón social y el aditamento res- 
pectivo ÜÉ S. A., y ésta, su vez, vendió, cedió y transfirió su 
activo a Ja sociedad "The South American Stores (Gath y Cha- 
ves) Ltd.", pasando a ocupar un puesto secundario el nombre- 
de la antigua firma social, ya que fignra enunciada ortográfi- 
camente entre paréntesis, seguramente con el propósito de man- 
tener y conservar la tradición no existiendo en la constitución 
actual de la sociedad ninguna persona que responda a los nom- 
bres primitivos. 

11. — Que la situación puntualizada respecto al apellido 
Gath se reproduciría asimismo con relación al apellido Chaves 
y aun al conjunto del rubro social Gath y Chaves, sin (pie esto 
importe el desconocimiento de los derechos al uso de su nom- 
bre, que le corresponde a la recurrente, siempre que lo adopte 
en la integridad de los términos que lo constituyen, esto es: 
The South American Stores (Gath y Chaves) Ltd. 

12. — Que además, procede señalar: a) que de acuerdo a 
lo dispuesto por el art. 313 del Código de Comercio las soeieda- 
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des anónimas sólo constituyen una asociación de capitales en 
las que desaparece el elemento personal; b) que conforme al 
art. 314 del mismo código, las sociedades anónimas no tienen 
razón social, ni se designan por el nombre de uno o más de sus 
socios, sino por el objeto u objetos para (pie se linhirscn forma- 
do; c) que el art. 17 del dee. regí, del 27 de abril de 11)23 
relativo a las atribuciones de la Inspección General de Justicia, 
no admite "que lleven el nombre de uno o más de sus socios, 
sí no se indica como denominación, junto con eso nombre, el 
carácter de la sociedad y el objeto o Cines pura que hn sido 
formada", situaciones éstas que significan, con résped a la 
recurrente, que la designación básica de su finalidad la cons- 
tituye la denominación The South American Stores, es decir, 
Almacenes (o depósitos) Snd Americanos, con la que aparece la 
expresión del rubro (¡atb y Clin ves, respondiendo únicamente 
a propósitos de trndu-ión. ermio se ha declarado anteriormente, 
pero desempeñando un papel extraño a la naturaleza intrínseca 
de la misma sociedad, tanto más no media mío la autorización 
que exige el art. 4' de la ley 3975. 

1.1. — Que en tales condiciones, habiéndose planteado y 
considerado el caso concretamente dentro de los límites estable- 
cidos por el art. 4" de la ley 3975, cuyas prescripciones no se 
cumplen en estas actuaciones, en cuanto exigen la autorización 
correspondiente, no surge ni procede otra conclusión que el 
rechazo de la solicitud formulada, máxime si se tiene en cuenta 
que las prohibiciones conlenidas en la ley deben aplicarse res- 
trictivamente, íisí como el principio consagrado por nuestros tri- 
bunales en el sentido de que ni lu autoridad administrativa, ni 
la judicial, pueden acordar el registro de mareas prohibidas por 
la ley (eám. fed., octubre 28 de lililí). 

Por tales consideraciones, atento a la jurisprudencia invo- 
cada, y en virtud de lo dispuesto por el art, 4 V de la ley de la 
materia, esta comisaría resuelve denegar el registro de la marca 
de comercio "'tJath" (pie por acta núm. 1S1.123 se solicita para 
distinguir los artículos de la clase 9. — Jaiirr PatliÜa, 



SKSTENVIA WU Jl'EZ KKJiKRAt. 

Rueños Aires, octubre 4 de 1940. 

Y vistas: El recurso del art. 34 ley 3975, interpuesto por 
The South American Stores (Gath y Chaves Ltd.) contra la 
resolución denegatoria de la Comisaría de Marcas, en la solici- 
tud acta N c 181.123. 
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Resultando: 

P Que líi negativa de la comisaría de otorgar la marca 
solicitada, acta mim. 181.123, Gath, en tipo de letra especial 
y dentro de un óvalo, para distinguir artículos de la clase 9, 
se funda en resumen en que tratándose de registrar como marca 
una palabra que es pal ron ¡mitra, no se ha acreditado el consen- 
timiento del titular de ese nombre, como Jo exige el art. 4» da 
la ley 3975. 

2* Que la recurrente funda su pedido de revocatoria de 
la aludida resolución en que South American Stores Gath y 
Chaves Ltd., como sueesora de Gath y Chaves (& A.), y de 
Gath y Chaves, sociedad colectiva, tiene dereeho al uso de su 
nombre comercial en forma completa o en parte, pudiendo así 
también registrarlo como marea, tanto más, cuanto con ello no 
se perjudica a nadie. Acompaña las escrituras de las sucesivas 
transferencias y transformaciones de dicha sociedad. 

!1» Que el señor Procurador Fiscal, oído en esta instancia, 
se ha concretado a pedir la crmfimuitoria de la resolución ape- 
lada ; y j 

Considerando : 

Que según así resulta de las constancias que integran 
el título de propiedad de la entidad actora, debe tenerse por 
acreditado que la palabra patronímica Gath integrante del 
original o nombre comercial Gath y Chaves de la sociedad 
colectiva del mismo rubro, fué aportado por sn titular y copro- 
pietario de la firma Alfredo II. Gath ; asimismo acreditan dichos 
títulos de propiedad que los tínicos miembros de aquella socie- 
dad colectiva que lo eran Alfredo II. Gath y Lorenzo Chaves, 
vendieron por escritura otorgada en esta capital, el 15 de maro 
de 1908, por ante el escribano Mario Xovaro a la S. A. Gath 
y Chaves, además do todo el activo y pasivo, el dereeho al uso 
del nombre Gath y Chavea; consta por último también que esta 
S. A. Gath y Chaves, en octubre de 191*2, por escritura pasada 
ante el mismo escribano Xovaro, transfirió todo su activo y pa- 
sivo a The South American Stores Gath y Chaves, sociedad 
inglesa. 

Que drt los antecedentes relacionados surge acreditado sin 
lugar a dudas, que, el titular originario del patronímico Gath, 
que integró el nombre comercial Gath ij Chaves, otorgó su con- 
sentimiento, no solamente para la constitución originaria, sino 
para la posterior transferencia del derecho al uso de dicho 
nombre, 

Sí como reza el art. 4» de la ley 3975, el consentimiento de 
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su titular lia de ser tenido como recaudo necesario para el re- 
gistro y adquisición en propiedad de un nombre patronímico, 
no puede cuestionarse siquiera que en el caso sitb file, dicha 
autorización está dada tanto por su titular de origen como por 
au actual propietario que lo es la South American Stores Gath 
y Chavea. 

Que, en la actualidad, en que el nombre (htfh integra el 
patrimonio de la sociedad actora, y en que es ella misma quien 
desea su registro como marca para artículos de la clase !>, el 
derecho a la concesión resulta indudable. 

En caso resuelto por el suscripto y confirmarlo por el su- 
perior (Pat. y Mareas, 19,'líl. 441-(ií¡:t ;> quedó establecido que,, la 
expresión "nombre de las personas'' contenida en el art. 4' 
de la ley 3!í7ó, con respecto a los cuales se prohibe su uso sin ei 
consentimiento de ellas, pareciera consultar mejor los postu- 
lados de justicia y protección que inspira la estructura de la ley, 
ai ella admitiera una interpretación extensiva, que haya posible 
también, la protección del nombre de Jas personas jurídicas y 
de los entes comerciales o sociedades previstos po; el código 
de comercio. 

En i-I caso sub lite en que el consentimiento está dado por 
una persona moral, titular del nombre en cuestión, debe consi- 
derarse en la misma forma que los casos de las personas físicas 

Por lanío y lo expuesto, fallí* revocando la resolución de 
la comisaría de mareas «pie deniega el registro de la marca Gath, 
acta níim. IHl.l'Jtí. para artículos de la clase !P, ordenando se 
proceda al registro ele la misma. — Emilio L. González. 



Sentencia he la Cámara Federal 

Buenos Aires, julio 18 de 1941. 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
p, 34 que revoca la resolución de la comisaria de mareas y orde- 
na se proceda al registro de la marca de comercio "Oath" 
solicitado por el acta núm. 1*1.12:1 para distinguir artículos 
de la clase 9. — Carlos de! Campillo. — Juan A. González Cal- 
derón. — Ezcquid 8. de Olaxo. 
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Buenos Aires, junio 15 de 1942. 

V vistos: Los ilel recurso extraordinario concedido 
a fs. 43 vtn., al Ministerio Fiscal en los autos "The 
South American Stores (Gath y Chaves) apelando de 
una resolución de la Comisaría de Mareas % venidos de 
la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente por haberse cuestio- 
nado la interpretación del art. 4' de la lev nacional 3975 
y ser la sentencia definitiva de fs. 41 vía. contraria al 
derecho que se funda en la citada disposición {art 14, 
inc. 3% ley 48 y G' de la ley 405Ú). 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: 

Que Ja sentencia do primera instancia de fs. 34 
—que la Cámara Federal confirma por sus fundamen- 
tos— analizando la prueba de autos da por acreditado í 
que la palabra patronímica Gath integrante del nombre 
comercial Oath y Chaves de la sociedad colectiva de ese 
nombre, fué aportado por su titular y copropietario de 
Ja firma, D. Alfredo 11. Gath; que los únicos miembros 
de esa sociedad colectiva lo eran D. Alfredo II. Gath y 
D. Lorenzo Chaves quienes vendieron, por escritura 
pública de 1.908, a la sociedad anónima Gath y Chaves, 
además de todo el activo y pasivo, el derecho al uso del 
nombre úfflk ij Chaves; y por último que esa sociedad 
anónima por escritura pública de lí)12, transfirió todo 
su activo y pasivo a "The South American Stores Gath 
y Chaves", sociedad inglesa, D c cuyos antecedentes, 
agrega la sentencia, surge acreditado sin lugar a du- 
das que el titular originario del nombre patronímico 



■ 



60 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Gath, que integró el nombre comercial Gnlh y Chaves, 
otorgó su consentimiento, no solamente para la cons- 
titución originaria sino para la posterior transferencia 
del derecho al uso de dicho nombre. 

Que de lo expuesto se infiere que en el caso en 
examen no se trata del uso de un nombre, como marca, 
por un tercero, para el que se requiere, según el nrt. 
4\ el consentimiento de su titular, puesto que el apellido 
G<>th, que se pretende registrar, forma parte del nom- 
bro de lu sociedad que lo solicita para la clase 9 y no 
existe otra marca registrada con el mismo nombre para 
distinguir artículos de esa clase. De lo que resulta el 
preferente derecho de la sociedad al uso de ese nom- 
bre; y que si otro tuviera igual pntronímico y quisiera 
registrarlo como marca, debería introducirle Tas modi- 
ficaciones necesarias que hagan a esa designación vi- 
siblemente distinta a la ya registrada, como lo dispone 
el art. para los nombres, de una fábrica o casa de 
comercio, aplicable por analogía. 

Kn su mérito y fundamentos concordantes de la 
sentencia apelada so la confirma en cuanto ha podido 
ser materia del recurso. Hágase saber y devuélvanse, 
debiendo reponerse el sellado en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 
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AIÍG ENTINA S. l>íi TABOADA v. MUNICIPALIDAD 
1>E SANTIAGO DEL ESTERO 

mX'UUSO mtmOm$mmOl Cumió» federal. Relación di- 
recta. 

Aun. cumulo se haya planteado correcta y u por (un a mente 
en el juicio una cuestión federal, el recurso extraordina- 
rio fundado en ella es improcedente ai el fallo apelado 
contiena fundamento:» no federa los «inficientemente am- 
plios, independiente!» de diclia cuestión y no admisibles 
por Causa de arbitrariedad, que bastan para .sustentarlo 
en su totalidad. 



Sentencia di: l.\ l 'amara i>e Apelaciones 

En la ciudad de Santiago del Estero, a 31 de diciembre de 
1941, reunido:» en su Sala de Acuerdos los señores Ministros 
de la Excma. turnara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, 
doctores Oscar A. Olmedo Funes. Ramón Cardoso y Arturo 
bustos Navarro, bajo la presidencia del primero y "por ante 
el Secretario autorizante, a objeto de dictar seuteneia defini- 
tiva en los unios caratulados: "Argentina S. de Tuboada sobre 
indemnización por expropiación contra Municipalidad de San- 
tiago del Estero", elevados en apelación de la seuteneia de fs. 
51 1 fecha octubre ti de 1940, que condena a la Municipali- 
dad de esta Capital a pasar a doña Argentina Saavedra de 
Taboada, la cantidad de $ :U50 m/n. con más sus intereses 
desde la ocupación del inmueble, por concepto de total indemni- 
zación por la expropiación del terreno materia del presente 
juicio, con cosías. Se practicó la insaculación de estilo resultan- 
do de ella que deben volar cu el orden siguiente; doctores 
Bustos Navarro, Olmedo Funes y Cardóse. Estudiada la causa, 
el tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: I. ¡Es 
nula la sentencia en recurso? II. Caso negativo, ¿está ajusta- 
da a derecho* A ta primera cuestión, el señor ministro, doctor 
Bustos Navarro, dijo: El recurrente no lia espresado las razo- 
nes que fundamentan el recurso de nulidad interpuesto; sien- 
do así y no existiendo a mi juicio, vicios de forma que inva- 
liden la sentencia, estimo que la nulidad invocada es impro- 
cedente, Voto por la negativa. Los señores ministros, doctores 
Olmedo Funes y Cardoso se adineren al voto precedente. A la 
segunda cuestión, el señor ministro, doctor Bustos Navarro, 
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dijo: Consta en autos, que la adora, por intermedio de su espo- 
so don Leónidas Taimada, lia gestionado desde el mes de se- 
tiembre de t!»34, el cubro de la indemnización por la ocupación 
que hizo la ftjtoicipalidml de la Capital, de un lote de terreno 
de su propiedad con motivo de la apertura de las calles Al va- 
rado y Pringles (ver fs. 10 a 30). El hecho de la ocupación 
no ha sido invado, ni menos la tramitación antes referida. De 
los antecedentes acumulados, resulta (pie el Departamento Eje- 
cutivo de la Municipalidad de la Capital, aprobó od-referendum 
del Concejo Deliberante ln tasación que del mencionado terre- 
no hizo la Mesa de Entrada, la que ascendía a la suma de 
$ 3.150 m u.; el decreta respectivo lleva fecha 17 de aposto de 
1037 (fs. 30) v en el mismo se ordenaba pasar al Concejo Deli- 
berante a Los fines de su aprobación. AJ parecer, dicha tasa- 
ción no fué considerada por el Concejo Deliberante, pero es e\ 
hecho, que desde el año l!í37 hasta el año llíüíl, en que fué ini- 
ciada la presente demanda, ha transcurrí do un lapso que excede 
el plazo estatuido por el art. 4* de la Constitución Provincial 
en vigencia. La falta de aprobación no puede imputarse al 
interesado, sino al ente obligado al resarcimiento, pues el refe- 
rido art. 4* ha querido evitar precisamente la demora en las 
resoluciones administrativas, tan comunes en nuestro medio, 
dejando expedita la vía judicial, si en el plazo de seis meses no 
se dieta la resolución que corresponda. En autos se ha compro- 
bado que la actora hizo las gestiones administrativas y que 
desde hace mas de dos anos el Concejo Del ibera ule, rama deli- 
berativa de la Municipalidad demandada, no se ha pronuncia- 
do, razones por las cuales sil derecho a demandar es indiscu- 
tible. En consecuencia, teniendo la actora la vía judicial para 
resarcirse del daño irrogado y estando comprobado en autos 
los extremos de la demanda por los fundamentos de la senten- 
cia en recurso, opino que debe confirmarse eou costas. Voto en 
este sentido. A tsttt misma emstión, el señor ministro doctor 
Olmedo Funes, dijo: La adora funda su acción en la ocupación 
de un terreno de su propiedad por la Municipalidad. Sostiene 
que con tal motivo fué demandada por don Pedro Ooitea, a 
quien vendió el terreno, y tuvo que devolverle el precio abo- 
nado con sus intereses y costas del juicio. Demanda en conse- 
cuencia, el precio fijado por la Mesa de Hacienda de la 
Municipalidad, como valor del terreno, con más las sumas abo- 
nadas por su parte a Ooitea y los intereses correspondientes 
desde la ocupación. La demandada contesta amparándose en 
el art. 4* de la Constitución Provincial por no haberse ago- 
tado la vía administrativa en ta gestión de cobro. Üc tas prue- 
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bas producidas se desprende que don Leónidas Taboada, titu- 
lándose propietario de dos lotes de Terreno cortados con la 
apertura de la calle Pr ingles, se presentó a la Municipalidad 
proponiendo una permuta para "evitar la indemnización que 
tendría (pie soportar la Comuna..., ele.". Es éste el únieo 
expediente administrativo (ver fs. 19) en que el Intendente 
Municipal aprueba ta tasación efectuada por la Mesa de Ha- 
cienda a que se refiere la demanda y ordena pasar al Concejo 
Deliberante " para los efectos del cuso 1 . La testimonial produ- 
cida uu tiende sino a probar lo que ya consta en la documental 
de referencia: las gestiones del señor Leónidas Taboada para 
obtener la permuta, conforme a la avaluación de los terrenos. 
Pero lo que no se lia probado en forma alguna, es que la actora, 
doña Argentina S. de Taboada, baya iniciado gestión ante la 
Municipalidad solicitando indemnización por expropiación, ni 
que haya dado podes uí autorizado a nadie a tal efecto. El 
requisito exigido por el art, 4* de la Constitución Provincial no 
se encuentra, jiues, cumplido; porque lo reclamado en la pre- 
sente demanda uo ba sido objeto de gestión administrativa y 
por lo tanio. tampoco puede alegarse falta de resolución. No 
existiendo ningún convenio definitivo entre actora y demandada, 
como se desprende de los antecedentes expuestos y no habiendo 
obtenido resolución del Cunee jo Deliberante el decreto dictado 
ad-refenndum del mismo, la tasación aprobada por el Depar- 
tamento Ejecutivo no puede servir de base a una demanda 
por cobro de pesos, pues Je falla obligatoriedad y al no obtener 
tsanción definitiva Ja actora sólo ha podido demandar indemni- 
zación por expropiación y en este caso, seguir el trámite mar- 
eado por la ley a tal efecto, valiéndose de Ja prueba pericial 
para fijar el justiprecio del inmueble, ya (pie no existe razón 
alguna que lo releve de esa formalidad. Por ello, pienso que 
la sentencia recurrida debe ser revocada en todas sus partes y 
en consecuencia rechazar la demanda, con costas. Voto así 
por la negativa. El señor ministro Dr. Cardoso, se adhiere al 
voto precedente. Con lo que terminó el aenerdo, firmando loa 
ministros, doctores Oscar A. Olmedo Furtos, Arturo Bustos Na- 
varro y llamón Cardoso. — Ante mí: H. Miranda. 



Sentencia 

Santiago del Estero, diciembre 31 de 1941. 

Vistos: En mérito del acuerdo que antecede, desestimando 
la nulidad invocada, se revoca la sentencia recurrida de fa. 51 
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de fecha octubre 8 del 1940, sin costas (argumento del art. 3i>6 
del Código do Procedimientos). Regístrese, hádase saber y baje. 
O. A. Olmedo Funes. — A. Bustos Navarro. — R. Cardóte. 

Dictamen oel Proci'R.vdou General 
Suprema Corte : 

Ln sentencia definitiva dictada a fs. 7.*í-75 de los 
autos principales decide ser i ni procedente la acción de 
indemnización por expropiación, fundándose en que no 
luí mediada la reclamación administrativa previa exi- 
gida por el art. 4' de la Constitución de Santiago del 
Estero. Se traía de un inmueble ocupado por la muni- 
cipalidad local, cuyo precio ésta no paga. Atenta la 
analogía que el cuso presenta con lo resuelto por V. E. 
en 1'jíi, 207, pienso que el recurso extraordinario es 
procedente, y corresponde abrirlo. Se lia puesto en tela 
de juicio la validez de disposiciones de carácter pro 
vineial frente a las que garantizan el dcreelio de pro- 
piedad en la Constitución Nacional, y el fallo apelado 
admite la primacía de aquéllos sobre éstas. — Dueños 
Aires, mayo 2(J de li>42. — Juan Al vare** 



FALLO 1'K LA foKTE SITHEMA 

Buenos Aires, junio ló de 1ÍH2. 
Y vista la precedente queja caratulada "Rocnrso 




por la actora en los autos Taboada 
Argentina S. de e. Municipalidad de Santiago del Es- 
tero" a los efectos de decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que el superior tribunal de la causa, que lo fué la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San 
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tiago del Estero, lia decidido — por mayoría de votos, 
fs, 73— que "no se ha probado en forma alguna" que 
la aetoru "haya iniciado gestión ante la municipalidad 
sol ici tundo indemnización por expropiación, ni que haya 
dado poder o autorización" a ese efecto, y que no son 
tales las diligencias que real i mía don Leónidas Ta- 
imada, interrumpidas por otra parte con la elevación 
del expediente al C. Deliberante, "para los efectos del 
caso", a raíz de la aprobación por el intendente de la 
tasación del bien objeto del juicio. 

Que de ello se sigue en primer término que la ac- 
tor a no ha cumplido con el art. 4 V de la constitución pro- 
vincial, que dispone la realización de gestiones admi- 
nistrativas previas a la demanda judicial. Y también, 
que no existe convenio cutre Ja señora de Taboada y 
la municipalidad, respecto del precio del bien expro- 
piado, que permita prescindir del avalúo pericial del 
mismo, a los efectos de la suma a fijarse como indem- 
nización. 

Que es exacto que la jurisprudencia de esta Corte 
ha admitido que son constitucioua luiente inválidas las 
normas provinciales que requieren trámites previos se- 
mejantes a los exigidos por el art. 4 P do la Constitución 
de Santiago del Estero. Fallos: 186, 331 y los allí ci- 
tados. La cuestión al respecto planteada en loa autos 
reviste, pues, carácter federal indudable, a lo que cabe 
agregar que se planteó oportunamente, en el alegato 
de fs. 43, a raíz de la invocación del art. 4* de la consti- 
tución provincial, en la contestación a la demanda — v. 
Fallos: 188, 477. 

no obstante, no cabe cu la 




porque la sentencia tiene fundamentos de derecho co- 



•t FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

mún, local y de hecho, irrcvisibles por esta C*. y 
suficientes para sus tentarla. 

Que esos fundamentos —la inexistencia de conve- 
nio sobro el precio; la omisión de! trámite legal en 
materia de expropiación ; la falta de justiprecio peri- 
cial del inmueble que permita señalar la indemnización 
correspondiente— son suficientemente amplios, inde- 
pendientes de la cuestión federal arriba indicada, y no 
inadmisibles por causa de arbitrariedad, como para s in- 
tentar en su totalidad el fallo apelado. La cuestión fe- 
deral propuesta viene así, a no tener relación directa con 
la materia de la sentencia —Fallos : 190, 36 ^~ ■ 

Que en cuanto a la afirmación que contiene la que- 
ja, de que esta Corte ha decidido que "no es necesario 
realizar una pericia de justiprecio para el pago de b 
indemnización debido por expropi ación" es desde luego 
errónea, si se la extiende fuera de los supuestos que el 
Tribunal ha contemplarlo, y que se limitan a los casos 
en que media conformidad de partes sobre el precio, 
lo que —según ya se lia dicho— no acontece en la es- 
pecie — Palios :*20, 168; 186, 57 entre otros. 

En su mérito, se desestima Ja queja interpuesta 
por doña Argentina S. de Taboada. Hágase saber; de- 
vuélvanse los autos elevados como informe al tribunal 
de su procedencia con copia del presente pronuncia- 
mic 




SagabM-a — B. A. Nazab 
Ak choren a — F, Ramos 
Mejía. 
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MUNICIPALIDAD DE SAN LUIS v. ASCENSION 
OROZCO DE OROZCO 

RECURSO DE QUEJA; Interposición. Formalidades. 

ha obligación fie fundar el recurso extrnordinario debe 
dencgnciún7 >, I mi 'f 1 íntcrponer d recurso de W*$Í por 

RECURSO DE QUEJA: Interposición. FormalUlodes, 

La fu] tn do claridad del escrito en que se interpone el 
recurso de queja por denegación del extraordinario, que 
en el caso no permitía advertir de qué pronunciamiento se 
apelaba, cual era la cuestión federal debatida ni qué tri- 
bunal la había resuelto, importa defecto de fundamento 
suficiente del primero y determina su improcedencia (»). 



HABIL KALIIIL v. MOLINOS DEL RIO DE LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Caso,. Leye, 
da Congrego, 

La interpretación del art. 9» de la ley 9G88 constituye una 
cuestión federal susceptible de autorizar et recurso extra- 
ordinario ("). 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: indemnización. - Caja de Ga- 
raima. 

El art. 9» de la ley 9688 dispone en términos tan claros el 
sistema indirecto de la renta como procedimiento para el 
ajuste de la indemnización, que haee inadmisible las inter- 
pretaciones conducentes a obtener la eutrepa inmediata 
del capital al accidentado o sus dereelio-habientea {•), 



(i) Fpenji del fnTIo: 1.1 d- junio de lí)42. 

Fnllos: 1SS, 143 y Ion allí dtndo* ™ la nota (2). 
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S A TIERRAS Y YERBALES v. PROVINCIA DE 
SANTIAGO DEL ESTERO 

ACUMULACION DE AUTOS. 

Atento la oposición del actor y debiendo co Ampiar la 
se le ncía a £U« en el interdicto de recobrar deducido 
uor a U los efectos del juicio de expropiación miciad 

or el demudado, respecto a la, »^¡^^fR m * 
primero. üO procede MñÜriOtt ambos expedientes ( ). 



SEGUNDO DOMINGO OOBU 

SERVICIO MILITAR. 

El art 63 in- o) de la ley 4707 contempla ailiiaciow» 
nnrni r les en .i'.e -h> *e convoca una clase cada ano; « 

p í « -ún-ble al ciudadano que pretende eludir rf 
"rv -io militar fundado en que »>WJ2£*E 
wríotln «ral hn terminado, continúa bajo bandera por 
abe dispuesto asi un decreto del Poder Ejecut.vo uu- 
dal en ra/ones vinculada, a la situación internacional 
existente. 

Sentencia del Jvez Federal 

Córdoba, marzo 13 de 1942. 
Y Vistos: Los de la exeepciÓu al servicio militar de Se- 
cundo Domingo Gobbi; y 
Considerando : 

íW la excepción que acuerda el inc. e) 2* parte del art 
aféese ya bajo bandera un hermano cumpliendo el servicio 

de un año o el de la marina. encuen- 
rw n« el nrosente caso el hermano mayor que se encu ™ 

¡7) vZha del l^lio : ju Ilio 15 d * 1942, 
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de prórroga dispuesto por razones do orden publico por el 
P. E. de la Nación en receso del Congreso. 

Que siendo ello así, el caso debe considerarse como de mo- 
vilización parcial y completamente extraordinario, de tal ma- 
nera que no juega el principio del citado art. 63, iue, e), que 
se refiere, como surge de su texto a los casos ordinarios de 
prestación del servicio militar de uti año o de la marina. 

Por ello, y no obstante lo dictaminado por el señor fiscal 
resuelvo : No hacer higar a la excepción ni servicio militar soli- 
citada por Segundo Domingo Gobbi, clase 1921, M, 1. 2716222, 
D. M. N' 42. llágase saber y oportunamente archívese. — 
Carlos Herrera. 

Sentencia m la C ¿m ara Federal 

Córdoba, abril 20 de 1942. 

Y Vistos: 121 recurso de apelación interpuesto por el soli- 
citante, contra la resolución de fecha Vi de marzo último, dicta- 
da por el señor juez federal de esta sección, corriente a fs. 6 
en la excepción al servicio militar solicitada por Segundo Do- 
mingo Ooblit, en la (pie se ha resuelto no hacer lugar a la excep- 
ción. T 

Considerando i 

Que et ine. e) del nrt. 63 de la ley 4707 acuerda excepción 
del servicio militar al mayor de les hermanos pertenecientes a 
una misma clase, o al hermano menor de la clase siguiente, 
siempre que estuviese ya bajo bandera un hermano cumpliendo 
el servicio do un año o el de la marina. 

Que como se ve, lo qne la ley quiere, es que no se exija a 
dos hermanos su concurrencia simultánea a las filas del ejér- 
cito a prestar el servicio militar, cuando el llamado del primero 
es por lo menos de un año o para ta marina. 

Que en el presente caso, t . que el Humado al servicio al 
ciudadano ya incorporado es por más de un año o por tiempo 
indeterminado, se cumple con más exactitud si cabe el caso que 
la ley prevé, desde que Jo que da motivo para pedir la excep- 
ción es, como se ha visto, la coexistencia que de otro modo se 
produciría con la incorporación de dos hermanos a las fdas del 
ejército. 

Que así lo ha resuelto esta Cámara en casos análogos y esa 
es también la doctrina que deriva de la jurisprudencia de la 
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Pop esto, se revoca lu sentencia en recurso y se hace lusar, 
en conseciuMieia, a la excepción ilu servicio militar solicitada 
por Segundo Doniinjio fJubbi. Hágase snher, transcríbase y vuel- 
van. — Luis M. Allende (A.). — Miyud A. Al «¡va. — Rodvlfo 
Otcrv CapdevUa. 

Dictamen del Pnocrnmon General 
Suprema Corte: 

En la prosente causa sobm excepción ni servicio 
militar, se diseute si puede un ciudadano eludir pres- 
tarlo fundado simplemente en que continúa en las filas 
un hermano suyo, cuyo período legal ha terminado pero 
bigue bajo banderas por ordenarlo así hts der reí os de 
1C de enero y febrero 4 del corriente año, como conse- 
cuencia de la grave situación en que Ja guerra mundial 
hfl Colocado a nuestro país, 

La Cámara Federal de Córdoba prescindiendo de 
tal circunstancia, y también de la de regir el estado de 
sitio, ha declarado incompatible la prestación simal 
tanca de servicio por los dos he nanos, pues así debe 
interpretarse eJ art. 63, i no. e de la ley 4707 (fs. 8). 

Conceptúo, como el señor juez de sección y el señor 
fiscal suplente de dicha cámara, que tal doctrina ado- 
lece de fallas. El nrtíeulo citado contempla situaciones 
normales, en que sólo se convoca una clase cada año. 
Si, por desgracia, fuese indispensable convocar a diez 
o más clases a un tiempo i se interpretaría que sobre 
todos los hijos que integren la familia, bastará que 
uno esté prestando servicio para que ipso jacto los 
restantes queden exceptuados? Entre el derecho de no 
prestado por una razón accidental —como la invoca- 



du— y la obligación permanente de cumplirlo que la 
ley impone en su art, 1* a todos loa argentinos, la elec- 
ción no puede ser dudosa. Por otra parte, y aunque sin 
tratarse exactamente de la misma situación, V. E. tiene 
ya resuelto que mantener a un conscripto bajo bandera 
más allá del año de su llamamiento no es causal de ex- 
cepción para el hermanó que le sigue (136: 335). 

Agregaré todavía que si se admitiese la tesis de la 
Cámara, pudiera ocurrir se licencie en cualquier mo- 
mento al de la clase anterior, y resulte entonces el se- 
cundo exento sin causa legal del cumplimiento de sus 
obligaciones militares. 

Corresponde, pues, revocar la sentencia apelada en 
cuanto lia sido materia de recurso. Así lo solicito. — 
Buenos Aires, mayo '20 de 1942. — Juan Alvares. 



Y vistos: El recurso extraordinario deducido en la 
causa: "Segundo Domingo Gobbi sobre excepción al 
servicio militar contra la sentencia dictada por la 
Cámara Federal de Córdoba. 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General; los que contiene el pronun- 
ciamiento de primera instancia — t's, 6 — ; la doctrina 
sustentada por i*sta Corte en la causa C. S. 136, 335 y 
porque el caso C. S. 181, 1G1 invocado por la Cámara 
Federal de Córdoba contempla una situación distinta 
de la planteada en los autos, dado que la br' del 
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Buenos Aires, junio 17 de 19-42. 
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de fojas 8 en cuanto pudo ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse, 

Roberto Repetto — Antonio 
Saca una — B. A. Nazak 
Anchores a — F. Ramos 
Mejía. 



RAUL ERNESTO YUíLINO v. CAJA DE JTBIL ACIONES 

DE PEUIODISTAS 

JUBILACION DE PERIODISTAS: Principias generales. 

Diarios, revistas o publicaciones de información general 
son aquellos que llevan noticias si tu» a la totalidad, a la 
mayor parir de na a ir i miad, provincia o nación, gracias al 
ínteres que en esos nucióos sociales pueda despertar el 
conocimiento de los hechos, doctrinas, etc. de que se da 
noticia. Ninguna publieaciún se propondría una informa- 
ción general si no se descontara la posibilidad de un inte- 
rés de! mismo carácter en conocerla, no siendo, pues, lógico 
contraponer i n formación general a interés general. 

JUIHLACIOX DE PEUlOfilSlAS: ¡interaíf*. Persona* 

fumprenditias. 

Las revistas n diarins de carácter profesional o limitado 
que no solamente interesan c informan a las personas y 
entidades vinculadas a la respectiva profesión, sino tam- 
bién a la sociedad en general y enn tribuyen a la educa- 
ción del pueblo, y a sn mejor defensa y & ta más correcta 
ordenación de sñ vida, hállatisc comprendidos en la ley 
12.581. 

JUIH LACIOS DE PE PIO DISTAS; Principio* amérales. 

LEY; Interpretación ;t a pitean iún. 

La ley ltí.'jSl crea una institución de amparo y asistencia 
social basada en el régimen do cooperación de empleadores 
y empleados y debe ser interpretada de modo que sin des- 
virtuarla ni amplificarla exageradamente, se 1c dé un al- 
cance más comprensivo para aquellos obreros y empleados 
que sirven a la ilustración pública desde las columnas de 
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la prensil y que sirva cío más firme y eficaz sostón a la 
Caja por el mayor número de con ribuycntra al fondo y 
gobierno <lt- lu misma. 

FALLO HK LA CORTE SITMEMA 

Buenos Aires, junio 17 de 1942. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario interpues- 
to por la Caja Nacionul de Jubilaciones y Pensiones de 
Periodistas, en el juicio que le luí promovido Ernesto 
Raúl Viglino, empleado de la *' Revista de Jurispruden- 
cia Argentina" para que se declare que» en tal con- 
cepto, no está comprendido en la ley 12.581; contra la 
sentencia do la Cámara de Paz Letrada de la Capital, 
que hizo lugar a la demanda fundada en que el art. 2* 
de la ley excluye de su régimen a las publicaciones men- 
cionadas en el exordio, porque uo son de "información 
general" sino "particularísima de materia jurídica o 
exclusiva n íente relacionada con ella y destinada espe- 
cialmente a las personas vinculadas con ese aspecto 
científico" — fs. 83. 

La Corte abrió el recurso — fs. 100 — y las partes 
litigantes se han expedido en tiempo y forma sobre el 
fondo del asunto; 

Y considerando: 

1) Diarios, revistas o publicaciones de informa- 
ción general son aquellos que llevan noticias, si no a 
la totalidad, a la "tayor parte de una ciudad, provincia 
o nación, gracias al interés que en esos núcleos socia- 
les pueda dospertnr el conocimiento de los aconteci- 
mientos, hechos, doctrinas, etc. do que se da noticia. 
Ninguna publicación ae propondría una información 
general sí no se descontara la posibilidad de un interés 
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del mismo carácter cu conocerla, pues aun siendo noto- 
ria la mayor curiosidad progresiva del público lector, 
muy pocas personas lian de detenerse en el conocimiento 
de cosas que 110 entienden o no les afectan —individual 
o colectivamente—. No es lógico, pues, contraponer in- 
formación general a interés general; a veces la infor- 
mación despierta el interés y otras veces el interés bus- 
ca y provoca la información; un estado de opinión pú- 
blica suscita naturalmente la necesidad o el interés de 
difundir sus ideales y propósitos por medio del perió- 
dico, v, en muchas ocasiones, la prédica de un periódico 
contribuvo a concretar y definir un estado de conciencia 
social y a promover una organización política, literaria, 
social, ei'onómica, religiosa, educacional, etc. 

II) Kt mido de la cuestión n resolver en estos 
RU tos —y sobre todo a resolver por la Corte en función 
del recurso extraordinario del art, 14 de la ley 48— 
es el de saber si una revista o diario de carácter pro- 
fesional o limitado, como lo es la Revista de Jurispru- 
dencia Argentina, es de información •* general" o sim- 
plemente "especiar' limitado a lo que se llama "gente 
del foro", magistrados y empleados de tribunales, abo- 
gados, procuradores, escribanos, rematadores, estudian 
tes, funciona' ios y empleados de registros públicos —de 
la propiedad, de contratos, de comercio, de prenda 
agraria, etc.—. Desde luego so observa que esa enume- 
ración de personas, gremios e instituciones, denuncia 
un carácter bastante amplio en los interesados por co- 
nocer las decisiones de la justicia y los comentarios 
que sobre ellas se hacen por personas con autoridad 
jurídica; pero ha de agregarse que también preocu- 
pan esos fallos y glosas a los comerciantes, industriales, 
escritores, artistas, educadores y otros gremios y enti- 
por lo que particularmente les atañe; y a la ao- 
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ciedud en general por lo atinente al régimen de la fa- 
milia, do los contratos, de la propiedad, de la herencia, 
de los impuestos, de los derechos y obligaciones de la 
vida cívica ; de todo, en fin, de lo que ha establecida y ga- 
rantizado la Constitución y reglamentado las leyes or- 
gánicas de la Nación y de la» provincias. 

HI) Una publicación periódica — y la Revista en 
examen tiene, además del órgano principal, un diario 
'■Jurisprudencia Argentina'* (pie anticipa o resume el 
contenido de aquélla — que informa a la sociedad cómo 
se interpreta judicialmente los derechos civiles de la 
mujer, el de redi o ¡i la investigación de la paternidad, 
las causales y alcances del divorcio; la hitangibilidad 
de los contratos, el alcance del dominio, las acciones 
reales y posesorias; los derechos y obligaciones del Es- 
tado sobre los menores abandonados j los derechos de 
obreros, empleados de comercio, empleados públicos, 
etc. a la indemnización o jubilación o pensión; los al- 
cances y limitaciones del derecho de asociación, de 
prensa, de reunión; las limitaciones al poder impositivo 
del Estado y la manera como deben pagarse o protes- 
tarse los impuestos; la naturaleza jurídica y consiguien- 
te trascendencia de las concesiones de servicios públicos; 
una publicación de esa naturaleza no interesa solamente 
al loro y entidades a él vincuadas que se enumeran en 
el considerando II) sino que interesan y , »otencialmente 
informan a la sociedad en general y contribuyen a la 
educación del pueblo, a su mejor defensa, a la más co- 
rrecta ordenación de su vida; corrigiendo los abusos, 
enmendando los errores y consolidando el régimen de 
las instituciones. Una sentencia y un artículo de juris- 
consulto sobre habeas corpas, interdicto posesorio, 
abuso de autoridad, desacato, impuesto a los réditos, 
etc., interesa más e Í, 
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con más limitación a la gente del común desde las co- 
lumnas de una revista especializada que, en general, 
desde las de un diario común, limitado forzosamente 
en espacio y tiempo por la cantidad y calidad do : los 
asuntos a tratar bajo el apremio de la opinión publica. 
Es ineficaz la equiparación que se liacc en autos entre 
la revista y diario libres y amplios en pleito, con el ór- 
gano oficial y restringido de un cuerpo, repartición o 

poder público. 

IV) Tratándose de una institución de amparo y 
nsist.meia social basada en el régimen de la cooperación 
de empleadores y empleados es de justicia una Ínter 
pretación que, sin desvirtuar ni amplificar exagerada- 
mente la lev, lo dé un alcance mas comprensivo para 
aquellos obreros y empleados que sirven a la ilustración 
pública desde Ins columnas de la prensa; y que ni mrsmo 
tiempo, sirva de más firme y 
por el mayor número de 
bienio de la misma. 

En su mérito y concordantes del tallo del juez ^ 
letrado — fs. ¡IT— se revoca la resolución apelada 
mi cuanto lia podido ser materia del recurso y se decla- 
ra que el art. * de la ley núm. 12.581, en cuanto dis- 
pone comprendidos en el régimen de la mismn "a os 
diarios, periódicos o revistas de información general , 
alcanza a la empresa que edita la "Itevista de Jurispru- 
dencia Argentina'* y al diario -.Jurisprudencia Argen- 
tina". Hágase saber y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Roberto fUr-Erro — Antonio 
Sao aun a — B. A. Nazaii 
A nciiokkn a — F. Ramos 
Mejía. 
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COMPASJA (JEXEUAL DE FERROCARRILES DE LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. BUONONE, 

CUIDA Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Mtttrrm ajena. CaMttitacione$ y 

leifat toeulrs. Procesales. 

Líi sentencia del tribunal superior de la causa os irrevisible- 
por la Corto Suprema cu oí recurso extraordinario, en 
cuanto declara que determinada cuestión está comprendi- 
da en el litigio. 

IMPUESTOS A LOS FERROCARRILES, 

La exención de <r ra vá menea establecida por las leyes 5315 
y 10.657 sólo comprende los que afectan a las empresai» 
ferroviarias en el ejercicio de su comercio o industria o en 
los actos - que He relacionen directamente con ellos. 

FERROCARRILES. 

IMPUESTOS A LOS FERROCARRILES. 

La circunstancia de que el ex dueño de terreno expropia- 
do por un ferrocarril para la instalación de un ramal, no 
haya eje reído la acción de retrocesión prevista en el art. 
19 de ía ley 18Í), es indiferente a los efectos de establecer 
Si ha mediado o no alteración del destino del inmueble. 

F Eli ROCA ¡i III LES, 

IMPUESTOS A LOS FERROCARRILES. 

La circunstancia de (pie una empresa ferroviaria suspen- 
da transitoriamente el servicio o tráfico de una zona o sec- 
tor no autoriza a las municipalidades, mientras el Poder 
Ejecutivo o la Dirección General do Ferrocarriles no des- 
aprueben la medida o le fijen término de caducidad o la 
declaren definitiva, para declarar desafectada del capi- 
tal v del servicio ferroviario la porción de terreno desocu- 
pado y a excluirla del beneficio de la exención de impuestos 
establecido en las leyes 5315 y 10.657. 

IMPUESTOS A LOS FERROCARRILES. 

Conforme a lo dispuesto en el art. 1* inc. 2* de la ley 
10.1)57 las empresas ferroviarias sólo están obligadas a 
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pagar el afirmado correspondiente ¡il frente» del edificio 
de las estaciones, en la extensión de sus andenes, con ex- 
clusión de los anexo* y tallera. 



Y vistos: Los mitos sequillos por ln Compañía Ge- 
ne raí tic SViroearriles de la Provincia do 11 non os Aires 
contra Butruone y Cía., sobre repetición ílo la suma ele 
$ 8,1*05.03 tn/n., venidos por recurso extraordinario 
contra ln sentencia de la Segunda Sala en lo Civil y Co- 
mercial tic la Cámara de Apelaciones de Tíosario — i's, 

íoo y toa 

Considerando: 

Que la acto i a fundó el recurso extraordinario en 
que la sentencia recurrida desconoce la exención de im- 
puestos establecida en su favor por las loyes federales 
5315 y 10.657 — fs. 108—, Y esta Corte Suprema decla- 
ró su procedencia — fs. 14- — considerando que no obsta 
n ella la circunstancia de <|ue la demanda baya sido 
rechazada por el tribunal de la causa fundado en que 
las cuestiones planteadas por la aetora fueron decidi- 
das con fuerza de cosa juzgada y en contra do sus pre- 
tensiones en la respectiva ejecución ('). 



de la litis la defensa de la demandada referente a la 
falta de destino ferroviario de los terrenos frente a los 
cnales fué construido el pavimento, ha resultado deses- 
timada por el tribunal de la causa — fs. 101 y 102 — en 
forma irrevisible por esta Corte Suprema por tratarse 
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ü líenos Aires, junio 17 de 1SÍ42. 




' a excluir 



(I) V. Falto: ¡90, Ko. 
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de una cuestión procesal —Fallos: 17Í, 276—. Por lo 
demás, es patente que el punto fué introducido en el 
juicio tanto por la acto ra — fs. 5 vta. y 135 vta.— como 
por la demandada al sostener que la demanda importa 
la renovación de las cuestiones discutidas y resueltas 
en la ejecución — fs. 12. 

(¿ue según re i tenida jurisprudencia del tribunal 
—Fallos: 144, 408; K)í¡ f l.>3; 189, f¡:¡ y 84— la exención 
do gravámenes establecida por las leyes 5315 y 10.fi57 
sólo comprende los que afecten a las empresas ferrovia- 
rias en el ejercicio de su comercio e industria o en los 
actos que se relacionen directamente con ellas. 

Que la adora no niega los li cebos que Jas senten- 
cias recaídas en el juicio ejecutivo han invocado para 
fundar la conclusión de que los inmuebles no estaban 
afectados al servicio ferroviario cuando se construyó 
el pavimento — fs. 59, 59 vta., 83 vta., 84 del juicio eje- 
cutivo; fs. 5 vta., 94, 95, í'A'i vta., del juicio ordinario—. 
Pero sostiene que aquellos no son óbice para t\no. el in- 
i nucido haya seguido afectado al servicio ferroviario, 
corno a su juicio resulta de las circunstancias de no 
haber mediado dcsafcetaeión en los términos del art. 
19 do la ley 18Í), ni exclusión del inmueble de la "cuenta 
capital'* do la empresa, y de la reposición posterior de 
las vías que antes lo cruzaban - — fs. fj, 94, 135 vta. 

Que prescindiendo de que el título de fs. 34 no se 
refiere a los dos lotes sobre los cuales se ha cobrado el 
pavimento, el argumento enunciado en primer término 
es, con todo, manifiestamente ineficaz, pues la circuns- 
tancia de que el dueño del terronu no haya ejercido la 
acción de retrocesión que le acuerda el art. 19 de la ley 
189 es indiferente a los efectos de establecer si ha me- 
diado o no alteración del destino. 

razones para con- 
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cluír que loa terrenos on cuestión lian formado parte 
en todo momento del sistema ferroviario de la empresa 
acto ra, hallándose por tal concepto exentos del grava- 
men cuya repetición se persigue en este juicio. 

Desde luego, por circunstancias varias (economía, 
mejora técnica, mayor eficacia) puede una empresa fe- 
rroviaria suspender transitoriamente el servicio o trá- 
fico en una determinada zona o sector trasladándolo 
a otra parto como ensayo; y mientras el Poder Ejecu- 
tivo o la Dirección General de Ferrocarriles no desaprue- 
ben tal medida o le Fijen término de caducidad o la decla- 
ren definitiva no es posible validar una decisión munici- 
pal que declare desafectada del capital y servicio fe- 
rroviario esa porción de terreno desocupado y le prive 
del derecho a la exención de impuestos —que no es un 
privilegio o una gracia — sino el resultado del mutuo 
acuerdo entre empresas y gobierno que significan las 
leyes 5315 y 2873. 

Los terrenos en cuestión lian figurado siempre en 
la "cuenta capital" de la compañía, desde su adqui- 
sición hasta la fecha del informe do fs, 57 — toda la tie- 
rra, dice éste — no obstante el levantamiento del ramal 
de enlace con el Ferrocarril Santa Fe que pasaba por 
ellos. 

Si la Dirección General de Ferrocarriles, a la cual 
corresponde intervenir en el examen y fijación del capi- 
tal de cada empresa —ley 287.'!, art. 71, ine. 17— y el 
Poder Ejecutivo, al cual correspondo fijar esc capital 
a los efectos de los arta, 8' y í) v de la ley 5315 y L w siguien- 
tes del decreto reglamentario de la misma, de abril 30 
de 1ÍÍ08, no han excluido a los terrenos de referencia 
de la cuenta respectiva, razonablemente sólo cabe con- 
cluir quo ello se debe a que consideran a dichos bienes 
entro los que forman parte del sistema ferroviario de 
la aetora. 
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La reinstalación del rainal IV n ovia rio levantado 
cu 1018 — cuya conveniencia fué expresamente recono- 
cida por el decreto transcripto a fs. .")(>— so licitada y 
realizada con pusleríorídud a la construcción del afir- 
mado y a lo resuelto en el juicio ejecutivo, si bien no 
autorizaría por sí a decidir la cuestión a favor de la 
empresa, permito, en cambio, comprender por qué no 
lian sido excluidos los terrenos del conjunto de bienes 
afectados al servicio ferroviario de la acto ra, corrobo- 
rando a^í lo expuesto en el considerando precedente. 

Por ello y la reiterada jurisprudencia do esta Corte 
Suprema en cuanto al alcance de la exención establecida 
por el art. 1*. inc. L» do ia ley 10.Ü7>7 —Fallos: 191, 1ÍÍ5 
y los allí citados — se resuelve revocar la sentencia ape- 
lada en lo que lia sido materia del recurso. Notifíqueso 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Roberto Rkpktto — Antonio 

SaGAKXA — B. A. NaZAB 

Anchoiutna — F. Ramos 
Mej ía. 



S. A. CIA. (J EXERAL DI-; FOSFOROS SUDAMERICANA 
v. DIRECCION íi EXERAL DEL IMPUESTO A LOS RE- 
DITOS 

KFXUIiSQ KXTBAOnn/XAfíW: Cuestión federal. Casos, Ltyes 

Procede él recurso extraordinario contra la sentencia que 
desestima el derecho fundado ou la ley federal 11.G83. 

IMPUESTO A LOS HE DITOS: Aplíeadón. Procedimiento tf re- 

Todas las cuestiones sobre procedencia c improcedencia 
del impuesto a -os réditos deben discutirse ante la juris- 
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dicción administrativa mediante los recursos de rccotisi- 
dcrueión, oposición v repetición que crea la ley ll.btw, y 
la demanda contenciosa que también ella crea y reg ámen- 
la: por lo (pie el ort. 2+ del texto ordenado de dicha ley 
es lógico "1 m'giir 1» a™»»» tle repetición fuera de los casos 
del pago voluntario por error de cálenlo o de concepto en 
las pwéias declaraciones del contribuyente o agente de 
retención y la prescripción que establece es con relación a 
estas acciones, (píe son las únicas viables. 

IMPUESTO I tOS llKfUTOS: Apiieaéió». í'roccdtmuHtQ y re- 

CtíttOS, 

PRESCHU'ClifS: rresrriitci'ln Üe ttcvituu* en purthiilar. Uyet cs- 
pecitUes. 

La situación del contribuyente que sin deducir el recibo 
de ttomáfo PágG t>l apuesto bajo protesta, no se halla 
prevista en el art. 24 de ta ley P,6S3, % O., sino en el art. 
41 de la misma, que establece un recurso administrativo 
sin término expreso para ser deducido. 



y i- ntiín cía ol:i. -I t ■ t:z F edera i. 

ríñenos Aires, aposto 8 de lí>40. 

Y vistos- Tara resolver en definitiva este juicio seguido 
por la Compañía (Jencral de Fósforos S. A. contra el Pisco 
Nacional ( Dirección General del Impuesto a los Réditos) sobre 
demanda contenciosa, ley ll.(is:¡ (T. O.), y 

Resultando: Qno la sociedad actora se presenta y expone: 

Que desde que fuera sancionada la ley 11.587 de impuesto 
a las transacciones, efectuó los papos deduciendo el importe 
de los impuestos internos nacionales y provinciales que grava- 
ban sus mercaderías. Estas deducciones se efectuaron desde e 
\» de iulio de l!>3*2 basta el año 1934 en que compehda por el 
fisco debió abonar la suma de * 4.418.57, pago que efectuó con 
la correspondiente protesta. Si bien las diversas leyes y decre- 
tos sobre impuestos a las transacciones parecían excluir la de- 
ducción de los impuestos nacionales y provinciales, primera- 
mente sólo provineiales después, esas leyes y decretos estaban 
fundados en un criterio equivocado, fruto de la inexperiencia 
en esta materia. La ley de impuestos a bis ventas, sucesora de 



JUSTICIA DE IíA 



la que grava las transacciones, volviendo a las normas eonsti. 
tuciouales y de estricto derecho, excluye expresamente del mon- 
to a gravarse los impuestos infernos nacionales y provinciales. 

La justicia, interpretando de la misma manera esas leyes, 
en fallos repetidos ha hecho lugar a la devolución de Iss su- 
mas percibidas de ese modo. Entre oirás, en el juicio "Diadema 
Argentina" (8. A. de Petróleo) v. Gobierno Nacional. 

La resolución de Réditos que deniega el recurso de repeti- 
ción y que la obliga así a acudir a la justicia, omite pronun- 
ciarse sobre el fondo del asunto, y se funda, exclusivamente, 
en que de acuerdo a lo dispuesto en el art. 38 (hoy 24} de la 
ley 11.68:1 la acción para reclamar se encontraba* preseripta 
al tteMpo de intentar el recurso. 

Dicho precepto, sin embargo, es inaplicable ni caso ocu- 
rrente, pues en el mismo se contempla únicamente aquellos 
casos "en que el pago haya sidn efectuado por error de cálculo 
o concepto en "las propias declaraciones del con tribu ven te o 
agente de retención" y ella no ha efectuado el pago voluntario, 
sino cediendo a compulsión del fisco, según lo acredita la cir- 
cunstancia de que el mismo se hiciera bajo formal protesta. 

La prescripción de la acción do repetición es de 10 años, 
de acuerdo a lo establecido en el art. 4023 del C. C. 

Tampoco sería aplicable al caso de autos la prescripción 
de 2 años legislnda en el art. 4030 del misino Código, pues ella 
so refiere únicamente a la acción de nulidad de los actos jurí- 
dicos por vicios de con sentí miento. 

En mérito de todo lo expuesto y fundado en los principios 
legales enunciados y en !o dispuesto en el art. 4' de la Cons- 
titución Nacional (pie se opone a la superposición de impuestos, 
demanda al fisco nacional para que se lo condene a devolverle 
la suma de $ 4.418.57, que indebidamente se viÓ obligada a 
pagar, con intereses y costas. 

Que el representante de la Nación contesta la demanda mani- 
festando que el error de la actora es evidente, pues analizando 
Ja ley 11.G83 (t. o.), o mejor dicho, teniendo presente la eco- 
nomía general de la ley, se advierte que los términos de pres- 
cripción en ella establecidos, modifican los de la legislación 
eomún con normas propias. En ese sentido, ha fijado la ley en 
el Capítulo III, art. 23, el tiempo de prescripción de las accio- 
nes del fisco, estableciendo el término de ó años. Y para las ac- 
ciones como la presente, en el Capítulo V, art. 38, el término de 
2 años. 

Dentro de la lógica jurídica con que deben contemplarse 
estas situaciones, las disposiciones de la ley son razonables y 
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ajustadas al criterio con que w e» materia »»l'H'*to»; 

2 «nido al fisco un liempo mayor para que míete ■» accio- 
ne* por cobro de impuros —por razones obvias— y a los par- 
ticulares un tiempo menor. . 

Si te aceptara la teas de la actora, tendnnnms n.m in- 
congruencia manifiesta, inaceptable en tina lev de »mP^«"; 
porque colocaría al fisco cu evidente desvenda onréw ion 
ion los particulares, desde que éstos dispoiulnan del doble fl« 
nla20 para el ejercicio de sus acciones. 

' pír lo dicho y habiéndose deducido */"f&4{j^ 
ción v la presente acción después de vencido el termino te - 
año" «¿1.! <!»!• abonó el impuesto, opone a propreso de la 
demanda la prttrrípcmii do la acción autorizada por el art. 38 
(hoy 24), ley 11.683 (ta.), y pide costas. 
Considerando: 

Que opuesta por la demandada In excepción de prescripción 
atento la naturaleza extintiva de I» misma, corresponde sea 
dilucidada esta cuestión on primer termino. 

De autos consta <,ue la causa suh inversa sobro impuro 
a las transacciones de la derogada ley 11.587 ingresado al fisco 
en íti de enero de 1935, Tal constatación impone, como de no 
cosaria aplicación, el texto legal relativo prescnpeion preus- 
W^lfm S i -""teria, y viente en el lapso de t.empo en 
mu? se pretende corrida la prescripción. 

q Es principio consagrado por la dootr.ua del derecho pu- 
blico el de une en materia fiscal rigen excluyeiitemente las ñor- 
5 £ las leyes fiscales, siendo úni— de al- 
eación los preceptos del derecho común, en los casos no pre- 

'"^De^^'K.rende ,p,e. en todo lo une la ley de la ma- 
teria 1 683. vigente entre los años lí>35 y haya pre- 
veo sobre la prescripción de la acción del contribuyente para 
repetir los papos efectuados en concepto de impuestos, ha do 
te, cí e en W*Ü Üts> excluyeme de los principios de 
TW> W r& ! « Pr-cripción ordinaria tiene leg.slado 

tflm QÍc de «cnerdo al texto espreso del art. 38 de la ley 
mía 116H3 vidente en los años expresados, se establece con 
Sirida"' 5 2Sn d¿ repetición para lo, impuestos a 1« 
íédi os v a las transacciones ha sido notablemente restringido 
Tal se. desprende do su texto, cuando dice: Ltó 
contra el fisco por repetición de impuestos soto »MM> 
« cuando el pago haya sido efectuado por error de calculo o 

1 1 
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Esta restricción lega! impuesta a Ui acción de repetición 
guarda estrecha correlación con la institución del recurso de 
oposición que consagraban ios arts. :'¡ 1 a 3l>, mediante el cual 
los contribuyentes, sin necesidad de esperar el vencimiento de 
las impuestos, podían impugnarlos en todos los aspectos en que 
los consideraren contrarios a la Constitución o a las leyes res- 
pectivas. Claro y justo resultaba de la adopción de este prin- 
cipio excepcional en nuestra legislación que, cuando hubiera 
mediado error de cálculo o de concepto en el papo, por sel 
ambas situaciones oxeluyentes de toda discriminación volun- 
taría, la acción de repetición de dicho papo les estuviera reser- 
vada a los contribuyentes ineursos en error. 

Fuera de estos dos supuestos de error de cálculo y de 
concepto en las propias declaraciones, resulta indudable que 
la ley núm. 11.683, apartándose del principio general con- 
sagrado por el Q« C. en materia de repetición de papo sin cau- 
sa legal, ha excluido de entre las acciones concedidas, la de 
repetición pnr pago deliberado, desde que el mismo podía 
salvapuardarse mediante el recurso de oposición del art. 34 
citado, antes del vencimiento del impuesto. 

El sentido restrictivo en cuanto a la concesión de la ac- 
ción de repetición dentro del régimen de las leyes que con- 
templa la ley mím. 11.683, no puede siquiera cuestionarse ante 
el uso del adverbio sólo empicado en el texto del art. 38, cuya 
acepción gramatie»! equivale a "únieo en su especie". 

Ki la repetición en la ley 11.683. pudiera en contrario 
considerarse concedida en la misma amplitud (pie la tiene re- 
piada nuestro derecho común positivo, cabría afirmar que tan- 
to el adjetivo usado como el texto mismo de todo d artículo 
estarían de más o carecerían de sentido racional lógico y gra- 
matical. 

Que la circunstancia legal de que los arts. 37 y 42» ine. e), 
prevean situaciones acerca de la repetición de los impuestos, 
ello en nada altera la conclusión precedente, desde que la re- 
petición a que ambos preceptos refieren, no puede ser sino la 
que restrictivamente contempla el art. 38 citado. 

En el caso del art, 37, el pago por error ha podido ser 
hecho desde luego, vnlun tari ámenle, y también compulsiva- 
mente como allí se prevé, pues dicho precepto sólo ha querido 
significar que en ni n puno de los dos casos se podría deducir 
la acción judicial, de repetición por error sin la previa recla- 
mación administrativa ante la gerencia. 

Que el examen de los hechos en que el actor funda su im- 
pugnación a los impuestos oblados y por tanto de los que de- 
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duce el derecho n lu repetición (|tio reclama en el sub juriice, 
bien se percibe t|ue, por haber cuestionado antes del pago tas 
rabones de su resistencia, tlieho pago uu puede considera rué 
incluido dentro tle los supuestos dé error previstos por el 
art. 'ÍS . (pie presupone necesariamente falta de conocimiento 
previo, de los lachos que dan lugar al error. 

Dentro del criterio sustentado por el suscripto y las razo- 
nes que funda menta n la impugnación del actor, que excluyen 
al cuso sub Ufe de las previsiones de error, que sola pueden 
autorizar la acción de repetición, resulta evidente que la ex- 
tinción de la acción deducida deja de estar regida por las 
normas de la prescripción, para convertirse en un caso de falta 
de acción por inexistencia legal del derecho de repetir. 

El precedente fundamento gramatical en que el suscripto 
basa esta decisión, encuentra a peyó en la norma de interpre- 
tación sentada por la Corle Suprema, cuando dijo: "Las pa- 
labras, los tiempos y modos de los verbos, tienen su significado 
gramatical (pie ni los legisladores ni los jueces pueden modifi- 
car y menos privar a los habitantes de derechos y garantías, 
adquiridos a! amparo cié In correcta inteligencia de los térmi- 
nos empleados por la ley" (jP#fías¿ t. 184. p. (¡20. consid. 10). 

Por tanto y lo expuesto, fallo desestimando la demanda 
contenciosa deducida por la Cía. (¡ral. de Fósforos (S. A.) 
en contra del Fisco nacional sobre repetición de impuestos a 
las transacciones, con costas. — Emilio L. Qpvf^álm. 



Sentencia de la Cama ka Federal 
■ 

] i ueuos Aires, mayo 7 de 1!>41. 

V Vistos: En cuanto al recurso de nulidad, fundado en la 
circunstancia de haberse omitido pronunciamiento respecto a la 
defensa de prescripción, deducida en el sub judie* 1 , y recaído el 
fallo sobre cuestiones no sometidas a decisión del a tjiio. 

Considerando: Que, en efecto, la demandada se limita en 
su escrito de responde de f. IT a oponer la prescripción libe- 
ratoria de la acción, pidiendo, sin aludir al fondo del asunto, 
el rechazo de la demanda, por lo cual, en esta situación, el juez, 
debió circunscribirse, entonces, n admitir o rechazar esa única 
defensa y decidir así la suerte de la causa, lo que no bn ocu- 
rrido, desde que la demanda es desestimada por falta de ac- 
ción, <pie no ha sido alegada por la parte demandada. 

Que. por consiguiente, habiéndose fallado ultra ptiitin. 
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por aplicación de lo dispuesto en los arts. 13 y 233 de la 
ley 50, corresponde declarar la nulidad de la sentencia dicta- 
da en este juicio, y conforme a la jurisprudencia de esta Cá- 
mara, que se publica en G. del Foro, t. 75, pág. 12, y t. 96, 
pág. 281. 

Y derivando esta nulidad por vicio de la sentencia, desde 
que en el su!» lite el procedimiento se encuentra arreglado a 
derecho, corresponde a este tribunal, conforme a Ja norma 
del art. 236, proveer sobre el fondo de la cuestión debatida. 

Considerando: Que en el caso se reclama una suma de 
dinero pagada bajo protesta (telegrama de fs. 2, expediente 
administrativo agregado) por entender el recurrente que su 
eobro es improcedente a causa de tratarse de impuestos inter- 
nos provinciales, los que deberían deducirse, por lo tanto, del 
monto gravable. 

Que siendo ello así. no encontrándose el caso compren- 
dido dentro de lo dispuesto por el art. 38 de la ley nuil). 11,683 
(t o.), desde que las situaciones que contempla este precepto 
legal son distintas, no corresponde aplicar al caso de autos 
la prescripción especial de 2 años, sino la general fijada por 
el art. 4023 del C. C, y de acuerdo con la norma de interpre- 
tación que sobre el punto consagra el fallo de este tribunal 
en el juicio Clodomiro ¡5a va lía v. la Caja Nacional de Jubi- 
laciones y Pensiones Civiles, fallado en mayo 2Í> de 1939, con- 
firmado por la Corte Su ¡trema el 18 de setiembre del mismo 
año (t, 184, p. 574). 

Que no habiendo transcurrido desde que se efectuó el pago 
hasta la fecha de interposición de la demanda de f. 1 el tér- 
mino de 10 años, que señala el citado artículo del Código 
Civil, corresponde desestimar la defensa articulada. 

Que con respecto al fondo del asunto; no habiéndose de- 
ducido otra defensa al contestarse la demanda, que la ante- 
riormente considerada, ni habiéndose negado de ninguna ma- 
nera los hechos, ni desconocido el derecho del netor, corres- 
ponde acordar lo que se pide en el escrito de fs. 8. 

Por ello, declarándose nula la sentencia de fs. 28, se re- 
chaza la defensa de prescripción alegada, y, en consecuencia, 
haciéndose lugar a la demanda se condena al fisco nacional a 
devolver a la Cía. (i ral. de Fósforos (S. A.), la cantidad recla- 
mada de $ 4.418.;»7, con intereses desde la notificación de la 
demanda y las costas del juicio (art, 48 de la ley 11.683, 
t. o). — Nicolás González Iramain. — Carlos del Campilto. — 
Ricardo Villar Palacio. — Jtton A. González Calderón. — Eze- 
quiel 8. de Oluso. 
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Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra la sentencia dictada por 
la Exma. Cámara Federal de Apelación de la Capi- 
tal, en el juicio contencioso seguido por la Compañía 
General de Fósforos Sud Americana S. A. contra la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos. 

Considerando : 

Que la compañía aetora abonó el 1G de enero de 
1935 la cantidad de $ 4,418.57 ni n. en concepto de im- 
puesto a las transacciones, bajo protesta por cuanto no 
se le permitía deducir a los efectos de establecer el mon- 
to gravable los impuestos provinciales que había abo- 
nado; el V2 de abril de 1937 se presentó a la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos solicitando se le 
devolviera o acreditara dicha suma, a lo que no se le 
hizo lugar por haberse proscripto la acción de acuerdo 
con el art. 24 de la ley 11.083, T. O., y el 18 de agosto de 
1938 deduce la presente demanda contenciosa ante el 
juzgado federal. 

Que la aetora sostiene que la prescripción del cita- 
do artículo de la ley 11.G83 no es aplicable a su caso, en 
el que el pago se ha hecho compulsivamente, sino la 
prescripción general del art. 4023 del Código Civil y 
como la sentencia recurrida acepta, en definitiva, esta 
tesis y hace lugar a la demanda, el Ministerio Público 
interpone recurso extraordinario para ante esta Corte, 
que le ha sido concedido. 

Que debatiéndose la interpretación de una ley na- 
cional y siendo la sentencia contraria al derecho en 
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cuyo apoyo lia sido invocada, el recurso extraordina- 
rio ha sitio liion concedido. Art. 14, iiic. 3* ley 48. Art, 
ti*, ley 400"). Fallos: 191, 55. 

Que si bien la única cuestión sometida a decisión 
de la Corte es el alcance de la prescripción establecida 
por el art. 24 de la ley 11.G83, T. O., se liace necesario 
el estudio de otras disposiciones de la misma ley y del 
sistema de acciones, recursos y derechos que ella y sus 
sucesivas modificaciones han creado para garantizar 
la percepción del impuesto y los derechos de los con- 
tribuyentes, constitutivo de uu todo orgánico cuyas dis- 
posiciones es necesario coordinar para su mejor inte- 
ligencia. 

Que la ley 11.US3, sancionada en febrero 21 de 1933, 
modificada en algunas de sus disposiciones por la 12.151, 
de enero 17 de 1933, en su cap. III titulado "De las pe- 
nalidades, de la prescripción y do los responsables" 
contiene disposiciones especiales sobre prescripción en 
materia de impuestos, fijando el término de cinco años 
para la prescripción de las acciones del Fisco y estable- 
ciendo en el art. 24 que las demandas por repetición de 
impuestos sólo podrán hacerse cuando el pago haya sido 
efectuado por error de cálculo o concepto en las pro- 
pias declaraciones del contribuyente o agente de reten- 
ción y fijando el término de dos años a contar desde el 
pago para la prescripción de tales acciones. La letra 
de la ley no admite duda; fuera de esos casos niega al 
contribuyente la acción de repetición. En concordancia 
con este principio la ley crea en favor del contribuyente 
el recurso de oposición con referencia a los impuestos a 
vencer — arf. 38 — y oí de repetición si el impuesto fuera 
abonado voluntaria o compulsivamente, exigiendo la 
previa interposición de reclamación administrativa — 
art. 41—. En todos los casos deja expedita la vía jadi- 
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eial, que no es otra que la orga nizada en el cap. V de la 
ley.. Esta demanda contenciosa debe ser deducida en el 
perentorio término de quince días, vencidos los cuales 
la resolución administrativa se tiene por consentida y 
pasada en autoridad de cosa juzgada y el impuesto por 
definitivamente oblado o adeudado — art. 42— Ade- 
más, las sentencias dictadas en las causas por ejecución 
de las mismas son definitivas y no autorizan el ejercicio 

Que iio este conjunto de disposiciones se deduce con 
claridad que. dentro del mecanismo de la ley 11.683. 
todas las cuestiones sobre procedencia o improceden- 
cia de impuesto deben discutirse ante la jurisdicción 
administrativa mediante los recursos de reconsidera- 
ción, oposición y repetición que ella crea, y ta doman 
da contenciosa judicial que ella también eren y regla- 
menta, y por lo tanto, que el art. 24 es lógico al negar 
la acción de repetición fuera do los casos del pago vo- 
luntario por error de eáculo o de concepto en las pro- 
pias declaraciones del contribuyente o agento de reten- 
ción y que la prescripción que establece os con relación 
a estas acciones, que son las únicas viables. 

Que esto resulta todavía más claro si se tiene en 
cuenta que el caso «leí actor, que pagó el impuesto bajo 
protesta, estaba expresamente previsto por el art. 41 de 
la ley antes de la reforma, que le otorgaba el 

recurso de oposición que debía deducir dentro do diez 
días del pago, disposición modificada por la ley 12,151 
de enero 17 de lD3r>, que, conservando el recurso, Jo lla- 
ma de repetición poro suprime el término para su inter- 
posición. Se está, así, en presencia de un recurso admi- 
nistrativo sin término expreso para ser deducido. 

Por estos fundamentos so confirma la sentencia 
apelada de fs. 36 en cnanto ha podido ser materia del 
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recurso. Notifique** y devuélvase, debiendo ser 
el papel en el juzgado de 




ÍPETTO — 

Sagabna — B. A. Nassau 

Anchobena — F. Ramos 
Mkjía. 



PUOVINCIA DE SANTA FE v. MANTEL V. MOURE, 

— SUCESIÓN* — 

TtEcvítso nmmmmsARio: costa*. 

L¡is eoHlus devengadas ante la forte Suprema en el re- 
curso extraordinario delieu papara por su orden. 

HECl T RSO EX TliA HDiXA [{[(j: Cantas. 

No incumbe a la Corte Suprema sino a los tribunales de 
la causa, adecuar el pronunciamiento ilr éstos sobre las 
cuestiones no federales accesorias al pleito, como son la¿ 
costas tl.'vrnrriK'ms ante ellos, a la revocatoria pronunciada 
por aquella sobre Jos puntos federales comprendidos en su 



PALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 17 de 1942. 

Y vista la precedente solicitud interpuesta por do- 
ña Marra O. de ('líenlo y otra {'). 

Y considerando : 

Que las costas devengadas ante esta Corte en el re- 
eurso extraordinario deben pagarse por su orden, según 
así se lo ha resuelto reiteradamente — v. Fallos : 192, 19, 

Que respecto «le las ocasionadas ante los tribunales 
de la cau sa, no corresponde a esta Corte pronunciá- 
is V. Palios: 1S8, 286. 
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miento alguno —Fallos: 190, 407 y los allí citados y cau- 
sa "Héctor Corona v. Juan K. Corona", fallada en 6 de 
mayo de 1942. Porque incumbe a los respectivos tri- 
bunales de la causa adecuar su pronunciamiento sobre 
tas cuestiones uo federales accesorias del pleito —como 
eon las costas— a la revocatoria de esta Corte sobre los 
puntos federales comprendidos en su decisión. 

En su mérito se decide no hacer lugar a la aclara 
toria pedida. llágase sabor y archívese. 

RoRKHTÜ RKPETTO — ANTONIO 

Sao Ait. va — H. A. Xyzar 
Axciiorexa - F. Ramos 
aíejÍa. 



SACCONE Y OITMA v, A DI* ANA 

ADUAyA: importación. Lihre de derechos. 

La circunstancia de que las ! laves de hierro fijas y movi- 
bles importadas se hallen cubiertas en algunas partes eon 
nna liiicra «apa tic níquel tendiente a evitar su rápida 
ox id ación, no basta para excluirlas de la exención pre- 
vista en el firt, 3". párr. 3'. de la ley uúm. H.Ó88 para 
las "herramientas de hierro y acero para artesanos" 



ALT KICHQI'IE Y Uso. r. TSLYTII Y PLATII Lted. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: f.thr.,1. Cutos. Leyes 

del Congreso. 

Habiéndose cuestionado que ln ley 3075 permite el re- 
gistro de una marea similar a otra ya registrada cuando 
se trata de distinguir ¡distintos productos de distinta cla- 
se, procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
definitiva contraria al derecho fundado por el apelante 
en la citada ley federal. 



<i) Fwha fallo: 11* de junio de líllJ. Ver Faites: IflÜ, SS. 



di: jüstícu de la xación 



*V J /í C. I S /i/; F. \ lttit( A: O poawtón. 

Ef titular de una matea registrada para distinguir pro- 
ducios de una clase determinada tiene derecho a opo- 
nerse ü la concesión do esa marca o de otra confundible 
con ella pura distinguir productos de otra clase, cuando 
concurren circunstancias cspccialísirnas que pueden orí- 
pinar confusiones acerca de In procedencia de los artículos. 



SENTENCIA DEL th T EJK FEDERAL 

Buenos Aires, noviembre 28 de 1940. 

Y vistos : Para sentencia esta cansa seguida por "Al í Kich- 
quie y linos, contra Jilyth y l'lüth Limited, sobre registro de 
marea". 

Itesuttando: 

1') Que la aetora manifiesta haber solicitado en la ofi- 
cina respectiva, por acta niini. 21)4.061 el rpgistro de la marca 
"Cobra" con un diseño especial, para distinguir productos 
de la clase 2, a lo que se ha opuesto la demandada alegando 
confusión eou su marca de igual denominación y dibujo, 
núm. 145.960/66 y 171.452/3 registrada para la clase 14, 

Señala la actor» que conforme a la ley y jurisprudencia 
el registro de una clase no da protección en las otras y por 
consiguiente la demandada carece de derecho para ta protes- 
ta que ha formulado, tanto más cnanto se trata de productos 
diferentes, no susceptibles de confusión. 

Solieita se haga lugar a la demai da, desestimándose la 
eposición, con costas. 

2") Que la demandada al contestar insiste en su protes- 
ta administrativa por tratarse, dice, de un conjunto solicitado 
por la actora que comprende un círculo con varias, franjas en 
colores, dentro del cual se ineluye ta palabra "Cobra" y la 
representación de un reptil, también con colores determina* 
dos, en forma idéntica a las marcas usadas y acreditadas me* 
diante una costosísima propaganda, por lílyth y Plath Ltd. 

La circunstancia de que estas marcas registradas lo sean 
para otras clases, agrega no obsta a su derecho de oposición 
pues en el caso es posible la confusión de productos y el con- 
siguiente perjuicio comercial para la demandada. Pide el re- 
chazo de Ja acción, con costas; y 
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Considerando : 

Que al calificar categóricamente el ort. 6* de la ley 
nura. 3975, que el derecho a la propiedad de las marcas y la 
consiguiente acción para lograrlo, se concede exclusivamente 
al comerciante, industrial o agricultor para los fines de su 
actividad comercial, agrícola o industrial, surge como obliga- 
ción de oficio de los jueces que han de decidir los casos traí- 
dos a sus estrados, establecer si el accionante reúne 1» capa- 
cidad de derecho exigida por el articulo citado. Así lo ha con- 
sagrado la jurisprudencia vigente al respecto (C. S. Pat. y 
Marcas 1939-121). 

Que de todas las informaciones obrantes en autos a fs. 31, 
32, 33. 34. 35, 3fi, 42, 43, 4--), 46. 47, 98, 99, 104, 106, 107, 
118 expedidas por las principales firmas y la Bolsa de Co- 
mercio de la Capital, resulta acreditado que la firma actora 
es desconocida en plana. Además la actora no ha probado ta 
insinuado probar la calidad de comerciante que parece invocar 
en la demanda. Lo expuesto acredita la falta de capacidad 
legal y de acción con que ha obrado la -?tora al solicitar el 
registro de la marca "Cobra" de que informan las actuacio- 
nes sitb'jitftire. 

Por tanto v lo expuesto fallo: Desestimar la demanda de- 
ducida por "Kiehquie Alí linos, contra Blyth y Plalh Ltd. 
sobre oposición indebida al registro de la marca *' Cobra", 
con costas. — Emilia l, González. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, julio 2 de 1941. 

Y vistos: Considerando: 

En cuanto, al recurso do nulidad: se furnia en que la sen- 
tencia se pronuncia sobre la falta de calidad de comerciante 
de la firma actora. sin haber dado a ésta la oportunidad de 
comprobar en autos esa condición. Habiéndose producido prue- 
ba en segunda instancia, sobre el punto, carece de finalidad el 
recurso interpuesto. En consecuencia, se lo desestima. 

En cuanto al de apelación: Resultando de la prueba docu- 
mental agregada de fs. 149 a fs. 162, que la parte actora se 
dedica al comercio explotando los ramos de nrticulos de lim- 
pieza, menaje, papelería y mercería, cabe admitir, contraria- 
mente a lo que se sostieuc en la sentencia apelada, que reviste ca- 
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Hdnd de comerciante r los efectos de obtener registros de 
mareas y, por consiguiente, para deducir este juicio. 

(¿ue el punto primordial de la litis, consiste en establecer 
si la sociedad demandada puede oponerse, como titular de re- 
gistros do m¡i rea de la clase 14, a que la parte demandante 
obtenga registro de una marea para la clase 2, en razón de que 
la marea solicitada se presta a confusión con las registradas. 
Que esta cuestión ha sido expresamente resuelta por ia 
jurisprudencia do la Corte Suprema, en sentido de que el titu- 
lar de una marea para determinada clc.se de artículos, tiene 
acción para oponerse a la concesión de marcas otorgadas para 
productos de otra clase si concurren circunstancias eupecialí- 
fiiiuas que demuestren la cnnfundibiltdnd di los productos, {Fa- 
llen 177, 91 ; 181, 378; 187, 205; véase aden-ás el fidlo recaído 
en el juicio bt Hernández v. "Alba" S. A., el 21 de abril del 
corriente año). 

Que en el presente cnso lu con fusión de los productos se 
producirá, no sólo a causa de la absoluta similitud de ambas 
marcas, sino tnmbii'n porque concuirei. las mismas circuns- 
tancias — probadas en autos — que la Corte Suprema admitió 
como especialísimamente eficientes para originarla. 

Por estas consideraciones, se confirma, eon costas, la sen- 
tencia de fs. 144 que desestima la presente demanda. Devuél- 



DlCTAMEX DEL PnOCUKADOIl GENERAL 

Suprema Corte: 

Por sentencia de fecha dos de julio de] corriente 
iiño (fs. 174), la Cámara Federal de esta Capital negó 
a los actores el derecho de registrar a su nombre la 
marca "Cobra" para artículos de la clase 2 t sirviendo 
de principal fundamento a tal resolución el hecho de que 
dicha marca se confunde con la concedida bajo el mismo 
nombre a otra razón social, para distinguir artículos 
de la clase 14. Las etiquetas agregadas a los autos su- 
primen toda duda acerca de la posibilidad de confu- 
sión, 




96 FMXOa DE LA COllTE SITREKA 

Como lo trasgo diciaimundo m casos cqnifmnihU» 
al presente» trataríase también aquí de una cuestión de 
hecho, ajena al recurso extraordinario. Pienso, pues, 
que corresponde declararlo mal concedido. Si asi no lo 
conceptuase V. E., procederá confirmar por sus funda- 
mentos el fallo recurrido, en cuanto pudo ser ma- 
teria de apelación, — Buenos Aires, setiembre 6 de 
1941. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 19 de 194-2. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs, 177 en los autos Alí Kichquie y Hno. v. Blyth y 
Plath Limited sobre oposición indebida ni registro de 
la marca Cobra, venidos de la Cámara Federal de la 
Capital. 

Considerando en cuanto ai recurso: 

Que él es procedente por haberse cuestionado que 
la ley 3975 permito el registro de una marca similar a 
otra'va registrada cuando se trata de distinguir pro- 
ductos de diferente clase. La sentencia recurrida es de- 
finitiva y contraria al derecho que el apelante funda 
en la citada ley nacional (art. 14, inc. 3% y 6' de la ley 
4055). 

Y respecto al fondo de la cuestión: 

Que la sentencia decide que la marea Cobra para 
la clase 2 quo se pretende registrar, similar a la marca 
Cobra registrada por los demandados para la clase 14, 
no puede ser registrada en atención a que concurren 
circuustancias especialísimas que demuestran la con- 
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Audibilidad de los productos que con esas marcas se 
distinguirían. 

Que la cuestión de derecho decidida cu la sentencia 
ha sido resuelta en numerosos casos por esta Corte (Fa- 
llos: 181, 378; 187, 205; y 189, 224), eu el sentido de 
Une si Ilion una marea sólo se adquiere con relación al 
objeto para ijuo hubiere sido solicitada, como lo dis- 
pone ('Urt-S de la ley .l!»7rj f [© mismo ocurre cuando los 

confusión cutre los mismos si a ellos se les P aplicara 
igual marca o una susceptible de confusión con la ya 
registrada. 

En su mérito, por los fundamentos de la sentencia 
apelada y de acuerdo al dictamen del señor Procurador 
Generuldo fs. 1ÍI0, se confirma la sentencia recurrida 
de fs. 174 en cuanto ha podido ser materia del recurso. 
Xoti tupiese y devuélvanse, debiendo ser repuesto el 
papel en el juzgado de origen. 

RoHKIiTO RKPETTO — A.VTONIO 

Saoarna — B. A. Nazab 
Axchouexa — F. Ramos 
Mkjía. 



CinssOTTI Unos. Y Cía. v. BARON DE RIO NEGRO, 
SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA 

MARCAS DE FABRICA: Oposición. 

El titular de una marea registrada pura distinguir uno de 
los productos de una clase determinada, tiene derecho a 
oponerse a la concesión de una marea confundible con 
aquélla para distinguir otros artículos de In misma clase, 
distintos de la especialidad de aquél, cuando concurren cir- 
cunstancias especial fe i mas que pueden originar confusio- 
nes acerca de la procedencia de los productos. 



FALLOS DE LA CORTE SUl'liEMA 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 12 de 1910. 

Y Vistos: Para resolver en definitiva lfi demanda inter- 
puesta por el doctor Enrique Nielscu, en representación de la 
sociedad OhissoUi Hermanos y Compañía contra Barón de Hit) 
Negro, Soeiodnd de Responsabilidad Limitada, a fin de que se 
declare infundada la oposición ¡ü rcgislrn de 1¡i murta "Mar- 
qués de Río Negro"; y 

Resultando: 

I" (Jue justificada la personería invocada, el apoderado 
del actor manifiesta que habiendo solicitado de la Comisaría de 
Marcas bajo acta núm. 207.1 i 'w, el ivgistro de la marca alu- 
dida, para distinguir expresamente "cognacs", anís, aguardien- 
te anisado y otras bebidas con exclusión especial de ríaos en 
qeneral, marea que está constituida por la denominación ele 
fantasía "Marqués de Río Negro", escrita en letras góticas de 
doble línea, superpuestas a un eran racimo de uvas negras con 
sus hojas, en cava parte superior aparece una franja ondu'adn 
de acuerdo a Jas constancias del expediente administrativo res- 
pectivo, excluyendo expresamente "vinos cu general", median- 
te escrito de ís. !» de dicho expediente, la demandada manifestó 
en el jnismo. su oposición, por considerar que dicha marea pro- 
duce confusión con las que tiene registradas bajo la di nomi- 
nación "Barón de Río Negro" con los núnis. 133.2S4 y 127.334, 
para la misma clase 23, Expresa el actor, que no puede haber 
razón que justifique dicha oposición, por considerar: a) los 
motivos centrales "Marqués" y "Barón", son títulos de no- 
bleza definidos y antagónicos, ya sea gráfica, eufónica o ideoló- 
gicamente considerados, no pudiendo prestarse a confusión, por 
la diferencia de sus etiquetas. Que el certificado de la oficina 
de búsqueda de la Comisaría de Marcas, de fs. 8, es categó- 
rico cuando declara que "no existen antecedentes en la forma 
solicitada". 

b) Que eliminado el renglón "vinos en general", único 
producto amparado por las marcas 127.U34 y 13U.274, opuestas, 
la oposición carece de has* 1 legal, desde que se funda cu pro 
duelos que la marca solicitada "no cubre". 

Luego de formular diversas consideraciones de orden le- 
gal, cita distintos casos de jurisprudencia nacional y extrae 
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jera, solicitando en definitiva se rechace In oposición deducida 
a Ja inscripción de la marea pedida, con costas. 

2* Que corrido traslado de la acción interpuesta, la con- 
testa en nombro de la demandada, don Carlos Manijo, el que 
después de acreditar .su personería, entrando de lleno a la cues- 
tión, maní Tiesta: Que la marca "Barón de líío Negro", caracte- 
riza especialmente la producción de vinos de don Miguel Pí- 
ñcyro ¡Serondo, hoy do la sociedad demandada, la que está re- 
gistrada y es explotada por ésta desde hace muchos años. 

Qua por la calidad de sus productos, conoeida, tiene fama 
do ser de los primeros de su ehise de la producción nacional, 
sobresaliendo sin discusión, sus vinos, entre los do igual pro- 
cedencia de Río Negro, 

Que para di Tundir el producto y el nombro que lo carac- 
teriza, so han invertido sumas de dinero en propaganda, de 
modo tal que ' Barón do Río Negro" es un nombre afamado 
en toda la República, caracterizando igualmente, a un produc- 
to nacional de primer orden. 

Que además de esas consideraciones recatea la circunstan- 
cia del porqué se pretende designar con el nombro de "Marqués 
de Río Negro", un producto do la misma clase 23, que se pro- 
pono fabricar la actora, ya que su similitud con la marca "Ba- 
rón de Río Negro" que tiene registrada, parecería los hubiere 
movido a intentar aprovechar la fama y divulgación del nom- 
bre "Barón de Río Negro", en forma prohihida por la ley, 
para fundamentar lo erial cita diversa jurisprudencia, que re- 
firma la doctrina sustentada, dado (pío dentro del amplio cam- 
po que ofrece la fantasía, no se justifica el pedido de una deno- 
minación que mueve a confusión. 

Que los nctores son sólo "fabricantes de alcoholes en el 
pueblo de Ramos Mejía" y pretenden obtener una denomina- 
ción en pugna con la que. tienen registrada sus representados, 
ios que son fabricantes de productos del territorio de Río 
Negro, eomo lo da a entender la misma marca precedida del 
término "Barón", distintivo de ta marca que tiene registrada 
y de la cual son beneficiarios. 

Que en cuanto al argumento de los actores de que entre 
ambas marcas no existe confusión gráfica, fonética e ideoló- 
gica por ser distintos los términos "Barón" y "Marqués", ma- 
nifiesta su discrepancia al respecto, por cnanto a su similitud 
gráfica, la marea en oposición lia sido solicitada de un modo 
que hace suponer su existencia en el acto de su utilización, 
ya que en lugar de acompañar a la misma el membrete eo 
Ja forma que se usará definitivamente, sólo se acompaña la 
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marea descripta en forma escueta a ta. 5 de la demanda y en 
la parte pertinente del expediente administrativo, lo que daría 
lugar que al imprimirse el membrete, pudiera éste disponerse 
de modo tul, que se originare la confusión que aparentemente 
en la actualidad no existe. "... 

Que en cuanto a la similitud ideológica, la conlusion entre 
los términos -liaron" y "Marqués", es evidente, dado que 
son términos nobiliarios. Que finalmente, llama la atención, 
la salvedad que hace ln aetora "de que excluye el registro de 
su marca, para el renglón vinos" intentando no obstante ello, 
registrarla con esta excepción para todos los productos de la 

ClabC Qué planteada la cuestión en esta forma, la confusión exis- 
to y por lo tanto se opone a la concesión de la denominación 
"Marqués de II ¡o Negro", insistiendo en su oposición y pidien- 
do el rechazo de La demanda, con costas. 

Considerando : 

Que en el caso de la misma marca demandada suscitado 
con la marea pedida a registro "Une de liaron", la Cámara 
Federal de esta sección estableció que esta ultima podía ^pres- 
tarse a confusión con la oponente "liaron de Rio Negro , por 
lo que estimó que era suficiente para denegar ol registro soh- 
íCáni Fcd Fat. y Mareas, 1940, pag. 44.Í). 
en el cÍ L tk, la posibilidad de confusión entre 
las marcas "Barón de Río Negro" y "Marques 
ero" se aeentúa aún más dado la casi absoluta similitud foné- 
tica v gramatical de sus elementos componentes, por lo que 
corresponde hacer lugar a la oposición deducida. 

Por tanto v lo expuesto, fallo: desestimar la demanda de- 
ducida por Chissotti linos, y Cía. contra Barón de Rio Negro 
Sociedad de Responsabilidad Limitada, sobre «1 registro de la 
marca "Marqués de Río Negro", acta con costas. - 

E. L. González. 

Sentencia db l.v Cámara Federal 

Buenos Aires, mayo 16 de 1941. 

Vistos y Considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad ¡ Que el auto de fs. 198 vta. 
sólo concedió el reeurso de apclaeión, no obstante haberse in- 
terpuesto el de nulidad conjuntamente con aqucL Siendo asi 
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y habiendo consentido el recurrente dicho auto, no correspon- 
de que el Tribunal se pronuncie al respecto. 

En cuanto al recurso de apelación i Por los fundamentos de 
la sentencia de fs. 194 y consideraciones del escrito de fe 219; 
considerando, además, que es evidente en este caso el propósito 
de competencia desleal del apelante, dnda la manifiesta eon- 
fundibilidad de las marcas de que se trata, se confirma, con cos- 
tas, la referida .sentencia que desestima la demanda deducida 
por "Chissotti linos, y Cía. contra Barón de Río Negro, So- 
ciedad de Responsabilidad Limitada" sobre oposición al re- 
gistro de la marca "Marqués de Río Negro H solicitada por 
acta 207.157. — N. González Iramain. — Carlos del Campi- 
llo. _ ff. villar Palacio, — Ezrquiel 8. de Ola-so. 



FALLO DE LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, junio 24 de 1042. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario en los 
autos Chissotti Hnns. y Cía. contra Barón de Río Ne- 
gro Sociedad do Itesp. Ltda., sobre oposición al registro 
de la marca Marqués de Río Negro, venidos do la Cá- 
mara Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que por sentencia de fs. 243 esta Corte declaró la 
procedencia del recurso extraordinario ('). 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: 

Que ella consiste en determinar si el titular de la 
marca registrada Barón de Río Negro —que la sen- 
tencia apelada declara confundible con la que so pre- 
tende registrar, "Marqués de Río Negro", lo que no 
es rcvisible en este recurso por tratarse de una cuestión 
de hecho — tiene derecho a oponerse al registro de esta 
última, no obstante estar destinada a distinguir pro- 



- 

(i) Fallos: 101, 31. 
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duetos no comprendidos en la especialidad do la pri- 
mera. 

Que esta cuestión ya lia sido resuelta por esta Corle 
on el sentido de que el titular de una marea puede opo- 
nerse al registro de otra coa fundible eou ella, aunque 
se la destine a distinguir productos de otra clase cuan- 
do circunstancias especiales demuestran la posibilidad 
de confusión entre los productos (Fallos: 181, 378; 187, 
205; 18í>, 224 y cansa "Kicliquic Alí y lino. v. BMli y 
Plath", fallada d 1!> de junio del corriente uno}. 

no en el caso en examen la posibilidad de con- 
fusión entre los productos es manifiesta, puesto que la 
marca registrada Harón do Río Xegrq lo es para dis- 
tinguir vinos en general, clase 23, y la que se pretende 
registrar "Marques de Río Xegro" lo es para las otras 
bebidas ele la misma clase 23, con exclusión de vinos 
en general, pero susceptible de confundirse con éstos. 

En su mérito y de acuerdo a lo dicta mi nado por el 
señor Procurador (¡ctiornl so continua la sentencia de 
fs. 230 en cuanto lia podido ser materia del recurso. 
Hágase saber y devuélvanse, del vi elido reponerse el pa- 
pel en el juzgado de origeu. 

RouKitTo Kkpetto — Antonio 
Sao a una — B. A. Nazau 
Anciioííf.na — F. Ramos 
Mejía. 
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CREDITO COMERCIAL ARGENTINO (ANTES BANCO 
COMERCIAL ARGENTINO) v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS BAXCARIOS 




JUBILACION DE EMPLEADOS BAXCARIOS: Personas com- 
prtnéidas. — Fondo» Je la Caja. 

La sociedad que ka dado termino a las operaciones ban- 
cadas y a la cunl el P, E. ha retirado la autorización con- 
fonda anteriormente para funcionar como banco, no se ha- 
lla comprendida entre las empresas bancarins mencionadas 
en el art. 7* de la ley 11.575, aunque realice operaciones 
de préstamos « terceros. 



El recurso extraordinario procede en este caso, por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de ias leyes 11.575 y 12.156 y ser la sentencia 
definitiva contraria al derecho invocado por el ape- 
lante. 

En cuanto al fondo del mismo se trata de resolver 
si una sociedad anónima que según las disposiciones de 
la ley 12.15ÍJ no reúne requisitos para actuar como 
"banco", podría sin embargo reputarse "empresa 
bancada" en los términos del art. 7* de la ley 11.575 
de jubilaciones, y obligársela, en consecuencia, a efec- 
tuar aportes a la caja respectiva. 

Cabe advertir que las resoluciones adoptadas por 
el P. E. en setiembre 11 y octubre 2 de 1941 (fs. 21 y 
38) con referencia al Banco Comercial Argentino, cu- 
yas operaciones como tal fueron liquidadas por el Ban- 
co Central (fs. 25), no amparan a la Soc, An. Finan- 
ciera "Crédito Comercial Argentino", aquí recurrente, 
entidad distinta de aquélla. No otra eosa significa el 




Dictamen del Pkocuiudor General 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



art V de bus estatutos al establecer (fs. 9 vta.) : "Queda 
constituida y se rige por estos estatutos una sociedad 
anónima denominada "Crédito Comercial Argentino, 
Sociedad Anónima Financiera. . . e igual inteligencia 
debe darse al art. 4 V , según el cual "el capital autori- 
zado se fija en quinientos diez mil posos moneda nacio- 
nal de curso legal dividido en dos series : a) una serie de 
acciones ordinarias por valor de doscientos mil pesos 
nioueda nacional representada por veinte mil acciones 
de diez pesos cada una que serán entregadas en canje 
ti sustitución de las actualmente en circulación. . . " o 
sea de las emitidas por ol Banco Comercial Argentino. 

Además, las manifestaciones formuladas por el 
presidente de dicho banco en la asamblea de junio 2u* 
de 1941, al referirse al punto 1* objeto de la convoca- 
toria (fs. 6 y sí gis.) revelan que la sociedad se encon- 
traba en la situación prevista por el art. '¿10 del Código 
de Comercio y con tal motivo se acordó su disolución, 
ya que lo resuelto exeede en muelio lo que puede ser 
una simple reforma de estatutos y cambio de denomi- 
nación. 

Eliminado, pues, ese antecedente, resta esclarecer 
si la ley 111 f><¡ modificó la 11.575 y subsidiariamente, si 
las actividades de la Soe, An. Financiera "Crédito Co- 
mercial Argentino" encuadran dentro de las previsio- 
nes de esta última. 

Respecto a lo primero, no encuentro en el articu- 
lado de la ley 12.156 disposición alguna que expresa o 
implícitamente derogue o modifique las contenidas en 
la 11.575, cuya materia difiere do lo que constituye el 
objeto de aquélla. 

En cuanto a lo segundo, V, E. tiene decidido que 
"es el ejercicio habitual de operaciones banca rías lo 
que califica la naturaleza de las empresas, independien- 
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teniente de su denominación y facultades estatutarias" 
(190: 382). Trátase, pues, de una cuestión de hecho 
sujeta a lo que resulte de la prueba rendida; materia 
ajena a mi dictamen. 

En su mérito y refiriéndome exclusivamente a la 
primera cuestión pienso que, de conformidad a lo dia- 
puesto en el art. 7* inc. a de la ley 11.571"), corresponde 
confirmar el fallo de fs. 75. — Buenos Airea, junio 6 
de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 24 de 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Crédito Comercial Arríen ti no antes Banco Comercial 
Argentino en los autos promovidos ante la Caja Na- 
cional do Jubilaciones Banca rias, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: Que los informes emanados del 
Banco Central de la República Argentina — fs. 25 y 28 
y los decretos del Poder Ejecutivo de fechas 11 do sep- 
tiembre de 1941 y 2 de octubre de 1941 (ver fs. 21 y 41) 
demuestran quo el Crédito Comercial Argentino (antes 
Banco Comercial Argentino) dió término a la liquida- 
ción de sus operaciones banca rias con fecha 3 de oc- 
tubre de 1941 y que el Poder Ejecutivo le retiró la 
autorización conferida anteriormente para funcionar 
como banco. 

Que en tales condiciones la circunstancia apunta- 
da en la resolución de la Caja — fs, 48 — esto es que la 
institución realiza operaciones de préstamos a terceros, 
no autoriza por sí sola a atribuirle el carácter de ban- 
co, pues ellas se llevan a cabo también por personas 
ajenas a tales empresas y no son del exclusivo giro 
banca rio. 



10» FJU.L-TS DE LA COLTE SUPREMA 

En el caso líeose Holste (empleado del Banco Ar- 
gentino de Finanzas y Mandatos — Fallos ¡ 184, 213) 
que se cita a fs. 73 vta. f se decidió que no procedía la 
devolución de aportes, objeto de la acción, porque la 
sociedad mencionada no había terminado su liquidación 
como empresa banca ría y en consecuencia debía conti- 
nuar sujeta al régimen de la ley 11.575 basta finiquitar 
ese proceso de liquidación; y en el caso de autos ese 
proceso se terminó en octubre de 1941 — fs, 23 y 28— 
y además el Poder Ejecutivo retiró la autorización para 
funcionar como banco, eximiéndole de las obligaciones 
de la ley 1 2.037 y decreto reglamentario — fs, 21 y 41. 

Que el caso de ta Ibero Pía tense contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Ranearías citado 
a fs. 46 y 48 y resuelto por esta Corte en sentido favo- 
rable a la demandada es do f celia diciembre 5 de lí>34 
(Fallos 172:5) anterior por lo tanto a la ley 12156 
y decreto reglamentario, que definen y fijan las condi- 
ciones que deben llenar los bancos y empresas banca- 
rias y, como consecuencia lógica, las de afiliación a la 
Caja* de Jubilaciones y Pensiones Banca rias, desde que 
on Ja ley 11.575 no bav precepto alguno que como los 
de la 11.308 modificatoria de la 10.650 permita equi- 
parar al gremio específicamente mencionado en el tí- 
tulo de la ley otros gremios e instituciones afines. 

Por ello: lo resuelto por esta Corte en la causa 
que se registra en el t. 190, pág. 386 de la Colección de 
sus Fallos y oído el señor Procurador General, se re- 
voca la sentencia de fs. 75 en cuanto pudo ser materia 
de recurso. Hágase saber y devuélvanse al tribunal do 
su procedencia. 

Robe* to Repetto — Antonio 
Saoaena — B. A. NAZAn 
Axchorena — F. Ramos 
MejÍa. 
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GERONIMO IÍIZZO v. 4 'ATA LINA BKLTRANDI 
* DE BOTTA 

JUMÜfílVClOS : Fuero tt c nfrucuón. Sucesión. 

El juicio sucesorio al rae al juzgado en que tramita, la 
ejecución por cobro de afirmados seguida contra el cau- 
sante ante ios tribunal i-s del lugar donde está situado el 
respectivo ¡nmiicble de propiedad de aquél. 



Dictamen 1*1:1, Procühadqr Gexehal 
Suprema Corte: 

Se discute en la presente contienda de competencia 
si una demanda por cobro de pavimentos seguida ante 
el juez provincial del lugar donde fueron construidos 
debe o no acumularse al juicio de sucesión del deman- 
dado, abierto en jurisdicción de la Capital Federal. 

La doctrina de V. E. es uniformo al respecto en 
cuanto concierne al cobro de impuestos, en razón del 
principio general de atracción que ejerce el juicio uni- 
versal sobre todas las acciones personales seguida* 
contra «[ causante. 

No creo que el cobro de pavimentos pueda apar- 
tarse de esta regla jurisdiccional toda vez que el mismo 
no importa el ejercicio de una acción real. Estas sólo 
pueden ser creadas por ley (art. 2502 del Código Ci- 
vil); y entre los derechos reales enumerados con ca- 
rácter de selusividad por dicho Código no figura el 
correspondiente a la acción que se intenta. 

V. E. tiene decidido que ta acción por cobro de con- 
tribuciones territoriales, que participaría de la misma 
característica que la de cobro de pavimentos en cuanto 
se refiere a bienes inmuebles, debe acumularse al juicio 
universal de sucesión (123 : 256; 156: 62). Y dentro del 
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mismo orden de ideas ha decidido la Corte Suprema que 
los juicios por cobro de afirmados son asimilables a los 
de impuestos fiscales {186: 463). 

La ley sólo lift reconocido a favor de tales créditos 
determinados privilegios ; pero éstos deben hacerse va- 
ler ante el juez del juicio universal. 

Correspondería, pues, dirimir la presente contien- 
da en favor de la competencia del juez de la sucesión. 
— Buenos Aires, junio 15 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COIITK SUPREMA 

Buenos Aires, junio 24 de 1942. 

Autos y Vistos: De conformidad con la reiterada 
jurisprudencia de esta Corte (Fallos: 123, 256 • 156, 
62; 186, 463) y lo dictaminado por el señor Procurador 
General, se declara que es competente para conocer en 
la causa seguida por "Rizzo Gerónimo contra Bcltrandi 
de Botta, doña Catalina, sobro cobro de afirmados", el 
señor Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Ca- 
pital de la República que entiende en la sucesión de 
la demandada, cu razón del principio de atracción del 

juicio universal. 

En su virtud, remítanse estas actuaciones al señor 
Juez Civil núm. 5 señalado, avisándose en la forma de 
estilo al de la misma jurisdicción núm. 2 de la ciudad 
de La Plata. 

Roberto Rei-etto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nasar 
Asícuorena — F. Ramos 
Mejía. 
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ADEMA MAlilA HAIÍILAOS DE OLMOS v. PROVINCIA 

DE CORDOBA 

IMPUESTO A LOS REDITOS; Procedimietitv y recurvo*. 
I'IWEíiA : Iiinlrumentas, 

La inhibición establecida en eí art. 69 de la ley uúin. 11.683, 
T. O., ¡ni pide al contribuyente presentar como prueba de 
su parte en juicio contra otro contribuyente o contra un 
tercero, con la salvedad prevista pitra las causas crimi- 
nales, ¡as declaraciones que ha prestado ante la Dirección 
General del Impuesto n los lit'-dilos; pero no le priva de 
invocarlas y hacerlas traer en los juicios contra el fisco 
nacional o provincial. 

FALLO DE LA CORTE SL'PHEMA 

Buenos Aires, junio 26 de 1942. 

Y Vistos: La observación que formula la Direc- 
ción del Impuesto a tos Réditos motivada por el oficio 
ordenado a fs. 28 en el cuaderno de prueba de la parte 
actora. 

Considerando: 

Que los términos del fallo de esta Corte en la eausa 
Mar i ni v. Nación (Fallos: 191, 253) a que se refiere la 
Dirección, en el cual, interpretándose el art. 69 de la 
ley 11.683, (T. O) se dijo: "Si se tratara del pedido 
de un expediente administrativo en el que constan las 
manifestaciones de un contribuyente en un juicio con- 
tra otro contribuyente o contra un tercero, que no sea 
el Fisco, claro está que los jueces deben rechazarlas de 
oficio, salvo en los procesos criminales por delitos co- 
munes, cuando éstos se hallan relacionados con los he- 
chos que se investigan", no pueden interpretarse sino 
como referidos a los propios términos del primer pá- 
rrafo del citado art. 69 que sólo habla de tas declara- 
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cíonea juradas, manifestaciones o informaciones que 
11 el contribuyente o terceros" presenten; ote. Se excluyó 
al Fisco porque a éste no se le menciona en los tér- 
minos de la» ley puesto que, como lo dijo el diputado 
Martínez, citado en esa sentencia, se trataba de asegu- 
rar al contribuyente que no sirvan de armas contfá él 
sus declaraciones juradas. El secreto se estableció en 
beneficio del contribuyente o de tercero» une podrían 
ser afectados o perjudicados por una declaración ju- 
radn, mas no del Fisco, sea éste el nacional o^ el pro- 
vincial, a los cuales sólo interesa la recaudación cabal 
del impuesto. 

En el caso en examen se trata del contribuyente 
que lia solicitado esa prueba en su pleito contra el 
Fisco provincial, que no es un contribuyente ni un ter- 
cero que pueda serlo, por lo que se ordenó so librara el 
oficio respectivo. 

En su mérito líbrese nuevo oficio n la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos con transcripción 
de esta resolución. llágase saber y repóngase el papel. 

Roberto IIepetto — Antonio 
Saqakna — B. A. Nazar 
Axchorbna — F. Ramos 
Mejía. 



MANUEL RALDOMERO MERINO v. CA-TA DE JUBILA- 
CIONES DE EMPLEADOS PARTICULARES 

JVRJ LACIOS DE EMPLEADOS PARTlCr LARES: Extinción de 
tos beneficios. 

PBESCJIIPCIOX: PrticripCVÍB de ttgjjgMH 01 particular. Ley** c** 

La acción del afiliado n la caja ríe jubilaciones de ln ley 
núm, 11.110 para obtener la devolución de sus aporte* 
prescribe a los diez años. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

Dos cuestiones se han discutido en estos autos; a 
saber; 

a) Si un operario afiliado a la caja tío jubilaciones 
de la ley 11.110 tiene derecho a exigir devolución de 
sus n portes en caso de despido, cuando media la cir- 
cunstancia de que ya recibió por tal concepto la indem- 
nización correspondiente de la empresa empleadora, 
con arreglo a lo dispuesto por la ley 11.720; 

b) SÍ tal derecho prescribiría por inacción du- 
rante diez años (art. 4023, Cód. Civil) o de cinco {art, 
29, ley cit.). 

Ln sentencia obrante a fs. 21 resuelve afirmativa- 
mente el primer punto, y se niega a aplicar la ley 11.110, 
a los efectos de la prescripción ; por lo cual, y teniendo 
en cuenta que la empresa agraviada explota servicios 
públicos en jurisdicción provincia!, et recurso extraor- 
dinario es procedente. 

En cuanto al fondo, V. E. tiene reiteradamente re- 
suelto que el personal de las empresas sujetos a régi- 
men jubilatorio carece del dereclio de acogerse a las 
disposiciones de la ley 11.729 (178: 343; 179: 113 y 358; 
181: 219; 188: 237; 190: 195 y 198; 191: 51); pero en 
todos ellos, a la inversa de lo que aquí ocurre, se de- 
mandaba beneficios emergentes del Código de Comer- 
cio. La Corte declaró que tales beneficios son incompa- 
tibles con la afiliación a una caja de jubilaciones ; y 
pues esta última resulta obligatoria para el obrero o 
empleado, de hecho ha de primar, como beneficio único 
legal, el que la caja otorgue. Bajo tal concepto y no 
existiendo cosa juzgada respecto de dicha caja, que no 
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fué parto en el juicio sobre indemnización de despido, 
ha de permitirme V. E. mantenga una vez más, respe- 
tuosamente, la opinión transcripta en nota al píe de 
la página 3M del tomo 179 de los fallos de esta Corte; 
o sea, que procede la devolución de los aportes. No so 
lia operado la prescripción do tal de redi o (jurispruden- 
cia i» re Labrousso V. Caja Bancada, glosada en 180: 
332). 

En su mérito, correspondería confirmar la senten- 
cia materia de este recurso. — Buenos Aires, junio 10 
de 1942. — Juan Airares, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 26 de 1942, 

Y Vistos: El recurso extraordinario concedido en 
los autos: Merino Manuel Baldomcro, solicita devolu- 
ción do aportes de la ley 11-110, y 

Considerando : Que en el escrito de fojas 27 por el 
que se intenta el remedio del art. 14 de la ley 48, ha 
quedado circunscripta la materia federal del mismo a 
la sola interpretación del art. 29 de la ley 11.110 (art. 15, 
ley 48). 

Que tratándose en el presente de un pedido de de- 
volución de aportes y a falta de una disposición expresa 
do la ley 11.110, la prescripción aplicable es la del 
art. 4023 del Código Civil, como lo resolvió esta Corte 
en el caso "Labrousse Pedro E. v. Caja Nacional de 
Jubilaciones Bunenrias" de fecha 15 de abril de 1936. 

Por ello y fundamentos pertinentes del precedente 
dictamen del señor Procurador General, se confirma 
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la sentencia de fs, 21 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazab 
Anchorena F. Hamos 
Mejía. 



EDUARDO O. BARROS 

SERVICIO MILITAR. 

La exención establecida en el art. 63 de la ley núm 4707 
para el hijo natural o legítimo de madre viuda no alcanza 
al hijo de madre abandonada por el esposo, aunque éste 
pudiera ser considerado, a juicio del tribunal dé la causa y 
aj solo efecto de la excepción, como ausente con presun- 
ción de fallecimiento. 

Sentencia de la Cámara Federal 

La Plata, abril 24 de 1942. 

Y vistos : los de estos autos B. 3897 "Barros Eduardo Os- 
valdo —solicita excepción del servicio militar", procedentes del 
Juzgado Federal de Mercedes. 

Que habiéndose acreditado en autos con los antecedentes 
, acumulados, robustecidos con los dichos de los testigos de fs 18 
y fe. 1» e informe policial de fe, 7 vta., que el padre del recu- 
rrente na hecho abandono del hogar desde hace quince años 
ignorándose su actual paradero, corresponde considerarlo de 
acuerdo a lo establecido en el art. 110 del Código Civil, y al 
solo efecto de estas actuaciones, ausente con presunción desfalle- 
cimiento, y encuadrar la situación del peticionante en los casos 
previstos por el art. 63 de la ley núm. 4707. dado que, se ha 
probado también, que el mismo constituye el único sostén de 
su señora madre pobre. 

Por estos fundamentos, se revoca la resolución apelada de 
fojas veinte y so declara al ciudadano Eduardo Osvaldo Ba- 
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rrm exceptuad» de prestar el sen-icio militar. Hágase saber 
y devuélvanse. — ü baldo Benci. ~- Luis G. Zervtno. — Jorge 
García González. 



Suprema Corte : 

Aunque alguna voz tengo formulado reparos a la 
doctrina de V. E. que niega excepción del servicio mi- 
litar al lujo de madre abandonada, existiendo como 
existe jurisprudencia constante al respecto, sólo resta 
atenerse a ella. 

Vuelve ahora la misma cuestión a fallo de V. E. 
La Cámara Federal de La Plata, a fs. 21 de estos autos, 
concede la excepción no ya por existir analogía entre 
el caso de madre viuda y madre abandonada, sino por- 
que, su juicio, los elementos de criterio disponibles 
permiten conceptuar al padre, "ausento con presunción 
de fallecimiento" con arreglo a lo dispuesto por el art. 
110 del Código Civil, si bien al solo efecto de otorgar 
el beneficio pedido. Por grato que hubiera sido a mí 
espíritu ayudar a un joven de escasos recursos que 
atiende a la subsistencia do su señora madre, encuen- 
tro inadmisible el camino elegido para ello por la 
Exma. Cámara. Ni el interesado invocó tal presunción- 
de fallecimiento, ni es competente la justicia federal 
para declararla, ni siquiera se han cumplido los requi- 
sitos que al efecto exige el Código Civil. 



Con la salvedad hecha, mantengo pues el recurso 
interpuesto a fs. 28 por el Ministerio Fiscal; y por los 
fundamentos del fallo de primera instancia y concor- 
dantes expresados por dicho Ministerio, pido a V. E. 
revoque la sentencia apelada de fs. 27 y deniegue la 
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excepción del servicio militar que se solicita por Eduar- 
do Osvaldo Barros. — Buenos Aires, junio 2 de 1942. 
— Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE Sf PREMIA 

Buenos Aires, junio 26 de 1942. 

Y Vistos: El recurso extraordinario concedido en 
los autos: "Barros Eduardo Osvaldo, sobre excepción 
del servicio militar", contra la sentencia dictada por la 
Cámara Federal de La Plata, y 

Considerando: Que esta Corte ha declarado reite- 
radamente que el art. 63 de la ley 4707 sólo compren- 
de al hijo natural o al legítimo de madre viuda, sin que 
la exención pueda extenderse por analogía a otras si- 
tuaciones como es la de la madre abandonada por el 
esposo. C. S. 133: 90; 152: 342; 155: 127; 156: 234, etc. 

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del señor Procuro dor General, se revoca ía sentencia de 
fojas 27 en cuanto pudo ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse. 

Roberto Bepetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazar 
Axchorexa — F. Ramos 
AIejía. 



SLTF ^INTENDENCIA DE SEGUROS 

RECURSO Olii. ?TO DE APELACION: Principios gmtrate*. 
Deducidos lof» recursos ordinario y extraordinario de ape- 
lación para ante I¿ Corte Suprema y concedido sólo este 
último sin que el recurrente haya interpuesto queja algu- 
na por la omisión de pronunciamiento acerca del primero, 
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no corresponde a la Corte Suprema tomarlo en conside- 
ración. " 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Concepto de juicio. 

Todo asunto que involucre alguna cuestión di? naturaleza 
federal, susceptible de ser llevado ante los tribunales uc 
justicia mediante alguno de los procedimientos estableci- 
dos a ese efecto, constituye un caso, pleito o juicio a los 
efectos del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Canon. Ley?* 

del Congreso, 

SEGURAS. 

La iev núm. somete a la fiscalización del gobierno 

nacional a bis em presas cuyas actividades en materia uc 
seguros excede los límites locales de una provincia; y sus 
respectivas disposiciones tienen carácter federal porque so- 
lo han podido ser establecidas por el Congreso en ejercicio 
de ot-ns atribuciones que las de dictar los códigos comunes 
y las leyes locales para la Capital Federal y los territorios 
nacionales. 

RECU RSO E XTRA OH DINA RIO: Principias venérales. 

El recurso extraordinario constituye una garantía que am- 
para por igual a los particulares y al gobierno. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios venérales. 

El Ministerio Fiscal en ejercicio de la acción pública tie- 
ne aptitud para plantear en juicio cuestiones federales 
e interponer el recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. 

La resolución denegatoria de un pedido de allanamiento 
formulada por la Superintendencia de Seguros tiene ca- 
rácter definitivo a los efectos del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constituciones ¡f 

leyes locales. Procesales. 

La decisión de cuestiones prqcesales como las referentes a 
la forma, corrección y validez de la notificación de la sen- 
tencia api-Inda es ajena a la jurisdicción extraordinaria de 
lo Corte Suprema. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federa}. Casos. Leyas 
de¡ Congreso. 

Procede el recurso extraordinario deducido contra la sen- 
tencia denegatoria de un derecho fundado por el recu- 
rrente en ]a ley federal 12.360. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES; Inviolabili- 
dad del domicilio, — Inviolabilidad de la correspondencia. 

El art. IB de la Constitución Nacional no prohibe el exa- 
men de la correspondencia epistolar y la de los papeles 
privados de las empresas sujetas por la ley a la fiscali- 
zación de las autoridades; debiendo entenderse que ei re- 
quisito de la existencia de ley que autorice el allanamiento 
necesario para realizar dicho examen se cumple cuando 
un precepto legal dispone categóricamente la fiscalización 
de los libros y papeles por personas en función propia y 
capacidad técnica para realizarla y que los motivos que 
determinan el examen en el caso de un delincuente difieren 
de los relativos a personas sujetas a la fiscalización de las 
autoridades por razón de sus negocios. 

SEGUROS. 

La Superintendencia de Seguros puede proceder por in* 
termedio de la justicia al allanamiento de los locales de 
las compañías de seguros para hacer efectiva la fiscaliza- 
ción que le incumbe. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad directo. 
SEGUROS. 

La circunstancia de que la ley 12.360 no contenga una 
disposición que establezca la responsabilidad del fun- 
cionario que pide el allanamiento no autoriza a excluirla, 
pues en tal caso rige el art. 1112 del Código Civil y la 1 * 
disposiciones pertinentes del Código Penal, 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, diciembre 17 de 1941. 

Y vistos: No encontrándose fundada en disposición legal 
alguna la medida solicitada, ni denunciándose por otra parte 
un hecho que haga aplicable al caso lo dispuesto en el art. 399 
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del Código de Procedimientos en lo Criminal» se revoca el unto 
recurrido do fs. 1 vta, t dejándose sin efecto, en consecuencia, el 
allanamiento decretado. Devuélvanse sin más trámite, — Carlas 
del Campillo. — Ricardo Villar Palacio. — Jttm A. Oonzálcz 
Calderón. — Escquicl 8. tk Olaso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, junio 26 de 1942. 

Y vistos: Los autos "Control Seguros, sobre expe- 
dición orden allanamiento venidos por el recurso ex- 
traordinario concedido a fs. 29 vta. el señor Procurador 
Fiscal de Cámara Federal contra la sentencia dictada 
por esta última a fs. 1G. 

Considerando : 

I. En cuanto a la procedencia del recurso: 

Que no cabe pronunciamiento alguno con respecto 
a los recursos ordinarios do apelación y de nulidad in- 
terpuestos a fs. ¿8 por el señor Procurador Fiscal de 
Cámara, pues el tribunal de la causa sólo concedió el 
extraordinario deducido conjuntamente con aquéllos y 
su providencia — fs. 29 vta — no lia sido objeto de re- 
curso de queja. 

Que según la jurisprudencia de esta Corte Su- 
prema —Fallos: 110, 3D1; 18u\ 97— todo asunto que 
involucre alguna cuestión de naturaleza federal, sus- 
ceptible de ser llevado ante los tribunales de justicia 
mediante alguno de los procedimientos establecidos a 
ese efecto, constituye un "caso", "pleito" o "juicio" 
a los efectos del art. 14 de la ley 48. 

Que el art. 17 de la ley 12.360 ha sometido a la 
fiscalización del Gobierno Nacional las entidades de 
cualquier género que realicen operaciones de seguros 
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en todo el territorio de ta República; es decir aquellas 
cuyas actividades excedan los límites locales de una 
provincia. Así resulta del texto mencionado; del art. 
3* del decreto núm. 108.29a que aquél convirtió en ley; 
de los arts. 1% 3* y 4* del Despacho de la Comisión do 
Códigos del Senado Nacional y de la respectiva expo- 
sición de motivos, al que se hace referencia expresa en 
el último considerando del mencionado decreto. Los 
arts. 1% 7", 1Ü, 11, 12, 40 del decreto núm. 23.350, del 6 
de febrero de 1339, reglamentario del régimen legal de 
superintendencia de seguros, suscripto como Presi- 
dente de la Nación por quien había refrendado como 
Ministro de Hacienda el decreto núm. 108.295, corrobo- 
ran aquella afirmación. 

Las disposiciones que atribuyen a las autoridades 
nacionales la fiscalización del cumplimiento de las re- 
glas relativas a la organización y funcionamiento de 
las entidades mencionadas revisten, necesariamente, 
carácter federal. Porque no son, desde luego, de orden 
local ; ni tampoco común, pues Mi facultad del Congreso 
paro dictarlas no puede fundarse en el art. 67, ine. 11, 
de la Constitución Nacional que precisamente reserva a 
las autoridades provinciales la aplicación do los códi- 
gos comunes. El Congreso sólo ha podido, por Jo tanto, 
dictarlas en ejercicio de las otras atribuciones que le 
confiere el art. G7 de la Constitución Nacional. 

Que el recurso extraordinario constituye "una ga- 
rantía que ampara por igual a los particulares y al Go- 
bierno, según jurisprudencia uniforme de esta Corte" 
— Fallos : 13C, 73 ; 147, 144 — conforme a la cual es, asi- 
mismo, innegable la aptitud del Ministerio Fiscal para 
plantear en juicio cuestiones federales en ejercicio de la 
acción pública e interponer el correspondiente recurso, 
como lo hizo a fs. 11 y 28 —Fallos : 110, 391, consideran- 
do 4»; 147, 144; 149, 214; 154, 380; 190, 389; y otros. 
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Que a los efectos del art. 14 de la ley 48 la resolu- 
ción de fs. 16 tiene carácter definitivo, con arreglo a la 
jurisprudencia de esta Corte Suprema —Fallos: 190, 
124; 191, 170 y 3G2— pues 'as modalidades del caso no 
permitirían la reparación ulterior del gravamen que 
produce. 

Que la objeción referente a la interposición extem- 
poránea del recurso por el señor Procurador Fiscal de 
Cámara importa someter a la decisión de esta Corte 
cuestiones procesales ajenas a su jurisdicción extraor- 
dinaria, como las referentes a la forma, corrección y 
validez de la notificación de la sentencia apelada —Fa- 
llos : 102, 104 y 237. 

Que, por consiguiente, corresponde concluir que 
el recurso extraordinario ha sido bien concedido a fs. 
29 vta. 

II. En cnanto a la cuestión federal sometida a la 
decisión del Tribunal: 

Que ella se reduce a saber si con arreglo a las dis- 
posiciones de la ley de su ereaeión, 1» Superintendencia 
de Seguros se bulla facultada para proceder por inter- 
medio de la justicia al allanamiento de los locales de 
las compañías de seguros para hacer efectiva la fisca- 
lización que le incumbe. Pues la S. A. "Coarfire" ha 
excluido voluntariamente de esta causa la defensa fnn- 
dada en que las compañías de reaseguros no están so- 
metidas al control de la Superintendencia — fs. 47 vta. 

Que examinando el alcance del art, 18 de la Cons- 
dtueión Nacional en lo referente a la inviolabilidad del 
domicilio, de la correspondencia epistolar y de los pa- 
peles privados, esta Corte Suprema ha establecido que 
el examen de éstos no está prohibido por aquella dis- 
posición; que el requisito de la existencia de ley que 
autorice el allanamiento necesario para realizar dicho 
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examen so cumple cuando uu precepto legal dispone 
categóricamente la fiscalización do los libros y papeles 
por personas con función propia y capacidad técnica 
para realizarla, como ocurre con el art. 11 de ía ley 
11.226, y destacó que los motivos que determinan el exa- 
men en el caso de un delincuente difieren de los rela- 
tivos a un quebrado, a un vinculado al comercio de ar- 
tículos sujetos a impuestos internos, a un introductor 
aduanero, a una empresa de ferrocarriles o de luz eléc- 
trica, etc. Fallos ¡ 171, 349. 

Que según el punto 2* del art. 102 de la le: 11.672 
(T. O.) la Superintendencia de Seguros tiene como fines 
y atribuciones controlar y fiscalizar la organización, 
funcionamiento, solvencia y liquidación de las socieda- 
des de seguros, en todo lo relacionado con su régimen 
económico y especialmente los puntos que indica ; a cuyo 
efecto el punto 13 la faculta para requerir la exhibición 
de todos los libros, documentos y correspondencia de 
las sociedades de seguros ; a revisar sus carteras de va- 
lores; a hacer arqueos, debiendo practicar cuando me- 
nos una vez al ano una visita de inspección a cada so- 
ciedad, para verificar su estado económico y funciona- 
miento ile acuerdo a las disposiciones respectivas. La 
doctrina del fallo precedentemente citado os, pues, apli- 
cable al presente caso. 

Que esta conclusión se halla corroborada por la 
circunstancia de que el punto 13 del art. 102 de la ley 
11.672 (T. O,), no difiere substancialmente del art. 8 P 
del despacho de la Comisión de Códigos del Senado de 
la Nación a que se refieren los considerandos del de- 
creto niím. 108.295, la eual se decidió por el más severo 
y amplio control compatible con las finalidades pro- 
puestas, entendiendo que debe estarse siempre por la 
amplitud de la acción fiscalizadora del Estado y por la 
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existencia de los poderes de la autoridad creada' para 
realizarla —Exposición de Motivos, capítulo IV. 

Que, por lo demás, es patente que si la Superinten- 
dencia de Seguros careciera de los medios necesarios 
para cumplir las funciones de contralor que la ley le 
encomienda —uno de los cuales es, sin duda, el de re- 
querir judicialmente el auxilio de la fuerza pública en 
los casos de resistencia— la fiscalización establecida 
por la ley se hallaría de antemano destinada al fracaso. 

Que, finalmente, la circunstancia de que la ley crea- 
dora de la Superintendencia de Seguros no contenga 
una disposición que establezca la responsabilidad del 
funcionario que solieita el allanamiento, no autoriza 
a excluirla; pues en tal caso rige lo dispuesto en el art 
1112 del Código Civil, y disposiciones pertinentes dei 

Código Penal, . .... , 

En su mérito, ko revoca la sentencia apelada de 
fs 16 en lo que lia sido materia del recurso extraordi- 
nario quedando así firme la de V instancia. Notifique» 
y devuélvanse. 

TtoBEiiro Reprtto — Antonio 
Saoaüxa — P. Ramos MejÍa. 



SUPERINTENDENCIA DE SEGUItOS 

RECURSO DE QUEJA: Principios generales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios gmtwM. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Principios generales. 
El auto denepatorio de un recurso de apelación -ordi- 
nario o extraordinario- no es apelable y solo autoriza a 
ocurrir directamente eu queja ( )- 



Focha de) fallo: 26 de junio de 1042. Ver Fallos: 187, 



Año 1042 - Julio 



CARMEN LOPEZ DE BARGUELLINI v, MUNICIPALI- 
DAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

El tribunal superior de la causa debe pronunciarse res- 
pecto del recurso extraordinario interpuesto ante el mis- 
mo, concediéndolo o denegándolo, a fin de no obstaculizar 
el ejercicio de la jurisdicción de la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

No procede remitir al tribunal superior de la causa para 
que conceda o deniegue el recurso extraordinario, el escrito 
en que se lo deduce que, si bien fué presentado ante aquél 
y enviado por su secretaría a la mesa de entrt *as de la 
Corte, está dirigido a ésta, no sólo en su encabezamiento, 
sino en la totalidad de su contenido; lo que lince improce- 
dente la queja deducida invoca mío un supuesto error de 
pluma (*)• 



BARTOLOME GINOCCIIIO v. JACINTO FERNANDEZ 

— SU SUCESIÓN — 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constituciones y 

leyes locales, Procesales. — Procedimiento. 

La providencia por la que un tribunal de apelaetóndeclara 
mal concedido — o bien denegado — un recurso interpuesto 
para ante el misino, aplicando ni efecto una disposición del 
respectivo código de procedimientos, es irrevisible ror l ft 



(i) Fccbtt m fiatój 1' de julio tío 1042, 
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vía del recurso extraordinario, pues sólo decide sobre su 
propia competencia, es decir, en materia paramente pro- 
cesal, y, además, prueba que, en tal caso, el tribunal supe- 
rior de la causa a los efectos del nrt. 14 de la ley 48, lo era 
el juez de primera instancia, a pnrtir de la notificación de 
cuya sentencia ha corrido, por consiguiente, el termino 
para la interposición del recurso extraordinario que hu- 
biera podido deducir el interesado ('). 



RAMON LOPEZ v. ADUANA 



ADUA XA ; Pena! ¡(hule*. 

Los arts, 30, 31, 258 y 259 de las Ordenanzas de Aduana 
y el decreto del 16 de diciembre de 1914, no excluyen la 
aplicación de la pena de comiso conforme a los arta. 1025 
y 1026 de aquéllas, en los casos en que el exceso de rancho 
unido a otras circunstancias (como la falta de presenta- 
ción espontanea por el capitán del barco de la relación 
de rancho y pacotilla; la declaración de los ajrentes del 
transporte en el sentido de ffue estaba prohibido a la tri- 
pulación traer a bordo artículos como los encontrados y de 
ipie era excesiva la eantid;id de los que traía el cantinero; 
la detención fie varios tripulantes y de un tercero cuando 
procuraban salir a plaza con algunos de esos artículos) 
revelan que se ha intentado defraudar al fisco. 



Iíesouviús' del Admixístkador m la Aduana 

Buenos Aires, octubre 26 de 1940. 

Vistos; Considerando: 

Que de acuenln con lo que dispone el art. 31 ile las Orde- 
nanzas, el capitán del buque en cuestión debió presentar la re- 
lación de rancbo y pacotilla de los tripulantes, con el objeto de 
que pudiera verificarse en su oportunidad la existencia de los 
efectos así declarados; 



(l> Fecha del fullo: V do julio do »42. Ver Fallos: 561: 
187, 323. 



Que la mencionada relación fué entregada recién cuando la 
requirió el señor jefe de inspectores, para constatar, en la vi- 
sita, la veracidad de la denuncia que obraba en su poder ; 

Que la declaración de fs. 7 vta., efectuada por los agentes 
del transporte, modifican el curso dado hasta ese entonces a 
las actuaciones, puesto que se expresa que la tripulación no 
podía traer a bordo bebidas alcohólicas, así como también que 
se considera excesiva la cantidad de mercadería traída por el 
cantinero; 

Que el hecho de tratarse de .1 ,000 botellas de bebidas apro- 
xi machi ni™ te, en poder del cantinero y de la tripulación, sería 
suficiente para considerar que se ha pretendido introducir clan- 
destinamente las mismas, y lo es en forma que no admite lugar 
a dudas, si se tiene en cuenta las demás circunstancias concu- 
rrentes, como la de no haberse hecho Ja declaración oportuna- 
mente, y. en especial, la de que los tripulantes Julio Martínez 
y Manuel Rey López, fueron detenidos en momentos que pre- 
tendían salir a plaza con 4 botellas de vinos y eopnac extranje- 
ros, como se da cuenta en las informaciones instruidas en julio 
22 y 24 del corriente año; 

Que, ademas también fué detenido eí sujeto Vicente Fer- 
nández, no perteneciente al rol de la tripulación, con una bo- 
tella de cognac de la misma procedencia, lo que constituye, con 
los otros hechos, la prueba de que en distintas formas se ha 
intentado defraudar al fisco, contando para ello con la segu- 
ridad de que tratándose de un transporte del Ministerio de Ma- 
rina, sus actividades al mar fren de las operaciones corrientes, 
no serían vigilados; 

Por lo expuesto y arts. 1025 y 102fi de las Ordenanzas, se 
resuelve comisar la mercadería cuya verificación eorre a fs. 
8 a 11, a beneficio de los señores Salvador Xa vas y Manuel 
Díaz, por partes ipuales, sin perjuicio de los derechos fiscales. 
— Lort iKo Cuino. 



Sentencia do. Ji ez, Federal 

Bnenos Airos t julio 25 de 1941. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el sefmr Procurador Fiscal, se confirma con costas, la reso- 
lución administrativa de fs. 18 en cuanto comisa la mercade- 
ría detallada de fs, 8 a fs. 11 y se la modifica respecto ol des- 
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tino dado a su importe, el que de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 10, inc. h) de la ley 12.C12, se adjudica a la Caja de 
Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Marina Mercante Na- 
cional. — Miyud L. Jantus. 



SENTON** I.\ DH LA CÁMARA FlpEHAL 

Buenos Aires, 17 de abril de 1942. 
Y vistos ¡ Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad ; Que no ha sido susten- 
tado en esta instancia por lo que debe tenérselo por desistido 
y así se resuelve. 

En cuanto al de apelación: Que las disposiciones de los 
arts. 258, 259 de las Ordenanzas de Aduana, razonablemente 
interpretadas no pueden tener el alcance rpie les atribuyen los 
recurrentes, pues si así fuera y se permitiera manifestar en el 
sobrante de rancho, mercaderías que por su cantidad (cinco 
mil botellas aproximadamente) evidentemente no lo son y que 
deben figurar en el manifiesto genernl de la carpa con los 
requisitos exigidos por el art. 20 de las citadas ordenanzas 
correrían grave riesgo de ser hurladas las reglas vigentes para 
la correcta percepción del impuesto que es el objeto fundamen- 
tal de la ley. 

Por ello y fundamentos concordantes de la resolución admi- 
nistrativa de* fs. 18, se confirma, con costas, la sentencia de 
fs. 86, en todas sus partes. — Carlos del Campillo. — R. Villar 
Palario. — Juan A. González Calderón. — Ezequtel S. de 
Olaso. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ai ros, julio 3 do lf>42. 

Y vistos: el recurso extraordinario concedido en 
la causa "López Tí anión, sumario do Aduana*', contra 
la sentencia dictada por la Cámara Federal de la Ca- 
pital. 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia de 
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fojas 104 cu cuanto pudo ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse al Tribunal de procedencia, 
donde se repondrá el papel. 

Roberto Kkfetto — Antonio 
Sagauna — B. A. ííazah An- 
chohena — F. Ramos Mejía. 



JACINTO VALLE JOS GUTIERREZ v. NACION 
ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constituciones y 

hijea tócale?. Procesales. 

La Corte Suprema carece de jurisdicción para revisar por 
vía del recurso extraordinario lo decidido en la sentencia 
arlada respecto del pago de las costas. 

EJEIiC I TÚ NA CIONA L. 

PENSIONES: Militares. 

La pensi'n do retiro correspondiente a un suboficial 
del ejército no comprende el importe del "premio a la 
constancia", de que pozaba en actividad. 



Sentencia DEL Juez Federal 

Buenos Aires» mayo 9 de 1941. 

Autos y Vistos: Para resolver en definitiva este juicio se- 
guido por jacinto Val lejos Gutiérrez contra la Nación —sobre 
reintegración de pensión militar y liquidación de haberes—, y 

Resultando : 

Que el actor manifiesta que siendo Sargento 1* del Ejér- 
cito en actividad, ganaba el sueldo mensual de $ 260 m/n-, 
más $ 30 m/n, de "prest" y é 40 m/n. de premio de constancia. 
Total § 330 m/n. mensuales. Pero al retirarse con 24 anos de 
servicios y el 95 % de su sueldo y presentarse a cobrar su pen- 
sión de retiro comprobó con la sorpresa consiguiente, que 1» 
Contaduría General de la Nación le había liquidado solamen- 
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te el 95 % sobre el sueldo básico, con más la mitad del "prest" 
o se» un total de S 2(í2 globales, cuando lo que le correspondía 
percibir, en estricto derecho, era el 95 Tí sobre "el total que 
percibía en actividad de servicio", es decir sobre los $ ¡Í30 
que constituían su verdadero sueldo y de conformidad a dispo- 
siciones claras y expresas de la ley 4707. 

En efecto, "el art. 14, tít. III, Cap. IV de dicha ley, esta- 
blece categóricamente: ''Entiéndese por sueldo, a los efectos 
de la liquidación de la pensión y cualquiera que sea la situa- 
ción de revista de] interesado, el total que recibe el militar en 
actividad de servicio", 

La Contaduría General de la Nación, en vez de cumplir 
y aplicar estas disposiciones claras de la ley 4707, para practi- 
car la liquidación, por un error inadmisible en una repartición 
de su índole, por muy plausible que sea su propósito, fué a 
buscar y o aplicar el art. V2 de la ley de Presupuesto de 1911, 
articulo caduco desde 1912 y que en contraposición del art. 14 
de la ley 4707 establecía que: "Los militares retirados no perci- 
bían otra remuneración que la que actualmente disfrutan y a 
los que en adelante se retirasen, sólo se tes computará como 
pensión de retiro, el sueldo y sobresueldo fijado por la ley de 
presupuesto para los que presten servicios efectivos en el Ejer- 
cito o cu la Armada, derogando toda disposición en contrario". 

Si este artículo estuviera vigente, es evidente que todos 
los militares que se hubieran retirado desde 1911. no podrían 
percibir como pensión de retiro, otra suma que la determinada 
por "el sueldo y sobresueldo de presupuesto" como dice este 
artículo. Pero resulta que tal artículo ha dejado de existir 
desde 1912. por no haber sido desde entonces reproducido por 
las leyes subsiguientes de presupuesto, por lo cual desde en- 
tonces recuperó todo su valor el art. 14 de la ley 4707. 

Con referencia al "premio de constancia", es también 
equivocado el criterio de la Contaduría General de la Nación ni 
ínter pretar el art. 59 del tít. I de la ley 4707 y que ha servido 
de brise para efectuar su liquidación. 

Dice en síntesis, a este respecto, que la frase "y hasta que 
pase a retiro" que emplea dicho artículo, no significa que el 
premio de constancia "no deba percibirse después del pase a 
retiro, sino simplemente que después de los quince años de ser- 
vicios el monto de dicho "premio de constancia" debe perma- 
necer invariable". 

Con respecto al "prest", así como el "premio de cons- 
tancia" es una parte integrante del sueldo militar, porque está 
comprendido en el "total que recibe, sensualmente, el militar 
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en actividad de servicio", así también y con igual o mayor 
razón lo es el "prest 1 ', no Bolamente por estar comprendido en 
ese "total" sino porque, además, lo menciona expresamente el 
art. 14 on la enumeración ejemplificativa que contiene- Se ex- 
tiende luego en albinias eonsideraeiniies acerca del contenido 
económico-jurídico de lo que debe entenderse por sueldo; cita 
alguna jurisprudencia favorable a su caso, y en mérito de todo 
lo expuesto, solicita se declare que In Xación. debe integrarle 
y liquidarle su pensión de retiro a razón $ 313,50 m/n. en vez 
de $ 2í\ü ni /ii. como liquida actualmente y abonarle las dife- 
rencias resultares desde el líi de setiembre de 103G, fecha de 
su retiro, con intereses y costas. 

Que el señor representante de la demandada, siguiendo 
el criterio sostenido por el P. E. en el decreto que denegó la 
gestión administrativa, contesta la demanda negando que el ac- 
tor tenga derecho a modificar su haber de retiro en la forma 
que pretendí'. E» efecto, del análisis del art. 14, tít. III de la 
ley 4707, relacionándolo con el art. 59 del tít. I y de lo legis- 
lado por el art. 12 de la ley de Presupuesto del año 1911, resul- 
ta que el "premio a la constancia" así corno el "prest" no son 
eomputables a los efectos de determinar el monto del haber de 
retiro. 

Agrega, con respect- al "premio de constancia" que esa 
asignación no puede considerarse como parte de sueldo por- 
que no retribuye servicios prestados, siuo únicamente una 
prima que. como es lógico, termina con el alejamiento del servi- 
cio. Corrobora, lo expuesto, la circunstancia de que las pensio- 
nes de retiro de los oficiales no comprenden el suplemento por 
antigüedad. 

Por último, cabe destacar que dada la época de la san- 
ción de la ley 4707, el "premio a la constancia" tenía por fina- 
lidad retener en las filas a los suboficiales, por las condicio- 
nes en que se desenvolvían en ese entonces, las actividades del 
ejército. 

Por todo lo cual, pide el rechazo de la demanda con costas. 
Y Considerando : 

Que atento el carácter restrictivo con que deben conside- 
rarse otorgadas las concesiones graciables por el Estado, a sus 
servidores, entre los cuales revistan las pensiones militares de 
la ley 4707, su monto mensual debe resultar de los términos 
estrictos del texto legal que las autorice. A ese respecto el art, 
14, del Cap. IV, del tít III de la ley 4707, aclarando lo que 
debe entenderse por sueldos a los fines de la pensión de retiro, 
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dice textual mente : "Entiéndese por sueldo a los efectos de la 
liquidación de la pensión y cualquiera que sen la situación de 
revista del interesado, el total que recibe el militar en activi- 
dad de servicio y que comprende además del sueldo sin suple- 
mento por antigüedad, la ayuda de costas y el "prest''. 

Que dentro del claro texto transcripto la cuestión plan- 
teada por el actor no admite dudas cu su solución. Al pres- 
cribir el artículo citado (pu» el sueldo será el total que recibe el 
militar en actividad de servicio, expresando así en forma gene- 
ral y con el apresado de que dicho concepto regirá por igual 
ante cualquiera que sea la situación de revista del interesado, 
no puede caber duda alguna acerca de que el monto eom pota- 
ble es el previsto por la ley de Presupuesto para los distintos 
grados ¿01110 retribución ordinaria y normal del servicio acti- 
vo. Si en la situación de revista del nctor mediaba una retribu- 
ción .suplementaria en concepto de " premio de constancia" no 
puede ella computarse como integrante del sueldo, desde que 
se trata de un emolumento extraordinario, ajeno al total pre- 
visto por la ley de presupuesto, que recibe todo militar en acti- 
vidad de servicio. 

De acuerdo a la interpretación expresada, la pretensión del 
actor carece de fundamento legal, por lo que corresponde decía* 
rar bien excluido del monto de su pensión de retiro, el monto 
equivalente al "premio de constancia'' invocado en la de- 
manda. 

Que con respecto al ''prest" que el P. E. liquida solamen- 
te en un 50 Tí , la solución debe ser favorable al actor, en razón 
de que el art. 14 citado de la ley 4707, lo acuerda sin rr fric- 
ción alguna, como rubro integrante de la pensión, además del 
rubro propiamente dicho, sin que ninguna disposición regla- 
mentaria en contrario del P. E. que lo cercene pueda tener 
vigencia válida. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: Declarar que la Nación 
debe abonar al Sargento Jacinto Val lejos Gutierre?, el monto 
previsto para "prest" íntegramente y sin deducción alguna 
a contar desde cinco años antes de iniciada esta demanda — 26 
de abril de 1040— v desestimar la demanda en cuanto a la 
acumulación del "premio de constancia" que se reclama. Cos- 
tas por su orden, atento al resultado a que se llega. — Emilio 
L. González. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 17 de 1941. 

Y vistos? De acuerdo con lo resuelto por esta Cámara en 
el caso de Patrocinia Cabrera ele Heynoso y María Elena Rey- 
nos© (véase (í. del F. : 124, 69 y I3Í, -0.>), en cnanto se refiere 
a la asignación. Humada "prest", y en el de Antonio de Haro, 
en sentencia confirmada por la l urte Suprema el 27 de junio 
último (Fallos: 190, 130; y O. del F. : 153, 149), en lo que hace 
a la denominada "premio a la constancia — ajustándose a 
esta jurisprudencia el fallo recurrido de fs. 33, del presente 
juicio seguido por Jacinto Val lejos Gutiérrez contra la Na- 
eión — y por sus fundamentos concordantes, confírmaselo en 
todas sus partes, con intereses y las costas de esta instancia, 
tfunbién en el orden causado. — Nicolás González Iramain, — 
Carlos del Campillo, — Ricardo Villar Palacio. — Juan A, 
González Calderón. — Ezequiel 8. de Olaso. 



FALLO DE LA CORTE S IT REMA 

Buenos Aires, julio 3 de 1942. 

V vistos: el recurso extraordinario concedido en 
el juicio: "Vallcjos Gutiérrez Jacinto v. la Xación, sobre 
pensión militar" contra la sentencia dictada por la Cá- 
mara Federal, y 

Considerando: que de acuerdo con los términos del 
escrito de fojas 124, dos son las causas que originan el 
remedio federal intentado; una relativa a la falta de 
imposición de las costas del juicio y la segunda vincu- 
lada con la interpretación que las sentencias de 1* y 
2» instancia acuerdan a los a rífenlos 14, título 3* de la 
ley 4707 y 12 de la ley de presupuesto del año 1911. 

Que el agravio relativo a las costas se halla fuera 
del alcance del recurso rjue autoriza el art. 14, ley núm. 
48 por ser una cuestión de orden procesal. 
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Que en lo que respecta a la segunda cuestión cube 
observar que el art. 14, Cap. IV, Tít. III de la ley 47ü7 
que rige el caso de las pensiones militares como lo ha 
declarado esta Corte en la causa: C. S. 1ÜD, 1Ü0, dispo- 
ne? "Entiéndese por sueldo a los efeefos de la liquida- 
ción de la pensión y cualquiera que sea la situación de 
revista (li'l interesado, el total (pie recibo el militar en 
actividad de s<irvicii> y que comprende, además d<-l 
sueldo sin suplemento por antigüedad, la ayuda de 
costas y el prest". 

Que dentro del alcance que cabe atribuir a tal dis- 
posición no procede computar las sumas que el actor 
ha percibido uiensualmente en concepto de "Premio a 
la constancia" porque tales asignaciones de naturaleza 
suplementaria y extraordinaria como lo informan los 
arts. óí¡ y semientes del tít ido t* ea| vítulo 10 de la ley 
4707 no forman parte del sueldo previsto por la ley 
de presupuesto que recibe el militar en actividad de 
servicio. 

Tal conclusión se halla corroborada por los tér- 
minos del art. o!» tít. V cap. 10 de la ley orgánica 
citada que dispone que el derecho a las asignaciones 
derivadas del premio a la constancia se estiende hasta 
la oportunidad en que el militar pasa a retiro. 

Por ello se confirma la sentencia de fs. V2Á en 
cuanto pudo ser materia de recurso. Hágase saber y de- 
vuélvate- al tribunal de procedencia, donde si' repon- 
drá el papel. 

Roiu-:uto Tfiíi'tiTT») — Antonio 
Saca un a — B. A. Xazak An- 
cho» en a — F, Ramos Mejía. 
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S. A. TERMAS DE CACHEUTA v. PROVINCIA 
DE MENDOZA 

HECVllSO DE i/i'EJA : Procedimiento. 

La t rain it ación del recurso de meja por denegación del 
extraordinario se rige por los arts, 22íl y sipuientes de la 
ley federal ofl, que no prevén la participación del apelado 
en aquélla ni admiten la presentación de memoriales antes 
de la oportunidad prevista en el nrt. 8 de la ley 40ó5 ( por 
lo qii<* procede la devolución del presentado fuera de la 
misma. 

DERECHOS Y G4RAXTIA8 CQSSTITI'CIOXALES: IiuioUihíti- 
dad <lr hs defensa en jitii í<k 1 ntervencián de Jas ¡mrte*. 

La resolución del recurso de queja sin audiencia de la 
parte apelada no es violatoría del art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional. 

FALLO DE LA CORTE SI - PRESTA 

Buenos Aires, julio 3 de 1942. 

Y vista In precedente en usa caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la actora en los autos Termas 
de Cáchenla K. Anón. c. Mendoza, La Provincia" a los 
efectos de decidir respecto de lo peticionado en el es- 
crito de fs. 27*> y si y tes. 

Considerando : 

Que los arts. 229 y sigtcs. de la ley 50 rigen la 
tramitación de los recursos de queja interpuestos con 
motivo de la denegación del extraordinario para ante 
esta Corte —Fallos: 143» 399; 156\ 5; 187, 330 entre 
otros. 

Que el art. 230 citado prevé que, interpuesta la 
queja, "La Corte pedirá informe al juez de la causa, y 
evaeuado por este, resolverá con su vista, desecliando 
la queja, o mandando la suspensión de los procedí míen- 
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tos y remisión de los autos, con emplazamiento tío las 
partes para que se exprese agravios", o sea, por apli- 
cación del art. 8 de la ley núm. 40Ú5, desechando la 
queja o en el caso de declararla fundada, dictando la 
providencia de "autos" que se notifica a las partes a 
los efectos que en ese artículo se determinan". — Fa- 
llos: 111, 271. 

Que el régimen legal deserlpto "no prevé la parti- 
cipación en ella (la queja) del apelado" — Fallos: 111, 
271, cónsul, o'— ni admite la presentación de memoria- 
les, antes de la oportunidad prevista en el art. 8 de la 
l ey 4055 —Fallos : U8 T 23. 

Que las conclusiones a que lian llegado los fallos 
citados precedentemente han sido refirmadas por la 
práctica constante del Tribunal. Encuentran además 
fundamento en la circunstancia de que el recurso de he- 
cho —que somete a la revisión de la Corte el auto quo 
deniega el recurso extraordinario en salvaguardia de 
su jurisdicción — trac a la decisión del Tribunal un 
punto resuelto también sin audiencia del apelado. A lo 
que cabe aún agregar que la decisión de plano, en ter- 
cera instancia extraordinaria, no es violatoria de la 
garantía de la defensa en juicio, aun cuando verse so- 
bre el fondo del pleito —Fallos; 1SU, 2í)2 y los allí ci- 
tados. 

Kn s» mérito se decide: Ordenar se proceda sin 
más trámite por Secretaría al desglose del poder y del 
escrito precedentes, los que se devolverán al intere- 
sado, líe póngase el papel. 

Rohehto Repetto — B. A. Nazab 
Anoiiop.exa — F. Ramos 
Mejía. 
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RAMIRO PELAEZ v. S. A. LA SUPERIORA 

DERECHOS Y GAS AMIAS CONSTITUCIONALES: Inviolabili- 
dad de Ííi defensa tn juicio. Principio* generales. 

La garantía constitucional tío la defensa en juicio supone 
la posibilidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional 
en procura de justicia. 

RECURSO EX TRAORD IX A JilO: Materia ajena. Constituciones y 
leyes locales. Procesales. — Cuestiones de hecho y prueba. 

La circunstancia de que el juzgamiento de! caso imponga 
a la Corte Suprema la reconsideración de pinitos de hecho 
o de derecho local —por regla general ajenos a su juris- 
dicción extraordinaria— no obsta ala procedencia del re- 
curso del art. 14 de la ley 48, si ello es necesario para acor- 
dar el derecho federal invocado cuya frustración sería, de 
otra manera, inevitable. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Casos. Consti- 
tución Nacional. 

No quedando al recurrente medio alguno, dentro de la le- 
gislación procesal local, que le permita obtener la efectiva 
solución de un conflicto de competencia negativa entre la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial y la Cámara de 
Paz Letrada —ambas de la Capital Federal— ni la consi- 
guiente satisfacción del derecho elemental de ocurrir ante 
algún órgano jurisdiccional en procura de justicia, corres- 
ponde declarar procedente el recurso ex,. aor diñarlo fun- 
dado en el art. 18 de la Constitución Nacional. 

JURISDICCION: Cuestión de competencia. 

En iso de conflicto de competencia negativa entre la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Comercial y la Cámara de Paz 
Letrada —ambas de la Capital Federal— priva la deci- 
sión de la primera. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por los fundamentos quo contiene el escrito de 
queja, encuentra procedente se abra el recurso extraor- 
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dinario traído ante V. E, por don Ramiro Peláez, en 
juicio contra La Superiora S. A. sobre cobro de pesos. 

Es realmente excepcional este caso de un litigante 
que se queda sin juez, so color de defectos do redacción 
de las leyes procesales, y no tiene a quien acudir para 
remediarlo. — Buenos Aires, junio 30 de 1942. — Juan 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPliEMA 

Buenos Aires, .julio 3 de 1ÍH2. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de beebo deducido por el actor en los autos Peláez lía- 
miro e. La Supe rio ra S. A." para decidir respecto de 
su procedencia. 

Y Considerando: 

Que estas actuaciones llegan, por tercera vez a co- 
nocimiento del Tribunal — l's. 23 de los autos principa- 
les; y 10 del recurso de queja P. 88 de la misma cará- 
tula que el presente — sin que el largo tiempo transcu- 
rrido desde su iniciación, baya permitido al recurrente 

gativn a que lian dado lugar las decisiones encontradas 
de la CYmtara Comercial y tic Paz de la Capital. 

Que en las oportunidades precedentes, esta Corte 
declaró —en la primera — que no le correspondía cono- 
cer por la vía de) art !• de la ley 4U"> ¡ y en la segunda, 
que carecía* de jurisdicción extraordinaria para resolver 
el incidente — Fallos: 1ÍU, 1¡>0. 

Que en la última decisión el tribunal desestimó el 
recurso extraordinario pese a la invocación de la garan- 
tía de la defensa en juicio —art. 18 de Ja Constitución 
Nacional— sobre la base de que el conflicto que moti- 
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vaba la apelación tenía solución en el régimen legal 
local, de acuerdo con el que debía privar lo decidido por 
la Cámara Comercial, en la forma que establece el art. 
23, ine. a), apartado 2* de la ley 11.924. 

Que la insistencia del Juez y la Cámara de Paz en 
el mantenimiento de su incompetencia, no permite ac- 
tualmente a esta Corte desestimar el presente recurso, 
pues de hacerlo así, la garantía constitucional de la de- 
fensa en juicio — que supone elcmcntalmente la posibi- 
lidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional en 
procura de justicia— serta definitivamente desco- 
nocida. 

Que aun cuando el juzgamiento del caso imponga 
al tribunal la reconsideración de puntos de hecho o de 
derecho local —por lo general, ajenos a su jurisdicción 
extraordinaria — en el caso, ello no es óbice a la pro- 
cedencia del recurso interpuesto, porque ello resulta ne- 
cesario para acordar el derecho federal invocado, cuya 
frustración sería de otra manera inevitable — Fallos: 
190, 50, 228 y 409; 192, 104. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador (¡ene ral se declara mal denegado 



el recurso extraordinario interpuesto a fs. 4G. 

V considerando, en cnanto al fondo del artículo, 
por no ser necesaria mayor sustaneiaeión : 

Que como lo declaró esta Corte en Fallos: 191, 190, 
el conflicto que motiva el recurso debe considerarse 
dirimido con In resolución de la Cámara Comercial, cuyo 
criterio priva sobre el de la Cámara de Paz — art. 23, 
ine. a), apartado 2» de la ley 11.924. 

■ 

En su mérito se decide : 

Revocar los autos de fs, 45, 41 vta. y 39, declarando 
que la justicia de paz de la Capital debe conocer en la 
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presente causa. Hágase sabor, devuélvanse al tribunal 
de su procedencia, repóngase el papel en el Juzgado 
de origen. 

Antonio Sao a una — B. A. Nazar 
Anchoiiena — F. Ramos 
Mejía. 



RAMON GOMEZ 

RECURSO DE QUEJA: Printipinn ¡icneritles. 

La sola interposición del recurso de queja uo tiene efecto 
suspensivo y no proeede acordárselo por la Corte Suprema 
si no median circunstancias excepcionales (*). 



NATALIO ANGIÓ 
JURISDICCION: Principio* ymcrales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Principios gene- 
rales. 

No compete a la Corte Su p rema , par vía del recurso ex- 
traordinario, ejercer funciones de tribunal de casación 
respecto de materias de derecho común o local ni decidir 
si los tribunales de una provincia cumplen su cometido en 
forma compatible con el art. 5 de la Constitución Nacional, 
que obliga a los estados a asegurar su administración de 
justiein; cuestión también ajena a la competencia de la jus- 
ticia federal ( 3 ). 



nONORIO ROIOT 

RECURSO EXTR AOR LUSA RIO; Cuestión federal. Oportunidad 
de plantearla. 

No obstante la declaración en contrario del tribunal supe- 
rior de la causa, debe considerarse oportunamente introdu- 

(11 Fechn üvl fallo: 3 de jnlíf de 1042. 

(3) Yeeiin ilcl fallo; f> do julio di 1042. Ver Fdlos: 187, 79, conai- 
dwando 3«, y 33(1; 180, 234. 
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cida cu el juicio la cuestión federal consistente en la incons- 
titucional idad del art. 38 del Código de Procedimientos 
Criminales, flauteada por primera vez en el escrito de 
apelación contra el auto' de primera instancia que, apli- 
cando dicho artículo sin previa audiencia del querellante, 
dispouc suspender el trámite del proceso (*). 



DAVID UOMEZ POMUO w PROVINCIA DE SALTA 
DESLINDA 

JlitISPtCCfOX: Iuw&¡CCÍÓü arújinüritt. Causas en que es parte 

una provincia. Camas civiles, 

Ln oposición deducida en el juicio de deslinde le atribuye 
carácter contencioso, y siendo partes en el mismo una pro- 
vincia y un vecino de la Capital Federal SU conocimiento 
corresponde a la Corte Suprema ante la cual, no mediando 
oposición de partes, deben proseguir las actuaciones. 

Fallo de la Corte de Justicia 

Salta, 7 de abril de 1942. 

Vistos los autos de la oposición deducida por David Gó- 
mez Pombo ;d deslinde de un terreno en Tartagnl solicitado 
por la Provincia, incidente sobre declinatoria de jurisdicción, 
elevados por los recursos de apelación y nulidad interpuestos 
contra el auto de fs. 9!) a 100, fecha muyo ü de lí)40, que hace 
lugar a la declinatoria, con costas. 

Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad : 

Que el recurrente se limita a pedir la revocatoria del auto 
recurrido. 

En cuanto al de apelación: 

I. Que la oposición que se trata ha sido deducida por un 
vecino de la Capital de la Nación, y, en consecuencia, el pleito 
en cuestión so lia trabado entre una provincia y el vecino de 



(!) Fecha del fallo: 6 de julio de 1!>42. Ver Fallos: ISS, 477; 
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otra, caso sujeto a la jurisdicción federal ¡ arts, 100 y 101 de 
la Constitución Nacional. 

II. Que, como lo estableció la Corte Suprema de la Nación 
en la declinatoria de jurisdicción promovida en esta provincia 
por la Sociedad Echesortu y Casas en el juicio de deslinde de 
la finca denominada "Tartagal", pedido por el Banco de la 
Nación, promovida oposición en el juicio de deslinde, el juicio 
se vuelve de voluntario en contencioso, o contradictorio, pro- 
cediendo, a su respecto, la aplicación del fuero federal en los 
casos de distinta vecindad; declaración confirmatoria, por otra 
parte, de las decisiones anteriores a que el mismo fallo se refie- 
re (Gaceta del Foro: 76, 32E> y siguientes). 

ÍIX Que a esta conclusión no puede oponerse la obser- 
vación formulada por el recurrente de que otros colindantes 
han protestado el deslinde eu cuestión. No se trata, en efecto, 
de una demanda promovida por varios demandantes de los 
cuales uo todos pueden invocar el fuero federal, sino de opo- 
nentes que lian promovido juicios separados, formalizando sus 
oposiciones, por otra parte, con posterioridad a la «lis contesta- 
tio trabada entre la provincia y el nombrado Gómez Pomho. 

IV. Que tampoco es admisible la observación basada en 
la consideración de que ha sido prorrogada la jurisdicción por 
el oponente, mediante sus actuaciones como constitutivas de 
demanda, y en consecuencia, no han podido operar prorroga- 
ción, según lo preceptuado por el art. 12, inc. 4 J de la ley na- 
cional núm, 48. El mismo recurren t lo ha considerado así eu 
su escrito de fs. 2$$/9 (Exp. principal) cuando pidió que se 
citara a los oponentes para que formal izaran su oposición, in- 
terponiendn demanda ordinaria. 

Que el auto en grado, aunque declara procedente el fuero 
federal, incurre empero, en un grave error cuando ordena la 
remisión de estos autos 4 'al señor Juez Federal de sección", 
pues, por aplicación de lo que dispone el art. 101 de la Cons- 
titución Nacional, deben elevarse a la Suprema Corte Nacional. 

Por ello: 

La Primera Sala de la Corte de Justicia tiene por desis- 
tido el recurso de nulidad. Confirma el auto ocurrido en cuanto 
hace lugar a la declinatoria de jurisdicción dilucida ■ fs, 
75; y lo modifica en cuanto dispone que se remitan los autos 
al Juzgado Federal, debiendo elevarse a la Suprema Corte Na- 
cional. Con costas en ambas instancias. — David Sarttvia. — 
Ernesto Corneja Arias. — Carlos Zambruno, 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En la sentencia de fs. 108, donde se declara que el 
conocimiento de lu presente causa corresponde a la ju- 
risdicción originaria de la Corte Suprema, se aplica la 
doctrina de V. E. en 153 : 9. Estimo procede tal doctri- 
na toda voz que recién a partir de la exigencia de la 
Provincia de Salta (constancias de fs. 74 vta., 80, 9°, 
107 y 108 vta.) de que se formalice demanda contra ella 
por oposición a las diligencias previas de mensura, ha 
quedado trabada la acción civil contradictoria entre la 
aludida provincia y un vecino de la Capital Federal. 
(Constitución Nacional arts. 100 y 101 \ ley 48, art. 1», 
ine. l v ). 

Los demás fúndame utos del fallo apelado de fs. 108 
son ajustados a derecho; por lo que, dándolos por re- 
producidos, considero que V\ E. deberá avocarse al cono- 
cimiento de la presente causa, siempre que el intere- 
sado así lo solicito de la Corte. — Buenos Aires, abril 
27 de 1941 — Jium Alvurcz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, julio 6 de 1942. 

Y vistos los precedentes autos seguidos por don 
David Gómez rombo c. la Provincia de Salta, por opo- 
sición al deslind" de un terreno fiscal realizado por el 
agrimensor X. Martearena, en el exp. mím. 2114, 
año 1934. 

Y considerando: 

Que no mediando oposición de partes, en atención 
a lo resuelto a fs. 108 por la Corte de Justicia de la 
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Provincia do Salta, y lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General a fs. 114, corresponde dar curso a la 
presente causa. 

En su mí rito se decide ordenar se corra traslado 
de la demanda al apoderado provincial presentado a 
fs. 116, por el término de nueve días, a cuyo efecto el 
actor acompañará las copias pertinentes. Señálanse los 
lunes y jueves o el siguiente día hábil si alguno de aqué- 
llos no lo fuere para notificaciones en Secretaría. llá- 
gase sabor y repóngase el papel. 

Antonio Sauakxa — B. A, Xazak 
AxcuoitEXA — F. Ramos 
Mkjía. 



ADOLFO A. ANTOXI v. NACION ARGENTINA 

PRESCRIPCIOS: Prescriprit'm ifo accivam particular, Civil. 
El art 4030 del Código Civil os una disposición excepcio- 
nal, inaplicable fuera' de los supuestos que contempla. 

PRESCRIPCIOX: Prescripción de acciones en particular. Civil. 
La prescripción Manual no os oponible a los particulares 
que persignen el reconocimiento de un beneficio (pie en- 
tienden les acuerda la ley, aunque por esa vía se impugne 
un decreto; pues no se trata de acciones de nulidad de 
actos obligatorios fundadas en vicios del consentimiento 
ni por razón de simulación o fai « causa, sinn de deman- 
das que tienden al reconocimiento de un derecho sujeto a 
ln prescripción decenal. 

■ 

S EXTENUA DEL JL'EZ FEDERAL 

Buenos Air.s, 13 de noviembre de 1940, 

Y vistos: Estos autos caratulados "Autoni Adolfo Anto- 
nio v. Gobierno de la Nación" sobre nulidad de decreto, de los 
que resulta : 
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1» Que a fs. 13 se presenta el actor por apoderado dedu- 
ciendo formal demanda contra el Superior Gobierno de la Na- 
ción por nulidad de decretos y cobro de pesos en mérito de las 
¡siguientes consideraciones ; 

Dice que cu el año 1930 {14 de junio) solicitó su retiro por 
razones de orden privado. Que a pedido del entonces Minis- 
tro de Guerra, General DeÜepiane, desistió de su solicitud tres 
o cuatro días después de su presentación. Determinación que 
hizo llegar por escrito al Ministerio con fecha 28 de setiembre 
de 1930. Que un obstante ello el P. E., por decreto de 17 de 
octubre de 1930, !o declaró en situación de retim a *u solicitud. 
Que reclamó administrativamente sobre la resolución recaída, 
pero con resultado negativo (ver decretos de 19B2 y 1939 y 
resolución ministerial del 4 de mayo de 1932). Sostiene el pre- 
sentante que dichos decretos son nulos toila vez que habiendo 
desistido de su pedido de retiro, el P. E. no pudo en forma 
alguna declararlo en esa situación. Hace luego una serie de 
consideraciones sobre el derecho patrimonial que importa el 
estado militar; derecho que se halla amparado por la ley 
nüm, 4707 y la Constitución Nacional (arts. 17 y 18) ¡ cita 
jurisprudencia (pie haec a su derecho y pide en definitiva que 
se declaren nulos los decretos indicados anteriormente; se je 
reincorpore en el ejército con el grado de Mayor hasta el año 
1931. con el de Teniente Coronel hasta el año 1935 y se recabe 
del Honorable Senado de la Nación la conformidad para su 
ascenso a Coronel; y por último solicita el pago de las diferen- 
cias de sueldo abonadas de menos con intereses y costas. 

jg» Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E., por inlermedio del Ministerio del 
ramo, a fs. 28 se presenta el señor Procurador Fiscal contes- 
tando y dice : . 

Que la demanda es improcedente. Opone la prescripción 
bienal (art. 4030 del C. C.) dado que lo que se persigue es la 
nulidad do mi acto jurídico cuya acción se halla prescripta. 
Sostiene por otra parte que el decreto del P. E. impugnado en 
la demanda ha sido dictado dentro de las facultades legales y 
reglamentarias del caso siendo en consecuencia improcedente 
la articulación promovida. Hace una serie de consideraciones 
más sobre este orden de ideas y pide en definitiva el rechazo 
de la demanda con especial condenación en costas. 

3' Abierta la causa a prueba por todo el término de ley, 
se produjo la certificada por el actuario a fs. 56 vta., alegan- 
do ambas partes sobre su mérito a fs. 57 y 71 ¡ con lo que se 
llamó autos para sentencia a fs. 72 vta. y 
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Considerando : 

1' Que dudo la nnt undoza do la defensa de prescripción 
que entre otras articula la demanda en su escrito do responde 
(fa. 28), el Ju/pado pasará a analizarla en primer término, 
pan pronunciarse sobre las demás cuestiones planteadas* en 
caso de que ésta no prosperará, 

Prescripción : La demandada sostiene que 1;. acción se lia 
proscripto por cuanto la acción de nulidad caduca a los 2 años 
(art. 4089 del (*. C). término que en el presiente lia transcurrido 
con exceso entre la fecha del decreto impugnado y la fecha de 
iniciación de la demanda. Por su parte la actora contesta lulo a 
esta defensa sostiene que es inaplicable al caso la prescripción 
bienal invocada, correspondiendo en la hipótesis aplicar la pres- 
cripción decenal fart. 402:1 del mismo Código i, de acuerdo a la 
abundante jurisprudencia sentada cu casos análogos y que cita 
en apoyo a su tesis (ver fs, 57). 

La jurisprudencia invocada es inaplicable a juicio del sus- 
cripto, al caso de autos. 

En el sub-judke el decreto impugnado por la adora (ver 
fs. 16, Exp. 717, año 1930, letra A, Ministerio de Guerra agre- 
gado por cuerda separada) no fué dictado por propia deter- 
minación del 1*. E. como en los casos señalados en el alegato 
de fs. 57 (ver S. C. 175, 3(58, etc.) sino que ello respon- 
dió al pedido que vntunlaria y espontáneamente presentó la 
interesada (ver solicitud, fs, 1, exp. citado). Esta variante es 
de valor fundamental para la situación analizada porque en 
esta forma no hay posibilidad de sostener como se pretendo qno 
el referido decreto fué dado en violación de alguna disposición 
de orden legal p constitucional como en los fallos a que se ha 
hecho referencia. Sí bien es cierto, y esto es en lo que se fun- 
damenta toda la argumentación de la aelora. que la solicitud 
que provocó el decreto del año 1ÍI30 fué retractada con poste- 
rioridad según se acredita con la presentación que obra a fs. 23 
(exp. citado) ello en opinión del suscripto no puede viciar el 
acto impugnado de una nulidad absoluta como sv sostiene a 
fs, 57 sino relativa y por lo tanto susceptible do confirmación ; 
(art. 1059 y sipftes* C. C), ya que si el P. E. dictó mal ese 
decreto, ello fué única y exclusivamente por mala apreciación 
de los hechos que como juez natural en la causa debía exami- 
nar, al entender que la retractación presentada no tenía el 
valor que le asigna la interesada de conformidad con las dis- 
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posiciones de orden roglamcnt.uia.s rigen todo lo relativo 
a los retiros, arts, 11 y 13 B. G, P. y fi, (ver decreto fs. 29, 
exp. citado) pero no ¡ululen- dicho neto de ningún vicio de 
forma ni competencia que afecten i la educía de su exis- 
tencia. 

En las condiciones i-xpw-stas es indiscutible que persi- 
guiendo la presente acción la nuiul.nl del decreto del año 1930 
(17 de octubre) y tos que eou posterioridad lo confirmaron 
(ver fs. 2!) y 67 Éxp, citado), nulidad que como se ha expre- 
sado no puede tener el carácter de absoluta, la prescripción 
invocada debe prosperar porque han transcurrido en la hipó- 
tesis los dos años a que se refiere la ley (art. 4030 C. Civil). 
No admitiéndose para la especie como actos interruptivos las 
actuaciones administrativas que precedieron a la demanda de 
acuerdo a lo resuelto invariablemente por la jurisprudencia en 
casos análogos (ver S. C. 179. 160; 182, 361). 

Por las precedentes consideraciones, fallo: Rechazando 
la demanda instaurada por don Adolfo Antonio Antoni v. Go- 
bierno tle la Nación por estar prescripta la acción deducida, sin 
costas en atención a la naturaleza de la defensa que prospera. 

Xotifique.se, repóngase las fojas, devuélvanse las actuaciones 
administrativas aprobadas ti<l-cf freí um-vidaidi y oportunamen- 
te archívese. — Eduardo San» Unto, 



Sentencia he l.v Cámara Federal 

Buenos Aires, junio 27 de 1941. 

Y vistos estos antos seguidos por Antoni Adolfo Antonio 
contra el Gobierno de la Nación, por nulidad de decreto y cobro 
de diferencias de pensión, para decidir acerca de los recursos 
de apelación interpuestos a fs. 77 y 77 vta. contra la sentencia 
definitiva de fs. 74; 

Y Considerando ¡ 

Que contrariamente a lo que se afirma en el escrito de 
expresión de agravios, el actor, al solicitar se dejaran sin efecto 
los decretos que menciona y la resolución ministerial, lo hizo 
fundado en que "el acto es nulo y carece de valor legal " y en 
ue "un retiro contrario a las leyes es nido y sin valor alguno" 
fs. 15 vta. y 21 del escrito de demanda)." 

La pretendida nulidad del decreto de 17 de octubre de 
1930 que declaró en situación de retiro al recurrente que lo 
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había solicitado el 14 do junio del mismo aiío <fs, 1 del espe- 
diente administrativo agregado), provendría de haberse dic* 
tado cuando el actor había desistido de su solicitud (fs, 23 del 
citado expediente). 

ye trataría pues de un casi» evidente do falsa causa desde 
que líi solicitud invocada ludiría ivsultaiiu inexistente por su 
retiro posterior y siendo así corresponde aplicar la proscrip- 
ción de dos años* (pie establee el art. 4030 del Código Civil. 

Por ello y fundamentos de la sentencia apelada, se la con- 
firma, debiendo pagarse bis costas en » l orden causado en 
atención a la naturaleza de la defensa opuesta. Devuélvase. — 
Nicolás González Iramuin. — Cario* ti ti Capilla. — Kziquicl 
¿í. (U (iluso. — J\wn A. Gttmúltz Cohhróit, 



Y vista la premien to causa caratulada "Antoni, 
Adolfo Antonio contra Gobierno do la Nación sol no 
nulidad do decreto" a bis efectos de conocer del recur- 
so ordinario de apclamm concedido a fs. ÍK> vta. 

Y considerando: 

Que el arl. 4U'ii) del Código Civil es una disposi- 
ción excepcional, no aplicable fue. a de los supuestos 
contemplados en el mismo — Plantol y Ripekt, t. 6, pág. 
127, núui. 314; K.vl-dry Lacaxtixeiuk. t. 14, púg. 381, 
núm. 2ííLÍÍ¡; Planiol, t. 2, pág. 4SJ. 

Que esta Corte ha decidido —Fallos: 181, ±24— 
que la prescripción do dos años no es oponible a los 
particulares que persiguen el reconocimiento de benefi- 

vía se impugne un decreto del Poder Ejecutivo. Xo se 
trata, en efecto, de acciones de nulidad de actos obliga- 
torios fundadas en vicios del consentimiento ni por 
razón de simulación o falsa causa, sino de demandas 
que tienden al reconocimiento de un derecho sujeto a 
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Buenos Aires, julio f¡ de 1!>4Ü. 
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la prescripción del art. 4023 del Código Civil —Fallos: 
108, 291, 

Ku su mérito se decide: 

I) Revocar la sentencia apelada de i's. 8$, que ad- 
mite la defensa de proscripción; 

II) Devolver la causa al tribunal de su proceden- 
cia, para que se decidan las demás cuestiones compren- 
didas en el pleito; 

III) Suspender el pronunciamiento en lo referen- 
te a costas, para la oportunidad del definitivo juzga- 
miento del litigio. 

llágase saber; rep. el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sao auna — B. A. Nazar 
Axcuouena — F. Ramos 
Mkjía. 



ADOT IIXOS. Y CIA. v. DIRECCION (¡EN ERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LAS YKXTAS: Aplicación. Deducciones. 

A falta do prueba de que el al podón ha sido desmotado 
por empresas independientes y por su cuenta para la venta en 
el increado interno o para la exporl ación (caso en que sería 
discutible la gravitación del impuesto a las ventas) debe deses- 
timarse \n demanda del industrial que lo adquirió para utili- 
zarlo en su hilandería, promovida eon el objeto de deducir el 
precio de compra de la liquidación que corresponde practicar 
a los efectos del pago del impuesto a las ventas. 

Sextenxia uel Juez Fedeiíal 

Rueños Aires, junio 30 de 1941. 

Y Vistos : Para resolver en definitiva este juicio sepuido 
por Adot Hermanos, sociedad en comandita contra el Fisco 
Nacional (Dirección General del Impuesto a los Réditos) sobre 
demanda contenciosa, ley 11.GS3; y 
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Resultando ¡ 

Que la actora manifiesta que se encuentra inscripta como 
contribuyente Úéi impuesto a las ventas en razón del estableci- 
nücnto de hilandería que tiene instalado en esta Capital. Ku 
ese carácter v por concepto de ese impuesto, ha realizado dife- 
rentes pagos" duran le a fu» V.*-ft a 19311. Toles pagos se han 
hecho todos bajo protesta, cu mérito de no habérsele permitido 
deducir en la liquidación del mismo, el precio de compra de ta 
fibra de algodón destinada a la hilandería; ascendiendo el total 
del impuesto que por esta causa se ha visto obligada indebida- 
mente a pagar, a la suma de treinta y dos mil trescientos doce 
pesos eou ochenta y nueve cent» vos moneda nación til. 

La negativa de ta autoridad administrativa a permitir 
que las hilanderías que elaboran fibra de algodón, deduzcan, a 
los efectos de la liquidación del impuesto a tus ventas, del im- 
porte total de sus venias el de las compras de tal fibra, se fun- 
da en las siguientes consideraciones que fundamentan la reso- 
lución del Consejo General de Itéditos de fecha 9 de agosto de 
1938 y que para mayor claridad se transcribe; dice así: "De 
acuerdo con la información producida por el Ministerio de 
Agricultura, el desmote se considera una operación indispon- 
sable, toda vez que los mercados consumidores no aceptan algo- 
dón en bruto sino fibra o semilla, según se trate de hilanderías 
o fábricas de aceite. Por otra parte, la operación del desmote 
por la cual se separa la fibra de la semilla, es una operación 
simple que en nada modifica la naturaleza del producto aun 
cuando por razones de economía la operación se efectúe en em- 
presas intlust ríales'". 

A las razones dadas en los considerandos transcriptos, la 
Gerencia del Impuesto ha agregado otras, ye ha dicho que si 
por el producto básico se entienden las cosas que suministra la 
naturaleza ajenas al trabajo de] bnnibre, no habría posibilidad 
de encontrar exenciones aplicables n esta materia ya que el 
trabajo del hombre concurre en mayor o menor cuantía paria 
obtener de la naturaleza sus materiales; se ha añadido que el 
desmote del algodón es una operación indispensable para ta 
conservación en estado untura! o acondicionamiento del produc- 
to del algodón, ya que con él se busca la posibilidad del apro- 
vechamiento comercial do la materia prima lograda. 

Tal interpretación del Consejo y Gerencia del Impuesto a 
los líeditos se aparta de la ley y de ta na tu raleza de las cosas. 

El desmote implica principalmente, obtener del fruto del 
algodón dos productos distintos, la fibra y la semilla, que tienen 
posterior utilización industrial diferente y mercados consumí- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



149 



dores absolutamente diversos. Pero no puede sostenerse que el 
fruto del algodón tal como se obtiene de la planta carezca de 
mercado consumidor desde que éste está constituido precisa- 
mente por los propios industriales desmotadores. 

El desmote de algodón no consiste en la "simple operación 
de separación de la filtra de la semilla", sino (pie además de 
la desintegración del fruto primario para permitir la aplica- 
ción de sus componentes a las industrias que los utilizan, reali- 
za, mediante complicados medios mecánicos, la depuración de 
gran cantidad de materias extrañas que ia cápsula de algodón 
lleva consigo. 

!Si a pesar de utilizar costosas maquinarias y llevarse a 
cabo el desmote en establecimientos industriales, la negación 
de que el desmote no es un proceso industrial en virtud de no 
incorporarse a) prmlueto tratado elementos extraños, la hilatura 
misma de la fibra y otros muchos procesos industriales indis- 
cutidos, no serían tales. 

Después enuncia la aetora otras consideraciones destinadas 
a dejar establecido que el desmote no es operación de las que el 
art, !)■? de la ley 12.143 contempla como motivo de la desgra- 
vado]] consagrada en su inc. a), sino que es un verdadero pro- 
ceso industrial y que por lo demás, tampoco el Poder Ejecutivo 
lo ha incluido éu la enumeración de lo que entiende por "tra- 
tamiento n elaboración" desde el punto de vista de la misma 
disposición legal {art. 21 del decreto reglamentario de fecha 
25 de febrero de 1035). 

Después de dejar constancia la aetora de que reitera su 
propósito de deducir demanda por separado por el concepto de 
los impuestos abonados por el teñido de los tejidos y de que se 
reserva el derecho de ampliar esta demanda con el importe de 
los sucesivos pagos que realice por el mismo concepto, solicita 
se condene a la Nación a devolverle la suma de treinta y dos mil 
doscientos setenta y seis pesos con cincuenta centavos m/n., 
con intereses desde la fecha de los pagos, y costas. 

Que el señor representante de la Nación como mejor con- 
testación a la demanda, transcribe la resolución de la Direc- 
ción General del Impuesto a los Réditos en virtud de la cual 
le fué negado a Ja aetora el derecho que hoy judicialmente pre- 
tende hacer valer. Dicho informe en la parte substancial expre- 
sa que, en primer término cabe examinar el argumento de la 
recurrente fundado en que la fibra de algodón es una materia 
elaborada, siendo así que dicha operación se realiza con el fin 
do convertir un producto (pie no tiene aplicación industrial 
tal cual es al cosecharlo, en otro que sirve para estos fines. 
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En efecto, la fibra do nluodóii es el revestimiento velloso de la 
semilla del algodonero Su obtención exige el proceso dei des- 
mote en el que si liten sí' utilizan máquinas costosas y la econo- 
mía de la operación se realiza en establecimientos industriales 
especiales, no ha recibido el producto así obtenido la incorpora- 
ción de elementos extraños, no constituyendo otra operación 
que la desintegración total del producto tal cmil se obtiene, 
para aplicar los di versos componentes a las distintas industrias 
en que se utiliza, por cuanto los ulereados consumidores no acep- 
tan algodón en bruto, sino fibra o semilla, según se trate de 
hilanderías, fábricas de aceite, etc. procedimiento llamado 
desmote de algodón consiste en la simple operación de separa- 
ción de hi fibra de la semilla, cuyo todo forma el algodón en 
bruto. Ello sentado y descontando desde luego que el algodón 
entra en el catálogo de las exenciones previstas en el art. 9°, 
inc. a) de la ley, cabe examinar si la operación descripta priva 
al producto en debate de la desgravación acordada por la ley. 
Si por producto básico en su acepción etimológica so entiende 
a las cosas o materiales que nos sumí lustra la naturaleza, ajenas 
al trabajo del hombre, no habría posibilidad de encontrar exen- 
ción aplicable a esta materia, ya que el trabajo del hombre en 
mavor o menor cuantía concurro en múltiples manifestaciones 
para obtener de la naturaleza sus materiales. Teniendo ello en 
cuenta, todas Jas operaciones conducentes a obtener la materia 
prima son objeto de desgravaeión hasta (pie ésta cobre indivi- 
dualidad como tal y para el caso concreto de estos autos, corres- 
ponde mantener la exención para la fibra de algodón obtenida, 
con igual criterio con que el mineral se considera eximido una 
vez extraído de la veta, y no formando un solo cuerpo con la 
tierra, o el grano de trico, de maíz al ser separado de la planta 
y no formando una sola cosa con ésta. A mayor abundamiento 
y en apoyo de la tesis últimamente sustentada, cabe señalar, que 
el art. 9* citado, mantiene esa franquicia para los productos 
de la ganadería y de la agricultura, en tanto no hayan suFri- 
do elaboración (/tratamiento no indispensable para su conser- 
vación en estado natural o acondicionamiento» ya que se busca 
la posibilidad del aprovechamiento comercial de la materia 
prima lograda sin cuyo concurso resultaría inútil la exención 
prevista en la ley. cuyos motivos resultan igualmente válidos 
para decidir en favor do la exeneión cuestionada por la recu- 
rrente. Siendo ello así, la cuestión de la admisibilidad de los 
importes abonados por la compra de fibra d< i algodón, se 
resuelve en los términos mismos de la ley. En efecto, ésta en 
su art. 1« establece que el impuesto debe incidir sobre una sola 
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de fas etapas de que es objt'to la negociación de cada merca- 
dería, al tiempo que el art. ¡"V, iuc. a), señala como responsa- 
bles directos del impuesto, entre otros, a los | roduelores o in- 
dustriales nacionales por el impuesto correspondiente a la venta 
de mercaderías de su producción o manufactura ; excluyendo 
final mente del gravamen en la técnica de la liquidación se seña- 
la en el art, 7 V , a las simples operaciones de reventa, ine. d) 
siendo gravables en manos de la recurrente las operaciones de 
su industria, que consisten en la elaboración de tejidos, el im- 
puesto habrá de determinarse en la forma que organiza el art. 
7" de la ley cuyo ine. e) sólo admite hi deducción del importe 
de las compras en el merendó interno de mercaderías gravadas 
con el impuesto, para ser elaboradas, transió miadas o agrega- 
das o utilizadas para producir o industrializar uuevas merca- 
derías para la venta, y ello conduce evidentemente ti no admi- 
tir la deducción de la* materia prima adquirida por el respon- 
sable, que no resultó mercadería gravada por la ley. 

Í 1 i na luiente, y en el caso que prosperase la demanda, lo 
que sólo por vía de hipótesis admite, los intereses nunca podrían 
correr desde la fecha de los pagos sino desde la notificación 
de la demanda. 

Por todo lo expuesto y dando por negados todos los hechos 
no reconocidos expresamente, pide el rechazo de la acción, 
con costas. 

Y Considerando : 

1» Que de los términos en que ha quedado trabada la 
"litis" y de los que informan la resolución administrativa 
denegatoria de ¡a Gerencia del Impuesto, la cuestión a resolver 
consiste en determinar si el papo del impuesto de la ley número 
12.143, está o no a carpo del productor del algodón por todas las 
ventas que efectúe a terceros. La cuestión planteada implica 
la interpretación del art. 9» inc. a) "in fine", He la ley citada, 
en cuanto dispone que los productos de la aprieultura están 
exentos del impuesto a las ventas, en tanto no hayan sufrido 
elaboración o tratamientos no indispensables para su conser- 
vación en estado natural, o acondicionamiento, l'ara lograr 
dicha interpretación legal, corresponde la previa dilucidación 
del aspecto técnico de la operación denominada "desmote", ya 
que de ella ha de resultar la necesidad di' esta operación con 
respecto a la conservación o acondicionamiento del algodón. 

2* Que del informe pericial obrante a fs, 117, resulta lo 
siguiente; "el desmote del algodón comprende una serie de ope- 
raciones a las cuales se lo somete desde su cosecha hasta el 
enfardado final". 
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"Tocias l«a operaciones preliminares tienen por objeto 
secar y privar al algodón de toda materia extraña y recién 
entonces actúa la desmotadora prop ¡amenté d.uia, en las cua- 
les la fibra es arrancada de Ja semilla" (fs. 11H v.). 

La o pe ración del secado es necesaria en razón do que el con- 
tenido de humedad en el algodón en bruto afecta al desmotado 
y a la calidad de ta fibra. 

"Cuando se trabaja con algodón muy húmedo, existe el 
peligro de que las sierras desmotadoras se empachen con fibra 
húmeda o verde, y haya que detener toda la instalación para 
retirar a mano las fibras, adheridas a los dientes de las mis- 
mas. Además, la humedad excesiva puede endurecer el rollo de 
algodón, ...y las fibras entonces son arrancadas como a tiro- 
nes, causando la rotura de las mismas, o su enrulamiento, todo 
ío cual desmerece la calidad del producto"' (fs. 119). En virtud 
de ello se ha hecho necesario instalar equipos de soca artificial 
en los mismos establecimientos desmotadores. 

Prescindir del secado del algodón en bruto puede significar 
a causa de la humedad el desmejoramiento del producto mien- 
tras so halla en depósito. 

S t > cuenta también como operación complementaria del 
"desmote", la limpieza previa del algodón, pues éste al cose- 
chárselo contiene: cascaras del capulín, partículas de tierra, 
pedazos de tronco, hojas y otras materias extrañas (pie os nece- 
sario eliminar para que él algodón tenga su más alto valor 
comercial. Por ello, dice el perito, en toda instalación para 
desmotar existen las máquinas necesarias pura separar mate- 
rias extrañas sin perjudicar las fibras (fs. 119 v.). 

Después del t ra lamiente preliminar antes dicho, el nlgo- 
dón roción está en condiciones de ser pasado a las máquinas 
desmotadoras o despepitadoras, las que realizan la operación 
de separar las semillas de las f ¡liras que las envuelven. Por 
estar oí valor de la fibra en su longitud y limpieza, esta ope- 
ración tiene singular importancia, porque evita que la fibra se 
corte y que el ¡< plasta miento de las sem illas, manche el algodón 
con vi aceite que se desprendería de ollas (fs. 120). 

Después de eliminadas por la máquina las substancias in- 
convenientes del algodón, llamadas "motas", el algodón se 
prensa y enfarda. 

El desmote significa a la vez, emnn se dijo, la separación 
de las semillas, las t¡ne se someten al tra1am ; ''iito de las má- 
quinas ''deshornd'iras", que acaban do limpiarlas extrayendo 
la borra adherida a las mismas, generalmente calculada en el 
6,2 por ciento dul peso del algodón recolectado, clasificándose 
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luego las semillas limpias, por su tamaño para emplearlas en 
la elaboración de aceites comestible y lubricante (fs. 121 
vta. y 122). 

3» Que lo relacionado y la importancia que tienen las ins- 
talaciones mecánicas destinadas a todo el proceso de desmote, 
demuestran el carácter netamente industrial de dicha activi- 
dad y lo necesario que resulta para conservar debidamente y 
enajenar a buenos precios el algodón y la semilla. 

La operación del desmote en cuanto tiene por objeto la 
debida selección de la fibra de algodón, colocándola en con- 
diciones uniformes de limpieza y de exclusión de toda hume- 
dad, significa a los fines legales, un tratamiento indispensable 
para su "acondicionamiento" industrial, o sea, para la inme- 
diata utilización a que están destinados el algodón y la semilla. 

Si bien es cierto que la realización de una cosecha en tér- 
minos estrictamente normales, o como dice el perito a fs. 122 
vta. y 123, "en perfectas condiciones" y siempre que las cáp- 
sulas se hayan arrancado maduras y el algodón tenga la hume- 
dad normal aproximada de í) ( / t , permite conservar el algodón 
en su estado natural, sin peligro de sufrir perjuicio hasta un 
ano o más tiempo, lo cierto es en la realidad de la producción, 
que tales condiciones de estricta normalidad no se producen 
en la generalidad de las cosechas. Como lo espresa el perito, 
las cápsulas exteriores e interiores en la planta, no maduran 
de la misma manera por la falta de sol y aire de que adolecen 
las segundas, en cuyo caso es necesario dar vuelta y airear las 
cápsulas de algodón durante sn estacionamiento, por el peli- 
gro que corren de recalentarse y deteriorarse; así también 
obligan a otras precauciones en el' almacenaje de conservación, 
en yirtnd de que el calor excesivo y la presión de las capas su- 
periores sobre las inferiores, pueden hacer que las semillas 
exuden aceite que deteriore las fibras. 

El riesgo y las complicadas precauciones a que obliga la 
conservación natural de las cápsulas de algodón y la casi im- 
posibilidad biológica y climática de que las cosechas se reali- 
cen en las condiciones de estricta normalidad a que se refiere 
eí perito, son causales (pie convierten en caso general, y casi 
puede afirmáis,, normal, al "desmote del algodón", como ope- 
ración previa y necesaria para su conservación en estado 
natural. 

•i 5 Que entrando al examen del texto legal cuestionado 
(art. ÍK apartado a) "¡u fine"), en el mismo se advierte que 
el legislador contempla dos situaciones de exención con respec- 
to a los productos de la agricultura: 1* en tanto éstos no 
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hayan sufrido elaboración o tratamientos no indispensables 
partí su consr nación en estado natura!, y 2- en tanto no hayan 
sufrido elaboración o tratamientos no indispensables para stt 
acondicionamiento. 

Tn» respecto a ta consirvaciún en estado natural de la cap- 
sula de al g odón. o sea, sin el previo tratamiento del desmoto, 
hemos examinado en el considerando precedente, lo excepcio- 
nal y contingente (pie resolta esta posibilidad, para poderla 
considerar no indispensable, frente al fácil y rápido proceso 
mecánico del desmate. No pudiendo lo excepcional constituir 
norma dentro de la previsión de la ley, cabe admitir <pie el 
desmote del algodón, en la generalidad de las cosechas, es un 
tratamiento indispensable para su conservación en estado na- 
tural. 

5* Que en io referente al átúwitkionamiinto resulta tam- 
bién de lo expuesto precedentemente, (pie el algodón propia- 
mente dicho destinado a ta industria, no adquiere su condi- 
ción de tal, en tanto no .sea obtenida la fibra limpia y seca, 
sin eurulamiento ni motas y separada de las semillas. 

Dentro de la acepción gramatical del verbo "acondicio- 
nar" que significa dar o adquirir cierta calidad o condición, 
no pued.» caber duda de que el tratamiento o proceso de des- 
mote, constituye una operación indispensable ¡tara el acon- 
dicionamiento "industrial de la fibra de algodón, a la vez que 
de la semilla, para su ulterior utilización en la reproducción 
y fabricación de aceite. 

De las dos situaciones previstas por el legislador para 
encuadrar el gravamen al acto de la primer venta de los jiro- 
duelos de la agricultura, n juicio del suscrito, ambas sil nacio- 
nes confirman la exención al algodón desmotado, desde que 
debe reputarse el proceso de desmote, como indispensable 
para la conservación en estado natural y su acondiciona- 
miento industrial. Si con respecto al primer su p tiesto, o 
sea el de la conservación en estado natural, pudiera suscitar 
dudas al respecto, en el sentido de no ser indispensable el 
desmote, ninguna duda puede caber sobre el aeondic ton a mien- 
to, el (pie por sí solo basta para decía raí procedente la exen- 
ción de la primer venta del producto. 

Por tanto v lo expuesto, fallo no hacer lugar a la demanda 
instaurada por' la sociedad A.lot linos, contra el Fiseo Nacio- 
nal (Dirección General del Impuesto a los Réditos). Costas en 
el orden causado, atento la novedad del caso resuelto. — E. L. 
González. 
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Sentencia de la Cámaka Federal 

Buenos Aires, septiembre 17 de 1041. 
Y vistos; Considerando: 

l fl Que la sentencia reevirrida no aparece dada "con 
violación de la forma y solemnidad que prescriben las leyes, o 
en virtud de uti procedí miento en que se haya incurrido en 
algún defecto de los que por expresa disposición de derecho" 
anulen las actuaciones \art. 233 de la ley núm. ñO) ; la deman- 
dante no indica en la primera parte del memorial presentado 
en esta instancia (ñuta de f¿», 137), ninguno de aquellos de- 
fectos procesales, ni de la forma o solemnidad del pronuncia- 
miento; no afirma — y ello no resulta, tampoco, de las cons- 
tancias de autos — que el cambio o substitución de sentencia 
a que alude, se haya producido después de notificarse ella o 
la com raparte, en la forma prevista en la ley núm. 3649, de 
la que dice anteriormente dictada, y más bien .se infiere lo 
contrario, tanto de lo que expresara en el escrito de fs. 132, 
como de mis propias manifestaciones sobre el punto en el ante- 
dicho memorial; y aquella supuesta modificación del fallo no 
significaría, en tales condiciones, sino un acto del señor juez 
de sección (pie podría someterse, a petición del interesado, por 
la vía correspondiente, a la superintendencia exclusiva de la 
Corte Suprema (art. 10 de la ley 4055). Por consiguiente, 
el recurso de nulidad deducido por la actorn, y que se susten- 
ta solamente en el supuesto hecho mencionado,, debe desesti- 
marse, sin perjuicio del derecho de aipiélla para requerir del 
referido tribunal superior la respectiva medida de superin- 
tendencia. 

2» Que en cuanto hace al fondo del asunto, debe recor- 
darse, ante todo, que según el art, 0'', inc. a), última parte, 
de la ley núm. 12.143 sobre impuesto a las ventas, "quedan 
eximidas'' de éste, las de "tns pmduelos de la ganadería y de 
la agricultura, en tanto no hayan sufrido elaboración o trata- 
titientot no Í»4ispeñsaMéS para su conservación en estado natu- 
ral, o acondicionamiento''. La interpretación y alcance de 
e.sta cláusula le»al es lo que origina el présenle litigio — como 
se advierte en el primer considerando del fallo recurrido— en 
lo que se refiere, a la operación llamada "desmote" del al- 
godón. 

3* Que los diversos fundamentos del dictamen pericial 
de que instruye el informe de fs. 117. reproducidos en sus 
partes más pertinentes en los considerandos segundo y tereero 
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de ta sentencia — y estimados muy justamente — se concluye, 
como lo hace con acierto el señor juez de primera instancia, 
que la operación de "desmote" del algodón es indispensable 
para su "conservación en estado natural", durante el tiem- 
po necesario para su ulterior destino conveniente a la indus- 
tria, y mucho mas todavía, y de manera menos discutible aún, 
para su debido acondicionamiento a los mismos fine*; y esta 
lógica inferencia de aquellos fundamentos técnicos no se des- 
virtúa, sino se corrobora, tanto con lo establecido en la "con- 
clusión" del antedicho dictamen pericial, como en el informe 
d« fs. 74, de la Junta Nacional del Algodón, desde que en 
la primera se es presa, en síntesis, que el mencionado procedi- 
miento no es indispensable para la conservación en estado na- 
tural del algodón durante un tiempo relativamente largo, 
pero siempre en determinadas condiciones, y sin afirmar que 
lo mismo ocurra para su debido acondicionamiento, y — lo que 
es más importante para la cuestión debatida — sin contradecir 
lo expuesto en el pasaje inmediatamente anterior, donde se ase- 
vera que "el desmotado es una operación indispensable para 
la utilización posterior del algodón *'n sus infinitas aplicacio- 
nes, y para su transporte n los diversos lugares de consumo"; 
y en el segundo sólo se dice (pie el "desmote" no es indispen- 
sable para "la conservación y acondicionamiento temporario 
del algodón e» bruto", poro que sí ln es '"para proseguir la 
comercialización e industrialización o exportación'". 

4 ,? Que los ¡nt'oniH's de fs. 41. \^ y "i4. ponen también 
de manifiesto, en sus pasajes |»ei-t ¡nenies, que el "desmote" 
del algodón es una operación indispensable de este producto, 
a los fines de su necesario "acondicionamiento", para ser des- 
tinado a la industria, y para su transporte, en forma que ase- 
gure la debida conservación del mismo. 

Que. fuera de lo expuesto, las demás consideraciones 
formuladas en el fallo recurrido, en las cuides se interpreta 
bien el verdadero espíritu de la disposición legal, de que se 
trata, como asimismo los fundamentos de ln resolución admi- 
nistrativa que motiva la demanda de la nctora. transcriptos 
en el escrito de fs. 8. demuestran suficientemente la impro- 
cedencia de la acción deducida. 

Por esta* consideraciones, desestímase el recurso de nuli- 
dad concedido a la parte acto ra a i's. 1.112 vta.. y confírmase 
la sentencia apelada de fs. 12-1. Las costas de esta instancia, 
también en el orden causado, Devuélvase. — X '¡ortzt'th'z Ira- 
mrtí/t. — Carlos (U l Campillo. — lí. Villar Pal >. — Escqukt 
S. (Je Ofaso. 
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Buenos Aires, julio 8 de 1942. 



Y vistos: Los autos "Adot Unos, y Cía. contra 
Fisco Nacional (Dirección General del Impuesto a los 
Réditos) sobre demanda contenciosa", venidos por los 
recursos ordinarios de apelación concedidos a ambas 
partes — Fs. lü vta, y 142 — contra la sentencia dicta- 
da a fs. 138 por la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando : 

I. Que la cuestión substancial a resolver en esta 
causa consiste en saber si a los efectos de la ley 12.143 
de Impuesto a las Ventas, la operación del "desmota- 
do" del algodón está comprendida entre las exenciones 
de impuesto que menciona la última parte del iuc, a) 
del art. 9 de dicha ley que dice así "y en general los 
productos de la ganadería y de la agricultura, en tanto 
no hayan sufrido elaboración o tratamientos no indis- 
pensables para su conservación en estado natural o 
acondicionamiento"; o si se trata de una operación 
técnico- industrial sujeta al gravamen fiscal correspon- 
diente y del que, por consecuencia, deben ser eximidas 
las ulteriores operaciones realizadas con el algodón des- 
motado de acuerdo con el art. 1 ? de la ley. Las senten- 
cias de primera y segunda instancia han resuelto que 
el desmotado se encuentra comprendido en la excep- 
ción mencionada del inc. a) del art, 9; y la recurrente 
sostiene que es errónea c injusta esa interpretación 
que la agravia al hacerle soportar una carga que no le 
corresponde (fs. 164). 

TT. Que, desde luego, en autos se lia demostrado 
acabadamente que el desmotado es una operación tce- 
nico-industrial tendiente a separar en la cápsula del 
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algodón recogido do la planta, la semilla de la fibra "del 
algodón destinadas: la primera a la fabricación di 1 acei- 
tes y la segunda a la hilandería o a usos nu'dieo- farma- 



céuticos, etc., siendo operaciones accesorias o prepara- 
torias la eliminación de elementos extraños (basuras, 
tierras, gajos, ote,} y el secado cuando conserva hume- 
dad la cápsula (fs. 22, 44, 48, 54, G5, 117). 

III. Que, asimismo, se lia demostrado que el des- 
mote constituye, en general, una empresa independiente 
de la cosecha y acondicionamiento inmediato del algo- 
dón en bruto, es decir, tal eomo es recogida la cápsula 
de la planta — fs. 'XI y 44 — ; exige una maquinaria com- 
plicada que se diseña y explica a fs. 22, 27, 29, 31 y 
115. El informe complementario del Ministerio de Agri- 
cultura, solicitado "para mejor proveer", hace cons- 
tar que de las 147 usinas de desmote existentes en el 
país, solamente "13 cooperativas y 2 oficiales funcio- 
nan eomo empresas accesorias al cultivo del algodón 
ya que su único objeto es el de prestar un serva-io remu- 
nerado al agricultor"; que "cu ambos casos — coopera- 
tivas u oficiales— fl desmote aparece — así — eomo un 
proceso de la producción agrícola; pero en los otros 
casos — núms. .*i y 4 del cuadro de fs. 18J, letra a) es 
decir, desmotadoras particulares —acopladores y ex- 
portadores— que forman el mayor número, el desmote 
"debe considerarse como un proceso industrial no agrí- 
cola, ya que está netamente diferenciado de las activi- 
dades di' este tipo". Esto coincide con el informe de la 
Unión Industrial Argentina corriente a fs. 44, donde 
se afirma que el desmote "constituye una industria 
aparte de la explotación agrícola". 

IV. Que si bien el art. "21 del decreto reglamenta- 
rio de la ley 12.141! no incluye el "desmotado" entre las 
operaciones o tratamientos indispensables para la con- 
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scrvueión y acondicionamiento del producto agrícola 
que es el algodón, la pericia de González Zimmermann 
— fs. 117— coincidente con el informe del Ministerio de 
Agricultura — fs. 74 — afirma t¡ue es una operación 
indispensable para la utilización posterior del algodón 
en sus infinitas aplicaciones y para su transporte a los 
diversos lugares de consumo. Además, si el algodón en 
bruto puede conservarse y acondicionarse por un año o 
más en locales secos y bien aireados, como su transporte 
para la venta, industrialización o exportación exige el 
prensado y en fardel a miento, dado el excesivo volumen 
de las cápsulas, en sacos o bolsas, se comprende la ne- 
cesidad del desmotado porque la semilla comprimida 
destilará el aceite que contiene y mincha ra y dañará 
la fibra. 

t T é Que si los oleaginosos están exceptuados del 
impuesto a las ventas — art. 9 de la ley 1*2.143— y, por 
eons ¡guíente, lo está el aceite do algodón que no puede 
producirse sin la previa separación de la semilla de la 
fibra, mediante el desmote, resultaría un absurdo eco- 
nómico y legal el gravamen fiscal al procedimiento in- 
sustituible para producir el artículo liberado. 

VI. Que, a pesar de las confusiones a que pueda 
llevar la circunstancia de ser el desmote una operación 
técnico-i nduslrial realizada con máquinas complicadas 
y, a veces, con independencia del productor — fs. 2*2 — 
resulta clara y justa la resolución de la Dirección de 
Réditos confirmada por las sentencias de primera y 
segunda instancia si se tiene en cuenta que el algodón 
natural o en bruto no tiene cotización en los mercados 
del producto que sólo se refieren a la fibra o al aceite; 
así resulta de las publicaciones del ''Mercado de Algo- 
dón de Buenos Aires", "Cámara Algodonera de Bue- 
nos Aires" y Banco Central de la República Argenti- 
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na (Conf. f "La Prensa", número de 3 de julio, púg. 14, 
5» columna, sección Mercados de Producción y Suple- 
mento Estadístico de la Revista Económica del Banco 
aludido, núm. 50, junio de 1942, págs. 8 y 9). 

VII. Que, filialmente, si hay máquinas desmota- 
doras particulares, cooperativas y oficiales que traba- 
jan para el mismo productor agrícola — fs. ISO — debe 
advertirse que el actor no lia demostrado ni intentado 
demostrar que el algodón a que su demanda se refiere 
haya sido desmotado por empresas independientes y 
por su cuenta para la venta en el mercado interno o 
para la ex portación, únicos casos en que sería discuti- 
ble la gravitación del impuesto. 

VIII. Que no hay lugar a ejercitar la facultad de 
superintendencia de la Corte por el cambio que se rea- 
lizó por el Juzgado Federal en la redacción de su fallo, 
desde que él no fué notificado en forma a las partes 
antes de la decisión definitiva de fs. 124. 

En su mérito y concordantes se confirma, con eos- 
tas, la sentencia apelada. Hágase saber y devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagaiina — B. A. Xazab 
Anciiohejía — F. Hamos 
Mejía. 



EMILIO J. FEItlíO v. FERRO Y Cía, 

MARCAS DE FABRICA: Requisitos. 

Quien no tiene el carácter de f nhricant \ comerciante o 
agricultor, carece de aptitud para obtener el registro fie 
una marea. 
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RECL USO EXTUáORDlXAIilO: Materia ajena. Cuestiones de he- 
cho y prueba. 

La cuestión referente a saber si está o no justificada la 
calidad de comerciante de quien solicita el registro de una 
marca, es de hecho c ir re visible por la vía del art. 14 de 
la ley 48. 

Sentencia del -Juez Federal 

Buenos Aires, mayo 7 de 1941. 

Y vistos: Estos autos seguidos por Emilio J. Ferro con- 
tra Ferro y Cía. para resolver en definitiva el juicio para que 
se declare* infundada la oposición al registro de las marcas 
solicitadas por actas núins. 190.812 y 190.813, por la denomi- 
nación "Ferro" y "Vcrmouth Ferro" respectivamente; y 

Resultando: 

Quo el actor inicia la presente demanda en virtud de ha- 
berse opuesto el demandado ante la Comisaría de Marcas, al 
registro de las marcas "Ferro" y " Vcrroouth Ferro" sin fun- 
damentar su oposición en marea alguna y basándose en que 
Ferro es su apellido y que han hecho uso de ese nombre como 
marca de bebidas desde hace 25 años. 

Que la marca que se pretende reinscribir, sigue manifes- 
tando el actor, es la de Alessandro Ferro y que durante el 
tiempo de su inscripción. las marcas "Ferro" y "Vermouth 
Ferro", coexistieron ilegalmente, d- ser cierto lo dicho por el 
demtmdado al formular la oposición. Que el mismo derecho a 
usar el apellido lo tienen ambas partes y que el uso no confiere 
derechos. Solicita se reehace la oposición, con costas. 

Que corrido traslado, la demandada contesta manifestan- 
do que hace más de veinte años fabrica y vende licores que 
distingue por su nombre o firma comercial "Ferro y Cía.' 1 , 
sin que en ese tiempo hubiera existido casa de negocio o fábri- 
ca de bebidas de tal nombre. Le niega derechos al actor para 
solicitar la marca por no tener casa establecida para la fabri- 
cación o venta de vinos o licores y considera que el mismo 
quiere aprovecharse del nombre de un producto acreditado. 
Argumenta además que la firma de "Alessandro Ferro", que 
no fué reinseripta y que caducó hace quince años, tampoco 
explotó el ramo. Cita jurisprudencia y pide el rechazo de la 
acción, con costas. 
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Que abierta la cause, a prueba isla es producida por am 
partes, como lo fortifica el actuario a fs, 173 vía,; y 



Considerando ! 

Que desconocida al actor la capacidad legal qm* el art. 6* 
de la ley mím. 3973 exige para que los derechos pnr ella con- 
feridos puedan ejercitarse, corresponde en primer término 
examinar dicha cuestión. 

fon forme lo dispone el art. 6* citado y lo tiene estable- 
cido la jurisprudencia uniformo, solamente el industrial, co- 
merciante o agricultor, tienen capacidad legal para adquirir 
y oponerse a la propiedad exclusiva de marcas. 

De la prueba rendida en autos mi resulta acreditado que 
el actor revista la capacidad legal para pretender el regkfero 
que cuestiona en el suh-litr, lo que acredita la improcedencia 
del mismo. 

Que la improcedencia de la excepción referida invocada 
por el ador, en razón de no haber probado la demandada en 
su calillad de excepcionante, bis extremos del art. G' J citado, 
en nada influye ta decisión negativa de r lidia cuestión por 
cuanto la capacidad legal para estar en juicio por derechos de 
la ley núui. 307.1, es euestiú . previa al derecho en lo que 
atañó n la radicación de la demanda, pudiemlo en su conse- 
cuencia los jueces declararlo aún de oficio, (C. S.. t. 163, "j; 
Par. v Mar. 10:10-121). 

Pnr tan/tú y lo expuesto, fallo; Desestiman la demanda 
deducida por don Emilio J. Ferro en contra de Ferro y Cía., 
actas núms. 100.812 v 100.81 3, con costas. — Emilio L. Gun- 



Y vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Corle ¡Suprema que establece que quien no reúne el 
carácter de fabricante, comerciante o agricultor, carece de 
aptitud b-gnl para obtener el registro de una marca ( Fallos : 
t 163, pájj, 5 y t. 183, pág. 229). aplicable al sub-judice por 
no haber acreditado el aetor la referida condición; se confir- 
ma, con costas, la sentencia apelada de fs. 10Ó que desestima 
la demanda instaurada por Emilio J. Ferro contra Ferro y 
Cía., por oposición ni registro de las marcas solicitadas por 




Sentencia de LA Cámara Fepeiíal 

Btíénos Aires, 28 de julio de 1941. 
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las actas nú tus. lí)í).812 y 100 Si 3. con costns. — Nicolás Gon- 
zález Iramtiin. — Ricardo Villar Palacio. — Juan A. Gon- 
zález Calderón. 

Dictamen okl PuocuiunoH General 
Suprema Corte: 

Paivceme muy dudosa la proeedencia del recurso 
extraordinario en este raso. Los señores Ferro y Cía. 
se opusieron administrad vilmente al registro de las 
marcas Ferro // l'cnmmth Ferro, que intentaba Don 
Kmilio .7. Ferro; y como consecuencia, este último ha 
acudido a la justicia pidiendo se declarase infundada tal 
oposición, ftl .lucz Federal, primero, y después la Cá- 
mara (t's. VX) y Jío) resuelven que la demanda no pue- 
de admitirse pon pie el reclamante no acreditó ser 
comerciante, cuestión previa con arreglo a la jurispru- 
dencia sentada por V. K. en UVA:7t y \s:\ : J-Jü. Con tal 
motivo tiende aimra el seíior Kmilio .1. Iberio ante la 
Corte. 

Si hay o no p rucha respecto al punto controvertido, 
es asunto que V. K. no podría rever? y tampoco es revi- 
si lile el fallo de segunda instancia so color de que la 
ley .'?07"> presume la calidad de comerciante y en con- 
seeueneia tal prueba era innecesaria. Trata ríase siem- 
pre de unít cuestión de carácter procesal, o sea, deter- 
minar sobre quién recae el onua prohantli. Por otra 
parte, en su escrito de expresión de agravios unto la 
Cámara (fs. . r >:í) el hoy recurrente admitió estnr fuera 
de discusión la citada jurisprudencia de V. E. 

Kn su mérito, opino que corresponde declarar mal 
concedido el recurso. — Buenos Aires, setiembre 30 de 
1941. — Juna. Aliunz. 
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FALLO DE LA CORTE SUPÜEtfA 

Buenos Aires, junio 24 de 1942. 

Y vistos : El recurso extraordinario concedido n fs. 
218 vta., en los autos seguidos por Ferro, Emilio J. 
contra Ferro y Cía., sobre oposición al registro de mar- 
eas, venidos de la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando : 

Que la cuestión de derecho federal planteada por el 
apelante ha sido resuelta por esta Corte en el mismo 
sentido que lo decide la sentencia apelada en los fallos 
registrados en los tomos 1K3, pág. 5 y 183, pág, 229. 

En su mérito y oído el señor Procurador General 
so declara la procedencia del recurso y se confirma la 
sentencia de fs. 215 en cuanto ha podido ser materia 
del recurso extraordinario. Hágase saber y devuélvan- 
se, debiendo reponerse el papel en el juzgado de origen, 

Roberto Repetto — Antonio 
Sao auna — B, A. Nazab An- 

CIIOHENA — F. U ASIOS MeJÍA. 



ACLAH ATOHtA 

Buenos Aires, julio S de 1942. 
Y vistos : Considerando : 

Que la sentencia apelada de fs. 21o resuelvo la 
cuestión de hecho — i rre visible por esta Corte — rela- 
tiva a la circunstancia de que el actor no ha justificado 
bu condición de comerciante, fabricante o agricultor. 
En tal situación, Ui cuestión federal planteada, consis- 
tente en decidir si sólo éstos pueden registrar marcas, 
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no puede extenderse a las reglas procesal es de acuerdo 
a las cuales ha sido apreciada la prueba a fin de llegar 
a esa conclusión* como se lo pretendió en el escrito de 
fs, 217 en que se interpuso el recurso extraordinario. 

Viii el escrito de aclaratoria precedente, sostiene el 
actor que es comerciante y agricultor, no obstante que 
la sentencia apelada decide lo contrario. 

En su mérito se declara improcedente la aclarato- 
ria solicitada. Hágase saber y devuélvase como está 
ordenado, reponiéndose el papel en el juzgado de 
ori¿ en. 

Kouekto Ki-rF/nn - Antonio 
Sagarxa — B. A. Nazar An- 
cuoitENA — F. Ramos Mejía. 



BANCO FRANCES DEL RTO DE LA PLATA v. PROVIN- 
CIA DE CORRIENTES 

LI(¿UJDACIOS\ 

La liquidación aprobada judicialmente fija on forma de- 
finitiva la .situación de las partes en el juicio y la rige 
para lo sucesivo. 

LIQUWACWy. 

La reserva tardía sobre las pérdidas que pudieran resul- 
tar de las diferencias de cambio, formulada por el aetor 
después de haber presentado la liquidación de lo adeu- 
dado por capital e intereses v de contestado el respectivo 
traslado por el demandado, así como las Hechas después 
de la aprobación de aquella liquidación, no lo autorizan 
para reclamar la modificación del tipo de cambio emplea- 
do en la misma y fijado definitiv ente en la resolución 
judicial que la aprobó. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, julio 8 de 1942. 

V vistos; Para resolver las observaciones formula- 
das a fs. 830 i>o r la Provincia de Corrientes a la liqui- 
dación presentada por el Banco Frunces del Río de la 
Plata» en el juic io ejecutivo que le sigue. 

Considerando : 

Que presentada la liquidación de la referencia la 
ejoctitada le formula tres objeciones: a) los fondos en 
moneda nacional recibidos por el actor han debido ser 
computados conforme a la equivalencia dispuesta por la 
ley ÜS7I, y no convertidos al tipo corriente del mercado 
libre de cambios; 1») al enumerar el actor las sumas 
recibidas e invertidas parece que el importe de unas 
regulaciones de honorarios hechas a favor do su letra- 
do y representante, sentir Palacio, ha sido repetido o 
computado dos veces; <•> la determinación del saldo 
acreedor al .10 de noviembre de 1ÍUL agrega una par- 
tida final que se calcula para comisiones e impuestos, 
que no está habilitado para consentir por carencia de 
explicaciones. 

Que al fundar la primera objeción dice la demnn- 
dada: que el contrato de empréstito fué celebrado entro 
el Banco actor y la Provincia por la suma de dos millo- 
nes de pesos oro, cuya equivalencia en libras esterlinas, 
francos y marcos determinó el mismo contrato; que el 
Bnnco formuló una primera liquidación, que observada 
fué reducida, cuyas cantidades convertidas de libras 
esterlinas al cambio do ¡i ,04 y 0.44 quedaron reducidas 
a cinco millones ciento cuarenta y cuatro mil seiscien- 
tos treinta y cuatro pesos con cuarenta y dos centavos 
de pesos moneda nacional al V de agosto de 1941, con 
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inclusión de gastos causídicos, liquidación que se con- 
formó, así, a la lc> 3871 ; que a fs. 411 corre otra liqui- 
dación en la que e efectuó conversión de libras a mo- 
neda nacional al mismo tipo, manifestando el Banco 
reservas extemporáneas de reclamar un mayor porcen- 
taje; que también en la liquidación de fs. 515 expresó 
el cambio de libras a moneda nacional con el criterio 
que informa la ley 3K71 manifestando alguna protesta; 
que estas normas a que se lian subordinado las liquida- 
ciones redactadas por el Banco obteniendo decisiones 
revestidas de la aut orillad de la cosa juzgada están am- 
paradas por la autoridad de los pronunciamientos de 
esta Corte en los juicios seguidos por varios tenedores 
particulares contra la Provincia por cobro de obliga- 
ciones y cupones del mismo empréstito, en los que la 
Provincia pagó de acuerdo con el tipo de cambio de la 
ley 3871 ; cita los juicios de Alberto Palonicque, Bcn- 
venuto y Cía. y N ó store Aimé, cuyas decisiones anali- 
za ; que estos actos tienen el valor y el alcance dados 
por las pas tes durante años a la cuestión relativa al tipo 
de conversión, lia sido la interpretación fijada por las 
partes, lo que bacc aplicable la doctrina del caso Villa- 
mil, (Fallos: 188, 322) sobro la interpretación dada por 
las partes a los contratos, es el reconocimiento de que 
los dos millones de pesos oro prestados a la Provincia 
significan una simple expresión monetaria o moneda do 
cuenta con la equivalencia do la ley 3871. 

(¿ue el Rauco al contestar el traslado, dice: que la 
liquidación se lia hecho ou libras esterlinas, como esta- 
blecen la demanda y el contrato, ajustándose al auto 
de esta Corte del 30 de octubre de 1040 — fs. 734— con- 
forme a cuya resolución fueron reducidas determina- 
das sumas por los títulos del señor Víctor Ruiz y agre- 
gados los intereses desde el 1* de junio de 1937 hasta el 
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30 de noviembre de 1941 ; que durante la secuela del 
juicio el Banco ha percibido sumos de dinero en pesos 
moneda nacional, según el bono general los pagos se 
deben en libras y el Banco lia debido adquirir las libras 
y cada vez que lo hizo dió cuenta de la inversión de los 
dineros extraídos, de la cantidad de libras que había 
adquirido, del tipo de cambio respectivo, y de su remi- 
sión a los banqueros pagadores; que en la liquidación 
se detallan esas remesas a partir de la última liquida- 
ción y se establecen asimismo las sumas deducidas por 
su comisión por los banqueros pagadores, sus gastos y 
el remanente que «pudó en poder de éstos; que las acla- 
raciones (pie se piden sobre gastos y comisiones de los 
banqueros, no son necesarias por cuanto están en el 
art. ti* del bono general, que los pone a cargo de la 
Provincia, no discutiéndose la existencia de los pagos, 
ni la veracidad de las afirmaciones del Banco, que por 
lo demás pueden ser comprobadas ron sus libros y pape- 
les; que la repetición de salidas por honorarios no exis- 
to, esas partidas no figuran en la liquidación observada 
y no existe tal duplicación; que ya en la liquidación del 
P de junio de VX\7, aprobada, se bine ron las reservas 
— t's. 515— y en el escrito de fs. 7Ü1 se respondía a una 
duda y se señalaban las cifras; que en cada caso se ha 
dado cuenta de las remesas en libras hechas a Londres 
dando el detalle del tipo favorable conseguido de] Ban- 
co Central; que unas remesas se hieieron a quince pesos 
por libra y las cuatro últimas a trece cincuenta por 
libra y la Provincia no biza ningún reparo, ni objetó 
las eominas: que establecido el carácter definitivo de 
la liquidación cu lihras, también eou la aprobación de 
la Corte se aplicaron todas las remesas al pago de la 
deuda hasta donde alcanzaron, deducidos los gastos; 
qnc cualquiera que fuera la resolución que recayera 
sobre la incidencia tardíamente promovida no podría 
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modificar las situaciones creadas, puesto que las ha 
causado la inacción de la provincia ; que de acuerdo con 
el bono general la demanda se formuló en libras ester- 
linas, la Provincia aceptó la moneda del contrato y la 
sentencia condenó a pagar las sumas reclamadas; que 
el Banco ha agregado liquidaciones con el certificado 
del tenedor de libros de Ja Contaduría General de la 
Provincia en las que aparecen pagos en libras, adquiri- 
das a pierios distintos según las variaciones del cam- 
bio; que es cierto que en la liquidación de fs. 283, se 
formuló la liquidación a la par porque era necesario 
obtener una suma en pesos moneda nacional y no había 
fondos para comprar libras esterlinas, pero eso ante- 
cedente está desvirtuado en cualquier alcance (pie se le 
quiera dar, por las reservas que en ese caso no era nece- 
sario formular dado que nada se pagaba; que sin pagos 
definitivos no procedía ajusta r al cambie la liquidación 
tío las li liras ya que el tipo de esto cambio no podría ser 
el de una liquidación provisoria, sino el que se obtuviera 
cuando, con dinero efectivo, se pudieran adquirir las 
libras; que por otra parte las reservas so hicieron en el 
escrito de fs. L'SS y cada vez c¡uu fué necesario; que las 
resoluciones dictadas cu los juicios seguidos por tene- 
dores individuales no pueden ser invocadas en el pre- 
sente juicio; invoca los arts. '2ÍH y GS'j del Código de 
Comercio y arts. (¡04, f<.)8 y G0¡> del Código Civil y algu- 
nos casos de jurispruüeneia. Pide la aprobación de la 
liquidación. 

Que en razón de la mora de la Provincia de Co- 
rrientes con relación al empréstito de que se trata, ini- 
ciaron contra la misma varios .juicios: el presente jui- 
cio ejecutivo por el Banco Francés del Kío de la Plata; 
tres juicios por Rafael Alberto Paiomcque, uno ejecuti- 
vo P. 8— y dos ordinarios — P. 16 y P. S6 — ; un jui- 
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ció ordinario por Ben vomito y Cía. — B. 49 — y otro 
por Ahné Néstore (hoy también Benvenuto y Cía.) — 
A. 70— mandados acumular por resolución tic la Corte 
de fs. 555. 

Que la Corte al rechazar las excepciones opuestas 
v mandar llevar adelante la ejecución a fs. 137 ordenó 
tener presiento "al practicarse la liquidación lo resuelto 
en la focha en los juicios ordinarios por cobro de pesos 
provenientes del mismo empréstito seguidos por Ben- 
venuto y Cía. y Palomeque contra la Proviucia de Co- 
rrientes con el fin de deducir su importe del monto de 
lo reclamado en éste", y en estos juicios — P. 16 y B. 
40— fallados el mismo día declaró que la demandada 
estaba obligada a pagar la cantidad de libras esterlinas 
que se indicaba "o su equivalente en moneda legal al 
cambio de 227,27 por ciento a mérito de lo dispuesto en 
el nrt. V de la ley 3871 y sus intereses desde el día de 
la notificación dé la deinanda hasta vi de su efectivo 
pago y las costas del juicio. Notifíquosc, téngase pre- 
sente a los efectos de descontar, en el juicio ejecutivo 
seguido por el Banco Kraneés contra la misma Provin- 
cia ante esta Corte, el monto de la suma a cuyo pago se 
la condena en éste y repóngase el papel". Fs. 120' y 
133 res [lectivamente. 

Que posteriormente resolvía en igual sentido los 
otros dos juicios ordinarios, el de Palomeque — P. So— 
el 1" de agosto de 11)28, y el de Ainié Xéstore — A. 70— 
el 21 de setiembre signicnie. ordenando en ambos se 
practícala la ]u| ablación en la misma forma. Kn estos 
cuatro juicios v en otro ejecutivo seguido también por 
Palomeque — P. H — las liquidaciones se han hecho con 
ese criterio, y es de hacer adiar que cu este último y en 
los dos de Benvenuto y Cía. los créditos han sido satis- 
fechos íntegramente. En el primero de los expedientes 
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— p. ge — ol actor hizo reservas sobre los perjuicios 
que le en use» han ins variaciones del camino — a fs. 144 — 
pero no so lia planteado la cuestión concretamente. 

Que en el primer juicio el actor presentó su pri- 
mera liquidación el 2G de agosto de 1931 — fs. 283 — 
en libras esterlinas convertidas al cambio de 227,27 
arrojando esa Inundación un saldo deudor de cinco mi- 
llones doscientos ocho mil ciento setenta y dos pesos 
con dos centavos moneda nacional, de los cuales corres- 
pondían a capital, tres millones setecientos diez y nueve 
mil ochocientos veinte pesos con ochenta y ocho centa- 
vos moneda nacional, de cuya liquidación se corrió vista 
al ejecutado, liquidación que fué aprobaba a fs. 292 vta., 
con algunas modificaciones de detalle a que se avino 
el actor. 

Que recién el 14 de setiembre, es decir, veinte días 
después, en el escrito en que se hace cargo de las obje- 
ciones de la ejecutada a su liquidación, el actor formula 
resé i-vas sobre las pérdidas que pudieran resultar del 
cambio, sin plantear cuestión concreta alguna — fs. 288 
— reserva tardía que no fué óbice a la aprobación de 
la liquidación por el Tribunal. 

Que esa liquidación fijó definitivamente el capital 
adeudado por la demandada en esa fecha en pesos mo- 
neda nacional y fijó los derechos de las partes para lo 
sucesivo. Tan es así que el actor en la liquidación de 
fs. 411 calcula los intereses sobre el capital fijado en la 
liquidación anterior, liquidación que es aprobada a 
fs. 428. 

Que esa liqui ilación de fs. 411 también se hizo en 
pesos moneda nacional, si bien se formularon reservas, 
y es recién en la tercera liquidación del 17 do junio do 
19;i7 — f iS , 51o — que se practica ésta en libras a un cam- 
bio distinto con cuyo motivo se hacen objeciones sin 
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plantearse la cuestión concretamente, lo que motivó su 
aprobación sin perjuicio de resolver lo que correspon- 
da cuando la cuesión fuera planteada en forma — fs. 
734 — . Oportunidad que ha llegado ahora. 

Que estos antecedentes que se puntualizan, la comu- 
nidad de origen de los créditos y la adopción por el 
acreedor del tipo de conversión 227,27 al practicar la 
liquidación de fs. 283, que no puede .ser invalidada por 
la reserva tardía de ft¡. 288, ni por las posteriores, de- 
muestra la procedencia de la observación designada bajo 
la letra a) en el primer considerando. Ese tipo ha sido 
aceptado por el acreedor y ha servido para fijar en 
forma definitiva el capital adeudado por la ejecutada 
en pesos moneda nacional. La liquidación aprobada judi- 
cialmente fija en forma definitiva la situación de las 
partes en el juicio y la rige para lo sucesivo. 

Que en la liquidación observada no aparecen com- 
putados dos veces los honorarios de su letrado y repre- 
sentante y en cuanto a la partida final que se reserva 
para comisiones o impuestos es de hacerse notar que se 
trata de una reserva para futuros pagos que serán ma- 
teria de su oportuna imputación, en cuyo caso corres- 
ponderá su discusión. Es de hacer notar, sin embargo, 
(¡ue las comisiones e impuestos son a cargo de la Pro- 
vincia según el bono general. — Fs, 22. — Arts. 6 y 9. 

Por estos tmidaiuenUis se desaprueba la liquidación 
presentada por el actor a fs. 825, debiendo practicarse 
una nueva de acuerdo con las directivas que surgen de 
los considerandos. Sin costas, por prosperar la impug- 
nación sólo en parte. 

An'tíinmo S.uiAitsM — H, A. Xazah 
AxcnouKXA — F. Ramos 
Metía. 
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JOSE L COBOS v. CAJA DE JUBILACIONES DE EM- 
PLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Pensiones. 
El acrecimiento autorizado por el art. 40 de la ley núra. 
10.650 <-s procedente aun cuando la exclusión de uno de 
los copan íeipes provenga de la opción por un beneficio 
acordado por otra ley. 



Dictamen del PicOcukadok General 
Suprema Corto : 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación de dis- 
posiciones de la ley especial mini. 10.650 y ser la sen- 
tencia definitiva contraria ¡íl derecho invocado por el 
apelante. 

En cuanto al fondo del asunto se trata do resolver 
si el acrecimiento autorizado por el art. 40 de la citada 
ley procede aun cuando la exclusión de uno de los copar- 
tícipes obedezca a opción por otro beneficio. 

Si bien es verdaa que V. & ha resuelto negativa- 
mente tal cuestión en el fallo que cita la sentencia apela- 
da (171:2(¡), advierto que con posterioridad la propia 
Caja Ferroviaria admitió la procedencia de tal acreci- 
miento cuando el derecho de uno (le los copartícipes se 
había extinguido por prescripción y sólo cnestionó la 
fecha u partir de l;i cual debía surtir efectos (182:143; 
1S3:22G}. 

lía ¡o tal concepto y no encontrando mérito para 
adoptar soluciones distintas cuando el derecho se ex- 
tingue por prescripción o por renuncia expresa, pienso 
que correspondería revocar el fallo apelado en cuanto 
ha podido ser materia de recurso. — Buenos Aires, 
junio 24 de 1942. — Juan Aivarez, 
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Buenos Aires, julio 13 de 194- 

Y vistos ; el recurso extraordinaria deducido eu los 
autos "Jos.- Leocadio Cobos —sus sucesores— ilusión 
de la ley núm. contra la aonteueia dictada por 

la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que en los presentes autos se ha discutido si el acre- 
cimiento autorizado por el art. 40 de la ley núm. 10.(350 
procede aun cuando la exclusión de uno de los copar- 
tícipes obedezca a opción por otro beneficio. 

Que dicha disposición establece en la parte perti- 
nente: "En los casos de los ineisos l fl y 2» del artículo 
39, si se extingue el derecho a la pensión de algunas de 
las personas mencionadas en ellos, la parte de la misma 
acrecerá sucesivamente a los lujos o cónyuge sobrevi- 
viente, comprendidos en los beneficios de esta ley". 

Que en el presente caso la esposa del causante que 
en concurrencia con un hijo menor tenía derecho a la 
pensión del art. 30, ine. 1*, optó por una jubilación pro- 
vincial (ver fs. 14) de acuerdo con lo dispuesto por el 
art 4*4, 

Que este último precepto dispone: "No se acumu- 
larán dos o más pensiones o jubilaciones en la misma 
porsona. Al interesado le corresponde optar por la que 
lo convenga y, hecha la opción, quedará rxt i» fluido el 
derecho de las otras". 

Que extinguido el derecho a pensión de la rinda, el 
art. 40 tiene evidente aplicación para el lujo ya que el 
acrecimiento que este autoriza se halla condiciom do 
a la previa extinción —sen por opción u otra causa le- 
gal— del derecho de la viuda. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



175 



Que por otra parte no puerto invocarse 011 apoyo 
de una solución contraria la disposición del art. 44 cita- 
do, que prohibe la acumulación de dos o más benef icios 
en una misma persona, porque en el caso la pensión de 
que goza el hijo del causante sólo lia acrecido sin dejar 
por ello do ser el mismo y único beneficio. 

Por ello, lo dictaminado por el señor Procurador 
General y de acuerdo con la doctrina sustentada por 
esta Corte en causas semejantes : C. S. 182-143 y 183-226, 
se revoca la sentencia de fojas 38 en cuanto pudo ser 
materia de recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

RoBEHTO KePETTO — ANTONIO 

Saí ¡atina — H- A. Nazar ák- 
choiíena — F. Ramos Mejía. 



CORPORACION DE TRANSPORTES DE LA CIt'DAD DE 
BCENOS AIRES v. NICOLAS BERLINGERIO Y OTROS 

RECURSO EX TRA ORDIXARIO : Canti»» f nitral. Casos. Consti- 
tución Xncional. 

Es improcedente cL rrcnrso rítraordinarin contra él auto 
(Hie declara Ir. competencia de ta justicia fetleral para co- 
nocer en la causa. 



Sentencia del Juez Federal 

Lucilos Aires, marzo 5 de 1942. 

Considerando: 1' Que la ley núm. 12.311 autoriza "al P. 
E. para orpanizar y constituir una persona jurídica que se 
denominará Corporación de Transportes de la Ciudad de Bs. 
As.'\ art. l v , iuc. a), cuya formación ha de resultar por vía 
de eoor di nación o de fusión "de las empresas de transporte 
c .lectivo de pasajeros de la ciudad de Buenos Aires y servi- 
cios accesorios fuera del distrito federal, y con cuyos servicios 
ha de coordinarse ei transporte de pasajeros realizado por los 
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ferrocarriles de jurisdicción nacional, cuyas vías de acceso a 
la Cap. Fed. formen parle de la red ferroviaria que sale de 
sus límites": eoil díclios ferrocarriles podrá la Corporación 
celebrar acuerdos que aseguren nsediauíe tarifas combinadas 
e instalaciones apropiadas eu Jos puntos de contacto 'VI int- r- 
cainbio de pasajeros fpte efeeMen recurrido mixto'' iart. r>, 
ine. b.}. La Corporación deberá mantener los servicios que 
se prestan en las actuales prolonirnejnnes fui' ra de] perímetro 
de la eimlad de Buenos Aires; y a mi vez las empresas do 
transporte colativo entre la Capital y el interior del país ''no 
podrán transportar pasajeras que viajen entre dos pontos com- 
prendidas dentro ilel perímetro de aqu-'lla, -alvo <pii- se pou- 
líftíi lie acuerdo con la Corporación * ' fart, ], inc. e), La 
Corporación resolta exonerada del pago «le "derechos, contri- 
buciones, inrpucMos y l;i>ns de la Xaeión y de la Municipali- 
dad de Buenos Aires, presentes y futuras, de cualquier na- 
turaleza ípu- sean.,." uirt. R inc. hi. 

2" Las tiispOsieioiieS eltadas expresamente y el enn texto 
gencraj de bUey indinan a] suscrito a L-cu»sid»-niY que la mis- 
nía ha sido dictada por el Congreso de la Nación en su caráe- 
ter de tal, y nú en el de legislatura local de la Capital que 
le atribuye e) art, fi7. ine, 27. Cotisfc Nac.. y según lo preten- 
den los demandados Kn efecto, por una ley 'local de la Capital 
no podrían ser regulados puntos «pie, cuino resultan del articu- 
lado transcripto* afectan directamente al comercio interprovín- 
cial — en c] cual queda comprendido el (pie se realiza entre 
la Cap. Feil. y una provine i a — . y que importan una renuncia 
de Ja entidad Nación al uso de su poder inquisitivo durante 
el término de la concesión y sea cual fuere la naturaleza del 
gravamen —local nticioual — , ya que la disposición es termi- 
nantemente categórica. 

& El art. 67, ine. lo', Const. Nac, reserva al Congreso 
de la Nación d acuerdo de "concesiones temporales de privi- 
legios y rí mpensas de estímulo", entre los cuales debe com- 
prenderse la exoneración de impuestos nacionales. 

El art, t!7. ine. 12. a sti vez. determina que al Congreso 
corresponde "reglar el comercio marítimo y terrestre enn las 
naciones extra ti je ras y de tas provincias entre sí", siendo ju- 
risprudencia constante tanto de la Corte Sup. de EK. W. 
COtiio de nuestros tribunales federales* que el término ''comer- 
cio" debe entenderse comprensivo de las comunicaciones, el 
tráfico, la transmisión de mensajes telegráficos y el tránsito de 
personas (ver cutre otras sentencias de la Corte Sup.. la que 
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se registra en "Fallos", diciembre 2 de lti:i5, t. 174, p. 202; 
J. A., t. ól\ ]>. íí(mJ. 

¥ Se at^uyo con In circunstancia de que la mayoría de 
los si -rv ¡t-i os di 1 transportes se p restan dentro de Jos límites 
de la Capital Federal. Debe toñera presente, sin embargo, 
(pie no sólo afeclíiü al comercio interproviueial en cuanto a 
tmmjjorte ib pepanias, aquellos servicios que efectivamente 
atraviesni d perímetro de la Capital, tinto también los nu- 
merosísimos que llegan hasta los limites del mismo, empal- 
mando allí, según es pfdmen y notorio, y según ht recomienda 
la ley pop lo demás, eoit otros servicios de transporte. Xo 
basta a excluir la jurisdicción nacional la circunstancia de que 
una línea de transporte se desarrolle dentro do una sola juris- 
dicción Ineal, si por su punto terminal, por su vinculación con 
una zuna portuaria o con otras líneas de trans -orte sirve efecti- 
vamente un tráfico interproviueial. En materia de ferroca- 
rriles nsí lo tiene declarado la jurisprudencia (forte Hup.. 
"Fallos", t. loa, p. gO- t. 170, p. ítítt. diciembre 27 de lOTj 
Cám. Fed. Cap., J. A., t. 4. p. lftl ; t. 21, p. 654; véase Bielsa, 
Deru-h,. i'Iminitttratiro, t. I', p. 405), 

i) 1 -' Si lo fpie el b^íslador quiso con la sanción de la ley 
núm. 12.:{11 fué, poner orden en el transporte colectivo de pasa- 
jeros por la ciudad de Buenos Aires, no pudo prescindir del 
hecho, cpie tatita iitiportancm como e| tránsito estrictamente 
urbano tiene < 1 que se realiza con las zonas circundantes al 
punto de constituir uno y otro un solo problema. Aquí no 
resulta inútil transcribir algunos términos de un reciente fallo 
de la forte Snp, de HE. IT. que se registra publicado en "Ad- 
vanee Opiiiions", t. 81, núm. 12, p. üü:*, y enya traducción 
hace Rafael M. Domaría en .1. A., t. ¡58, Sec. jttrisp. estr., 
ps. (í y ss. Dijo el alto tribunal: "Aunque ciertas actividades 
pueden ser de carácter interno cuando se las considera sepa- 
radamente, si licnen una relación tan íntima y fundamental 
con el comercio interestadual que su contralor es esencial o 
conveniente para proteger esc comercio de gravámenes y obs- 
trucciones, no puede denegarse al Congreso el poder de ejerci- 
tar ese contralor..."'. Y más adelante: "Que las actividades 
internas, en razón de una relación estrecha e íntima con el 
comercio interestadual, pueden caer dentro del contralor fe- 
deral lo demuestra el caso de los acarreadores dedicados tanto 
al inuisporto interestadual como al interno...". 

fi" Lo indicado confirma que la ley núm. 12.311 fué dic- 
tada por el Congreso de la Nación en uso de su poder general 
de legislar, y como por su materia evidentemente no se encuen- 
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tra comprendida dentro de la reserva qno a las jurisdiec iones 
lóenlos lince el me. U del art. (i 7, resulta ciara que la mismo 
constituye una ley eüpeeiab Masándole directa c inmediata- 
mente en -'I dereehe que se invoca en 1¡tl ley, surte el fuero 
federal s.-<rún ln dispono e] art. 1 1 Mi de I jé rou.st ¡1 lición y el 
inc. tf del art. 2 V fie ta ley n'úin¡ K Kn enyo mlrito no afecta 
a la Constitución Nacional s¡ no se aeuertiti con ln misma el 
inc, j] de! art. !■ de Ja citada ley uiim. V2MU. qfte de un 
modo expreso determina qm los juirins <le expropiación han 
de tramitarse (fijte la justicia federal. 

7 ? Y si es cierto »ju«' #-u la discusión parlamentaria de 
la ley uum. 1l',:¡11 m> aludió reiteradamente, como lo recaer- 
dan los eyeepcionantes. al carácter de legislatura toral de la 
Capital que corresponde al Congreso de la Nación, no lo es 
menos que fueron también reiteradamente recordadas las atri- 
buciones de legislación general <pie incumben al citado Gon- 
gíét&, y e| poder exclusivo de éste en la regulación del comer- 
cio y tráfico ¡ntoresiadual < interproviueial i (ver palabras del 
miembro informante de la comisión, doctor Arco, y de los dipu- 
tados Coraminas Segura y Con reí, que se registran en e! "Dia- 
rio de Ses." de la t ámara de Diputados, ano V.m. págs 22*1, 
22*í> >• 22!H, respectivamente l. 

Xo se trata en el presento caso de aplicar las concesiones 
o permisos locales que dioron la autorización pertinente al es- 
tablecimiento de los servicios de transporte colectivo do pasa- 
jeros, sino ile aplicar una ley ([ uc engloba todos esos transpor- 
tes internos e interproviueíales en un sistema único, no siendo 
posible discriminar d. 'litro del mismo aquello que afecta y 
aquello que no afecta al comercio y tránsito interestadual. 

8' Conviene advertir que con la solución a que el sus- 
crito arriba coincide la Cám. Cotn. Cap. (J. A., t. 70. p. 711) 
y el procurador fiscal en su fundado dictamen. 

Por todo lo expuesio y de cojiforiniiiad mil la dictami- 
nado por el defensor de pobres, ausentes e inca paces, resuelvo 
red tazar la excepción do meompeteneia de jurisdicción plan- 
teada, sin costas en atención a la naturaleza de las cuestiones 
i¡ abatidas, — Éittmréo Surmia'to. 



*r.\Tr:svr\ lu: M Cámara Fmmu.w, 

tt ue nos Aires, mayo 17 de 1042, 

Considerando; Que el carácter nacional do la ley núin. 
12.311 sur^e con toda evidencia no sólo de la estructura ge- 
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iioral tío la misma, sino también — v de un modo especial— 
de lo que dispone su art, 1', ine. b), al establecer la coordi- 
nación 4I0 los transportes colectivos de pasajeros de la ciudad do 
Buenos Aires y sus actuales proloutineioues v servicios acce- 
sorios " fuera del distrito federal" es decir. *que la ley cues- 
tionad;! contempla el tránsito interestadual de pasajeros, cir- 
cunstancia ésta suficiente por s í sola pura determinar el ca- 
rácter nacional aludido. 

Que es olivin. entonces, que la referida ley fué saneío- 
natía por el Congreso en función de legislatura nacional y que, 
de consiguiente, paru su aplicación y demás efectos noadmi- 
le otro ciiiitndor (pie el tléj gfobíe>ttO federal cu sn condición 
de autoridad nacional. 

Que ;i In ex pues m cabe a trepar que, conforme a lo pres- 
cribió pui- el art. Íi7, ine. 12, C'onjst, Ñ«c, es facultad exclu- 
siva de la Nación reblar el comercio entre los estados que 
la integran, comprendiéndose dentro de este concepto — se^ñn 
la interpretación dada por Iri jurisprudencia— además del 
tráfico mercantil, la eontíWeciÓB de personas. "El poder para 
regular el comercio así comprendido —ha declarado la Corte 
S "I>- — Ij» facultad |iara prescribir las reglas a las cuales 
áqtttll se encuentra sometidci y su ejercicio corresponde al 
{'ongreso de la Nación de una manera tan completa como 
podía serlo en un país de ríirinien unitario" (''Fallos' 7 , 
1. I."i4. p, 

l'or «'Un, de conformidad con lo dictaminado por el pro- 
curador fiscal de cámara, y pro- sus fundamentos, se confir- 
ma la resolución apelada que (leda ra la competencia de la jus- 
ticia federal para entender en el presente juicio. Costas por 

su orden. — f'f!i>(<t.< dil 0ampUí o, — fttnmlo ViHtu- pnhwio. 

Juan A. i;->n;óh: Cattjtrón. — ICziquñl S*. rf, Ohi.«¿. 



Dictamen ivr-i. Puocukaiíur Oes eral 
Suprema (."orto ; 

En iíu juicio de expropiación seguido por la Cor- 
poración de Transportes do la ei talad de Buenos Aires, 
S. A, contra varios propietarios de automóviles colecti- 
vos, so lia discutido si corresponde o no entender a la 
justicia federa], por razón de la materia. La Cámara Fe- 



FALLOS PE LA CORTE SUPREMA 

doral de este circuito lo resuelve afirmativamunte cu 
su fallo de ts. -11); y contra tal decisión se trae ahora un 
recuiso extraordinario por vía directa, fundado, no pre- 
cisamente en admitirse el fuero, materia irreeurrible 
para ante V. K., sjrio Cíl Cfiíe sirven de fumlamento al 
fallo ciertas disposiciones de la ley 12.:>I1, «pie n juicio 
de los reeunvníes es tocan, y no puede modificar las 
normas de carácter ^ueral que fijan los casos de fuero 
rtithm tmirriítt. T>c ahí derivaría la tacha de ineonsti- 
tlleioualídad. básica del reeurso. 

A mi juicio, ta inadmisil.üidad de este último apa- 
rece con sólo enunciar lo ocurrido, de vierte que pro- 
cede declararlo bien denegado; y si V. E. decidiera 
abrirlo, corresponderá mantener el tallo de la Cámara, 
por las razones <pie lo sustentan y doy por reproduci- 
das, y también, porque se trata de vehículos suscepti- 
bles de utilizarse para un tráfico equiparable al ínter- 
provincia!. — Buenos Aires, julio tí de VM>2. — J it <nt 
Alntrez. 

FALLO r>E LA CORTE S IT ¡¡KM A 

Buenos Aires, l.'j de julio de 1:>42. 

Autos y fistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador (í enera I de la Nación y no existiendo 
denotación del fuero federal, único caso en que procede 
el recurvo extraordinario en las cuestiones de competen- 
cia, como Jo ha establecido reiteradamente la jurispru- 
dencia de esta Corte (Fallos: 158, 217; 155, 322; 147» 
147: 14:í, 112; 1.V?, 53 y otros muchos) se declara bien 
denegado .-1 recurso interpuesto a fs. 222, 
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Xotifíijuosc- y archívese previa reposición del pa- 
pel, devolviéndose Ies mém venidos por vía do informo 
con transcripción de la presente. 

RoBERto Repetto, — Antonio 

S A*; Al; Xa — U. A. XaZAR 

ANiintKKXA — l\ Ramos 
Mk.tía. 



PEDIÍM Jns[-: VttCTA «mtimfe- v. CAJA DE 

JlTdLACIOXEs DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JVBILACIOS DE EMPLEA DOS EEÍt ROY! AJI ¡O S : Principios 

ffriwrtílfu. — Jnhitueimes. Chite*. Extraaitifuaria* 

Los sucesores Úéí emplead© ferroviario rpic había solici- 
tado jubilación extraordinaria, tienen derecho a reclamar 
la rectificación de Ja resolución administrativa denegato- 
ria prematuramente $et«# y él píJíro de lus haberes fjue 
habrían correspondido a su antecesor, con preseindenoía 
M <P ie su subsistencia hubiera estada o no a cargo del 
mismo. 

jriíILAClOX ir,: EMPLEADOS tSHROVlARIOS: Jubilaciones, 
C 'lases . Ej ira o ni i Har ia . 

Acreditado rpie el causante tenia más do diez años de 
servicios ferroviarios y civiles y que se hadaba físii-amcii- 
te ^imposibilitado para trabajar cuando ífostionó la jubila- 
ción extraordinaria, ésta debió concedérsele, v. cu conse- 
cuencia, sus sucesores tienen derecho a cobrar los haberes 
(jtie por aquel concepto debió percibir su antecesor hasta 
ct día de su fallecimiento. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulla procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la inlerpretaeión de dis- 
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posiciones dr la ley i>>¡.r.'¡nl nítm. 10M0 y ser la sen- 
tencia definitiva -Ir fs. ]JJ contraria al ttutt&hii invoca- 
áo por la rei-urrente. 

Ka cuanlo ;ij fondo de] asnillo, resulta dr --¡tas 
aetiiaeionos _qj¡iií en octubre de 1 :»;;4, don Pete .losó 
\ e ;; a solicitó de la ¡-aja i'crroviuria jithiiuríón por in- 
validez (í%, f¡). y admitida la existencia di- su incapa- 
cidad definitiva ü'-. 14 vía.), eoiuo los servicios ferro- 
viarios tío alcanzaran al mínimo nectario, se requirió 
de U\ caja civil un proimncíaínirnlo acerca de la rompu- 
táottidad de servicios soutütufes a su régimen (julio 
- í> 835, í* 5 vta.). Lucíto de lal»oi¡, isns tramites du- 
rante casi cinco años, en febrero S de 1H40 ( fs. 65), 
la cílada caja rerouorió a favor del interesado J años, 

2 meses y ;¡ día- de ^-meins, qiüí sumados al cómputo 
de fs. 1 (1 habrían pcrniltííjp "Menor su jubilación, 
Knt reíanlo, con anterioridad y sin esperar el resultado 
de la gestión en trámite, ia caja ferroviaria la había 
(leue-ado (agosto \J ¡i;;7, fs. $| vta.) teniendo exelusi- 
vaniciite en rúenla los servicif ts ferroviarios, que por sí 
solos eran ¡usui' ¡cj,. n te>, y en virtud de no haber con- 
testado Ve-a la visfa que sr Ir confirió a fs. ¿S vta. y 

3 vía. (noviembre U4 !i;{(¡ y junio 21/WÍ7, respectiva- 
mente). I),. | n partida a-rc^da a fs. :í:, residía que 
éste falleció ejilre ambas frrljas ( febrero '2 V37). 

ton tal motivo In madre natural del causante 
(fs. 37) Un. Raniona Voira solicitó pensión, y mino a 
juicio de la «-aja ferroviaria primero < fs. 81 vta.) v de 
la Cámara Federal después < fs. *Xy) no acreditó qué su 
subsistencia hubiera estado exclusivamente a car^o de 
mpirl, se Ir denegó el beneficio. 

En vista de clin, ht nombrada solicita ahora un nue- 
vo pronuncia miento de dicha caja acerca dr la jubila- 
ción por invalidez oportunamente pedida por su hijo v 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 183 

que se desestimó por haberse resuelto sin esperar a que 
la caja eMl reconociera las servicios a su enrtfo. Esta 
nueva gestión ] lu s ¡ ( i i^ ua [ ulH1 ( e desestimada (fs. 114 
vía. y l'2'2) kijo cJ concepto de que siendo la jubila- 
ción un dejteelio eminentemente personal, los sucesores 
no pm-d.-n reclamarla en fojpremitael^u del causante. 

Si bím t-'ü el cas,i JJríaii (LOS: Jí>), eitado en el in- 
forme de fs. 114 —que constituye el fundamento del 
falto apelado— V. K. dedillo que los sucesores de un 
empicoto ferroviario uq podían suplir la inacción M 
mmmüv que no solicitó vt i vida su Jubilación por tra- 
tarse de un derecho emincnieniente personal, renuncia- 
ble expresa o tácitamente, el aetua! difiere de aquél 
como surue de la relación de antecedentes. En efecto, 
a la norma de interpretación establecida por el art. 874 
del Código Civil cabe ¡\gmgs% que cu el .«lilt-jitrfice el 
causante reclamó expresamente en vida su jubilación, 
v sí a pesar de tener derecho a v \\n ] v fué denegada 
por drl'irieucias u omisiones subsanadas más tarde, pa- 
réeeme inobjetable el derecho de la recurrente para so- 
licitar la rerlifie;ieión de la resolución administrativa 
prematuramente dictada. X., obsla a ello la circuns- 
tancia ¡nvoeada a fs. l.'ilí vía. de que su suhsisleueia 
no estuvo a ent'ífo del caucante, requisito que sólo es 
exigtbís para optar a pensión y no para percibir en 
calidad de heredero el beneficio a que tuvo derecho 
aqnél ( 1 .14 : 421). 

En su mérito y atentas las modalidades particula- 
res del presente caso, pienso que corresponde revocar 
la sentencia de fs. 12Ü en canuto ha podido ser materia 
de recurso. Plenos Aires, junio i'ii de VM± — J mn 
Alca tez. 
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lineaos Aires, de julio de 194*2. 

\ Vistos: Kl recurso extraordinario deducido en 
los autos: H \*É|*a IVdro .ios*" — sus sucesores — bene- 
ficio de la li'y 11 úm. ln.f ;.")(►**, eontfü la sentencia dicta- 
da por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que en el caso planteado, la Cámara Federal deses- 
tima el p< didn formulado por la madre del causante 
relativo a los haberes jubila torios que a éste le hubie- 
ran correspondida lia>ia el día de su fallecimiento, fun- 
dando tal solución vi) ifí doctrina sustentada pot esta 
Corte eu la causa C. S> l.'j-S-^t. 

Que la doctrina aludida no encuentra ajustada apli- 
cación en el suh'jttflké ya c|iiej COMO lo puntualiza el 
señor Procurador (¡cueral, el causante Pedro .losé Ve- 
ga reclamó expresamente en vida su jubilación (ver 
i's. 6J y cu el caso C. S. l$$k£\) citado, Santia-o línan 
falleció sin intentar acogerse a los beneficios de la ju- 
bilación ferroviaria. 

Que, | o ir otra partí 1 , de autos resulta «pie a la épo- 
ca en que la Taja denegó c] beneficio solicitado — fs, 32 
yta.~ Veira había fallecido en Córdoba, circunstancia 
ésta qne explica el silencio observado en el procedí- 
mienlo — fs. jS vta. y 

Que, en consecuencia y reproduciendo los funda- 
mentos del precedente dictamen del señor Procurador 
General, la sentencia en recurso debe ser revocada; y 
haciendo uso esta Corte de la facultad que le confiere 
el art. lía de la ley ni'tm. 4S. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto: 
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Que del informe corriente a fs, 28 emanado de la 
contaduría do la caja ferroviaria v resolución de la 
Junta de Administración de la Cnja Xacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones Civiles agregada a fs. 55, re^ 
sulla que el causante tenía acreditados más de diez 
años tío servicios. 

Que, a su vez, del informe de fs. g y semientes se 
infiere que ga se bailaba físionmento^mposibilitado 
para tralinjar cuando prestionó el beneficio juhilutorio. 

<¿ut> en tales condiciones y de acuerdo con lo que 
dispone el ai t. V de la ley niím. 1^.154, es indiscutible 
el d erodio que le asistía en el podido. 

Por ello y fundamentos del procedente dictamen 
del señor Procurador General, se revoca la sentencia 
de fs, 12l> en cuanto pudo ser materia de recurso y de- 
vuélvanse los autos a la caja ferroviaria para que se 
proceda a la liquidación de los haberes jubilaforios que 
coi respondieron al causante hasta el día do su falle- 
cimiento, reservándoselos a ta espera de la declarato- 
ria fie herederos en el juicio sucesorio que, como se 
manifiesta a fs. lili, se ludia en trámite, llágase saber 
y devuélvanse. 

BEOBHRTO IfKPETTO— ANTONIO Sa- 

GARXA — B. A. Xazaii Ax- 
cnonKXA — F, Hamos Mkjja. 



ROSA LEVITZKY DE LEV 

wmtmm m bel/tos: .v^.-™?. 

El distinto prado <lo participación de los acusados cti \m 
enneurso nuitcrinl «c delitos no varía la calificación de 
éstos ii i la un t lindeza r!.- aquel, 

JURlSDICCiOX: Fue 

En el caso do concurso material de delitos independientes, 
de distinta pravedad, cení o los de hurto simple cometidos 
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en un territorio nacional y los de defraudación en la Ca- 
piral Federal, su juzgamiento corresponde a los tribuna. 
It's nnlíaari'^ ii<- <'*ia pin - ser Ims competentes para juzgar 
el (Mito anís srravr. p el 3e de Fraud ación. 

Dh tamk.v tu;]. 1 «i i i:.\i»<ir Uk.nkual 
Suprema i 'orte: 

KsIji f^oiit íi'iiílii til* competencia si» lia producido con 
motivo de imputarse a una persona la comisión (!»■ hur- 
tos cu territorio '1*1 N cuquen y el envío de tú hurtado 
a su i'&pOMl, domiciliada en esta capital, para que aquí 
]o vendiese. Kl señor juez seccional de dicho territorio 
sostiene que siendo el hurlo un acto preparatorio de la 
defraudación — delito mayor — ■ debe conocer en ambos 
procesos la justicia ordinaria de la ciudad de Huellos 
Aires; y ( >| señor juez de in-trueeión a cargo del juz- 
gado nñm. 4, entiende qué por ser separables los deli- 
tos, ha de tramitar aquí el proceso por defraudación 
y en Xeuquéii el correspondiente al hurto. Sólo se dis- 
cute, pues, quión conoeení de >ste último. 

Badas las earai-terístieas áel caso >"' resulta qm 
los cielitos sean inseparable»; por to eual pienso que 
debe resolverle la contienda en la forma sostenida por 
el señor jiev. di> hi Capital. B unios Aires, jimio l!4 de 
1Í*4 - J. — ittm Al r<ir< :. 

TALLO DÉ LA COBTE Ml'líFALY 

Buenos Aires, ló de julio de VM-, 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que íegitti resitltai }*r¡»i<t ftírit, de los testimonios 
que ohran en la cuestión de competencia trabada, Muí- 
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sés Lev y su esposa liosa Levitzky de Lev habrían co- 
metido varios delitos de íiúrtp simple en Zapata, Te- 
rritorio Xciiquén, y varios de defraudación en esta 
Capital ¡it vender en ella las mercaderías hurtadas. Se 
traía, en consecuencia, de un caso ole concurso material 
dt« delitos Independientes de distinta gravedad, cuyo 
juz¡mmieuto compete a la juslicin letrada del territorio 
y a lii ordinaria de ta Capital Federal. El distinto '¿ru- 
do d<- la participación criminal de los acusados en cada 
delito no varía su calificación, ni la naturaleza del con- 
cursa 

(¿lie el caso, así planteado, está expresamente re- 
suelto por el nrl. 40 del Códisro de Procedimientos en 
i" d-imiiiai y Correccional, que dice: "Cuando una 
misma persona hubiera cometido dos o más delitos 
sometidos a distintos jaeces de los que ejercen la juris- 
dicción común en el distrito de la Capital o territorios 
nacional-^- será competente para su juzgamiento aquel 
a quien corresponda el conocimiento del delito de na- 
turaleza más jrrave". "Kste artículo*' — ha dicho la Cor- 
te, I*:!, li!í — **al adoptar para el dereelio común el 
principio del delito más «ira ve a fin de concentrar en 
un solo jue/, el conocimiento y decisión de los perpe- 
trados por la misma persona, reproduce el criterio ya 
empleado por el arl. l\7 .pie también hac mía unidad 
jurisdiccional de lodo id territorio de la República cu 
el caso de tratarse de varios delitos de carácter federal 
cometidos por una misma persona en los puntos más 
distantes del país". 

< t Hie, por Ni lauto, siendo el delito de defraudación 
más «rrave qm ei de hurto simple ^arts. Ui*2, 172 y 
17'S, ínc. 9» del Código Penal— el conocimiento de los 
imputados a ambos procesados corresponde a la juris- 
dicción criminal ordinaria de la Capital Federal, 
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Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se tícela ra competente para cono- 
cer en las causas seguidas a ambos procesados por hur- 
to y defraudación al señor Juez dé Instrueeíón de la 
Capital Federal, a qüimi se remitirán estas wt tinciones 
haciéndole saber cu la forma de estilo al señor Juez 
de! Neuqui'n la presente resolución. 

Robebto Repetto — Antonio S.v- 

GABXA — B. A. K-AZW ÁSF- 
ClIOREXA F. K.IMDS Mejía. 



M. T. MFADOWs; V CU FRANCESA DE LOs FERRO- 
CARRILES DE LA FRoViWlA DE SAXTA FE 

REI • URSQ m TU mm IS . I ttm : Amencia deffy ¡i h n. — Cn etffón 
federal, ( usos, Lgyei del Cnnyreao. 

Procede el recurso extraordinario fundado en H art. 15 tic 
la ítsy 5.313 *-<'»T ra la ¿ieuteUGÍa - que. atnlHiy.'miole una 
inteligencia distinta o Iti que sostieive .'I apelante; ivsuelve 
qite lo* tribunales de la Capital Federal son iueotnpeteii- 
tes para (íonorer en i-I juicio por onbro tic prsns promo- 
ví. | lL *r ,'I cnritra un ferrocarril cuya rulminisi r:,t'iúii so 
halla establéenla cn la capital $s una pri.vint.-ia. 

DOMICILIO. 

FKlUtOC.línULKS. 

El art. 1á ele la ley 3|ly ítü ha establecido un domicilio 
•'■■ti earáeteé peneral y obligatorio para todas las relacio- 
nes jurídicas tle los ferrocarriles, sin > t¡m súlo con carác- 
ter linii'.oto a mi*, relaciones con ol poder cssaCcdeaf e. 



Dl-TAMKX REL Pi:nc[-KAh()U ífENElt.W. 

SnpreHia Corte: 

í*,l recurso c*xf rannliua rio procede en este caso por 
liabcrM' puesto en lela de juicio disposiciones relativas 
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a la ley especial núm. 'hlM, y ser la sentencia defini- 
tiva de fs. 4'2 contraria a los derechos <pe invocara 
oporl unamente oí recurrente. 

Se discute si la frase "el domicilio legal de la em- 
presa será la Capital de la República inserta en el 
art. 15 de dicha ley, se refiere exclusivamente a las 
relaciones de las compañías ferroviarins con los pode- 
res públicos, derivadas de su concesión, o alcanza tam- 
bién al domicilio real que otras leyes tienen en cuenta 
para lijar la jurisdicción de los tribunales y el sitio 
donde deben ejercitarse acciones derivadas del cum- 
plimiento de contratos de transporte, 

A mi juicio, la | ir' mera interpretación es acertada. 
Los antecedentes de la ley 5315 en el Congreso, revelan 
que no innovó en tal materia ^sobre lo que antes csta- 

rrilcs mim. l'S7.'!; y nunca se ha entendido que ésta de- 
rogaste las disposiciones del Código de Comercio o loa 
códigos de procedimientos, sobre jurisdicción de los tri- 
bunales ordinarios o federales para el conocimiento de 
los litigios relativos a dichos contratos. Menos aun 
permiten suponer que el legislador (pliso se trajese 
invariablemente a los tribunales de ln Capital todas 
las demandas intentadas en cualquier punto del terri- 
torio argentino contra cualquier ferrocarril acogido a 
la ley Mitre, líense este o no con sus líneas a Buenos 
Aires. 

En el snb-jttflier, trátase de una empresa ferrovia- 
ria cuyos rieles ligan a Rosario con localidades del nor- 
te de! país, 1C1 transporte se Wv/.o hasta la Capital Pe- 
d'-ra! por medio de otras líneas conectadas a la prime- 
ra; pen> V. Iv no podría rever lo resuelto, en cuanto 
se refiere a la aplicación de los preceptos que para 
casos tic transporte mixto contiene el Código de Co- 
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mercio. Al Hogar ahí. desaparcee el caso federal» y jio 
es vil el domicilio dr la demandada 1u que motiva con- 
troversia. 

Por clin, y limitando mi diclamen a la interpreta- 
ción ilc la ley aóm, 5ol.">, pienso que corresponde eon- 
rirmar la sentencia apelada en cuanto pudo sor mate- 
ria tic recurso. Bueno- Aires, ttieiemforé il de 1!HI. — 
Juan Alvares, 



FALLO I>K LA OJfiTK SITROJA 

Buenos Aires, 17 ,1,- julio de W2. 

\ vistos; VA recurso extraordinario deducido por 
M. T. Meádóws y ría. contra la sentencia de la Kxemn. 
Cámara ele Apelaciones vn |„ (Vunereial de la Capital, 
dictada en el juicio que le si ¡rué a la Compañía Fran- 
cesa de los Ferrocarriles ríe la Provincia de Santa Fe. 

( 'onsiderando : 

Qtie la recurrente i 1 1 i < ■ i ó demanda, ante un ju/.irado 
de eomei'cio de esta Capital, contra la compañía rita 
da, en razón del incendio producido cu ia carira de su 
propiedad euyo transporte lialn'a contralado con la de- 
mandada, y ésta opuso la excepción de incompetencia 
de jurisdicción sosteniendo que su domicilio letra! era 
el 1 Mirar de su administración " sea ia < 'tildad de Santa 
Fe, cuyos jueces eran ios competente 

Qité la actora. sin desconocer estos liedlos, sostu- 
vo que cu vir! ud del art. lá de la ley núm. mU La 
¿fejinwidada tenía su domicilio on la Capital, don- 

de tenía tina oficina o sede permanente que ia repre- 
senta, y como la sentencia recurrida atlante ta excep- 
ción, interpone el recurso extraordinario invocando la 
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interpretación o, no le atribuye ;ii art. ló tío la ley na- 
cional eiMda, recurso ejiíe te lia sido oeaí-odliÍQ, 

Qne la imien cuestión federal a resolver es ta tío 
»\ ilHcÜr <■! fttfh U de ia li-y mini. &?15 que "el 
ibMoílío legal cío la empresa será la Capital de la 

IíepúUira '\ ha olablecido na .1 ¡.-¡lio h-iral con ca- 

rfletor general y obligatorio para totfes las relaciones 
jurídicas tio la empresa o con carnet er limitado a sns 
políteioiios mu el poder coneedente. Tal eueslión hace 
procedente el recurso concedido por sor la ley invocada 
una ley nacional, >u inteligencia decisiva para resol- 
ver la cuestión, y í;i resolución eotílimtifl a la Interpre- 
tación i[ue ]<■ atribuye rl recurrente. Arl. 14, ínc. 3", 
ley nina. 4S, Art. ir*. ley núm, 40.15. Si bien Ja resolu- 
ción recurrida no es la sentencia definitiva, tiene tal 
carái-ler eou relación al punto debatido y eausa na agra- 
vio <|ne no podría ser reparado ulteriormente, salvo el 
caso, liipntétieo, do qüf! so trabara una contienda no- 
cativa <-»n el "tro juez. I)< Marina de los UiU&si t t S(i, 531; 
1^7, t¡4:í : W¿ !J4; LUI, 3tí¿ 

Qitfe la ley general de t'errocarrih's nacionales, 
núm. l'^7:¡, establece en su art. J7 qtfe cualtpiiera (jue 
sea el lucrar donde estén situadas las direcciones o ad- 
ministra ciónos fie las empresas, éstas deberán tener cons- 
tipado un represen t ante en la Capital de la República 
con plenos poderos para todos los efectos de la ley y 
do las concesiones respectivas, y en el ótl que las obliga- 
ciones o responsabilidades de las empresas respecto a 
los cargadores, por pérdidas, averías o retardo en la 
ex peí lición o entrega de las mercaderías, serán regidas 
por las disposiciones del Código de Comercio, y poste- 
riormente la ley núm. ÍKílo sobre concesiones de ferro- 
carriles establece en su art. ló cpie: "Tanto la construc- 
ción eoiiin la explotación ríe las líneas estarán sujetas 
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a la ley general de ferrocarriles y a los reglamentos 
de pollera o inspección dictados o que se dictaren. El do- 
mi i lio legal de la empresa será la Capital de la Re- 
pú'<liea'\ 

i,>n-' ti- iu> T"\f<is transciiptm y de la necesaria 
concordancia entre el art. .">(> de la ley núm. J,<7;í y los 
otros dos transcriptos resulta claro que la obligación de 
tener represen ta ule y domicilio legal en la Capital de 
la República sé refiere sólo a ías relaciones de ias em- 
presas eon el Kstndo, i's deei r, de] eoueedente eon el 
concesionario. Ya lo dijo esta Corte en el caso del Cen- 
tro tic Consignatarios de Producios del País v. F. C 
del Snd — IDO, 517—: "Kl heeho de que las leyes núins. 
5315 y 287,'í, nrts. ló y '27, impongan a los ferrocarriles 
un domicilio legal en la Capital de la República, tiene 
sólo el valor de un domieilio especial para el cumplimien- 
to de las obligaciones que fluyen de la concesión. . . " 

Por estos fundamentos, de conformidad eon lo dic- 
taminado por ej señor Procurador (íeneral de la Nación, 
se confirma el auto apelado de fs. 42 en cuanto ha podi- 
do ser materia del recurso, Notifiques^ y devuélvase 
debiendo ser repuesto el sellado en el juzgado de origen. 

RoBKÍlTO 1ÍKPFTT0 — R. A. XaZAR 

axchukkn'a — f. 1íamos 
Mkjía. 



AUELIXO (¡rTIEIÍBEZ 

, "RETRO ACTIVIDAD; Leyes ¡wersutes. 

L;is leyes sobre el procedimiento y ta jurisdicción son de 
orden piíhüco. por lo cual un existe derecho adquirido a 
ser juzgado por determinado procedimiento. 
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DE HECHOS Y GARAXTIAS C0XST1 ÍCCIOX ALES ¡ Imiolabi 
litltttJ ttr Itt ilt fcftfH en juicio, JítCCi$ mtturalcs. 
liETIÍOAC'W'HtAD: Lritex ¡¡rocrsnlm. 

La declaración de incompetencia parn seguir entendiendo 
«■ti un proceso efectuada por los tribunales federales en 
raíSón de habersp dicta tío durante ('I trámite do la misma 
Ja ley iiuni, cuyos arts, ;í(> y fj¡$ establecen la juris- 

dicción fie la Aduana para esos easns. con apelación pava 
ante rupu'Ilos, no importa substraer la causa a sus jueces 
naturales. 

mmcms, r QARASTIAS C0XST1TVCI0XALE.<: Derecho de 

¡>rú ¡iii'tlíiti. 

ÜETiidACTl Y ¡DAD; Err/ca prowsnh*\ 

La sitia |«"-.il)i!!íí¡n| ,\ r i n ,j H .i r ¡ Uh-ntn pal nnwuial deriva* 
fio di* la modificación de la competencia no es óbice consti- 
tuí' tonal para su cambio, pues ta paran tía de la propiedad 
privada no obsta al servicio de las facultades legítimas 
det gobierno; 

¡Sentencia psi. Juez Fedebaij 

1 labia I i lañen, diciembre 12 do 1940, 

Y Vistos: 

Esta causa núm. 11.025. instruida contra Adcliuo Gutié- 
rrez, cuyas circunstancias personales obran en autos, en vir- 
tud de la denuncia interpuesta por el .Jefe de Liquidaciones 
de la Aduana local, don Arturo S. Ipoíllo Dantiacq, ante este 
Tribunal, la que consiste: 

En que la firma Adelino fiutiérrez, registrada como im- 
portadora en la referida repartición, como comercio de libre- 
ría y papelería en la calle San Martín y -Belgrano de esta 
ciudad, introducía a plaza grandes partidas de papel común 
blanco para diarios, en remesas, libre de derecbos, conforme 
al destino manifestado y a lo dispuesto por el art. 4' de la 
ley núm. 11.281 y decretos reglamentar ios de fechas febrero 
18 de lfej-j y julio 18 de 102á y (pie una ve?, lograda esta ven- 
taja, la referida firma daba al papel un deslino distinto, con- 
trario a los ] tro pósitos de la exención, sin conocimiento ni ínter- 
vención de In Aduana y en pugna con el art. 13 del decreto 
rcgl;i menta rio de la referida ley. 

En prueba de lo denunciado acompaña facturas y una car- 
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ta m pnrte p«pá Jier¡wlitar los hechos; menciona una lista de 
casas .1,- comercio de ta dudad cu las < Jt ie puo.^n hallarse 
mercadería* e» esas é0titl¡einuís ¡ v sutit-jfa la ¡iiKtriievi&i (Ir 
suman»: allanamientos de los comercios, y secuestro do la.s 
partidas tic pajjel cu aifraeeion, reservándose tos derechos oje- 

Ja ley le confier mío tkmuneiante. A fs, i¡ s t . r ¿ - - 1 , . - tomo 

fcréseiitado y parte onerclhinte a Arturo S. I ltoí Lh> Immiae,, 
y |mr considerar «pie prima f,tr¡. los hechos denunciados 
encuadran pf| el delito de defraudación a la n ula íi-eal laris. 

W2t> t I0'2¡ñ y IflílT, t.f.I iiíjh^:is de ildnana ) . s.> declara < - 

pétente el tribunal para conocer en la cansa, en rmsÓi, ttol 
Injrar. la rtiatepia y i» oportunidad en que tos hechos se habrían 
cometido, invocándose ín prescripto por los nrts :)■■ inc :¡' je 
la ley iiiniL 4S y 1034 do la.s Ordenanzas de Aduana. 

Qñe tllli^eiieiadoís los ntandamíenfus librado* centra las 
casas de cíiuirn-in ¡udteadas como poseedoras del papel cu ¡n- 
Fraeetón. n^reirmlas las muestra- de mercadería seeuest radas, 
y los expedientes admiuist rali vos del n-irislro de Ja I>ir i|e 
Aduana* y Puertos dd Ministerio d.- Hacienda de ] ; , Nación, 
en los ipje constan los estados de papej p¡i ra diarios introdu- 
cidos con liberaeioM de diuvchos per | ít firinfl Adelino «íuiié- 
rn'Z, durante los años 1925, lPi's jí^í}. |., ;{() y „ or |., 

Aduana de liaílfa Blanca, se desuna audiencia para ipic com- 
parezca a prestar declaración en carácter de inda irado, Ade- 
1511,1 'í'iti-'rnv, a f« fi| v ta., concurre cl-fo a^mpanado 

del letrado di'fentior, el que por nombrado plantea, de acnerdo 
al art. li):lít de las ordenan»» de a. luana, la incompetencia de 
la justicia federal para seguir entendiendo en 1» causa Kilo 
motiva la forma eum ilel im-idenlc núm. 11.102 a? recado por 
cuerda, en el >|iie a fe. V) .-I jn/iradr. mantiene su cmn peí en- 
eja, basado e„ |¡, disposición de] art. lir.il de tas Ordenanzas 
de Aduana. 

Apelada esta resolución. ^ e- »n firmada a fs. '2] con fe- 
cha rjll «te marzo de \>m. por lo 1 amara Federal, en orden 
a lo preceptuado por \m arís. ]u:¡t y pr.ió j,. \ ns m -deunuzas 
de aduana, per considerar plenamente establecido que la mer- 
cadería .pie >e supone en infracción, ha salido tic la jurisdic- 
ción aduanera.- y ,-iia el tribunal en su apoyo la doctrina Mis- 
tentada en el tai!,, de la Curie Suprema, (pie se registra cu el 

Considerando: l t Uie con posterioridad a la resolución de 
la Cámara sobre competencia, y del llamamiento do autos, se 
ha promubjado la ley niini. t$¿Uá, cuyas disposiciones impi- 
den al infrascripto un pronunciamiento cu la presente causa. 
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Kw afecto; el art. ;!0 do la referida ley establece: "Los 
artfaulos. ituíqiiiiíns, materiales y mercaderías en general, qne 
por disposición * Ir* Uy de aduanas o leyes especiales están 
exonerados de dejfeehos de importación o trocen de menores 
dereidms por razón de su destino, l.lü podrán hallarse fuera del 
sitia o condición mi ijíie anualmente deberían eneonlram, ni 

* ii lugar, estado; i dieíóu u utilización rpie implique una 

t r:m ii >n al uwtivH de la t'vt) ti q\ile¡a> Los poseedores o im- 
portadores de ¡as mercaderías haluitms en las circunstancias: 
antedichas, serán pasibles de una multa de § *J0 a 20,00.0, sin 
p'rjuicio fíe exigirse id inmediato pa^o de los derechos dispen- 
sarios y el cnniíso de la mereaeierln * f , y el :K lo siguteatéJ 
"Las denuncias por infracción a tjite si- refieren los dos artícu- 
los precedentes deberán i"i ir mal izarse en todos los casos ante la 
Diiweión (¿en. -ral de Aduanas o Aduana local, í^iedaiido fa- 
eultaila la autoridad aduanera para u<iMz¡ir todos les medios 
de prii<>l>;i que aenerdii el derecho común y debiendo seifiur.se 
para la substanciación del suma rio y ju airamiento de la eau- 
sa.Jos pmeed ¡alientos indicados por "los arts. tÓ:iO, lí)t4. 10Ó4, 
H '■">"» y correlativos de las ordenanzas de aduana. 

I ara la adjudicación de las mullas se seguirá el prnec- 
diminuto seóalado por id arí. \m<) de las mismas ordenanzas. 
Los fallos que dietvii los administradores de reulas serán ape- 
lables dentro tli> los términos y del modo y forma que estable- 
cen los ¡iris, pn;:}, pll¡4 y sjgts. de las ordenanzas, 12 y T,\ de 
la lev nina. 1L2M"\ Como m> ve, ti art. ¡18 mencionado atri- 
buye jurisdicción excluyeme n ] ;J Díreeeión de Aduanas o 
Aduana local y deja para el juagado, sólo la jurisdicción ape- 
lada del iiindit y forma que establecen los arts. 10í¡:}, 1064 y 
siguientes de las ordenanzas v 72 y 73 de [a (ev núiii. 1I.2S1. 

<¿ne el :irt. :Ui sanciona pata los hechos eo„ m el de nutrís, 
una pena mayor que la establecida por las ordenanzas, lo que 
aparentemente llevaría a la conclusión de que la ley núm. 12.3 45 
no es aplicable ¡( lo,s li#lios anteriores a su sanción, y así 
debe entenderse en cuanto a fu aplicación de penas se refiere, 
como lo establece el a ti. 2 V del decreto regla ineu ta rif> de la 
misma, al decir que tampoco se aplicarán las disposiciones 
del art. 3<> de la ley núm. 12.:? t."i a las causas iniciadas por 
infracciones de h\ índole que él prevé enn anterioridad a la 
expiración del plazo acordado en e] art ion lo anterior (í)0 días 
a contar de la publicación del decreto). 

Pero ya sea tal sanción o la de las ordenanzas deben ser 
aplicadas ortLNuariamente por id tribunal que establece el 
art. 3S, o sea ln Aduana, habiendo dejado de ser competente 
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el juzgado para conocer en primera instancia, circunstancia 
ésta que piicdi» declararse (le oficio y en cualquier estado del 
|ttído, como se ha reconocido reiteradamente por la jurispru- 
dencia (Curte Suprema, J. A., t. 51, p. 772; Caía. Federal 
Cap.. J. A., t. 40, p. 332). 

Por clin, se resuelve que este Jugado carece de jurisdic- 
ción originaria para conocer en la presente causa, — Pedro 
Sutipí. 

S].:\-ti:x< w pr. l\ Cámara Federal 

Bahía Blanca, junio 4 de 1041. 

Vi^tiK y Considerando: 

Que no obstante hulter sostenido su competencia el juzga» 
do federal para conocer esta cansa — que fué mantenida por 
resolución ile este tribuna! en el incidente núm. 11.102 a»re- 
gado— es olí libación primordial del juez, eoniu lo ha hecho, 
considerar nuevamente la competencia en la oportunidad de- 
bida, al dictar sentencia, por ser materia de orden público. 

(¿ne la sentencia apelada declara la incompetencia del 
juzgado para entender originariamente en este proceso, por 
considerar que de acuerdo a la ley núm. 12.345, el art. 38 atri- 
buye jurisdicción excluyen te a la Dirección de Aduanas, o 
Aduana local, y sólo concede al juzgado la jurisdicción en 
prado de apelación en la forma que establecen los nrts. 10G3, 
10Ü Í y sifjrts, de las Ordenanzas de Aduana. 

t¿ue con arreglo al art. 10 de la ley núm. 50, la jurisdic- 
ción federal es improrrogable (Corte Sup., Fallos, t. 17, p. 472; 
t. 21, p, íül y oíros) y la incompetencia de los tribunales na- 
cionales, debe declararse en cualquier estado en que aparezca 
y aun de oficio (art. 3«, ley núm. 50; Fallos, t. 4G, ps 69 
y 70; t. 22. p. 2b'l), 

Que con referencia a la inconst itucionalidad de la dispo- 
sición lepa! citada (art. 36, ley núm. 12.345) que alega el 
recurrente, por conceptuarla contraria al art. 18 de la Cons- 
titución Nacional <>n cuanto se refiere a sus efectos retroacti- 
vos, procede establecer, como lo .sostiene González Calderón' 
en su obra Derecho Constitucional (t. 2, p. 132) "que según 
ct art. 1S de la Constitución, toda sentencia judicial debe fun- 
darse en ley anterior al hecho del proceso; de donde se deduce, 
claro está, que nuestro código supremo prohibe Jas condenas 
fundadas en leyes sancionadas ex puní fací o, excepto cuando 
estas leyes posteriores al hecho mejoren la condición del pro- 
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costado, disminuyendo Ja pena en que lia incurrido" Pero es- 
to, en lo m se refiere o ponas y no a (a autoridad investida 
por la ley ron las íacnllades necesaria* para juzgar el hecho 
pwque si bien el art. W citado fija una pena muvor «rae la 
eSfaMeciila por las ordenanzas, dehe ei.ien.ior.se oué la lev 
n.Mü. V>.:U;>. en el art. :t(!. no se aplica a »■« hechos anteriores 
a su sanejon en cuanto se refiere a la aplicación de penas v 
as, ],, comprendió también la reglaiaent¡ie¡óu de dicha ley en 



®ae la Cono Suprema tiene establéelo en .'1 fallo oto se 
rastra en el t 27. p. 173. "cpie el prim-ipio de la no relroae- 

¡¡n^tim^nto'- W "° *'* nplk *" M " a hlS <l0 » í¿ 

Q«e, por consiguiente, en virtnd de lo disputo por el 
art. .i* citado, y con relació,, al caso de ñutos, el jugado 
federal de esta sección ha dejado do ser competente rara 
conocer y rc^ohvr ordinariamente en !»s hechos imputados 
al roen r rente, Adelino Gutiérrez. »w«mw 
<¿ue en cuanto a la anualidad de la ley de presupuesto, 
esta proscripta con relacen a la creación y autorización de 
los recursos y ordenación do los pastos. Las disposiciones de 
oíro orden y de legislación permanente incluidas en dicha lev 
Si pueden en algún caso estar inora de su hipar más apropia- 
do y constituir un defecto en la técnica de formación y san- 
eion de las leyes, no son ni ilegales ni inconstitucionales, sino 
por ¡o eontrano, perfectamente valederas. 

Por estas consideraciones y fundamentos de la sentencia 
apelada, se la conf.rma. con costas. — Emento Sourrouilh - 
Benjamín (te ta Vega. — Luis Ootmíhz Wéteáídé. 

FALLO DE LA CORTE SCPREMA 

Buenos Aires, 17 de julio de 1942. 

t vista la precedente causa caratulada 11 Gutiérrez 
Adelino, defraudación a la renta aduanera" para cono- 
cer del recurso extraordinario concedido por auto de 
fs. Ti 1 ! contra la sentencia do fs. 711. 

V considerando; 

Que los arta. 36 y 3S de la ley núm. 12.345, apli- 
cados en la forma en que lo han sido por la resolución 
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apelada de fs. Til, rio violan ííurantín almum de la Cons- 
titución Nacional ¡mu* razón del efecto retroactivo que 
on ei ca?to pudieran tener- 

Qué», tiende luego, no exfaíe 'Hhre&ip ailif iiírido a 
ser immio p«f? un determinado procedimiento, dado 

giie las leyes tic» este tipo" — boÍifc el pr< liniiento 

y la jurisdicción— -son tíe orden público** —Fallos; 
isi. i»sk— . Kn el mismo sentido: Palios, J7, 17:; ; 103, 
231: y TJahtiiÍxf.mv. 7W/é Blémmtmre da Uróii Con*- 

titttlifUIHtf, pílir. ÓÍK); .ÍKKií, Ao.< I')} nr'tptfts (It Wtvli'S 

dé Iii'rt rh,, Afimhudmtivü, Trnd. (Jarcia Oviedo, pág, 
126 y si. ir tos. 

ijn.' tampoco es exacto ijiir |¡i cansa liaya sido subs- 
traída a sus jaeces naturales. Aparto di' ti fría otra ra- 
zón, es concluycntc al efecto la circunstancia de «pie vi 
procedimiento míe la disposición de i¡ue so (rata regla- 
menta, permite id ocurso a los mi sinos tri lámales que 
por la ley anterior conocían originariamente en e] pro- 
coso. 

Que la sola posibilidad de la existencia de detri- 
mento patrimonial derivado de Ja modificación de la 
competencia, no constituye una valla constitucional pa- 
ra su cambio. Porque la iraranlía de la propiedad pri- 
vnda no es obshíeuln al ejercicio de las facultades |#g5- 
limas del gobierno — Ka! ios : iso, iu7. 

Kn su mérito, y por sus t'undnmcnlos concordan- 
tes, so confirma la senlencia de t's. 711 en lo que ha sitio 
objeto de apelación extraordinaria. 11 airase saber; de- 
vuélvanle al tribunal de "su procedencia; repóngase el 
papel en el juzgado de origen, 

Rom-;? ¡t<> Iíepktto — B. A. Xazar 

A-VCMOtlEN'A — I 1 '. IÍVMOS 

Mk.jía. 
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BANCO HIPOTÉCAíaO XAOIOXAL v. DESinEKIO 
Ql/IHOfiA Y OTliOs 

mCVKSO tiXT*4tm$>IXA?U0¿ Materia ájtm, Ln m comunes. 
No incumbe a la forte Suprema, en el recurso extraordi- 
nario, revisar las conclusiones ile la sentencia apelada so- 
lí re cuestiones regidas por el derecho común. 

BAXf'O ¡UPOTECAKia XACIOXAL: Privih'Qim, 

CnaMlo el inmueble grflVatk» ¡\ favor tW Ilaneo Hipóte- 
cano Nación;! I se halle <<n poder de un ten-ero en virtud 
de una sentencia firme que reconoce el dominio de éste 
>' «'1 invocado pnr el constituyente de l;i hipo- 
teca, r-1 Haiico no puede prescindir de dicho tallo para 
vender e] bien y dar por sí o por int-nnedio ile los tribu- 
nales la posesión al comprador ¡ pues en tal caso su dere- 
cl¿<> se limila a deducir lus arciones judiciales autorixadaR 
por el art. 71, inc. :.í". de su ley orgánica. 

Dicta mkn bel PRocCrRADOt? Bm n'kual 
Suprema Corto: 

So invoca por el Raneo Ilipotééíilfo Xneional re- 
clínente la interpretación de su ley o rumien, ,,., ra f ,. aer 
ante Y. R un roeurso extraordinario contra la senten- 
cia dielnda por la Cámara Federal de Córdoba a fs. 
100 -- Ba .i° 1al ''oi^cpto, y apareciendo el caso equipa- 
rable a los rpie Y. K, eontcmpló en 1«2: 12ÍJS, 187: 387 
y 189: '2 l J2 pienso corresponde admitir el recurso. Rúe- 
nos Aires:, diciembre 30 do 1041. — Juan AInncz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, 17 de julio de 1942. 

V vistos: Los del recurso extraordinario de) Ban- 
co Hipotecario Xneional contra Ja sentencia de la Cá- 
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niara Federal de Apelación de Córdoba, que desestimó 
la demanda de aquella institución contra Desiderio 
Quirogn y o! ros para que se le diera posesión de los 
lotes ó y ti del campo "Santa Cristina" sito en Cór- 
doba, Deparlamento de Juárez Celinan, hipotecados al 
Banco y vendidos por éste conforme su ley or,<ráni- 
ea, pero ocupados por los (¿airona como hijos natu- 
rales de dem I-Yuctuoso Sarandon y reinvindicantes 
venecdores contra Bautista Cañó y A a ion i o (iiordano 
compradores (¡i* quimiles contrajeron la obligación Ii i - 
potecaria; y 

Considerando: 

I > (¿no, ruino lo recuerda el actor, por ios pro- 
cedimientos adunnistrativos que autoriza la ley or¿íá- 
nica del Banco, ésto dio posesión a Benito Martínez del 
Jote ó dt* "Sanlii Cristina*' pero demandad), por Qui- 
ro*, r a, ocupante, por interdicto de despojo, fué vencido 
en todas las instancias, incluida la extraordinaria de 
esta Corte Suprema, cuyo fallo se registra en el t. 18:2, 
páíT. .'Slil ; y, de acuerdo con tos términos de esas res o 
luctoiu's, entabla demanda ordinaria a los fines que se 
expresan cu el exordio y para que, en lo sucesivo, no 
se perturbe por Jos Quiroica o sus sucesores el cumpli- 
miento de las facultades del Banco cu la ejecución de 
la hipoteca constituida cu 4 de octubre do 11H9 por 
quienes, de acuerdo con la institución testamentaria de 
don Frueto o Fructuoso Sarandon, debidamente apro- 
bada y rcirislradn y posteriores escrituras públicas en 
forma, debieron considerarse legítimos propietarios del 
inmueble ilado cu garantía de un préstamo en perfectas 
Condiciones. Sostiene que, uo habiendo sido parte el 
Maneo en los juicios de filiación, y do reivindicación 
contra Cuné y (¡iordftno seguidos por los Quimba ante 
la justicia provincial ele Córdoba, las decisiones re- 
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caídas en ios misinos no hacen cosa juzgada en su con- 
tra y tampoco afectan en ningún sentido la hipoteca 
desde que los (¿airona no accionaron para anularla; 
afirma que hubo connivencia o colusión entre los Qui- 
roga reivindicantes, por una paite, y Cañé y Giordauo 
reivindicados, por 3a otra, de que éstos se allanaron a 
la demanda no obstante su obligación emergente del 
art. máe la ley orgánica del Banco y art. & del con- 
trato hipotecario, de defender los derechos de su pres- 
tamista. Los Quiroga, t i el mejor de los casos, uo pu- 
dieron recibir les bienes reivindicados sino con el gra- 
vamen de la hipoteca constituida de buena fe y a base 
de títulos formalmente inobserva bles,* los acreedores 
hipotecar i os no se consideran representados por su 
deudor en las instancias relativas a los inmuebles rei- 
vindicados euando el juicio se ha seguido sin oír a 
aquéllos, de acuerdo con ta autoridad do Arnuv v Rau 
y la Cámara Federal de la Capital en el asunto Emi- 
lio Moreno v. Raneo Hipotecario Nacional Si el here- 
dero debe respetar los actos de administración celebra - 
tíos por el poseedor de la hereneia de acuerdo con el 
art, 34-2\i del Código Civil y los de enajenación de in- 
muebles a título oneroso —art. 3430— Jos Quiroga de- 
ben respetar la hipoteca del Banco por lo menos, en 
cuanto a la porción disponible en la suecsión de los lu- 
jos naturales (arts. 35<>1, 330ft MU del Código Civil) 
tanto más euanto que "la hipoteca es una obligación 
inherente a la posesión" (art. lUlíf del C. C). En el 
juicio de despojo sólo se cuestionó la forma de linee r 
efectivas las facultades administrativas del Banco "pe- 
ro no la facultad en sí" de hacer efectiva la ejecución 
de la hipoteca contra cualquier pi^eedor, "en virtud 
del régimen legal excepcional establecido en favor de 
aquél". En el alegato de bien probado — i's. 801 y 
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sigtes. — cita el caso Lucadamo e./ el Banco Hipóte- 
raí i o y deja 1 1 la n Irado el en so federal para el supuesto 
do un desconocí mieMÉQ del privilegio del art. 71 de la 
ley orondea. 

II) i¿\u- los demandados refutaron las asevera- 
ción^ y ennclushiues di 1 la demanda fundándose en 
que ta hipoteca del Maneo era nula, por haberse cons- 
tituido sobre un bien i|ue no era clel deudor y porque 
uno de los vendedores de "Santa Cristina" como alha- 
cea de la sucesión de Karandon no pudo adquirir para 
sí —ni directamente ni por uiterposita persona — aquel 
bien, como lo hizo mediante el perito valuador Díaz. 
Los demandados, en este juicio, no hubieron los bienes 
discutidos de los deudores del Banco o ilegales here- 
deros testamentarios de Sarán don, sino contra ellos por 
su derecho de hijos naturales, herederos legítimos y 
forzosos. La sentencia que decide una cuestión de es- 
tado vate éfffa nmurs según Lafaille, Machado, Bnti- 
T,o>ír, Mavnz, Kkllkk, Wixscukmi — ley uúm. 20, títu- 
lo 22, Partida .'i* y jurisprudencia nacional — . Kl Ban- 
co fué notificado de la demanda de los Quiróga y se 
abstuvo de intervenir en representación de sus deudo- 
res cuino lo autoriza la ley, facultad que e! Banco re- 
conoce en el capítulo de la demanda, sobre derecho. 
En el juicio sobre despojo no se dijo que solamente 
tle la tuina de posesión administrativa estaba inhibi- 
do el Banco cuando el ocupante opositor no invocaba 
derechos emergentes del deudor, sino que dijo que en 
casos como el actual cesaba el privilegio del Banco y 
recobraba todo su imperio la ley común, por lo (pie ante 
la justicia debían debatirse y resolverse las respectivas 
y contradictorias pretensiones. 

i tí ) Q&e los fallos de primera y segunda instan- 
cia — fs. 8S:i y 1002 — respectivamente, fueron des favo- 
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rabies para el actor fundándose: a) en que a pesar de 
los altos tnn-s de pretores o áncioniU que informan la 
existencia de) Banca II ¡pnteeurin, sus amplias v extra- 
ordinarias facultades sólo juegan en lanío se circuns- 
criben a las relaciones con sus deudores, conformo se 
elijo i-a i-I juicio de despego con la alta autoridad con- 
firmatoria de la Corte Suprema, y no siendo los Qui- 
nfa con i limadores dé los pi es la ta ríos sino sus contra- 
dictores por derecho propio, no pueden ser afectados 
por d privilegio del inc. 4 V del art. 71 de la ley orgá- 
nica del Banco: el CMÍgO Civil recobra su imperio y 
lo único que puede hacer consiste cu deducir, en repre- 
sentación de su deudor las acciones a qué h> faculta 
el inc dd citado art 71. La ley civil, se dice, exige 
para (pie el tercer poseedor pueda ser perseguido por 
el acreedor hipotecario que exista un acto de enajena- 
ción a tituló oneroso o lucrativo, efectuado por el deu- 
dor a favor poseedor adquireufe, pero ello no ocu- 
rre cu el ruso en examen (arts. $t$$ s 'Míi.l y :í](i4 del 
Código Civil; Corp- Suprema. Fallos: 79, JIKl); y si 
como consta a l's. ¿4:¡ vta., el Banco fué oportunamente 
notificad» de los juicios de reivindicación que deduje- 
ron los guiropa en contra de los deudores hipotecarios, 
asumiendo una actitud pasiva, n» puede pretender que 
la justicia federal, contrariando las resoluciones de los 
jueces provinciales, le dé la posesión del o de los bienes 
hípol cea dos, 

IV) Que, en tales términos y condiciones, llegado 
el pleito ¡i ronoci miento y resolución de esta Corte cabe 
observar: a) que los fundamentos de derecho común 
aducidos para pedir por el actor, oponer por los do- 
ma mi a< los y resolver por el duez Federal de Río IV y 
Cámara Federal de Córdoba lo atinente a nulidad del 
juicio testamentario de Fructuoso Sarandon; defícieu- 
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cias do los juicios de filiación y reivindicación de los 
Quíroga; colusiones o connivencias eu uno y otros; da- 
ños sufridos por el acreedor hipotecario de buena fo 
por la no inscripción, en el juicio testamentario del 
juicio de filiación y falta de embargo preventivo en el 
de reivindicación sobro los bienes reivindicados- esas 
y otras cuestiones de pareja índole son extrañas al 
remedio federal del art. 14 de la ley núm. 48, en virtud 
de lo dispuesto en el art. 15 de la misma ; b) que la 
interpretación dada en el fallí» Ocurrido al art. 71 de 
la ley orgánica del Banco Hipotecario Nacional es la 
correcta y está de acuerdo con los fundamentos espues- 
tos por esta Corte Suprema en el fallo del t, 1S2, 
pág. 30 í f recaído en el interdicto de despojo promo- 
vido por Quiroga contra el aludido Banco y relacio- 
nado con el mismo bien objeto del présente pleito. 
M Cuando una sentencia, pasada en autoridad de cosa 
juzgada —dijo este Tribunal— declara que el inmue- 
ble hipotecado no pertenece a! constituyente de la ga- 
rantía, el Banco no puede prescindir de ella para sos- 
tener que mientras no se deduzca la tercería tic domi- 
nio, está facultado para vender el inmueble y darle 
posesión al comprador; su derecho, en presencia del 
tercero -pie se cjicc poseedor con indi-pendencia y con- 
tra la voluntad del deudor, se limita a deducir las ac- 
ciones judiciales a (pie lo faculta el sus odie lio inciso 3 9 
(del art. 71)". "Que todo el sistema de las leyes 
núms. lü.oTG y 8172 se basa en que el deudor a quien 
se entregan las cédulas, es el ve ni adero propietario del 
inmueble que sirve de garantía, y, cuando alguien que 
tiene la posesión del inmueble pretende que no es así, 
abonando su afirmación con sentencias judiciales, el 
Código Civil recobra todo su imperio frente a aquellas 
leyes de excepción, debiendo el Banco ejercitar sus 
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acciones conformo al derecho común. Esc riesgo, que 
es rea], dentro del código vigente, puesto que nadie 
puedo transmitir a otro más ni mejor derecho que el 
que le correspondía, es inherente al préstamo hipote- 
cario y ciertamente no se cor regina suprimiendo la 
protección posesoria, sin la cual, la de la propiedad que- 
daría reducida en una proporción extraordinaria". 

Lu forma tr.n acentuada como la Corte expresó es- 
tos fundamentos, excluyen el supuesto del actor de que, 
pedida Ja posesión judicial por el Banco, los magistra- 
dos deban darla sin más examen del derecho del oposi- 
tor sino que ante éste deben debatirse, conforme al de- 
recho común que ha recobrado su imperio, los títulos y 
derechos de cada cual, sin que el per juicio a sufrir 
por el Banco se anteponga al (pie sufriría im legítimo 
propietario por error, ignorancia, culpa o dolo del 
deudor. 

En su nurito y por los fundamentos concordantes 
del fallo apelado so lo confirma en cuanto pudo ser 
materia del recurso- 
llágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse 
el papel en el juzgado de origen. 

Huberto IÍEr-ETTo — Antonio Sa- 

oauxa — li. a. Wmm. An~ 

chore na — F. Ramos Mejía. 



HIPOLITO GIL E LIZA L DE Y JIIGE'EL IGLESIAS 

REWMM EXTRAOltmXARIO: Cuestión federal Casos. Uw* 
del Congreso, 

Procedo o] recurso extraordinario contra la sentencia de- 
íu'pitona de un derecho fundado en la ley federal 11.275. 
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31 AfiC AS DE f AliRICÁ ; Designaciones y objeto. 

El art. S 9 de la ley núm. 11,275, fll prohibir el uso de 
palabra» que no sean de) iái&m nacional, no ha Vedado 
el de tintas las que no so encuentran incluidas en el Dic- 
cionario de la Academia Española, ni autoriza n reclia/ar 
la.s usadas frecuentemente por los míenos escritoras o por 
la prensa culta por la única razón fé que no figuren 
en aquel diccionario, siempre que de la prmh ;t resollé que 
la pabdira lia adquirido carta de naturaleza en nuestro 
idioma a consecuencia de su larjm uso qm\ desde tue^o. 
no *e refiere a! de Ins barbaríamos, vulgarismos y otras 
ex presionéis innobles de la jerga del suburbio. 

Dictamen- del Pitnci'itAiKm Okxekal 
Suprema Corte: 

Los actores han sostenido a fs. 19 vía., 20 y 49, 
que la palabra Yachting está incorporada al idioma na- 
cional; cuestión de hecho, que acreditarían. El fallo 
apelado resuelve que tal prueba resulta ineficaz; y bas- 
ta recordarlo para demostrar la improcedencia del re- 
curso extraordinario traído a decisión de V. E. Xo 
existe en autos "caso federar ' que pueda justificar la 
intervención de la Corte Suprema (art. 14, ley núm. 48), 
y bajo tal concepto, la apelación de fs. §4 lia sido mal 
concedida. Pido que así se declare. 

Para la eventualidad de que V. E. abra ol recurso, 
me limitan' a dar por reproducidos los fumín meatos 
de los fallos de primera y segunda instancia, vistas del 
Ministerio Piseal y resolución del señor Comisario de 
Mareas (fs. 8) que, unánimemente, se pronuncian con- 
tra la pretensión de inscribir como marca do comercio 
la denominación Yachting Argentino para artículos y 
material de imprenta, librería, papelería, etc. En su 
mérito, y subsidiariamente, solicito se confirme el fa- 
llo apelado, con eostas. Buenos Aires, noviembre 28 
de 1941. — Juan Airares. 
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Buenos Aires, 17 do Julio de 1942. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do a t's. 5t; rn Ins auto* iüj Klizalde Hipólito v Rafael 
Iglesias apelando de una resolución de la oficina do 
atareas, venidas de la Cámara Federal de ia Capital. 

Considerando; 

Que los citados Elizalde e Iglesias solicitaron el re- 
gistro de la marca de comercio Yuchting Argentino para 
distinguir artículos de la clase 18, fundándose en que el 
art. ó v de ia ley mmi. lVJl'y permite registrar palabras 
extranjeras si ellas han sido adoptadas por el idioma 
nacional. 

Que la resolución administrativa que la sentencia 
apelada confirma, fundándose en que ta palabra Yacht- 
ing es inglesa no incluida en el Diccionario de la Aca- 
demia Española, es definitiva y contraria al derecho 
federal que los recurrentes fundan en esa disposición 
legal. 

En su mérito, y oído el señor Procurador General, 
declinase la procedencia del recurso de acuerdo a lo 
dispuesto en el ine. 3* del art. 14 de la lev núm. 48 y 
6* de la ley núm. 4055, 

Y considerando acerca del fondo del asunto ¡ 
Que la disposición del art. 5' de la ley núm. 11.275 
que se discute, establece: "Las marcas de fábrica na- 
cionales que se registren o se reinscriban en adelante, 
aun cuando sean nombres de fantasía, no podrán lle- 
var palabras sino en idiomas muertos o del idioma na- 
eional, salvo que se tratase de nombres de personas". 
La cuestión federal a decidir consisto en determi- 
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nar si la dis posición citada, al prohibir el uso de pala- 
bras que no sean del " idioma nacional", ha vedado el 
de todos los vocablos que no so encuentran incluidos 
en el Diccionario de la Academia Española. 

La palabra idioma, del griego, peculiaridad, natu- 
raleza propia, índole característica, según la misma 
Academia significa la lengua de una nación o de una 
comarca, y también el modo particular de bablar do al- 
gunos o en algunas ocasiones. Idioma nacional es, pues, 
él que se babla en la Argentina; o sea el castellano, 
como le llamó la Academia española fluíante doscien- 
tos años, o el español como le nombró después. Como 
lo dice Amado Alonso en "Castellfin&f Español, Idioma 
Nacional", comentando el libro de Arturo Costa Al- 
varez "Nuestra Lengua", la denominnción de idioma 
nacional no lia tenido en el formulario pedagógico ofi- 
cial el sentido de idioma argentino "que llegaron a 
darle más farde los escritores afectos al criollismo", 
como se ve en que la pedagogía oficial mantuvo siem- 
pre en las escuelas la enseñanza de la gramática caste- 
llana. Y en efecto, no asoma en la denominación ofi- 
cial la creencia de que el idioma de la Argentina sea 
otro que el de España y de las demás naciones hispano- 
amcricanus. En la circular que el Ministro de Ins- 
trucción Pública doctor Carballido dirigió a los recto- 
res de los colegios nacionales (redactada por Groussac) 
sobre el nuevo plan de enseñanza, y aboga por la bue- 
na lengua, se dijo: "Renunciemos a vanagloriarnos con 
nuestras incorrecciones; como lo repite expresamente 
el plan de estudios, no hay más idioma nacional que el 
castellano". En todas las naciones del mundo el idio- 
ma que allí se bable es el nacional. Nacional no sirvo 
para nombrar un idioma entre los .di ornas. Llamar na- 
cional a una lengua es dejarla innominada. Y en la 
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fcramátioa do Ja lengua castellana do AxmiÉs Bello se 
üice que so le Dama castellana (y con menos propiedad 
española) la que se habla en Castilla y que con las ar- 
ma» y las leyes de los castellanos pasó a la América 
y es hoy el idioma común de los estados lüspano-ameri- 
canos; esto es, la len-ua panhispánioa a que se refie- 
ro Amkmco Castro "ese instrumento maravilloso, con 
su ¡idmn-aMo, riqueza y su elástica desenvoltura" (La 

peeuhamdaé tmgu'mca rispíateme y m sentido his- 
tonco ). 

Kl idioma, llámese romance, castellano, español o 
pan hispánico, va enriqueciéndose constantemente El 
adelantamiento prodigioso de todas las ciencias y las 
artes, la difusión de la cultura intelectual y las revo- 
luciones políticas, piden cada día, dice Bello, nuevos 
signas para expresar ideas nuevas, y la introducción 
de vocahlos flamantes, tomados de ias lenguas anti- 
cuas y extranjeras, ha dejado ya de ofendernos, cuan- 
do no es manifiestamente innecesaria o cuando no des- 
cubro la afectación y mal gusto do los que piensan en- 
galanar así lo que escriben. 

Es patente que diccionario alguno contieno todas 
las voces usadas en un país por los buenos escritores. 

ada nueva edición contiene un mavor número. En la 
advertencia do la décima quinta edición del Dicciona- 
rio de la Academia Española, so dice: "Se han aña- 
dido irran número de acepciones y voces nuevas que por 
olvido u otras causas no so habían incorporado a las 
edLciones anteriores". El doctor Segovia en su Diccio- 
mm m Argentinismos (que obtuvo el primor premio 
de la Academia Española en los Juegos Florales de 
1904 ) fodwHÉ muchas voces extranjeras incorporadas a 
la décima tercera edición dol Diccionario de la Academia 
Española. Las ediciones posteriores contienen otras 
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más; y ello ocurrirá, seguramente, con las nuevas que 
se publiquen. Lo que pone de manifiesto que im puede 
rechazarse una palabra que es usada í" remen Teniente 
por los buenos ese r i t ores o por la prensa culta, por la 
única ruzón de que ella no figura en el Diccionario de 
la Academia Española, siempre que de la prueba resul- 
te que tal palabra ha adqu? ido carta de naturaleza en 
nuestro idioma a consecuencia de un largo uso. 

Claro está que ese uso no se refiere al de los bar- 
bar i sai os, vulgarismos y a otras expresiones innobles 
o lunfardas, de la lengua fntunt o jerga del suburbio 
que sólo usa la masa ignara que refieren Amado Alon- 
so en "El problema de la leupua en América", Amk- 
bico Castro, obra citada, Avklino IIereebo Mayor en 
"Lengua, diccionario y eéHfo*\ y muchos otros escri- 
tores, sino al de las voces extranjeras en su origen, o 
de idiomas indígenas, y a los arcaísmos y neologismos, 
que tanto han enriquecido a nuestra lengua. 

El decreto reglamentario de la ley ni'un. 11.275, 
que en su art. lí¡ enumera, a modo de ejemplo, una can- 
tidad de "vocablos extranjeros umversalmente conoci- 
dos, que tle acuerdo al uso y costumbre comercial sir- 
van para distinguir artículos do comercio, que serán 
aceptados para los productos argentinos como desig- 
nación legaF', ha interpretado correctamente los tér- 
minos "idioma nacional", empleados en el art. 5* de 
la ley citada, en el sentido que antes se expresa. 

Los fallos de esta Corte, indicados en la sentencia 
apelada (t. 174, pág. 78 y t. 1Ü5, pág. 349) no so refieren 
al alcance de los términos idioma nacional de que se 
trata en estos autos, sino a la iiiconstitucionalidad del 
art, 5* de la ley núm. 11.275, el primero; y a la impro- 
cedencia del registro de la marca que contenía las pa~ 
labras extranjeras la fleur b'nn ai mee, para distinguir 
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productos procedentes de la fabricación nacional, el 
secundo. Carecen, pues, de aplicación al caso en 
examen. 

Por estos fundamentos y oído ol señor Procurador 
General, se revoca la sentencia de fs. 53. Hágase saber 
y devuélvanse los autos, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado de origen. 

RoitEHTO 1ÍEPETTO — AsTOXIO Sa- 

(jailva — B. JL Xazar An- 
chi »re xa — F. Hamos Mejía. 



PKOVIXCIA DE BPEXOS AIRES v. MATILDE MARTI- 
NEZ DA VA DE P Eli ALTA RAMOS 

EX PRO PI ACION : Requisitos. 

Cuando se trata de obras de carácter general basta para 
salvar el principio de la inviolabilidad de la propiedad, la 
autorización general pura expropiar hecha en la ley res- 
pectiva, calificando la obra de cuya construcción se trata; 
requisito que ha sido cumplido en la expropiación de las 
tierras necesarias para la construcción del camino de Mar 
del Plata a Mira mar y de Jos pagues correspondientes. 

EXPROPIACION: Principios generales. 

Ineumhe al Estado determinar la extensión de la super- 
ficie que debe ser expropiada. 

EXPROPIACION: Principios generales. 

El dueño de un inmueble objeto de una expropiación par- 
cial no tiene derecho para exigir que ésta sea total si no 
lia probado que la fracción que se deja en su poder ha 
quedado inutilizable, tanto menos cuanto que en el juicio 
no se le priva de la fracción no expropiada, de la cual no 
se ha dado posesión judicial si Estado que, por su parte, 
desconoce el dominio invocado sobre ella por la deman- 
dada. 
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EXPROPIA CWX . Indemnización. 

Los cálculos meramente hipotéticos no pueden ser toma- 
dos en cuenta pura fijar la indemnización que debe en- 
trega rse al dueño del bien expropiado. 

EXPROPIA CWX: ImhmnUadón. 

VA monto de la indemnización (pie debe acordarse al due- 
ño del inmueble expropiado por lu arena aprovechable 
naturalmente existente en aquél, no puede ser establecido 
por la simple multiplicación de la cantidad de arena por 
el precio normal de la misma; sino mediante la determi- 
nación de la eantidad y precio mencionados, del consumo 
en el merendó, de la concurrencia de otros proveedores y 
de 1 tiempo necesario para dar salida a toda la arena con 
ar >{;lo a estas circunstancias, efectuando los eorrespon- 
die tes descuentos de intereses conforme a los años en 
que *o habrían efectuado las ventas. 

Dictamen lu-r, Paocn;AD<m Oexeral 
Suprema Corle: 

La procedencia de ln jurisdicción originaria de V. 
E. pura conocer en esta cansa fué admitida por provi- 
dencia de fs. y no encuentro en la tramitación ulte- 
rior motivos para que esc criterio se modifique. 

Atenta la nnlurnlcza de las cuestiones propuestas 
y discutidas en este litigio sólo debo emitir dictamen 
sobre la que se refiere a si la Provincia de Buenos 
Aires ha tenido título legal suficiente para iniciar el 
juicio de expropiación. Las restantes, versan sobre el 
dominio, o bien la extensión expropiable, el valor de los 
inmuebles y otras que deben ser decididas aplicando 
preceptos de derecho común o por la apreciación que 
V. E. haga del mérito de la prueba producida. 

La provincia sostiene que tanto su ley general de 
expropiación, como la especial nimi. 4539 sobre traba- 
jos públicos a ejecutar en los años lí>37-3íí, autorizan 
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suficientemente a expropiar el inmueble materia del 

juicio. Dice así ia ley 453ÍJ (fs. 8) : "Art 1* 

V. Sistematización y urbanización de cos- 
tas y playas ' . 4. Paseo Costanero 

M Sud, cutre .Mar del Plata y Miramar y creación de 
parques, balnearios y zonas de reserva para uso pú- 
1)1 ico con una expropiación que comprenderá hasta 
2.000 hectáreas. Estudio, expropiación, convenios v eje- 
cución de obras: $ 2.OO0.UÜ0 en 1937, 2.000.000 en'l938» 
l.OOO.OOO en 193Í); cu los tres anos $ 5.000.000". Y en 
su articulo 11, ape&t; "se declaran de utilidad públi- 
ca los inmuebles necesarios para levantar los edificios 
o hacer posible la ejecución de las obras comprendidas 
en este plan". 

De acuerdo a Ja doctrina de V. E, reiterada desde 
mucho tiempo atrás —120, 332— creo que laa prein- 
d i cadas disposiciones bastarían para reconocer a la 
provincia el derecho de expropiar en el caso de autos. 
Xo es indispensable, dijo entonces la Corte aludiendo 
a una jurisprudencia anterior, especificar detallada- 
mente en la ley cada uno de los inmuebles cuya adqui- 
sición se autoriza. Se cumpliría el precepto constitu- 
cional (art. 17) con calificar, por ley, la causa de uti- 
lidad pública; quedando a cargo del poder adminis- 
trador lo concerniente a determinar individualmente 
los bienes necesarios al aprobar los planos de las obras. 

Con aplicación de igual doctrina, y avanzando aún 
más, V, E. en 183; 88, ha reconocido la facultad de 
expropiar a favor de reparticiones autárquicas como 
la Dirección Nacional de Vialidad, euando se trata de 
poner en movimiento leyes de expropiación de carác- 
ter general como es Ja que autoriza la construcción de 
la red de caminos nacionales. Ha de permitírseme re- 
cordar, no obstante, los reparos que opuse al dictami- 
nar en tal oportunidad. 
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Atonta la similitud de situaciones correspondería, 
pues, uiil i car una voz más la recordada jurisprudencia. 
Bu caos Aires, diciembre 7 do 1ÍH0. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, '20 de julio de Pt42. 

\ vistos: Las actuaciones del juicio sobre expropia- 
ción seguido por la Provincia do Buenos Aires contra 
doña Matilde Martínez Bayá de Peralta liamos, de los 
que resulta: 

(Jue a fs. I- don Armando A. Gómez, en represen- 
tación de la Provincia de Buenos Aires, promueve jui- 
cio contra la demandada, por expropiación de ciento 
once 1 1 cetáreas, sesenta y siete áreas, cuarenta y nuevo 
cent i áreas y diecisiete decímetros cuadrados, afecta- 
dos a ta apertura y trazado del camino costanero de 
Mar del Plata a Mi ra mar, conforme al plano que acom- 
paña y al expediente administrativo del Ministerio de 
Obras Públicas, leí ra V., niíiu. .">:}.") <i;í7, agregado a lus 
autos del interdicto seguido entre las mismas partes 
ante esta Corte Suprema, que ofrece como prueba. 

Manifiesta (pie por resolución de noviembre 4 de 
11)37 recaída en el citado expediente administrativo, ol 
Poder Ejecutivo de la provincia dispuso la expropia- 
ción de la superficie expresada, con arreglo a lo estable- 
cido en la ley de la materia núm, 1 i "Jí > — art. 4*, ine, 5° — 
y al plan de trabajos públicos para el trienio 19.17-1 ÍKÍS- 
1ÍKJÍ), previsto en la ley m'im. ÁW —art. 1* ap. B., cap. 
V., it. 4 ; que su mandante ha depositado en el Banco 
de la Provincia ta suma de $ 77.470,40 m u, en concepto 
de precio o indemnízaci'»-. y que la oposición de la dc- 
mandada a permitir la iniciación de las obras y el in- 
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terdicto deducido por la misma la obligan a iniciar esta 
causa, 

Tc.mina solicitando que se ordeno transferir lo* 
londos a esto juicio y enligar a su mandante la pose- 
an M terreno, y, previo Jos trámites correspondien- 
tes, se íiaira lu^ar a la expropiación. 

WW W hmémáa designada a los efectos del art. 
& la ley num. IM ; 17 _ ] a demandada presentó 
el meinonnl de í's. 30 en el cual planteó nomo catión 
prevm mi]E(1 d (|e Jas actmu . íonos posl01 . iorC8 ul |Ulto 
ae is. _.j y sostuvo: que la expropian dehe limitarse 
a la superficie que ocupará el camino o sea aproximada- 
T* 6 lr °. mta y «■ cuarenta v „„ área, v 

ocho ecntiarcas, respecto de la cual da su conformidad 
aumjue no acepta ei bajo precio ofrecido; que la expro- 
Piacon del resto del terreno es improcedente míe no 
antojada por la ley de la materia, cavo ar 

v ;> \r^ ? "** Para caminos, 

calles plazas" ni por la ley mím. «4!> ( que siniple- 
Mte haco un calculo de los patos y recursos 
nos para Inmutar la construcción de una obra pública- 
que aun cuando se considerase procedente la '£52 
eion de toda la superficie indicada por la provincia no 
nociría ser deelarada sobre la base del plano de fs K) 
pues en éste se 1 marcado arbitrariamente el límite 

flTTt de - ^ m su frente al mar en 

lorma tal que viene a quedar en posesión de la.aetora 
el terreno comprendido entre ese límite y el mar sin 
que medie expropiación, so pretexto de que debe ser 
cons.derado playa; ,,„,., por lo tanlo, la expropiación 
debería a cancar también a este terreno comprendido 
en e titulo de propiedad de la demandada que, como 
las diversas mensuras practicadas, nace llegar las tie- 
rras basta el mar o sea basta ia linea rpie marcan las 
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aguas en sus más altas mareas o lo que es igual, hasta 
la línea de ribera ; que así lo ha reconocido el Gobierno 
de la Provincia, ron motivo de la donación efectuada 
por la señora de Peralta Ramos el 3.1 de diciembre de 
193:2, de una fracción comprendida entre el puerto de 
Mar del Plata y el faro de Punta Mogotes; que, por 
consiguiente, los peritos que se designan deberán de- 
terminar la verdadera línea de ribera con arreglo a los 
antecedentes expuestos, medir el terreno y fijar el pre- 
cio correspondiente; y que en definitiva, previo las me- 
didas que propone, debe resolverse de conformidad a 
sus pretensiones, e imponer a la aetora el pago de las 
costas. 

Que en !;i audiencia mencionada el representante 
de la aetora se limiió a ratificar la demanda, solicitan- 
do que se siguiera el procedimiento establecido por la 
ley mím. 180 y a proponer perito tasador. 

Que a fs. 38 fué desestimado el pedido de nulidad, 
se decretaron las medidas de prueba ofrecidas por las 
partes y se designó a los peritos propuestos y a un 
tercero para el caso de discordia; a fojas 41 y sigtes., 
fueron agregadas las actuaciones relativas a la entrega 
de la posesión a la provincia, y cumplidas las diligen- 
cias pedidas por las partes y presentados los informes 
de los peritos — fs. 171, 11)4 y 'I4S — sí- agregó el dicta- 
men del señor Procurador General y dictóse a fs. 284 
vta., la providencia de auto- para definitiva; y 

Considerando: 

1. Que esta Corle Suprema ha declarado reitera- 
damente que ruando se trata de obras de carácter ge- 
neral, basta para salvar el principio de la inviolabili- 
dad de la propiedad, la autorización general para ex- 
propiar hecha por ta ley respectiva, calificando la obra 
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de cuya construcción se trata —Fallos: 183, 88 y los 
allí citados. 

Este requisito aparece cumplido en el caso de autos. 
Pues la ley general de expropiación de la Provincia de 
Buenos Aires» art. 4 V , ine. 5*, declara de utilidad "los 
terrenos para caminos, calles y plazas...", Y la ley 
mini. 453ÍÍ, de plan de trabajos públicos en la misma 
provincia para el trienio 193 7-1 938-1 Íí3í>, aprueba, en- 
tro otros puntos del plan, el siguiente: "V. Sistematiza- 
ción y urbanización de costas y playas. . . 4. Paseo Cos- 
tanero del Sud, entre Mar del Plata y Mirumar y crea- 
i iún de parques, balnearios y zonas de reserva para aso 
publico, con una expropiación que eomprenuorá basta 
2.0t)0 hectáreas. Estudio, expropiación, convenios y eje- 
cución de obras. . . en tres años $ 5.000.0U0. .. M . Y en 
el art. 11 dice: "Se declaran de utilidad pública los in- 
muebles necesarios para levantar los edificios o hacer 
posible la ejecución de las obras comprendidas en este 
plan'*. 

La pretensión de la demandada de que se reduzca 
Ja expropiación n la superficie de 31 Hs. 41 Ai 
debe pues, ser desestimada y así se resuelve de 
con lo dictaminado por el señor Procurador 

U. Que, asimismo, debe ser rechazado el pedido 
do que so extienda la expropiación a una fracción mayor 
que la solicitada en la demanda. 

Porque incumbe al gobierno provincial determinar 
la extensión de la superficie a expropiar, y la deman- 
dada no ha pretendido ni demostrado que la fracción a 
que se refiere el párrafo IV de su memorial de fs, 30 
baya quedado inutiliza Me. Este juicio de expropiación 
no importa, en modo alguno, privar a la demandada de 
la fracción do 133 ITs. 42 As,, de que pretende ser due- 
ña; no se refiere a ella; únicamente comprende la su- 
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perfieie de 111 Hs. (J7 As. 4» Os, y 17 áinr indicada en 
la demanda, y sólo de ésta .se ha dado provisionalmente 
la posesión judicial a ta provincia, coiuo resulta de las 
actuaciones de fe. -(i y 41 a 45 y se liiao saber también 
por la providencia de fs. 291, 

En tales condiciones, y desconociéndose por la ae- 
tora el dominio que invoca la demandada sobre las 133 
ITs. 4- As. de referencia (fs, 280) aquélla no puede ser 
obligada a incluirla en la demanda (Fallos: 3H, 408). 

III. Que, por consiguiente, corresponde fijar aho- 
ra la indemnización que la acto ra deberá pagar por la 
expropiación de las ciento once hectáreas y fracción a 
que se refiere el precedente considerando. 

Los peritos se hallan de acuerdo en cuanto a la su- 
perficie y clasificación det inmueble expropiado ; no 
así respecto de su valor. 

Teniendo especialmente en cuenta la situación y 
condiciones del terreno en el momento de la expropia- 
ción y los precios obtenidos en esa época por la venta 
de otros situados en los alrededores, así como las dife- 
rencias cutre ellos y las demás c i rcunst anclas a que se 
refieren los peritos en sus informes, esta Corte Supre- 
ma considera justos los precios de termina dos a fs. 2<i8 
por el tercero, fisto coincide con el perito de la deman- 
dada en el precio tic las fracciones de tierra vegetal : 
pero difiere acerca de los demás, principalmente en lo 
referente al valor que corresponde atribuir a los terre- 
nos próximos al faro. Las conclusiones del perito de la 
demandada con relación a este punto se fundan en cálcu- 
los meramente hipotéticas que, como lo ba declarado 
esta Corte Suprema (Fallos: 3S1, 230), no pueden sor 
tomados en cuenta para fijar la indemnización. Tor lo 
demás, la zona expropiada se caracteriza por la exis- 
tencia de una irran cantidad de médanos movibles que 
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constituyen un constante peligro y requieren la realiza- 
ción de obras tendientes a fijarlos, (informes del pe- 
rito dc ^a adora ^ fs ^ 179 tle | a tleinandada a fs. 233 

otros lugares libres de ese peligro (v. plano de fs. 221 
y planillas de fs. 217 y 219) basta para poner de mani- 
fiesto el error de los cálculos de referencia. 

IV. Que en el informe ampliatorio presentado a 
fs. 342, el perito tercero establece asimismo una suma 
prudente y razonable en concepto de indemnización por 
la arena contenida en el inmueble expropiado. 

Las explicaciones que la demandada requiere en 
su escrito de fs. 350 son innecesarias, pues las cuestio- 
nes que propone se hallan suficientemente aclaradas con 
el informe y los documentos acompañados. 

Por lo demás, es de advertir en cuanto a la canti- 
dad de arena aprovechable, que la cifra establecida por 
el perito tercero guarda proporción con la que la de- 
mandada señaló en su escrito de fs. 278, en el cual 
comprendía la zona costera no expropiada, y es mayor 
que la determinada por el perito de aquélla (fs. 225 
vta. y 226 vta.). Y respecto al valor de la arena fijado 
por el tercero en cuarenta y dos centavos el metro cú- 
bico, debe tenerse presente que la demandada lo justi- 
preció en no más de sesenta y seis centavos a fs. 278; 
que este precio, lo mismo que el ofrecido en la carta co- 
piada a fs. 330 no puede ser considerado normal, te- 
niendo en cuenta las circunstancias a que aluden las co- 
pias de fs. 326 y sigtcs. y el párrafo I del informe de 
fs. 342, y que, como bien lo advierte el perito tercero, 
la suma que la provincia deberá pagar como indemniza- 
ción por tal concepto no debe ser determinada mediante 
una simple operación de multiplicar. El procedimiento 
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adoptado por aquél se ajusta a la realidad y a la lógica 
y conduce a una solución justa y razonable ('), 

En mérito de las precedentes consideraciones y de 
acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador 
General se hace lugar a Ja expropiación de las ciento 
once hectáreas, sesenta y siete áreas, cuarenta y nueve 
centinreas y diez y siete decímetros cuadrados a que se 
refiere la demanda y se declara transferido su do- 
minio a la Provincia de Buenos Aires previo pa^o de 
la suma de pesos trescientos treinta mil ochocientos se- 
tenta y dos con ochenta y dos centavos moneda nacional 
por toda indenmi '/.ación, con intereses al tipo de los que 
cobra el Banco de la Nación Argentina y a partir del 
trece de junio de mil novecientos treinta y ocho, sobre 
la diferencia entre dicha suma y la depositada por la 
actora (fs. 25), con costas, y sin perjuicio de las accio- 
nes que (Hiedan corresponder n la demandada con mo- 
tivo del derecho de propiedad invocado respecto de la 
fracción denominada por los peritos "zona costera 1 * y 



(i) En la parte |mrt inerte de su informe, el perito terrero, ing. 
Jorge García Horro, dice: 

KJ valur tníal de 1u arma expropiaba na puede ffétcrarfnulttg por 
una simple npcríicii'in ile multiplicar, romo propone 1« demanda (fs. 27* 
citada). Corresponde compensar a su dueño por lo ipio habría podido 
ganar con olla *í no «o le li ni riera expropiado. 

Aunque s« le retiraron la,» tierra* el 1.1 ríe junio «le IMS. |inra el 
la» arenas del nur de l'uiita Monoica no hubieran podido tener ningún 
valor hasta igual época del año ífWl, en (pie prácticamente se agotaron 
los do Mari pesca. La prueba está en <pie :mti*s ile lííiiíí poseía anihos va- 
cimiento.* y sólo explotó el negando; cos;i lógica, no sólo por la raejor 
c.Üdad de la arena. sin>» y especialmente por catar Maripesca nu'i*í pró- 
ximo ni centro de- Mar deí Plata. 

Peade junio ile 1011 y basta i¡ue s»' niriih-ii J:im arenas, depositadas en 
b, qiin en cuanto pueda interesarnos, por supuesto «pie pudiendo ofrecerse 
*?n venta libremente diclio material, ei consumo total de .Mar del l'Iata 
será satisfecho con arena de tres orígenes; el 47 <7í hoWí extraído ib" h ; 
el 45 % de r, cualquiera sea m dueño; y el S de otróB lagarta, tales 
como los rpjo hemos citado anteriormente. Luego, al expropiarle b ol 
13 de junio de l!MS, deltirt entregarse a su ] propietario una suma de. di- 
nero ospu do producir —al ■" r / r lie hiten* compuesto— lo ime él bu- 
hiera, podido obtener cada año vendiendo d 17 ' ; de la arena que Mar 
del Pinta consuma ese liño, hasta tjUe. concluya la existencia de b. 
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de la privación del acceso a la misma por las autorida- 
des provinciales. Kotiiupuese, repóngase el papel y 
o por tuna mente archívese. 

Roberto Refetto — Antonio 
Sagahna — B. A. Nazar 
AxcnoRENA — P. Ramos 
Mejía. 



PEDRO .M.FAYA v. PROVINCIA DE SAN JPAX 

EXCEPCWXES: Clases. Defecto Ugal. 

La demanda que espeeilVa l*>s hechos que lian producido 
los daños cuya indemnización persigne el actor, no ado- 
lece de defecto legal. 

FALTA DE ACCION. 

Es improcedente la defensa de falta de acción fundada 
en (pie la demanda sobre indemnización aparece deducida 
en su propio nombre por el marido que no ejerce la re- 
presentación loga! de su esposa lesionada en el accidente, 
si en aquélla no se reclama la reparación de daño alguno 
sufrido por la mujer sino tan sólo ta de los perjuicios 
materiales y morafrs sufridos por el actor. 

da sos y mmmmaSi $enmi** 

FALTA DE ACCION. 
SOCIEDA D CONYUGAL. 

Incumbe at marido, como administrador de la sociedad 
conyugal, exigir el reembolso de los gastos que constitu- 
yen cargas de Ja sociedad conyugal, al responsable del he- 
cbo ilícito que los lia ocasionado. 

DAÑOS Y PERJUICIOS.- Culpa. EitracontractuaL 

Habiendo mediado concurrencia de culpas en la produc- 
ción de] daño, aunque en menor grado por parte del actor, 
no corresponde privar a éste de toda indemnización sino 
graduarla con arreglo a las circunstancias. 



DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado y de las per- 
tona» jurídica!. 

Establecida la culpa del conductor del automóvil pertene- 
ciente a la provincia, la relación de dependencia entre 
aquél y ésta y que el heelio se produjo en el desempeño 
de las tareas del mismo, la responsabilidad de la deman- 
dada es indiscutible. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación del daño. Dato moral 
La indemnización del daño moral en los casos de cuasi- 
delitos c« improcedente cuando la sentencia recaída en la 
causa penal no establece que se trate de un hecho califica- 
do de delito en el derecho crimina) . cuestión ajena a Iíí 
competencia de la Corte Suprema. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Intereses. 

Limitado por el actor su reclamo de intereses sobre la 
suma que se fije como indemnización del daño que le oca- 
sionó el acto ilícito, a los devengados a partir de la in- 
terpelación judicial, procede concedérselos desde esa fe- 
cha y no desde aquella en que se produjo el perjuicio, 

COSTAS: Rcsiútado del litigio. 

Procede imponer el papo de las costas del juicio sobre in- 
demnización de los daños y perjuicios ocasionados por 
un acto ilícito, al demandado que negó en absoluto el de- 
recho del actor aí resarcimiento, aun cuando éste haya 
sido fijado en una suma mucho menor que la reclamada 
por el demandante. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

No resulta de autos elemento de criterio alguno, 
ulterior a la resolución de la Presidencia obrante a fs. 7 T 
que pueda sustraer este litigio a la jurisdicción origi- 
naria de la Corte Suprema, como allí se estableció. 

Se trata de acción civil pop daños y perjuicios se- 
guidos contra la Provincia de San Juan por un extran- 
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jero vecino de la misma. El caso encuadra en los térmi- 
nos del art. 1« inc. 1', de la ley 48; y l a demandada no 
ha opuesto reparo alguno a la aludida jurisdicción. 

Correspondería, pues, dictar sentencia sobre el 
fondo del asunto, materia extraña a mi dictamen por 
referirse a cuestiones de hecho o p- roba y aplicación 
del derecho común. - Buenos Aires, marzo 9 de 1942. 
— Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, julio 20 do 1942. 

Y vistos: Los autos: "Alfaya Pedro contra San 
Juan sobre daños y perjuicios " de los que resulta: 

Que a fs. 2 se presenta ante esta Corte buprema 
don Foraeio M. Vieyra Urquiza en nombre del actor y 
promueve demanda contra la mencionada provincia por 
indemnización de daños y perjuicios que estima en la 
suma de diez mil pesos moneda nacional o la que más 
o menos resultare de la prueba, incluyendo el daño 
moral. 

Manifiesta que el 20 de enero de 1940, en circuns- 
tanems en que el actor en compañía de su esposa doña 
Afana Alvarez y de un hijo de siete años llamado Mi- 
guel Angel, se dirigía por la calle Rioja de la ciudad de 
San Juan, con rumbo al Norte, en un automóvil de su 
propiedad que conducía personalmente, éste fué embes- 
tido por la parte trasera izquierda, en el centro de la 
esquina formada por dicha calle y Mitre, por un auto- 
móvil oficial de la Administración Sanitaria y Asis- 
tencia Pública, dependencia del Ministerio de Hacienda 
de la provincia demandada, que, dirigido por el con- 
ductor Carlos Gabriel Nievas, marchaba a excesiva ve- 
locidad por la calle Mitre en dirección al Este y traía 
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de regreso a la partera doña Adelina Esther Bonomini, 
después de haber prestado sus servicios profesionales a 
una paciente. 

La colisión se produjo por imprudencia del con- 
ductor oficial, a quien se procesa por clin, y fué tan vio- 
lenta que el señor Alfaya y sus acompa fian tes resulta- 
ron lesionados, especialmente la esposa de aquél que 
aun en la fecha de presentación de la demanda conti- 
nuaba soportando las consecuencias de la contusión 
frontal sufrida, que afectó sus órganos visuales. Él ac- 
tor tuvo que trasladarse con su esposa a la Capital Fe- 
deral, para la debida atención módica de la misma, lo 
que le ocasionó ingentes erogaciones y la consiguiente 
disminución de sus ingresos como empleado principal 
habilitado de la tienda "La Favorita " de la ciudad de 
San Juan. 

Siendo el conductor oficial Nievas el autor del he- 
cho generador de los daños, ejecutado en el desempeño 
de sus funciones como empleado de la provincia deman- 
dada, a ésta incumbe la obligación de indemnizar los 
daños producidos al actor, conforme lo dispuesto en los 
títulos VIII y IX de la Sección II, 2' parto, del libro II 
del Código Civil, y especialmente en los arts. 902, 1068, 
1069, 1077, 1078, 1081, 1083, 1086, 1096 y concordantes. 

Por ello solicita que se haga lugar a la demanda, 
con intereses y costas. 

Que a fs. 15 contesta la demanda don José Antonio 
González en re presentación de la Provincia de San 
Juan. 

Niega que el hecho se haya producido por culpa del 
conductor Nievas, a quien ninguna pena se ha impuesto 
en el proceso criminal por no resultar comprobada su 
responsabilidad. Aquél guiaba un automóvil de la Ad- 
ministración Sanitaria y Asistencia Pública de San 
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Juan y conducía a una partera para prestar auxilios en 
el Departamento Rivadavta. El automóvil oficial no lle- 
vaba gran velocidad y el accidente se produjo por ne- 
gligencia o imprudencia del actor que no detuvo la mar- 
cha do su vehículo, como debió hacerlo para ceder el 
paso al primero, que por llevar un auxilio médico de 
argucia tenía derecho de preferencia. El conductor ofi- 
cial no incurrió en culpa alguna, y, en el peor de ios 
casos, habría mediado culpa recíproca. 

Corresponde rechazar por ello la demanda, y, ade- 
más, porque ésta no se ajusta a lo dispuesto en el art 
57 de la ley 50, en cuanto no enuncia concretamente los 
perjuicios cuya indemnización reclama el actor, y porque 
habiendo éste deducido la demanda en su nombre, ca- 
rece de acción para exigir la reparación de los daños 
sufridos por sus acompañantes. 

El monto de la indemnización reclamado es exhor- 
hitante, pues el accidente sólo produjo heridas y contu- 
siones leves y curables en ocho días según el informe 
médico legal agregado al sumario criminal, 

Niega los hechos que no ha reconocido expresa- 
mente j que la lesión sufrida por la esposa del actor 
haya tenido las consecuencias que éste le atribuye y 
que fuera indispensable trasladarse a Buenos Aires 
para su curación. 

Niega la procedencia de la reparación del daño mo- 
ral pedida en la demanda, por no haber mediado delito 
del derecho criminal y porque la insignificancia de las 
lesiones sufridas no puede dar lugar a reparación al- 
guna por tal concepto. 

Tampoco procede el pago de intereses porque no 
existe cantidad líquida exigible. 

Termina solicitando el total rechazo de la demanda, 
con costas. 
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Que abierto el juicio a prueba — fs. 21 vta. — se 
produjo la que indica el certificado de fs. 148; alegaron 
las partes — fs. 150 y 157 — ; dictaminó el señor Procu- 
rador General — fs. 170 — y se dictó a fs. 170 vta. la 
providencia de autos para definitiva. 

Considerando : 

Que la demanda no adolece del defecto invocado 
por el representante do la Provincia de San Juan, pues 
en ella se especifican los hechos que lian producido los 
daños cuya indemnización persigue el actor y la suma 
reclamada por tal concepto — Palios: 142, lÍ4. 

Que en la demanda no se exige la reparación de 
daño alguno sufrido por la esposa y el hijo del actor: 
sólo se pide la de los perjuicios materiales y morales 
que el accidente ha ocasionado a este último. Es lo que 
resulta de los términos de la misma ; de las citas legales 
en que se funda; de la falta de todo reclamo respecto 
de la incapacidad física que pueda haber sufrido la 
actora, mencionada tan sólo para exigir el pago de los 
gastos de traslado y curación efectuados por el marido, 
y de la enumeración y estimación detalladas de los da- 
ños hecha por el demandante al alegar sobre la prueba 
— fs. 166 vta. — . 

La defensa do falta de acción carece, así, de base. 
Por lo domas y en cuanto a los gastos que constituyen 
cargas de la sociedad conyugal —Código Civil, arts. 
1275, ines. 1', 2* y 3*, 372— incumbe al marido, como ad- 
ministrador de aquélla, exigir judicialmente su reem- 
bolso al responsable del hecho ilícito que los ha ocasio- 
nado —Código Civil, art. 1276 ; ley 11.357, arts. 3, 6 y 9. 

Que las actuaciones de la causa criminal seguida 
ante la justicia local de la Provincia de San Juan — con- 
cluida por prescripción, fs. 66— permiten establecer sin 
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duda alguna la existencia de culpa del conductor del 
vchinüu oficial. 

En efecto; el automóvil de la Asistencia Pública, 
conducido por Nievas, marchaba por la calle Mitre en 
dirección al Este a una vplocidad "que pasaba de los 
cuarenta kilómetros por hora", según confesión de 
aquél — fs. 32 vta.— ** entre cuarenta y cincuenta kiló- 
metros por liora'* según la declaración de su acompa- 
ñante Adelina Esther Bonomini — fs. 50 — de más o 
menos setenta kilómetros, a estar a las manifestaciones 
de los testigos que presenciaron el accidente — Mareca, 
fs. 4 y 43 vta., y Pan tuso, fs. 40 vta — . En todo caso era 
una velocidad superior al doble de la autorizada por el 
art. 6 de la Ordenanza General de Tráfico Publico vi- 
en la ciudad de San Juan, cuyo art. 7 también fué 
sin que mediara razón alguna de urgencia, pues 
onducía de regreso a la partera de la Asis- 
tencia Pública, a la que babía llevado a prestar un auxi- 
lio. Por lo demás, según informa la Municipalidad de 
San Juan — fs. 76 vta. de los autos principales— los 
automóviles de la Asistencia Pública, deben sujetarse a 
las disposiciones de la ordenanza anteriormente men- 
cionada, pues no gozan del privilegio que tienen las 
ambulancias de la misma y los vehículos del Cuerpo de 
Bomberos, entre los cuales figura el de marchar a ma- 
yor velocidad que la reglamentaría. 

Además, el croquis agregado a fs. 24 del sumario, 
al poner de manifiesto que el conductor Nievas no rea- 
lizó maniobra alguna para no embestir al coche del ac- 
tor —como lo reconoce la demandada a fs. 151 vta.— 
y las fotografías de fs. 93 a 9o de los autos principa- 
les, reconocidas por los testigos a fs. 49, 68 vta., 69, 70 
y 78, reveladoras de la violencia del choque, corroboran 
la culpabilidad del nombrado Nievas, que manejaba el 
vehículo oficial. 
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Que, sin embargo, también ha existido, aunque en 
menor grado, imprudencia por parto del actor. Las de- 
claraciones de los testigos Marcea, Pantuso y Rodrí- 
guez, permiten establecer que, al producirse el choque, 
aquél conducía su automóvil a una velocidad que osci- 
laba entre veinticinco y treinta kilómetros por hora — 
fs. 4 y 43 vta.j 46 vía. y 47 vta. del sumario criminal; 
78 vta. de los autos principales — . Es decir, superior n 
la normal prevista en el art. 6 do la respectiva orde- 
nanza; que asimismo dispone en su art. 7 que los con- 
ductores "detendrán la velocidad de los coches hasta 
cerciorarse si liay o no peligro, atravesándolas con una 
velocidad igual al paso de los peatones". 

Teniendo en cuenta, además, que también el con- 
ductor del automóvil oficial tneú bocina — declaraciones 
de Marcea y Tíonomini a l's. 4, 43 vta. y 50 del suma- 
rio — que la verja y la ochava del edificio del Colegio 
Nacional a que se refieren el croquis do fs. 1*J3 y el in- 
forme de fs. 1J4 permitían advertir tanto desde la calle 
Eioja como desde Mitre, con igual facilidad y desdo 
un buen trecho antes de llegar a la esquina, la presen- 
cia de los vehículos que transitaban por ellas — v. asi- 
mismo la declaración de Pantuso a fs. 78 vta. de estos 
autos— y la forma cómo so produjo el choque, cabe con- 
cluir que el actor no adoptó todas las medidas de pre- 
caución tendientes a "cerciorarse si hay o no peligro" 
como dice el art. 7 de la ordenanza antes citada; que lo 
hubieran librado do ser emlwstido, 

(¿ue habiendo mediado concurrencia de culpas en 
la producción del daño, aunque en menor grado por 
parte del actor, no corresponde privar a éste de toda 
indemnización, como pretende la demandada, sino gra- 
duarla con arreglo a dichas circunstancias — Código 
Civil, arts. 110Í1 y 1111 ; Bibiloní, Anteproyecto, edición 
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oficial nrt. 138ÍÍ y ñola; Aubhy v Rac, § 44(3, texto y 
notas 4 y 5; Dkmulojj jie, t. 31, núm. 003; Plaxiol y 
Kipebt, t. VI, núm. 570. 

Qw establecida la culpa del conductor del automó- 
vil perteneciente a la Provincia de San Juan, la rela- 
ción de dependencia entre el conductor del mismo y 
aquella y que el hecho se produjo en el desempeño de 
sus taren*, ¡a responsabilidad de la demandada es in- 
discutible —Fallos: 191, 2<ií) y j 0s allí citados. 

Que en cuanto s los iM*fs y perjuicios cuya repa- 
ración reclama el actor, debe advertirse que: a) están 
comprobados los gastos de sanatorio y asistencia mé- 
dica en San Juan, por un monto de quinientos treinta 
pesos moneda nacional —recibos de fs. S3 y 89 y decla- 
raciones de fs. fio' vía. y !>7— ; 1>) lo están hi necesidad 
del viajo a Buenos Aires — fs. í)0 v 06 vfa.— la realiza- 
ción del mismo -fs. 30, 31, 42 y ;y>- l a consulta de un 
oculista con motivo de la lesión sufrida por la esposa 
del actor -fs. 31 y 42— ; c) no están justificados, en 
cambio, la necesidad de una estada prolongada en Bue- 
nos Aires ni del examen completo a que se refiere el 
recibo de fs. 29, cuya relación con el accidente no re- 
sulta de las pruebas reunidas en autos; d) no está pro- 
hado que el coche haya sufrido desvalorización alguna; 
c) tampoco está demostrado que con motivo de su viaje 
a Buenos Aires el actor lia ya dejado de percibir el 
sueldo y habilitación correspondiente en la casa de co- 
mercio donde trabajaba —interrogatorio y declaración 
del patrón, a fs. 98 y 100. 

Que la indemnización del daño moral ocasionado 
por los cuasidelitos sólo procede cuando se trata de he- 
chos calificados de delitos en el derecho criminal — Có- 
digo Civil, arts. iim y 1078; Fallos: 1G3, 211 j 183, 247; 
184, 652; 101, 280— circunstancia que en el caso de 
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autos no resulta acreditada por no haberse dictado sen- 
tencia condenatoria en la causa penal, concluida, por 
prescripción de la acción — fs. C6 del sumario—. En 
esas condiciones, siendo ajeno a la competencia de esta 
Corte Suprema todo pronunciamiento acerca de la exis- 
tencia o inexistencia de delito criminal así como la de- 
terminación de sus autores y de la responsabilidad que 
les incumbe, no procede acordar indemnización alguna 
por el daño mural que invoca el actor. 

Que el papro de intereses por la demandada sobre la 
suma que se fijará en concepto de reparación es proce- 
dente —Fallos: 191, 280— si "bien sólo a partir de la 
fecha de la notificación de la demanda, por haberlos li- 
mitado voluntariamente a ella la parte actora — fs. 

Que es, asimismo, procedente la imposición de las 
costas a la demandada, que lia negado en absoluto el 
derecho del actor a toda indemnización —Fallos: 
115, 15. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General y a lo expuesto en los pre- 
cedentes considerandos, se declara que la Provincia de 
San Juan debo pagar al actor la suma de pesos dos mil 
moneda nacional por toda indemnización dentro del 
plazo de treinta días* con intereses a partir de la noti- 
ficación de la demanda y al tipo de los que cohra el 
Banco de la Xación Argentina, con costas. — Xotifí- 

el papel y archívese. 

RoiíEHTO RePETTO — ANTONIO 

Sao aun a — B. A. Nazar 
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ROGELIO II. GARCIA Y OTROS v. PROVINCIA DE 

EXTRE RIOS 

PRESCRIPCION; Prescripción de acciones en particular. Civil Ac- 
ciones prescriptibles. 

La prescripción de la acción de repetición de lo pagado 
en concepto de un impuesto impido corno violatorio de 
la Constitución Naconal está regida por el art. 4023 del 
Código Civil, que uo puede ser modificado por leyes pro- 

INSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucional 
lidad. Le, m provmcales. Leyes de orden civil, 

de Entre Ríos, interpretado en el sentido de que la de~ 
manda sobre meoustitudotiulidad de un impuesto y re- 
petición . e lo indebidamente pagado en concepto del 
mismo dee deducirse en el término de un mes desde 
que haya resultado otectado el derecho patrimonial del 
contribuyente, importa modificar el plazo señalado pará 
la prescripción en el art. 4023 del Código Civil y es, por 



Dictamen del Piiocuradoh General 
Suprema Corte: 

Los sefiore» Rogelio II. García, Elias F. Barroso 
y Kaiael Indoras, iniciaron ante el Superior Tribunal 
de Entre Ríos una demanda contra el gobierno de di- 
cha provincia, por ¡ueonstitueionalidad del inc. 28 del 
art 34 de la ley de patentes local mim. 3293, y repeti- 
ción tic lo paludo de mus en tal concepto. Sostenían que 
dicho inciso crea un impuesto diferencial gravando más 
a los viajantes de casas establecidas fuera de la pro- 
vincia, que a las de dentro. Kl Superior Tribunal de- 
sestimó la demanda, fundándose en que con arreglo al 
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art. 358 del código de procedimientos provincial, debía 
haber sitio deducida dentro del mes contado desde que 
la ley afectó sus derechos patrimoniales. Con tal motivo 
traen ahora los actores un recurso extraordinario ante 
V. E,, agregando a la inconstítucionalidad del art. 34 
ine. 28, citado, la del 3">S del código de procedimientos. 
Como no existe tallo acerca del fondo del asunto, pien- 
so qu^ V. K. debe limitarse a mantener el recurso tan 
sólo en cnanto se refiere a tu que el Superior Tribunal 
resolvió, e>t<* es, la presunta cadueidad tlel derecho, por 
el simple transcurso de un mes. 

A este último respecto, los recurrentes tienen ra- 
zón. Se trata de una ley de impuestos que entró a regir 
el primero de enero tlel corriente año y fué protestada 
en la parte pertinente, el diecisiete del mismo mes 
(fs. 5-7). Los pagos aparecen hechos antes de que enero 
finalizara; de suerte que el tribunal, no invoca falta 
oportuna de protesta, sino qne la demanda tuvo en- 
trada el 28 de febrero. Encara el plazo, no ya como pró- 
rroga del término para protestar — cosa que la provin- 



cedimientos, excede visiblemente a las facultades de la 
legislatura provincial. Se ha hecho primar disposiciones 
locales sobre las del Código Civil; y bajo tal concepto 
la tacha de iiiconstitucionalidad resulta demostrada. 

"Corresponde, por tanto, revocar el fallo apelado y 
ordenar bajen los autos para que el tribunal se pronun- 
cie sobre la impugnación de ineonstitncionalidad rela- 
tiva a la ley 3293. — Buenos Aires, mayo 21 de 1042. 
— Juan Alvares. 




* . . 
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Buenos Airea, julio 20 tic 1D42. 

„.,i;i V . V ! S , t0S: L ,°, S aut0S: Jo ineonstitucio- 

'■''nlad dol me. 28 del art. 34 de la lev 32!>5 y p or repe- 

< ■ «n de la suma de * m 111/n . indebidamente pagaSa 
ntahhu a por el doctor .Tosí F. Morena en representa- 
nte, °y l '¡" )r0S „ I{OííelÍO Gare '''. Elias F Barroso 
Rafael Tudoras», venidos ,,or oí recurso estruordi- 

35 a lTO a<;to ' Cs - «ont» la senten- 
cia !P ■ ' P ,° r e ' Sui1cli0 '- W« do Jas- 

art . 308 del respectivo código procesal roelmza l a de- 
manda por extemporánea. 

Considerando: Que, como resulta de la demanda v 
lo reconoce el doctor \tniib,i- T m ,« "imauua > 

ii • . Iul -iguuai lorres en su votn il mni 

«7rr»'>™ « Sope*? TríbZ 
«on (Acepción del doctor Bonnparte, el presento inicio 
versa sobre inconsti.ncionalidad y repoíctón cíe pa'T 
Que la acción de repetición de lo pagado sin causa! 

por el Sí;' P^o, hállase autorizada 
poi ei art, JM del Código C' v l ( Fallos* ifis i„ 
.-escripción de a^uT*, SS^Kl£ 
cuerpo de leyes y está regida por el art. 402,1 é¿S 
m: d.sposn-um apbrablc tanto a .os particulares como 
a In Nación y „ I as provincias (art. 3951) „ ne en raZ 

Const,t„c,„n Nacional, no pnede ser modificada por las 
leyes provinciales (Fallos: 183, 143 v nota í ) 

Que el art. 308 del Código de Procedimientos de 

<l«cl de un impuesto y repetición de lo indebidamente 
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pagado en concepto del mismo debo deducirse en el tér- 
mino de un mes desde que haya resultado afectado el 
patrimonial del contribuyente, importa modi- 
cl plazo señalado por el Código Civil a que se hace 

de los arts. 31, 07, ine. 11 y 108 
cional. 

Por ello así se declara de acuerdo con lo dictami- 
nado por el señor Procurador General y se revoca la 
sentencia apelada en lo cjue ha sido materia del recurso. 
Notifíquese y devuélvanse a los efectos del art 1G, 1* 
parte de la ley federal núm. 48, debiendo reponerse el 
papel en el tribunal de procedencia. 

Roberto Repetto — Antonio 

B. A. Nazar 
— F. 

Mejía. 



EL1ZABET EL DE 8 AL V ATORE v, CAJA DE JUBI- 
LACIONES DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

FALTA DE ACCION. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Procedimiento 
y recursos. 

JURISDICCION: Fuero fr<lcraL Principian generales. 

La justicia federal es incompetente para conocer origi- 
nariium nte en ana demanda promovida contra la Caja de 
Jubilaciones de Empleado» Ferroviarios para obtener al- 
{runo do los beneficios previstos en aquella ley. 

Pictami ; pel Procurador General 
Suprema Corte: 

La presente demanda ordinaria tiende a obtener se 
condene a la Caja Ferroviaria a conceder al actor la 
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pensión íntegra emergente del fallecimiento de su cau- 
sante; y el señor Juez Federal y la Cámara respectiva 
han declarado su incompetencia para conocer en la 
misma a mérito de lo dispuesto por el art. 32 de la ley 
10.630 y de la jurisprudencia establecida por V. E, en 
184, 350. Resulta, así, procedente el recurso extraordi- 
nario de apelación concedido a fs. 48 vta. 

En cuanto al fondo del mismo, cabe advertir que el 
citado art. 32 prescribe que las jubilaciones, pensiones 
y demás beneficios serán acordadas por el directorio 
do la Caja, ante la cual deberán solicitarse, Bajo tal 
concepto, si como lo afirma el recurrente (fs. 53) la 
demanda no se funda en la denegatoria administrativa 

la justicia federal, y a que por mandato expreso de la ley 
10.650 los beneficios que ella otorga deben solicitarse 
ante la Caja, como queda dicho, la que deberá pronun- 
ciarse, en primera instancia acerca de los hechos y el 
derecho que el actor invoca como fundamento de la ac- 
ción entablada. 

En su mérito, pienso que corresponde confirmar el 
fallo de fs. 47 en cuanto ha podido ser materia de re- 
curso. — Buenos Aires, julio 4 de 1942. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 22 de julio de 1942. 

Y Vistos : el recurso extraordinario deducido en el 
juicio "Snlvatore Elizabet M. de, tutora del menor 
Francisco A, Salvatore v. Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre re- 
conocimiento de pensión y cobro de pesos", contra la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de la Capital. 

Por sus fundamentos; los del precedente dictamen 
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Procurador General y la doctrina sustentada 
en la causa C. S. 184, 350, se confirma la 
47 en cuanto pudo ser materia de re- 
donda se repondrá el papel. 

Roberto Refetto — Antonio 
Saoauna — B. A. Nazar 
Anchorena — P. Ramos 
Mejía. 



BANCO FRANGES DEL RIO DE LA PLATA v. PROVIN- 
CIA DE CORRIENTES 

RECURSO DE NULIDAD: Sentencias. 
RECURSO DE REPOSICION. 

Los recursos de reposición y de nulidad son. improceden- 
tes contra Jos fallos y resoluciones de la Corte Supre- 
ma t 1 ). 



JULIO L. SFAR v. CIA. HIDROELECTRICA DE 

TUCUMAN 

CONSTITUCION NACIONAL: C m *t¡Utcionali<M e incomUtHciona- 
ttaad. Leyes proetnctnfes. Leyr* dv nrtlen procesal. 

La ley 1747 de la Provincia de Tucutnán, en cuanto so- 
mete a la jurisdicciún de los jueces de primera instancia 
de aquella las causas provenientes de la aplicación de las 
leyes 968S y 11.729 no es violatoria del arl. 1? de la ley 
federal 927. 



(») Feehn dot f«lln : 22 <V juím tí>4?. \>r respertn dd r»urao 
de npninAn; Pallo. : US, 29; Ui>, 112; tW, :iaj, y 131, líl, v P]1 cuanto 
•1 do nuhdnd: F fl J]. JS: 12, 134; J72; l«, ,V>7 y 1 M Pn ' ¡| ot «hadoa. 
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Sentencia de Primera Instancia 

Tucunián, marzo 11 de 1941. 

Y vistos: Este juicio caratulado "Suar Julio Leopoldo v. 
Cía. Hidroeléctrica de Tucumán sobre indemnización por des- 
pido" del que resulta : 

Que a fs. 1 se presenta Julio Leopoldo Suar, argentino, 
casado, mayor do edad, constituye domicilio legal en calle 9 de 
Julio núm. 400, Dpto. A y dice : 

Que conforme a los arta. 154 del Código de Comercio re- 
formado por la ley 11.72a, promueve acción por indemnización 
y despido a la Compañía Hidroeléctrica de Tucumán S. A. 

Que en dicha componía trabajó desde el día 16 de marao 
de 1039 hasta el día 3 de septiembre de 1940, en que fué de- 
jado cesante por no requerirse sus servicios sin que se le dé 
el prcnviso de ley no obstante su antigüedad en el trabajo, 
de un ano y cinco meses. 

Que empezó n trabajar en la compañía demandada como 
medio oficial electricista, percibiendo $ 0,65 por hora aumen- 
tándosele después S 0,05 por hora, habiendo sido felicitado por 
su buen comportamiento por el ingeniero general de obras, se- 
ñor Wierscbin. 

Que el monto de la suma reclamada se descompone en la 
siguiente forma: por seis días do trabajo a razón de $ 5,60 
por día a partir del 26/8/40 hasta el 30/9/40 inclusive, $ 33,60; 
por un mes de sueldo por falta de preaviso según art. 157, 
inc 2?, apartado A, $ 130.— ; por dos períodos de medio sueldo 
o sea un mes de sueldo en concepto de indemnización acceso- 
ria, art. 157, inc. 3 £ 130. — ; por un período de 10 días por 
falta de descanso anual correspondiente al ano 1940, que no 
gozó, conforme al nrt. 156, apartado A, $ 43,30, lo que hace el 
total que demanda o sean $ 336.90. 

Que no habiendo tenido éxito en las gestiones realizadas 
en el Departamento del Trabajo, inicia la presente demanda 
y solicita se haga lugar a la misma, con costas. 

A fs. 8 el procurador judicial Mareo M. Muñoz, en repre- 
sentación de la demandada dice: 

Que opone auto todo la excepción de incompetencia de 
jurisdicción. El actor es argentino y domiciliado en esta pro- 
vincia, su mandante es una sociedad anónima argentina, con 
domicilio en la ciudad de Buenos Aires, por expresa disposi- 
ción de sus estatutos y porque allí funciona su directorio, 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

art 90, inc. 3?, del Código Civil, Procede, por lo tanto, la ju- 
risdicción federo! do conformidad con el art. 100 de la Cons. 
tituciÓu Nacional y art. 2', inc. 2°, de la ley 48 por la distinta 
vecindad de las nortes. Que invoca expresamente la garantía 
constitucional a los fines del recurso extraordinario del art. 
14 de la ley 48 en caso de negativa. 

Que no obstante la excepción opuesta, por razones proce- 
sales contesta la demanda» sin que ello signifique reconocer la 
competencia del juzgado. 

Que el actor trabajó en la compañía demandada en la fe- 
cha que indica y con el salario mencionado, pero niega que el 
actor pueda ampararse en la ley 11.729 pu r cuanto fué obrero 
transitorio, cuyos servicios se contrataron únicamente mien- 
tras durara la realización de las obras para las cuales fué em- 
pleado. Que tampoco Suar puede ampararse en la ley 11.729 
por ser obrero industrial que no desempeñaba ni desempeñó 
jamás con su mandante, tareas inherentes al comercio Por lo 
expuesto solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

A fs. 13, el actor contestando la excepción opuesta dice ■ 
Que si bien es cierto que la Cía. Hidroeléctrica de Tucumán 
S. A. tiene su casa matriz en Buenos Aires, también es cierto 
que esta en su carácter de sucursal tiene su domicilio en ésta 
para responder do todas las obligaciones contraídas en ésta y 
por ella : así lo establece expresamente el Código Civil en sn 
art. 90, me. 4». Por lo dicho solicita el rechazo de la excepción 
opuesta con costas. 

Abierta la causa a prueba se produce la que informa el 
actuario a fs. 37, agregados los alegatos de las partes, nuedan 
los autos en estado de dictar sentencia, y 1 ' 1 

Considerando: 

En cuanto a la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción. 

Que el actor reconoce expresamente en su escrito de fs 
13 que el domicilio de la demandada (casa matriz) es la ciudad 
do Huenos Aires. Este reconocimiento respecto al domicilio de 
Ja sociedad según constancias de ¡os estatutos de la misma se 
reproduce nuevamente en el alegato de fs. 38. 

Que lo expuesto basta para la procedencia de la incom- 
petencia opuesta ya que también existe reconocimiento tácito 
de la nacionalidad argentina de ambos litigantes. Art. 90 inc 
3?, Código Civil ¡ 100 de la Constitución Nacional y 2, inc 2\ 
de la ley 48. ' 

Que el art. 90, inc. 4', del Código Civil citado por el actor 
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como fuudamento de la competencia de la justicia ordinaria 
no es de aplicación en la especie. Tal disposición legal no ten- 
dría otro alcance en el subdito que el de acordar al actor el 
derecho de demandar ante los tribunales del lugar de la su- 
cursal, derecho que también surge como aplicación de lo dis- 
puesto por el art. 2', inc. 2°, de la ley procesal interpretado 
en el sentido de que esa norma procesal y las análogas de 
otras provincias contemplan los casos de lugar espresa o 
implícitamente convenidos para el cumplimiento de la obliga- 
ción. Tratándose de una locación de servicios la competencia 
sería la de los jueces del lugar donde esos servicios se pres- 
taron (Tucumán) pero ello sin perjuicio del fuero ordinario 
o de excepción (federal) que corresponda en ese mismo lugar 
según la nacionalidad o vecindad de los litigantes. 

Que en cuanto a la renuncia del fuero federal a la que 
se refiere el art. 21 de la ley provincial 1682, ninguna influen- 
cia puede tener en la decisión de la incidencia planteada, pues 
tal renuncia debe entenderse relacionada únicamente con las 
cuestiones que surjan con motivo de Tos servicios. En la especie 
se discute una cuestión no relacionada en manera alguna con 
la concesión o la prestación de servicios de la empresa, son 
disposiciones de derecho común que estáu en juego sin vincu- 
lación con la concesión y con los derechos y obligaciones a que 
surjan do la misma. 

Por lo expuesto : Resuelvo : 

Hacer lugar, con costas, a la excepción de incompetencia 
de jurisdicción opuesta por Marco M. Muñoz en representa- 
ción de Ja Cía. Hidroeléctrica de Tucumán ¡3. A. llágase sa- 
ber. — D. Cotombrcs Ugarte. 



Sentencia de Segunda Instancia 

Tucumán, julio 5 de 1941. 

Y vistos: TA recurso de apelación interpuesto a fs. 57 de 
los autos: "Suar Julío Leopoldo contra Cía. Hidroeléctrica 
de Tucumán sobre indemnización por despido". 

Considerando : 

Que la ley nacional 927 sobre jurisdicción concurrente, 
solamente excluye de la justicia federal, aquellas causas en que 
el valor demandado no exceda de quinientos pesos, siempre y 
en cuanto caigan al mismo tiempo bajo la jurisdicción y com- 



CALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



petencia de la justicia de paz de las provincias, según las le- 
yes de procedimiento vigentes en ellas, requisito este último 
que no concurre en el presente caso. 

Que en esto sentido se ha pronunciado en varias ocasiones 
la Suprema Corte de la Nación, razón por la cual lo establecido 
por este tribunal con fecha 17 de mayo del corriente año **in 
re'* Sánchez Natalio v. Bodegas y Viñedos El Globo, sobre 
despido, corresponde confirmar, con las costas del recurso, la 
sentencia apelada de fs. 54 a fs. 56. J. A.; 10, 210; 12, 656, 

Por ello, se resuelve confirmar, con las costas del recurso, 
la sentencia apelada corriente ele fs. 54. — Luis Á. Moyana. — 
M. tizando Borda. — F. 8. Taboada. — E. O alindo Borda. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En la presente demanda entablada por don Julio 
Leopoldo Suar contra la Compañía Hidroeléctrica ele 
Tucumán, por indemnización de despido conforme a la 
ley 11.729, el actor ha impugnado la validez constitu- 
cional de la ley núm. 1747 de la Provincia de Tucumán, 
so color de ser violatoria del art. 1 de la ley nacional 
núm. 927, en cuanto somete a la jurisdicción de los jue- 
ces de primera instancia las causas provenientes de la 
aplicación de las leyes 9688 y 11.729. 

A mi juicio no existe la pretendida colisión entre 
ambas leyes ya que no tienen un mismo objeto, pues la 
seg-- ida de ellas se limita excluir del conocimiento de 
la justicia federal "todas aquellas causas de jurisdic- 
ción concurrente, en las que el valor del objeto deman- 
dado no exceda de- quinientos pesos fuertes, cuando por 
otra parte, el conocimiento del caso caiga bajo la juris- 
dicción de la justicia de paz de la provincia respectiva, 
según las leyes de procedimientos vigentes en ellas". 

En su mérito, pienso que corresponde confirmar la 
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sentencia apelada de fs. 73, en cuanto pudo ser materia 
del recurso. — Buenos Aires, agosto 10 de 1941. — Juan 

Airareis. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1942. 

Y vistos : Los del reeurso extraordinario concedido 
a la parte actora, en los autos Suar Julio Leopoldo con- 
tia la Compañía Hidroeléctrica de Tucumán sobre in- 
demnización por despido, venidos de la Sala en lo Civil 
y Comercial do la Corte Suprema de Justicia de Tu- 
cumán. 

Considerando : 

Que como lo sostiene el señor Procurador General, 
no existe colisión alguna entre la ley local de Tucumán 
núm. 1747 —que somete a la jurisdicción de los jueces 
de primera instancia las causas provenientes de la 
aplicación de las leyes 9688 y 11.72*— y el art 1' de 
la ley nacional 927, que excluye de la competencia de los 
juzgados federales todas aquellas causas de jurisdic- 
ción concurrente, en las que el valor del objeto deman- 
dado no exceda de quinientos pesos fuertes, cuando por 
otra parte el conocimiento del caso caiga bajo la ju- 
risdicción de la justicia de paz de la provincia respec- 
tiva, según las leyes de procedimientos vigentes en 
ella. Puesto que la ley vigente de Tucumán somete el 
caso en examen a la jurisdicción de los jueces de pri- 
mera instancia y no a la justicia de paz de la provincia. 

Correspondiendo el fuero federal por razón de las 
personas, como lo ha declarado la sentencia de primera 
instancia, confirmada por el tribunal apelado, la sen- 
tencia de fs. 73 que hace lugar a la excepción de incom- 
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petencia de la jurisdicción local, está do acuerdo con 
los términos expresos del art. 1° de la ley í>27, que solo 
excluye de la jurisdicción federal las causas en que el 
monto no excede de quinientos pesos a condición de que 
el caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz 
provincial, lo que no ocurre en el caso. 

En su mórito, y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se confirma la sentencia de 
fs. 73 en cnanto lia podido ser materia del recurso. Há- 
gase saber y devuclvnLse, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado de origen. 

IíunEiíTo Tí etrtto — Antonio 
Sauaüxa — B. A. Nazab 
Anoiiohena — F. Ramos 
Mejía. 



RAIMUNDO (SARCIA v. NACION ARGENTINA 
ADUAVA: Aforo. 

COSSTITUCÍOS NACIOXAL: ConstittirianalUlad c iticomtitueioua- 
lidad. Di ri tos nacionales* 

ha partida 2.">8& do lu Tarifa do Avalúos es do carácter £o- 
nt'ral y prava a los artículos do nácar que tienen una 
partida propia; por lo que es inaplicable a los botones de 
nácar importados, qiii se hallan comprendidos en las par- 
tidas 2:!2íl y 2331. y <; art. 2 IJ . inc. 1', del decreto repla- 
mentario de la ley 11,281, que dispone lo contrario, os vio- 
latorío del art. 8(í, inc. de la Constitución Nacional ('}. 



(i) Ficha AA fallo: 21 (k> Julia do 18*3. 
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ERNESTO DE SAINT GEORGES v. NACION 
ARGENTINA 

ADVAXA: Importación. Libre de derechos. 

RETRO ACTIVIDAD: leyes impositiva*. 

La liberación de derechos aduaneros a la impor ación de 
papa de consumo ítem-dada por el art. 7 do la ley 12.297, 
DO es aplicable a la introducida en el año 1ÍÍ3G con ante- 
rioridad a la fecha de dicha ley ('). 



MERCEDES JUDANY DE BOSCII v. ANGEL BOSCII 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Sentencia definitiva. 

Es improcedente, por no tratarse de una sentencia defi- 
nitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48, el recurso ex- 
traordinario deducido contra la resolución que en el in- 
cidente sobre alimentos pedidos por la esposa que ha pro- 
movido juicio de divorcio, desconoce el derecho de la 
misma para obtenerlos por haberse declarado con anterio- 
ridad e' divorcio por su culpa ante los tribunales de Mon- 
tevide" la validez de cuyo fallo se reconoce a ese solo 
efectí y sin perjuicio de lo que se resuelva al respecto en 
el juicio principal, donde el marido demandado invoca 
en su defensa la cosa juzgada fundado en dicho fallo 



S. A. FRIGORIFICO DE LA TIERRA DEL FUEGO 
v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia dcfimtina. 

Es improedente, por no tratarse de una sentencia defini- 
tiva, el recurso ordinario de apelación deducido contra la 
providencia que se limita a exipir el cumplimiento del re- 
(inisito previsto en ol art. 1' de la ley 1I.G34 ( 3 ). 

(i) Fwhn. flr-1 falto: 24 de julio de 1942, 

(=) Fii'híi del fallo: 21 -1.* julio il<? t!M2. Ver Fallo* : 192, 

(3) Fcrha <1l'1 fallo: 24 do julio dt> 3021. 
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CATALIXA JORGE v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS PARTICULARES 

JUBILACION DE EMPLEADOS PA TIC ü LARES : Extinción de Ion 
beneficios. 

PRESCRIPCION: Prescripción de acciones en particular. Leyes es- 
peciales. 

La acción del afiliado n la Caja de Jubilaciones de la ley 
11.110 para obtener el beneficio previsto en el art. 18 ine. 
1» de dicha ley prescribo a los diez años (*), 



XORBERTO MEDI XA v. XACIOX ARGEXTIXA 

JUBILACIONES DE EMPLEADOS XACIOX ALES: Jubilación. 
Cómpttto de servicios. 

PRUEBA: Prueba supletoria. 

No habiéndose aportado ni intentado aportar pruebas ten- 
dientes a demostrar la deficiencia o taita de antecedente* 
administrativos referentes a los servicios prestados por un 
afiliado a la Caja de Jubilaciones de Empleados Civiles, 
es inadmisible la prueba supletoria producida con el ob- 
jeto de acreditar los servicias invocados, tanto menos si, 
aun prescindiendo de aquel impedimento, de estas pro- 
banzas no resulta la prestación de dichos servicios (*). 



EDUARDO I. CUOMO Y EDUARDO ETCIIEGOYEX 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

Debe considerara sufieientemente fundado el recurso ex- 
traordinario concedido, si en el escrito de interposición 
del mismo se hace referencia concreta a la cuestión de 
incoustitueiunalidad anteriormente planteada en el juicio. 

RECURSO EXTRA ORDI XARI O : Cuestión federal Casos. Constitu- 
ción Xaúiunal 

Es préndente el recurso extraordinario fundado en que 
el edicto policial cuya validez admite la sentencia apelada, 



(i) Fwbrt del fallo: 29 de julio de 1042. Ver pfic;. 110 de ertfl tOfflO 
{Mcrino y. Caja). 

(S) Fecha io\ fallo: 29 de julio de 1942. 
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es velatorio del derecho fundado por el recurrente en Ib 
Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conutitucionalídad e inconstitueiona- 
Udad. Resoluciones administrativas y judiciales. 

PODER DE POLICIA. 

La facultad atribuida al Jefe de Policía de la Capital para 
dictar edictos sobre faltas y establecer sanciones puni- 
torias que no excedan de un mes de arresto o cien pesos 
de multa, así como para expedir reglamentaciones gene- 
rales sobre el derecho de reunión que sean razonables, uni- 
formes y no impliquen un efectivo desconocimiento de 
aquél, no es violatoria de la Constitución Nacional y puede 
rer ejercida por aquél en su calidad de funcionario de- 
ludiente del Poder Ejecutivo y con las restricciones que 
nacen de ese carácter, mientras el Congreso no haga uso 
de sus atribuciones. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
reunión- 

Son legítimas las restricciones al derecho de reunión refe- 
rentes al uso de las calles, pinzas o parques públicos, que 
implican la necesidad del permiso previo, así como la obli- 
gación de dar aviso previo a la policía cuando la i . unión 
ha de realizarse fuera de la vía pública porque de la 
aglomeración de personas pueden resultar perturbados el 
orden y tranquilidad públicas. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
reunión. 

Las reuniones en lugares cerrados, de escaso número de 
personas, sin propósitos subversivos ni contrarios al orden 
público, no pueden ser prohibidas ni sometidas a la exi- 
gencia del aviso previo, sin hacer ilusorio el derecho de 
reunión. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionaüdad e inconstituciona- 
lidad. Resoluciones administrativas y judiciales. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
reunión. 

La aplicación de las Mneiom-s establecidas en d edicto de 
policía sobre reuniones públicas con motivo de la realiza- 
ción de una reunión de esa clase con libre admisión de 
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los concurrentes, en un local donde se congregaron más 
de cien personas y se produjo un serio tumulto, .sin que hu- 
biera mediado previa autorización de las autoridades po- 
liciales ni aviso a las mismas, no importa violación alguna 
de. los art*. 14. 18, 19, 28, 33 y 67, ine. 28, de la Cons- 
titución Xacional. 

Dictamen- del Proci hahor Oexehal 
Suprema Corte: 

El 2;i ile ¡íroslo de lí>41, siendo aproximadamente 
las doce de la not'-e, un funcionario policial fué noti- 
ciado por diversas personas de quo en esos momentos 
tenía lugar un tumulto de proporciones en el interior 
del edificio de la Facultad de Ciencias Económicas de 
esta ciudad. Celebrábase allí una reunión estudiantil 
con acceso libre. La policía comprobó que varias sillas 
habían sido destrozadas, a fin de utilizar sus patas 
¡orno armas contundentes, y las f otomía fías agregadas 
a i's, 34-38 revelan en forma inequívoca la existencia 
de otros daños intencionales. Como consecuencia, fue- 
ron arrestados mar líos de loa asistentes, y iras el su- 
mario de práctica el señor Jefe do Policía les impuso 
multas por desorden y violación del edicto sobre reunio- 
nes públicas. Ninguna noticia se bahía dado a las auto- 
ridades acerca del propósito de realizar diclio acto; y 
posteriormente, a mi pedido, se !m puesto en claro que 
tampoco se había requerido permiso, tií dado noticia 
siquiera a las autoridades directivas de la Facultad. 

Llevado el caso en apelación ni señor Juez Fede- 
ral doctor Jautas, este magistrado absolvió a la casi 
totalidad de los estudianes por no existir a su juicio 
prueba suficiente de la partici pación que se les atribuía 
en los daños; pero mantuvo en forma condicional las 
multas impuestas a tres prevenidos, a quienes declaró 
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responsables de no haber solicitado permiso a la policía 
para celebrar la reunión, conforme lo previene el edicto 
aludido. Dos de ellos —Edmundo 3L Cuomo y Eduardo 
Etchegoyen— lian ¡nferpuesto recurso extraordinario 
a fs. 382-3, y con tal motivo vienen los autos a conoci- 
miento de V. E. 

Por lo que respecta a la procedencia del recurso, 
cabe advertir que los recurrentes, en sus respectivos 
escritos de apelación, no se han ajustado a la norma 
que exige el art. 15 de la ley niím. 48, tal como de ordi- 
nario lo interpreta y aplica V. E. Empero, eso punto 
queda librado al prudente criterio de V. E. como cues- 
tión de hecho. 

Admitiendo por hipótesis se abra el recurso, agre- 
garé que, según lo tongo dicho en casos anteriores, la 
Constitución Nacional garantiza el derecho de reunión 
solamente cuando se lo ejercita con fines úl tiles (art. 
14); y no descubro qué utilidad haya en permitir se 
reúnan alrededor de doscientas personas en edificio de 
propiedad de la Nación, sin permiso de nadie, acudiendo 
varias de ellas pro visas de cachiporras, y se entreguen 
a un verdadero asalto de los muebles, los vidrios y hasta 
del empapelado de las paredes. Aun cuando no fuera 
ese el propósito tenido en vista por los organizadores 
del acto, resulta evidente que ni ellos tomaron las pro- 
cauciones necesarias para evitar desórdenes, ni una 
vez producido el tumulto, hubieran podido atajarlo sin 
la intervención de las autoridades. Todo se hubiese evi- 
tado avisando oportunamente a la misma policía que 
restableció entonces el orden, y ahora se quiere pre- 
sentar a V. E. como culpable de atropellos. Las leves y 
teóricas multas impuestas a los organizadores, consti- 
tuyen un discreto aviso de que, para lo sucesivo, no in- 
curran en imprudencias semejantes a la pasada. 
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No encuentro, pues, en estos autos, agravio alguno 
constitucional que deba reparar V. E. ; por lo cual co- 
rresponderá mantener el fallo apelado, si es que V. E. 
abre el recurso. — Buenos Aires, julio 7 de 1942. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de julio de 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto por 
los defensores de Edmundo I. Cuomo y de Eduardo Et- 
ebegoyen, contra la sentencia del señor Juez Federal 
en lo Criminal y Correccional de la Capital que, confir- 
mando la resolución del señor Jefe de Policía, les impo- 
ne cincuenta posos do mulla o quince días de arresto, en 
forma condicional, por infracción al art. 1* del edicto 
sobre reuniones públicas, 

Considerando : 

Que, según la sentencia recurrida, resulta proba- 
do como cuestión de beebo irrevisible por medio del 
recurso extraordinario, que Cuomo y Etcliegoyen eran, 
respectivamente, presidente y vicepresidente de la co- 
misión directiva de la Federación Universitaria, insti- 
tución que realizó, sin pedir Ta correspondiente autori- 
zación, una asamblea el 24 de agosto do 1941 en la Facul- 
tad de Ciencias Económicas, durante la cual se produjo 
un tumulto, infringiendo el art. 1" del edicto sobre reu- 
niones públicas. 

Que los defensores de ambos acusados alegaron la 
inconstitucionalidad del edicto policial como violatorio 
de los arts. 14, 18, lí), 23, 33 y G7, inc. 2$, de la Consti- 
tución Nacional — fs. 35S y 869— y ante la sentencia 
confirmatoria de la pena impuesta interponen el recur- 
so extraordinario, que les lia sido concedido. 
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Que los recursos interpuestos deben considerarse 
suficientemente fundados en los escritos de fs. 382 y 
383, de acuerdo con la doctrina de esta Corte —190, 220; 
191, 197— pues en ellos se alude en forma concreta a la* 
cuestión de inconstitucionalidad planteada en el alega- 
to. El recurso es, asimismo, procedente por cuanto se 
impugna la validez del edicto policial como contrario a 
derechos y garantías de la Constitución Nacional y la 
sentencia recurrida, sin resolver la cuestión explícita- 
mente, admite la validez. Art. 14, inc. 3», ley 48, Fallos: 
191, 197 y los allí citados. 

Que Jas cuestiones planteadas han sido resueltas 
con amplios fundamentos por la Corte en el último de 
los casos citados —191, 197— y basta remitirse a lo di- 
cho allí para resolver el presento. Ha dicho la Corte : 
"Que de lo expuesto hasta aquí se deduce con claridad 
que no hay obstáculo constitucional para que el señor 
Jefe de Policía, mientras el Congreso de la Nación no 
baga uso de sus atribuciones, en su carácter do funcio- 
nario dependiente del Poder Ejecutivo encargado de la 
custodia y defensa del orden público, con las limitacio- 
nes y restricciones que de tal carácter nacen, pueda esta- 
blecer reglas para el ejercicio del derecho de reunión 
y sanciones para su incumplimiento". "Que no obstante 
la apuntada variedad de los casos particulares pueden 
sintetizarse algunas conclusiones que aclaren bien los 
conceptos, sin quo ellas importen fijar reglas ni resol- 
ver otro caso que el ventilado en el presento juicio. Es 
asi, y esta Corte lo ha declarado en el caso va citado, del 
Comité Radical Acción, quo son legítimas ías restriccio- 
nes al aso de las calles, plazas o parques públicos, lo que 
implica la necesidad de permiso previo; que es legítima 
la obligación de dar aviso previo cuando la reunión ha 
tle realizarse fuera de la vía pública porque de la agio- 
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me ración de personas pueden resultar perturbados el 
orden y la tranquilidad públicos. Es corolario de lo es- 
puesto que las reuniones en lugares cerrados, de escaso 
número de personas, sin propósitos subversivos ni con 
trarios al orden público no pueden ser prohibidas, ni 
se puede exigir el aviso previo sin hacer ilusorio el de- 



la aplicación del edicto al caso de autos no es contrario 
a los arts. 14, 18, 19, 28, 33 y «7, inc. 28, de la Constitu- 
ción Nacional ya que ha quedado establecido que se 
trataba de una reunióu pública, con libre admisión de 
los concurrentes, en cuyo local había más de cien per- 
sona, según resulta del número de detenidos, y duran- 
te la cual se produjo un serio tumulto. En tales condi- 
ciones ni el aviso a la autoridad, ni el pedido de autori- 
zación son contrarios al derecho de reunión, porque, 
como lo dijo la Corte, "de la aglomeración de personas 
pueden resultar perturbados el orden y la tranquilidad 
públicos", como en efecto resultaron. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo soli- 
citado por el señor Procurador General de la Nación, se 
confirma la sentencia de fs. 379 en cuanto lia podido 
ser materia del recurso. Notifíquese y devuélvanse al 
juzgado de origen. 




Roberto Repetto — Antonio 
Sagarn.» — 1?. A. Nazar 

AN'CUOIíRNA — F. Ü'MOS 
II EJ Í A. 



Año 1942 - Agosto 



MARIA DOLORES R. COSTA v. NACION ARGENTINA 

ACTOS A DMIN1S TRA TI VOS. 
COSA JUZGADA. 
DECRETOS NACIONALES. 
EJERCITO NACIONAL. 

PRESCRIPCION; Prescripción de acciones en particular. Civil 



El decreto del p. E. que, por apreciación de las circunstan- 
cias acreditadas en las actuaciones administrativas, consi- 
dera reunidas los requisitos exigidos por la ley 11.412 y con- 
cede el beneficio establecido por ella, no se halla viciado de 
nulidad absoluta porque posteriormente aquél entienda que 
no están comprobadas las circunstancias de referencia y no 
puede ser válidamente revocado sino que debe demandarse 
judicialmente su anulación fundada en el error, dentro del 
plazo de dos años previsto en el art 4030 del Código Civil. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1942. 

Y Vistos : El recurso ordinario de apelación dedu- 
cido en la causa " María Dolores Rita Costa v, la Na- 
ción, sobre pensión de la ley núm. 11.412", contra la 
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sentencia dictada par la Cámara Federal de la Capi- 
tal, y 



Considerando; 

Que los antecedentes del juicio son los siguientes: 
El P. K. por decreto del 7 de julio de 1930 acordó a la 
actora ana pensión mensual de cíen pesos moneda na- 
cional, por considerar que se encontraba eu la situación 
prevista por Ja ley 11.412. Que con posterioridad, 
esto es, por decreto del '21 de octubre de liKJó, dejó sin 
efecto el anterior, suspendiéndose el pago de la pensión 
por cuanto a su juicio "no se lia Comprobado que el 
causante lia ya formado parte de alguno de los ejércitos 
que lucharon por la Independencia entre el lT> de mayo 
de 1810 y el ÍÍÍJ de junio de 1S2Ó (i"s. 147 expediente ad- 
ministrativo agregado). 

Que enlabiada la demanda a fin de que se restable- 
ciera el pago del beneficio y se abonaran las inensuali 
dadis atrasadas, ha sostenido la actora que el decreto 
de octubre de lí>'30 que dejó sin efecto el del año VX-A) es 
nulo por cuanto el P. E. no puede por sí y ante sí desco- 
nocer pensiones acordadas sin someter la cuestión a la 
justicia federal dentro de los dos años siguientes al 
acuerdo. 

Que ul contestar la demanda el representante de 
la Maciótl manifiesta que el primitivo decreto de 7 de 
julio de VXAQ era un acto nulo de nulidad absoluta por 
cuanto de las actuaciones administrativas no resulta 
que el antecesor de la actora baya formado parte de los 
ejércitos que lucharon por la Independencia basta el 
30 de junio de como tampoco que don José Anto- 
nio Costa, antepasado invocado, sea la persona del mis- 
mo nombre que revistó en los ejércitos que hicieran la 
campana del Brasil. 
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Que tratándose de un acto absolutamente nulo, no 
corre para él la prescripción a que alude la demanda 
por Jo que solicita se la rechace y se condene a la aetora 
al reintegro de las pensiones indebidamente cobradas. 

Que las sentencias de 1* y 2* instancia rechazan la 
demanda por considerar que el ascendiente de la aetora, 
José Antonio Costa no prestó servicios en el territorio 
de las Provincias Unidas en ninguno de los ejércitos 
combatientes en la guerra de la Independencia, razón 
por la cual el decreto de 7 de julio de 1930 es nulo, de 
nulidad absoluta, insusceptihle de confirmación y por lo 
tanto imprescriptible el derecho de pedir su anulación. 
Condenan asimismo a la aetora al reintegro de las su- 
mas indebidamente percibidas en concepto de pensión. 

Que la aetora en defensa de su derecho sostiene la 
nulidad del decreto del uno IÍI35 que dejó sin efecto el 
del año 19.10, como así también que el P. K. no pudo por 
sí revocar este último sin acudir a la justicia deman- 
dando su nulidad dentro de los dos años de dictado. 

Que planteada en tales términos la cuestión, cabe 
considerar en primer lugar si dicho decreto del año 
1930 se halla viciado de nulidad absoluta o sí sólo se 
trata de un acto ¡imilahlc, pues que la solución a adop- 
tarse sobre el particular ha de gravitar aobre el sentido 
del fallo a dictarse. 

Que el aludido decreto del año 1980 que acordó la 
pensión fué dictado por el P, R apreciando las circuns- 
tancias acreditadas en las actuaciones administrativas 
que a su juicio demostraban la concurrencia de los extre- 
mos exigidos por la ley 11.412. No medió en su otorga- 
miento ninguna de las circunstancias aludidas en los 
arts. 1040 y siguientes del Código Civil que vician de 
nulidad absoluta los actos jurídicos y ello lo informan 
los términos del propio P. E. en el decreto del 21 de 
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octubre de 1935 que dan por no comprobadas las cir- 
cunstancias y requisitos que en el primero consideraba 
reunidos, lo que demuestra quo los diferentes criterios 
sólo han respondido a una apreciación distinta de los 
hechos y pruebas. (Expediente administrativo fs. 147). 

Que en presencia de cuestiones semejantes esta 
Corte ha sostenido que el decreto del P. E. que por 
apreciación de Jas circunstancias acreditadas en las 
actuad ones administrativas considera demostrada la 
concurrencia de los requisitos exigidos por una ley de 
previsión social y resuelve conceder el beneficio previsto 
en la misma, no puedo ser más tarde revocado por el 
mismo poder que lo dictó a quien asiste sin embargo el 
derecho de demandar judicialmente su nulidad funda- 
do en el error, dentro del plazo de dos años establecido 
en el art. 4030 del Código Civil. C. S., 101-489; 189-213: 
182 57; 181-224; 180-239, etc. 

*„ue en consecuencia debe considerarse que el alu- 
dido decreto del año 1930 que acordó la pensión sólo 
fué un acto anulable cuyo vicio como consecuencia del 
error en que se había incurrido al dictarlo quedó purga- 
do por la prescripción de dos años del ar!. 4030 del 
Código Civil, invocado por la acto ra. 

Que cabe consignar especialmente la circunstancia 
que en el presente juicio, la aetora lia invocado expresa- 
mente tal prescripción y que en el caso C. S. 181-18 alu- 
dido en la sentencia de la Cámara Federal no se intentó 
tal defensa impidiéndosele por otra parte a los jueces 
suplirla de oficio (art. 3964 Código Civil). 

Que en virtud de tales antecedentes el derecho a la 
pensión gestionado por la acto ra como así también el del 
cobro de las mensualidades impagas desde el 1* de no- 
viembre de 1935, es claro y la demanda intentada debe 
prosperar. 
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Por ello se revoca la sentencia apelada de fs. 114, 
declarándose que Ja actora tiene derecho a la pensión 
do la ley núm. 11.412, como así también que la Nación 
deberá pagarle el importo do las pensiones devengadas 
desde el 1» de noviembre de 1935 hasta la fecha, más sus 
intereses legales al tipo de los que cobra el Banco de la 
Nación Argentina desde el día de la interpelación judi- 
cial. Y se rechaza la reconvención debiendo pagarse por 
su orden Jas costas de todo el juicio en atención a la 
naturaleza de las cuestiones debatidas. Hágase saber y 
devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

Roberto Retetto — Antonio 
Saoarna - B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 



JORGE ELMIR v. S. A. GUILLERMO KRAFT LTDA. 

MARCAS DE FAB1UCA: Xulúlnd. 

Es absolutamente nula la marca instituida por una pala, 
bra en idioma vivo extranjero registrada con posterioridad 
a Ja ley 11.27o por un comerciante del país, a su nombre y 
como marca nacional, aun cuando voluntariamente se ha va 
imitado a aplicarla tan sólo a mercancías importadas, sin 
haber no obstante renunciado a aplicarla sobre las de fabri- 
cación argentina. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, octubre 22 de 1941. 

Y Vistos : Para sentencia esta causa seguida por Jorge El- 
Wt contra "Guillermo Kraft Ltda. & A. de Impresiones Gene- 
rales , sobre registro de marea. 
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Resultando : 

I o Que el actor manifiesta ser propietario, desde el año 
lí'29 de la marca número 117.1M1, compuesta de la palabra 
Kraft y un eonj tinto gráfico, para productos di» la clase Ni, que 
aplica a peines importado»*, con tina importancia de venta en el 
pítís que ¡ili'un/n a Ocho míl [tesos m ti. utas o menos por año. 
Antes del vencimiento del registro aludido solicitó, en lí);l!), su 
renovación, por acta núm. 2KÍ.<>7ó, cumpliendo con todas las 
formalidades di'l art. 1H de la ley ;i!»7ó. A esta renovación so ha 
opuesto la demandada, alegando ^ue el término Kraft es la 
característica principal de .su rubro social. 

Agreda que tal oposición es infundada, pues en primer lu- 
jfar no se iraía de una marca nueva sino de una renovación ¡ 
tampoco c.s una enseña nominativo ó simple, pues se trata de 
un conjunto de palabras y dibujo; inconfundible, y por último, 
Kraft un c» la enraeteristiea esencial fiel nombre de la deman 
darla, i- o nstituído así : "líuillenim Kraft Limitada Sociedad 
Anónima de Impresiones Generales". 

Advierte además la actor»; qlle mientras la demandada se 
opone a ta renovación de acuella mana, lia solicitado al mismo 
tiempo, para sí, por acta núm. 2.17.04$, la marca Kraft para bi 
misma ria?"» líS. aetlítul ésta ipie acentúa su conducta maliciosa 
en la emergencia síthrjutBm, 

Furnia >u derecho i'u la ley íin~ó y jurisprudencia de casos 
aliábaos y pide se desestime la oposición referida, i cosías. 

2* Que la demandada, al contestar, confirma sn protesta 
administrativa af registro solicitado por la adora, pues no sería 
ésta una rm* nación sino una marea nueva, cea diseño distinto 
ai original, del cual se diferencia notablemente. 

La palabra Krtifl, fundamenta! de la nueva marca solici- 
tada se confunde con c| nombre característico del prestigios" 
pi:tftb!f*píinipiito demandado, quien además tiene registrado ese 
término en 2M clases de la itomcnelai ara oficial, algunos de 
cuyos productos se ei ui fnndcti con los de la clase 1 1 í . 

Opone lambiéu ta demandada, subsidiariamente, la mil i- 
dad de la marca original del actor núiii, 117.180 y de su pro! eli- 
dida renovación, por haber sido solicitada y concedida en 1929, 
vale decir, con posterioridad a la sanción de la ley 1L27Ó y en 
expresa contradicción al art. Ó" de ésta. 

Funda su derecho en los arts, S, \% ];], 14. iae. :í<\ 17, 42 
y concordantes de la ley ^Tó ; arts. JltÜS, 10 t i y 1017 del Có- 
digo Civil y arl. 5*. ley 11.270. para pedir finalmente el rechazo 
de la demanda, con costas; y 
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Considerando : 

Que habiéndose impugnado de nulidad la concesión de la 
marea Kraft cuya renovación fie cuestiona, por haber sido otor- 
gada en violación al art. 5" de la ley 11.275, corresponde que en 
primer termino sea tratada esta defensa, en atención a los efec- 
tos extiutivus (pie la misma comporta. 

En la descripción de la marca, expuesta a fs. 4 y 3a, el 
propio actor tiene expresado que la palabra Kraft, significa 
'* Vigor' ' *'n idioma alemán, lo que se cutí firma con la acepción 
gramatical que dan los diccionarios de la lengua alemana, en 
los que significa: fuerza. vigor, energía. 

De las constancias (pie ofrecen la solicitud de renovación 
de fs. Ti y el título de la marca Kraft antes concedida, obrante 
a fs. H3 y 35, se establece que la misma, sin restricción alguna 
en cuanto al origen extranjero de los artículos a proteger, ha 
sido concedida y solicitada su renovación, para todos los do la 
clase Ki. y también |>ara emplearla eu cualquier clase do propa- 
ganda. Se halla también acreditado que el actor está radicado 
y comercia en ente país, 

Que el art. ü* de ln ley niTm. 11.275, sancionada el año 1023, 
ampliatoria de la ley :{!»7ó ,<\ s.. t. 165, pág. 319; t. 178, 
pág. 2(m). preceptúa :i "Las marcas de fábrica nacionales que 
se registren o se reinscriban cu iniciante, aun cuando sean nom- 
bres de fantasía, tío podrán llevar palabras sino en idiomas 
muertos o del idioma nacional, salvo ipie se tratase de nombro 
de personas". 

La marca de que se trara. concebida i la palabra Kraft 

del idioma vivo alemán, registrada el 17 de ¡mosto de 1!)2Í>, 
cuya renovación se solicita, lo ha sido como marca nacional, a 
nombre propio de luí comerciante con negocio en el país y con 
respecto a la marca originaria concedida con posterioridad a la 
sanción de la ley uúin, 1 1.275. - no obstante lo dispuesto por 
su art. 5". 

t¿u>' al resolver en tales condiciones un caso .semejante, 
nuestra Corle Suprema, expresó que ma retís así solicitadas co- 
mo nacionales, a nombre propio por quienes están domiciliados 
¡'ti el país, y no como marcas extranjeras o a nombre de fabri- 
cantes p comercia ules extranjeros, su registro hállase prohibido 
por el art. ó' de la ley núm. 11.275 (('. S., lS7-5(i2). 

Como consecuencia de tal violación legal, que coloca al ti- 
tular tic la marea en condicione-, de usarla iudistint. -uente con 
relación a produelos argén! iuo,s o extranjeros, como ocurre en 
el suh-tit, ■-, eon notoria violación de la ley núm. 11.275. no pne- 
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de sino caber el reconocimiento de la nulidad absoluta que afec- 
ta al acto de concesión de dicha marea. Xo habiendo podido 
concederse esas marcas, agrega la Corte Suprema cu el easo 
antes citado, el registro efectuado adolece de absoluta y mani- 
fiesta nulidad, por hallarse prohibido el objeto principal del 
acto (art. 1044 del C\ Civil), y siendo la nulidad del carácter 
antes expresado, ésta puede y debe declararse aún .sin petición 
de parte y no es susceptible de continuación (art, 1047 del Cód. 
Civil), cualquiera seu el tiempo transcurrido desde que se reali- 
zó el acto nulo. 

La estricta aplieabilidad al caso sub-litc, de Ja doctrin.* 
vigente como es la que informa el espíritu del art. 5» de la ley 
núm. 11.275, corresponde declarar la nulidad de la marca 
"Kraft" núm, 117.180, y consecuentemente la improcedencia 
de la renovación (pie se solicita por acta núm. 213.675, pana 
los mismos artículos de la clase 16. 

Por tanto y lo expuesto, fallo; Desestimar la demanda de- 
ducida ñor Jorge Eliuir contra Guillermo Kraft Ltda. S. A. 
de Impresiones Generales, declarando improcedente la renova- 
ción de la marca "Kraft" núm. 213.67.1. Con costas. — l. 
González. 

É 

Sentkm 'U i>k U Cámara Fkuerai. 

Buenos Aires, 27 de abril d<- 1942. 

Y Vistos; Considerando: Lo resuelto por el Tribunal en el 
caso "Feinsteiu y Cía. ex-parte" t2 de abril tic ÜM1). no es 
aplicable al ¡tub-jutiio , porque cu aquel se trataba del registro 
de una marca nueva pie se ordenó conceder con "la expresa 
salvedad de que no podrá ser usada para distinguir artículos 
de fabricación nacional: en virtud de haber expresado el solici- 
tante categóricamente "que la marca a registrarse se aplicará 
exclusivamente a productos de importación", mientras que el 
ocurrente se refiere a la renovación de una marca ya otorga- 
da, a la que en esta litis se opone la demandada. 

Por ello, y por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de fu. 216 que desestimando la demanda 
deducida por Jorge Elinir contra la S. A. Guillermo Krafl 
Ltda. declarn improcedente la renovación de la marca "Kraft" 
núm, 213.675, - Carlos fiel Campillo. — Ricardo Villar Pala- 
cio. — Eduardo Sarmiento. — Jan» A. fíomtitéi Calderón, 
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Dictamen del Pnocnt.\non (¡en eral 
Suprema Corto: 

Procede en este caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación del 
nrt. I de la ley núm. 11.275, y ser el fallo de segunda 
instancia contrario a los derechos que oportunamente 
invocara el hoy recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, la Cámara Federal 
estuvo en lo cierto al mantener a fs. 240 el bien fun- 
dado fallo del señor juez, que ohra a fs. 216. La ley 
núm. 11.275 prohibo que ías marcas de fábrica nacio- 
nales se registren o reinscriban llevando palabras aje- 
nas al idioma nacional o a idiomas muertos ; de suerte 
que no tiene sentido invocar, conforme lo hace el actor, 
derechos de propiedad irrevocablemente adquiridos pa- 
ra seguir violando dicha ley en sucesivas reinscripcio- 
nes, so color de que consiguió violarla al tiempo del 
primer registro. V tampoco e.s posible conceptuar ex- 
tranjera a la marca Kraft pedida, registrada y usada 
por el actor en nuestro país, so color de que por so 
exclusiva voluntad la aplicó sobre mercancías impor- 
tadas, aunque tuvo el derecho de aplicarla tambiéii 
sobre las de fabricación argentina, derecho que no ha 
■«enunciado. Las marcas registradas en nuestro país no 
se tornan extranjeras cuando se las destina a comerciar 
en nuestro país con mercancías procedentes del exterior. 
Tal es, por otra parte, la jurisprudencia de la Corte. 
Corresponde, entonces, confirmar el fallo apelado. - 
Buenos Aires, julio 17 de 1942. — Juan Alvarcz. 
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FALLO DÉ LA CiiHTK 

Buenos Aires, :! de agesto ¡le 1942. 

Y vistos: 

Por sus fiintlaiih'Tilits, ,1c acuerdo a lo dictaminado 
pwedciileaiente muí- el xtmm' Procurador (ícneral. v 
lo resuelto j)t)i- esta ("orle Suprema cu los casos roiris 
tra<los en los tumos 171, |>;'ilt, T s , y 1^7, jiá.ir. Ó41*, se 
WfiPma la sciileuna de la Cámara Federal de Apela- 
ción de la Capital, ([tic drnie-a la rcinseripciún ilc la 
maro» de goroprefr grují para d «liniruir artículos eom- 
prendidos en la dase 1fi, par huLcrse iu^ripto ron pos- 
terioridad a la ley núm. W.l'h y éoii viulaciún del art 
5* afe la misma por el actor Jorge? Klmir en autos contra 
tíuillci t!it> Krall Ltda.. (puntando, en esos términos, he 
suelto el roctirso estruoitliiiario interpuesto por e| actor. 
Hádase saber j devuélvanle ; repóngase el paiptvj en oJ 
juzgado de origen. 

Romír^o IÍki'eítto Antonio 
Sai: a una — lí. A. X azak 
A Ve 1 leH:t;S v F. RaMOS 

Mk.hA. 



tíl ini) SCHWAKZ V OTIÍOS 

mrVíim) i- \r/l.\tU!l>!.\.lKt(>: Uni.-n.t ajmm ¡h¡mipws ye* 
urníh-H 

Ks bjijiroeedi'iití' A wmtwn extraordinario contra la senten- 
cia ipn* (lerliii-a t;i iiLcnmjH'teaeiu ile \n jastk'ia federal ra 
rjinun'r Mi un recurso de hultras rturpua deducido a favor 
ñfi vayitii p;is¡. -tos extranjero* d*« un kovn, ijne por mi 
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habérseles permitido desembarcar, retornaron en vi mismo, 
.saliendo de la jurisdicción argentina c ¡«inorándose en enál 
están, pues ta declaración que podría hacer la CVte Su- 
prema sería de carácter abstrnctn. 

Dicta mes dki. PltortiUlXMi (íkxeiial 

Suprema forle: 

He refiere este recurso de htíhem Ctírpm 8 linos 
pa saje ros ti el vapor VttUe» <l<> II untos que venían de Eu- 
ropa al Brasil, hó fueron admitidos a desembarcar en 
dicho país, y a consecuencia de rilo eont ; miaron viaje a 
Buenos Aires, donde tampoco se 'es permitió la entrada 
por carecer de los documentos necesarios. En tales con- 
diciones, y como el Cabo fie Hnnuts regresa ha a Europa, 
partieron a bordo del mismo el día ;! de noviembre del 
ano pasado y se ignora hoy dónde estén» 

Durante los pocos días que dielio limpie permaneció 
en nuestro puerto los expresados viajeros habían obte- 
nido del gobierno del Paraguay se los recibiese allí; 
pero ii<¡ bul"» pi»ibilid:id de autorizarlo purgue aquéllos 
carecían también de la documentación requerida para 
viajar en tránsito. 

Dada la t'ormai en t|Ue \m hechos han ocurrido, 
pienso que el señor Jueá u qita y la Cámara Federal han 
estado en lo cierto al declarar que el recurso de huleas 
wrpih% deducido y mantenido por un tercero, escapaba 
a su jurisdicción. Buenos Aires, junio _'_! de 1S>4-, — 
Juan Ai ra re £ 

VMAM m LA OHÍTK SfPIÍKMA 

Buenos Aires, .'. de agosto ile 1ÍM2. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Eduardo lí. Playones contra la decisión de la Kxema. 
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Cámara Federal de Apelación de la Capital que, al con- 
firmar la de primera instancia, declara la incompeten- 
cia del juzgado federal para conocer en el recurso de 
amparo de la libertad deducido en favor de (luido 
Schwarz, Odilia Solad de Seliwnrz y sus hijas. 

Considerando : 

Que los nombrados llegaron a] puerto de Buenos 
Aires a bordo del Cabo de Hornos procedentes de Espa- 
ña a consecuencia de que se les había impedido desem- 
barcar en el puertu de Santos, que era el de su destino, 

Ja ley de inmigración y su decreto reglamentario 1 to 
Dirección de Inmigración no les permitió su desembarco, 
ni au trasbordo para embarcarse hacia la República del 
Paraguay, 

Que fundado en estos antecedentes el recurrente 
dedujo recurso de amparo a la libertad, y como de los 
informes solicitados resultara que los interesados ha- 
bían salido de Buenos Aires a bordo del mismo barco, 
el juzgado declaró su incompetencia para conocer del 
recurso, resolución con firmada por la Cámara de cuya 
decisión so recurrí- por vía del recurso extraordinario, 
que le ha sido concedido. 

Que el recurrente sostiene que la resolución es con- 
traría a lo establecido por los arts. 14, 18 y 20 de la 
Constitución Nacional y por los tratados sobre libre 
navegación de los ríos Paraná y l'ruguay celebrados 
por la Confederación Argentina con (írun Bretaña, 
Francia y los Kstados Cuidos de Norte América y sobre 
amistad, comercio y navegación por la República Argen- 
tina con la República del Paraguay, no obstando a su 
aplicación la circunstancia de que los interesados estén 
fuera de la jurisdicción nacional. 
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Que si las personas en favor de cuya libertad se 
busca el amparo de la justicia argentina se encuentran 
en ajena jurisdicción, y hasta se ignora en ] a que están, 
no se advierte el objeto del recurso de amparo, ni del 
extraordinario deducido, pues la declaración que la Cor- 
te pudiera hacer sobre los puntos controvertidos — art. 
16, ley 48— carecería de efectividad y se convertiría en 
una decisión abstracta que, según jurisprudencia cons- 
tante, la Corte no debe dictar —Fallos: Í82, 276 y los 
allí citados; 183, 3S5; HH>, IW7. En efecto, sí la resolu- 
ción fuera favorable a las pretensiones del recurrente 
la orden a la autoridad argentina carecería de objeto 
y en ningún caso podría referirse a un nuevo e hipoté- 
tico intento de desembarco. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se declara improcedente el recurso 
extraordinario. Ñotifíquese y devuélvanse. 

Robebto Repetto — Antonio 
Saijaiina — B. A. Nazar 
Anchoiíena — F. Ramos 
Metía. 



ARMANDO DELAXXOY v. DtliECCtON GENERAL DEI 
1 MI* TESTO A LOS REDITOS 

RECUII O EXThAOJWiXAftlO: radián federal f«m«. Leyes 
del Cottfjrcso. 

La interpretación de leyes úV carácter procesa! no da lu- 
gar, por lo mwm, a euesfctónps susceptibles de autorizar el 
recurso extraordinario, aun cuando se trate de normas fe- 
dérales, porque la aplicación do tales preceptos referentes 
snfo al ordenamiento dn los juicios no afecta el art, 31 de 
la Constituci. "ti Nacional ('). 



O) Fecha dut ffillu; 3 <•„ ríaoslo d.< 194Ü. Víase F<ili»ax Ui2, 104. 
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RECURSO EXT HAOltDJX ARIO: ( multó» f*&mk ( Lenes 
del Conyreso. 

Kl nrt. ~>0 do Eii ley iiúni. ll.tJSIÍ os de naturaleza procesal, 
pues se limita ;i la reglamentación dé la instancia apelada 
i'ii los juicios contenciosos: fiscales a fjuc se refiere, por (n 
cual su interpretación no da lugar a una cuestión .suscep- 
tible do autorizar el recurso extraordinario, 



ORLANDO liLIIlTLKTTI v DlKI-lVloN NACIONAL 

OH VIALIDAD 

RECÍjRSI > A" X Tff. HHíiH V ARIO: ( usst it'm t>;h mi. ( "tim*. Lv>tr* 
ilil í'»t(i;ri (i. Miiti'riit nj^uu-- Leifti* coiuHiifs, Comttddlei. 

VA fcrt>íi flTwí í3 entre una ley federal — en el on*o la 
mitn. 77f>— y otra común posterior —la mmi. 11. 719— 
dictadas, ]iMr^. puj- <-| Congreso, plantea un problema do 
derogaeion, pero tío da Instar a ana cuestión federal cuan- 
do sólo dísetite la extensión dada por l¡i seiitetitfia a la 
ley cora mil cuya íulcrp relación es ajt-na al i tirso extra- 
ordinario y tío puede servir di» f unflainenln ;il mismo. 

REt't iiso ExmAmmxARmi v»**m* tM**«u e***, ®m*h 

tttiiñ» Ntiéi&fiitl. 

No procedo el i ocurso oxtraordiliario fundad" cu el art. l£ 
d<* la ('oHstíííteiott Nacional, si no ha mediado privación 
ni restricción substancial do la de Tensa. 

-TAMKN* DKl, PííOCriEAnoT! i i KN"EH.\L 

Suprema Corto: 

I lalnéiuluse int rodueido oportunamente en autos la 
cuestión de si la ley núm. 775 do obras publican lia sido 
o no tlioilíl ieaila por la de quiebras míni. 11.71!', consi 
doro procedente esto recurso extraordinario que se trae 
ante V. K. por vía direefn, 

CorrespoMería, pues, alai rio, con arreglo a lo clis 
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puesto en el nrt. 14, iw\ 3, de la ley núni. 48, Buenos 
Aires, julio 1(¡ de lít42. - J iltn , Aivurcz. 

fallo ríe la corte suprema 

Buenos Aires, 3 de agosto de l!)42, 

1 vista la preceoViile queja euralulada "Recurso 
de hecho deducido pm- el ador en los autos Bertuleíti 
f>t latido c . Dirección Xacionaf de Vialidad" para ¡lect 
(i ir résped,, i]r su procedencia. 

V considerando: 

Que la existencia di> nu conflicto entre dos leyes 
dictadas por el Con^resu, plantea desde luego un pro- 
blema de ilero^acién ~art. 17 <lel i 'ódi^o Civil— pero 
no configura necesariamente una cuestión l'ederal sus- 
ceptible de autorizar d recurso extraordinario —Fa- 
llos: 184,2110; 1S7, íilM, 

Que ello es así, aun en e] supuesto de t|ue la ley 
anterior en el tiempo, sea federal, cuando sólo se dis- 
cute la extensión dada por el pronunciamiento en reeur- 
.so t a la ley posterior, que reviste carácter común. Por- 
que lo referente al alcance, aplicación e interpretación 
de esla clase de normas, es materia ajena al recurso 
ext mordí n a rio. Así lo tiene decidido esta Corte, con 
referencia a la ley núm. 11.711», de (pie en la cansa se 
truta, en Palios: 189, *ití7 y los que allí se citan. 

Que por consiguiente, el recurso fundado a fs. 37ó 
en la circunstancia de que la sentencia limita el alcance 
que la parte adora atribuye a la ley núm. 11.71Ü —en 
que ampara el derecho que entiende asistirle— es 
improcedente. 

Que por lo tiernas, la mtcfisíeitcia atribuida a esa 
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ley, y la conclusión a que llega la sentencia recurrida, 
de que la masa de acreedores no posee otros derechos 
- que los que pudieron corresponder al concursado — fs. 
335 del fallo de 1' Instancia, confirmado en esta parte 
por sus fundamentos — bastan para sustentar el fallo 
en recurso, y son irrevisibles, según se lia dicho, por 
fundarse en razones de derecho común, por la vía del 
art. 14 de la ley núm. 48. 

Que tampoco autoriza la concesión del recurso ex- 
traordinario denegado la invocación de la inviolabilidad 
de la defensa en juicio garantizada por el art. 18 de la 
Constitución Nacional. Desde luego, es suficiente al 
respecto, la consideración de que el recurrente ha teni- 
do, en las dos instancias ordinarias del juicio, oportu- 
nidad de hacer valer los derechos que pudieron asistir- 
le. No ha cabido así el menoscabo serio así como la pri- 
vación de la defensa, cuya existencia se ha de clarado 
necesaria para la procedencia del recurso extraordina- 
rio sobre la liase de la iuvoeaeión del art. 1K de la Cons- 
titución Nacional —Fallos: 181», 30G y 391 j 190, 220. 

En su mérito y oído el s ñor Procurador General se 
desestima la queja interpuesta por don Orlando Bertu- 
letti. Hágase saber; devuélvanse los autos elevados 
como mejor informe al tribunal de ¡¿u procedencia, con 
copia del precedente pi uiinnciamiento. 

Repóngase el papel y archívese. 

HoiiKiiTo Kepetto — Antonio 
Saoakna -- B. A. Nazab 
Anchores a — F. Ramos 
ühjía. 
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GUILLERMO Mi LEER V FRAXCIS SCOTT v PROVIN- 
C1A DE MENDOZA 

J&ftí&DltT/fiN: Jnri*4kcUñ Originaria. Cattxa* en que en parte 

;>n ' prufÍKi,in. Cansan rtrifrs. 

Ll ,íuív;í> sobre rescisión del contrato de compraventa de 
un .mmieblc por iiicontiu. neía de área, promovido por un 
particular contra una provincia, es una causa civil cuyo 
conocimiento competí' ¡t la f orte Suprema originariamente. 

COMPIiAYESTA. 

Las disposiciones que rigen el contrato de compraventa, y 
especialmente los arts. 1344 y sigtes. del Código Civil, son 
¡i plica bles tanto a la.s enajenaciones libremente conseja tidas 
pur los particulares como a las que se realizan en virtud 
de una ejecución forzada y, en este último caso, sin distin- 
ción alguna entre el Fisco y ¡as personas privadas. 

PRESCRIPCION i Prescripción tle tuiciones en particular. Civil, ac- 
ciones prescriptibles. 

El término de hi prescripción de la acción tle rescisión del 
tuntrato de compraventa por incontinencia dp área, es el 
general que estabbw el art. 40IÍÍÍ del Código Civil. 

PRESCRIPCION: prescripción *!<■ oninnr* en particular. Civil Ac- 
ciones prescriptible*. 

A los efectos de la prescripción establecida en el art. 4023 
del Código Civil, conceptúase ausente a quien está radi- 
cado fuera de los límites .jurisdiccionales de las grandes 
circunscripciones políticas de la organización constitucio- 
nal en que la persona o casa demandada se encuentran, 
siendo indiferente la distancia intermediaria, 

CRESCRIPCIOS: Comienza y vencimiento d*l término. 

A falta de disposición legal expresa que establezca desde 
cuándo comienza a correr el plazo de la prescripción de 
una acción, debe aplicarse el principio de que no pueden 
prescribir las acciones que aun no han nacido. 
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PMESCRIPCIOX : Comienzo ij vencimiento del término. 

Si al hacerse la tradición al comprador y firmarse ¡a es- 
critura traslativa del dominio id inmueble vendido enn- 
tenía la extensión correspondiente al titulo, et término de 
la prescripción de la acción de aquél para obtener la res- 
cisión del contrato tic compraventa por falta de área oca- 
sionada por la superposición de títulos, no empieza, a co- 
rrer desde Ií! f<vlia de la tradición o la escritura, sino des- 
de aquella en (pie »■ produjo la turbación que permitió 
conocer la superposición y ta consiguiente falta de área, 

COMI'!; A V ESTA. 

FA ICC IOS: Principios genérale*. 

Et vendedor que por su hecho personal dió lugar a la 
evieeión responde por \m consecuencias de ésta, y, por lo 
tanto, tu provincia i|Ue por negligencia de sus funciona- 
rios otorgó sucesivamente dos títulos de dominio super- 
puestos sobre una misma fracción de terreno, no puede in- 
vocar con éxito el arí. 2110 del Código C ivil para vencer 
en el juicio sobre rescisión de contrato promovido por c! 
segundo comprador «pie reconoció el derecho del primero, 
fundada en que aquél balda adquirido el dominio por la 
prescripción tiro-nal delVina ipi»* la provincia no habría 
podido hacer v;i l*-r eficazmente respecto de su primar com- 
prndor si hubiera sido citada de evicciÓu— tanto menos si 
la prescripción no s« habría operado por Tratarse di* ausen- 
tas y regir el plazo de veinte años. 

FA'frrinX: ptmd.pUn generales. 

Si bien la causa de la evieeión es. por lo general, anterior 
al acto de la venta, en e .-rtos supuestos puede ser poste- 
rior al ihímiio. comí» ocurre en e] caso de la evieeión resul- 
tante de un hecho personal del vendedor consistente en 
vender como parle injiérante de un inmueble, una frac- 
ciña ya comprendida en ta venta anteriormente realizada 
n otro comprador. 

T)K\IA.\ftA: 11* ¡urnton, tipe^metitm. 

El art. 10 de la ley óü limita la obligación del actor a la 
piesentaeión de fa e*cr¡l liras y doe umentos que justifi- 
quen dii-« l ámenle el derecho que invoca y no la extien- 
de a ios documentos ítcfltinfldo.s — como el boleto de rom 
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pravpníii — a cuestiones que fueron prinei pales pero deja- 
ron de serlo otorgada la escritura pública correspondiente. 

COMPIiAl'ESTA. 

Demostrado que la ley local, con arreglo a la cual fueron 
enajenadas las tierras en cuestión por el gobierno provin- 
cial, le imponía l¡i obligación de vender a tanto la medida, 
y fine aquél subscribió la escritura pública respectiva sin 
objetar el nía rula to de los representan tes de los comprado- 
res que expresamente dijeron que hacían la Adquisición 
a razón de un precio por hectárea, debe concluirse que la 
compraventa fué de un inmueble determinado con indi- 
cación del área y por un precio cada unidad d medida, 
conforme a tn previsto en el urt, K144, me. 4\ del Código 
Civil, y que excediendo la falta de área del campo de un 
vigésimo del total, procede acordar ta rescisión pedida por 
los compradores con arreglo al nrt. 134"> del Código Civil. 

üúMpmrmm, 

SUBASTA, 

Los avisos tle remate de un inmueble no forman parte 
del contrato de compraventa del mismo si su contenido 
no lia sido expresamente incorporado a las cláusulas de 
aquél y, por lo tanto, fuera de este supuesto, no autorizan 
a considerar de mala fe al vendedor ni a ohtener la nuli- 
dad del contrato fundado en el error. 

COMPRAVENTA. 

Como consecuencia de la rescisión del contrato de compra- 
venta por incontinencia de área, las partes deben restituirse 
lo qi. 1 hayan recibido por razón de aquél, de acuerdo a lo 
dispuesto en los arts. 10Ó2 y 1053 di ' Código Civil, siendo 
aplicables a la restitncióu y a la reparación de los daños 
y perjuicios las reglas de 'los aHs, §0|; K)G!Í. 133», 2118 
y concordantes del Código Civil, 

COMPRA I 1 ES TA. 

EV ICC ION : Principios generales. 

INTERESES: Provedrmin del cohrn. Generalidad?*. 

\a\ reírla de; art. 211^ del Código Civil, mvtñii el cual ve- 
rif ¡crida la evieción el vendedor debe devolver al eoiupr.i 
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ilor el precio recibido, sin intereses, es una aplicación del 
principio de que los intereses se compensan con los frutos 
cuando el comprador y el vendedor son de buena fe; com- 
pensación que cesa di- producirse desde el momento en que 
el inmueble Sale del poder de! comprador; a partir del cual 
éste tiene, pues, derecho « qae el vendedor le pague inte- 
resé» sobre el precio. 

COMl'RAVEXTA. 

El" I C CIOX: I rinciptOQ y aura tes . 

Kl comprador que obtuvo \n rescisión del contrato de com- 
praventa de nn inmueble por falta de aren, no puedo ser 
obligado a papar impuesto inmobiliario a la provincia que 
le vendió sino sobre lo que real mente lia poseído. 

USUFRUCTO, 

Loa impuestos ipie tío tengan la calidad de extraordina- 
rios constituyen cargas de goce y representan el gasto in- 
dis pensóle para la producción de los frutos a cuyo valor 
e.s t £ n i neo r p o ra d os, 

JNTEREXES: Vroúetltncki drl cvbnh Principian ¡/entirah's. 

El principio de la compensación entre los intereses del 
precio del inmueble y los frutos del misino establecido 
por el ari, litó:} del Código Civil, requiere que éstos ha- 
yan existido realmente en la época que *e considera; y 
demostrada esta circunstancia, la compensación se opera 
basta la notificación de la demanda sobre rescisión del 
contrato de compraventa, a partir de la cual correrá so- 
bre el precio el interés legal. 

Dictamen- del Phocukauüii General 
Suprema Corte: 

Al contestar la Provincia de Mendoza la presente 
ilemanda <|ue> le siguen (¡uillermo Mi 11er y Francisco 
Seott sobre reseisión de ron trato de compraventa, opn- 
po incompetencia de jurisdicción ífs. o\~i) por entender 
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que el conocimiento de la causa ao corresponde origina- 
riamente a esta Corte Suprema, En la vista que me fué 
conferida sobre el particular <fs. 8i>) sostuve la impro- 
cedencia de dicha excepción; y V. E., conceptuando que 
debía resolver el punto al tiempo de sentenciar, reservó 
para tal oportunidad ol respectivo pronunciamiento 



Tramitada la causa y producida la prueba, no en- 
cuentro motivo para modificar mi precitada opinión. La 
doy, pues, por reproducida, haciendo notar además, que 
no obstante la referencia de fs, 691 la provincia deman- 
dada, parece i a no haber insistido en esa defensa, a 
estar a los términos de su alegato de Ten probado 
(fs. ü'94 y 727/28). 

En cuanto al fondo del litigio, escapa a mi dictamen 
por versar sobre cuestiones de hci-ho o prueba y aplica- 
ción del derecho común. Buenos Aires, setiembre 10 
de 1941. — Juan Álvarcz. 

FALLÍ» I>K LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1942. 

Y vistos: La presente causa seguida por "Guiller- 
mo Mil ler y Era neis Seott contra la Provineia de Men- 
doza sobre rescisión de contrato de compraventa", do 
la cual resulta : 

Que a fs. '2S comparece don Marcos A. Pozzo en re- 
presentación de los adores, pidiendo, a mérito de las ra- 
zones que expone, se condene a la mimbrada provincia 
a devolver el importe de la compra de qne hará men- 
ción, ron los accesorios correspondientes, los intereses 
y las costas y costos. 

Que la Provincia de Mendoza, con fecha 7 de julio 
de 1910, otorgó a los actores título de propiedad de un 
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cumpa ubicado el departamento de San Rafael con 
una superficie de 27;Mi% hectáreas, metros cua- 
drados, siendo sus linderos "al Xorte el lote uúni. 8 
del éttül lo sopara una Unen efe longitud Íi.:;s2 metros 
10 centímetros; a] Nordeste tas tierras llamadas de 
Goteo, boy de varios, de las qtn- Jns separa una línea do 
longitud -'Hl') metros; al Sud el Jote m'iiu. 4 del que 
lo separa una linea de longitud de L'T.KIo metros; y 
al Oeste tierras perteneciente* ¡d Jíaniío Xaeional en 
liquidación ile las que lo divide una linca de longitud 
14.Ü00 metros 1 '. Arompaña bajo la letra B, el plano 
oficial <te las ventas eu el que aparece el lote 5 y hace 
notar .pie el JSfíMeto Oeste en el plano es el Banco lli- 
potoesrio Xueioiiui y no el Manco Xaeional eu liquida- 
ción, vmu<- por errur dice ta escritura, y, también que 
el límite occidental do dicho lote lo constituye el meri- 
diano 10" Ueste de Buenos Aires. 

Que tal título de -propiedad les fué otorgado a los 
actores: ei, virtud de l.ulier ellos alionado al contarlo el 
precio de compra, convenido en la .suma de £ 1l7.8-"j7.22 
m n,, con deducción del M % ; que no conocían la tierra 
adquirida, ateniéndose a la promesa del vendedor de 
realizar obras de irrigación en ella. 

La venta fué convenida previa mensura del gobier- 
no a tanto lu molida y éste no invocó otro antecedente 
tle k« dominio <s'i" el acordad» al fisco p.., r el art. 2'M'2, 
ínc. l v . del Código l'ivil. 

Quii cu vista di' que la provincia no realizaba las 
obras -le irrigación prometidas los avisos de remate, 
mis mandantes resolvieron, el año 102% intentar explo- 
tar el campo criando -añado, V entonces pudieron com- 
probar ¡i raíz de cuestiones mantenidas con el Banco 
Hipotecario Xaeional, lindero pop el costado Oeste, que 
se veían privados de una franja de tierra de 4.SÓÍ) me- 
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tros <fe ancho por 14.000 mol roa tío í'omlo, comprendida 
entre el meridiano 10" Oeste de Buenos Aires de acuerdo 
mu la Haza del pasmo ofertnnda j»or ol Uohierno de 
!a Xaeión ¡ I ;inn 1SS1 (mareado con mojones de piedra) 
y el trazado posteriormente como meridiano 10" Oeste 
de Buenos Airen por el ingeniero Poüiíngueís, señalado 
con ínojones de hierro. 

Que la circunstancia d* 1 exceder In fracción de que 
MUS mandantes se veían así privados (7.-40 hectáreas, 
7.405 metros cuadrados) del viirésiino de la superficie 
total comprada, aparte de ser la más valiosa del campo, 
pues era la única que contenía a imadas, los determinó 
a formula]' ante el (¡oliierno de Mendoza, el ano 1 £#Ü<>» 
una reclamación administrativa, solicitando la rescisión 
del contrato de compraventa. Allí informó el Departa- 
mento de (Oirás Públicas de la Provincia diciendo "que 
efectivamente se había producido una superposición de 
los inmuebles equivalente a 7.1Í40 hectáreas 0.100 metros 
eiia d ra* los entre el campo de los actores y el que fué 
originariamente vendido al doctor Ventura (íallegos. 




E£h conocimiento del susodicho informe el asesor de go- 
bierno de la provincia dictaminó reconociendo el dere- 
cho de los actores y aconsejando una ¡rnusneeión para 
evitar mayores perjuicios al fisco. 

Que en una gestión administrativa iniciada el año 
1032 a raíz de dielarse las leyes 047 y 04S, no obstante 
reconocer el Fiscal de Kstado la existencia de la super- 
posición y el hecho de representar esta alrededor del 
;í0 r /o del tidal de l.i venta de la Provincia de Mendoza 
a sus mandantes, se limitó a proponer al soto efecto 
administrativo y como uelo de gracia la devolución del 
precio correspondiente a la superficie no entregada y 
el valor proporcional de los impuestos pagados, todo 
sin intereses. 
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Que sabiondo ul representante de los señores Millcr 
y Scott que éstos eran reacios a promover una acción 
judicial, "ad referendum" de los mismos se intentó 
con la Comisión de la Consolidación de la Deuda Pú- 
blica de Mendoza, una solución según la cual se abo- 
naría en cancelación del crédito de los demandantes y 
en títulos de la ley núm. 1152 el valor de la fracción 
superpuesta de 7.249 hectáreas 9.100 metros cuadrados, 
a razón de $ 4.70 por hectárea y del resultado se dedu- 
ciría el 8 % ; se proveía, además, a la reducción del 
avalúo para el pago de la contribución, quedando ins- 
cripta la propiedad en sólo una extensión de 19.953 
hectáreas. Kste proyecto de transacción fué rechazado 
por los actores por reputarlo perjudicial a ¡*us intere- 
ses. 4g&iie¡ii<M mi ól. j, el 17 de junio de 1!>38 el Go- 
bierin de Mendoza aceptó el desistimiento del pedido 
de consolidación. 

Que de estos antecedentes, dice, resulta que la Pro- 
vincia de Mendoza mediante los órganos de su gobierno, 
ha reconocido expresamente el derecho de sus principa- 
lea admitiendo la superposición de títulos y ha estado 
con forme en pagar el valor del terreno que falta. Pero 
que lejos de cumplir ron las obligaciones que 1c incum- 
ben legalmente, en atención a ese reconocí miento, ha 
tratado de hacer un negocio con los actores que ha lle- 
vado a estos a rehusar la transacción de que ha hecho 
mención. 

Que para demostrar que la provincia ha vendido 
a sus mandantes un inmueble cuya tercera parte, apro- 
ximadamente, no era tic mi propiedad por tenerla ya 
vendida mucho antes a un tercero (hoy el Ha neo Hi- 
potecario Nacional) cuyo sucesor estaba y continúa en 
poder de la cosa, estudia los antecedentes de los títulos 
del doctor Ventura Gallegos, antecesor del Banco nom- 
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brado y vecino por el Oeste del lote núni. 5 anterior- 
mente descripto, adquirido por sus principales. 

Que la ley provincial del V de agosto de 1876 auto- 
rizó la venta de tierras públicas y con arreglo a sus 
prescripciones el nombrado ©allególa compró las frac- 
ciones siguientes; a) el 15 de febrero de 1879 el campo 
situado en San líat'uel colindando con tierras fiscales 
por los cuatro vientos con arreglo al título de que aeoni- 



otra fracción de campo fiscal lindera con la anterior 
—acompaña copia de este segundo título — ; c) el 28 de 
octubre de 1881' los lotes núms. 1, 2, ¡i, 17, 18 y LÍ3 de 
las tierras fiscales con motivo del expediente de "Do- 
nuncio" iniciado por don Elias (íodoy y mensurada 
por Abel (íuliérrez, de los cuales sólo interesan los 
lotes 1 y 2 por ser los que estaban unidos a los anterior- 
mente adquiridos por el Dr. Ventura Gallegos. Es res- 
pecto de estos, dice, (pie se produjo la superposición 
motivo del presente juicio. 

Que la mensura y loteo encomendados al agrimen- 
sor Abel t! ut ierre/ de los inmuebles comprendidos en 
el "Denuncio" de Godoy ya citado, se realizó por aquél 
fijando como límite nuciente el meridiano 10 a de longi- 
tud Oes lo de Buenos Aires, demarcándose la tierra al 
Este de dicha línea como territorio nacional por des- 
conocerse, sin duda, en esa época, la ubicación precisa 
del paralelo .'Sf¡* de latiiud Sud, establecido como límite 
Xorle del territorio de La Pampa de acuerdo con la 
ley uúin. la.TJ, de octubre f« de 1884, que fijó como lími- 
te Norte entre aquélla y la Provincia de Mendoza el 
paralelo 36*" Sud y por el Oeste de La Pampa el meri- 
diano JO" de longitud Oeste de Buenos Aires. Afirma 
que diebn error no afecta la situación sub-judicú t habién- 
dose vendido, una ve/ determinada la posición ue dicho 
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parálelo StS* Nud, más tierras al Norte de él y al Este 
del meridiano 1')' Oeste de Buenos Aires por la Provin- 
cia de Mendoza, entre otras, el lote de tierras fiscales 
lioy de propiedad de los adores. Ln iiieustiril tic (íii- 
tiérri'K proporciona, cunin puede verse ert p] plano co- 
rrespoitdíente tetra (!., datos ilieoíitrovertihles para ia 
determinación exacta de Ja ubicación de las i ierras qtto 
mol í van csla acción. 

(¿uc eon la lartra rejaetón l'ormuíada. dice, ha que 
dado puntualizado que. la Provincia de Mendoza al ena- 
jenar Herrar al doctor Ventura (rálleteos y a sus man- 
dantes, lia emitratailo como persona del dcnvlio ¡nava- 
do y le son aplicables los arls. KU."), 134$ y 1.347 del 
Có(l%o l'ivil.ipie invoca, para pedir la rescisión del cou- 
fralo ;i causa de .pie ln ipte falta para integrar el área 
total de h vendido alcanza más o menos al 30 r ¡ . Agre- 
ga, invocando el art. tm del ródkn. rivil, <,uc ln de- 
mandadn ilelie abonarle tnniMén los daños y perjuicios. 
En suma, por resarcimiento del precio del inmueble, in- 
terés, gastos, contribuciones directas, la provincia dcl¡e 
abonar la suma de pesos .'!44..*w 1.7o ni n., cantidad fi- 
jada provi>i<rn;ilm<'iife ni ln li< piídnrióu practicada cu 
el párrafo 11J (ts, ón vía.) del escritn inicial del juicio. 

Que acreditada a fs, 57 la jurisdicción originaria 
de esta ("orle, dióse traslado de !a demanda a ís. 57, 
el que fué evaruado a IV. ti") por don Ai;n-iín Mnivi-h, 
Kehcvnrrieta como represéntame de la Provincia de 
Mendoza, oponiendo la excepción previa de iucompeten- 
eia ile jurisdicción y cu el caso de no prosperar, pidien- 
do el rechazo de lo principal por las razones t|ite expo- 
ne. Kn cuanto a la excepción aduce que sólo en apa- 
riencia se ha cumplido con el art. 1", ine. V\ de la ley 48, 
pues, si hieti los actores son extranjeros las cosas de 
que SO ocupa la demanda se hallaban fuera del comer- 
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rio, y, por consiguiente, regulas por el derecho público. 
Xo seria, pues, el presente un pleito civil sino conten- 
cioso administrativo, desde que la acción participa de 
la naturaleza del derecho protegido. La ley núui. 1Í4S, 
agrega, de la Provincia de Mendoza, que dispone la 
venta de tierras públicas, persigue mt fin esencialmente 
político y no la simple venia de un híen del patrimonio 
privado de la provincia. 

Que cu cuanto al fondo y dado que los hechos no 
han sido claramente expuestos en la demanda expresa: 
a) el limite Oeste entre la Provincia de Mendoza y el 
territorio nacional de La Pampa fué fijado cu el meri- 
diano Oeste de la Provincia de Buenos Aires y como 
consecuencia aquélla adquirió una gran extensión de 
tierras situada al Sud del río Aluel (hasta donde llega- 
ba la efectiva posesión de Mendoza) comprendida en- 
tre el meridiano 1U" Oeste de Buenos Aires y la Cordi- 
llera de los Andes; b) do acuerdo con la ley provincial 
<do 187(1 sobre denuncios se efectuaron los tres siguien- 
tes que interesan especialmente a este juicio: el de los 
señores Boinbal y Helio denunciando un campo situado 
on el Sud del de los herederos Lima, cuyo límite Este se 
fijó en el meridiano 10 g Oeste de Buenos Aires. Kn el 
título otorgado en el año se estableció que lindaba 
hacia el liste con tierras fiscales de propiedad de la 
Nación, por entenderse erróneamente que las tierras de 
la Nación se extendían más allá del paralelo :iü' en que 
luego se fijó el límite Norte tfei territorio tic La Pam- 
pa y la Provincia de Mendoza; el denuncio del señor 
Ventura (¡a liegos al Sud del denuncio anterior, cuyo 
límite Este también se estableció en el meridiano 10' 
Oeste de Buenos Ai í es, por reputárselo igualmente el 
límite de la provincia con las tierras nacionales, y, por 
último, el denuncio de tilias (¡odoy al Sud del anterior, 
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limitando igualmente al Esto con tierras reputadas na- 
cionales, de las cuales lo separaba el mencionado meri- 
diano 10* Oeste de Buenos Aires. 

Que, como se advierte, las tierras de estos denun- 
cios limitaban at Este con el citado meridiano por en- 
tenderse que más allá comenzaban las tierras fiscales 
de la Nación. Como tal meridiano no había sido demar- 
cado en el terreno, todas las mensuras fueron aprobn 
das con La cláusula de que en caso de no haber concor- 
dancia entre la presunta posición del meridiano 10* tra- 
bado en el plano y el que fuese más tarde aprobado como 
definitivo por el Superior Gobierno de la Nación, se ten 
dría por límite este último. Los títulos otorgados pol- 
la provincia suponían ubicado al territorio de La Pam- 
pa al Este de los campos vendida s cuando La Pampa 
se hallaba situada mucho más al Sud, por donde la pro- 
vincia resultaba dueña no sólo de los terrenos mensu- 
rados y vendidos sino también de los ubicados al Este 
del meridiano o, dicho cu otros términos, de los terre- 
nos vendidos. 

Que para esa época no se conocía con exactitud la 
posición exacta del meridiano 10? en el terreno. Entre 
los años 1881 y 1882 fué encomendada su demarcación 
a los ingenieros Pico y Jialbin y porque el amojona- 
miento se hizo con señalado res de piedra fué conocido 
como el "meridiano de piedra'*. Posteriormente el Cío- 
bicrno de la Nación encomendó al ingeniero Domínguez 
mensurar las tierras del territorio de La Pampa aleda- 
ñas con la Provincia de Mendoza y comprobó un error 
de ubicación en la demarcación del susodicho meridia- 
no que a su juicio se encontraba más o menos 5.000 me- 
tros al Oeste de donde se lia lia lian los mojí mes de pie- 
dra. Procedió entonces a colocar ntoj'mcs de hierro en 
la línea geográfica donde éi suponía la existencia del 
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meridiano. El Gobierno de la Xacióu declaró erróneo 
el anterior deslinde adoptando como límite el último, 
que le entretalla una cantidad de terreno a su favor. 
Por fin, como era necesario fijar el límite entro la Pro- 
vincia de Mendoza y la Gobernación de La Pampa, por 
ley nacional se adoptó una línea quebrada que iba en 
ztg zas entre el "meridiano de piedra" y el "meridiano 
de Herró". Agrega que de esta manera se zanjó la 
cuestión política» pero quedó pendiente la exacta de- 
marcación del meridiano 10». 

Que, por otra parte, establecida la situación del pa- 
ralelo 30 límite Norte del territorio de La Pampa y la 
Provincia de Mendoza, se advirtió que al Este de los 
denuncios referidos existían tierras de propiedad pro- 
vincial de las cuales Mendoza tomó posesión, debiendo 
hacer constar que entendió que el límite Este de aque- 
llos denuncios era el meridiano liV trazado por el inge- 
niero Domínguez, posteriormente verificado por los in- 
genieros Cobos, Areco y Guevara, es decir, el que se 
denomina generalmente "meridiano de hierro". 

El doetor Gallegos y su sucesor el Banco Hipóte-' 
cario Nacional, perdieron la posesión de siete mil y 
tantas hectáreas de terreno o sea las comprendidas en- 
tre el "meridiano de piedra" y el "meridiano de hie- 
rro", las que pasaron a ser consideradas propiedad de 
la provincia demandada. Esta las sacó a remate el año 
1910 y fué en ellas donde los actores adquirieron el lote 
cuya venta intentan ahora rescindir. 

Que si hubiere de resolverse la contienda dentro del 
derecho común, invoca los arts. 2353, 2354, 2411 y 2751 
del Código Civil para sostener en resumen: o) que el 
meridiano 10* límite Este del campo de Ventura Galle- 
gos, si bien se entendió en principo que llegaba hasta el 
"meridiano de piedra" fué rectificado por mensuras 
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posteriores trasladándoselo al llamado "meridiana de 
hierro". Suponiendo que tal demarcación H ea exacta, 
nadie puede sos i ene r eon absoluta verdad lias ta dónde 
llega e! límite del campo de Ventura (j aliemos. Que la 
provineia mensuró los terrenos linderos al Este de los 
del Banco Hipotecario (sucesor de (Ja llecos) adoptan 
do como límite el "meridiano de hierro'*. Y esa recti- 
ficación de siete mil y tantas hectáreas no fue protesta- 
da por el I Saneo Hipotecario en el .supuesto caso de ha- 
ber usurpado tierras que considera ha de su propiedad. 
Y fueron vendidas a los señores Miller y Scott quienes 
entraron en posesión material de la misma el ano lí)10, 
desde cuya época la ejercieron pacíficamente y cd forma 
hasta 1!IL 1 2. Durante doce años tuviero i poso- 
con buena fe y ron justo título, vale decir t.ue en 
caso de no ser sayas esas tierras las habrían adquirido 
por prescripción. Afirma, por consiguiente, que es im- 
posible sostener que el lia neo Hipotecario sea i ropie- 
tarío de laa siete mil hectáreas que median entre los dos 
meridianos. Los verdaderos y únicos propietarios son 
los actores; si han perdido la posesión el año 19*22, en 
caso de ser ciertos los hechos expuestos en la demanda 
los actores pueden ejecutar la acción reivindicatoría y 
recuperar su derecho turbado, 

Que la solución administrativa es a juicio de la pro- 
vincia ana más clara. Dado que ambos títulos tienen por 
límite el meridiano 10 v cuya demarcación es incierta, 
correspondería una acción contenciosa para obtener se 
obligue al Gobierno de Mendoza, por sí o en concurren- 
cia con el Gobierno Nacional, a proceder a la tierna rea 
ción del meridiano astronómico con el fin de dar límites 
a estos dos inmuebles. Producida esa demarcación re- 
cién 1 letra ría el caso de establecer quien es el propietario 
y a quien le correspondería la indemnización si existie 
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van perjuicios. En cualquiera, dice, de los dos aspectos, 
la demanda, tal cual ha sido planteada, debe rechazarse, 

Que haciéndole car fío del segundo argumento he- 
cho por Jos adores para pedir la rescisión del contrato 

precio alzado y no a laido la medida, de ninguna ma- 
nera tendrían aquellos derecho a pedir la rescisión del 
contrato debiendo limitarse a solicitar la disminución 
proporcional de! precio (.suponiendo que en realitlad 
el vendedor no le haya entregado toda la extensión ad- 
quirida). Invoca en favor de sn tesis el art. 1.'Í44, inc. 
ó*', del Código Civil. Afirma que aun en el caso de ser 
procedente la demanda de reducción de precio, por no 
haberse efectuado tradición de la cantidad con venida 
y pudiese prosperar 3a ación en esta parle, no podrín 
la provincia ser condena i 1 » a pagar los intereses de la 
suma que se mandare devolver desde la fecha do la ven- 
la. Sostiene, asimismo, que para poder calificar la com- 
praventa como verificada por un precio cada medida 
debió expresarse que éste era °a razón de $ 4.70 por 
hectárea", afirmación que no contiene la escritura de 
venta aunque aparezca en un poder otorgado por los 
actores a don Ramón Leiva y también en el contrato de 
compraventa, pero el documento correspondiente no ha 
sido exhibido con la demanda ni podrá serlo en lo su- 
"esivo. Claro está, dice, que si el precio total de divide 
por el número de hectáreas es posible obtener $ 4,70 por 
hectárea, pero, esto sería la consecuencia de una opera- 
ción aritmética y no una cláusula del contrato de venta. 

Que en resumen procede, dice, rechazar la demanda 
por rescisión de la compraventa por no reunir aquélla 
los requisitos siguientes: ti) haberse omitido la presen- 
tación del contrato; h) no tratarse de la venta de un te- 
rreno con indicación de área a tanto la medida. 
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Si la demanda fuese procedente, dentro del alcan- 
ce conferido por la ley, por ser la presenta mta venta ; 
a) con indicación del área, dentro de límites determina* 
dos por un precio alzado; b) y no haberse entregado la 
totalidad de la cabida; e) sólo eor responde ría la devolu- 
ción proporcional del precio; y >7) y los intereses del 
mismo desde la foclia de la pérdida de la posesión. Ki\ 
tal virtud pide el rechazo de la acción. 

Que para la hipótesis de prosperar la demanda tal 
como fué planteada, opone la excepción de compensa- 
ción entre los frutos recibidos por los actores y los in- 
tereses del prerio entibado al Gobierno, debiendo estos 
últimos aplicarse sólo a la fracción no entregada. 

Que, por último, opone la excepción de prescripción 
de la acción de rescisión emergente de los art s, 1345 y 
1347 del Código Civil. Sostiene que no existiendo una 
prescripción especial acerca de ta] aceión, debe aplicarse 
la de tres meses señalada por el art. 4,041 o, en su de- 
fecto, la de diez años reglada por el art, 40:23 del mismo 
Código Civil. 

Que a fs. 7íi vía., dióse traslado de la antedicha de- 
fensa, el que fué evacuado a fs. 78 pidiendo su rechazo 
por las razones que expresa, como también el de excep- 
ción de incompetencia formulada asimismo en el escrito 
de demanda. 

A fs. 8(i se abrió la causa a prueba product endose 
la qíie expresa el certificado de fs, (¡34 y sobre su méri- 
to .•;!. anuí ambos contendores a fs. 636 y fs. b'90. El 
Tribunal a fs. 721) vta. llamó autos para definitiva; y 

f " nsiderando: 

!") Que, de acuerdo rr,n lo que fluye de la prece- 
den!" relación de la causa, ti i riba nal debe examinar 
patón? cuestión previa, en primer término y por razones 
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alivias, la referente a su competencia y luego, caso de 
tenerla, la relativa a determinar si está o no proscripta 
la acción de rescisión interpuesta por los actores. 

2 V ) Que en cuanto a la incompetencia, el capítulo 
XV del alefato presentado por el represen ta ufe de la 
Provincia de Mendoza ( l's. 7-8) al hacer caso omiso de 
esta excepción y la circunstancia de contener sólo una 
referencia circunstancial sobre la cuestión el cuerpo del 
alefato, haría pensar que existe desistimiento al res- 
pecto. 

3 g ) Que, si así no fuese, las vistas del señor Pro-» 
curador General de i a Corte (fs. 83 y fs, 729) son con- 
cluy entes para demostrar que so trata aquí de una causa 
de naturaleza civil de las aludidas por las leyes 48 y 
4055 y cuyo conocimiento corresponde a la Corte cuan- 
do se debaten entre una provincia y un vecino tic otra 
(art. 1», inc. V), 

4") Que esta Corte resolviendo un juicio análogo 
al presente ha declarado que las reglas de derecho que 
gobiernan el contrato de compraventa y especialmente 
las contenidas en los arts. 1344 y siguientes del Código 
Civil acerca do las varias maneras en que puede ser he- 
elia la venta de un inmueble determinado y de la garan- 
tía del contenido de éste, se aplican tanto a las enaje- 
naciones libremente consentidas por los particulares co- 
mo a las que se realicen en virtud de ejecución forzada, 
y, en este último caso, sin distinción alguna entro el 
Fisco y las personas privadas —Fallos: 143, 9fl — . 

5 e } Que en cuanto a la prescripción de la acción 
rescisoria corresponde, como cuestión de carácter pre- 
vio, elucidar si ol término de olla es de tres meses o de 
díez o más años, es decir, si se ha producido con arre- 
glo a lo dispuesto por el art, 4041 o según los términos ' 
del art. 4023 del Código Civil. La Provincia de Mendo- 
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za, ,i falta de un texto legal que resuelva concretamente 
el punto, sostiene que debe aplicarle por analogía el 
4041 que fija *'eu tres meses el tiempo para prescribir 
la acción redhihitoria para rescindir el contrato de com- 
praventa y la acción {(¡ttanii mino}'*.*) para que se bajfé 
del precio el menor valor por el vicio redhibí lorio". 

(i 9 ) Que el proyecto de García (Joven a, de quien 
este artículo lia sido tomado, no asimila la hipótesis de 
incontinencia o falta de área en la cosa vendida con la 
de los vicios red hibi torios que ésta tenga, puesto que 
señala el término de un año para la prescripción de lo 
primero y seis meses para la de lo segundo (arts. 




tal es dentro de las dispo- 
siciones de nuestras leyes el tiempo de la prescripción 
de la acción sobre ineontineiieeia de úreat 

El art. 10:22 de! Código Civil Francés, dispone que 
la acción por suplemento de precio de parte del vende- 
dor y la de di si ni unción de precio o de rescisión del con- 
trato de parte del adquirente deben intentarse dentro 
del ailo a contal' del día del contrato, bajo pena de per- 
derla — Runiiv et Saion*at, núin. H'-Jl) y sietes. lista 
disposición, inspirada en el deseo de impedir que la 
propiedad inmobiliaria quede sometida a un estado de 
peligrosa i n certidumbre, unido al hecho de que una Him- 
ple medición material puede liacer saber si existe oxee- 
so o falla en la medida, justifica la exigencia legal y la 
fijación de un término breve para su duración. 

8*) Que en nuestro país no existe una disposición 
semejante, y con el fin de llenar el vacío acerca de saber 
si la acción sobre incontinencia de área o de exceso de 
la misma debe ejercitarse dentro de cierto tiempo es- 
pecial, la Corte ha llegado a la conclusión afirmativa 
con arreglo al principio general del art. 4023 del Códi- 
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go Civil, es decir, dentro do diez años entro presentes 
o veinte entre ausentes, ya que toda acción debe tener 
un plazo de duración, 

H 9 ) Que por esa circunstancia, lo dispuesto por el 
art. 22 del Código Civil que prohibe al juez convertirse 
en legislador, lo dispuesto por el art. 4023, y la juris J 
prudencia de esta Corte interpretándolo, debe concluir- 
se que la duración de la acción acordada por la ley a 
los compradores en caso de falta de superficie de los 
terrenos enajenados, está regida por aquella disposición 
de carácter general —Fallos: 143,yy; 142,94; 117,135—. 

10*) Que los actores lian demostrado no tenor su 
domicilio oh la Provincia de Mendoza, a fin de sostener 
que esa circunstancia les da d"i eolio para invocar el 
término de veinte años. Esta orto ha declarado, en 
efecto, que se conceptúa ausent- a los efectos de la pres- 
cripción autorizada por el urt. 4023 del Código Civil, 
al que se encuentre radicado fuera de los límites ju- 
risdiccionales de las irr nidos circunscripciones políticas 
de nuestra organización constitucional en que la perso- 
na o cosa demandada se encuentra, siendo indiferente la 
mayor o menor distancia intermediaria — Fallos: 154, 
375—. 

La ausencia de los actores de la Provincia de Men- 
doza no fué desconocida ni ha sido objeto do contra 
prueba alguna por parte de la demandada, sin contar 
con que diversos testimonios de escrituras públicas 
agregados a los autos dan fe de que los 





la escritura de adquisición del inmueble 
el 7 de julio del año 1010 <fs. 1 del juicio 



La presente demanda sobre rescisión del contrato 
le sirvió de antecedente se inició el 15 de noviem- 
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bro de 1038. Entre la fecha de la escritura de adquisi- 
ción y el pedido de rescisión habían transcurrido, pues, 
más de 28 aíios, y la acción de rescisión, según la tesis 
de la Provincia de Mendoza, se hallaría prescripta. 

11*) Que los actores no admiten tal consecuencia, 
arguyendo (pie la falta de área o la superposición del te- 
rreno comprado con el lindero hacía el poniente ha sido 
ignorada y rechazada por ellos hasta mediados del 
año 1Í)*J3. 

13 v ) Que la cuestión más grave dentro de la solu- 
ción investigada es la de saber desde cuándo empieza a 
correr el tiempo de esa prescripción: desde la fecha en 
que se otorgó la escritura pública seguida de tradición 
o desde que fué conocida la falta o el exceso de área por 
el comprador o por el vendedor. 

14 v ) Que a falta de una disposición expresa y ha- 
biéndose hallado ]¡i solución cu la aplicación analógica 
de la antedicha regla de prescripción, debe seguirse por 
implicancia, también, el principio complementario y 
esencial de que no pueden prescribirse bis acciones que 
aun no han nacido: uctio non nata uott prorscribitm'. 
La circunstancia de que los actores tuvieran conoci- 
miento de la falta de área doce anos después de haber 
recibido el inmueble con la totalidad aparente de la su- 
perficie señalada en el título de adquisición, haría apli- 
cable al caso los arls. 3957 y ¿IOS y concordantes del 
Código Civil, o sea el principio de que la prescripción 
comienza a correr desdo la evicción o desde el acto de 
turbación. Esa solución es T además, la que se impone en 
el caso sub-Utc, desde que en realidad en el momento de 
la entrega existían dentro del título otorgado por el Go- 
bierno de Mendoza el número de hectáreas objeto de la 
venta, como resulta del plano que sirvió de base a aqué- 
lla y del hecho de haber recibido de la vendedora la 
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tradición do la totalidad del inmueble adquirido, explo- 
tándolo como parte de un establecimiento rural duran- 
te algún tiempo, antes de descubrirse la superposición 
y consiguiente falta de área. 

15 g ) Que la defensa de prescripción de la acción 
de garantía de evicción y saneamiento y consiguiente 
rescisión alegada por la Provincia de Mendoza no debe 
prosperar, porque si aquella comienza a correr desde el 
acto de la turbación o desde el día de la evicción, según 
el art. '.YXü del Código Civil, y el primero tuvo lugar 
cuando el lía neo Hipotecario puso de manifiesto la exis- 
tencia de la superposición, es decir, duraule el año líi^'J, 
es patente epé el lñ de noviembre de en une se en- 
tabló lu presente demanda, no había transeurrido el 
tiempo máximo requ crido por el art, 4i)2:) del Código 
Civil peni tjue aquélla se cumpliera. 

Kj 9 ) Que los actores tuvieron conocimiento de la 
superposición y, por consiguiente, sufrieron la turba- 
ción a mediados del ano 1923, como aparece del informe 
del Banco Hipotecario Nacional agregado como prueba 
a fs. 247 del cuaderno del actor. Ta! informe acredita 
en efecto: <t) i¡ue cuando el Banco tomó posesión del 
campo el año VJ2\ ya existían allí puesteros de los ac- 
tores; /)) (pie el 17 de agosto de UY23 éstos presentaron 
una reclamación al lindero, es decir al Banco, referida 
a los terrenos que más o menos constituían el sobrante. 

1.a provincia no lia hecho valer prueba alguna pa- 
ra demostrar la existencia de un conocimiento por par- 
te de los actores anterior a tal fecha y debe, por consi- 
guiente, estarse a lo (pie resulte de ese antecedente. En 
tales condiciones y no habiendo transcurrido el término 
legal entre los años 1W23 y 1038, es patente que la pres- 
en pción no se ha operado y así se declara. 

17 v ) Que a la obligación de devolver el precio e in- 
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demniziir los perjuicios derivados de ta incontinencia do 
área no s.- opone el arl. -11 n del ( VmIí.&to Civil, aegün el 
cual cesa la obligación impuesta al vendedor por el urt. 
-IOS del misino eódigfc de responder po? la cyieéión 
cuando el fttfquireijle turbado por un tercero en el uso 
• le Ja propiedad, .¡íitir u posesión de la cosa no lo cita 
para que salida a su defensa, porque mediando en el 8ti&- 
litt la circunstancia especial de t[ue la Provincia de 
Mendoza fué la of mirante de los dos (indos de dominio 
Superpuestos sobre el mismo inmueble, y el Banco Hi- 
poteeario el primero a quien se U> ilíó la pose>ión, eare- 
eín de objeto eitarla para qnc saliese a la dafensn de los 
aetores. desde que es patente que no habría liHUoIn opo- 
sieioit justa que hacer a la eficacia de un título de do- 
minio concedido por ella eon feeba anterior 2111 
del GodigO Ti vil; Fallos: 144,5**—- 

18*) Que la Provincia de Mendoza lia sostenido 
<iue habiendo posoído el inmueble los aetores eon justo 
título y buena fe desde el año 1ÍU0, feeba de su eompra. 
hasta el acto de turbación que se produjo por el Banco 
Hipotecario, con'inuador de Galleaos, <■! año 1Ü23 el do 
minicr estaba definitivtmiente consolidado en poder de 
Miller y Seott y, en consecuencia, éstos no lian podido 
reconocer ningún derecho de propiedad al Banco lin- 
dero derivado del lítalo invocado por él y concedido pol- 
la provincia, 

19*) Que ent retanto, si se examina la sil nación le~ 
gal partiendo de los hechos reconocidos eomO exactos 
por Ja demandada a fs. (¡ít vta„ la eonelusión tendría 
que ser preeí samen le la inversa. La provincia había 
vendido al doctor Ventura íialleiíos, antecesor del Ban- 
co Hipotecario, el año lSSd, previa la correspondiente 
mensura oficial (véanse plntios de fs. 250 y fs. g$) ln 
fracción di- campo señalada eU este último eon tinta 
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blanca ¡ el año 1910 tfeüdíé a Ion actores lo señalado coa 
límites mareados con tinta roja. Di- esas tíos ventas dis- 
puestas por hi provincia resultó la superposición ma- 
teria del presentí* litigio. La causa de la evieción se 
originó en un hecho personal del vendedor común. En 
efecto, la Provincia de Mendoza vendió la fracción su- 
perpuesta a dos coi 11 prado res t poniendo en posesión el 
año al antecesor del Maneo Hipotecario. Kl año 

1!»1M dió posesión a los actores después fie darles un tí- 
tulo sobre tierras que ya no estaban en su patrimonio. 
Ha sido este hecho suyo lo que ha ocasionado la evie- 
ción y está obligaría, por consiguiente, a responder 



■J(H Que la provincia sostiene que aun en el caso 
de no pertenecer a los actores las tierras materia de la 
su per posición, las habrían adquirido por prescripción 
puesto que las han poseído durante doce años con justo 
título y huetia IV. Si alguien no puede hacer esa defen- 
sa para eludir las obligaciones ínsitas cu la evieción es 
precisamente quien la esgrimo. Kn efecto, de las cons- 
tancias de los autos aparece claro que ta provincia ha- 
bía vendido sucesivamente a los actores y al antecesor 
del Rauco Hipotecario bi tierra superpuesta. Puso en 
posesión al secundo y 28 años después al primero. Esa 
doble venta fué obra de la negligencia de los funciona- 
rlos nombrados por ella en la realización de operacio- 
nes técnicas oficialmente aprobadas, Xo sería legal que 
la provincia invocara como defensa el derecho emer- 
gente de un título cuya ineficacia provino de los actos 
do sus funcionarios ni do una posesión que no fué legí- 
tima en razón de la naturaleza de esos mismos netos — 
arts. 2355 y 32T0 del Código Civil—. 

2V) Que aun admitiendo que pudiera imputarse a 
los actores la omisión que "so les atribuye, de no haber 
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opuesto al Banco Hipotecario la circunstancia de haber 
adquirido el dominio con buena fe y justo título (defen- 
sa que la provincia no habría podido ella misma hacer 
valer con éxito respecto de su primer comprador si 
hubiera sido citada tic ovieeión), debe recordarse, en- 
trando en otro orden de consideraciones, qtte habiéndo- 
se demostrado que los verdaderos propietarios del 
inmueble superpuesto fueron los señores Angel P, Alla- 
na, Juan P. Duelos y Domingo (Jando basta el í> de mar- 
zo de 1022 y ellos residían en la Capital (véase escritu- 
ras de fs. 77 y fs. 80, prueba de la aelora ) si- hubieran 
requerido veinte años para adquirir la propiedad con 
buena fe y justo título y no los itiez en (pie los cálenla la 
provincia — art. 3¡)íí<> del Código Civil—. Conviene ha- 
cer notar, asimismo, ,¡ue no |.odíaii adquirir los actores 
por proscripción de diez o veinte años, lo que no hubie- 
ran tenido el derecho de reclamar legítimamente en el 
correspondiente juicio de reivindicación, J)c haberlo 
ellos iniciado, en hipótesis, su acción habría sido nece- 
sariamente desestimada en virtud del principio gene- 
ral de que nadie puede transmitir a otro mejor derecho 
qiu.' el <pm tiene % además, porque cuando se otorgan 
dos títulos de dominio sobre una misma cosa, éste se 
constituye en favor de aquél a quien primero se le hizo 
tradición. La posesión le correspondía al Ha neo Hi- 
potecario desde el año 1SS2 —uxts. 27!H v 2474 del Có- 
digo Civil—. 

22*) Que la causa de la evicción es, en la genera- 
lidad de los casos, anterior al acto de la venia. La ac- 
ción de garantía nace, precisamente, del hecho de que el 
daño o perjuicio emergente de aquella se habría produ- 
cido de igual modo hallándose la cosa en manos del ven- 
dedor, lía y, sin embargo, ciertos supuestos en que la 
aludida responsabilidad concurre aunque la causa de la 
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eviectón sea posterior ni noto de la venta, Asi sucede en 
el caso sub-j urfia: Vendido, en electo, el inmueble de 
que es ael un luiente dueño el Bu neo Hipotecario Nacio- 
nal el año 1882, la misma Provincia de Mendoza lo 
enajenó y dio tradición el uño VMU también en la parte 
que existe la superposición de los actores. Y como eí 
primer«deper del vendedor es el de no crear por sus he- 
chos turbaciones o evieeiones en el derecho que trans- 
iiere y mucho menos enajenar un bien que en una apre j 
fiable extensión había salido de su dominio mucho tiem- 
po anti s, bien puede afirmarse que entregado por los 
actores al primer comprador la tierra superpuesta, con 
el fin de evitar gastos y litigios inútiles, no obstante 
tratarse de una evícción que tiene su causa en un hecho 
personal del vendedor posterior al contrato, la respon- 
sabilidad de la Provincia de Mendoza es indudable — 
IYaniou umn. 1402, T, 2*; Bauhiy Lacwxtüíkuie, 
T. X¡X nm. 0% 

— :í > ( iínc en cuanto a la procedencia o improceden- 
cía de la rescisión del contrato celebrado entre la Pro- 
probados los hechos siguientes: f ¡) el 7 de julio de 1ÍÍ10 
la provincia demandada oloriró en favor de los actores 
la <■<(•] -1 ii ra publica que en testimonio corre agregada 
a fs. 1 de estos autos, por la cual aquélla les transmitió, 
según oí expediente ni'uu, lóh'S, Ja propiedad del lote 5 
adquirido en el remate efectuado el Lío de abril anterior, 
compuesto de 127.203 hectáreas con 7.4flj metros cuadra- 
dos entre los linderos especificados en ella; b) los ac- 
tores abonaron por la referida extensión de tierra la 
suma de | 127.&>7,22 con deducción del 8 %, de confor- 
midad a lo dispuesto por ol inc. S', art. í> v de la ley nú- 
mero 248. El precio fué pactado a razón de $ 4,70 % ca- 
da hectárea - c) que el ano 1022, después de iniciada su 
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explotación, resultó que ti loto 5 so superponía en una 
extensión do 7.J4!» hectáreas y ÍUOO metros cuadrados, 
a torróme fiel Banco 1 lipntceario Nacional situados al 
poniente o. oii otros términos, que al loto ó adquirido 
por los actores lo fallaba ésa misma «npcíficfe —véase 
plano do fs. 51—. 

24*) guo como osa Taita excedía do la quinta par- 
te do la oxtonsión total do la tierra vendida y, además, 
al entrojarla los actores por orden judicial al Banco 
Hipotecario Nacional perdieron las apiadas indis pe li- 
sa oles jiara la explotación del establecimiento rural, con 
el consiguiente perjuicio, so presentaron a la Provincia 
de Mendoza, que así resultaba vendedora do una cosa 
ajena, pidiond i la rescisión del contrato do compraven- 
ta por incontinencia de orea y dnfnw \ perjuicios. 

25*) Que esn reclamación administrativa no tuvo 
éxito, pero el departamento de Obras Públicas do la 
provincia admitió la superposición do las tierras, di- 
ciendo (pío so había producido sobro los lotos 1 y - tic 
la escritura otorgada por la provincia el *JS de octubre 
do 1882 y de loa cuales so dio posesión al doctor Ventu- 
ra (in liegos el 1ó ilo ilioiembre iU J mismo año, como 
consecuencia do la venia bocha por Mendoza. a Millor y 
Seott el 27 de julio de tDlO, U provincia, *2$ años des- 
pués do enajenar a Ventura (¡allego? las hectáreas ob- 
joto do la superposi.-ión, las transmitió do nuevo a los 
actores. Al hacerlo, en lugar do tomar como límite 
oriental el meridiano ll)M)osto de Buenos Aires medido 
y amojonado con mojones do piedra por los señores 
Pico y Balbín el año 1881 (que se tuvo en cuenta al de- 
terminar los campos adjudicados al Dr. tiallogos), to- 
mó para la venta a Millor y Scott oso mismo meridiano 
poro según la determinación hecha por el ingeniero Do- 
mínguez con mojono do hierro, que se encuentra a 
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■i.S't'í metros al Oeste de la línea fiel meridiano 10' Oeste 
de Buenos Aires señalada por Hallan, línea, dice 
la Dirección de fibras Públicas, era la más conveniente 
— véase expediente administrativo qim en ropiu corre 
de t's. 1M4 a fs. 17(> del cuaderni) del actor — . 

2(¡ v ) Que el representante de la Provincia de Men- 
doza, objetando la aplicación al raso d<>l art. KUó <lel 
Código Civil, hace cuestión acerca de la no presentación 
con ta demanda del boleto de compra venta, el cual sería 
ya inhábil, conforme con el ait. 10 de la ley nacional 
de procedimientos, para demostrar la afirmación de 
«pie el contrato enlre ambos litigantes concertóse a tan- 
to la medida. Tanto la interpretación beelia por la por- 
te al susodicho art tentó 10 romo la doctrina procesal, 
lian limitado la obligación del actor a las escritoras y 
documentos que directamente justifiquen el derecho que 
se invoque y no a los documentos destinados a cuestio- 
nes que fueron principales pero dejaron de serlo otor- 
gada la escritura pública de venta — Fallos: l.'ül, 2í)ó — . 

27*) Que con prosehuleneiu del examinado argu- 
mento tic carácter procesal, esta defensa deberá desesti- 
marse por las siguientes razones: a) la ley provincial 
núm. :24S, con arreglo a la cual se enajenaron las tierras 
eompradas por los actores, imponía al tíobierno vender 
a lauto la medida (arts. 2 y 6¡ ine. 2°); '>) ^ tíllll ° <b 
propiedad corriente a fs. 1 resulta asimismo que la 
compra se hacía a lauto la medida, como fué aceptado 
por el jiro pío güiliento al suscribirla sin objetar el man- 
dil to de los representantes de los compradores en cuanto 
*x presa mente dijeron que realizaban la adquisición a 
razón de $ 4,70 cada hectárea. 

23") Que, según eso, la venta hecha por la Pro- 
vincia tic Mendoza a los actores fué tic na inmueble de- 
terminado señalado entre límites precisos con indica- 
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cióndel úrea ('27.-03 hectáreas, 7,49") metros cuadrados) 
y por el precio de $ 4,70 cada unidad de medida. Esta 
relación entre el precio y la manera de considerar el 



lado y previsto por los arts* 1344, me. 4, y 1IÍ4.J del CódU 

o 




en menos, por msigmticante que sea, da lugar a una 
modificación fórrela ti va en el precio. Pero, además, 
cuando la diferencia en uno u otro ¡sentido excediera de 
un vigésimo del área total, quedara comprometida la 
existencia misma del contrato de compraventa si el nd- 
qui rente pidiera su rescisión, como lo han hecho los 
actores. En la presente causa la taita de área del campo 
vendido excede del 20 c /v del total (7.2.JÜ hectáreas sobre 
27.000) como lo demuestra el plano de fs. *2\\ y las mani- 
festaciones coincldeutes de ambos eou leudo res — doctri- 
na Jel Fallo: 14,% í>íí; arts. 1345 y 2123 del Código 
Civil, 

29*) Que en cnanto a la cuestión relativa a la mala 
fe con que la Provincia de Mendoza concluyó el con- 
trato induciendo en error a los compradores mediante 
los avisos de remate, debe observarse que ni de la prue- 
ba rendida en autos, ni de los términos de la escritura 
pública, aparece justificado que la operación se hiciera 
teniendo principalmente eil vista los actores las enun- 
ciaciones contenidas en los susodichos avisos. Estos 
no forman parte integrante del contrato si su contenido 
no es expresamente incorporado a las cláusulas del mis- 
mo, por cuanto en el uso corriente aquéllos sólo "tienen 
por principal objeto interesar ni público en el acto a 
celebrarse y provocar la concurrencia de compradores 
sin privar, empero, a éstos, de la facultad que tienen de 
inspeccionar por sí o por medio de representantes noni- 
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lirados al efecto, la cosa que va a ser objeto de la 
enajenación. 

30°) Que como consecuencia de la total rescisión 
del contrato de compraventa celebrado entre los actores 
y la Provincia de Mendoza admitida por esta sentencia, 
unos y otra, deben restituirse lo que recíprocamente ha- 
yan recibido por razón del acto (arts. 1052 y 1053 del 
Código Civil) sin dejar de contemplar, además, en este 
caso especial, lo dispuesto por el art. 2125 del mismo 
cuerpo de leyes respecto de la evicción parcial, cuyas 
disposiciones son también de estricta aplicación con- 
junta para ciertos efectos. 

Los arts, 505, 106D, 132í>, 2118 y concordantes del 
Código Civil encierran las reírlas de derecho con arreglo 
a las cuales deben resolverse la restitución y los daños 
y perjuicios. 

31') Que según esto la Provincia de Mendoza de- 
bería restituir a los actores: íí) el precio de compra del 
lote 5 establecido en la escritura pública de fs. 1 o sean 
$ 117.ü'2!>,01 con deducción del 8 % por pago al contado; 
b) comisión del 2 % pagada a los innrti lloros encargados 
de la venta, o sea $ 2.557,15. 

.12*) Que los actores a su voz, como consecuencia 
de la rescisión deben restituir a In Provincia de Men- 
doza la fracción de lí).í);>;í hectáreas que conservan en su 
poder, después do haber, sido privados de la fracción 
entiesada al Banco Hipotecario. Tales devoluciones 
recíprocas no se discuten por las partes Respecto del 
precio, la obligación de restituirlo esta impuesta por 
los arts. 2118 y 1053 del Código Civil y ha sido admi- 
tida por la provincia en el expediente administrativo 
tramitado en eu jurisdicción. La misma decisión co- 
rresponde dar con referencia a la comisión del mar ti- 
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lloro a mérito ti* 1 lo dispuesto por el art. 21 19 del 
Código Civil. 

38*) Que la cuestión, también comprendida en la 
litis, ile saber si la provincia debe restituir los impues- 
tos territoriales y los intereses aplicables al iniporte de 
ellos y al precio, exi^e la siguiente observación previa 
indispensable para la correcta decisión del punto: la 
parte del lote nina 5 que resultó superpuesta a tierras 
de propiedad del Banco Hipotecario Nacional (plano 
de fs. 23) contiene jeran parte de las aguas naturales 
destinadas a proveer de ese elemento al resto de la frac- 
ción cine integra el susodicho lote 5, sobre cuya aridez 
y mala calidad no existe duda. Informe de fs. 186 del 
Ha neo Hipotecario y de la Oficina de Geodesia de Men- 
doza, fs. 14;!. Véase, además, declaraciones de ts. 3(51, 
378, 38(1, 3H1, .'J82 y otras. 

:>4">) Que, esto sentado, corresponde todavía seña- 
lar que la fracción de campo objeto de la evieeión, coia* 
puesta como s<- ha dicho de 7.230 hectáreas, debe consi- 
derarse como existente dentro del título de propiedad 
de los ue lores hasta el 17 de agosto de 1ÍV23, de acuer- 
do con lo expuesto en el considerando decimosexto. 

3ó v ) (¿ue de acuerdo con el art. 2118 del Código 
Civil, el vendedor debe devolver al comprador el precio 
o parte del precio del inmueble reivindicado, sin 
intereses. 

Esta solución es uua aplicación del principio de 
que los intereses se compensan con los frutos cuando 
el comprador y el vendedor son de buena fe (art. 1053 
del Código Civil). 

La compensación, en el caso tic este juicio, sólo ha 
sido posible en cuanto a los intereses sobre el precio de 
las 7.250 hectáreas, desde la fecha del título hasta qm 
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aquéllas fueron cnt reculas al Banco Hipotecario Na~ 
cional el a fio 1ÍJ23. Es, pues, a partir de este momento 
que corresponderá el pago de intereses legales, dado que 
el uso y goce de Ja susodicha fr acción terminó entonces 
para los adores comenzando el del Banco. 

Qm en cuan lo a la devolución de impuestos 
redamados por los demandantes a la provincia y que 
ascenderían a una cuantiosa cantidad, debe hacerse la 
adecuada discriminación previa sámente: impuestos 
cobrados por la última en el período comprendido en 
los años 1910 y 1923 respecto de la fracción de 7.250 
hectáreas y los que hayan corrido entre esta última fe- 
cha y la de la definitiva entrega del inmueble. La de- 
mandada ha admitido como legítima (fs. 73), en el caso 
hipotético de que la acción de rescisión prosperara, la 
devolución de los impuestos proporcionales a la parte de 
campo no entregada por el vendedor y lo mismo expresa 
acerca de los intereses. En presencia de este reconoci- 
miento, la provincia debe restituir la parte de impuestos 



pago de contribución. 

Es visible que los actores sólo pueden ser obligados 
a pagar impuesto inmobiliario sobre el contenido rea] 
del bien poseído. 

37*} Que respecto de los impuestos pagados a la 
provincia por las 7.250 hectáreas desde la fecha de ía 
adquisición de la posesión en 1910 hasta la fecba de la 
superposición en 1Í123, la situación es otra y bien dife- 
rente. El inmueble lia producido frutos y sus aguas y 
goce pleno lian correspondido a la época de explotación 
por los actores. Los impuestos que no sean extraordi- 
narios representan cargas de goce; gravitan sobre los 
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frutos que la cosa normalmente produce con arreglo al 
art. 2427 del l udido Civil. {Skoovia, nota ÜU ; Aubuy 
y B4.tr, § 21 í\ pág. ;il)7; Planiol, pág. 724, t. Ha- 
biéndose declarado compensados Jos frutos con los inte* 
reses del precio de las 7.250 hectáreas durante ese mismo 
tiempo y desde que dentro del valor (le los frutos está 
comprendido el del impuesto, es indudable que la pro- 
vincia no debe restituirlos. 

Que el principio de la compensación entre 
los intereses del precio de la cosa y los frutos de la 
misma establecido por el art. 1053 del Código Civil re- 
quiere, corno fluye de su propio enunciado, que aquéllos 
lia van existido realmente en la época que se considera. 
(Lauiíext, t 24, m'ini. 235; Bacdry Lacantinerie et Sai- 
ünat, núni. 381). 

39*) Que los actores lian sostenido que el campo 
objeto de la rescisión no produjo frutos, especialmente 
después del ano 1!*23, porque en esa época tuvo lugar 
Ja superposición. De las constancias de autos no resulta 
suficientemente demostrada esa afirmación. Es verdad, 
sí, que la mayoría de las aguadas del campo se encon- 
traban en la parte superpuesta (véase plano de fs. 23), 
hecho que produjo el efecto de quitarle a la propiedad 
de los actores una porción de aguadas que están for- 
madas por pequeños arroyos que nacen y mueren den- 
tro del campo, abrevándose, que los terrenos fiscales 
eran tierras áridas y sin ninguna aguada. 

40*) Que Ja prueba testifical confirma tales afir- 
maciones en cuanto de ella resulta que el campo era 
inicialmente árido y de pobre vegetación; que sólo pue- 
de mantener escasa cantidad de animales especialmente 
yeguarizos; agrégase que hi explotación apenas alcan- 
7.íi para afrontar el j>;il:<> Ins impuestos — Tihureio, 
fs, 20ó; Navarro, fs. 255 vta.; Cinea, fs. 230 vta. — . De 
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estos testigos los dos primeros ti tribu y en el estado actual 
de aridez a la caída de la ceniza; uno de ellos ha visto 
conjuntos de 1.500 ovejas y sólo al primero le consta 
que el goce del campo apenas alcanza a pagar los gastos 
é i ra puestos. Y esto último ya significa que había explo- 
tación. 

41* J Que a su turno los presentados por la deman- 
dada afirmnn: Puebla fs. 380, que don Teodoro Barroso 
no le pagaba arrendamiento a doña Inés Arana en di- 
nero, sino en trabajos personales "que se le llama obli- 
gación"; S. Barroso, fs. 381; Martínez, fs. 386 y otros 
confirman esa manifestación. 

42') Que es innecesario continuar el análisis deta- 
llado de la abundante prueba testifical traída a los 
autos : su leetura deja la convicción cíe ser exactos loa 
hechos siguientes: a) que el año 1923 la estancia Cha- 
paleó, que constituye el lote cinco del plano de fs. 20 
agregado a los autos, les fué tomado a los actores en 
nombre del Banco Hipotecario Nacional privándolos 
de aguadas importantes; b) que aun así, la fracción 
mayor de 19.953 hectáreas siguió siendo explotada des* 
pues de producido el hecho referido, pues los testigos 
vecinos del lugar continuaban en el campo arrendán- 
dolo o subarrendándolo; c) que la circunstancia de que 
los arrendamientos se abonaran "en obligación" y no 
"en dinero" proporciona la prueba más cabal de que 
existía explotación y uso del bien, pues de las declara-f 
cioiies de los testigos resulta que esa "obligación" con- 
sistía en participar en las faenas propias del campo y 

de explicación que los propios actores hubieran arren- 
dado el campo después del año 1924 si fuera realmente 
inexplotable (testigo Labbé, fs. 378) ni tampoco que el 
testigo Harold Pilgrin, apoderado de los actores, resi- 
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dente en el lugnr, manif'-^aru que e] eampo iv.-uitó 
grandemente perjudicado por !a superposición pero "no 
inapto completamente"; e) por ultimo, el testimonio 
del contrato do arrendamiento corriente, a fs. HJ2 del 
cuaderno de prueba de la demandada, invocado por la 
aetorn, .se refiere a una tedia bastante anterior al año 
1923. La prueba de que el campo 110 (lk > í*»*w tlt,bo 
necesariamente referirse a la época que se eonsidera y 
no a una anterior o posterior. 

4:1*) Que, por consiguiente, no habiéndose demos- 
trado que la parte mayor del campo no produjera frutos 
desde el ano X9M en adelante y antes bien apareciendo 
lo contrario, como queda dicho, la devolución del precio 
correspondiente a las 19.983 hectáreas debe hacerse com- 
pensando los intereses y los frutos con arreglo a lo 
dispuesto por los arta. 2118 y 1053 del Código Civil 
basta la notificación de la demanda. Desde esta última 
correrá sobre el precio el interés legal. 

44') Que, en cuanto a la devolución de los impues- 
tos correspondientes a esta partí- del campo, su restitu- 
ción no procede. Ya se ha expresado anteriormente que 
los impuestos que no tengan calidad de extraordinarios 
constituyen cargas de goce y re] 

a 




Por consiguiente, han sido nhsor- 
su función « ompen- 

satoría. 

4">>) Que las tierras materia de este litigio se en- 
cuentran ubicadas actualmente y se encontraban en el 
momento de las ventas a Ventura Gallegos y a los acto- 
res (anos 1882 y 1910) a una distancia considerable de 
los límites do la Provincia de Mendoza respecto de La 
Pampa y de San Luis y dentro del territorio do aquélla. 
E 1 efecto, del informe del Ministerio de Guerra, fs. 419, 
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aparece demostrado que el meridiano trazado por Do- 
mfnguez di sin del mojón de arranque del meridiano 
s< -ñalado por Balbín y Pico, aproximadamente 4.SG5 
metros hacia el poniente, (el plano designado con la 
letra II., fs. li.'í, marea 4.850 metros). 

4(¡ v ) (¿no como lo demuestra el testimonio de escri- 
tura pública a ¡í regado a fs. 1 y el plano de fs. 20, los 
Límites del lote 3 adquirido por UñUt y Scott eran los 
siguientes: al Norte el lote 8, al Nordeste las tierras 
llamadas de <!oi<'f> t al Sud el lote 4 y al Oeste Horras 
pertenecientes al Banco Hipotecario Nacional. Y para 
mayor claridad se expresó, además, en la escritura, que 
el susodicho lote ó estaba situado al Xorte del paralelo 
entre los me lidíanos noveno y décimo. El paralelo 
.'ííi sirve de límite entre una parte del Sud de Mendoza 
y La Pampa. Kl meridiano 10' Oeste de la Prov. de 
Buenos A i íes divido Mendoza con La Pampa, pero sólo 
desde el paralelo hasta el río Colorado, es decir 
hacia el Sud. Entre tanto el lote 5 se encuentra colo- 
cado al Xorte de aquel paralelo. Linda sí, por el Oeste, 
con el meridiano 10*, pero eso sucede al Norte del para- 
lelo 36" cuando aquel meridiano no divide todavía, vi- 
niendo hacia el Sud, a Mendoza de La Pampa. Estos 
antecedentes; la circunstancia de que los terrenos han 
sido ubicados tomando como puntos de referencia acci- 
dentes ffeográ fieos nombrados en los títulos originarios 
como el cerro Nevado, confluyen a demostrar la afirma- 
ción ya presentada de que estas tierras se encuentran 
situadas en el interior de la provincia y lejos del límite 
con La Pampa. Por consiguiente, ninguna relación tiene 
la solución de esta contienda con los límites de la Pro- 
vincia de Mendoza con territorios nacionales o leyes 
federales susceptibles de interferir la jurisdicción de 
aquélla, impidiéndolo dar solución por derecho propio a 
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la presento cuestión. La cartografía oficial de la provin- 
cia —véase plano de fs. 31ií — y las leyes nacionales 
núms. 1">32 y 521") sobre límites entre Mendoza y Le. 
Pampa, ratifican la conclusión apuntada. En una pala- 
bra, la solución de esta contienda es posible darla sin 
prejuzgar sobre ningún punto vinculado con la demar- 
cación del paralelo 10' de La Pampa ni tampoeo con el 
límite entro La Pampa y la provincia demandada. 

En mérito de estas consideraciones, de acuerdo a 
lo dictaminado por el señor Procurador General vi\ lo 
pertinente, no se bace lugar a las defensas previas de 
incompetencia de jurisdicción y de prescripción. En 
cuanto al fondo del litigio se declara la rescisión del 
contrato de compraventa celebrado entre la Provincia 
de Mendoza y don Guillermo Miller y Francisco Scott 
de que instruye la escritura pública corriente de fs. 1 a 
fs. 10 y, condemíndose, por consiguiente, a la primera, 
a pagar dentro de noventa días la suma que resulte de la 
liquidación que se practique con arreglo a lo expuesto 
en los pertinentes considerandos, y a los actores a res- 
tituir el inmueble objeto de la compraventa en el acto 
del pago. La mitad de las costas del actor a cargo de la 
demandada atento el resultado del mismo. Xoiifíquose, 
repóngase el papel y archívese en el momento oportuno. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



303 



JUAN A. CHAVES 

JURISDICCION : Sucesión, 

lialacndose iniciado el juicio sucesorio del causante en 
dos provincias por quienes pretenden ser mis viudas, co- 
r responde declarar la competencia de los tribunales de la 
provincia dundo con Unjo enlace, nació su hijo legítimo 
y falleció wpiúl, ¡inte los cuales, además, se ha presenta- 
do la partida t]e maUininuin (pie acredita vi carácter de 
cónyuge *u permite invocado por la mujer que inició ese 
juicio. 

Dictamen i»el PnocntAnoit General 
Suprema Corte: 

Con motivo de! fallecimiento de don Juan A. Cha- 
ves, ocurrido en la Provincia de Córdoba, se han inicia- 
do dos juicios sucesorios por otras tantas personas que 
se dicen viudas del causante: el primero, en mayo de 
1039, ante un juez en lo civil, comercial y de minas de 
la ciudad de San Juan; el otro, ante el señor Juez de 
Paz Letrado de la 1* Nominación de Córdoba, en 12 de 
agosto de 1940. Ha surgido ahora cuestión acerca de 
cuál debe continuar entendiendo. Al parecer, Chaves 
formó dos familias, si bien sólo se ha presentado la 
partida de matrimonio referente a la esposa de Córdoba. 

tan, acreditó su matrimonio mediante dos 
)s que declararon al efecto ante el Juez do Paz 
de Frías, Provincia de Santiago del Estero (fs. 53-57, 
exp. 54GS). 

Empero el problema de cuál sea la verdadera viuda 
escapa a la decisión de V. E., pues los autos sólo han 
venido para que decida la Corte qué juez es el compe- 
tente, y para resolverla basta conocer el último domi- 
cilio del estinto (Cód. Civil, art 3284). A tal respecto, 
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las constancias del expediente de San .luán no arrojan 
otra luz que la prueba testimonial de i's. 7 vta. y 8, en 
parte contradicha por la propia interesada, pues en su 
escrito inicial del juicio sucesorio expresa que Chaves 
se encontraba atacado de enajenación mental, por cuya 
causa se trasladó a Córdoba a mediados de 1038, falle- 
ciendo allí en noviembre. Desprende ría se de ello que 
la familia de San Juan abandonó al presunto loco a su 
suerte, o sea, que úste vivía en Córdoba (fs. 6). Por 
otra parte el certificado de defunción que la misma par- 
te presenta, acredita que Chaves murió de un balazo en 
el cráneo y no de enfermedad. 

En cambio del expediente seguido en Córdoba re- 
sulta qiii* Chaves contrajo enlace en Cruz del Eje a 
fines tic julio de 1934, allí nació su hijo legítimo Adán 
Arístides, y es la esposa de Córdoba la que aparece 
denunciando la muerte de Cruz del Eje, posiblemente 
porque allí se llevó el cadáver para enterrarlo {fs. 7, 
exp. 718). Me inclino, pues, a pensar que es al juez de 
Córdoba a quien corresponde seguir entendiendo, y que 
así debe dirimirse la contienda de jurisdicción plan- 
teada. — Buenos Aires, julio 25 de 1942. — Juan 
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Buenos Aires, ") de agosto de 1942. 



Autos y vistos: Por los fundamentos del preceden- 
te dictamen de! señor Procurador General se declara 
que es competente para conocer en el juieio sucesorio 
de don Juan A. Chaves, el .1 uzeado de Paz Letrado de 
Primera Nominación de 1p ciudad de Córdoba, a quien 
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se remitirán los autos, batiéndose saber en la forma de 
estilo ni señor Juez de Tercera Nominación en lo Civil, 
Comercial y Alinas de la ciudad de San Juan. 

Roberto Iíkiktto — Antonio 

fcsAOAHNA - B. A. X .USAR 

Anciiohena — P. Ramos 

AI E.T ÍA. 



JIJAN MANUEL ORELLA v. PROVINCIA DE JUJUY 

JURiShWCIOS': Jnritdiceínu originaría. Causas m que cu parte 
una provincia. Camas cinlrs. 

Lii interpretación que las autoridades locales den a las 
disposieionea del Código de Minería y la aplicación que 
hagan de las mismas, al igual de los otros códigos enume- 
rados eu el art. 67, i..c. 11 , de la Constitución Nacional, 
no son susceptibles de ser revisadas y modificadas por vía 
de un juicio ordinario entablado contra ellas ante la Cor- 
te Suprema, sino en su caso, por la del recurso extraor- 
dinario, porque la acción civil que requiere el art. V, 
ínc. y t de la ley nú ni. 48, es la regida por el derecho 
común, cuyo ejercicio en nada afecta ni menoscaba la 
independencia de los poderes provinciales en su legítima 
esfera de acción. 

JUfífSD/CCIOX: Jurí&dtMión originaria, Cmiñtté m que es parte 
una provincia. Cautas civiles, 

!>a demanda tendiente a obtener la revocación de actos 
administrativos vea I izados por las provincias dentro de 
sus facultades constitueionales no configura una causa 
civil. 

COSS'ít ft'CIOS X ACtOS AL: Cotittitttciútiatiilarf e iuconutitnch- 
»alithttl. Remluéwnts administrativas y judiciales. 

Loa arts. 67. iitc. 14, 16, 18, ,SG. Ínc. 14 y 31 de la Cnns- 
lü lición Nacional, no tienen relación alguna con los actos 
administrativos real izarlos por una provincia como poder 
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público en los permisos de cateo, la concesión de minas 
y !a clasificación de la categoría a que éstas pertenecen, 
por lo (pie no puede fundarse la i n validez do dichos actos 
en que .son violatorios de aquellas disposiciones. 

Dictamen del Phocuuador Gen final 
Suprema Corto: 

Don Juan Mu miel O rolla ora propio! a rio do cierto 
campo situado en una región lindera de la Provincia de 
Jujuy y la Gobernación de los Andes, sin que basta boy 
se baya trazado el límite separatorio de ambas juris- 
dicciones. Sobre ose campo, el gobierno de Jujuy otorgó 
varias cernees ¡o nos mineras, que lian dado lugar a dos 
litigios ante V, K. Hu el primero Orella gestionaba se 
declarase inconstitucionales algunas disposiciones del 
Código de Minería, que conceptuaba viola! orías de su 
derecho de propiedad. Perdió eso pleito (182: 4,'!fl) t y 
al ejecutársele por las costas, fue rematado el campo 
y pasó a poder do un tercero, no sin que Orella sostu- 
viese reiteradamente que las mina* origen do la contro- 
versia se bailaban fuera de la jfrrisdimón de Jujuy» y 
en consecuencia no pudo reconocerse validez a las conce- 
siones otorgadas a su respecto por el gobierno provin- 
cial. Como tal excepción no fuera admisible durante el 
cumplimiento de una sentencia fué recbazadn. 

El actual es el segundo de los litigios a que aludí. 
Orella vuelve a plantear la mtsma cuestión, esta vez en 
juicio ordinario, con la salvedad de que si bien ya no es 
dueño del campo, se lia reservado los derechos que le 
correspondían sobre las minas, cuando lo ern. La Pro- 
vincia do Jujuy lo habría causado perjuicio al conceder- 
las excediendo su jurisdicción territorial. Por olio pido 
so declaren nulas tales concesiones, y sea condonada la 
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provincia a pagarle perjuicios. El asunto se plantea 
cuino inconstitucionalidad de resoluciones administra- 
tivas del gobierno provincial, y de ello deriva la juris- 
dicción originuria de V. E. Para establecer en qué con- 
sisten los derechos invocados por el señor O relia, pienso 
que puede plantearse como sigue la cuestión. 

Su título sobre las minas no existirá mientras la 
autoridad correspondiente no lo reconozca y otorgue las 
respectivas concesiones. A estar a su tesis, esa auto- 
ridad es el gobierno nacional, obrando por intermedio 
de la Dirección de Minas y Geología, pnesto que sostiene 
hallarse situado el campo en la Gobernación de los 
Andes; pero del expediente ndmínistrat'vo anexo núm. 
125.4f>2, resulta que si bien O reí la acudió a esa autori- 
dad, no lia obtenido de ella las concesiones indispen- 
sables. 

Ahora bien: si no tiene título a las mismas, ¿qué 
derecho le lian desconocido actos de la autoridad pro- 
vincial que, a su juicio, era incompetente para conce- 
derlas a quien quiera que fuese? 

De haber sufrido algún perjuicio el patrimonio de 
Orella, su causa generadora habría de buscarse en la 
negativa, o mejor dicho la demora de la autoridad na- 
cional, que hasta boy no otorgó las concesiones. Si su 
campo hubiera sido invadido por los mineros ti tillares 
de la concesión provincial reputada nula, pudo Orella 
rechazar su intromisión ilegal, por vía de interdicto u 
otros recursos legales. 

Esto sentado, no descubro cómo pudiera V. E. pro- 
nunciarse sobre estos dos problemas implícitamente 
envueltos en el fallo que solicita el actor: 

a) cuál sea el verdadero límite entre Jujuy y la 
flober nación de los Andes, asunto librado por 
completo a la determinación del Congreso : 
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b) qué perjuicios deba satisfacer la Provincia de 
Jujuy. por actos que uo se ha demostrado los 
produjeran a Orel la. 
Bajo tíil concepto, parece me que la demanda no 
puede prosperar. — Buenos Aires, agosto 11 de l!»41. 
— Juan Ah'nrcs. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1042. 

Y vistos: Los seguidos por don Ernesto Telayna 
en representación de don Juuu Manuel Orella contra la 
Provincia de Jujuy sobre nulidad de concesiones mine- 
ras, de cuyo estudio resulta : 

A fs. 1 se presenta ol citado apoderado manifes- 
tando que su mandante es dueño de una fracción de 
campo compuesta de una superficie de 7.500 Lis. situada 
en el luirá r conocido por Pirquitas, al Xurte del para- 
lelo 23 a y al Oeste del cerro Galán y río Orosmayo, 
entre éste y la quebrada de Pircas, cruzado de Oeste a 
Este por un desagüe de los deshielos a que algunos lla- 
man río (í ramulos y oíros río Laimes y río Pircas que 
van a desembocar al río Orosmayo. El referido campo 
fué adquirido por su mandante por compra a don Ma-> 
miel Eufrasio Márquez el Kí de marzo de 1934, en la 
ciudad de Jujuy ante el escribano Francisco A. Anbone, 
cuyo testimonio obra en el expediente letra "O", núm. 
89 — 193Í) tramitado ante este Tribunal que será agre- 
gado como prueba. 

Dice que demanda a la Provincia de Jnjuy, con la 
salvedad de los arts, 36 y 4'í del Código Civil, por nuli- 
dad de concesiones mineras que ha otorgado fuera de SU 
territorio, en zona litigiosa con líolivia y en litigio 
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también entre la Provincia de Jujuy y el Gobierno de 
la Nación, heclios que lian permitido expoliaciones de 
mineral y fraudes continuos por parte de los concesio- 
narios desde el año 1932 con graves perjuicios para su 
parte dueña del campo en que las minas están ubicadas 
y expoliación de los minerales de segunda categoría 
comprendidos en el número 3" y &¡guientes del art. 68 
del Código de Minas. Taclia de inconstitucionalidad 
esas concesiones por violatorias: del respeto que se 
debe al Congreso de la Nación en cuanto a límites terri- 
toriales —art. (57, inc. 14 de la Constitución— j del régi- 
men institucional republicano que impone la igualdad 
ante la ley — art. 16 — ; de la jerarquía del Poder Eje- 
cutivo de la Nación que representa la soberanía nacio- 
nal — art. 86, inc. 1* y 14, y también del respeto que 
como ley fundamental se debe a los tratados internacio- 
nales — art. 31. Además el hecho de tomarse la pro- 
vincia por propia mano la justicia en cuestiones litigio- 
sas, impidiendo la acción de los jueces y autoridades 
competentes viola el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Dice que la Provincia de Jujuy ha otorgado cáteos 
y minas en el Territorio do Los Andes, entre la que- 
brada de Pircas y el cerro Galán, al Norte del paralelo 
23", zona en litigio con Bolivia desde hace muchos años 
y en los (pie se fijaron parcialmente los límites de la 
línea en 1888 y 1889, Después se promulgó la ley crean- 
do el Territorio de Los Andes, el año 1900. Más tarde 
se ha llegado en 19*25 al Tratado Carrillo aprobado por 
Bolivia y por el Senado argentino, convirtiéndose en 
ley el 7 de septiembre de 1938. Durante esa larga tra- 
mitación el gobierno nacional, en el año 1916, consideró 
que respetando Jos pactos internacionales, no debía 
innovarse en la zona con concesiones, admitiéndose soli- 
citudes mineras pero reservándoselas sin tramitar hasta 
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que 




y provincia- 



les. Mas la Provincia de Jujuy lia venido otorgando 
caicos y concesiones mineras sobre las tierras cuestión 
nadas, lo (pie es escandaloso. 

A continuación indica quince concesiones dadas ínu- 
la provincia fuera de su territorio y dentro de la juris- 
dicción nacional. 

FA gobierno de la Nación, además de no dar conce- 
siones al Norte del partí lelo 28*, sostenía litigio adminis- 
trativo con la Provincia do Jujuy y lo paralizó atento 
lo informado por el Asesor Letrado de Territorios Na- 
cionales en cuyo dictamen decía: que mientras no se 
expidiera el Congreso por ley no debían hacerse inno- 
vaciones, por ser la única autoridad capacitada para 





La Dirección de Minas de la Nación suspendió el 
trámite de concesiones al Norte del citado paralelo, 
insertando en sus planos la leyenda: "Zona en litigio 




con la Provincia de Jujuy". 

Transcribe el documento, que dice suscrito en W&B 
entre los Ministros de Relaciones Exteriores de la 
Argentina y de Bolivia relativo ü ta cuestión de límites 
pendiente entre los dos países. 

En líKJíi con motivo de la negativa al trámite de un 
cateo solicitado por un particular al Norte del paralelo 
1ÍT, el Ministro de Agricultura comunicó al Gobernador 
de Jujuy el sistema seguido por la jurisdicción nacional 
por si le parecía oportuno aceptarla y le envió una 
copia del plano de minas con los pedidos inscriptos y 
paralizados, que no fué contestada por el Gobernador 
de Jujuy. Kn cambio las minas Pi i-quitas y demás que 
se indican anteriormente siguieron y siguen explo- 
tándose. 

Transcribe el dictamen del Director General de 
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Minas del que resulta dice, de toda evidencia, el alza- 
miento de la Provincia do Jujuy y la suplantación del 
Poder Ejecutivo de la Nación por un estado particular 
beneficiándose a los concesionarios de la provincia con 
exclusión de los que solicitaron concesiones ante la ju- 
risdicción nacional violándose el art. 10 de la Constitu- 
ción y los arts. 7 y 10 del Código de Minas. Lo que no 
puede linee r con el derecho de preferencia del dueño del 
suelo, quien en marzo 20 de 1936 inscribió en la Direc- 
ción de Minas de la Xación su derecho porque el campo 
y las minas de su campo están en jurisdicción del Terri- 
torio de Los Andes. Tal despojo de su propiedad pri- 
vada es inconstitucional y debe ser indemnizado. 

Termina pidiendo se declare la nulidad de las con- 
cesiones mineras otorgadas por la provincia, sin juris- 
dicción sobre el campo de su mandante situado al Norte 
del paralelo 23", y declare también la responsabilidad 
que, por la expoliación continua de los minerales corres- 
ponde como indemnización de daños y perjuicios, con 
costas. 

En un otrosí, y de acuerdo con el art. 47 del Código 
de Minas, pide el nombramiento de un interventor que 
lleve cuenta y razón del mineral que se extraiga en el 
campo de su mandante. 

A fs. 18 vta. se da por acreditada la jurisdicción 
originaria y se corre traslado do la demanda a la Pro- 
vincia de Jujuy que lo contesta por intermedio de don 
Jaime Malanmd a fs. 29, pidiendo el rechazo de la de- 
manda con costas. 

Dice que el actor no tiene interés legítimo para 
deducir esta acción, porque no es dueño de nada. No 
posee en la Provincia de Jujuy un palmo de tierra, y 
si no lo tiene ni lo posee, mal puede invocar su calidad 
de propietario para solicitar nulidad de concesiones, ni 
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de ni ivj.un otro acto emanado de las autoridades provin- 
ciales. La prueba se encuentra en esta Corte. En efecto, 
esta demanda es la reedición de otra iniciada por nuli- 
dad do las mismas concesiones materia de este juicio, 
que la Curte rechazó con costas. 

Con el fin de hacer efectiva esa sanción, su man,* 
dante embargó la finca denominada (ruayruzul, la que 
fué rematada por orden de esta Corte y adquirida por 
el señor Lunfraitconi, quien ha depositado el precio y 
a quien se ha escriturado la compra. Estos hechos cons- 
tan en el expediente O-líí-liK.ífj de esta Corte, cuyas 
constancias se ofrecen como prueba. 

La acción iniciada por el señor Orella se funda en su 
calidad de propietario de Ja finca (íuayrazul. Afirma 
que como tal le corresponden derechos do preferencia 
sobre ciertas substancias d rt segunda categoría. Si no 
es propietario de dicha finca es obvio que carece de 
interés para impugnar tas concesiones otorgadas por 
su mandante. Una persona no tiene el derecho de sus- 
citar litigio cuya solución no le importa en manera 
alguna. 

Ln demanda se funda, por otra parte, en un ilusorio 
derecho de preferencia, denegado por la Corte en un 
juicio anterior seguido entre las mismas partes. Agrega 



que aunque el señor Orella continuara siendo propieta- 
rio de la finca Guayrazul, no por eso mejorarían sus 
derechos puesto que el Código de Minería no acuerda 
derechos de preferencia al superficiario cuando se trata 
de substancias de aprovechamiento común que no se 
encuentren en terrenos cultivados. Transcribe las con- 
sideraciones hechas por esta Corto en el citado expe- 
diente y agrega que la única hipótesis en que los place- 
res dejan de sor substancia de aprovechamiento común 
o ingresan en la do las substancias que preferentemente 
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se acné i da u al superfieiario, os la consignada en el art. 
(íí), esto es, cuantío se encuentran en terrenos cultivados 
Esta excepción no ha sido invocada por el actor en este 
juicio. Tampoco la invocó en el que con anterioridad 
perdió contra la provincia. La demanda, en consecuen- 
cia, es absolutamente infundada. 

Si todos los derechos que se arroga el seño r O relia 
emanan de sus pretendidos derechos como superfieiario, 
y éste le ha sido denegado en la sentencia que en parte 
transcribe, existe cosa Juzgada, pues, en definitiva, se 
plantea idéntica cuestión. 

Aunque las concesiones otorgadas por la provincia 
se encontraran fuera de su territorio, li abría que resol- 
ver como cuestión previa si el señor O reí la tiene derecho 
para promover este litigio, o sea si tiene algún interés 
legítimo para promover la demanda, y como esto sólo 
puede surgir del derecho de preferencia que invoca, 
que le lia sido denegado por sentencia, existiría al res- 
pecto cosa juzgada. 

La índole misma de la cuestión determina la nece- 
sidad de resolverla antes de entrar a decidir si la finca 
está ubicada en uno u otro territorio. La razón es obvia : 
se encuentre aquélla donde se encuentre, si ningún inte- 
rés legítimo tiene el actor, se halla imposibilitado para 
demandar. 

En el juicio que siguió el actor contra su mandante 
(expediente 0-19-1ÍJ36), dictada la sentencia que recha- 
zaba la demanda con costas, el actor interpuso contra 
ella un recurso de revisión fundado precisamente en las 
razones que hoy repite en el escrito de demanda. La Cor- 
te rechazó ose recurso, por lo que el asunto ha sido ya 
dos veces sentenciado: una, cuando la Corte resolvió que 
el demandante, en su calidad de superfieiano, no tiene 
ningún derecho de pro fe reacia sobre las substancias de 
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aprovechamiento común, y otra, cuando para eludir la 
sentencia, echó mano del recurso de trastornar la geo- 
grafía. Estos hechos constan a fs. 820 y 825 del expe- 
diente mencionado. 

Son igualmente infundadas Jas razones de hecho 
invocadas por el demandante. Las tierras en donde está 
ubicada la finca Guayrazul, en todo caso, han estad* 
desde hace muchísimos años en posesión de la Provincia 
de Jujuy. Dice que según la exposición de la parte acto- 
ra la finca Guayrazul se encontraría en el Territorio 
de Los Andes o en zona litigiosa con Bolivia. Cita una 
comunicación oficial que no tiene el sentido que el actor 
le atribuyo. Con Bolivia el límite se encuentra fijado 
por un tratado internacional. No existe ningún litigio. 
La línea lijada corre a mucha distancia del lugar donde 
el gobierno tic Jujuy lia otorgado concesiones mineras. 
Agrega que el decreto dictado por el Ministro de Agri- 
cultura, de acuerdo al cual se comunicaba al gobierno 
de Jujuy que la autoridad nacional se absíenía de otor* 
gar concesiones minerns al Norte del paralelo 23* ocu- 
rría antes de que el tratado de límites con Bolivia exis- 
tiera, y su objeto era evitar que la Provincia, otorgando 
concesiones en zona litigiosa, pudiera suscitar inconve- 
nientes con Bolivia. Dice que ni Bolivia ni el gobierno 
nacional lian pretendido jannis oponerse a las conce- 
siones otorgadas por la Provincia en la zona que poseía. 
El único que protesta por ello es el actor constituido en 
gestor oficioso de gobiernos patrios y extranjeros. Es 
verdad que el Congreso de la Nación aun no ha fijado 
limito entre la Provincia de Jujuy y ]n Gobernación de 
Los Andes, de modo que el límite de hecho es el que se 
ha establecido por la posesión, que la provincia tiene y 
ha tenido siempre en la zona en cuestión, como lo de- 
mueslran los hechos que enumera. 
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Si las concesiones se hubieran otorgado fuera del 
territorio de la Provincia de Jujuy ningún derecho ten- 
dría él actor cayo título emana de la misma provincia, 
según lo acreditan los testimonios que acompaña a su 
demanda. Pues Jujuy vendió las tierras en donde están 
ubicadas las concesiones tachadas de nulidad al señor 
Jorge Funes Lastra antecesor del demandante. La pro- 
vincia, según el actor, no podría conceder minas en el 
sitio en donde está ubicada su finca, porque tal sitio está 
fuera de su territorio, pero en cambio, se lo podría ven- 
der válidamente. No podría ejercer actos de jurisdic- 
ción sobre esa zona, pero no habría inconveniente en 
que la vendiera como perteneciente a su dominio pri- 
vado. El demandante no advierte que al invocar la 
nulidad por la causa que él le atribuyo, hace un argu- 
mento suicida. Por oso incurre en el error de invocar 
la nulidad en lo que le conviene y de no tenerla en cuenta 
para nada en lo que le perjudica, No se puede aceptar 
la nulidad en un caso y rechazarla en otro cuando la 
causa que la produce os idéntica. 

Pero felizmente la nulidad invocada no existe. 
Cuando es un Estado que se encuentra en posesión de 
un territorio el que vende, cede, o permuta una parte de 
él a un particular, el título de éste es intocable. Le son 
aplicables los principios que consagran la irrevoeabi- 
lidad de los actos realizados por los gobiernos de fado. 
Cuando el territorio, por cesión, fijación de límites, ane- 
xión o cualquier otro acto que produzca un desplaza- 
miento de la jurisdicción o de la soberanía se realiza, 
los derechos adquiridos por los particulares del anterior 
poseedor quedan a cubierto de cualquier reivindicación 
o nulidad. Cita las opinónos de Dareste, Joaquín V, 
González, el fallo de esta Corte in re Milanece v. Banco 
Provincial de Salta y fallos norteamericanos para de- 



mostrar qtie esta Corte no podría entrar a considerar 
ni resolver ta causa de nulidad alegada por el actor. 
Pues el régimen constitucional quedaría subvertido si 
fuera esta Corte y no el Congreso quien declarara la 
legitimidad o ilegitimidad con que la Provincia de Jujuy 
ejerce su soberanía en las tierras donde se lian conce- 
dido las minas enumeradas en la demanda. Sería la 
Corte Suprema y no el Congreso de la Nación quien en 
realidad vendría a lijar los límites de la Provincia con 
la Gobernación de Los Andes o con la República de 
B olivia. 

Manifiesta que es improcedente la acción por daños 
y perjuicios, tanto por la falta de interés en la acción 
cuanto por la cosa juzgada a que se ha referido. Agre- 
ga que cuando una provincia otorga una concesión mi- 
nera realiza un acto administrativo en su carácter de 
poder público. No puede ser normalmente responsabi- 
lizada por ello, no puede ser responsabilizado un juez 
cuando dicta una sentencia. No hay acción de daños y 
perjuicios cuando uno de estos actos se realiza de acuer- 
do a Ja ley. En el caso de autos deben tenerse en cuenta 
especialmente las dos circunstancias siguientes: \' f ) por 
fallo de esta Corle lia quedado establecido que se dió al 
señor Orella la intervención que le correspondía cu el 
trámite de las concesiones. Pudo y debió, en consecuen- 



ahora, disfrazando a la musa de i-tvil, (raerla a conoci- 
miento de la Corte sino en los casos de recurso extra- 
ordinario. 2*) Sn mandante en posesión de las tierras 
donde se ubicaban las concesiones no podía negarse a 
concederlas. Pedir minas es un derecho de los particu- 
lares. Bll Estado no puede arbitrariamente negar la 
concesión, según surge claramente del Título I del Có- 
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digo de Minería. Ampara, pues, a su mandante lo dis- 
puesto en el art. 1071 y concordantes del Código Civil. 
Niega todos los hechos que a este respecto invoca el 
demandante en cuanto no estuvieran reconocidos, Ja rea- 
lidad del perjuicio y su monto, Ei actor hace una serie 
de cálculos que pueden calificarse de aleares respecto 
al monto del perjuicio, al pretender el 10 % del mineral 
extraído con una ley del 60 %. Lo que el señor Orella 
en el mejor de los casos para él tendría sería un derecho 
de preferencia para obtener la concesión de la mina. 
Dice que el cálculo lo hace el actor aplicando por analo- 
gía lo dispuesto en el art. 401 det Código de Minería, 
artículo que no existe en el proyecto de código que 
redactó el doctor Rodríguez ni en el sancionado por el 
Congreso cuyos artículos llegan al número 372. 

A fs. 45 vta. se abre la causa a prueba y se resuelve 
desestimar el pedido de interventor formulado en el 
otrosí de la demanda, atento lo resuelto por esta Corte 
en el juicio seguido entre las mismas partes — Letra O., 
núm. lí), libro VIII, año 1936. 

A fs. 4ií el representante de 7a provincia informa 
del fallecimiento del actor y a fs. fj'l se presenta la viuda 
de éste doña María Apraiz de Orel la en su carácter de 
administradora de la sucesión a los efectos de proseguir 
el presente juicio. Producida la prueba de que informa 
el certificado de Secretaría de fs. 144, se agregan los 
alegatos de fs. 147 y lf>9. A fs. 179 dictamina el señor 
Procurador Cíen eral y a fs. 180 se llama autos para 
definitiva. 

Y considerando: 

Que como lo tiene resuelto esta Corte en la causa 
seguida por el actor contra la demandada por nulidad 
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de concesiones {Fallos: T. 182, pág. 439), la interpre- 
tación que las autoridades locales dan a las disposicio- 
nes del Código de Minería y la aplicación que hagan de 
las mismas, ai igual de los otros códigos enumerados en 
el art. iue. 11, de la Constitución Nacional, no son 
susceptibles de ser revisadas y modificadas por vía de 
un juicio ordinario entablado contra ellas, sino, en su 
caso, por la del recurso extraordinario de la ley 43; 
porque la acción civil que requiere el art. 1', inc. 1', de 
dicha ley, es la regida por el derecho común, cuyo ejer- 
cicio en nada afecta ni menoscaba la independencia de 
los poderes provinciales en su legítima estera de arción. 
De acuerdo con este principio, si la demanda tuviere por 
fin obtener la revocación de los actos administrativos 
realizados por la Provincia de «Tujuy dentro de sus fa- 
cultades constitucionales y legales, revisando la inter- 
pretación dada por sus funcionarios a las disposiciones 
del Código de Minería, no configuraría una causa civil 
nacida de estipulación o contrato, toda vez que aquélla 
habría procedido en tal caso como poder público y en 
ejercicio de su legítima soberanía (l. 10G, pág. 287 y 
t. 153, pág. 214). Por lo tanto, la nulidad de las conce- 
siones mineras que ahora demanda, ha sido ya resuelta 
en el citado juicio. 

La tacha de ineonstitucionaíidad de esas concesión 
nes que se habrían efectuado fuera de su territorio, en 
zona litigiosa con Bolívia y en litigio también entre la 
Provincia de Jujuy y el gobierno nacional, por ser viola- 
tonas de los arts*G7, inc. 14; 1G, 18, 86, inc. 1» y 14, y 
31 de la Constitución Nacional, carece de fundamento 
alguno, puesto que nada tienen qu* 1 hacer las disposicio- 
nes citadas con los actos administrativos realizados pol- 
la provincia demandada como poder publico en los per 
misos de cateo, la concesión de minas y clasificación de 
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la r Legon'a a que éstas pertenecen. N T o es al actor a 
quien corresponde supervisar a la autoridad provincial 
por la forma y el ni- do en que ella realiza sus actos 
administrativos. Y si éstos afectan a sus derechos, debe 
acudir ante las autoridades provinciales competentes, 
sin perjuieío de que pueda llegar hasta esta Corte por 
medio del recurso extraordinario en los casos que prevé 
el art. 14 de la ley 48. 

Como ya se dijo en el primer considerando de la 
sentencia seguida entre las mismas partes (O. 19-1936; 
Palios: 182, pág. 430) "De acuerdo a la sentencia de 
fs. 207 antes citada, todas las cuestiones planteadas por 
la parte adora acerca de la nulidad de los actos admi- 
nistrativos de la Provincia de Jujuy o por la autoridad 
minera de la misma, así como la interpretación dada por 
esas autoridades al Código de Minería no pueden resol- 
verse por esta Corte en demanda originaria". Existe, 
pues, cosa juzgada al respecto. 

Que la indemnización de daños y perjuicios, por 
fundársela en la nulidad de las concesiones mineras 
otorgadas por la demandada, tampoco puede conside- 
rarse en esta jurisdicción. 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se declara la improcedencia 
de la jurisdicción originaria, con costas. Xolifíquese, 
repóngase el papel y oportunamente archívese. 

Roberto Rbpetto — Antonio 
Saoarxa — B. A. Nazar 
Anchorena — F. Ramos 
MejÍa. 
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JUAN MANUEL Olí ELLA v. PROVINCIA DE Jl'JUY 

COSA JUZGADA. 

Existiendo eosa juzgada respecto d«- las cu cajunes acer- 
en del derecho de prefeivneia invocado por el actor so- 
bre iiMitf*r¡ilí's tlr .st^timiu categoría, y de In nulidad del 
juicio ejecutivo seguido contra el mismo, en el cual in- 
tervino y flnlVutliú <-un exceso sus pretendidos derechos 
procede reehaxitt* l;i demanda que intenta renovar !ns 
mismas enesí iones. 

DICTAMEN DEL pROCL'ltADOIl (ÍEXEHAL 

Suprema Corto: 

Don Juan Manuel Orella era propietario de un 
campo en la región lindera de la Gobernación de Los 
Andes y la Provincia de Jujuy, predio que le fué rema- 
tado en una ejecución por costas, a consecuencia de fallo 
dictado por V. K, Ahoru pide se anule dicha venta, 
aduciendo defectos de carácter procesal y diversos mo- 
tivos de orden constitucional y legal que ya invocara en 
otros juicios. Como el actual viene a ser incidente del 
anterior, la jurisdicción originaria de V. E. resulta acre- 
ditada por tal motivo, aun cuando aquí se demande 
conjuntamente con la Provincia de Jujuy al comprador 
del campo. Rn caso aliínno sería posible anular la venta 
sin oírlo. 

Por lo que respecta a la cuestión constitucional 
plan (cada, me remito a los dictámenes expedidos en 
anteriores demandas del Sr. O relia contra la misma 
provincia. — Hílenos Aires, octubre 14 de 1ÍM1. — Juan 
Álvurcz. 
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Buenos Aires 5 de agosto de 1942. 

Y vistos; Los simios por don l'lrncsto Telayna 
romo apoderado del señor Juan Manuel Orella contra la 
Provincia de Jujuy, de los que resulta: 

A fs, 4 se presenta el citado apoderado promovien- 
do juicio ordinario contra la Provincia de Jujuy por 
nulidad e ilegalidad de la ejecución seguida en los autos 
Orella, Juan Manuel contra la Provincia de Jujuy, 
— 0.19,19.%— , por cobro de costas y del remate del cam- 
po de su principal, efectuado .sin justiprecio de su dere- 
cho patrimonial de preferencia sobre los minerales de 
segunda categoría existentes en dicho campo, lo que ha 
representado, dice, una expropiación indirecta sin pre- 
via estimación ni indemnización, expresamente prohibi- 
da por el Código Civil y la Constitución Nacional En 
consecuencia, taclia de ilegal y nula la compra hecha 
por el señor Angel Pablo Lanl'ranconi. Re funda en los 
siguientes hechos: 1*) El campo de propiedad de su 
mandante comprende una zona de aluvión sedimentado 
y otra de terrazas adyacentes. Los rodados que se en- 
cuentran en la superficie son de aprovechamiento co- 
mún. Los que están fuera de L. superficie y forman 
parte d®l terreno mismo, requiriendo labores mineras 
pa ra su extracción, no son de aprovechamiento común, 
Vbicndo ser objeto de concesión de acuerdo a la ley 
minera. 2 V ) La superficie del suelo que se llama terreno 
cultivable tiene una profundidad que no pasa de 60 
centímetros. El mineral a que se refiere se encuentra 
a 4 metros o más de profundidad en los puntos mus 
favorables. 3») La relación entre las costas reguladas 
a favor de los representantes do la provincia, que as- 
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tienden a $ Gó.UOQ y la liase del remate dispuesto en la 
ejecución respectiva de $ 2;j.000, resulta eonfiscatoria 
y ruinosa para el señor O relia. 4*) Que a fs. 931 de los 
autos ejecutivos se solicitó el nombramiento de un pe- 
rito que además de experto en minas lo fuese en de- 
rechos mineros para que estuviese en condiciones de 
justipreciar los de Orí -11 a como propietario del (ampo. 
Dicha petición fue rechazada a fs. 933. 5') No obstante 
haberse alegado que las minas estaban fuera de la ju- 
risdicción de la Provincia de .1 tijuy, fs. ÍKUJ, y solicitado 
que so pusiera el hecho en conocimiento del Ministerio 
del Interior y del de "Relaciones Exteriores, fue ¿les* 
atendido ese pedido, Kn el Código de Minas hay treinta 
y siete artículos qiu- se ocupan de los derechos del due- 
ño del suelo. 7") Para justipreciar el campo de Orella 
es necesario eonoeer a fondo los artículos que cita del 
Código de Minería que acuerdan preferencias a favor 
del dueño del sudo para la explotación de ciertas subs- 
tancias. 8 V ) La Corte se declaró incompetente [tara eo- 
noeer originariamente del pleito motivo de las costas, 
pero se ocupó hi extenso de la materia constitucional y 
de otras leyes de fondo que no eran imprescindibles 
para el rechazo de la demanda. De modo que las costas 
tienen como base actuaciones inútiles, o sea un título 
inhábil por su origen y con Piscatorio por su monto. 
W>) K\ campo del actor es cosa litigiosa por ser el eje 
del juicio ordinario iniciado ante esta forte y ipie versa 
sobre la jurisdicción que comprende a dicho inmueble 
que es la nacional, en el Territorio de Los Andes. 10") 
El plazo durante el cual se anunció el remate no se ha 
gradúa ti o de acuerdo con la distancia. ll v ) Xo se han 
efectuado las publicaciones en el Juzgado de Paz del 
lugar. 12 v ) Desde el ano WG el actor hizo petición 
minera en relación con su campo ante la Dirección de 
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Minas de la Nación, habiéndose resuelto mantener la 
situación de dejar en .suspenso todas las peticiones refe- 
rentes a minas situadas en territorio nacional al Xortc 
del paralelo 23* por hallarse esa zona en litigio con 
Bolivia. VA") Se refiere al pedido de concesión de la 
mina Pi reinitas que comenzó en 1932 y se acordó en 
1934 no de hiendo aceptarse ese pedido por no encon- 
trarse ubicación en los planos de la provincia. 14 v ) En 
S&l-fij en ÍMB y en 1934 esas concesiones fueron otorga- 
das por la Provincia de Jujuy en zona litigiosa con Bo- 
lívia y el gobierno nacional, zona en la cual los pactos 
internacionales eran de "no innovar". Xo obstante ello 
los concesionarios han podido extraer desde 1934 unas 
diez mil toneladas de estaño que importan cuarenta mi- 
llones de pesos, de los cuales veinte por lo menos eran 
de utilidad neta. 15*) Que al actor para que diera permi- 
so como propietario se le vino engañando con promesas 
de sociedad hasta 1 934. 

Funda su derecho en los arts. 14, lf¡, 17, 28, 31 y 
67 inc. 14 de la Constitución y en los arts. 2312, 2313, 
2314, 2320, m% m0¡ 2m, 2520, 2522, 25H, 2513, 2572, 
2.181, 25S2 al 85, 25SS, 2IÍ45 y 2(149 del Código Civil, y 
en los arts. 2 inc. 2" y 3", 4 inc. 3, 7, S, 10, 11 y (¡8 en rela- 
ción con los arts. 79 a 81, 84, 89, 92, 93 y siguientes. 

Agrega que es de capital importancia determinar 
la jurisdicción exacta correspondiente a las minas. Que 
la tierra del actor se halla indiscutiblemente en territo- 
rio de Los Andes y que la Provincia de Jujuy mediante 
la confección de planos políticos invade arbitrariamen- 
te aquel territorio, y así lia podido atribuirse derechos 
al otorgar concesiones en tal zona. Se lia partido para 
suponer la soberanía de Jujuy en dicho campo, de un 
error inconcebible : la provincia como persona de dere- 
cho privado fué en una oportunidad propietaria de 
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esfi-i tierras, pero olio no supone que las mismas sitas 
en Los Andes lia van estado turnen bajo la soberanía de 
la provincia. Repite Ir. autos expuesto, agrega otras 
Consideraciones y termina pidiendo se declare ta ilega- 
lidad y nulidad de la ejecución impugnada con costas. 

A fs. 11 vta, se corre traslado de la demanda. A 
fs. 13 contesta don Angel Pablo Lnnfraiiconi pidiendo 
el rechazo de la demanda con rostas. Dice que todas 
las afirmaciones del actor son temerarias e infundadas. 
Todas las que formula en este juicio las hizo valer en 
el que por nulidad de leyes y decretos sipruió y perdió 
con costas contra la Provincia tic Jujuy. Existe pues 
un pronunciamiento al respecto, o sea, cosa juzgada. 
En efecto, en el juicio referido el señor Orella dijo que 
la finca no se encontraba en la Provincia de Jujuy 
sino en la (Sobornación de Los Andes o Bol i vi a ; argüyó 
que al justipreciarlo no se habían tenido en cuenta loa 
derechos del pro] acta rio, impugnó de incompletas las 
publicaciones; en una palabra, obstaculizó la marcha 
del juicio en todas las formas imaginables. Todas, y 
aula una de esas impugnaciones, fueron resueltas por 
esta Corte en contra del señor Orella como consta en 
el juicio respectivo. 

Pero aunque no fuera así, auíujiÍG el actor no hu- 
biera presentado con anterioridad esas cuestión*' , no 
podría ahora en lo que se refiere a defectos de proce- 
dimientos, demandar su nulidad por medio de acción. 
Cuando en la tramitación de un juicio se incurre en 
una transgresión a normas que puedan dar lugar a nu- 
lidad de lo aHiiadn, la ley concede al perjudicado un 
recurso dentro de la misma causa; y no interpuesto o 
resuelto esc recurso, no existe ya acción de nulidad. 
Cita las disposiciones de las leyes procesales que esta- 
blecen que la nulidad por defecto del procedí miento 
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queda gflbsanatla si no se redama la reparación en la 
misma instancia en que se hubiere cometido, y los fallos 
que así lo han resuelto. 

Dice que es inexacto que In finca rematada no se 
encuentre en territorio de Jujuy, pues suponiendo que 
hubiera límites confundidos o zonas litigiosas, la pro- 
vincia ha poseído quieta, pública y pacíficamente el te- 
rritorio. El actor pretende que es válido su título ema- 
nado de comí» ra venia de la provincia a favor de uno 
de sus cansadla bien tes, y que es nulo cuando se trata 
de concesiones mineras. Cuando una provincia o nación 
ha estado en posesión de un territorio y éste se trans- 
fiere por cualquier causa, los derechos de disposición 
del primitivo poseedor, que han creado derechos patri- 
moniales a favor de terceros, deben ser respetados. 
Están protegidos por los principios y doctrina de la 
irrevocabilidad de los actos emanados de las autorida- 
des de fado, principios y doctrinas que son universales. 
Ni se puede argumentar de Ja distinta naturaleza ju- 
rídica del dominio privado y de las concesiones mineras. 
Estas ultimas son también propiedad en el sentido de 
las garantías constitucionales. Precisamente, con rela- 
ción a concesiones y con motivo de la anexión de Texas 
y California, la Suprema Corte de Estados l 'nidos de-> 
claró la validez de las otorgadas por los poseedores 
primitivos. A los efectos de este juicio es indiferente 
que la finca rematada so encuentre o no en territorio 
de Jujuy. El remate en el que resultó comprador so 
produjo a raíz de un crédito qne tenía la Provincia de 
Jujuy contra el actor, proveniente de las costas impues- 
tas por esta Corte en el juicio que siguió el actor contra 
la provincia. Se trataba de una deuda que el actor 
estaba obligado a pagar con sus bienes prescindiendo 
del lugar en que estuvieran situados, Ln provincia eje- 
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eutó al actor y como resaltado de esa ejecución se re- 
mató el inmueble. La Única consecuencia que ese hechu 
podría producir es la de la falta de publicación en el 
lugar en que se encuentra el inmueble; pero, aparte 
de que éste está situado en -Tujuy, esa supuesta trans- 
gresión ni procedimiento no puede hacerse valer por 
vía de acción. Por lo demás, ya la planteó en el juicio 
el señor O reí la y ella fue expresamente redi astada por 
esta Corte. 

A fs. ;jr> don .taime M alamud contesta la demanda 
en representación de la Provincia de J tijuy pidiendo su 
rechazo con costas. 

Dice (p¡c existe, sobre las cuestiones planteadas 
por el actor en este juicio, cosa juzgada. La demanda 
se funda en hechos (pie el actor sometió ya a considera- 
ción de esta Corte en el juicio (pie por nulidad de leyes 
y decretos siguió contra su mandante (expediente 0-10- 
Y.W¡). En efecto, en el juicio mencionado, oponiéndose 
al remate primero, y luego solicitando su nulidad, dijo 
ya el demandante que la finen subastada no se encon- 
traba en el territorio de «l tijuy: lo atribuyó las más 
variadas, absurdas y caprichosas ubicaciones. Unas ve- 
ces se encontraba en Bolivia, otras en terrenos en liti- 
gio entre esta República y la nuestra; otras, en la Go- 
bernación de Los A mies. Nunca donde está y ha oslado 
siempre: en la Provincia de dujuy, a uno de cuyos 
sucesores en el dominio la compró el señor O rolla. 

Argüyó también en el juicio mencionado que la ta- 
sación se efectuó sin tenerse en cuenta los derechos eme 
él, como propietario de la tierra, tenía en las minas des 
cubiertas en ella, no obstante que esta Corte se los 
había denegado en la sentencia. 

Transcribe los considerandos de la sentencia refe- 
rentes a los pretendidos derechos que el actor se atri- 
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huía a las minas. Mal podían entonces tasarlas los peri- 
tos. La misión de éstos se reducía a justipreciar la 
superficie, que es lo que lucieron. 

Hace notar que después de dictada la sentencia el 
actor produjo la cuestión ante esta forte y fin*' rechaza - 
da. Hay, pues, dos pronunciamientos sobre el particu- 
lar. Pero ninguno de ellos convence al actor. 

Ku cuanto a las objeciones que formula sobre falta 
de publicaciones, etc., también fueron planteadas y des- 
echadas por el Tribunal. Lo mismo puede decirse de 
las transgresiones al procedimiento que según el actor 
existen, las que fueron planteadas y desechadas. Hay 
pues una evidente desconsideración hacia el Tribunal. 
Funda extensamente la cuestión relativa a las nulidades 
procesales, que no se pueden hacer valer por medio de 
acción sino de recurso, en el apartado 2 de la contesta* 
cióii; y que la ubicación de la finca no tiene importan- 
cia ni puede influir en la solución del caso, en el apar- 
tado 3. Termina diciendo que cualquiera fuese la situa- 
ción del bien éste lia sido rematado porque, como forma 
parte del patrimonio de O reí la, responde por sus 
deudas. 

Abierta la causa a prueba a fs. 32 vta., se produce 
la que indina al certificado de Secretaría de fs. 40. A 
fs. 43 y o*2 se agregan los alegatos presentados por la 
provincia y por el actor respectivamente. A fs. 56 dic- 
tamina el señor Procurador General y a fs. 56 vta., se 
llama autos para definitiva. 

Considerando; 

Que como lo sostienen los demandados en su escri- 
to de contestación a la demanda, el actor ya ha promo- 
vido la misma cuestión acerca de su derecho de pre- 
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fereucia sobro minerales di» la segunda fútelo tía en 
la causa seguida contra la Provincia de Jujuy (Fallos: 
182, pág. 4'SÍI) y por segunda vez la plantea en la causa 
seguida contra la misma provincia por nulidad do con- 
cesiones minoras tallada el día de hoy. Kxiste al res- 
pecto cosa juzgada. También lo existo acerca del pedido 
de nulidad en la o.j eeucion que formulo a t's. 8(il, que 
motivó la sentencia de fs. 867 en que se dijo por esta 
Corte: las defensas intentadas en el escrito de fs. 8b"l 
no son ninguna de las que autoriza a valerse la ley 
procesal. La nulidad mencionada en la referida opor- 
tunidad, ni es «le naturaleza formal, ni tiene otro asi- 
dero (pie consideraciones ya desestimadas por esta Cor- 
te eu los autos. En su mérito se mandó llevar adelante 
la ejecución. V luego por sentencia de fs. 879, se re- 
solvió: Que por cuarta vez — fs. 820, 834 y 8G1— se 
intenta someter al conocimiento del Tribunal cuestiones 
análogas a las ya por tres veces desechadas. 

- 

En esa misma sentencia se apercibió a los firman- 
tes y se les previno que no continuaran obstruyendo el 
trámite de la ejecución. Kilo no obstante, a fs. 902 se 
pidió la nulidad de la pericia del tasador, la que fué 
rechazada por sentencia de fs. 906. Luego por sentencia 
de fs. 937 se rechazaron nuevas impugnaciones hechas 
por el actor acerca de la pe-Vía; y a fs. 937 las hechas 
a fs. 936 sobre nombramiento de perito tercero y sobre 
la retasación pedida. A fs. 940 el actor planteó una 
nueva incidencia que se había resuelto antes, lo que 
motivó la sentencia de fs. H4U en que se la recluí zó y 
apercibió seriamente a los firmantes del escrito. A 
fs. 9i)t¡ la parte de Urella insiste en peticiones anterio- 
res ya resueltas, acerca del remate ordenado, por lo 
que se aplicó a los firmantes del escrito de fs. 95b una 
multa de cincuenta pesos. 
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(Jue atonto lo expuesto os ninui Tiesto que el actor 
que lia intervenido cu el juicio ejecutivo, y defendido 
su derecho con exceso, como resulta do lo que antes se 
expresa, carece de derecho para reclamav en este otro 
juicio, la nulidad do sus procedimientos. Ninguna dis- 
posición legal le autoriza a deducir esta < le matul a, cuya 
temeridad es patente. 

Por estos fundamentos y los concordantes aducidos 
por los demandados en sus escritos de contestación, se 
rechaza la demanda, con costas. — llágase saber, re- 
póngase el papel y archívese. 

ROKERTO IÍEPETTO — ANTONIO Sa- 

oahxa — B, A. Nazar An- 
chohena — F. Ramos Mejía. 



ELADIO SUAREZ v. NACION ARGENTINA 

PHKSCllií'CtOS : í'iíhuVh."» >f vm-imit-uto ihi tt'rinint>. Interrupción. 

El término de la prescripción de la acción para reclamar 
la indemnización esta hice ida en la ley íifJHtí, por la inca* 
pui-iiiad absoluta y permanente ocasionada por un acci- 
dente del trabajo, 110 corre mientras el obrero esta eu 
tratamiento medico, con intervalos de aparente curación, 
altas y bajas transitorias en el servicio activo, con poco 
del salario y de los demás beneficios d<* su eategoríaj es 
f lee ir. recibiendo más de lo (pie la ley núm. WiSrt exige al 
patrón pai'a los casos de incapacidad temporal; circuns- 
tancias (pie, por otra parte, importan tin reconocimiento 
interriiptivo de la prescripción. 

Sentencia del -Iiez Federal 

Rueños Aires, diciembre 30 de 1941. 

Y Vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por Eladio Suárez contra la Nación sobre indemnización de 
daños y perjuicios (accidente del trabajo) y 
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Resultando ¡ 

Que el actor manifiesta que entró al servicio de la Ma- 
rina de (juera de la Nación, para tareas de marinero aero- 
náutico, el 7 de noviembre de 1U32, formalizándose el res- 
pectivo contrato de permanencia en el servicio a contar del 
P de febrero de 1033, 

Fué declarado cesante el 9 de noviembre de 1030. por ab- 
soluta incapacidad para continuar en el servicio. 

Percibía las siguientes remuneraciones : sueldo $ 110 m/u., 
$ lí) m/n. de premio por antigüedad y $ 12 m/a. para ropa; 
total $ 13:2 ni n. ¡d mes. los i[ue divididos por veinticinco días 
hábiles de trabajo dan un promedio diario de $ ó,*2S m/n. 

Un día de julio de 193,1 se hallaba trabajando en la he- 
rrería mecánica do la Escueta de Mecánica de la Armada, 
Daba la espalda a una bigornia, si tunda a un metro de dis- 
tancia, en la que tra'atjaha ntrn mecánico cu la tarca de ende- 
rezar una espina o barra de acero, templada. Al recibir esa 
barra un gol|>e do maza del mecánico (pie trabajaba en ella, 
se partió en tíos, saltando uno de los pedazos, que le pegó 
violentamente en la columna vertebral, lesionándolo. En el 
lugar del golpe le quedó una sensación de adormecimiento, y 
en las piernas tal debilidad que le impedía ea aduar. 

Fué internado en el Hospital Naval. Algunas veces se in- 
tentó reincorporarlo al trabajo pero debió regresar inmedia- 
tamente al hospital, permaneciendo en ¿1 períodos corridos 
hasta de 10 meses, y quedando por último internado, para 
curas y reconocimiento basta el !) de noviembre de 1936, fecha 
en la que se le declaró cesante, por incapacidad para el ser- 
vicio. 

Debe agregar que. eon posterioridad a la baja, se ha 
internado en id Hospital Salaberry de esta Capital, y ahora 
continúa Ja cura en su domicilio. 

Experimenta una parálisis de los miembros inferiores, 
que lo imposibilitan para caminar normalmente. Presenta 
además, los reflejos cutáneos abdominales y eremasterianos 
casi id «olidos. Ha disminuido considerablemente su sensibili- 
dad general, fobre todo la de los miembros superiores; así 
como la fuerza muscular, ofreciendo también, una visible in- 
coordinación en sus movimientos, 

Ku enfermedad se denomina, según han certificado sus 
médicos, do esclerosis en placas. Vial tiendo sido su agente oca- 
sional el traumatismo sufrido en las circunstancias que ha 
señalado. 
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Su incapacidad para el trabajo es absoluta, y tiene el 
curador de permanente ;i efr-etos de la ley núm, 9688, 
ya so lia prolongad' t r un término mayor de- un año 
y puede n firmar^- sin rectiíieacYm que, con el mismo carác- 
ter absoluto, se va ¡i prul'mmu, de ahora en adelante, por un 
termino mucho mayor de un año, y acaso no permita que 
el actor recubre ni siquiera parcialmente su capacidad para 
el trabajo. 

Kí tiobiernu de la Nación, por intermedio del Hospital 
Xa val. lo ha atendido durante la enfermedad ocasionada por 
el accidente, hasta la fecha en que se le dió de baja. 

El Estado Nacional no le ha abonado indemnización al- 
guna y se presume que ha de ser porque loa médicos oficiales 
rio habrán reconocido explícitamente que es el traumatismo 
sufrido el que determinó su enfermedad e incapacidad, no obs- 
tante ser ello evidente, por haber gozado hasta el momento 
del hecho, de prriVcta salud y presentar un desarrollo nor- 
mal, con buen estado de nutrición, y careciendo de antece- 
dentes hereditarios o fnmii tares que pudieran explicar su en- 
fermedad actual como efecto de un causa extraña al accidente. 

Su incapacidad total y permanente está valorizada en mil 
vee.'s <'l promedio diario de remuneración (art, 8 g de la ley 
núm. 9688 y 43 de] decreto reglamentario) o sea, en su caso, 
$ 5.280 m/n., suma por la cual demanda a la Nación, con 
más sus intereses, y fundado en lo que disponen los arts. 1» 2% 
■r, 5', 8», 11, 15 27 y 28 de la ley núm. 9688 y concordantes 
de su decreto reglamentario. Pide costas. 

Que el señor representante de la Nación al contestar la 
demanda ante todo y como defensa de fondo, opone la pres- 
cripción de la acción intentada. Ella procede como lo de- 
mostrará. 

El accidente del actor se produjo a estar a sus manifes- 
taciones, en junio de 1935, constando en las actuaciones ad- 
ministrativas agregadas que él tuvo lugar en julio del año 
aludido. La demanda ha sido deducida el 27 de septiembre 
de 1937, es decir, más de dos años después del hecho que ori- 
gina esta acción, por lo que está cumplido con exceso el tér- 
mino para que se opere la prescripción atento lo que dispone 
el art. 4037 del Código Civil y 19 de la ley núm. 9688. Aun 
en el supuesto de que se pretendiera que dicho término em- 
pieza a correr desde la fecha en que fué dado de alta el 
actor, —5 de junio de 19,16— también se habría cumplido con 
exceso el término para que opere Ja prescripción de la acción 
intentada. 
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En efecto: tratándose de una obligación nacida de un 
cuazidfHto (tirt. 110Í) y concordantes del Código Civil); la 
prescripción se cumplí* al año de ocurrido el hecho, de con- 
formidad con ln que dispone el art. -lüü" <H código «iludido 
y 1£) de Ja ley núm, fltíHíl. 

Además, según las constancias administrativas agregadas, 
el actor fin' dado de alta, en condiciones de seguir prestando 
servicios, el ó de junio de lí>3G. Si con posterioridad sufrió 
nuevos i neón venientes derivados del accidente, filos no le cons- 
tan y no están acreditados en los autos, en forma alguna. En 
éstos", únicamente existe la constancia de o,ue fué dado de 
alta en condiciones de prestar servicios. 

Cabe hacer notar» por otra parte, que ocurrido el acci- 
dente el actor continuó trabajando, no dando parte ni yendo 
a revista médica. Recién e] 10 de aposto, más o menos, un 
mes después del accidente, tuvo inconvenientes en su m a relia, 
los que desaparecieron en parte, quedando nuevamente en 
servicio. 

En el primer momento Suárez no asignó importancia 
al accidente sufrido según resulta de los autos, siendo poste- 
riormente atendido debidamente de su dolencia hasta que fué 
dado de alta en condiciones rte prestar servicios, en 5 de ju- 
nio de ró& 

No cxi.ste en autos prueba alguna de la incapacidad para 
el trabajo alegada por el demandante, ni que ésta provenga, 
del hecho invocado, At contrarío, del expediente surge que 
éste se reincorporó a la Armada en condiciones de prestar 
servicios, 

y i la incapacidad se produjo a consecuencia del acciden- 
te que menciona, pudo el actor, desde julio de 10-í.j o después 
de noviembre de lí>-If>, en que diee se le declaró cesante, dedu- 
cir démanda judicial contra la Nación, con lo cual se babría 
evitado la prescripción de la acción que tardíamente deduce. 

l'or lo expuesto y dando por negados todos los hechos no 
reconocidos expresamente en esta contestación, solicita se re- 
chace la demanda, con cintas. Y 

Considerando: 

Que los hechos aducidos en la demanda se encuentran de- 
bidamente probados y algunos de ellos, además, reconocidos 
explícita o implícitamente por la demandada, no obstante la 
negativa de carácter general que formula en su contestación. 

Queda, por consiguiente, a resolver acerca del derecho 
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del ai'tnr frente a las disposiciones de la ley que se invocan 
como fundamento de la acción. 

Al efecto, procede, siguiendo un orden lógico de prela- 
eión, pro ii iniciarse en primer término sobre la prescripción 
opuesta como defensa de fundo por la demandada v que se 
basa en los arts. -1037 del Código Civil y 1!) de la ley mira. 9688. 
Y para ello, será menester establecer desde qué fecha empieza 
ella a correr. 

No puede ser desde ot día del accidente — julio de 1935— 
desde el momento (pie la demandada por sus órganos compe- 
ten! es hizo asistir al actor por los médicos del Estado y éste 
no pudo tener noticia de la incapacidad <pie alega sino en la 
fecha en que dichos profesionales se expiden, esto es, el 28 de 
septiembre de 1936, y le es notificado el respectivo dictamen, 
algo después* So ha podido por tanto, el actor, ejercitar hasta 
entonces una acción en mérito a un derecho que no le bahía 
sido todavía desconocido. 

En consecuencia, no habiendo corrido desde dicha circuns- 
tancia hasta la fecha de la interposición de esta demanda, 
— 27 de septiembre de 1937— el término de un a fio que pres- 
eriben las disposiciones legales invocadas por la demandada, 
cabe declarar, como se hace, ijiie ta prescripción no se ha cum- 
plido. 

Con referencia al grado de incapacidad del actor y a su 
relación de causalidad con el accidente que sufriera, el sus- 
cripto se remite a las conclusiones categóricas del informe de 
los señores peritos designados de conformidad por las partes, 
dictamen que no ha sido contradicho por ninguna de ellas. 

Dicho dictamen, de una prolijidad meritoria, en la parte 
que concretamente interesa para decidir este asunto, llega a las 
siguientes conclusiones : Que la enfermedad del actor es con- 
secuencia directa del accidente sufrido; Que actualmente se 
encuentra incapacitado para desempeñar su trabajo de forja- 
dor herrero y cualquier otra clase de labor por simple que 
ésta sea (art. 4* del decreto reglamentario de la ley ni'im. 9688) ; 
Que su incapacidad es absoluta y permanente y se estima en 
el cien por ciento del valor de su capacidad laborativa (art. 39, 
me. l* t y art. 4» dei decreto reglamentario de la ley niíni. 9688). 

Falla, pues, det 'mimar el monto de la indemnización a 
que es acreedor el actor. 

En la demanda se expresa que el sueldo, incluido el pre- 
mio de constancia y la asignación para ropa, es de $ 132 m/n. 
y aunque luego, en el alegato, se hace ascender a suma mayor. 
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atento los términos en que quedó trabada la litis habrá que 
tener como base aquella cantidad. 

La pretensión del actor de que el salario para fijar el 
monto de la indemnización se establezca coa una división de 
veinticinco días hábiles, el suscripto la desestima, porque así 
lo ha resuelto en otros casos no obstante Jo resuelto últimamen- 
te por Ja Cámara Federal pues anteriormente dicho tribunal 
resolvió que. tratándose de empleados a sueldo fijo del Estado, 
ella debía calentarse con un divisorio de 30 días. 

F'or tanto y lo expuesto fallo: condenar a la Nación a abo- 
nar al actor dfin Eladio Nuárez. la suma que resulte de multi- 
plicar pur mil el cuociente del sueldo de que pozaba d" 
■ Í32 m/tt., dividido por treinta, fon intereses desde la noti- 
ficación de la demanda, y las costas. Nnt¡ fique.se, repóngase el 
papel y previa devolución de las actuaciones administrativas, 
archives*-. — Emilio L. Onnzález. 



Y Vistos: Estos autos seguidos por Eladio Suárez contra 
el Gobierno de Ja Nación sobre daños y perjuicios provenid 1 
te* de un accidente de trabajo, ¡jara conocer en los rectir* s 
interpuestos contra la sentencia de fs. 111; y 

Considerando : 

Que al negar el representante de la demandada todos los 
extremos no reconocidos expresamente debió el actor aportar 
la prueba de la remuneración (pie percibía de la demandada y 
así resulta que de la producida a fs. 47 y Gl vta. r el total de ía 
misma asciende a la cantidad de $ 217.80 m/íh, por lo que, de 
acuerdo con lo resuelto por est? Cámara en el juicio "Federico 
Tudor v. Cía. Argentina de .Navegación N*. Mihanovieh", fa- 
llado el 12 de abril de lí>3¡t. y teniendo presente el carácter de 
la ley núm. %8S, lia podido el actor ratificar eJ monto de la 
cantidad reclamada como lo hace a fs. 107. 

Que en cuanto a la forma en que debe practicarse la li- 
quidación, se tomará el promedio de los días hábiles, como lo 
ha resuelto este tribunal en el juicio "Bayala, Francisco con- 
tra Mihanovieh Ltda.", fallado en julio 30 de 1341. 

Por ello, y por sin fundamentos, se confirma, con costas, 
!a sentencia apelada de fi 111. en cuanto hace lugar a la 



Sentencia de la Cámara Federal 



Buenos Aires, mayo 22 de 1942. 
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demanda, y no la modifica respecto ¡t la cantidad que la Na- 
ción deborá indemnizar a Eladio Suárez, la que, conforme a 
lo expresado en los considerandos I y II so fija en la suma de 
$ 6.000 m/n. Devuélvase. — Ricarda Villar Palacio. — . Carlos 
del Campillo. — Ezcquicl $. de Olaso. — Juan A. González 
Calderón. — Eduardo Sarmiento. 



FALLO DE LA COIiTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 do agosto de 1942. 

Y Vistos: 

El recurso de apelación ordinaria interpuesto por 
el Ministerio Fiscal contra la sentencia de la Cámara 
Federal de la Capital, que hizo lugar a la indemniza- 
ción por accidente del trabaja demandada por el mari- 
nero aeronáutico Eladio Suárez contra el Gobierno de 
la Nación; y 

Considerando : 

Que, como lo lia declarado expresamente esta Corte 
en el caso Del le Vi lie v. la Nación por la misma causa 
que motiva estos autos — Fallos: 1ÍX), 37G — la acción 
por accidente del trabajo se prescribe al año de ocurri- 
do éste, conforme a lo preceptuado en el art. 10 de la 
ley 0688. 

Que no obsta lo expuesto para decidir que, en e] 
caso de autos, no ha podido correr el término para el 
efecto preindicado o no lia podido correr sin interrum- 
pirse desde que Suárez sufrió el accidente en julio de 
1935, porque estuvo en tratamiento 
con intervalos de aparente curación, altas y 
sitorias en el servicio activo, pero con goce de sueldo 
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y demás beneficios inherentes a su categoría (fs. 47). 
Recibía, pues, más de lo que la ley ÍKÍ88 exige al patrón 
para los casos de baespeidad temporal — inc. *i) del 
art. 8"— y, como lo ha dicho este Tribunal en el caso 
Miller y Seott v. la Provincia de Mendoza, Tallado el 
3 de los currientes mes y uño, aefio non tí<?&l twn procs- 
cribttut ; pero, aun en el easo de haberse iniciado el 
término de la prescripción ron el accidente misino — cu- 
ya naturaleza y aleantes no se conocieron de inmediato 
por los médicos, fs. tí y sigt. . — es lo cierto que el Es- 
tado reconoció expresamente su obligación haein el ac- 
cidentado hasta que lo di ó de baja por inútil, pues como 
queda dicho, Jo asistió sanitaria y económicamente 
—art. :ií>8íi del Código Civil—. 

Que, en cuanto ul fondo del asunto, es indudable 
que la incapacidad del actor se debe al accidente sufrido 
en el servicio y por causa del servicio " sin negligencia 
ni imprudencia" de Suárez —resolución del Ministro 
de Marina de ís. VJ. 

En su mérito y por los concordantes fundamentos 
de la sentencia recurrida, se la confirma con costas, 
llágase saber y devuélvanse. 

IioliEKTO Hkpetto — Antonio 
Saoarna — B. A. Nazar 
Anchores a — F. Hamos 
Mk.iía. 
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NACION ARGENTINA v. BAFTIST A N 
ZUMALACAKREGUI 

Af'TAfíQf'IA. 

t MOLESTO A 1.(1$ HEDI f OS; PriwlpÍM r/niW. 

Lu Dirección General del impuesto a los Réditos os tan 
solo una autoridad administrativa ipic únicamente tiene a 
su miran el mecanismo, la aplicación y percepción de ¡rra- 
vámenés y no puede ser considerada como entidad autár- 
(píica. 

DEMAS I* A COSI HA LA XAt'iU.W 

ÍMPUEÉfo A LOS REDITOS; fi^ctáimimiü u miMM, 

El art. 52 de Iti ley núm. ll.fiSíl. T. O., no comprende las 
Sentencias dictadas contra el Fisto .sino solamenle las con- 
denatorias de los deudores de aquél. 

DEMAS DA COX TI! A LA XACIOS. 

TM 1*1 ESTO A LOS HE DITOS: Piroceáimiffwtñ y ra tirso.-,. 

No procede emplazar ni ejecutar a la Nación para obtener 
la devolución de las sumas indebidamente cobradas en 
concepto del impuesto a los réditos o el pago de las costas 
aplicadas a la misma en el juicio de apremio resuelto en 
su contra, como ta ni] meo procede embarcar a esos efectos 
tas sumas provenientes de la percepción del mencionado 
gravamen, cuyo destino establece el art. 13 de la ley 
num. 11.firt3, T: Q : ,i depositadas en el Banco de la Nación 
a la orden de la Dirección General del Impuesto a los 
Red i toa. 

Sl'NTENl lA DEL JlTJSiS FlDEIUL 

Paraná, febrero g de 1ÍH2. 

Vistos: Estos autos caratulados; *' Fisco Nacional c.,/ Zu- 
malacRrregúi Bautista X, Apremio** traídos al despachó para 
resolver las defensas opuestas a fs. 111 ; 

Y considerando: 



Que en cuanto a la defensa opuesta basada en las 
disposiciones de la ley 39531 que establecen que las sentencias 
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que so dicten contra la Nación son simplemente declarativas y 
que no pueden, en consecuencia, ser ejecutadas, es necesario 
determinar si dicha ley es de aplicación ^n los juicios en que 
el "Fisco Nacional-Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos" sea [jarte. 

Como muy acertadamente lo sostiene la parte que ejecuta 
la sentencia, los juicios que si- sisan contra el Fisco Nacional- 
Dirección General del Impuesto a los Réditos o las que esa en- 
tidad sipa contra particulares, están regidos por las disposicio- 
nes de la ley núm. 11.t¡H:j que tía establecido un procedimiento 
especial para \n< demandas contenciosas o por eobro de im- 
puestos a los réditos. 

Tan es así que no es necesario que la iniciación de la de- 
manda s*.* notifique al P. F , por conducto del Ministerio res- 
pectivo y al Procurador Fiscal, quien deberá proceder previa 
consulta y eon sujeción a fas instrucciones que le transmita 
dicho Ministerio - -art. :i" ley núm. ¡ÍÜfrj, 

En cambio, a la Dirección Geni-ral del Impuesto a los Ré- 
ditos se demanda directamente y conforme al procedimiento 
establecido en la ley núm. 11,083, bastando correr traslado de 
la demanda al señor Procurador Fiscal- o al funcionario que 
la represente — art. 4!i y b'í) ley núm. ll.b'83 — Esas breves 
consideraciones son suficientes para demostrar que las deman- 
das en que la Dirección General del Impuesto a los Réditos 
sea parte, no están regidas ní son de aplicación ninguna de 
las disposiciones de la ley núm. li l J'f2. 

I>e la .simple lectura de la ley núm. ll.b'HIÍ, se desprende 
que la Dirección General del Impuesto a los Réditos es una 
entidad nutárqiiíea con personalidad distinta a la de la Nación. 
El hecho de (pie Jos fundos que maneja sean de pertenencia 
del Estallo no modifica en nada esa conclusión porque cons- 
tituye, "precisamente, uno de los rasgos característicos de Ins 
entidades autárquicas que responden a esos fines, como lo es. 
asimismo, el contralor y aun la intervención administrativa a 
que la ley las somete". 

Si alguna duda pudiera quedar sobre la tnaplicabilidad 
do la ley núm. y<>.V2. la despeja el art. 52 de la ley núm. 11.683 
que dispone que "Corresponde al Juez que haya entendido en 
la causa, la ejecución de las .sentencias dictadas en ella..." 
debiendo aplicarse el procedimiento establecido en el títu- 
lo XXV de la ley núm. ófl. Como se ve, las sentencia* dicta- 
das en los juicio ,1,. | a Dirección General del Impuesto a los 
Réditos, tf* >íj.íi inmune »/e tbrlaratira*; pues la ley no hace 
distingos y sería ridículo pretender que las sentencias sean na- 
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da más que declarativos si son contrarias a bus pretensiones del 
actor* y ejecutables si le son favorables. 

La defensa de falta de personería en el demandado ejer- 
citada por el señor Procurador Fiscal no curresponde ni puede 
oponerse en el proced i míenlo de apremio - — S, ('.. t. 10, pá- 
gina if¡i. 

Tampoco puede discutirse la ineoitstit iteioiialidad dentro 
del procedimiento de aprendo, tomo lo tiene resuelto la Supre- 
ma Corte en el fallo qtfe se registra en el tomo 56 página 410, 
y no siendo tas opuestas ninguna de las excepciones admisibles 
en esta el ase de inicios — art. ¡ilf) ley uúni. ó(l— de conformi- 
dad al art. 319 ley citada, Resuelvo: 

Lteeliazar lm defensas opuestas por el apremiado y mandar 
llevar adelante el apremio basta que se liaira al acreedor papo 
íntegro de la suma reclamada, sus intereses y costas del jui- 
cio. — Abtl MftthiritKja. 



FALLO DE LA CORTE RlTKEMA 

Buenos Aires, 7 de agosto de lí>42, 

Y Vistos: 

Los autos: "Fisco Nacional v. ZumalacárreguL 
Bautista X., Apremio" venidos por el recurso extraor- 
dinario concedido a fs, 152 por esta Corte Suprema 
contra Ja sentencia de i's. ffl%. 

Considerando: 

Que habiendo prosperado la excepción de inhabi- 
lidad de título opuesta por don Bautista X. Zumalaeá- 
rregui en el juicio de apremio que le promovió el Fisco 
Nacional para cobrarle el impuesto a los réditos, el 
primero siguió contra el segundo el procedimiento de 
ejecución de sentencia con el objeto de logrnr el pago 
de las costas impuestas por el fallo de fs. I)'); y obtuvo 
el embargo de fondos depositados en el Banco de la 
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Nación a la orden di? la Dirección General del Impuesto 
a los Iíéditos — fs. ido vía. y 104— y ] a entrega judicial 
de los mismos — fs. 142 vta, y 143 vía — . 

Que el procurador fiscal recurrente sostiene que, 
con arreglo a !o dispuesto en el ait. 7 de la ley 3H.V2, 
tanto el embargo corno la ejeetieión son improcedentes 
y deben di- jarse sin efecto. 

Que esta Corte Suprema ha declarado reiterada- 
mente —Fallos : loo, 280; 127, 126 y 137 ; 12S, 11; 143, 
84; 18(i, 17>1 — que no corresponde dictar emplazamien- 
to contra la Nación, ante los preceptos de la Constitu- 
ción que atribuye al Poder Legislativo y sólo a él la 
facultad de crear reeursos. la do arreglar el pago de 
las deudas del Estada y determinar, en general, el des- 
tino de las rentas que aquéllos produzcan — arls. 17, 
apartado W ; <¡7. iues. 1" a K"'; Sf>, ine. 13, de la Constitu- 
ción Nacional. 

Que la Dirección (Jeneral del Impuesto a los Inédi- 
tos es tan sólo una autoridad administrativa — como 
reza el epígrafe del eapítulo I de la ley 1 1.U83, T. O.— 
que únieamentc tiene a su cargo el mecanismo, la apli- 
cación y percepción de gravámenes — art. 2" de la ley 
citada— cuyo producto debe ingresar diariamente í: la 
Tesorería (i ene ral de la Nación, con excepción de la 
suma (pie el Congrego, v u ejercicio de sus atribuciones, 
ha dispuesto reservar para un destino determinado. 

Que éste, conforme a lo dicho en los precedentes 
considerandos, no puede ser alterado mientras la ley no 
sea modificada —art. 13 de la misma-—. 

(jue esas y otras características —como las que re- 
sultan del art. 42 de la ley, según el cual la demanda 
contenciosa debe ser promovida comí ra el Fisco Nacio- 
nal; del art. 43 que manda correr traslado de aquella 
al procurador fiscal — a cuyo eargo se halla la re]) re- 
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sen t ación jiulioml del Fisco según las leyes 1803, art 
US), inc. V, y ,'í:>(>7, nrt. I" — sin excluir la que, con 
arreglo al nrt. 61), puede ¡isuinir la Dirección por inter- 
medio tic lo* funcionarios uno designo — Fallos: 187, 
(¡41 — la falla de afectación de recursos a un fin deter* 
son claramente demostrativas de que la expre- 
sión "calidad autónoma " empleada en el art. 2* do la 
ley no tiene el alcance que se lo atribuye en la sentencia 
apelada. Así resulta, por lo demás, de los propios tér- 
minos del precepto que limitan esa "autonomía" a los 
asnillos administrativos, no obstante la redundancia 
que implican por referirse a una autoridad que no tiene 
funciones de otra índole. 

Que el art. gg de la ley 11.083 — T. O,— no com- 
prende las sentencias dictadas contra el Fisco Nacional, 
como resulta de Ea falta de toda referencia a ellas; de 
la que, en cambio, se hace a las ejecutoriadas ¡inte la 
Dirección ( ¡enera 1 del Impuesto a los Héditos, y aun de 
lo dispuesto en el art. 13 de la ley 11,683 — T. O.— y 
de la falta de un precepto como el art. Si', l 2* parte, de 
la ley de contabilidad, tanto más notoria on presencia 
de la prohibición contenida en el art. 7 de la ley 3952. 

El art. 7y2 citado, referido tan sólo a las sentencias 
condenatorias de los deudores de] Fisco armoniza, en 
camino, con la ley 3Í1;>2 y con las disposiciones consti- 
tucionales mencionadas en el considerando '.V de esta 
sentencia. 

Que, además, esa es la orientación de ln jurispru- 
dencia de esta Corte Suprema, que antes de ahora ha 
declarado que no procede señalar plazo alguno para 
la devolución de las sumas indebida mente cobradas por 
el Fisco en concepto del impuesto a los réditos — sen- 
tencia del 2<i de septiembre de 1Ü41 iti re "Warner 
líross v. Fisco Nacional". 
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En su mérito se revoca la resolución apelada y se 
deja sin efecto la ejecución de la sentencia seguida en 
estos autos por don Bautista N. Zumulacárrcgui. — No- 
ttfíquese, y devuélvanse al tribunal de procedencia, re- 
poniéndose el papel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sacar na — B. A. Nazak 
Axchoukxa — F. Ramos 
Mejía. 



DOMINGO C1TRAKO v. Cía. Oral. DE FERROCARRIL E s 
DE LA PROVINCIA DE B CEÑOS AIRES 

RECURSO EXTfi.UMiUXAHJO: Materia njrtm. Cuestione* de hc<h„ 
tt prueba. 

Las conclusiones de la sentencia apelada acerca de la na- 
cionalidad de las partes fundada en circunstancias de 
hecho acreditadas en Los autosj son Erreviaifeics por ht Corte 
Suprema en el recurso extraordinario. 

ü 

JUMSIHCVIUX: Fuero federal. Por ta* petwmm». Distinta Mcifir 
mtlidad. 

Si bien la distinta vecindad .solo puede ser invocada, a los 
efectos del fuero federal, en las causas entre nacionales, 
ello no obsta a que el extranjero demandado por un ar- 
gentino pueda acogerte a dielio fuero cualquiera sea la 
vecindad de los litigantes. 

Jl'ltlSDH C/OX: Fuero federal, Vnr \a* prrvñmis. Wstmta nació- 
maHdad, 

Habiéndose invocado por el demandad' a dnhle causal de 
nacionalidad y vecindad distintas, bu- que se haya coni- 
prohado cualquiera de ellas para que surta el fuero fe- 
deral, 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte i 

D, Domingo Citraro demandó ante un juez de paz 
letrado de Rosario a la Cía. General de Ferrocarriles 
en la Provincia «le Buenos Aires, por cobro de pesos. 
Notificada la demanda en la Capital Federal por ex- 
horto (fs. 10), la empresa opuso excepción de incom- 
petencia de jurisdicción, por entender le correspondía 
el fuero federal dada su calidad de extranjera; subsi- 
diariamente, y para el caso que no se aceptara su nacio- 
nalidad extranjera, sostenía era de competencia de la 
justicia federal el conocimiento de la causa por la dis- 
tinta vecindad de las partes (fs. 16). 



El Sr. Juez de Paz Letrado hizo lugar a esa de- 
fensa (fs, 49) y apelada dicha resolución, fué revocada 
por el Sr. Juez de Primera Instancia, el que declaró 
la competencia del Juez de Paz Letrado (fs. 83). El 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 86 lia sido, 
pues, bien concedido. 

En cuanto al fondo del asunto, correspondería con- 
firmar la sentencia apelada en manto declara la com- 
petencia de la justicia de paz letrada, ya que si se 
acepta, de acuerdo a lo resuelto por V. E., en 106 : 281 
y, con fecha 12 del etc., en "Centro de Consignatarios 
de P roí lucios del País, v. Ferrocarril del Sud", que la 
empresa demandada es extranjera, — doctrina que res- 
peto aunque no comparto — el fuero federal no surte 
por razón de la distinta vecindad el que está reservado 
para los casos en que ambas partes son argentinas (181 : 
465; 186: 330). Tampoco procede en tal supuesto de 
distinta nacionalidad, ya que no se ha demostrado en 
autos que el actor sea argentino. — Buenos Aires, se- 
tiembre 23 de 1041. — Juan Álvarez. 
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IWLLM Ui: LA COHTE SI I'IIKMA 

Buenos Aires, 7 de agosto de 

Y Vistos : 

Los autos "('¡1 raro, Oomiugo contra Cía. íí ral. de 
Ferrocarriles eji la Provincia do Buenos Aires, cobro de 
pesos", fiados por el recurso extraordinario concedi- 
do a la parte demandada contra la sentencia de fs. 86 
vta. «pie deniega el fuero federal invocado por aquélla. 

Considerando: 

Que la sentencia apelada, examinando las constan- 
cias de los autos, establece como conclusiones tle hecho 
i rre vi si liles por la vía del recurso extraordinario — Fa- 
llos; l!L>, lli4— que se halla acreditada la nacionalidad 
extranjera de la compañía demandada — conclusión que, 
por lo demás, concuerda con Ea jurisprudencia de esta 
Corte, — Fallos: ISMí, 517 — y la nacionalidad argentina 
del actor que, por otra partí 1 , no la lia negado en el 
juicio — fs. 17 y 66 — . 

Que esta Corte Suprema ha declarado, desde anti- 
cuo, que la vecindad no despoja do su nacionalidad a 
los extranjeros que, habitando en el país, no pueden 
dejar de ser residentes de algunas de sus provincias 
— Fallos: 1, 451 — y ha resuelto, asimismo, que si bien 
es constante jurisprudencia que la distinta vecindad 
sólo puede ser invocada, a los efectos del fuero federal, 
en las causas entre nacionales, ello no obsta a que el 
extranjero demandado por un argentino pueda aco- 
gerse a los beneficios de dicho fuero, cualquiera sea la 
vecindad tle lus litigantes, y que habiéndose invocado 
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por la parte demandada la doble causal de nacionalidad 
y vecindad distintas, basta que se liaya comprobado 
cualquiera de ellas para que surta el fuero federal 
—Palios: 148, 262—, 

Por olio, oído el señor Procurador (leneral se re- 
voca la sentencia apelada en lo que lia sido materia del 
recurso. Uñíase saber y devuélvase, debiendo reponer- 
se el papel en el juzgado de origen. 

Aíítonio Saca» na — B. A. Xazar 
Axcuoreka — F. Ramos Me- 
jía. 



SIMON MílíKIN Y CÍA. 

jrfí/SniCClOy: Farro fctteruL Por t-l /ííí/tir. — Futro ordinario. 

Leyes comunes. Pénale). 

No corres puiidc a la justicia ordinaria si un u la federal, 
el oonoeimieuto del dolilo cometido por un funcionario pro- 
vincial (jue obstruye- el buen servicio del Poder Judicial 
de la Nación, haciendo desaparecer efectos relacionados con 
mu hecho investigado por un juez federal y puntos bajo 
la custodia del empleado local por razón de sus fun- 
ciones. 

Dictamen hel Peeoitiuuoii (¡bneiíal 
Suprema Corte: 

Ante Ja justicia federal de Tucumón se inició su- 
mario con motivo de haberse producido un choque entre 
un tren del Ferrocarril Noroeste Argentino y una voi- 
turetlc de propiedad particular, suceso que, entre otras 
consecuencias, ocasionó deterioros al automóvil, que fué 
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puesto por lus autoridades policiales a disposición de 
dicho magistrado, depositándosele en una comisaría 
local (fs. 50, 58 "y 91). Algún tiempo después, al ir a 
efectuarse un avalúo de los perjuicios resultó que du- 
rante su permanencia en la comisaría se le había hecho 
objeto de robos {fs, 1); y en presencia de tal novedad 
el Sr. juez federal procesó a diversas personas, con- 
ceptuadas prima ¡ocie responsables. Absuelto finalmen- 
te Salvador Mirkin, ex -comisario cuya planilla de ante- 
cedentes hallará V. E. a fs, 230, apeló el Sr, procurador 
fiscal y pasó a entender la cámara de aquel circuito; 
tribunal que ha resuelto, de oficio, no corresponder el 
caso a la justicia federal, Y como la provincial insiste 
en que tampoco el asunto es de su competencia (fs. 187 
y 308), vienen ahora los autos para que V. E. dirima la 
contienda negu*'.- de jurisdicción así trabada. 

A mi entone se trata do robo de bienes secues- 
trados con motivo de un proceso que ra (tone mntcriae 
corresponde al fuero federal, como lo son todos los ac- 
cidentes ocurridos sobre las vías con motivo del tráfico 
ferroviario; y pues el apoderumicnto ilegítimo de esos 
bienes se imputa a quien los tenía bajo su custodia y 
a la orden de juez federal, este hecho debe reputarse 
accesorio de lo principal y seguir su fuero. Consta a 
fe. 246-9 4 ue los restos del automóvil continúan a dis- 
posición do dicho juez. No es posible que la justicia de 
la Nación, para hacer topetar sus decisiones o asegu- 
rar el cumplimiento de sus órdenes, se supedite al crite- 
rio de autoridades provinciales : dentro de lo que co- 
rresponde al fuero de excepción, estas últimas deben 
actuar como agentes naturales de la justicia federal, 
no como jueces ante los cuales deban los tribunales fe- 
derales presentarse en carácter de litigantes. 

Pienso, pues, que corresponde ordenar a la Cama- 
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ra Federal do Tuoumán continúe interviniendo en el 
proceso, con lo cual quedará sin efecto el fallo de fs. 303, 
y dirimida la contienda. — Buenos Aires, julio 24 de 
194:2. — Juan Alcores. 

FALLO m LA ( OH TE SUPREMA 

Rúenos Airea, 7 de agosto de 1042. 

■ 

Y Vistos: 

La contienda de compotencia negativa trabada en- 
tre el señor Juez Federal de Tuoumán y el de Instruc- 
ción y Correccional de la ciudad del mismo nombre. 

Considerando ¡ 

Que a raíz de un accidente ferroviario en el que 
por razones de jurisdicción intervenía el señor Juez 
Federal de Tuoumán, qnedV depositado en la comisaría 
ÍT de la policía de la provincia, a la orden del señor 
juez, el automóvil rpio resultó dañado, y cuando el pe- 
rito designado por el señor juez concurrió a realizar 
la pericia que se le había encomendado, no pudo llenar 
su cometido por cuanto sólo quedaban del automóvil 
el chasis y restos viejos, imputándosele al comisario, 
haber vendido el motor y las piezas que faltaban. 

Que declarada la incompetencia de la justicia pro- 
vincial, el señor juez federal absolvió al acusado por 
encontrar insuficiente la prueba; apelada la sentencia, 
la Exorna. Cámara Federal de Apelación de Tueumún 
declaró la incompetencia de la justicia federal, y vuel- 
tos los autos a primera instancia quedó trabada la 
contienda. 
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Que se trata de un hecho delictuoso cometido por 
un f misionario provincial que obstruye el buen servicio 
del Poder Judicial do la Nación, haciendo desaparecer 
efectos oíié tienen relación con un hecho que la justicia 
investida y que estaban bajo su custodia por razón de 
sus funciones, lo que determina la competencia de la 
justicia federal cu virtud de lo establecido por el Art. 3*, 
inc. 8» de la ley 4* T reproducido por el art. -3, ine. áfj 
del Códiiro de procedimientos en lo Criminal y Correc- 
cional. Es cierto que la citada disposición legal usa 
el té ni lino "empleados" que podría parecer de inter- 
pretación restringida, pero debí' tenerse en cuenta que 
dicho término indica a la persona destinóla por el go- 
bierno al servicio público, sÉgon su acepción iírama ti- 
ca!, y que el propósito de la ley al atribuir a la juris- 
dicción nacional los delitos de esa especie es la protec- 
ción de ta función, cualquiera sea la categoría del em- 
pleado o funcionario que la ejerza. 

Que esta Corte ha d ; eho en un caso análogo — Fa- 
llos: 1 f i7. 1-1 — que no se concebiría ta creación, de un 
gobierno nacional, coja [toderos limitados pero soberano, 
sin muñirlo de lo-; medios indispensables para defender 
su existencia y tu del orden social y político que garan- 
tiza y que (Henos se concibe, todavía, que la defensa de 
esta creación nacional se encuentre confiada a la lejns- 
laeión y a las autoridades judiciales Incales. Cousecuon- 
te con ta doctrina ha declarado la competencia de la 
justicia federal para entender en el delito d • desacato 
contra el Presidente de la Nación, contra l Ministro 
de la Nación o curtirá el Director (íenerat de Correos 
y Telégrafos —Fallos: 177. 1.17: 17í>, 363; ISO, 148 — 
>- ha declarado que lu> actos que tienden a contrariar 
la autoridad que según el art. 104 de la ley orgánica 
de los tribunales de La Capital, miiii, corresponde 
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al Presidente de la Corte Suprema, sólo pueden ser 
perseguidos ante la justicia federal —Fallos: 180, 356. 

Por estos fundanx-ntos, de conformidad con lo die- 
taminado por el señor Procurador General do la Nación, 
se declara que el conocimiento del presente juicio co- 
rresponde a la jurisdicción federal y en consecuencia, 
vuelvan los autos a Ja Kxema. (amara Federal de Ape- 
lación de Tueinnán a fin de <|iie reasumiendo su juris- 
dicción, dicte la sentencia correspondiente, dándose avi- 
so al señor juez de i a jurisdicción provincial. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gaun-a — R. A. Xazar Ay- 
choren- v — F. Ramos Mejía. 



RAI L M. REQUEXA 

RÉi 11; ¿O PE gtV&fAi tnterpwiwm. F«rWf / 

Los art>, ÜOü y L'Jü de la d y federal núm, 50 no auto ri- 
zan ;i iittfritoiji'r A reefirso dr queja por medio de Ull 

telegrama i ! 



a x di; es <;. norvKT 

REfl'BZO EXTRAOTWIX ARW : Materia ajtu». &W* 
Ch'ilcf. — - Constituciones j/ leyes h?cuh-*, Pfflffáitfef, 

Es impr eedenu- e! reeursn extraordinario fundado en el 
arr. Ú o • fn t'otwt Unción Nacional contra L sentencia 
qnc, interpretando le\vs comunes y procesales, declara 
¡nutluiisible la intervención del Asesor «I'* Metieres en 



(i) Koha Ud f»tt>: 1<> do agento v. r r ;4 ¡i,.» : .<>. -í.v.*. 
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la causa criminal instruida con motivo del delito que, 
segon la ilenuneíá, se habría cometido eu perjuicio de un 
menor 



EMILIANO SAÜASTI v l'KOYINCLA DE SANTIAGO 

DEL ESTERO 

jriilSItí('('10\ : Fuero fnlmtt. l'rimipio* tivnmths. 

El «lili«ífiioiamti'ntp de medidas probatorias dispuesto por 
tribunales de provincia para ser cumplido ti el lerritorio 
de la Cupilal dr la Nación, encoadra cu bus atribuciones 
propias del «fobieruo local de esta e incumbe, por ello, a 
bis tribunales ordinarios de la misma. 

F.XIfoh'Td, fiatffenctamu ufo. 

Jl'ttlSftft < i()S: F>urn fnh-m\, Primipio* m-iirrutr?. 

El dilij-enciamicntn de medidas pinhatnrias o,ue no se 
referían a informes sobre constancias de espedientes o 
archivos de la justicia federal, no incumbe a los jueces 
federales ni tampoco a la Corte Suprema, cuya jurisdic- 
ción hállase limitada por los arts. KM y ll>l de h\ Consti- 
tución Nacional y las leyes videntes en materia de com- 
petem-iü de ks tribunales federales; lo cnal no nlisUi a 
que t'stos remitan el exhorto respectivo a los tribunales 
ordinarios ;\ los «pie debió ser dirigido. 

DICTAMEN DEL PltOCl'fMliOR (ÍBXKHA!. 

Suprema Torio: 

Ku causa seiíuidn ante el Superior Tribunal de Jus- 
ticia de la Provincia tío Santiago del Esleru, .su Presi- 
dento hn solioi tado del de esta Ciarte Suprema el étíiii- 
plimielIÍO cu la Capital Federal de ciertas diliireneias 



(*) Fedia iU-l íullo: 10 do n^oslo de 
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probatorias que habrían sido pedidas por las partes. 

Xo encuentro ajustada a prácticas reculares esa ro- 
gatoria, toda vez que ninguna disposición lega] somete 
a V. E. el diligeneiamieiito de medidas como la apunta- 
da, solicitadas por la justicia local; la que tendría en 
todo caso, en cada provincia -o en la Capital Federal 
similares tribunales ante los cuales podría formular el 
requerimiento. 

Opino, por ello, que no corresponde dar curso al 
precedí'!) te exhorto. Huellos Aires, agosto :í de 1942. — 
Jan u Alfares. 



Y vista ta precedente causa caratulada "Exhorto 
Sup. Trib. S. del Estero en los autos ¡Saga si i Emiliano 
c Santiago del Estero, Ja Provincia, año l!H:í". 

1 considerando: 

Que es doctrina de esta Corte que la Capital Fede- 
ral está organizada "en lo judicial como un gobierno 
propio e independiente y de jurisdicción amplia y com- 
pleta en todo fo que es de régimen local" —Fallos: 48, 
71 : 11!», Ü!>1, entre otros. 



Que el diligeneiamionto { ] v simples medidas proba- 

torias, dispuesto por tribunales de provincia, para ser 
eiuiqilido en territorio de Osla Capital, encuadra en las 
atribuciones propias del gobierno local Xo existe por 
consiguiente razón atendible para que su cumplimiento 
sea requerido a los jueces federales ni a esta Corte, con 
tanto más motivo cuanto que I informes solicitados 
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Buenos Aires, agosto 10 de 1942. 
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no se refieren a constancias de ex ¡km lien tes ni archivos 
do la justicia federal. 

Que esta Corte no podría, por lo ileimts, ite curso 
a la presente rogatoria, sin riesgo de conocer mi su 
puestos ajenos a la jurisdicción limitada qué le atribu- 
yen loa nrts. 1(10 y 101 de la (\mstitución Xa o ion al y 
las U»ycs videntes en materia de jurisdicción y eompe- 
tencia de los tribimales nacionales. 

( L >iie sin embarco, a tos efeeioa áe facilitar el cum- 
plimiento de las medidas dispuestas por el Superior 
Tribu n al de hi Provincia de Santiago del Uslero, esta 
Oírte estima posible y conducente la remisión de la ro- 
gatoria a los tribunales a i|ite debió ser dirigida. 

Ku so me rilo y de acuerdo con lo dictaminado por 
ei señor l'ioeurador fJeueral se decide remitir con ofi- 
cio el precedente exhorto a la Cámara en lo TÍ vil en 
turno —lev 1893, nrt l't*2 y sirles.; ley 7Uoo, art. L 1 — a 
fin de ipn i se arbitren los medios para su diliifeneia- 
miento, en la forma y por intermedio de tos funciona - 
ríos que corresponde. Hágase saber. 

Roberto Iíkpetto — Antonio Sa- 
C. Alt na — B. A. Nazak An- 
e :i:\\v — F. Raptos MejÍa. 



DOMINÍlíJ s. ZÍXAYKs v. PROVINCIA 1)H MENDOZA 
ÉMf*bKA!>ttS I't'HUCtK: lirhui.mrs , »>n cí f->><ttl„. 

bus relaciones i|c| Estado - -mañona] o provincial — con 
sus eiiipjpjidcw M- rífeeil per <■! di'reeho coiisl tincinnnl y 
administrativo dentro de b>s limites fijados por la Com- 

titiir'iiii Níii-ÍNnal y las de líis provincias rjiH 1 cioi t'stíl se 
cniiertTian de acin-rdo a l"s arts. :il y KM » pjs ,h- íkj ué- 
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lia, ninguno de los cuales impide f|U<> se prohiba a los em- 
pleados desempeñar otras actividad^ qm» \M (p 1 *' \$. un ' 
pono la or» "nación ailtniftííitt-ntívn o qw *c prohiba a los 
|ifi<lcr«'s p" uliens otorgar ivmuncraüíoiw*! oxttaordináriaH 
por cranÍMones imperiales, acordes o no con la índole de 
sus funcione* ordinarias. 

IWPLEAlxtS WltUt'tlS: I!, to.-b.uet cmtf rl KtfiüH 

lim d&pftHHíioitpíi de] Cniiííío civil sufrir ioeaeióa de ser- 
vicios no tienen Htfepnpia eo» las n-ludones entre el 
Estnilo y «w e-ftipleádos. 

JÍfM$pI€Crn$T JitttMteviwi tiritfíttarítti l*tíncípim ¡varrulr*. 

Lu eónlontíidjid o disconformidad de leyes, drerrtos o 
resoluciones provinciales con la consliturión del mismo 
carácter no están sometidas a ln supervisión nacional, sal- 
vo en los casos d'* iniiisgrcsimi n normas nacionales pre- 
■ eminentes. 

E\Ií*1,í:M>os ri'ltUt'OS: liihutulm t8n el fatutl». 

U>r,\citts i>hl smVIClüS, 

('oi-rcspondc rechazar la demanda sobre cobro de eomi- 
smn deducida contra una provincia por quien, hallándose 
matrittfiadó en ella «QUIO martiliero y siendo empleado 
do [¡i misma, remafó unas minas e» cumplimiento de ór- 
dmes del director de su reparl ieión, si la respectiva cons- 
titución prohibí* acordar remuneración extraordinaria a 
los empleados públicos por servicios prestados en ejercicio 
de mis Funciones o por comisiones especiales o extraor- 
dinaria?!. 



Dictamen del Piuk'i'haoou (¡fxkicai. 
Supromu (.'orle : 

El Sr. Domingo S. Zelnyes, estaba matriculado co- 
mo martiliero publicó en la Provincia de Mendoza, y 
tenía ni mismo tl^Htp* MB empleo on hi División de Mi- 
nas de dicha provincia. Manteniendo osa dualidad de 
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ocupaciones, en diciembre de V.*2í\ se le designó por el 
director de aquella repartición para que sacase n rema- 
te unas minas que habían caducado por falta de pago 
del canoa. Ta) es el servicio que motiva este pleito, Re- 
layes exilie a la provincia le pague la comisión del re- 
mate, i' invoca a tal efecto un decreto expedid" en agosto 
de líílIS por el entonces gobernador de Mendoza, reco- 
nociéndole dei-echii a percibir $ 7.2751 PBX tal í^tíeeptíl. 
La provincia demandada sostiene que semejante reeo* 
nocimieuto carece de valor porque la constitución pro- 
vincial, en su nrt. .'¡!> establece: "no podrá dictarse ley 
" ni disposición que tenga por objeto acordar remulle- 
" ración extraordinaria a ningún funcionario o emplea- 
" do de los poderes públicos, adentras lo sean, por ser- 
" vicios o tieelifj*; que se les encargue en ejercicií» de 
" sus funciones, o por comisiones especiales o extra- 
" ordinarias", 

Kn lo sustancial, ¡mes, y uparle de otros defectos 
imputados al decreto de lírJS, se discute: 

a) si el art. !ií* de la (,'onstitución de Mendoza es 
inconciliable con disposiciones del Código Civil; 

1>) si if<-l"' repiitnr.-e im-orrcela la interpretación 
([lie da actualmente la provincia a dicho artículo, 

Respecto de lo primero, luiré notar a V, K. (pie la 
presunta cueslióu constituciouat aparee planteada en 
forma liarlo imprecisa a fs. 1 C i vta. no resultando haber 
insistido en ella el actor. Majo la hipótesis de estar bien 
planteada, expresaré (¡tic no encuentro colisión entre 
dicho art, :VJ y lo que el Código Civil proviene en mate- 
ria de locación de servicios. Las provincias gozan del 
derecho imliseutidu de organissar su administración se- 
gún lo conceptúen oportuno, y nada de extraordinario 
tiene exigir a los empleados no cobren al Use© provin- 
cial por tíos conceptos mientras estén a mi servicio. 
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Otro tanto hace la Nación. Consta asimismo que el ac- 
tor aceptó efectuar el remate, a salñeiulas de c|iie dieha 
disposición existía, y sin formular salvedades, 

Ahora en cuanto a cuál sea la interpretación co- 
rrecta del expresado artículo y de las leyes provincia- 
les (pie fijen el caso, me parece no estar suficientemen- 
te acreditado deba V. K. intervenir originariamente. 
Se I rularía m:is tácn de una cuestión di* derecho admi- 
nistrativo loen!, ajena a la intervención de la Corte 
Í14(> :;J!W). 

Pienso, pues, que a lo simio corresponderá dictar 
pronunciamiento, y eso en sentido negativo, sobre la 
cuestión de coiislitucionalidad, si V. K. la conceptúa 
planteada en forma. Buenos Aires, abril 17 de 1 í'4C). — 
Juan Ahutrez, 

KALLO DE LA CORTE KlTKEMA 

Buenos Aires, agosto 10 de 1942. 

V vistos: los de Domingo Zclayes contra la Pro- 
vi neia di* Mendoza por cobro de honorarios provenien- 
tes de la comisión de reñíale de tuinas ordenado por 
aquella y debidamente regulados por el gobierno de la 
misma. 

Resultando : 

Que en :í de noviembre tic U'ut! se presenta ante es- 
la Corte el Dr. César L. Palacio con poder de don Do- 
mingo Zelnyes, vecino de esta Capital, demandando a 
la Provincia de Mendoza por cobro de siete mil dos- 
cientos setenta y nueve pesos moneda nacional en con- 
cepto de h o uorer ios y gastos por una comisión ele re- 
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mate do minas que le encomendó la División de Minas 
Geología y Petróleo de dicha provincia y para lo coa! 
fué expresa fuente autorizada dicha n<|*artición |tor de- 
creto niím. S2.'í del Poder Ejecutivo, el cual aprobó la ac- 
tuación del rematador Zelayes en noviembre de Jf»*27; 
pero, en VXU. mando éste gestionó el |m ? o de 
norarios y mistos, recayó resolución denegatoria en 
1934. en virtud de Jo dispuesto cu el art. -*»íí de la cons- 
titueión pro vi ti -Sal t[UP dice asi : 4 *Xo podrá dictarse ley 
ni disposición ijtie teñirá jM,r objeto acordar n-munera- 
cióii extraordinaria a iiin-nin funcionario o empleado 
de los poderes públicos mientras lo sean |*»r M-mcíos 
hechos o «un* se les encarguen en ejercicio de sus f ini- 
ciónos o por comisiones especiales o extraordinaria^**. 

Conceptúa (pie ni es el de Zelayes uno de ea**»- 
contemplados por la constitución puesto o,ue éste, mar- 
tiliero público, reiríslrado y con íiltertad de ejercicio 
profesional no actuó como empicado de la lii visión de 
Minas, sino como martiliero. 

Kt art. IVJ de la constitución mcudoeina. ínterpre- 
tado como ha >ido en la denegatoria. seria «-ni rano al 
Código Civil — arts. loi'j, WTt y lfcíS— y. pro- lo tanto, 
a la Constitución Nacional. Ijoh honorarios cobrados 
se ajustan al arancel ü*- martilieros y merecieron oi-»r- 
tuna aprobación. Pide intereses y costas — fs. í» — . 

Declarada pinjeedente la jurisdicción originaria de 
la Corte — fs. 14 vía.— se «lió traslado de la Unían, la a 
la Provincia de Mendoza y é>ta la contestó a fs. :I0 por 
intermedio de don Adolfo Puebla, nesrando el derecho 
ínvoeailo por Zelayes: ni ¡toruno el art. Hí< di* la Con»' 
ti t m ión do Mendoza es categórico en la prohibición <pic 
hizo valei el gobierno demandado; b) itorqne Zelayes 
no era martiliero, se iu>i-rihió como ia! en V.K1*> —sin 
pagar patente— para realizar los remato que motivan 
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el pleito; r) porque en otro* casos en que se han enco- 
mendado reinales similares se estableció que eran como 
obligaciones i ni -n-nics .1 -us empleus ; ti) porgue el de- 
creto de 1Í':2S ípii' aprobaba las -resl iones di- reñíate y 
su |*ago. no fué [midiendo en el I/cercfaria ni llevó las 
finitas de los tres miembros del V. fcj, como manda Ja 
ley de contabilidad; e) porqu* la ley 7í>!¡ sobre arancel 
di* rematadores, invocada f>m- ej actor, < t - refiere 11 re- 
mates judiciales y, aun aplicándola por analogía a re- 
mates administra ti vos, siempre seria al juez a quien co- 
rres] foüde ría la regulación. 

Xada tiene que ver el Código Civil en las relacio- 
nes del empleado Ze layes con sus superiores de gobier- 
no, ib* carácter puramente administrativo. Kl art, 30 
es preciso y el P. E. de Mendoza lio pudo transgredirlo 
con lanificaciones flietadas al inarircn de oíros precep- 
tos legales. 

Tille el rechazo de la demanda t:©n costas. 

Que abierta la causa a pnicb» — fs. "J3 vía. — las 
partí s produje ron la que estimaron pertinente — fs. 27 
a 4S \-ta. — ; alegaron sobre su mérito — fs. 52 y oU — y, 
ron vista y dictamen del señor Procurador (¡ene rol — 
fs. 07- se llamó ** autos para definitiva" — fs. 08 
vta. — ; y 

< 011 si de ramio: 

1 1 f»tir las relaciones del Kstado — nacional o pro- 
vincial — coa sus funcionarios y empleados, están regi- 
das |nir >i dereelio constitucional y administrativo den- 
tro de li»s límites fijados por la Constitución Xacional 
y la de las provincias que con ésta se conciertan de 
acuerdo eon los arts. Zl f 104, 105, 100, H>7 y IOS de 
aquélla. 
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IT) Que ninguna norma —expresa o tácita— emer- 
gente de osos principios impide que n dichos funciona- 
rios y empleado* se les proliilja desempeñar otros car- 
gos o actividades que aquellas que les impone la orde- 
nación administrativa o «pie se prohiba, n los poderes 
públicos, otorgar n ineracioncs especíales o extraor- 
dinarias por ('omisiones especiales acordes o no con la 
índole de sus funciones ordinarias. 

III) <¿ue tas disposiciones del Código Civil sobre 
locación de servicios no tienen atingencia con las rela- 
ciones del empleado público con el Estado, como lo ha 
dicho y decidido en su constante jurisprudencia esta 
Corte Suprema —Fallos: IS?, llf¡; 1S!>, PJS— . 

IV) Que también ha decidido esta Core que la 
conformidad o disconformidad de leyes, decretos o re- 
soluciones provinciales con la l 'cuist itueióii del mismo 
carácter üq están sometidas a la supervisión nacional, 
salvó cuando se invoca t ratisgresióu a la Constitución 
Nacional, leyes nacionales o tratados coa las naciones 
extranjeras — arls. 31, 100 £ 101 de la Constitución Na- 
cional; Palios ; lü'í, .'lóo'; ItíT, (¡lí; 1S4, Tú — ; y ya queda 
demostrad*) i¡ue el art. .'!!! de la de Mendoza y las leyes 
locales que se invocan, no están comprendidas en esa 
situación excepcional. 

\ ) Que /claves era empleado de la Dirección de 
Minas, Geología y Petróleo de Mendoza en la época en 
que sus superiores le designaron pu<a efectuar el re- 
mate de minas caducadas; no importa saber enál era el 
radio de sus actividades ordinarias en tal eoneeplo; ni 
si era o no martiliero cu ejercicio; lo que importa, fun- 
damentalmente, es que existía un precepto constitucio- 
nal, que debía conocer, que impedía remuneración ofi- 
cial pnr servicios extraordinarios o comisión especial, 
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y no es dudoso que el o Ioh remates que se le encomen- 
daron estaban comprendidos en esa p rol i ilación. 

Mu mu mórito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor IYocufádor General sé desestima la de* 
manda. Sin costas. llágase saber, repóngase el papel 
y en su oportunidad archívese. 

Roberto "Repktto — Antonio 
Sauarna — BL A. Nazar 
Anímiorexa — F. Ramos 
Mejía. 



Ko.MrLo lumm v. NACION ARGENTINA 



K MPl.EMHiS IH'HUVOS: [trino,»,,» ,„„ él I\.«ttuh>, 
JVKÍl* DE ('¡'ESTAS, 

litis agentes de ,ji administración nacional no pueden ser 
t^poiisabilizauos civilmente por hechos ¡id ministra!, i vos 
vinculados ;i l;i contabilidad, sin ipie preceda el examen 
(h- lus cncnlas vía resolución definiiiva ( |e la Contaduría 
(¡eneral de la Xaejóu (jiu* declare mi responsabilidad ad- 
ministrativa y ordene procede* a) cobro del importe del 
cargo respetivo. 



PME$€RlPCt0M¡ Coyniettzo y emtímenib ¿el ti-rmino. 

VA t&mwm de prescripción de his acciones comienza a 
correr iles.lo el día en que el acreedor puede ejercer la 
acción tendiente « exigir al deudor el cumplimiento de 
su obligación. 

PBEtit líl I'C ÍOS ; f'ttntitiKo if VPtíiitnirnla del término. 

VA (.'rninm de prescripción de Ja acción correspondiente 
a la Xación contra un funcionario de ln misma o su fia- 
dor. para obtener el reintegro de una suma de cuya di*- 
truecum por otros empleados es responsable nqiií'l, por 
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inoumni ¡miento ilc sus tarcas de tWalizafióa, romU'nza u 
correr una vez dictada la resul m-inu condenatoria por la 
( lontailurfa Ucitcra] en i-I juicio de cuentas y de vciici- 
do el pimo fijado o» el m-i. 14 de la ley de coutatulidad, 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, alisto 12 de 1!»4J. 

V vistos: Los untos sequillos por don Humillo líos- 
so contra ta Xaciúti, sobre repetición, vellidos por él 
recurso ordiiiuriu de apelación concedido al actor con- 
tra Ju sentencia de la Cámara Federal de Córdoba de 
í's. -'-'i', que desestima la demanda. 

Considerando : 

I. (¿ue al el'eet uarse el 4 de abril de l!í:>3 un ar- 
queo en la tesorería del distrito 11 de Rio Cuarto, I*ro- 
vinciu de Córdoba, de la Dirección (ronera! de Correo: 
y Telégrafos de la Nación, se comprobó la existencia de 
un déficit importan ti-, instruyéndose por ello el cor res- 
pondiente sumarió administrativo ni el cual, por reso- 
I lición del -."> de agosto de 1 ! *L*."Í, el Director (¡ene ral de 
Correos y Te légralos, considerando "une el jete del 
mencionado distrito, don Carlos Sajíuí (de quien era 
fiador el actor en este juicio, don líómulo Hosso) tiu lia 
cumplido eon sus obligaciones administrativas... pues 
no ha Fiscalizado debidamente la labor del contador iu- 
tervctilnr y del tesorero, depositando en ellos una ilimi- 
tada confianza tjuc favoreció la comisión de las irregtt- 
laridailes puntualizadas. . , "que por eonsecuni- 
eia. . . el dele Sr. Sajíili debe compartir subsidiariamen- 
te la responsabilidad el) los déficits. . . " decidió, entro 
otras cosas "declarar subsidiariamente responsable del 
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défieij de $ 11.íM:i.:í!> do <juo tritia el art. :j% al jefe del 

ir- 1 distrito — liíí» Cuarto— Carlos Sa-nf. . . " (art. 4 V ), 
y ordenar a la Dirección Administrativa la iniciaciQB 
"do las gestiones del raso a los efectos di 1 percibir de 
los nombrados. . . o de sus fiadores, las simias en que se 
Jos ha responsabilizado, - - " (art. 13"; fs. ÍH(> y sgtes. 
del expediente admiuist ralivo). 

Kl 27 de septiembre tío ÜiJ'S, di* conformidad con 
lo dispuesto en los urts. ~>i! y concordantes tío la ley 428, 
fm-ron remitidas las actuaciones la Contaduría Ge- 
neral de la Nación ( fs. >í--) f olí la cual so iniciaron de 
innii'dialo los trámites tendientes a obtener fl paga do 
Ja simia reclamada o, en su defecto, los deseafgos co- 
rrespondientes, do acuerdo con el procedimiento seña- 
Indo en los arts. (¡7 y sirles, de la ley de contabilidad 
(fs. ;í¿;i), a cuyo efecto fueron notificados el Sr. ttaguí 
(fs. :í81 y :tS5) y su fiador el Sr. Kusso (fs. 4:í7, 4r>."í 
y si *( ni entes). 

Mientras tanto, por nota del 14 de noviembre do 
1 í tlJIT í . ei Si*. Saiíití había solicitado del Director íioaoral 
de Correos y Telégrafos la reconsideración do las me- 
dida- adoptadas cor respecto a él (nota de I's. 471 y 
Siglos,) y previo dirlameu de la Inspección favorable 
a sus pretensiones (fs. 4S;¡ 4), se decidió requerir do la 
Contaduría (¡oneral de la Nación el envío del expedien- 
te adunáis! ral i vo para resolver dicho pedido. Por r¡e 
'/unes de trámite, las actuaciones no fueron remitidas 
antes de] .'! tío marzo de lüiíli (IV '.VX), 4b.'í y .j74/á) .sien- 
do devueltas por la Dirección Genera] do Correos y Te- 
légrafos el IS de marzo de l!)*J¡», con copia de la reso- 
lución de la misma por la cual se dejaba sin electo la 
declaración de responsabilidad subsidiaria del Sr. Su- 
ya contenida en la resolución del lió de agosto de 1923, 
así como las medidas disciplinarías que se le habían 
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aplicado (nota de fs. 574 y copia de fs. 470 a que ella 
se refiero). 

Devuelto el expediente y conchudos los trámites 
respectivos, la Contaduría General de la Nación dictó 
la resolución mí ni. 9001 del 1* de septiembre de 1929, por 
la cual declaró, en lo referente a la apropiación do pe- 
sos 11.943.39 por parte del contador interventor señor 
Pórtela, que "tamMén corresponde responsabilizar so- 
lidariamente al jefe del distrito -Sr. Snguí, por cuauto 
tampoco en este punto cumplió con las obligaciones in- 
herentes a su cargo"; "que las manifestaciones de des- 
cargo que el Sr. Snguí formula en el sumario. . . no pue- 
den aceptarse, por cuanto esa tarea no podía por su 
índole delegarla, hecho que por otra parte no está au- 
torizado por los reglamentos en vigencia, .. etc.; 
"que constando en las presentes actuaciones, que han 
sido oídos cada uno de loa responsables. . ., como así el 
que se ha dado conocimiento a los fiadores de los mis- 
mos, corresponde en tal situación» formalizar los cargos 
a que se ha hecho referencia precedentemente e intimar 
a las personas antes nombradas para que ingresen los 
importes correspondientes, en la Tesorería General de 
la Nación, o giren a su orden bajo apercibimiento en 
caso contrario, de lo dispuesto en el urt 75 de la ley de 
contabilidad", y en consecuencia resolvió formar el car- 
go corros] jondi en te "al ex-jefo del distrito, don Carlos 
Saguí y a sus fiadores, señores don .Tose Buzón zzo y 
don Hornillo Rosso; por los siguientes conceptos: im- 
porte de los valores declarados, substraídos en el dis- 
trito mencionado * 11.943.39 en concepto de repo- 
sición de sellado en estas actuaciones $ 611 c in- 
timar a los responsables en la forma dispuesta en el 
art. (¡7 de la ley de contabilidad, "para que en el térmi- 
no de diez días, a contar del recibo de la respectiva no- 
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ta. . . ingresen en la Tesorería General de la Nación. . . 
el importe de loa cargos formulados... bajo apercibi- 
miento en raso contrario, de lo dispuesto en el art. 75 
de la eitada ley" (fs. 1 a 25 del expediente administra- 
tivo sobre resolución 1*00! ). 

Posteriormente, por resolución de! 11 de abril de 
1933, teniendo en cuenta que no se había efectuado in- 
greso alguno por el concepto expresado y que el importe 
del cargo debía ser aumentado —por reposición de fo- 
jas e intereses de las deudas — se amplió aquél hasta la 
cantidad de $ 12.653,39 '% (fs. 55/7 del expediente cita- 
do) y por decreto del 4 de mayo de 1933 el P. E. dis- 
puso que se promovieran las aceiones judiciales ten- 
dientes al cobro de la deuda. En cumplimiento de ello 
el procurador fiscal de Bell Ville inició ante el juzgado 
federal, el respectivo juicio de apremio el 3 de julio de 
1933 (fs. 39 de estos autos), en el cual el Sr. Bosso fué 
condenado a pagar la suma reclamada y depositó la su- 
ma de $ 17.395 % importe de la liquidación judicial que 
se practicó, reservándose el derecho de promover el 
presente juicio de repetición (fs« 179). 

II. Que los antecedentes expuestos permiten esta- 
blecer que la responsabilidad civil del ex-jefe del dis- 
trito ll* f Sr. Saguí — y, por consiguiente, la de su fia- 
úor el Sr. Rosso— por la substracción de los fondos, 
proviene de ser aquél responsable administrativamente 
por no haber cumplido las obligaciones de fiscalización 
inherentes a su cargo, según lo declaró, la Contaduría 
General de la Nación. 

A esta repartición incumbe, con arreglo a lo dis- 
puesto en los arts. 52 y siguientes de la ley 428, deter- 
minar ta responsabilidad administrativa de los agentes 
de la administración por "la recaudación, distribución 
o inversión de los caudales, rentas, especies u otras per- 
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tenencias, de cualquier dase que sean, tic la Nación", 
previo examen de las cuentas en el juicio que reglamen- 
ta la ley de contabilidad eií el artículo citado y los que 
le siguen. 

Por consiguiente, el Si\ Kaguí no podía ser respon- 
sabilizado civilmente por licchos administrativos vincu- 
lados a ta contabilidad, sin que precediera el examen 
de las cuentas y la resolución definitiva de la Contadu- 
ría General de la Nación que declarase su responsabili- 
dad administrativa y ordenase '* proceder a la cobranza 
de los alcances que en su virtud se declaran a favor del 
Tesoro Público' ' —ley 428, art. 71—. 

Después de dictada dicha resolución, a la cual la 
ley — art. 74 — acuerda tuerza ejecutiva, y no antes, era 
posible proceder al cobro por la vía de apremio esta- 
blccida al efecto —art. 75 — . Tanto más cuanto que el 
Sr, Saguí había sido eximido do toda responsabilidad 
por la resolución dictada por el Director (i ene ral de 
Correos y Telégrafos de la Nación con motivo de su 
pedido de reconsideración, como se ha dicho en el con- 
siderando anterior exponiendo los antecedentes de es- 
te asunto. 

III. Que el término de prescripción de las acciones 
comienza a correr, como resulta del art. 395(5 del Códi- 
go Civil y lo lia declarado reiteradamente esta Corte 
Suprema —Fallos: ÍK), 17; 178, 418; 1S6, 36— desde que 
la obligación del deudor sea exigihln para el acreedor; 
es decir, desde el día en que éste puede ejercer la ac- 
eión correspondiente, pidiendo el pago de la deuda o el 
cumplimiento de la obligación. 

De conformidad con lo expuesto en los consideran- 
dos precedentes y lo establecido en los arts. 52 y sigtes. 
y 74 y 75 de la ley 428, en el presente caso el reembolso 
de la suma por la que se formuló cargo al Sr. Saguí y 
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a su fiador no pudo ser exigido antes de la resolución 
dictada el 19 de septiembre de 1929 por la Contaduría 
General de la Nación y de transcurrido el plazo seña- 
lado en el art. 74 citado. Y habiéndose promovido el 
juicio de apremio el 3 de julio de 1933, es patente que 
no so había cumplido aún el término de la prescripción 
decenal invocado por el actor. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada y se rechaza la demanda, con costas. Notíf ique- 
se y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Roberto Repetid — Antonio 
Sagarna — B. A. Xazar An 

CHOEENA. 



LUCILA DE LA CASA l)B S ATIBAN v. NACION 
ARGENTINA 

PEXSÍOXES: Militar. 

La esposa de un subofidal del ejírcito condenado a pri- 
sión y destitución no ticuo derecho a la pensión que, a 
no mediar dicha condeno, habría correspondido a sn ma- 
rido con arreglo a ta ley 4707 por sus años de servicio ( ). 



MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
v. FERROCARRIL DE BUENOS AIRES AL PACIFICO 

RECURSO EXTIíAOItDlXMUO: Gu$$tién f ctlrral. Caso*. ItfflésBitt 
Congreso. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado por la 
empresn ferroviaria en la exención establecida por las le- 

(i) Fecha del fallo: 12 de agosto <lo 1912. Ver Pallo*; 131, 432. 
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yes 5315 y 10.057 y en las circunstancias, reconocidas cu 
!tt Sentencia apelada, de que el terreno respecto del cual 
se la finiere obtigar a poner cerco y vereda no da frente 
a estación alguna y figura en la cuenta capital de la 
compañía, h altándose así afectado al servicio ferrovia- 
rio (»), 

FERROCARRILES. 

IMPUESTO A LOS FERROCARRILES. 

Los i n muebles no exel nidos de la cuenta capital de las em- 
presas ferroviarias por el I*. E. o la Dirección General 
de Ferrocarriles, deben ser considerados como integran- 
tes ili'l .sistema ferroviario de aquéllas a los efectos de la 
exención de impuestos establecida en la ley 10.fió7; y 
aun cuando la compañía suspendiera transitoriamente el 
servicio en una zona, no procedería considerar desafec- 
tada del sistema a ta fracción de terreno desocupada, 
mientras el P. E. o la Dirección General de Ferrocarriles 
no dr.sa|i robaran la medida o le fijaran término de cadn- 
cidad o la declarasen definitiva f 2 ). 

IMPUESTO A LOS FERROCARRILES. 

La Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires no puede 
imponer a las empresas ferroviarias la obligación de cons- 
truir cercas o veredas fuera del frente de las estaciones ni 
de pagar el costo de los mismos; si bien aquellas deben 
cercar el camino en los lugares y en la extensión que de- 
termine el I*. R <*). 



BLAS lACARÍNI v. ALFREDO L. VARGAS 

JURISfífCUIOX: Fuero fethral. Principios gctterttle*. 

Los tribunales federales carecen de competencia para 
examinar los procedimientos seguidos ante los jueces pro- 
vinciales en ejercicio de su jurisdicción y declararlos con- 
farios a las respectivas leyes procesales; pur lo cual no 

(l) fVchn del fallo: 12 de aconto ie 1942. 

(i) Falloi: 19.1, 77. 

(3) Fallos: 189, im v *Í4. 
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tes incumbe conocer cu la demanda deducida contra un 
juez provine i¡il por mdemm ti ilación de daños y perjuicios 
provenientes de la manera cómo desempeñó sus funcio- 
nes (*). 



MARIA TERESA RALI A NI DE SRINACCI v. NACION 

ARO ENTINA 

DA SOS Y i 'EIt.JVH IOS: !te.<¡n>n*n\>¡Ud<ul <trl KntmJo tf de las per- 
somts jurídicas. 

No habiendo mediado culpa de la víctima y si, en cambio, 
de los funcionarios de] Estado, por no Haber dotado n la 
Colonia Nacional de Alienados en (pie aquélla prestaba 
sus servicios, del personal necesario para la debida aten- 
ción y vigilancia de los enfermos, recluidos en mintiera 
tres veces mayor que el de ta capacidad del establecimiento, 
y haber omitido adoptar precauciones tendientes a evitar 
hechos (|iie pongan en peligro ta vida de los empleados 
del misino, procede responsabilizar a la Nación por los 
daños y perjuicios provenientes del fallecimiento de un 
celador, sobrevenido a consecuencia de Ins heridas que le 
infirió un insano con el instrumento* cortante que óste 
utilizaba en sus tareas habituales ( a ). 



CARLOS E. MORENO v, CIA. INTERNACIONAL DE 

TELEFONOS 



jrflISfiit ClOX: l'tn-n, fvdrrtd. fVr ¡ti materia. Constituciót, leyes 
tt ¡raladas. 

Corresponde n la justicia federal conocer en el juicio en 
tpie se discute si las tarifas que hi compañía cobra al ae- 



(1) FcH/lm del fnllo: Jí» de agosto de 1042. Vir VnXlm: 40, 181: 
41, 4:t¡ 11.1, (¡¡i; 1ÍO. 3S; lltl. Oí, 

(2) Foehit del fiilln: !í> de n K osto 1942. Ver Fallos; 157, 257; 
377, 417. 
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for por servicios que tienen conexumes interprovineialwu 
asumiendo n«»r <•!!« carácter nacional en los «Mi 
loa leyes 750 V* y 4 - 408 > * on ° no ■> llshl3 ' viacnlandose 
la disi-usk'm coñ la validez de una concesión ¡numcipal 
frente n la de carácter nacional invocada por la empre- 
sa (*)• 

JUR1SDH ' H).\: Fuero federal Por Ui materia. ü*n»mW&», ¡W* 
>t tratar/»*. 

Bí art. V> dé 1» ley 027 es inaplicable a los casos en que el 
fuero federal procede por razón de la materia (-). 



COIllMUÍ \('U>\" DE THANSPOIÍTES DE LA CIUDAD 
DÉ BUENOS AIlíES 

mmmos y amArntAS cwst nucios ales? i^hinbi- 

lidad tte la tlrftmsn m júkh. hUcrvwuht de reprc*e*tM$p 

BEt l ' R8Q E X TU A úMí S A U l O : Cnestwu federal Ümo». C omt tht- 

cÍ6n ÑttCÍomil. — />'f* 'M Congreso. 

I jf . uMÍíW¡:'n d.- representación en los juicios es una 
cuestión procesal que no auloriza la procedencia de re- 
cudo oxtra..rdinario f anu cua.ulo se alegue violuemn del 
art. 18 de la í'on.stitución Nacional ( 3 ). 



'Ui -i ■ 1*1 sm. 

'(■) Ver Fallo*: 2í*i 189, «fc . 
¡al Féé'ka del fallo: 19 de agotte do 18*2. Wr FnUwi 94, 

i:i4. mi: ltí2. 10$ 
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MAKlO tíÁENZ v. PlíOVIXCIA T>E BUENOS AlltES 
.-1 FIRMA DOS. 

CONSTITt'CtOX XÁC10N&&: {'t>»*li¡iirt',)!'¡lí<tu<t e ¡nronttitm tona- 
lidad, iwpitistiix ¡i tinttrihiawm* prtfSfacífltes. Afirmmlm. 
DE REI -tlttS Y a A m .V TIA S C0X8TI TI t IOS. 1 IES ; Derecho de 
propiedad. — Igualdad, 

La contribución de mejoras sólo si« justifica por ra;ón del 
beneficio parUc«Í¿* que recibe el contribuyente, debiendo 
existir entre ambos una prudente eqiiiTafcnplÓ para que 
la primera ni) importe una conftsractón. 

A FIRMA DOS. 

CO.XSTITf 't lOX NACIONAL: Cim*lituv¡nnaUdad e ineontíUüeioMr 
lütad. tmpuettoa y <initr¡ó<u times prminéiaUs. Afifwades, 
DE ¡tlJ ilOS 1 tiAUAXTIAS i OXSTITÜCIOX ALES: Derecho dt 
propiedad. — Igualdad. 

La contribución «lf pavimentos <pie excede al beneficio 
que recibe la propiedad afectada y representa más de la 
tercera parte del valor del inmueble, importa una exac- 
ción violatoria de los arts. 10 y 17 de la Constitución Na- 
cional. 

DlCTAMEN mi. PllOCURADÜJt GENERAL 

Suprema Corto: 

Correspondí' este cuso a la jurisdicción originaria 
de V, E., por ser una provincia la parte demandada, 
tener el actor su domicilio cu esta ciudad, y haberse 
puesto en tola de juicio la constitucionalidad de la ley 
provincial de pavimentos núm. 4.12Ó. 

El fondo del asunto se reduce a determinar si la 
suma que se exigió al actor por concepto del precio del 
pavimento, resulta o no extorsiva, atento el valor de 
los predios afectados. Tal cuestión, por su naturaleza, 
queda totalmente librada al criterio del juzgador. Me 
limitaré, pues, a dar por reproducidos los reparos que 
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formulé anteriormente en 1TÍ): 1SS, 187: 235, y "Bou- 
zat v. Compañía Nacional de Pavimentación y Cons- 
trucciones", dictamen de julio 26 de 1940, que V. E. no 
tuvo oportunidad de tomar en cuenta porque hubo de- 
sistimiento de la acción. Permítaseme transcribir algu- 
nos párrafos de este último. Dije catolices: "No es in- 
constitucional ( ¡ue se mande construir pavimentos; y si 
n juicio de V. E. lo es exigir por ellos precio excesiva- 
mente gravoso para los propietarios, la inconstitucío- 
nulidad comenzaría a partir del punto en que aparezca 
el exceso. Debe admitirse entonces que el contratista 
del pavimento tiene el derecho de cobrarlo hasta ese lí- 
mite, y .sólo ha ile ser obligado a devolver lo que perciba 
de más. Por eso lie insinuado antes a V, 15. la conve- 
niencia de estaulceér por vía jurisprudencial cierto por- 
centaje como máximo, de tal suerte que las autoridades 
administrativas y quienes con ellas contratan tengan 
de antemano alguna idea acerca de cuál será el futuro 
criterio judicial aplicable a sus relaciones jurídicas con 
los propietarios de inmuebles ; pero si la Corte, por ra- 
zones que respeto profundamente, mantuviera su actual 
decisión tic no establecer esa norma general, está to- 
davía a su alcance fijar directamente en cada caso, y 
con arreglo a las particularidades de la causa cuál es 
la suma que el acreedor pudo exigir constitución alíñen- 
te, ó bien declarar la inconstilucionalidad tan sólo con 
referencia al excedente de lo que los tribunales inferio- 
res conceptúan uo extorsivo atentos los elementos de 
hecho y prueba disponibles'*. 

Ha de excusar V. E. si insisto, por parecer me duro 
se reconozca al deudor el derecho de no pagar ni siquie- 
ra lo justo, simplemente porque se le cobró más de lo 
justo. Buenos Aires, septiembre 24 de 1941. — Juan 
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Buenos AiroB 1 agosto 21 de 1942. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el doctor Mario 
Sácnz contra la Provincia de Buenos Aires, por devo- 
lución de una suma de dinero, de los cuales resulta : 

Que n fs. 11 comparece el doetor Manuel M. Pérez 
Ta lujada, en representación del actor, promoviendo de- 
mu:" 1 " contra la nominada provincia para que se la con- 
dene a restituirle la suma de mi mil trescientos treinta 
y ocho pesos con treinta y ocho centavos moneda nacio- 
nal cobrados indebidamente y las que en adelante co- 
bra re en virtud de la ley niíin. 4125 y disposiciones con- 
cordantes, cuya aplicación a su mandante lesiona las ga- 
rantías constitucionales otorgadas por los arts. 16 y 17 
de la Constitución Nacional. Reclama, asimismo, Jos 
intereses de las sumas que resulten desde el día de la 
protesta y los gastos y costas del juicio. 

Que la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires 
sancionó la ley de bonos de pavimentación nnm. 4125 
el 124 de enero de 1933, que el P. E. promulgó el 31 sub- 
siguiente. Por acogimiento de la Municipalidad de Flo- 
rencio Várela a la misma, construyéronse diversos pa- 
vimentos frente a algunas propiedades de su mandante 
que ocupan en el pueblo ti4.;>54 metros cuadrados. 

Que de las liquidaciones de deuda acompañadas 
surge para el actor la obligación de pagar en concepto 
de pavimento la cantidad de * 40.151.40 % precio que 
conceptúa conliscatorio en relación con el valor de la 
tierra dentro de la zona afectada o peor auu porque en 
algunos casos representa más del doble de su valor ve- 
nal. El beneficio de tal pavimentación para las propie- 
dades fronteras es absolutamente nulo, cuando no 
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perjudicial, pues se han alterado los niveles dejando 
hundidos en nn pozo pequeños viviendas existentes en 
diversos lugares. En cuanto a ta vendibilidad en el 
mercado, las tierras se lmn desvalorizado porque o el 
propietario suma al valor anterior el del pavimento 
duplicándolo o el posible comprador paga ei precio an- 
terior haciéndose cargo del pavimento, lo que da por 
resultado la adquisición preferente de los lotes cerca- 
nos al pavimento a menos de la mitad de su cotización 
normal. 

Que el impuesto de que se trata, dice, es inconsti- 
tucional porque en su aplicación al caso absorbe la to- 
talidad del valor de la tierra y ann lo excede; es una 
confiscación. Acompaña los recibos do contribución te- 
rritorial correspondientes al pago del impuesto del año 
1939, y en ellos puede comprobarse que la demandada 
tasó la totalidad de los inmuebles, con una superficie 
de 64.554 metros cuadrados, en la suma de # 53.000 
Quiere decir, pues, postula, que el valor de los 41.362.41 
metros cuadrados afectados al pago del pavimento en 
este juicio sería de $ 33.917.17 y a esa superficie 
con ese valor pretende gravarla la provincia con pe- 
sos 40.151.40 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corle corrióse trasijado de la demanda a fs, 15 vta., el 
cual fue* evacuado por ln Provincia de Buenos Aires a 
fs. -fi, negando: ti) que el valor del pavimento absorba 
el precio total de la tierra en la zona en que el actor es 
propietario, transformándolo en confiseatorio: b) niega 
también que la construcción del pavimento baya per- 
judicado de alguna manera a los inmuebles de su pro- 
piedad afectados por él y, en general, el contenido de 
la demanda cuyo rechazo solicita con especial condena- 
ción en costas. 
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Que abierta la causa a prueba a fs. 29 vta., se pro- 1 
tlujo la que expresa el certificado del actuario corriente 
a fs. 122, Alegóse sobre su mérito por ambas partes, 
fs. 125 y fs. 131, llamando autos para sentencia a fs, 
139; y 

Considerando : 

Que como resulta de la precedente relación de la 
causa, se trata de una contrihueíón de mejoras o special 
ttfiRtKxemeul o sea de aquellas llamadas a beneficiar es- 
pecialmente a ios propietarios que soportan su pago. 
La índole excepcional de esta contribución, que no se 
justifica sino por razón del beneficio particular que re- 
cibe el contribuyente, exige para su validez que guar- 
den ambos —beneficio y contribución— una prudente 
equivalencia. Faltando es te elemeuto, ha dicho la Cor- 
te, el impuesto especial no puede sostenerse como una 
contribución de mejoras e importa, parcial o totalmente, 
caer en la confiscación —Fallos: 138, 161; 140, 175; 
167,75 y 367; 168,250; 177, 373; 184, 620; 187,234; 
101, 125, y muchos otros. 

Que las actuaeioues administrativas corrientes a 
fs. 6 y siguientes, inobservadas por parte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, prueban que el actor, al bacer 
el pago de las cantidades cuya devolución solicita, ha 
cumplido con el requisito de la protesta requerido como 
indispensable por esta Corte en mal crin de impuestos. 

Que, desde luego, el representante de ta provincia, 
analizando la pericia del ingeniero Kspina corriente a 
fs. 58, admite en el alegato que el tributo absorbe alre- 
dedor del 38 f¡ del valor de la propiedad. Semejante 
proporción excede, en el presente caso, el límite que 
razonablemente puede admitirse como posible dentro de 
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un régimen democrático de gobierno, que ha organizado 
la propiedad con límites infranqueables que excluyen 
en absoluto la confiscación de la fortuna privada ni 
por vía directa ni valiéndose del impuesto de obras pú- 
blicas. Debe añadirse a esto que lu misma pericia del 
ingeniero Espina permite concluir que la valorización 
o el beneficio indispensable para la validez del tribute, 
está disimule de linber sido raciona 1 monte contemplado 
en la construcción del pavimento. 

Que, en efecto, la superficie afectada al pavimento 
e¡* de 39.381,73 metros cuadrados (fs. 5!*); el valor del 
metro cuadrado el año ]!Kíh* en Florencio Várela, fecha 
en que dió comienzo la pavimentación, teniendo en cuen- 
ta ubicación, dimensiones y mercado inmobiliario, era 
de $ 2.40 para los lotes mas valiosos y de $ 1.1*0 y $ 1.50 
para los demás (fs. til). Estos precios estarían lejos 
de coincidir con los que hace suyos el representante de 
la provincia en el alegato, quien Ies adjudica como tér- 
mino medio un valor de $ ."{, por metro. 

Que él precio en el mercado por metro cuadrado de 
las mismas tierras, después del año 1ÍKI9 lia sufrido una 
baja representada por el 50 *ft del valor asignado antes 
de la pavimentación, más la cantidad afectada por el 
pago de la obra pública (fs. til vta. y ti2). 

Qüe como el actor tiene opción para pagar la deuda 
al contado, sin interés, o en sesenta cuotas con interés, 
háuse confeccionado según los dos sistemas posibles de 
pago las planillas incluidas de fs. 65 vta. a fs. ti8 vta. de 
la pericia del ingeniero Espina, donde se determina la 
proporción en que una u otra deuda absorben el valor 
de cada lote. 

Que de acuerdo con ellas está demostrado que el 
pavimento construido frente a la propiedad del actor 
en Florencio Várela, Provincia de Buenos Aires, absor- 
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be el valor tlu la tierra en la siguiente proporción: a) si 
se trata de pago al contado desde el 8.88 % basta el 
70.33 r /t> calculando el precio neto del pavimento; b) ú 
se trata del pago en el plazo máximo de sesenta cuotas 
(qtu: es la forma elegida por el actor) desde el 12.64 % 
al 100.39 c /c, tís decir que en el primer caso la absorción 
es alrededor del 40 % y en el segundo aproximadamente 
del 70 En ambos supuestos el valor del beneficio 
sería sobrepasado por el de la contribución y ésta repre- 
sentaría mús de la tercera parte del valor del inmueble. 

(Jue tanto en una como en otra hipótesis, de acuer- 
do con lu jurisprudencia recordada y especialmente de 
la que se registra en el tomo 191, 125, existe una exac- 
ción violatoria de la* garantías consignadas por los 
arts. lti y 17 de la Constitución Nacional y es, por con- 
siguiente, procedente la invalidez do la ley núm. 4125 
de la Provincia de Buenos Aires promulgada el 31 de 
enero de 1933 y así se declara. 

En su mérito, do conformidad con lo dispuesto por 
el art 794 del Código Civil, y lo reiteradamente resuelto 
por esta Corte en cuanto al efecto del pronunciamiento 
de ineonstitucionaÜdad sobre las sumas que deben res- 
tituirse, se hace lugar a la demanda, condenándose a la 
Provincia de Buenos Aires a devolver al actor, dentro 
del término de veinte días, las sumas que se le reclaman, 
con sus intereses desde el día de la notificación de la 
demanda y Jas costas del juicio. Notifíquese, repóngase 
el papel y oportunamente archívese. 

Roberto Repetto — Antonio 
SAGAnNA — B. A. Nazar 
Anchobena — F. Ramos 
Mejía. 
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JULIO VITA v. NACION ARGENTINA 

ACTO A DMlNfSTRA TI YO. 

ADUANA ; Fr©c«áimíenío; 

COSA JUZGADA. 

Las administradores de Aduana carecen de facultades 
liara revocar o modificar por sí las resol liciones firmes 
l>or las cuales distribuyen entre los denunciantes y apre- 
hensores los comisos y las multas a que se refiere el art. 
lj)3P de las Ordenanzas de Aduana. 

FALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Buenos Aires, 21 de agosto de 1942. 

Y vistos: Hl recurso ordinario de apelación dedu- 
cido cu los autos: "Julio Vita v. la Nación sobre co- 
bro de pesos", contra la sentencia dictada por la Carua- 
ta Federal de la Capital, y 

Considerando: Que las actuaciones administrativas 
agregadas al juicio informan que por resolución adua- 
nera de septiembre 5 de 1929, se comisó determinada 
mercadería en virtud de lo dispuesto por el art. 58 de la 
ley uúm. 11.281, a beneficio del actor en su carácter de 
denunciante y de Ernesto Pintos, sin perjuicio de los 
dereelios fiscales. (Ver expte. administrativo núm. 118- 
P-nfm 1929- fs. 33 y 3C). 

Que no obstante bailarse consentida tal resolución, 
es revocada por ei Ministerio de Hacienda en fecha 28 
de agosto de 1934, excluyéndose al actor de la partici- 
pación en el comiso que anteriormente se le babín acor- 
dado, por considerar que su denuncia babía sido verbal 
y no escrita, como lo exige el art. 1039 de las Ordenan- 
zas de Aduana. (Ver expte. administrativo citado, 
fs. 9G). 
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(¿ue del hecho de .ser la autoridad administrativa 
'Hi ien de acuerdo con la reglamentación aduanera per- 
tinente distribuye entre deiiunei antes y aprehensores 
los comisos y multas a que alude el ail. 1030 de las 
Ordenanzas, no puede concluirse que las resoluciones 
que a ese respecto adopta sean re visibles, revocables o 
a nula bles cu cualquier tiempo, dejando los derechos 
nacidos o consolidados a su amparo a merced del arbi- 
trio o del diferente criterio de las autoridades. Esta 
Corte analizando situaciones semejantes ha descono- . 
eido tal facultad a los funcionarios del Poder Ejecu- 
tivo. (Ver Q. H. 17D-»; 180-239; 181-224; 182-57; 
189-213; 191-489 etc.). 

(¿ue en tales condiciones y por las razones expues- 
tas por el señor Juez a-qtto (fs. íií)), la presente deman- 
da debe prospera r en lo principal. 

Por ello se revoca ta sentencia de fs. 6'í> y se declara 
que el Uobierno de la Nación deberá abonar a Julio 
Vita la suma de $ 15.253, 15 "% f más sus intereses legales 
a estilo de los que percibe el Banco de la Nación Argen- 
tina, desde la fecha de la notificación de la demanda. 
Pagúense por su orden las costas de todo el juicio en 
atención a la naturaleza de las cuestiones planteadas. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su proceden- 
cia, donde se repondrá el papel. 

Robeiíto Repetto — Antonio 
Sagakna — B. A. Nazab 
Axcuohena — F. Hamos 
Mejía. 
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C. GARCIA Y CIA. v. PliOVINClA DE BUENOS ALRES 



FALTA !>K ACt lUX. 
SOClMhW. 

Debe desestimarse, por futía de acción, la demanda pro- 
movida por una sociedad cnino suceso ra de ntra con el 
objeto ilc repetir los pagos indebidamente efectuados por 
ésta, si dicha calidad no lia sido demostrada en él juxw 
mediante la prwiitacinn de las pruebas referentes a la 
disolución de la .sociedad que se dice antecesora, a cuyo 
efecto no basta la afirmación hecha en el contrato de 
constitución de la nueva sociedad por los integrantes de 
la misma, de que ésta sucede a la otra en el activo y oí 
pasivo í 1 ). 



IOXU'lO ECSElilO BALBTANI v. PROVINCIA DE 
RITENOS AIRES 

PAGO: Pú0 em jprtMté. Principios generales. 

La acción de repetición de impuestos requiere, para su 
admisión, la prueba de que el deudor realizó el pago bajo 
protesta. 

PAQQ-: Pi/jo pronta. Alcance. 

Cuando la aeción de repetición de impuestos comprende 
pagos efeet liarlos emi y sin protesta sólo puede prosperar 
respecto de los primeros, 

PACO: Puyo ron protesta. Ahttnce. 

U protesta carece de electo retroactivo y sólo es aplicable 
al pago a que se refiere y a los que se realizaren por igual 
concepto en el futuro. 



(i) Perha del fiUlo: M d« «gasto de 1942. Ver Fallos: 177, 219; 
181, 408 . 
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PAGO: Ptuja con proteiUt, Prueba, 

El telegrama cuya autenticidad no lia sido comprobada 
en el juicio, carecí 1 de viilor para probar la existencia de 
la protesta. 



AFIRMADOS. 

COXS T I Ti WÍON y A CIOS -i /. : CoustilHctmalídad e incotmtit ttctotw 
Udad. Intímenlos fí c"ittr¡It»c¡i>nea ¡íroriuvialfs. Afirmado*. 
DERECHOS Y GARANTIAS COSSTITÜCIOSALES: Derecho de 



La contribución de mejoras sólo se justifica por .azon 
del beneficio particular que recibe Ú contribuyente, de- 
biendo existir entre ambos una prudente equivalencia 
para que la primera no importe una confiscación. 

AFIRMADOS. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cfustiturionalidad e inroastitiiciom- 
lidniL imti, «¡tibí 1/ contribuciones prorindiden. Afirmadas. 
DERECHOS 1 'GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
propiedad. 

La contribución (le pavimentos que contra un beneficio 
del 25 % que obtiene el dueño del inmueble, le substrae 
alrededor de un 40 c /c del valor del mismo así como de 
la renta que produce, importa una exnceión violatona 
de los arta. 16 y 17 de la Constitución Nacional. 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte: 

Corresponde este caso a la jurisdicción originaria 
de V. K., por ser una provincia la parte demandada, 
tener el actor su domicilio en esta ciudad, y haberse 
puesto en tela de juicio la constitucionalidad do la ley- 
provincial de pavimentación níim. 4125. 

El fondo del asunto se reduce a determinar si la 
sama que se exigió al actor por concepto del precio del 
pavimento, resulta o no extorsiva, atento al valor de 
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los predios afectados. Tal cuestión, por su naturaleza, 
queda totalmente librada al criterio del juzgador. Me 
limitaré, pues, a dar por reproducidos los reparos que 
formulé anteriormente en 17l>: 188 f 187: 235* y "límizat 
V. Compañía Xucionofde Pavimentación y Construccio- 
nes", dictamen de julio 2Ü de 194U, que V. K. no tuvo 
oportunidad de tomar en cuenta porque ludio desisti- 
miento de la acción. Permítaseme transcribir algunos 
párrafos de este último. Dije entonces : 

"No es inconstitucional que se mande construir pa- 
vimentos; y si a juicio de V. B. lo es exigir por ellos 
precio excesivamente gravoso para los propietarios, la 
bcoustitUíMonalidad comenzaría a partir del punto en 
que aparezca el exceso. Debe admitirse entonces que el 
contratista del pavimento tiene el derecbo de cobrarlo 
hasta ese límite, y sólo tía de ser obligado a devolver lo 
que perciba de más. Por eso he insinuado antes a 
V. E. la conveniencia de establecer por vía jurispruden- 
cial cierto porcentaje como máximo, de tal suerte que 
las autoridades administrativas y quienes con ellas con- 
tratan tengan de antemano alguna idea acerca de cual 
será el futuro criterio judicial aplicable a sus relaciones 
jurídicas con los propietarios de inmuebles; pero si la 
Corte, por razones que respeto proí nudamente, mantu- 
viera su actual decisión de no establecer esa norma ge- 
neral, está todavía a su alcance fijar directamente en 
cada caso, y eon arreglo a las particularidades de la 
causa cual e*s la suma que el acreedor pudo exigir eons- 
titueionalmente, o bien declarar la inconstitucionalidad 
tan solo con referencia al excedente de lo que los tribu- 
nales inferiores conceptúen no extorsivo atentos los ele- 
mentos de hecho y prueba disponibles". 

Ha de excusar V. E. si insisto, por pa rece rmc duro 
se reconozca al deudor el derecho de no pagar ni siquie- 
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ra lo justo, simplemente porque se le cobró más de lo 
justo. — Buenos Aires, abril 30 do 194*2. — Juan 
Alvar cz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de agosto de 1942. 

Y vistos: La causa seguida por Balbiani Ignacio 
Eusehio contra la Provincia de Buenos Aires sobre co- 
bro de pesos, de la cual resulta : 

Que a fs. 15 comparece don Leopoldo L. R. Honssay 
en representación del actor, iniciando demanda contra 
la nombrada provincia a fin de que sea condenada a res- 
tituir a su mandante la suma de $ 2.194.78 %, decla- 
rando previamente inconstitucional la ley núm. 4125, 
en cuanto le afecta, como asimismo los intereses, costas 
y gastos de protesto. 

Expresa el actor que es propietario del inmueble 
situado en Monte Grande, Partido de Echeverría, calle 
25 de Mayo núm. 149 con frente también a las calles 
Ingeniero I. Douclout, 12 de Octubre y H, Constanzó, 
adquirido el 29 de enero do 1937 por ol precio de pe- 
sos 22.000 '%, como lo justifica con el título de propie- 
dad que exhibe. Está avaluado para el pago de la con- 
tribución directa en la suma de * 25.000 '%, no excedien- 
do su valor locativo de $ 1.800 anuales. 

El año 1938 la Provincia do Buenos Aires procedió 
a pavimentar las calles que circundan el inmueble y 
practicada la liquidación de la obra pública resultó que 
la deuda por aquel concepto llegaba, en el caso de pago 
al contado, a la suma do $ 15.522,37 %, y eu el caso de 
optar por el pago en cuotas trimestrales de $ 364.52, a 
la suma de * 21.871.20 % 

Que se han alionado seis servicios trimestrales en 
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las f celias consignadas en las respectivas boletas. El 
testimonio que acompaña acredita la formulización de 
la protesta correspondiente. 

gnu reputa confisca torio el impuesto que se le co- 
bra, pues en el caso de pago al contado el valor del 
pavimento llega ría a más del (JO % de la avaluación fis- 
cal del inmueble, proporción que se elevaría por sobre 
el 85 % si se luciera en cuotas. 

De la sola enunciación del caso t dice, resulta que la 
contribución de referencia reviste carácter couíiseato- 
rio, con olvido de la garantía contenida en el art. 17 de 
la Constitución Nacional y do los principios que inspi- 
ran la reiterada jurisprudencia de esta Corte sobre el 
"local fíftsesstimeut". Además, el art. 11 de la ley núm. 
41i*ó de la Provincia de Buenos Aires en cuanto dispone 
que los propietarios de fincas situadas en zona urbana 
deberán abonar íntegramente el pavimento, viola el 
art. lo" de la Constitución Nacional. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte 
corrióse a fs. 26' traslado de la demanda, el «pie fué 
evacuado a fs. 30 por el doctor José A. (¿uirno Costa, en 
representación de la Provincia de Buenos Aires, pi- 
diendo su rechazo tal como está formulado, con impo- 
sición de costas por la "plus pditio", en mérito do las 
siguientes razones: a) la repetición de lo pagado no 
procede en su totalidad por cuanto del testimonio de 
protesto que se acompaña resulta que los cinco primeros 
pagos de los seis realizados en la fecha de deducir la de- 
manda no lian sido protestados ; h) que la ley impug- 
nada no reviste carácter confiscatorio t desde que la cuo- 
ta exigibk no excede del 30 % del valor de la propiedad; 
por consiguiente, la demanda estaría mal entablada y 
sería improcedente, desde que la ley impugnada no de- 
jaría de tener valor hasta el mencionado por ciento; 



DE ,;uSTtr iA [>K LA NACIÓN 



383 



e) que es previo el ■establecimiento administrativo de la 
proporción a la presentación judicial, razón por la cual 
la demanda debe ser rechazada; il) niega que el valor 
de la propiedad sea el atribuido por el actor. 

IJuc abierta la causa a prueba, i's. 44 vta., se pro- 
dujo la que expresa el certificado de fs. 128 alegando 
sobre su mérito, fs. 131 y 137, ambos contendores. Lla- 
móse "autos para definitiva" a i's. 145; y 

Considerando : 

Que la acción tic repetición de impuestos requiere 
como requisito indispensable para su admisión, la prue- 
ba ilc que el deudor verificó el pago bajo protesta ; en 
caso contrario aquélla no puede prosperar con arreglo 
a la reiterada jurisprudencia de esta Corte. Si la repe- 
tición comprendo diversos pagos, unos bajo protesta y 
otros sin ella, la acción debe admitirse respecto a los 
primeros y negarse en cuanto a los otros —Fallos: 

104, m 

Que el actor exhibe para acreditar el cumplimiento 
de ese requisito el testimonio de protesta corriente a 
fs. '2, de fecha .'¡0 de septiembre de 1940, lieclio en oca- 
sión de realizarse el pago del servicio niím. C de la 
contribución de afirmados de la ley núm. 41213. Aunque 
tal documento se presenta como prueba también apli- 
cable a los cinco servicios anteriores, sin duda so coloi- 
de expresarse allí que se le hace extensiva a los servicios 
realizados con anterioridad, esa solución es inadmisible 
de acuerdo con el criterio del Tribunal;, que ba negado 
siempre efecto retroactivo a la protesta por las mismas 
obvias razones que lo llevaron a exigirla. Esa protesta, 
pues, sólo se aplicará para los pagos futuros, dados los 
términos de la misma, y con exclusión, por consiguiente, 
de los cinco primeros servicios. 
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Que os verdad que la aetora invoca el telegrama 
corriente a í's. 53 para sostener que de su texto y de 
su fecha fluye el pago con protesta de los aludidos cin- 
co servicios, pero ese docunicnto no sólo carece di* auten- 
ticidad judicial sino (pie lo hace inexplicable el conte- 
nido del documento posterior do fs. 2, al repetir una 
protesta que según el actor había sido formulada cu el 
susodicho telegrama — Fallos: 187, 128 — . Por consi- 
guiente, no habiéndose comprobado la existencia de la 
protesta acerca de los pagos correspondientes a los 
cinco primeros servicios, la presente demanda se refe- 
rirá sólo a lo pagado por pavimentos a partir del trein- 
ta de septiembre de l!)40 t es decir de la f celia de la 
protesta de fs. 2. 

(¿uc el ingeniero Bernardo Duffy, nombrado para 
practicar la pericia corriente a fs. 120, ba informado 
sobre lns cuestiones que le fueron sometidas por las 
partes, relativas a determinar cuál era el valor rentís- 
tico del inmueble antes de la pavimentación y cuál el 
que le correspondió después de terminada aquélla. 

Qué al bien ubicado en La calle 23 de Mayo núm. 140 
a que se refiere el título de propiedad corriente a fs. ó, 
comprendido el terreno, las mejoras y el edificio, antes 
de construirse el pavimento le correspondía un valor de 
$ 3*044 '%. 

Oue el terreno, después de realizada la obra públi- 
ca, ha aumentado su valor en un 25 % ; es decir que ba 
pasado de $ 10.Ü44 a $ 13.680; Correlativamente, la ren- 
ta líquida del actor antes de construirse el pavimento 
representaba I.ÍM'M) anuales, y después, por obra de 
un aumento calculado en el 20 % f ascendió a $ 2.280. 

Que la deuda contraída por la construcción del pa- 
vimento puede pagarse, con arreglo a la ley nínn. 4125 
del 31 de enero de lí>3:i ( en dos formas, al contado o en 
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cuotas. La liquidación en el primer caso, respecto del 
iumueblc considerado* representa $ 15.322.37 '%.; en el 
segundo* 21.571.20 '%. 

Que si de acuerdo con la referida pericia, el precio 
del inmueble antea de la construcción del pavimento 
valía $ 82,944 %, es patente, sen que el pago se haga 
al contado o en cuotas (* 15.322.37 %, o $ 21.571.20 '%.), 
que tanto en un caso como en el otro, se toma una parte 
del capital tan exorbitante que allana la garantía del 
derecho de propiedad, con violación de los arts. Ifi y 17 
de la Constitución Nacional. Contra un beneficio del 
25 % que obtiene el propietario se lo substrae alrededor 
de un 40 % en el mejor de los casos. Análogas reflexio- 
nes corresponde hacer respecto de la renta del inmueble. 

Que esta Corte ha resuelto desde el fallo del tomo 
138, púg. Mil, hasta el más reciente de sus fallos (191, 
125) , que para imponer el costo de una obrn pública 
sobre los propietarios que la aprovechan en razón del 
beneficio especial obtenido, es indispensable la aprecia- 
ción adecuada de los dos factores que le sirven de base, 
el beneficio y la contribución impuesta. Si el primero 
fuese excedido por la segunda, se produciría una exac- 
ción o despojo que autoriza al contribuyente a que se 
lo exima de la contribución. 

Kn mérito de estas consideraciones, de conformidad 
con lo dictaminado en la parte concordante del dicta- 
men del señor Procurador General y lo resuelto por 
esta Corte —Fallos : 187, 234— se declara la inconsti- 
tueionalidad del art. 11 de la ley núm. 4125 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires en su aplicación al caso. En 
consecuencia, condénase a ésta a devolver al actor en 
el término de veinte días, la suma que resulte de la 
liquidación que deberá practicarse, con exclusión de las 
cinco primeras cuotas. Deberán, asimismo, pagarse al 
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actor los intereses a estilo de los que cobra el Banco de 
la Nación Argentina a partir de la notificación de la 
demanda y las costas del juicio. Notifíquese, repóngase 
el papel y archívese en el momento oportuno. 

RoRERTO REPETTO — ANTONIO 

Sagarna — B. A. Nazah 
Anchores a — F. Hamos 
MejÍa. 



FFJiKOf'AHliíL D1ÍL SÜD v. NACION AKGENTINA 

mi 't /*> tos A ws FEMBOi 4 n h-iu:s. 

De acuerno a las y 1 <>-""»'. las empresas fe- 

rroviarias aeosridas ¡< l»»s Im-n.-rieius dr la primera se hallan 
óiéntas del pago cíe] -derecho de análisis" sobre el pe- 
tróleo que importen pava atender mi explotadón. 

7.1/ PtXES TOS : ffipt i fctái • 

PAGO: Pago con profeta. Principios generales. 

Si liien el requisito de la protesta no es exipible cu los 
casos de pajios por error. IH> puede considerarse que eons- 
tituvp uno de ellos aquél eti el eiial una empresa ferrovia- 
ria,' no obstante la claridad de los términos de la ley 
1&657, pagó sin reservas el *'d«-reelio de análisis", sobre 
el petróleo ipie importó pnrn atender su explotación, 

Sentencia peí. .1i:ez Federal 

Buenos Aires, diciembre 22 de 1U3Í). 

Y Vistos: Para resolver en definitiva este jtiteio cara- 
tulado "Empresa del Ferro Carril del Sud eontra La Nación, 
sobre devnlneión de una suma de dinero" y; 
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Resultando: 

Que la empresa adora manifiesta que cu concepto de de- 
rechos ü« análisis de diversas partidas de petróleo, aceite mine- 
ral v .subproductos importados con destino a la explotación 
de mis lincas férreas, durante los años V.m al 192-1. se v.u obli- 
gada a pagar la suma de * 2Ü.07.» m/n. 

Que dicho derecho es ilegal ante lo dispuesto en las leyes 
5315 v 10.tí."i7 y así lo ha considerado el Gobierno de la Nación 
en oíros chmis." |«th (pie m el presenil- no se le hizo lucrar a la 
rcelanmi'inn administrativa que formulara Oportunamente en 
razón de que el pago se hizo sin la reserva de la protesta. 

üue la acción cpie promueve estaría aparen temen te en 
puma cotí l;i iurispnulencia fie la Corte Suprema que exige tal 
requisito para que proceda la repetición de impuestos ilegales 
o inconstitucionales, l'or ello d-be ante todo puntualizar que 
1nl jurisprudencia no es aplicable al tubJitc, desde que la 
acción no se basa en la Ücgalidnd o inconstitucional idad de 
los derechas i.hniiii.lm. sino en el pago Indebido de los mismos, 
cu virtud di! exoneración acordada a la empresa. 

Xo iue-'au pues, en este juicio, las razones que se han 
aducido para exigir la protesta previa cuando la devolución 
se basa cu la invalide/ de los impuestos por ser contrarios a 
la Constitución o a las leyes, tratándose en cambio de un 
caso típico del Wl<> por error o "tWicfw eon " 
templado en el Código Civil. . XT it , 

üue por lo expuesto solicita se coudme a la Naco ai a de- 
volverle la snma expresada más arriba, con sus intereses y las 
costas del juicio. t 

Contesta el señor representante de la Nación deseono- 
i-iendo uute lodo los hechos aducidos en la demanda, en cnan- 
to se A-riere» a los pagos que dice haber efectuado, pues ellos 
no surgen fehacientemente de ta.s constancias administrativas 

adjuntas. , . , .. 

En segundo término opone la prescripción de diez anos 
legislada por el art. 41)23 del Código Civil para todos los ^ pa- 
tíos efectuados con anterioridad al 31 de diciembre de 1922 

Con respecto a los pagas involucrados en la prescripción 
expresada, también carece de derecho por haber prescindido 
de la formalidad de la protesta, pues aun cuando aduce la 
actora que dicha formalidad es sólo aplicable con relación al 
naso de impuestos y no cu el caso que se trata de derechos de 
análisis, olvida empero, que la base por la cual dichos demhn 
podrían llegar a devolverse radica proclámente en que se tos 
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considera como derechos aduaneros, o sea impuestos, y les 
alcanza, por tul concepto, la exención del ¡irt. 8 de la ley 
5315. 

(¿no por lo expuesto, solicita el rechazo de ln aeeion, con 
costas. 

Y Considerando : 

Que es exacto, conforme lo exprés» la actora. (pie pese a 
la uniformidad con que la «'orle Suprema ha establecido la im- 
procedencia rio la repetición de lo* impuestos pagados sin re- 
serva del derecho en una protesta, el mismo tribunal ha dis- 
pensado la eoneurreitcia de tal recaudo, en favor de quien 
papa voluntariamente lo que cree deber, ya que se trataría tic 
un pairo por error y no de un pago sin euusn (C. 8. ISO, 313 
— cons. 11). 

Que en el ea*o &vh-lih\ para decidir el derecho alegado 

por aplieaeión de la doctrina precedente. se h. necesario 

establecen si como lo pretende la aflora, en realidad ba exis- 
tido .jurídicamente el error, (pie sin calificarlo, invoca. 

Dicho error según kc afirma y no ha sido desconocido por 
la demandada, consiste en haber pagado indebidamente bis 
derechos aduaneros en cuestión, o sea. con prese indencia de la 
amplia y expresa atención impositiva que fe reconocen las le- 
yes Nos. 531 5 y 10*657. 

En a us- -ne ia de precpte.s administrativas que contem- 
plen el ea.su de unios, corresponde en la cincrjiencia (lilucidarlp 
de acuerdo con lo que al respeelo establece el Código Civil, 
va que la acción deducida por los luchos y antecedentes que 
ía fundan, es la prevista por el artículo 7*4 del mismo, y que 
se basa tu el principio de que nadie debe enriquecerse a costa 
de otro. 

Sabido es. porque así lo enseñan la doctrina y la .uiris- 
pmdeitciu. que ta procedencia de esta acción está .supeditada 
a bis tres condiciones siguientes: que haya existido pairo; que 
se baya hecho por una en usa indebida, y que se baya hecho 
por error. 

Debiéndose establecer esta última circunstancia, cabe ex- 
presar que no se advierte en la demanda, si el error es con- 
siderado como de derecho o de hecho. Si ha de considerarse 
como de derecho no resulta fácil concebir cómo ta actora. Jui 
podido olvidar a! hacer los papos, que las leyes 5315 y 111.057. 
la eximían de todo impuesto, máxime cuando esta exención 
reviste a su respecto, un carácter contractual. 
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Si el error alegado fuera dé heelo, es verdad que éste no 
perjudica cuando ha habido razón para errar, pero no ocurre 
¡O mismo, o sea que. dicho error no podrá f.eparae cuando 
proviene de una ii.--r1ijr«icia culpable (art. Ülüí Cotí. Civil). 
Pero cualesquiera sni el error a que ¡iluda ta actorn, la verdad 
es que el error, para «lar nacimiento a la acción de repetición 
debe resultar claramente probado y del», ser excusable. 

A este respeto dice el doctor Lafaille, que jaira repetir 
v. requiere siempre el error en el pasm. porque quien papa de- 
I i heñida mente una deuda que no le corresponde, no puede 
lúe*:-» volver sobre su determinación. (T. IV-(ÍIS). 

"l£l do. lor Salvat dice que, cuando lia existido error, es 
eraüalivn que la ley presta al wteew el amparo necesario 
pira que pueda repara; I.*., consecuencias de el. pero cuando 
ha pasado con pleno conocimiento, cuando al hacerlo sabia que 
nada debía, su situación no merece la misma protección ; todo 
lo contrario, tratándose de un neto voluntario, debe .soportar 
las consecuencias y ios perjuicio* derivados de el. La estabi- 
lidad de loa actos jurídicos, por otra parte, exige que asi sea, 
porque si el so/rea* pudiera en tales condicione» entablar la 
acción de repetición, el acreedor no podría jamás contar con 
la se-uridad del papo. El error del Wrvrta, por lo demás, 
debe s^r excusable (OMttiarwwa. pá¿r. óíl.O. 

Nuestra Corle Suprema, sobre este aspecto de la cues- 
tión fundándose en la opinión de h>s tratadistas, ha sostenido 
une el error debe resultar claramente probado: porque si quien 
hizo el naso huhiera tenido o debiera tener conciencia de lo 
que hacía."., de que papaba de más, debe considerarse que su 
propósito fu.' realizar un acto jurídico distinto al previsto en 
la Urni&ito indebUi, tal como una donación o enalqnier acto 
de liberalidad, tal vez el pafjo de una ohlipacion natural 
(véase Planiol D*r. Civil, t. 2. 274; 0WMO ,.€¡fa¡[Mm 
páe. 402, párr. 694; Salvat. Oblitjmwncs, pap. MIO. parr. 
1 ^TO) 

Como conclusión a este respecto, considera la Corte, que 
cuando se habla del error como causa Icíri.l para anular las 
eoiisecnemias de un neto jurídico, debe ser fuñado en el * en- 
lido v con las características del art. 929 del Cid. Civil, el 
que textualmente dice : «no puede alearse «« n J» ! » 'gf 
rauda proviene de una neplipenein culpable . (C S. Ib», -¡-«h 

C0 ™'olJ al admitir el error de derecho en nn caso m-nrrente., 
düo la Corte Suprema que dicho error era explicable allí, 
por la forma un tanto confusa como se hizo la derogación del 
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impuesto (caso di» hi ley 11.824), hasta el punto que suscito 
dudas en la propia administración, sepún se vé por los ante- 
cedentes que so han invocado en la discusión (C\ S., 180. 322) 
razón par la (pío hizo lugar n la noción do repetición deducida. 

En o) cuso sub-iitfi, no solamente ni siquiera puede ha- 
bí tirso do error do derecho, sino que la empresa nctora, ni ha 
insinuado una excusa n fin de justificar el pretendido error 
en que ludiría incurrido. 

Según so desprende de lo expuesto por la actora en su 
alegato de f.s. tí 5 vta. parece ser (pie en la Aduana, no sola- 
mente, no se denunció el destino do la mercadería, sino (pie 
tnmpoen so invocó el derecho a la exención impositiva de las 
leyes íi'.il'y y lO.tíóT, pues «sí se desprendo cuando expresa que t 
miles do llegar al plantea miento judicial de cualquier cues- 
tión con el Gobierno, es práctica invariable de las empresas 
ferroviarias procurar el reconocimiento do sus derechos por 
la vía administrativa y no mediante reclamos contenciosos 
concretos con mi rus a ulterior promoción de dcmnndns, sino 
con gestiones de ea meter {icneral. lo que en síntesis equivale 
sostener que los pagos do autos han .sitio efectuados a plena 
conciencia, para liie¡ro reclamarlos en una gestión de carácter 
general, o «en, que en ningún momento ha mediado error de 
hecho ni de derecho con respecto a los pugos efectuados por 
la nctora. 

Que es indudable que la precedente circunstancia de he- 
cho conferida por la nctora, reviste especial importancia acerca 
del carácter definitivo (pie para el fisco tienen los pagos efec- 
tuadas por bi nctora, o por lo menos, acerca de que en tal 
concepto los cobró. 

La exención impositiva acordada por las leyes 5ÍI15 y 
10.fi>7, osla acordada a los fines de la construcción y ex- 
plotación do los ferrocarriles, o sea, en razón del destino de 
utilidad púhTien de las cosas afectadas al servicio ferroviario, 
y no on consideración ¡i bi sola existencia do las empresas fe- 
rrocarrileras. 

De ello se deduce que; no todos los bienes de la actora 
están amparados por la exención legal invocada, pues para 
ello so hace necesaria ln afectación de Ins mismos al servicio 
público y bi previa denuncia do esta situación ante las res- 
pectivas autoridades fiscales. Xo todo lo (pío la actora importa 
al país, por ot gfrtlo hecho do la consignación a su nombre, lia 
de merecer la liberación de los do recluís aduaneros, pues es po- 
sihle que a olla vengan también consignaciones que nada ten- 
gan (pie ver con el ferrocarril. 
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Por ello, a los fines de la exención la actora debe compro- 
meter en la documentación de despacho, el destino a darse a 
los efectos, para que recién ta Aduana pueda acordar la libe- 
ración de los derechos como efectos sujetos a verificación de 

destino. , , . . , 

En el caso de autos, según surge de la demanda y lo ale- 
gado, no se ha hecho mención de dicha circunstancia, lo que 
corrobora el informe de fs. 45, en cuanto expresa la Direc- 
ción General de Ferrocarriles, que en los libros de entrada a 
los almacenes, no está especificado el destino de los mismos. 

De los antecedentes de «echo y la doctrina examinados, 
surge sin lugar a dudas la inexistencia del error que se pre- 
tende articular, y si en su cnso pudiera admitirse su existen- 
eia, eon él aparecería también evidente la culpa grave de la 
actora, en razón de haber omitido diligencias que le habrían 
asegurado la liberación de los derechos aduaneros, en cuyo 
cuso esta negligencia no tendría otra consecuencia que la de 
anular los efectos del error, a la vez que enervar el ejercicio 
de la acción de repetición ¡ lo que así se declara. 

Por tanto y lo expuesto Fallo: Desestimar por improce- 
dente la acción de repetición de pago deducida por la em- 
presa del Perro Carril del Sud en contra de la Nación, eon 
costas. Notifíquese, repóngase el sellado y oportunamente ar- 
chívese. — Emilio L. González. 

Sentencia de la CAmaba Fedebal 

Buenos Aires, julio 16 de 1941. 

Y vistos estos autos sobre devolución de una suma de di- 
nero, seguidos por la empresa del Ferro Carril del Sud contra 
la Nación para pronunciarse acerca del recurso de apelación 
concedido a fs, 80 vta., respecto de la sentencia definitiva de 
fs. 75; 

Y Considerando: 

V) Que en la primera parte de su expresión de agravios 
de fs. 83, la demandante se allana a las defensas de prescrip- 
ción liberatoria en cnanto har a la repetición de ciertos pa- 
pos, y de falta de prneha en lo que se refiere a otros, opuestas 
por ía demandada en su contestación de fs. 13 y reproducidas 
en el alegato de fs. fiíi ; y limita así su reclamo de % 26.065 m/n. 
formulado en la demanda de fs. 5, a la suma de $ 13.750 m/n. 
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que la demandada reconoce a fs, 71 vta. haberse satisfecho. El 
litigio queda reducido, de esta manera, a ta otra defensa de- 
ducida cu la antedicha contestación de fs. 13: la falta de pro- 
testa reí ¡i ti va a los pagos de (¡ue se trata. 

2*) (¿ti* 1 la propia aetora ha reconocido ,4 no haber pro- 
mediado protesta previa ni simultánea con los papos efectua- 
dos", según lo expresa en el capítulo quinto de su alegato de 
fs. 62; pero sostiene que tal requisito, establecido sólo por la 
jurisprudencia de la forte Suprema, no es exigiMo en el pre- 
sente caso, de acuerdo c°n lo que el mismo tribunal ha re- 
suelto en el Callo del tomo 180, páp. '¿'VI de su colección. 

;i*>) Que los papos cuya repetición se intenta por la de- 
mandante, fueron efectuados para satisfacer derechos aduane- 
ros "de análisis de diversas partidas de petróleo, aceite mi- 
neral v subproductos ", importados por aquélla (véase lo que 
manifiesta en su escrito de fs. 5); y no cabe ninguna duda, 
entonces, de que riere en el caso sab-judicc el requisito de la 
protesta pura que la repetición de aquéllos sea procedente, de 
acuerdo con lu reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema 
íFallns : tomo 1^2. pág. 218; G. del Foro: 131, 32'» y 137. 307 
respectivamente), que esta Támara aplicó en repetidas opor- 
tunidades (véase, entre otros, ios fallos registrados en G. del 
F.i 182, 30. m y 72; 136. 30 y 137, 208). 

£t) Que por las razones expuestas sobre el particular en 
lu sentencia recurrida, el Tribunal estima también que no es 
aplicable al caso de autos lo establecido por la Corte Suprema 
en id pronunciamiento de que hace mérito la actora (Fallos: 
180. 221 y (i. del Foro: 134. 211). en el que eximió, por cir- 
cunstancias muy especiales que no concurren en el presente, 
de la exigencia del requisito de la protesta previa o simultánea 
del paso para declarar la procedencia de la repetición de éste. 

Por estas consideraciones, y por sus fundamentos concor- 
dantes, confírmase el fallo recurrido de fs. 75, en el que se 
desestima la demanda, Las costas de ambas instancias en el 
orden causado, por no existir mérito para imponerlas a la parte 
vencida. He vuélvanse. — Nicolás Gomúfcz tramain. — Carlas 
hl Camptih- ~ Mcatdo P0(Üo. — Ezcqxtul S. de 

Qhiso. — Juan A. González Calderón. 
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Buenos Aires, 26" do agosto de 1942. 

Y vistos: Los del recurso ordinario de apelación 
concedido a la parte actora en lo.s autos Empresa del 
Ferrocarril del Sud contra la Nación sobre devolución 
tic una suma de dinero, venidos de la Cámara Federal 
de la Capital. 

Y considerando: 

Que, como lo decide la sentencia «pelada, la parte 
actora acepta las defensas en cuanto a ciertos pagos y 
a prescripción liberatoria en cuanto su demanda excede 
de la suma de $ 15.750, y mantiene su acción por ésta 
última, aun cuando reconoce que los pagos que la for- 
man no han sido protestados. Sostiene: a) que las par- 
tidas de petróleo importadas por las empresas ferro- 
viarias para atender necesidades de su explotación, son 
sometidas a un análisis tendiente a determinar Ja cali- 
dad del material; b) que hasta el año lít'Já, no obstante 
eximirse al petróleo importado de derechos de aduana, 
se cobraba a las empresas un derecho por la operación 
de análisis; c) que hasta ese año las empresas pagaron 
dicho derecho por un error manifiesto en cuanto a la 
amplitud de la franquicia que establece a su favor la 
ley núm. 10.657; d) que, apercibidas del error, lo seña- 
luron a) P. E. que lo reconoció sin dificultades, dictando 
al efecto el decreto do abril 21 de 1935 que transcribe 
en la demanda; c) que en él, el P. E. dijo que tratáis 
dose de análisis era evidente que no podía exigirse a 
las empresas ferroviarias ; f ) que concedió las devolu- 
ciones solicitadas ; g) que el P. E. no condicionó el rein- 
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tegro a la existencia de protesta, lo que se puso de 
manifiesto reintegrando a otras empresas, entre ellas 
al Ferrocarril Oeste, lo. pagado sin tal requisito; y 
h) que al concretarse el reclamo traído al juicio, el P. 
E. suscitó la cuestión de la protesta y denegó el reinte- 
gro do las sumas que demanda. Agrega que se trata de 
sumas pagadas por error y no de un pago siu causa, 
regido por el art. 784 dei Código Civil que no condiciona 
la acción de reintegro a la protesta previa, como lo lia 
resuelto esta Corte en el caso S. A. F. o I, Ernesto 
Tornquist* Cía. v. la Xación (Fallos: t. 180, pág. 313). 

Que no es dudoso que el "derecho de análisis" co- 
brado'por la mercadería importada a la actora, consti- 
tuye uno "dé los impuestos propiamente dichos, tasa, 
contribución o retribución de servicios, cualquiera con 
sn carácter o denominación" a que se refiere el art. 1* 
de la ley ninn. 10,057, de que se hallan exoneradas las 
empresas ferroviarias acogidas a los beneficios de la 
ley núm. 5315, como lo está la empresa actora. Lo que 
explica que ei P. E. dictara sin dificultades, como lo dice 
la acto i-a, el decreto do 21 de abril de 19*25, uno de cuyos 
fundamentos expresa: "Que el art. V> de la ley núm. 
10X57 hace extensiva esa exoneración de impuestos a 
las tasas, contribuciones y retribuciones de servicios, 
cualquiera que sea su earácter o denominación, con las 
excepciones que especifica, en las que no está compren- 
didu el derecho de. análisis". 

La improcedencia legal del cobro es pues, patente. 
La disposición del art. 1* es bien clara, data del año 
1019, y esta Corte ha tenido ocasión de ponerlo de ma- 
nifiesto en los numerosos casos en que se cobró por las 
autoridades administrativas, nacionales, provinciales o 
comunales, tales tributos o tasas en todos los cuales ha 
condicionado las devoluciones reclamadas al pago efec- 
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tundo bajo protesta o reserva de derecho. Protesta re- 
querida do antigua data por esta Corte, por razones 
que no es menester repetir una vez más ahora. 

Mas la aetora sin desconocer, en principio, la pro- 
cedencia del requisito de la protesta, sostiene que el caso 
en examen es igual al resuelto por esta Corte en el caso 
del tomo 180, p% 313, antes citado, en el que se lazo 
lugar a la demanda por devolución do un impuesto con 
que la ley núm. 11.298 gravaba a los boletos de compra- 
venta de cambios, que no había sido protostado. 

Pero el caso que ahora se plantea es bien distinto. 
En efecto, en ol resuelto antes, se dijo por esta Corte 
que el art. 784 del Código Civil que autoriza a repetir lo 
pagado por error, era de aplicación porque el orror de 
derecho invocado era explicable por la forma un tanto 
confusa en que se hizo la derogación del impuesto, hasta 
el punto que suscitó dudas en la propia administración, 
según se ve en los antecedentes que la Corte recordó en 
los párrafos anteriores. Y agregó, a fin de evitar que 
ese fallo tan excepcional pudiera ser mal interpretado 
atribuyéndole un alcance que no hallábase en su espí- 
ritu, un último considerando, en el que dijo: "Que pese 
a la uniformidad con que esta Corte Suprema ha esta- 
blecido en sus fallos que, para repetir los impuestos 
pagados debe hacerse la reserva del derecho en una vro- 
testa, el caso de autos, por su propia y especial natura- 
leza, impono una excepción, desde que no es concebible 
que quien paga voluntariamente lo que cree deber, deba 
protestar. Se trataría de un pago por error y no de un 
pago sin cansa". 

En el caso de que ahora se trata, es patente que no 
ocurre con la ley núm. 10.657, lo que con el decreto del 
Gobierno Provisional de 19 de enero de 1933 que modi- 
ficó el impuesto de sellos de la ley núm. 11.290 y con 
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las leyes núms. 11.588, ll.GTÍ* y 11.8'24 en cuanto a ese 
impuesto, pues lo primera (10.ÜÓ7) que rige desde líílfl. ■ 
es bien clara en sus términos — ha sido muchos veces 
interpretada por esta Corte— y no lia sido objeta de una 
derogación un tanto confusa como la que dio origen al 
fallo del tomo 181), p'g. 2V\. No es admisible entonces el 
error de derecho de parte de la empresa aetora, que 
justificaría, como en aquél, (a improcedencia de la 
protesta. 

Que la circunstancia invocada en la expresión de 
agravios cu el punto g, que refiere la distinta actitud 
del P. E. respecto a la devolución de derechos al Ferro- 
carril Oeste pagados sin protesta, de que informa el 
expediente agregado por cuerda, no es bastante para 
que esta Corte cambia su reiterada jurisprudencia, que 
exige ía protesta previa o simultánea al pago, ante la 
oposición formulada por el representante del Fisco, que 
la invoca expresamente en el escrito de contestación a 
la demanda. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apela- 
do de fs. 93, se la confirma, sin costas, atenta la natu- 
raleza de la causa. Xotifíquese y devuélvanse debiendo 
reponerse el papel eu el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sacar na — B. A. Nassau 
Anciiouena — F. Radios 
Mejía. 
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GUSTAVO A. FKEDEKK1N0 Y OTROS v. NACION 

ARGENTINA 

IMPUESTO .1 LOS HE DI TOS: Principios (jcncratcs. 

IMPL ES TOS ; ( omurrntem ■ 

El doble gravamen cobrado por lo Noción al dueño do 
una Finca situada su jurisdicción y habitada p°r el 
misino, ou concepto de impuesto al rédito presunto de 
aquélla y de contribución territorial, no comporta por la 
sola eiróunstnneh do la duplicidad, violación de las ga- 
rantías coiistitiuionaleH. 

COSSTITUCIOX NACIONAL: Prineipins gOwmÍM, Ctmimlot por 
el Pmirr Judicial. 

IMPl'ESTOS; Principios géneMeti 

No incumbo al Poder Judicial sino al Legislativo, apre- 
ciar la conveniencia o eficacia de los impuestos. 

COSSTITVCIOS S AVIOS AL: Cotutitacionalidad e hiconstitucio- 

nulidad, Leye* nacionales. Impoéticas. 

El »rt 11 de la ley 11.082 (T. O.) que prava el uso do 
la casa habitación por su dueño atribuyéndole presunti- 
vamente una renta, no <-s contrario a los nrts. 4, 16, 17 y 67 
de ln Constitución Nitcioiml. 
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Buenos Aires, 28 de agosto de 1942. 

Y vistos: Los del recurso de apelación ordinaria 
interpuesto por Gustavo A. Frederkinar, Otto E. Fre- 
derking y Adela N. Frederking de ln Bouillerie, contra 
]a sentencia de la Cámara Federal de la Capital que no 
hizo lugar a la repetición de una suma pagada en con- 
cepto de impuesto a los réditos, en la demanda eontra 
el Fisco Nacional con esc fin; y 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Considerando : 

I ) Que los apelantes, como herederos de dofia Ade- 
la Maderna ilc Fredcrking y por derecho propio, recla- 
maron ante la Dirección O en eral del Impuesto a los 
líédiios por el pago que se les exigió de $ 7.7ÍKJ.15 
referido al ródito presunto de la easa de la Avenida 
Al vea r uúm. 1885, ocupada por sus dueños, sostenien- 
do: a) que se trata de una doble imposición a la pro- 
piedad, como que se le cobra sobre la misma base que el 
impuesto territorial y aunque ninguna renta produzca, 
desde que sus dueños la habitan; b) que ello importa 
una violación del derecho de propiedad establecido en 
el art, 14 de la Constitución Nacional, porque si no 
impide en absoluto el uso del bien, lo restringe sensible- 
mente; c) que es contrario a los arts. 4, KJ y G7 de la 
citada carta fundamental, los cuales preceptúan que las 
contribuciones sean equitativas y reúnan los requisitos 
de igualdad, proporcionalidad y uniformidad (escrito 
de demanda de fs. 1 >. La sentencia de primera instan- 
cia — que la Cámara Federal confirmó por su funda- 
mentos — analiza y desestima esos fundamentos (fs. 
103 y llí>) ; y a fs. l'ZI se concedió el recurso ordinario. 

I I ) Que el gravamen fiscal, en concepto de *' rédito 
presunto*', a la casa habitada por el propietario, está 
cía ra inca te fijado en el art. 11 de la ley núm. 11.682 
(T. O.) en los siguientes términos: "La renta del suelo, 
real, proveniente de la explotación de campos por el 
propietario, o de su arrendamiento, o de la locación de 
casas, o la eomputable como valor locativo por el uso 
de inmuebles como casa-habitación del propietario o co- 
mo local para el ejercicio de su profesión o negocio, 
está sujeta al gravamen". 

"Se presume que la renta bruta anual equivale por 
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lo menos al 5 c /c de la valuación fiscal del inmueble, 
salvo prueba en contrario". 

Como en los autos no se lia demostrado que sea 
excesivo o desproporcionado ese porciento presunto de 
la ley, es claro que la Dirección de los Réditos aplicó 
legalmente el impuesto a los Frederking por la casa de 
la Avenida Alvear, cuya valuación fiscal no se ha 
discutido. 

III) Que la doble imposición —aun eoncurriond- 
las provincias con la Nación — ha sido motivo de cons- 
tantes discusiones en la doctrina y en la justicia, pero 
esta Corte Su p rema resolvió el asunto en varios casos 
y especialmente precisó su doctrina interpretativa en 
el juicio de "Mattaldi Simón Limitada contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por repetición del pago de im- 
puestos", cuya decisión se encuentra inserta en las 
páginas 2G0 y siguientes del tomo 149 de su colección 
de fallos. 

"Que los antecedentes de doctrina y de jurispru- 
dencia solí re la cuestión propuesta deciden que, en gene- 
ral, los tributos indirectos ni consumo interno o sean, 
los impuestos aludidos, pueden ser constitucional mente 
establecidos por la Nación y por las provincias en ejer- 
cicio de facultades concurrentes y sin óbice alguno deter- 
minado por incompatibilidades de orden institucional. El 
poder impo sitivo del gobierno central a este respecto, 
así como la potestad concurrente de los estados para 
establecer los mismos gravámenes sobre la misma ma- 
teria imponible se lia derivado do la inteligencia atri- 
buida a la cláusula del art. 4 de la Constitución que 
dice: ..." de las demás contribuciones que equitativa 
y proporcionalmento a la población imponga el Congre- 
so General" interpretándose por consideraciones de 
orden jurídico y fundamentos de carácter económico 
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que si bien dicha cláusula uo encierra una delegación 
de poder expreso a favor de Ka Nación, contiene la facul- 
tad implícita de crear y percibir los referidos impuestos 
federales! al consumo. . . "que la l'acultad constitucio- 
nal de la Nación relativa a estos impuestos, sea cual 
fuere la amplitud que se le asidle, no tiene sin embargo, 
los caracteres de exclusividad con que se le lian acor- 
dado otros, tales como los referentes a la organización 
tributaria aduanera, derechos de importación y expor- 
tación, renta de correos, etc., c on relación a los cuales 
existe la delegación expresa de poderes que no compren- 
de al gravamen de los consumos internos, debiendo 
deducirse, en consecuencia, que las provincias conservan 
al respecto virtuales facultades impositivas y pueden 
ejercitarlas en concurrencia con las de la Nación dentro 
del alcance y con las limitaciones determinadas por la 
ley fundamentar'. V continúa el Tribunal ampliando y 
refirmando fundamentos favorables a la doble imposi- 
ción; fundamentos que reitera en los Fallos: \7}?¡ f 277; 
170, 25f>; 1M, 184; 184, G'M); 185, 20!); 188, 464. 

IV) (¿ue sí ese doble gravamen sobre la misma 
materia y per el mismo concepto fué categóricamente 
reconocido a las provincias en concurrencia con la Na- 
ción, claro se advierte que, desde nn punto de vista 
institucional, no se le puci! • desconocer a la Nación 
misma | ;u¿i una doble imposición que vendría a ser 
como una sobretasa en tanto lio se exceda el límite que 
fija el concepto de la confiseatoriedad ; tanto menos 
cuanto que en el caso de autos caben las siguientes sal- 
vedades: (f) en el impuesto territorial, el Congreso 
procede como legislatura local para la Capital y terri- 
torios nacionales, vale decir como en una circunscrip- 
ción provincial — art. 07, me. 27 — ; b) que el impuesto 
a ios réditos afecta a toda la Nación; c) que el impues- 
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to territorial os a la cosa y el a los réditos es, eomo su 
nombre lo indica, a los beneficios o a cierta clase do 
beneficios que las personas extraen del viso de las cosas, 
de sus actividades, etc. Por lo demás, si el propietario 
no saca dinero de su casa -linl litación, indi rectamente 
obtiene mi beneficio económico en eximirse de alquile- 
res en otra casa. Será un proeedi miento financiero 
discutible, acertado o erróneo, eficaz o perturbador, 
pero no es a la justicia a quien compete la decisión de 
estas cuestiones, sino al Poder Legislativo como tantas 
veces lo ha dicho esta Corte —Fallos: 181, 1ÍG4; 188, 
404—. 

V) Que no existe tampoco, en el caso de los Fre- 
derking, desigualdad violatoria del art. Ib* do la Cons- 
titución Nacional, porque iodos los que ocupan — como 
habitación o negocio — sus propias casas están obliga- 
dos al pago del impuesto a lo- réditos conforme al art. 
11 de la ley 11.682 (T. O.) sin distinción de clases, ca- 
tegorías personales o profesionales, etc. — Fallos; 184, 
ó!*2 y los iillí citados. 

VI) Que .-i el impuesto discutido restringe el libre 
uso de la propiedad, como arguyen los recurrentes, lo 
mismo puede afirmarse del impuesto territorial, desde 
que lamia én detrae del valor del inmueble el importo 
de la contribución, (pie es un por ciento — y a veces muy 
serio— de ese valor, el cual es un atributo del dominio; 
y otro tanto cabe decir de otros impuestos que, dentro 
de la esfera constitucional, afectan otros bienes, inmue- 
bles o muebles, yu que éstos están garantidos, como 
aquéllos, por la norma de la carta fundamental que fija 
el art. 17 —Fallos : 184, ÍÚ y los allí citados—. 

En su mérito y por los concordantes fundamentos 
del fallo de primera instancia que la Cámara Federal 
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hace suyos, se confirma con costas la sentencia apelada. 
Hágase" saber y devuélvase, debiendo reponerse é\ papel 
en el juzgado de origen* 

Koiíeiíto Repetto — Antonio Sa- 
gabita — B. A. Nazae Así- 

CntlTtEXA. 



JOSEFA IiOSlül'K 1>E PEREZ K TIMOS v, PROVINCIA 

DE RUENOS AIRES 

INTERESES: tiqHktaeián. Ti¡»> d* fort intense*. 

En attséníia dé ínt«ré) convencional, el cine se manda pa- 
gar i ti tas sentencias de la C<*i?t« Suprema debe liiinidiir.se 
al tipo cobrado pnr el Raneo (le la Nación en las opera- 
ciones ordinarias de descuento en el término comprendido 
en la liquidación o sea, en el caso, el de 6 % í 1 ), 

COSTAS: E ferio de la eundena en eosta*. Extensión. 

Las costas judiciales no comprenden los pastos de protesta 
y conservación de los derechos (-). 

COSTAS: Efirtñ de hi conde na en ro.*/cw. E.tteii-i'fn. 

VA ditipeneimuiento de oficios para el enal no se autorizó 
a nadie y del que no resalta la realización de trámites, no 
da lujíar a la inclusión de partida alguna en las costas 
a cargo de la parte vencida ( a ). 

COSTAS: Efecto de la tmima m eosta*. Extemión. 

Proet'de desestimar las objeciones hechas a ana liquida- 
ción en cnnnto incluye parí idas referentes al pago de su- 
mas convenidas por el dilingvnciani tentó de oficios y fun- 

(1> VveUa tkl fallo: 23 de agosto Jo 1942. Ver Fallos: 1Ü0, 351; 

102, 390. 

(i) Fíillos: 1,87) fi34; 1SS, 393. 
(3) Pullo»: 184, 3SÍ». 
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dadas en que no so trata de cantidades reguladas, a no 
se na argüido que sean excesivas ni desproporcionadas al 
trabajo realizado y al monto del juicio i 1 }. 

COSTAS: Efecto ti? la condena en costas. Bxt*Htió*- 

Xo procede incluir entro las costas a cargo de la parte 
vencida los sellos empleados por el actor para reponer 
documento* v actuaciones que con arreglo al art. 49, me. 
15 y 19 de la ley 11.2Í>0 están exentos de sellado 

í ' ó S TA 8 : lÁt¡itUbtiiñn. 

Xo procede incluir in la liquidación de bis costas partidas 
presupuestas para gastos aun no realizados ( 3 ). 



CIA. (¡EXEKAL DE F E Ii ROCA lili 1MSS v. PROVINCIA 
1>E UFENOS AIHES 

PÉÜKXCIOX Mí iXSTANCM. 

La doctrina según la cual la desaparición de las causas 
que órigiuarqn la demanda no impide que se produzca la 
ncrenciÓn de la instancia, no es aplicable al caso en que 
después de promovida la acción, el demandado satisfizo ei 
crédito que se 1c reclamaba y en que el objeto confesado 
de la demanda —interrumpir la prescripción— impide 
consideraría subsistente por las partidas accesorias com- 
prendidas en ella r como los intereses y las costas ( ). 



(i) Fallos: 100, 277. 
(3) Futios: 1S4, ¡189. 



(3) Fallfts: 1SÍI, M. 

(4) Fwlia del fullo: '26 üc nyosto de 
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JOSE JUAN (JARCIA v. DIRECCION GENERAL DEL 
I MI* CESTO A LOS 1¿ EDI TOS 

COXSTlTUCHh\ ÑACIOXAL: C»«>titHc¡omli<l<itl e incontiitut iom- 
lidatf. Decreto» nacionales* 

ÍMP&ESW A LOS ítÉMWMi ProccetimiéntO *j nrur^. 

Los decretos del Poder Ejecutivo Nacional de de no- 
viembre cíe VSM y '2 de enero de Í93&¡ en cuanto «olo- 
rizan a los jefes tle delegaciones dé la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos en el interior del país, para 
aciuur contó jueces administratívosi a h>s fines del cumpli- 
miento di* lu ley respetiva, lino sillo dictados dentro de 
l«.s facultades conferidas a aquel poder por el nrt. 5 de 
ln ley 11.683 |T, O.) y no son vinlatorios de los arts. 18, 
67 y 80, ine. 2* de la Constitución Nacional (')■ 



AGI STIXA TI LLAR D 1>E LAR ROSA v. X ACION 

ARGENTINA 

RECVitSO OJtDMAKIO BE AiPh LACIOS: Jiticiw ni que la Xa- 
ción r» parte. 

Xn procede el recurso ordinario tle apelación paro ante 
la Corte Suprema en un juicio seguido contra ln Nación 
ante las tribunales federales, si el val«r de I» reclamado 
en la demanda, con prcsciudeiuúa de Jos accesorios como 
los intereses y las rostas, no excede del límite {ej»al de 
cinco mil pesos (*). 



<l) l'Vdi.i ■!<■! fítllit; :il ik- rtjíunto «I- lltli. Ver Folios: l*S t >sS. 
(3) Pecha del talló: -;i «I- nf-.M.. .i,- 1942, Ver Pallw; tsí, fl54; 
lf)t, 171. y KiMitem-in dH 1" fl* ¡WfiitL-mbre di' 1í»ll in r* Milán v. 
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PRUDENCIO AYTJELA Y OTROS 

RECÜliSO KXTfíAOítlUXAItlú: Materia ajena. Cutst iones ti* he- 
rbó }t pruébát * 

Ks iniproeedeute el recurso exhüordinario fundíalo en 
que l¡i aplicación ni recurrettte, de las ponas esta Mecidas 
en el edicto de policía sobre reuniones públicas, es in- 
constitucionrtl porque atento el carácter privado de la 
rcntiziida na era menester permiso previo, si en Ta sen- 
tencia apelada se considera prnbndo que la reunión fué 
pública y se realizó con fines políticos. 

Dictamen del Phocukadoii Generar 
Suprema Corte: 

Don Hernán Ricardo Seeber trae en estos autos un 
recurso extraordinario contra el fallo de un juez en lo 
correccional do esta Capital, que 1 confirmó una multa 
de veinte pesos, o en su defecto sois días de arresto, 
penas ambas impuestas al icen trente por el Sr. Jefe 
de Policía — y dejadas en suspenso— conceptuándolo 
infractor al art. V, i tu-, a, del edicto sobre reuniones 
públicas. 

Habiéndose planteadlo oportunamente la cuestión 
de constitucional idad de dicho edicto, el recurso resulta 
admisible atento a lo resuelto por V. EL en casos si- 
milares. 

Por lo que al fondo del asunto respecta, considero 
útil se requiera del Sr. Jefe de Policía la remisión de 
algunos de los ejemplares del periódico El ForlUi, que 
le hayan servido de base pnra formar criterio acerca 
de cuál fuese el verdadero sentido de la demostración 
que dio motivo a la multa, — Buenos Aires, abril 1S 
de 1942. — Jmm Alvares. 
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Dictamen del Procl-rauoii General 
Suprema Corte : 

El aviso publicado en In página 3 de la edición de 
El Forfin correspondiente al día 28 de noviembre ppdo., 
y el tuxto de dicha hoja periódica, revelan (pie lia esta- 
do en lo cierto el Sr. Juez Correccional al conceptuar 
filie la reunión disuelta por la policía y motivo de este 
expediente, era pública y de carácter político. En con- 
secuencia, y apareciendo inequívocamente de autos que 
no se solicitó permiso para efectuarla, resulta bien apli- 
cado el edicto de policía de fecha 2o de julio de 1941. 
Si el permiso les hubiera sido negado, quedaba abierto 
a los organizadores del acto el derecho de acudir a la 
justicia y demostrar ante ella ser lícitas sus preten- 
siones. 

Corresponde, en consecuencia, mantener por su» 
fundamentos el fallo obrante a fs. 103 en cuanto pudo 
ser materia de recurso. — Buenos Aires, agosto 13 de 
1941!. — Juan Alia re z. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de agosto de 1942. 

Y Vistos : El recurso extraordinario deducido por 
Hernán lí. Scobcr contra la sentencia del Sr. Juez en 
lo Correccional de la Capital, que lo condena por in- 
fracción al edicto sobre reuniones públicas, como con- 
currente a una reunión pública realizada sin aviso pre- 
vio, ni autorización policial. 
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Considerando : 

Que el recurrente al plantear la cuestión constitu- 
cional en su escrito de fs. 1S4 reconoce expresamente, 
citando fallos de esta Corte, la facultad del Sr. Jefe 
de Policía para dictar edictos, reglamentar el derecho 
de reunión e imponer multas, y funda su defensa en 
que no se solicitó autorización, ni se dio aviso al señor 
Jefe de Policía, porque esa reunión "por la calidad de 
las personas que concurrían, y los objetos do la misma, 
no era pública", lí fuc una reunión privada a la que 
sólo concurrieron y podían concurrir, los amigos del 
Sr. La ferré re o aquellas personas que relacionadas con 
aquéllas, deseaban testimoniar su simpatía..." — fs. 
185 vta. — . 

Que la sentencia recurrida, contrariamente a lo 
afirmado por el recurrente, da .por probado que la reu- 
nión fué pública y se realizó con fines políticos, por lo 
que era imprescindible el permiso previo — fs. 193 — , 

Que estas cuestiones de heelio y prueba son irrevi- 
síbles por vía del recurso extraordinario, y son suficien- 
tes para fundar el pronunciamiento, que se ajusta a la 
doctrina de esta Corte en los casos análogos —191, 
197 — (j Ue el mismo recurrente invoca, lo que hace im- 
procedente el recurso extraordinario interpuesto —Fa- 
llos: 18*2, 24; 18tí, 497; 191, 87—. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Nación, se declara improcedente el recurso 
extraordinario concedido. Notifíquese y devuélvanse al 
juzgado de origen. 

Roberto Repetto — B. A. Nazab 
Ajícuohena — F. Ramos Me- 
jía. 
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ADOLFO E, PARRY 

RECURSO EX TRA O RUIS A RIO : Principio* ¡/e tiende t. 
RENUNCIA. 

El pago de l¡t mulla impuesta por el Jefe de la Oficina de 
Sumarios y Faltas de la Municipalidad de la Capital Fe- 
deral a un supuesta infractor, sin darlo oportunidad para 
recurrir contra dicha medida, efectuado camj misiva mente 
»nto la autoridad policial paifa cviiiii- él arresto, ño puede 
ser considerado como una uian i testación de acá t amiento 
voluntario de acuella resolución eondenatoria ni como 
una renuncia al derecho a recurrir ante la Corte Suprema. 

HEt T USO EX TRA O RiXX ARIO: Prmedim tentó. 

El recurso extraordinario puede otorgarse con efecto de- 
volutivo y debe serlo cuando la ejecución del pronuncia- 
miento recurrido haya sirio compulsiva y previa a la no- 
tificación al interesado y sea susceptible de ser reparada 
por la decisión de la Corte Suprema, 

REVERSO E\TR AORtiMÁMO: Concepto <lt juf«ía. — Cuntió» 
/¡■f/í'rdí. Rtííit'iún iHrwtii. 

Rs procedente el recurso extraordinario fundado en el 
art, 18 de la Constitución Nacional contra una resolución 
condenatoria del Jefe de la Oficina de Sumarios y Faltas 
de la Municipalidad de la Capital Federal, si lia mediado 
restricción' bastante del derecho de defensa como para 
hacer vi ¡díte dicho recurso. 

TRlltl XA LES A DÜÍfflS TRA tí VOS, 

REVERSO EX T R A OR U ¡XA RIO: Lonfpt» rir juicio. 

Hs admisible ipie cierto tipo de negocios o infracciones, 
por razdü de la naturaleza pública de tos intereses cuya 
tutela se procura, sean juzgados por funcionarios y for- 
malidades especiales, a fin de hacer posible y eficaz Ja 
aplicación de las disposiciones legales que rigen o .sancio- 
nan los asuntos de que se trata. 
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DERECHOS Y GARANTIAS COXSTITUC ION ALES: Principios 
generales. 

tétliVS A LES . 1 DMINIS IRA TI I ' OS. 

Los organismos administrativos investidos legalmente de 
¡¡i facultad de dictar pronunciamientos de naturaleza jtt- 
dicta t de manera irrevisdtle por los tribunales ordinarios 
de justicia, ili l u n ejercer mis atribuciones respetando ios 
derechos y garantías constitucionales y, en particular, la 
inviolabilidad úf la defensa consagrada por el art. 18 de 
la Constitución Nacional. 

DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES: Intíiolabüi- 
tfmi ifo in th'fvHMt en inicio, Principios (féhérolesí 

La inviulahilidíid de la defensa i n juicio requiere une el 

litigante sea oído y se le dé ocasión de hacer valer sus 

metlios de defensa en la oportunidad y forma prevista 
por las leyes de procedimientos. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Im totaMU- 
dtul de la defensa rn jttirin. Procedimiento ¡f sentencia. 

El art. 18 de la Constitución Nacional es compatible con 
la admisión de una determinada especie de prueba si se 
ha dado o|iortn ñámente noticia de ella al recurrente y 
éste ha podido producir la (pie con venía a su derecho para 
desvirtuarla, 

DERECHOS Y GARANTIAS ( ONS TI Tí 'C ION ALES; huiolabili- 
dlld fíe la rtff rustí rn jtticio, Prt» rdimituttt ft Mtttencta. 

Los procedimientos que conducen necesariamente a la 
condena del i xa pillado porque no permiten sino la apa- 
riencia formal de su defensa, son contrarios al art. 18 de 
la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Counh'ttitiontdidtid e ¡tuonstíivcitma- 
íidad. Resoluciones Hdmiui.+ trfiliras ¡t judiciales. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Inviolabili- 
dad de ta defensa rn juicio, Procedimiento i¡ sentencia. 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Resohteiñn, 

El procedimiento por el cual se dieta sentencia condena- 
toria contra el supuesto infractor, después de habérsele 
citado por la autoridad policial sin hacerle saber la causa 
de ello y de tomársele en el acto de comparecer declara- 
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ción indagatoria, en la cual niega haber cometido la in- 
fracción a lus onlenanmn (le tránsito ((tie fie le imputa e 
invoca el art, 18 tío la Constitución Nacional y la imposi- 
bilidad en <|ue se le ha colocado de traer a la audiencia 
pruebas de descargo, por no haWrsele citado en la tornia 
dispuesta por el nrt. 27 del Dipesto Municipal, es viola- 
torio del nrt 1S íli- la Con.sl i tildón Nacional, por lu que 
procede revocar la setiteiu-in apelada, dejar «m efecto di- 
cho procedimiento y devolver la causa para que sea tra- 
mitada conforme a derecho. 

Dictamen okl PnocvitADoit General 



Suprema Corlo: 

Con arreglo a la jurisprudencia sentada por V. B. 
en Mi 8r», corresponde abrir él recurso extraordinario 
que trae por vía directa el Dr. Adolfo EL Parry, contra 
la resolución administrativa obrante a fs. 7 de los autos 
principales, en que se le imponen diez pesos de multa 
o en su defecto dos días de arresto por estacionamiento 
indebido de un vehículo de su propiedad. — Buenos 
Aires, aposto 11 de 10+2. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ai í es, 31 de agosto de 1942. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el recurrente en los autos Parry, 
Adolfo E. s /sumario municipal" para decidir sobre 
su procedencia. 

Y Considerando: 

Que nada de lo actuado en el expediente principal 
permite concluir que el cumplimiento de la resolución 
de fs. 7 haya sido voluntario. 
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Que así la parte dispositiva Uo aquélla, además do 
imponer al infractor malta do $ lü l % f "o en su defecto 
dos días de arresto", dispone cpie el sumario "vuelva 
a la Policía de Ui Capital, paru que lome las providen- 
cias necesarias para el cumplimiento de este fallo", sin 
arbitrar medida alguna para la notificación y consentí- 
aliento del mismo. 

(¿ue a fs. íl se procede efectivamente por la policía 
"a dar cumplimiento a la precedente sentencia", y es 
en el curso de la diligencia practicada con ese fin cuan- 
do don Adolfo Ernesto Parry "manifiesta optar por 
el pa^o de la multa", es decir por ano de los términos 
de la alte nial i va —el otro era sufrir dos días de arres- 
to — que no daba oportunidad pura interponer el re- 
curso extraordinario. 

Que la actitud del recurrente no importa pues, una 
manifestación de acatamiento voluntario a la resolución 
de fs. 7 ni, por consiguiente, tampoco una renuncia a 
su derecho a apelar para ante esta Corle. Xo hasta, 
por otra parte, para impedir la procedencia del recurso 
denegado, Ja circunstancia de «pie la decisión apelada 
liaya sido cumplida. Porque la apelación extraordina- 
ria puede Otorgarse con efecto devolutivo — art. 7, ley 
4o"j — y debe serlo cuando la cjeeueión del pronuncia- 
miento recurrido haya sido — como en el caso — com- 
pulsiva y previa a su notificación al interesado, y sea 
además, susceptible de ser reparada por el pronuncia- 
miento del Tribunal. 

Que media por otra parte, en la especie, restricción 
bastante del derecho de defensa invocado oportunamen- 
te por don Adolfo Ernesto Parry, como para hacer via- 
ble el recurso extraordinario fundado en el art, 18 de 
la Constitución Nacional contra la resolución del Di- 
rector de Sumarios y Fallan, cuyos pronunciamientos 
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son susceptibles on casos como el tic autos, de la úpela- 
ción prevista en el art. 14 ile la ley 48 — Fallos: 191, 85. 

En su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado ppr 
el <eñor Procurador General se declara mal denegado 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 10. 

Y considerando, en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación. 

Que la jurisprudencia de esta Oorte, encarando la 
creciente complejidad de las funciones de la administra- 
ción, ba encontrado admisible que cierto tipo de negocios 
o infracciones, por razón «le la naturaleza pública de los 
intereses cuya hítela se procura, sean juzgados por fun- 
cionarios y formalidades especiales. El Tribunal lia 
contemplado algunos de estos supuestos, y admitido la 
validez de los procedimientos arbitrados, con el fin de 
hacer posible y eficaz la aplicación de las disposiciones 
legales que rigen o sancionan los asuntos de que se traía 
—Fallos: ¿56; 81 ¡ 157, .'ÍSíi; 1W7, 79; 1ÍX>, 101; 1ÍH, 
497 y 314, y otros— 

Que la posibilidad de que determinados organis- 
mos administrativos sean, así, investidos legalmente de 
la facultad fie diciar pronuncia mientes de naturaleza 
judicial de manera irrevisihle por los tribunales ordi- 
narios de justicia, en los supuestos mencionados en los 
precedentes considerandos —Fallos: 190, 53í>; 19:!, 483 
y los allí citados — coloca a estos organismos cu la ne- 
cesidad elemental para el ejercicio de tal atribución, de 
respetar los derechos y garantías constitucionales, y en 
particular, la de la inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio consagrada por el art. 1S de la Constitución Nacio- 
nal. Kn este orden de ideas dice Wu.Loi'iarnY — On the 
Constif titititi — t. ¡>, pág. 17i>ii— (pie los derechos de nin- 
guna persona pueden ser objeto de decisión final de 
parte de un tribunal administrativo, sin haberse notifi- 
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cadn a aquélla quo sus referidos derechos serán o lian 
sido objeto de examen y resolución, y sin que además 
se le dé oportunidad de ser oída, esto es, paró presentar 
los hechos pertinentes y hacer los argumentos que pu- 
dieran convenirle para oponerse a la aeción que puede 
afectar adversamente su persona o sus intereses. 

Que resultan así, al menos con carácter de regla 
general, aplicables a los procedimientos seguidos ante 
los jueces administrativos los principios sentados por 
esta forte para las causas judiciales, porque también 
aquellos organismos deben ofrecer a quienes compare- 
cen ante ellos, "un tribunal inipareial y apto ante el 
cual presentar su caso" — v, la publicación oficial "Arf- 
mimxfrathe p mee/ture ta govcmmétii á0Md6£*% pá- 
gina 6S— . 

Que entre estos principios interesa aquí el que es- 
tablece que la inviolabilidad de Ja defensa en juicio re- 
quiere que el litigante sea oído y qué se le dé ocasión 
de hacer valer sus medios de defensa en la oportunidad 
y forma previstas por las leyes de procedimientos —Fa- 
llos: 182, 502; 183, -H6 ; 1R5, 241 y los allí citados— 
y más especialmente el que preceptúa que el art. 18 de 
la Constitución Nacional es compatible con la admisión 
do una determinada especie de prueba, si se lia dado 
oportunamente noticia de la misma al recurrente y éste 
ha podido producir la que convenía a su derecho para 
desvirtuarla —Bellos: 183, 296; 187, C27; M, 85 y 
los allí citados. 

Que es igualmente de aplicación al caso la juris- 
prudencia que proscribe los procedimientos que condu- 
cen necesariamente a la condena del imputado, porque 
no le permiten sino la apariencia formal de su defensa 
—Fallos; 155, 374; 1SÍ), 34 y otros—. 

Que en la especie la intervención del apelante en 
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la causa lia comenzado con ana citación policial — de 
fecha 26 de febrero de 1942— carente de todo indicio 
del hecho qne motiva la formación del expediente mu- 
nicipal a ipK! liace referencia. El trámite continúa con 
la declaración indagatoria prestada en 2S do febrero 
por el recurrente que niega haber cometido la infracción 
que se le imputa, y entre otras defensas, invoca el art. 18 
de la Constitución Nacional y la imposibilidad en que 
so ha hallado para traer a la audiencia prueba alguna 
de descargo, por causa de no haber sido citado en la 
forma prevista en el art. 27 del Digesto Municipal. Des- 
conoce también valor probatorio a la boleta con que se 
inician las actuaciones. A continuación estas son eleva- 
das por la policía a la Intendencia Municipal, cuyo Di- 
rector de Sumarios y Faltas dicta, sin más trámite que 
un informe sobre antecedentes del prevenido, la senten- 
cia apelada de fs. 7. 

Que no aparece así de lo actuado qne se baya res- 
petado el derecho de tic fe usa que la Constitución Na- 
cional garantiza al recurrente. El simple comparendo 
del mismo, dispuesto y practicado como se ha dicho, y 
el subsiguiente asentamiento de sus manifestaciones, no 
le otorgan olía posibilidad que la de expresar su dis- 
conformidad y protesta por el procedimiento seguido, 
pero uo puede conducir, como no ha sucedido ciertamen- 
te en la especie, a su absolución. 

Que es verdad que en la causa decidida por esta 
Corte a raíz de un recurso traído por el mismo Parry 
y transcripta en Fallos: 1ÍU, 85, el Tribunal declaró 
infundada la taclia de ineousiitueionalidnd formulada 
contra la norma municipal que organiza el procedimien- 
to a seguirse en casos de infracciones similares a la 
presente, porque encontró que ella prevé la oportuni- 
dad indispensable para la prueba de descargo del impu- 
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tado, que no aparecía de autos que el apelante hubiera 
intentado utilizar, Kn el presente caso, la imposibili- 
dad en que se lo lia colocado pora hacerlo, resulta, en 
cambio, de lo dicho en el curso del pronunciamiento, y 
basta para hacer de aplicación al caso la jurisprudencia 
a que más arriba se ha hecho referencia, al tenor de la 
cual corresponde dejar sin efecto los procedimientos 
seguidos eil violación de la garantía constitucional de 
la defensa en juicio. 

En su mérito se decide revocar el pronunciamiento 
apelado de fs. 7, y devolver los autos para que se tra* 
mi te nuevamente la causa y se dicte sentencia conforme 
a derecho, llágase saber. 

Rokerto R 

Anchokena — F. Ramos Me- 
jía. 



Año 1942 — Setiembre 



BENJAMIN BUTELER MARTINEZ 

ntPVESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Procedimiento y rt- 
c tiraos. 

La estimación do oficio de la Dirección del Impuesto a 
los Réditos que debe sor tenida por firme por no haberse 
interpuesto el recurso de reconsideración autorizado por 
el art. 8 de la lev 11. 683 (T. G > o por haberse resuelto 
negativamente este ultimo, sólo puede ser impugnada ante 
los tribunales de justicia mediante una acción de repeti- 
ción, previo pago del impuesto correspondiente. 



Sentencia peí, .Tpez Federal 

Córdoba, abril 28 de 1941. 

Y vistos: Esta demanda contenciosa promovida pnr Ben- 
jamín Butelcr Martínez ennlra H Fisco Nacional, en la une el 
recurrente manifiesta que recurre «1» )n resolución de la Di- 
rección General del Impuesto a lns Rñliios -- dele<raeión local— 
recaída en el expediente S. C. A. 7r>nin, secón la eu»l se resol- 
vió estimar de oficio lns t Yeitos del aetnr durante los anos 
líin.', Uí:í0. inrt". y VX)0, inrtonandoló para i(m en el 

plazo ile 15 días ¡njcrese el saldo del impuesto, que asciende a 
lasuma de § 81H.21 m/n. . ' 

Exnrcsn tambión que de acuerdo eon la eeonomn rte la 
H- TI 683 modificada ñor la y íunsprmbwin reciente 

(Fallo de la Cámara Federal de Lti Plata en "Ro«si y otro 
c./ flobicmo Nacional), en caso de estimaciones de oficio podra 
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el contribuyente interponer el recurso de reconsideración ante 
la misma gerencia u ocurrir directamente ante la justicia usan- 
do la vía que autoriza por implicancia el art. 3G. 

Que estima más conveniente a sus intereses hacer uso de 
la vía judicial por lo que viene a deducir formal demanda con- 
tencioso-adm ilustrativa, contra el Gobierno de la Nación para 
que se deje sin efecto la resolución recaída en su contra o 
niodiriearla en cuanto a la base que se tomó para la estimación 
dé oficio, porque tonto en uno como en otro caso se ha mf nu- 
cido el texto legal de la ley. 

A fs. 15 vta. se corrió vista de la demanda al señor pro- 
curador fiscal a los fines del art. 42 de la ley UJ8$, quien 
su expide a fs. 16, «presando que no debe hacerse lugar a la 
instancia, porque se trata de una reclamación contra una esti- 
mación de oficio, la que debió formularse oportunamente ante 
la autoridad administrativa, por vía de un recurso de reconsi- 
deración gestionando la rectificación de la estimación de ofi- 
cio en la forma v tiempo que señala el art. 8 de la ley ; que 
uo habiéndolo hecho así, aquella estimación ha quedado firme. 

Que además, el amparo judicial de la demanda contencio- 
sa, está limitado a si t naciónos taxativamente enumeradas en 
la ley. y de ella se exceptúa precisamente el caso de las esti- 
maciones de oficio, quedándole siempre expedita a los interesa- 
dos la instancia judicial, pero en la forma de recurso de repe- 
tición debiendo primero efectuarse el pago del impuesto. 

Que la tesis que expone es la sustentada unánimemente 
por la jurisprudencia de los trihunoíea federales, señalando a 
este respecto el error que atribuye al recurrente al invocar en su 
favor la jurisprudencia de la Cámara Federal de La Plato en 
el caso Rossi con Gobierno Nacional, pues aquel fallo declaro 
(pie la demanda contenciosa era improcedente en cuanto se 
relaciona con las estimaciones de oficio. 

Pide en definitiva, se declare la i m procedencia de la ins- 
tancia. Con costas. 

Y considerando: 

Que el art. -12 de lo ley 11*683 (T. O.), establece elaromen- 
to cuáles son los casos en que puede interponerse demanda con- 
tenciosa contra el Pisco por las decisiones de la Dirección 

de Rédito*. , . ., ¡ , . in 

Que en la enumeración que hace la disposición iconl cita- 
da ^e excluyen expresairieiite los casos mol i vados por estimacio- 
nes de oficio (ínc. d). exclusión aptieáble porque tratándose 
de estimaciones de oficio, el procedimiento a seguir es el que 
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señala el nrt. 8 de la ley, esto es, que la estimación se tendrá 
por firme, salvo que se rectifique a raíz de mi recurso^ de 
reconsideración que debe promoverse ante la autoridad admi- 
u istríit- j v&i 

Que siendo así, el actor debió acudir ante la propio Di- 
rección y al no hacerlo, la resolución de Réditos ha quedado 
firme debiendo el contribuyente cumplirla dentro de los 15 
días de la notificación, sin perjuicio de lo dispuesto acerca del 
recurso de repetición. .. 

Que. como bien lo dice el señor procurador fiscal, ia esti- 
mación de oficio es un aspecto del impuesto mismo y es sabido 
que en materia fiscal, !a ley no puede admitir diseu.siom's judi- 
ciales sobre la precedencia o improcedencia de la aplicación 
de un impuesto, sin que antes el impuesto se haya pagado. 
Solve cí repete. 

Que no es admisible, entonces, la pretensión del actor en el 
sentido de que la justicia federal declare improcedente la esti- 
mación practicada sobre sos réditos, desdo que ello solamente 
pudo ser modificado por la misma autoridad que hizo la estima- 
ción, si H aelor hubiera deducido oportunamente el recurso de 
reconsideración. 

Que frente a estas cirennshnieias el actor unieamemr> pue- 
de ahora —usando del derecho que le da el inc. c) del art. 
42 _ promover !u acción de repetición del impiuslo que él cun- 
«iiiera ilegal, interponiendo demanda contenciosa contra el 
fiseo, cuyo ejercicio quedará subordinado al cumplimiento pre- 
vio de papar el impuesto adeudado. 

Que ante esas consideraciones y lo dispuesto en la ultima 
parte del art. 42 de la ley 11.683 (T\ O.) corresponde declarar 
en este estado la improcedencia de la instnncia intentada. 

Por ello, resuelvo: declarar la ira prrcerl encía d<* la ins- 
tancia invocada por el recurrente de estos autos, con costos. — 
Carlos Herrera. 

Sentencia he la Cámara Federal 

Córdoba, agosto 1» de 1D41. 

Y vistos: Considerando : En cuanto al recurso de nulidad: 

Que el recurrente funda la nulidad que invoca, en nno Ta 
substanciación de la cansa se ha hecho sin oír previamente al 
procurador fiscal sobre la competencia de la justicia fM<rnl. 
v en haberse dictado resolución sin llamar "autos para definí- 
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ti va", lo que le ha impedido ejercí! ar el derecho de recusar 
que ¡muerda la ley ¡í.'itífj. 

(¿lie contrariamente a esas manifestaciones formuladas en 
el escrito de pL 2% consta de autos. r|in- la vista fiscal ordenada 
a fu. 15 vta, lo filé a los fines d<l art. 4*J de la ley 1 1 «Sil. de 
tal modo. que ni expedirse el fiscal ;i fs. 1(1 sobre la demanda 
interpuesta v donde solicita se declare la improcedencia de la 
instancia judicial, implícitamente acepta que el caló es de com- 
petencia Eéderal, pues de lo contrarío no habría pedido mi pro- 
nunciamiento sobre el fondo del incidente, y por lo que hateé al 
llaimmiicnt» de «utas, también aparece cumplido esa formali- 
dad en el decreto de fs. 17. siendo además de observar, que la 
lev de recusación sin cansa núm. :¡,2tÜ> a que se hace referen- 
cia, no es aplicable a los jueces de sección cu primera ins» anchi, 
sino únicamente a los miembros de bis cámaras federales, de 
tul modo si se hubiese producidn la oini.sii'.ti apuntada, ella no 
habría pdo susceptible de cansar el perjuicio que se indica. 

Corresponde por tanto no hacer lugar al recurso de nuli- 
dad, y así si< declara. 

En cuanto al recurso de apelación: 

Que con arreglo a lo dispuesto por los arts. ,1ó y ílf» de la 
lev ll.ó'SIÍ (T. O.K contra las resoluciones qiio dicte la gerencia 
del impuesto a tos réditos en los casos de estimaciones de oficio 
a cpie se refiere el art. tí de la misma, los interesados que se 
crean afectados por ellas tienen: el recurso di- recomidera- 
eión qué régla el primero de aquéllos, o el de recurrir directa- 
mente ante la justicia sejrún el secundo. . 

Que en nvn de este ,ler. eho optativo que la mencionada 
lev acuerda, el Dr. Btttéíér Martínez ha ocurrido directamente 
ante el Señor jaez de seveión inquinando la resolución de la 
cerenteia Wbt* estimación de oficio de sus réditos durante los 
átios 1935 a 1 !>::!>. por lo qaé uo es dudoso que le asiste el dere- 
cho de ventilar éti este tribunal la oposición «pie ba deducido. 

Que a esto no se opone el art, * ■ i»''- &) de la lútsnia ley. 
porque allí se niega simplemente la procedencia de ta demanda 
contenciosa cuando ella se refiere a estimaciones de oficio, dni- 
tm th los pliim fídahteet tu hu, pero no cuando renun- 
ciándose en el hecho la vía administrativa para pedir recon- 
sideración se v ;l directamente o la justicia en la forma "revista 
tu ir el eititdo art. ¡íti. 

Eh SU mérito, se revoca el auto apelado y vuelvan estas 
d¡H*cn«la« al iiiziradn de origen a *n« efectos. — Vui»<l A. 
.Mititt't. — Alejandro Metano. — Lms U. AUrnde (II ). 
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Biif nos Aires, '2 de setiembre de 1942. 

^ vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
al procurador físeal íi l's. 30 vía., con I ni la sentencia 
de fs. 2o* vía., en los autos Benjamín Buteler Martínez 
v. Fisco Nacional, venidos de la Cámara Federal de 
Córdoba. 

Considerando : 

Que la sentencia apelada, que revocando la de pri- 
mera instancia de fs. 1S declara la procedencia de la 
instancia judicial, es definitiva y contraria al derecho 
míe el apelante ha fundado en los urts. 8, 35 y 42, inc. 
ti) in finr. de la ley 11.G83 (T. O.). El recurso es, pues» 
procedente de acuerdo a lo dispuesto en el art. 14, inc. 
3% de la ley 48 y 6* de la ley 4035. 

Y en cuanto al fondo do la cuestión : 

Traíase en el caso de una demanda con tenei oso-ad- 
ministrativa tendiente a la revocación de la resolución 
administrativo que, do acuerdo al art. (¡ ? de la ley 11.683 
(T. O.), estima de oficio la renta e intima al actor el 
pago del impuesto correspondiente. El actor sostiene 
en apoyo de la procedencia de la instancia judicial, y 
así lo decide la sentencia apelada, que con arreglo a lo 
dispuesto en los arts. 35 y .Ti de la ley 11,083 (T. O.), 
contra las resoluciones que dicte la gerencia en los ca- 
sos de es limación es de oficio a que se refiere r! art. 
G"' de la misma, los interesados afectados por ellas tie- 
nen derecho de usar el recurso de reconsideración ante 
la administración previsto en el art. 35 o el directo 
judicial referido en el art. 36. 



422 FALLOS DE LA CORTE BUPREMA 

Mus esta interpretación que se basa en el texto del 
art. 36 que dice: "No Lnter)fí&hÍéndo8C el recurso en el 
término señalado, las resoluciones (se refiere a las ad- 
ministrativas) su tendían por firmes y pasadas en auto- 
ridad de cosa juzgada, salvo el caso que el interesado 
recurra directamente ante la justicia", ha omitido con- 
siderar lo dispuesto en el art, S que dice: "La estima- 
ción de oficio se tendrá por firme, salvo que se recti- 
fique a raíz de un recurso de reconsideración contra el 
impuesto resultante, interpuesto dentro de los 15 días 
de la notificación". Lo cual pone de manifiesto que de 
no deducirse el recurso de reconsideración, la estima- 
ción de oficio queda firme, y es susceptible de ser eje- 
cutada pasados los 15 días que el segundo párrafo del 
citado art. B acuerda al contribuyente para cumplirla, 
sin perjuicio de que luego pueda repetir el impuesto 
que Laya pagado en la instancia judicial contoneíoso- 
administrativa, a la que erróneamente llama "recurso 
de repetición". — Fallos: 190, 571; 1D1, 175 y 305; 
lí>3, SI. 

se concibe que ln resolución administrativa que- 
de firme, salvo que se entable un recurso de reconside- 
ración, y que dicha resolución deba cumplirse dentro de 
los 15 días do la notificación, como lo dispone el art. 8, 
y que el contribuyente que no lia deducido el recurso 
de reconsideración pueda promover la acción judicial 
ordinaria contenciosa sin haber cumplido antes la reso- 
lución administrativa, como ocurre con todos los im- 
puestos, cuyo cobro no puede obstaculizarse por medio 
de una demanda judicial. La regla general solve et re- 
pele, es, pues, de aplicación al caso al efecto de permitir 
la discusión judicial sobre la improcedencia del im- 
puesto. 

TC1 art. 4:2, inc. d) que establece la demanda conten- 
cioso, excluye expresamente a éste en los casos de no 
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resolverse administrativamente los recursos do oposi- 
ción y de reconsideración, salvo cuando este, último se 
refiere a estimaciones de oficio, corrobora la interpre- 
tación que corresponde hacer de los arls. 8, 33 y 3í¡. 

Por lo expuesto, y de acuerdo a lo dicta mi na tío por 
el señor Procurador General, so revoca la sentencia de 
fs. 2G vta., en cuanto lia podido sor materia del recurso. 
Músase sabor y devuélvanse, debiendo reponerse el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Ra- 
gaiina — Luis Lwahes — B. 
A. Nazar Anccobena — F. 
R ají os Mejía. 



MARIA C. BERRUEZO DE 1MRIZ Y OTRA 
v. NACION ARGENTINA 

LEYES ACLARATORIAS. 

PEXSIOXES : Graciables. 

RETRO A CTIVIDA D : Leyes (tflminist ratívas. 

La lev 12.(513 es aclaratoria de la ley 11.412, lio sido váli- 
damente dictada por el Congreso y rige para los casos de 
pensión acordadas por el Poder Ejecutivo con anteriori- 
dad a su sanción. 

PENSIONES: Graciables. 

A los efectos del art. P de la ley 12.fi! 3 no procede consi- 
derar que actuó en campanas de la guerra de la indepen- 
dencia el militar que estuvo de guarnición en la ciudad de 
Buenos Aires. 

Sentencia oel Juez Federal 

Buenos Aires, diciembre 19 de 1941. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados "Berruez© 
de Píriz M. E. y otra contra Gobierno de la Nación sobre 
reintegración de pensión", de los que resulta: 
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1») Que a i'ü. 8 se presentan las ndoras deduciendo for- 
mal demanda r.mtra el Suprior Üohíenio la Nación para 
une se le reintrcre la \ -usióia ele § KHJ.ÜU m/n. mensuales que 
percibían (le conformidad can lo disnúesío por la ley 11.412, 
ni mérito <1 la* sisriiieiit.-s i^miderueiones : 

Dicen que smi oi.-tas <!esccndien1.'S tl+'l guerrero do la inde* 
pendre- ¡a coronel .Ins.- María lif.ves. <¿iic cu su calillad de 
tales se les reconoció por decreto del 1*. B. el bcnéfieiO cuyo 
reintegro se persigue cu esta demanda, Que con motivo o*o la 

shiu-h.u 4*> la í. v 1 2.61 3 complementaría cíe ,; » ? ■ « » t i r ■ t- U412 
él P; E por decreto 66.262 ( l" de julio de 104Í1) dejó sin efecto 
la pensión acordada, en cumplimiento de lo dispuesto por el 
art. 6 de la citada ley 12.613. 8c afirma que el cilado decreto es 
nulo en razón dé una serie de consideraciones ,|, urden legal 
V constitucional que ye especifican en esa presentación, y luego 
de hacer otras consideraciones y citar jurisprudencia que hace 
a su íli H í lio. piden que w liAtra lugar a la demanda con intere- 
ses v ensliis. 

"<?) Declarada la competencia d i juzgado y corri.lo iras- 
la.lo de la demanda id P. K. por intermedio dél ministerio del 
ramo, a fs. 16 se presenta eJ señor procurador fiscal COttte*- 

ta mío y dice: ,4 

Que la demanda es improcedente. Desconoce a las íu-f oras 
todo derecho al reintegro de la pensión reclamada. Sostiene que 
es inaplicable al caso la jurisprudencia que se cita en la deman- 
da Agrega Cine el P. K. al dejar sin efecto las pensiones cues- 
tionadas no ha hecho mis que ajustarse estrictamente a lo d» 
puesto por rl art. 6' de la ley 12.613. Xiega el carácter de guerre- 
ro atrihu ídó al cansante v luego de hacer algunas otras conside- 
raciones inris sobre el particular, pide él rechazo de la aeemu 
con costas. 

Considerando ¡ 

If'j Que habiendo resuelto el suscripto en la fecha una 
causa idéntica n la presente ín w "lieyes Reissi^r de 
Juana Ñeria Elvira contra Gtibtexho de la Nneu.n num. Ha 
(ver considerando U) (») dando par reproducidas en esta sen- 

, n om- díee: (í QHti entrando sobre Um<U $t> lo pUtórtiéa debatid* 



-referen!* a hi nulidad do gWHTere de ln independan del causante 
roo! Jo** María lí'.vt* - unnpirto }»npde «er dnd««, cd ..|.i.....n <, , 
ju.pido. .1 carácter ,1o guerrero de la indiqu-n.knf ra atribuido al Lo- 

""'ifjj 12.613 (nrt. ífj al igual *p'* '=» Mtorlor núm, 11.412 tampoco 
eiici* el «irftrter de romhal ionio a Ion rompanentCi .1.* («ierra* militare* 
que actuaron en il periodo de la Independencia AtfBatiáftj para reconocer 
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tencia las considcradoues expuestas en el fallo citado, corros- 
ponde mcBpW la demanda en los términos del escrito de Es. 
8 v así se declara. , _ 

* por las precedentes considor ¡telones, fallo; declarando que 
doña Mari, í'nrlnta llerrnezo de Pirfc y doña (íuillcrm.na Be- 
rnie/o de K.hev-rría son acreedoras a los henol.eios de ta cy 
11 41" v eu e.msreuenein é tíobieruo de la Naeton lichera abo- 
ttñt n lía mismas íaS mensualidades que ¡i ra/.on de * 1OT m/n. 
hm , llH ado de percibir desde el 1» de julio de 1940 mas los ,nto- 
reses al estilo de los que percibe el líaneo de la Nación Argen- 
tina y las costas del juicio. — Eduardo Sarmiento. 



Sentencia de LA Cámara Federal 

Dueños Aires, 1« de junio de 1942. 

Considerando : 

líu cnanto al mmo & nulidad: No habiendo sido sus- 
ten trido en esta instancia, se lo desestima. 

Respecto al de anelacióttJ Por ana fundamentos so con- 
firma la sentencia apelada de fs 32 m declara W*f 
ría Carlota Berrueco de V\vh y duna (iuillcrmina Bemie/.o de 

■v «n «eseeudiontes. «1 beneficio creado por rila. Y en cuanto al nlcance 
« ™ ta i í dUa dar*, a lo* tórmlaoi <le ta ley en.ndo d.5i.cm. q«e «J» 

™ VcnnUwarán a todo, aquélla ^ ftirmnn '!" V' ?!# , "cííwri? 

1,. fuer/a-. nnvalM de la República, ©Tgnniínd»» en su emtono, 
1 „« rn «mnSU de ln «aerra V la Indc-endoneia Argeat aa, entre 
¡ ™ S- ««^ di IS10 v el 30 .1* j.mlo de 1S25", ella *»rse claramente 
T> w •■iilfi-t"d«ntrt parlamentario* que pre lieton a sil marida, M miem- 

«ef.ala.ln refiriéndose predsamenie ni concepto que del., a darse a» vo« 
1 í Sm SpSy por la fey, dljn: "La Cumian *nt,ena« que «* 
„ L,< d> la Iml-pendern-ia \m militaron qno, fonnaiido parte do o B 
ir- r . -ulure* „ 1, las ín.™> navales de la UVpúb ica orgnnixadoa 

K err lorio non.arc.n en cam-afin- do la «m-rn. d- la 

/o/ímYp* rM, n, *rr.W« íe roin^b, W'"' Albir».,, prrma- 

;„í»r parle o. to* jnrifriwr*»»* A- ¿rrifiríf» p C*jfo''. ■ («W IV* 

£ • Jn'sl lá !v.»«.m de Senad-n-* d,S 1* de .«TtimUre do 1WJ , Jjt ' BM, 

,.1%,-ñtidr, a «t.'..He«, do la ley despejan tono Réatro de dudas sobre d l eeho 

,,„„ n,. ,s neee,ario el Labor aetm.do en Pámpana,, como 
dorio el I». K. «n el docreto reílamenlar.o d- ln ley y en el deei.-to num, 
¿¿tí fi do ngnatOde on-.a-nadn por ln «rtnra en el preste .pucio 

y ano fa*- oí „no dejó sin ef.-eto la [.ensi.'^n roolamadu, ar^meato qtw ro- 

pn.dm 1 «Sor procurador fiwnl ni su cscrilo de respoade (fs, íoy y on 

el que funda su defensa al respecto. 
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Echeverría son acreedoras a los beneficios de la ley 11.412 y 
vi\ consecuencia el (Mm-rno dt> la Nación deberá abonar a las 
mismas las mensualidades que a razón de $ 100 ni/n. han 
dejado dé percibir desde el 1* de julio ele 1010 más los intere- 
ses al estilo de las «¡u»- percibe < l l Jlanctí de la Nación Argentina 
y ¡as costas del juicio. — Curios ti>l Campillo, — Ricardo Vi- 
llar Palacio. — Ézeqniél S. de Olas», 

FALLO ÜE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ai rey, - de setiembre de 1942, 

Y vistos: Él reeurso extraordinario deducido en el 
juieio: KBerraezp de Piria Jl. O. y otra v. Gobierno de 
la Nación, sobre pensión de la ley 11.412 '% contra la 
sentencia dielada por la Cámara Federal de la Ca- 
pital. 

De acuerdo eon la doctrina sustentada por esta Cor- 
te en la causa : C. S. 192-2Ü0 y no resultando del expe- 
diente administrativo agregado que el antecesor de la 
aetora actuara en campañas de la guerra de la inde- 
pendencia argentina entre los años 1810 y 1825, se re- 
voca la sentencia de fs. 4U en cuanto ha sido materia del 
recurso extraordinario interpuesto. Hágase saber y de- 
vuélvanse al tribunal de procedencia donde se repondrá 
el papel. 

RnElF.ltTO Repetto — An t toxio ¡Ba- 
oabna — Lms Listares — B. 

A. NaüAIí AxCHOItENA — F. 
RAMOS MEJÍA. 
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CIA. DE SEGUROS "EL COMERCIO" v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Deducciones. 

La ley ll.(J82 autoriza a deducir la amortización de inmue- 
bles cualquiera sea la categoría en que se declare el rédito 
de los mismos {'). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Aplicación. Deducciones. 

Los bienes inmuebles de las compañías ríe sc-íruros forman 
parte del negocio de las mismas y por ello deben ser objeto 
de amortización de acuerdo a lo dispuesto en el art. 23, 
ine. e) de la ley 11.6S2 (T. O.). 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, setiembre 2G de lí>41. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados 11 El Co- 
mercio sociedad anónima contra Gobierno de la Nación, sobre 
repetición", de los que resulta: 

I, Que a fs. 5 se presenta la firma actora deduciendo for- 
mal demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por 
repetición de la suma de cinco mil cuatrocientos asenta y nue< 
ve pesos con diccioebo centavos moneda nacional {$ 5.469.18 
m/n.), que le lia exigido indebida mente la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos, en mérito de las siguientes consi- 
deraciones : 

Dice que al formular las declaraciones juradas correspon- 
dientes a los años IM6-7. 1!)37-S y 1933-9, dedujo como pasto 
a los efectos de la determinación de la renta líquida imponible, 
las amortizaciones efectuadas a los inmuebles de su propiedad. 
Que reajustada la liquidación por parte de la Administración 
do Réditos, ésta no aceptó como deducibles las amnrtizieiones 
expresadas anteriormente, excepción beeha del edificio en que 
la compañía tiene su sede. Que en virtud de ello se exigió el 
papo de la suma cuya repetición se intenta en esta demanda. Se 



(I) Doctrina jidmitiila, por los votos del señor Presidente, Dr. Ho- 
berto Repello, riel sefi^r Ministro Dr. Nn/nr Anchorena .v del Mñor eonjuex 
Dr. Epifnnio Morn Olmedo, qiio inti'grú el Tribunal por reeusncióu del se- 
ñor Ministro Dr. Luis Linares. 
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sostiene que la deducción practicada sr ajusta en un todo a las 
dis posiciones expresas contenidas en la ley (art. 23, ines. c) e i) 
de l.i ley ll.to2 y correlativas íJ isposu-iotics contenidas en los 
arts. 1") y 16 de) decreto del año 1 — fi de febrero — ratifi- 
cado por la ley 11.072, (art, 1H2). Se agrega que el papo se hizo 
bajo protesta y hechas posteriormente las redamaciones del 
caso, se lo liri denegado definitivamente toilo derecho a la repc- 
tición perseguida. Hace luego una serte de consideraciones toas 
sobre el concepto de la renta imponible y pide que en defini- 
tiva se haga Jugar a la acción inteutada, con intereses y costas. 

Tí. Decía rafia (a competencia del Juzgado y corrillo tras- 
lado de lu demanda al sefmr procurador fiscal, a fs. 20 se pre- 
senta contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Niega el pago y se opone 
para «pie en lo sucesivo se agregue Cualquier documento ten- 
diente a acreditarlo (art. 10 de la ley 50). Agrega que la pro- 
testa no reúne los requisitos de forma como para surtir los 
efectos pretendidos. y en eu¡in1<> hace al fundo del asuti'o cues- 
tionado fifirma que la exigencia del pago por parte de la Direc- 
ción de Hédiios si 1 ha ajustado en un todo a las disposiciones 
legales, 11 ¡ice luego una serie ib* consideraciones en esc sentido 
y termina solicitando el rechazo de la acción con costas. 

Conside raudo: 

I. Que la defensa que hace cu primer término et señor 
procurador fiscal cu su escrito de responde i fs. 20) y que 
funda en la omisión relativa n la prueba del pago de ta suma 
cuestionada en autos, por lo que. solicita la sanción prevista en 
el art. 10 de la ley '>0, CS para el caso ineficaz. 

De las constancias administrativas agregadas (ver resolu- 
ción fs. 15) a] ja rece claramente establecido el hecho dé que el 
contribuyente abonó la suma reclamada cu este juicio, que por 
otra |iarte residía evidenciado con H duplicado de boleta acom- 
pañado por el interesado a fs. 25, t'abc asimismo agregar que 
ello no fué materia de recurso ni se cuestionó en momento 
alguno durante el trámite de las actuaciones administrativas 
por lo que el suscrito estinta poco fundada ta defensa que se 
articula y la desestima sin más consideraciones. 

II. tjuc ia articulación promovida respecto a la protesta 
formulada pop el cotittíbityente, tampoco puede prosperar. 

La repetición de impuesto en materia de réditos se halla 
ex presa mentó regimentada dentro de la ley respectiva (art. 
41, ley ll.lis:)) y sobre el particular eahe señalar que el requi- 
sito tic ta protesta no es exigido como condición, de manera 
que mal puede fundarse una defensa cu base a la forma do lo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



429 



que en el caso no lia sido más que un exceso de previsión pnr 
parle del contribuyente. Corresponde en su mérito desestimar 
definitivamente osla defensa. 

III. Que en cuanto hace al fondo del asunto cuestionado 
en ñutos, el suscrito se inclina pnr la aceptación del rey lamo 
entablado en los términos del escrito dé fs. 5. 

Ante todo cabe destacar que la jurisprudencia citada por 
el señor procurador fiscal en su escrito de respondo (fs. 20) 
no puede servir de tase para h solución del caso analizado 
porque el fallo dictado in re "Eseori huela de Eseoriliucla" 
(ver Suprema Corte, Fullos, tomo 187, pág. 330), si bien 
guarda cierta analogía con el presente en cuanto .se discute la 
amortización de inmuebles como rubro dei lucí ble a los efectos 
impositivos, varía fundament alíñente cu cuanto a la situación 
de una de las partes. 

El problema que se plan lea en autos no es el de un simple 
particular sino el de una compañía de seguros, que en su cali- 
dad de tal tiene dentro de la ley un tratamiento especial y 
expreso que a juicio del suscrito torna indiscutible la facultad 
que tiene para deducir las amortizaciones cuestionadas. 

Como con toda claridad se expresa en el escrito de deman- 
da (i's, ü), las compañías de seguros tienen la facultad para 
deducir todas aquellas sumas que. por su cálculo actunrial 
reconocido por la Inspección de .Justicia, deben destinar a in- 
tegrar las reservas matemáticas, cu cnanto fueran necesarias 
para constituir y mantener el fondo con que hacen frente a 
las obligaciones contraídas con sus asegurados o tenedores de 
títulos ivspeelivos íarl. 2:1. inc. cp de la ley 11.6S2). Y dentro 
de las obligaciones impuestas pnr la ley a estas compañía*, 
está la de amortizar por lo menas en mi 2 % anualmente el 
valor del costo órígillí ¡O de los edificios de su propiedad (arts. 
15 v 10 de la ley 11.072). 

* La inaplieubilidad de la doctrina establecida por la Su- 
prema Corte en el fallo señalado resulla así manifiesta v frente 
a las disposiciones claras y terminantes de la ley de redi tus 
rjf» ll.(ís2) en cuanto se refieren a las compañía* de seguros; 
cree innecesario el suscrito abundar en oirás consideraciones 
como para aceptar la demanda y ¡isí se declara. 

Tur las precedentes enmaderaciones, fallo, derla nimio que 
el Gobierno de la Nación deberá devolver a la compañía de 
seguros **Ki Comercio", sociedad anónima, la suma de p^sos 
5.46&18 n más los intereses al estilo de los (pie percibe el 
Ha uro de la Nación Argentina desde la tVehn de la notifica- 
ción de la demanda y las costas del juicio. — Eduardo Sur- 
mi* rttQé 
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Sentencia de la Cámaka Fkdehal 

Buenos Aires, diciembre 24 de 1941. 

Y vistos: En virtud de lo resuelto por la Corte Suprema 
de Justicia <*i el caso de Uscoriliuela (]S7:3^ÜJ, se revoca 
la sentencia apelada de fs. ú"; y eu consecuencia se desestima 
la demanda instaurada por la compañía de seguros "Et Co- 
mercio" contra «'1 (¡nltienm <[<■ la Nación, sonre repetición: 
sin costas, por no billar el Tribunal mérito para so imposición. 
— Varias tbl Campillo. — .1. Conzula Calderón. — Eze- 
quut Si di Olaso, 

FALLO DE LA CORTE SUPREiU 

Buenos Aires, 4 de setiembre de 1ÍÍ42. 

Y vistos: Los nulos " KI Comercio" Cía. de Sega- 
ros contra (¡ol nenio de la Nación sobre repctir-ión", 
venidos por los recursos ordinarios de apelación conce- 
didos a ambas partes — fs, 44 vía. y 4.1 — contra la sen- 
tencia dictada a ís. 4.'J por la Cáumra Federal de la Ca- 
pital. 

Por los fundamentos del voto w disidencia en A 
caso "Kseonhuelu v. la Nación" {Fallos: 187, 330) y 
siendo, además, el i ni miel de de la compañía actor* cuya 
anwiiiznciÓn se discute, un Irien que "forma parte del 
negocio" de Seguros a «pie aquélla sn i tedien, se revoca 
la sentencia apelada y so deelara firme la del señor 
juez federal. Notíííqiieso y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papel en el juagado de origen. 

I? o chuto Tíki'ktto — Antonio Sa- 
omína (ICh discrepancia dé 
fundamentos) — B. A, Kazae 
Anchobena — F. Hamos Mk- 
jía [Eu discrepancia de fun- 
damentos) — K. Moka Olme- 

lin íStftHH »t ruin), 
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DlStKKPAXCIA DK FI XUAMKNTOS 

Y vistos: Considerando: 

f, Que por los fundamentos expuestos ht extenso 
en el caso Eseoriliueln contra la Nación - Fallos: 187, 
3;í0— reiterados cu los de "S, A. Inmobiliaria y Finan- 
ciera v. Fisco" — octubre l.'Wl— ; M Pablo Saint % 
Fisco" —octubre 17/íMl— ; "Mauro Ilerlitzka v. Fis- 
co" —octubre 29/941— ; y "David Costaguta v. Fisco'* 
— mayo KVÍt42 — ; como lo recuerda la sentencia apelada, 
esta Corte ha decidido constantemente tj¿a& los inmuebles 
qne no "forman parte o no asados en el negocio 110 
deben ser objeto de amortización por desliaste a los 
efectos del impuesto a los réditos, de conformidad con 
lo preceptuado en el art. '2l\ inc. c) de la ley 11.(582 
(t ¿) y art. 10 de la ley 12.5<a 

II. Qao el caso de autos difiere del de Escorihue- 
la y concordan tes porque el inmueble de la compañía 
**FI Comercio" cuya amortización se discute es. noto- 
riamente, un bien que "forma parle del negocio" de 
seguros a (pie di el )a compañía se dedica, como que el 
inc f ) del ari. 15 del decreto del Poder Ejecutivo núni. 
1!»7, P. 23.3.10 de G de febrero de ÜO, ordena qne las 
reservas matemáticas de las compañías de seguros so 
inviertan entre otros bienes, "en inmuebles situados 
en la República Argentina", por ser la do los que más 
efectiva y permanentemente garantizan a los asegura- 
dos la efectividad de sus derechos. 

Por ello, los pertinentes fundamentos del fallo de 
primera instancia y lo expuesto en el capítulo III del 
memorial de la actora — fs. 62 — se revoca la sentencia 
recurrida y se deja firme la del juzgado federal de fs. 
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37. Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Antonio SaGabna — F. Ramos 
Mej ía. 

i 

Voto del Dh. Epifan-io Mora Olmedo 

Y vistos: Los recursos de apelación ordinaria con- 
tra la sentencia de la Cámara Federal de la Capital, 
en el juicio instaurado por "El Comercio", Compañía 
de Seguros, Suciedad Anónima, cotilla el Gobierno de 
la X ación, por repetición de sumas pagadas indebida- 
mente, en concepto de impuesto a los réditos; y 

Considerando : 

P Que la cuestión fundamental (pie se discute en 
este juicio, es la de saber si la ley H.fiSií do impuesto 
a los réditos, autoriza a et'cetuar amortizaciones en to- 
dos los bienes inmuebles, y en manto ellas sean nece- 
sarias para obtener y conservar la fuente argentina que 
produce esos réditos. 

Que planteada la misma cuestión en el juicio que 
sirve de fundamento a la sen leticia apelada de la Cámara 
Federal de la Capital, y divididas las opiniones de los 
miembros de esta Corte al resolverla, corresponde, para 
Uegar a la iuterprelneióu propia y elara de la letra o 
texto de la ley, conocer el espíritu o pensamiento nutén- 
tieo del legislador que la sancionó, y luego examinar la 
naturaleza de la relación jurídica que motiva esle juicio, 
ñ fin de determinar si la jurisprudencia invocada como 
fundamento del fallo apelado; es aplicable al cuso pre- 
sente. 

2* Que la ley de impuesto a los réditos H.fíK'2, 
sancionada por la Cámara de Diputados el 29 do di- 

s 
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eiombre de VXil (Diario de Sesiones, tomo VII, pág. 
80G) y por la Cámara de Senadores el 30 del mismo 
mes y año (Diario de Sesiones del Senado de ese año, 
Iühiu U, pág. 838), tiene eomo antecedente inmediato, 
la ley 11.586 dictada sobre el decreto del Oobierno Pro- 
visional del 1!» de enero de VXÍ'2 t creando el impuesto do 
emergencia a los réditos. 

El texto de estas leyes y su consideración y san- 
ción en ambas cámaras, dan una idea clara y arrojan una 
luz plena, sobre la cuestión que aquí se considera. 

Un ligero análisis de esos antecedentes así lo prueba. 

En Ja Cámara de Diputados, el miembro de la ma- 
yoría do la Comisión informando la ley 11.58ÍÍ, expresó 
míe el impuesto a los réditos que se somete a considera- 
ción de Ja II. Cámara, grava con espíritu de equidad la 
riqueza privada realmente existente en el momento eoo- 
nómico oportuno de la circulación (tomo P, pág. 648). 
Que es un impuesto de una estructura muy simple; que 
es mixto cedular y glolial, y se aplica a cuatro cédulas: 
a la renta deJ suelo, a los réditos de los capitales mobi- 
liarios, a los réditos del comercio y la industria y a los 
réditos del trabajo. Agrega que este sistema se aparta 
de la construcción técnica del verdadero impuesto a la 
renta, por lo que se le lia denominado con propiedad im- 
puesto a fas red i tos, evitando los inconvenientes que tie- 
nen otras leyes impositivas que someten al contribuyen- 
te a una verdadera inquisición fiscal. Agrega que la co- 
misión lia mantenido el proyecto en sus líneas esenciales, 
fal cual fué establecido por el Gol tierno Provisional, v 
solamente lo lia modificado en cuestiones más bien de 
detalles ( pn.tr- 650). Más adelante expresa, eaiegóriea- 
menle, que éste es un impuesto a tos réditos ;/ un al ca- 
pital (pág. 05ÍÍ). 

En las páginas 696 y tí07 se votan y aprueban sin 
discusión ni modificación alguna, los arts. o, fi y 7 '.lie 
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establecen los gravámenes sobre la renta de los inmue- 
bles rurales y urbanos previas las deducciones que allí 
se especifican. El art. 5 se refiere a los inmuebles rura- 
les, según que ellos sean o no trabajados personalmente 
por su propietario, siempre que en el primer caso, exce- 
dan a su valor fiscal de $ 25.000. A su vez el art. C grava 
expresamente los inmuebles urbanos cu los siguientes 
casos: a) cuando el propietario arrienda su inmueble; 
b) cuando el propietario habita su inmueble, o cuando 
lo emplea para el ejercicio de su profesión o negocio. 

Como se ve, los inmuebles urbanos como los rura- 
les, sufren el gravamen en todos los casos, ya sean tra- 
bajados o no por sus dueños, estén arrendados o habita- 
dos por ellos, o sean empleados para el ejercicio de su 
profesión o negocio. 

Por esa ley, para determinar la renta definitiva so- 
bre los inmuebles, cualquiera fuere su destino, arrenda- 
dos, habitados por sus dueños o dedicados por éste para 
el ejercicio de su profesión o negocio, podían hacerse de- 
ducciones cu toctos los casos. Así lo expresa textualmen- 
te el art. 7 cuando dice: "Antes de la liquidación del in- 
mueble referido, en los arls. .> y fí, el contribuyente po- 
drá deducir del monto de la renta, los intereses de los 
gravámenes hipotecarios sobre los inmuebles en cues- 
tión, los impuestos y tasas que recayesen directamente 
sobre los mismos, y en el caso de edif icios o construccio- 
nes urbanas además, la suma que determine el Fisco en- 
tre un mínimo del 5 % y un máximo del 10 % de la renta 
que presume el Fisco para el inmueble, por concepto de. 
gasto de mantenimiento. 

Así pues en la primera ley de réditos, antecedente 
de la actual, se establece clara y expresamente, el dere- 
cho que los contribuyen! es tienen a deducir del monto 
de la renta do sus inmuebles rurales y urbanos, además 
de los intereses, impuestos y tasas, un tanto por ciento 
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en los edificios o construcciones para mantenimiento de 
los mismos. 

El proyecto fué aprobado por Diputados, el 23 do 
abril de 1932 (pág. 711) y por Senadores, el 14 de mayo 
de 1932, aceptándose sin discusión ni modificación los 
arts. 5, 6 y 7, - 

La actual ley do impuesto a los réditos 11.682 fué 
considerada en primer término por la Cámara de Dipu- 
tados en la sesión del 28 de diciembre de 1932 (Diario 
do Sesiones, tomo VII, págs. 759 y sigtes.). El mismo 
miembro informante de la mayoría, expresa : que cuan- 
do el Gobierno Provisional proyectó este impuesto lo 
hizo en forma esquemática y sencilla sin que él respon- 
diera al concepto del verdade impuesto a la renta esta- 
blecido en las naciones extranjeras, en las cuales se liace 
la diferenciación no sólo de la renta, sino aun de las si- 
tuaciones personales de los contribuyentes. Hace refe- 
rencia a los inconvenientes notados en la ley anterior y 
luego expresa que pasa n dar v] concepto sintrtico de las 
principales modificaciones que la Comisión propone que 
so sancionen. Que razones de economía lian aconsejado 
la unificación de la tasa en un 5 % para las categorías ; 
primera, renta del suelo, segunda, el rédito de capitales 
mobiliarios y tercera, réditos del comercio y la industria ; 
y en un 3 % para la cuarta categoría, que se refiere al 
trabajo personal. Que los distintos números de tasas 
quitaban al impuesto el carácter de igualdad. Y en se- 
guida agrega lo siguiente que tiene especial importancia 
en esta litis: Qm* en este proyecto desaparece la división 
de categorías de renta que actualmente existe; que el 
contribuyente no tendrá que formular declaraciones in- 
dividuales de cada categoría, sino oue unificará sus 
distintos réditos en una sola deeVraeinn, que unida a 
un hqlancc impositiva determinará el remanente neta t o 
sea é rédito real sobre el ctmí drhení fijarse el impues- 
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to. Que se ha mantenido una clasificación de réditos por 
categorías, al su lo electo de enumerar réditos y trazar 
nornias para la aplicación del impuesto. Pasa luego a 
reten rsc a la renta del suelo y dice que se lia suprimido 
el límite mínimo del 3 'í, porque eso sería gravar rédi- 
tos m&mtentes o sea establecer un gravamen que no 
sería sobre ta renta, sino cu realiilad sobre patrimonio o 
capital. Al votar el art. 18 que es el 21 del T. O. el dipu- 
tado Pinedo, miembro de la Comisión hizo salvar el error 
que consignaban las palabras "por analogía" en la dc- 
terminacíón de la renta neta o el impuesto, reempla- 
zándolas por las lia labras "disposiciones pertinentes". 
Al considerarse el art. l!»(lí- T. O.) se suscita un breve 
debatí-, que lo aclara el diputado Pinedo a nombre de 
la Comisión ron las siguientes palabras que precisan 
y definen otra vez, y ya sin lugar a dudas, el carácter 
del impuesto a W réditos: *'K1 artículo lí» t diee, lia 
necesitado entrar en algunas niin netas para explicar lo 
que es beneficio en aquellas operaciones en que hay 
compra y venia indicando donde esfá !n diferencia y 
cómo la diferencia se traduce en beneficio. Los gastos, 
agrega, para estos y tés demás eont riba ye ufes, están 
r raid os por disposiciones de carácter ;i ene ral lina de 
las cuales, es el art. 2* que establece el principio del 
remanente neto, o sea, el svbtaMe entre las entradas 
o beneficios sobre lüs «asios necesarios para obtener, 
mantener y conservar dicho rédito, Es *■] principio ge- 
neral, agrega el miembro de la Comisión íp .'.ir. 7TA). 
Con esto fundamento se votfl y aprueba sin objeción 
el art. 10 (2? del T. O.). 

Queda así establecido, de un moilo claro y iermi- 
fiailte por el legislador mismo, cuál es el espíritu, el 
pensamiento fnnda mental y el carácter bien definido 
del impuesto a los redi tos. o sea que él se establece 
para todos los contribuyentes, no sobre el capital, sino 
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sobro el rt mane itte neto o sea» sobre el sobrante ele las 
entradas y beneficiéis, deducidos los gastos necesarios 
para obtener, mantener y conservar el rédito. 

Esta ley es considerada y votada por el Senado de 
la Nación sin modificar estas disposiciones y este con- 
cepto (Diario de Sesiones del Senado, año 1Í)H2, to- 
mo '2\ piig. 858 ) . 

í& Que las disposiciones de la ley núm. 11.682 que 
traducen ese pensamiento o espíritu y fijan ese .carác- 
ter son bien claras y expresas. 

El art. 1* empieza por establecer cuáles son los ré- 
ditos que quedan sujetos al gravamen, diciendo que son 
todos los réditos <ir vivados de fuente argentina a favor 
de argentinos o extranjeros, residentes o no, en el terri- 
torio del país, con excepción de los expresamente ex- 
cluidos de las disposiciones de la misma ley. 

Pasa en seguida el «rt. 2* n definir lo que la ley 
considera como rédito diciendo textualmente que: "a 
los fines del impuesto se entiende como rédito el rema* 
nente neto o sea el sobrante de las entradas o benefi- 
cios sobre los gastos necesarios para obtener, mante- 
ner y conservar dichos réditos de acuerdo con los ar- 
tículos siguientes' 1 . Es el principio aplicable a todos 
los contribuyentes. Aliora bien, entre estos artículos 
debemos citar el 8 V (11 del T. O.) que especialmente se 
refiere a la renta del suelo. Establece esa disposición 
que está sujeta at gravamen la renta del suelo, em- 
pleando este concepto en las dos acepciones que tiene, 
es decir, cuando se refiere a campos, y cuando alude a 
casa, o sea a inmuebles rurales y a urbanos. En efecto 
expresamente dice que está sujeto al gravamen, la renta 
del suelo proveniente: 1' de campo explotado "por el 
propietario"; 2* del "arrendamiento" de los mismos; 
3' de la locación de casas; 4* "del valor locativo* * por 
el "uso de inmuebles" en los siguientes casos; a) como 
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"casa habitación del propietario"; b) como "local para 
el ejercicio de su profesión o negocio". 

Como se ve, la ley dice claramente qiie están suje- 
tos al gravamen todos los inmuebles, ya sean rurales 
o urbanos, campos o casas, y cualquiera sea su destino. 
Es decir cuando los campos sean explotados poi sus 
diurnos o estén arrendados; ruando las casas sean ocu- 
padas tumo habitación de sus propietarios o estén arren- 
dadas o las dediquen como local para el ejercicio de su 
profesión o de su negocio. 

Todos los ¡Banucbles pues, sin distinción, en una 
perfecta igualdad, están sujetos al impuesto a los ré- 
ditos. 

El mismo artículo, en su parte final establece la 
norma qué debe seguirse para determinar la reata ne- 
ta, d remanente o sobrante imponible en lodos estos 
casos, ipie, como queda demostrado, se refieren exclu- 
sivamente a bienes inmuebles. 

Dice expresamente esa disposición que "la téütu 
nvta se determinará en lu siguiente forma: de la ren- 
ta bruta, real o presunta (arrendamientos o alquiler 
devengados, o resultado de la explotación propia del 
campo o valor locativo de la casa en uso propio) se 
efectuarán las deducciones yes perfilas aplicándose, las 
disposiciones pertinentes de los artículos 22 al -G". La 
disposición que acabamos de trauscribir, no sólo com- 
pleta sino que confirma la piimera liarte del artículo, 
Kn ésta como hemos visto, se dice en detalle, cuál es 
la renta del sucio que está sujeta al gravamen especi- 
ficando que ella proviene de la explotación de los cam- 
pos por el dueño o del arrendamiento de los mismos; 
de la locación de las casas o de su valor locativo por el 
uso que do ellas hnga el propietario como casa babita- 
eión o como local para el ejercicio de su profesión o 
negocio. 
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La parle final del artículo confirma y completa, 
repetimos, esta especificación. En efecto fácilmente se 
comprende que cuando ella menciona la renta bruta real 
se refiere a la que procede de los arrendamientos o 
alquileres del campo y a la locación de casas; y que 
cuando habla de renta presunta alude a la explotación 
propia del campo por el propietario y al " valor loca- 
tivo" de la casa "en uso propio" del dueño, que en tal 
carácter puede darle dos destinos! como su 14 casa ha- 
bitación" o "como local pura el ejercicio de su profe- 
sión o negocio". Esta es la norma que debe seguirse, 
según esto artículo, para determinar la renta neta im- 
ponible en los inmuebles. De la renta bruta real o pre- 
sunta que arrojen o se computen de estos bienes, cual- 
quiera sea su deslino se efectuarán las deducciones res- 
pectivas aplicándose las disposiciones pertinentes de 
los arts. 2:2 al 2fi. 

Según el diccionario de la lengua, pertinente es lo 
couceruicnte, lo que viene a propósito do ana cosa; lo 
que es conducente, a la solución del pleito. 

Sentado esto, examinemos cuáles pueden ser las 
disposiciones do los arts. 2'2 al 26, que sean concer- 
nientes, a la cuestión, al pleito que aquí se disente, es 
decir, a las deducciones, que según mandato expreso 
del art. 11 Mí fhte, dolnm efectuarse, para determinar 
la renta neta, sujeta al gravamen en los inmuebles. 

El art. 22, no es nplicable porque no es pertinente 
pues él se refiere sólo a establecer qué se entiende por 
renta bruta en la industria y el comercio, qué por renta 
neta y otras disposiciones sobre la declaración jurada 
de la misma categoría. El art. 23, que como el anterior 
so refiere a los réditos de tercera categoría, el comer- 
cio y la industria, dice en síntesis que de la renta bruta 
se deducirán los siguientes renglones: a) los intereses 
por deudas; b) los impuestos y tasas que recaigan so- 
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brt 1 ul negocio; c) los castigos justifica bles contra los 
malos créditos y "las amortizaciones razonables para 
compensar el acotamiento, desgasto y destrucción de 
los bienes usados en el negocio"; d) "los alquileres" 
pngados o adeudados y el valor locativo de los inmue- 
bles propios, o de la parte de los loísmos a feriados al 
giro del negocio, siempre que esta renta sea declarada 
por separado como renta del surto; e-) los salarios, pri- 
mas de seguros, contra incendio, etc. y todos los <h más 
gastos amérales ordinarios pagados o adeudados en 
cuanto sean necesarios para obtener, mantener y con- 
servar los réditos de fuente argentina. Los mes. f), 
g) y H) no tienen relación alguna con la cuestión aquí 
examinada. Kl be. t) se refiere expresamente a las 
compartías de seguros. 

Queda así evidenciado que de todos los incisos del 
art. 23, solamente son pertinentes, es deeir concenwn- 
tes para aplicarlos a fin dé efectuar las deduceiones 
necesarias para la determinación de la renta neta en 
los bienes inmuebles, los siguientes: l v Kl iuc. e) que 
en su parte final sienta un principio general para todas 
las categorías cuando dice (pie se deducirán también 
•'todos los demás gastos generales ordinarios pagados 
o adeudados, en cuanto sean necesarios pura obtener, 
mantener y conservar los réditos de fuente argentina". 
La expresión réditos tic fuente argentina, dice bien cla- 
ramente que la deducción por lo* gastos generales or- 
dinarios con el objeto que el expresa, se refiere a bie- 
nes de todas las categorías sin más condición que la 
de ser de Fuente argentina; 2* Kl ínc d) que ordena 
deducir: a) "lo alquileres pagados o adeudados", se 
entiende que de los terrenos y casas o de los negocios 
establecidos en los mismos pues son los susceptibles de 
ser alquilados; b) "el valor locativo de los inmue- 
bles propios", es decir cuando son ocupndos por sus 
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dueños; c) "la parte de los mismos afectados al (jiro 
del negocio". Y pura que no quede duda alguna de 
que estas deducciones corresponde hacerlas en todos 
los inmuebles agrega el inc. d) : "siempre que esta ren- 
ta se declare por separado como renta del suelo"; 3° El 
inc. c) que autoriza deducir las amortizaciones razona- 
bles para compensar ol agotamiento, despiste y dcs- 
trucción de los bienes usados en el negocio. Esta dis- 
posición, concuerda con la del ine. e) que, como hornos 
visto, autoriza deducir "todos los gastos generales or- 
dinarios en cuanto sean necesarios para obtener, man- 
tener y conservar los réditos de fuente argentina y 
más aún con la disposición del art. 2, que como se hn 
dicho, es general y por el cual exprosa y categórica- 
mente se ordena deducir de las entradas y beneficios 
los gastos necesarios para obtener, mantener y conser- 
var dichos réditos. Confirman las disposiciones perti- 
nentes del art. 23, la del iue. h) dol art. 24. Por ella «o 
se admiten deducciones de sumas invertidas on edifi- 
cios nuevos o en mejoras permanmtes que aumenten el 
valor do los bienes, maquinarias o instalaciones. Esto 
quiere decir, que si en los bienes inmuebles no pudie- 
ran deducirse las sumas necesarias para compensar lo 
invertido en obtener, conservar y mantener los réditos, 
bi ley lo hubiera dicho expresamente. Se deduce tam- 
bp ló¡ «mente de ln disposición dol inc. h) que se 
pueden deducir las sumas que se gasten para obtener, 
conservar y mantener los réditos de los inmuebles siem- 
pre que no aumente el valor de esos bienes. Confirma 
por fin la tesis que sostenemos Ja disposición del inc. a) 
del art. 25. Por ella, "en la determinación de la renta 
bruta no se computarán las deducciones del art. 23 en 
cuanto correspondan a réditos de fuente extranjera, o 
sean destinados a obtener, mantener y compensar tales 
réditos". Lo que significa establecer que si so compn- 
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tarán cuando se trate de réditos tic fuente a rgentina . 
EL legislador lia considerado indispensable hacer cx- 
presamcnte esta exclusión porque el inc. e) del art. 23 
como lo hemos visto, autoriza categóricamente deducir 
todos les demás gastos generales ordinarios necesarios 
para obtener, mantener y conservar los réditos siem- 
pre que sean de fucufe argeiifiiui. El ine. a) del art. 23 
concuerda además y es una consecuencia del art. 2* do 
carácter general aplicable a todas las categorías porque 
éstas son globales y entre ellas tu> hay divisiones ni 
distinciones, sino al solo objeto de las declaraciones 
juradas de los cuiit rihuycnles, como quedó establecido 
en ta sanción de la ley, según se ha demostrado más 
a rriba. 

Por manera que las disposiciones pertinentes y de 
carácter general que rigen las deducciones de los gas- 
tos para obtener, mantener y couservnr Jos réditos a 

fin de cslabl r el remanente neto, disposiciones a las 

cpie aludía el diputado Pinedo, aplicables a la tercera 
categoría y a lós ti t- más cotiirthitt/fiiit son: el art. -\ 
el 11. i'l Í!. ta. c), d), y eh el 24, ine. h) y el 25 
iuc. a). Hay cutre todas esas disposiciones una per- 
fecta armonía y concordancia porque responden al pro- 
pósito, al pensamiento fundamental del legislador, de 
gravar sólo el remanenle. el sobrante, neto de la relata 
y no el capital, el patrimonio, la renta bruta. 

4 V Que no obstante la claridad de esas disposi- 
ciones las opiniones se han dividido, porque en el art. 23 
ine. c) se dice que se liarán la> amortizaciones razona- 
bles para compensar, el agotamiento, desgaste y des- 
trucción de tos bienes usados @n > l negocio. Se argu- 
menta que esta disposición excluye las amortizaciones 
por el mismo concepto, en los bienes inmuebles, lo que 
no es así. El error nace de que se lia tomado este 
inciso (lisiadamente, sin examinar cuáles son las díspo- 
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sieiones EfiátoBütfi pertinentes para hacer las deduccio- 
ues que el art. 11 ordena a fin de determinar los réditos 
en la renta del suelo. Ks lógico, per otra parto, que 
t>n el art. 'SA existieran alguna o algunas disposiciones, 
si tu» todas, que expresamente se refirieran <t los bienes 
usados m el neffoéio, o al ¡pro del WWW, «*wo lo ha- 
cen los Lüés. e) y d) porque este artículo lia sido redac- 
lado especialmente, para regir los réditos del comercio 
y ht industria. 

Pretender que la disi>osición del inciso que nos oeu- 
¡(;i , prohibí' hacer deducciones en los demás bienes in- 
muebles, sería admitir que ella anula y deja sin efecto 
Ja disposición del art. 11 ht fute, que ordena hacer esas 
deducciones en los campos y casas que se arrienden, o 
se den en locación; en los (pie so exploten por cuenta 
propia, o en las casas que se ocupen como habitación 
4©1 dueño, o como local de su profesión de su negocio. 
S.-ría poner esa disposición en oposición abierta con los 
mea. e) v d) del mismo artículo; contrariar el tnc. h) 
del art. *J4 v el a) del art. 25¡ y lo que es más inadmi- 
sible serta desvirtuar en absoluto, dejar sm aplica- 
ción, la disposición terminante del art. 2' de la ley 
núm 11 porque el impuesto no recaería sobre el 
sobrante o remanente neto, sino sobre el capital, sobre 
el patrimonio, sobre la renla bruta. 

El inc C) del art. 23 debe pues quedar reducido a 
sus propios términos y a su alcance lógico y legal, al 
eomercio. dejando en todo su vigor y aplicación las 
demás disposiciones pertinentes que hemos examinado 
eme rigen las deducciones respéctívm U) vn los 

bienes inmuebles o renta del suelo cualquiera sea su 
destino o aplicación. 

Pero aun dentro de la esfera de los impuestos a los 
réditos del comercio, se restringe más el alcance del 
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inc. c s diciendo que él se refiere sólo a los locales de 
venta a las fábricaa, o a las oficinas del negocio. 

Para funda r esta afirmación se sostiene que la pa- 
la lira nefió&o tiene en el léxico oficial de la lengua, en 
el jurídico, y en el común o vulgar, varias acepciones. 

Las palabra?, en el estado urinal del idioma, no 
tienen más significado que el que lea asigna la gra- 
mática. 

E?Ó existen en el idioma castellano o español, pa- 
labras que tengan significados diversos fuera de 
aquella. 

Xo hay nada que se asemeje al "Scnno Nolnlis", 
el lenguaje noble y culto hablado por los patricios, los 
poetas y oradores; ni al ".SVoao Vulgarh", la lengua 
vulgar habluda por los soldados, comerciantes, obreros 
y esclavos; ni al lmju latín, corrupción del latín clási- 
co empleado por magistrados y clérigos y cu los docu- 
mentos oficiales; formas todas que imperaron en ln 
Romanía, es decir en la península Ibérica cuando era 
colonia romana. 

Las palabras en nuestro idioma, no tienen niás síg*- 
nificado que el que les da la gramática; y la ley sólo 
debo emplearlas en ese sentido, >\n poder alterarlas ni 
usarlas en el significado vulgar que se les pueda asig- 
na i*. Si una palabra tiene varías acepciones reconoci- 
das por la gramática i la ley al emplearla debe expresar 
a cuál tic ellas se refiere y si no lo lince, quiere decir 
que la emplea en todos sus significados. Tal es lo que 
ocurre con la reducción del im*, c) del arl. de lu lev 
míin, ll.liHL». En él se empica la palabra negocio, sim- 
plemente. Y como ésta tiene una acepción amplía quie- 
re decir que la ley la empleó en todas sus acepciones, 
porque no es permitido distinguir donde la ley no dis- 
tingue. 
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5 9 Que la ley núm. 12.5!)U, art. 10, al establecer que 
H lM amortizaciones en los bienes usados en el negocio 
como locales de véala, fábricas u oficinas, sólo se deduci- 
rán cu la tercera categoría de réditos", no es una ley 
achira loria ni interpretativa, sino una ley nueva, tín pri- 
mer termino, porque al emplear la palabra negocio só- 
lo en el concepto de locales de venta, Fábricas u ofici- 
nas, liare una limitación que la ley que se pretende acia- 
raí 1 , no tenía, pues el adverbio romo consignado en la 
redacción del art. 1(1 sólo da lugar a comparaciones con 
cosas o bienes semejantes. Hs ley nueva además, por- 
que al decir que las deducciones .sólo se harán en la 
tercera categoría de réditos, las prohibe para !a pri- 
mera categoría —reída del suelo— derogando así lo' 
arts. 2, 11, T\ ines. e) y d), y sus concordantes, que 
expresa y categóricamente las autorizan y ordenan pa- 
ra los réditos de ] ir i mera categoría, como para todas 
las otras. 

La ley núm. 11,682, por oí i i parte, no es obscura 
en ninguna tic sus disposiciones. Todas ellas están re- 
dactadas en forma correcta, es decir, de acuerdo a las 
reglas fie la gramática, empleando palabras propias, o 
sean ai j aellas cuyo significado corresponde exactamen- 
te al pensamiento del legislador. Por ello la ley 11.ÍÍ82 
es clara en todos sus términos, es decir, es fácilmen- 
te comprendida sin mayor esfuerzo intelectual. Siendo 
pues el art. 11* de la ley li'.oüí), una ley nueva, no 
tiene efecto retroactivo y sólo dele regir para el fu- 
turo, lo que tampoco puede suceder porque la segun- 
da parle del mismo artículo establece que "a partir 
del l v de enero de lí>40 la amortización del art. 23, 
inc e) de la ley núm. 11.682, se hará efectiva para 
todos los contribuyentes propietarios de edificios y 
cousl ruceiones. cualquiera fuese la categoría en que se 
declare el rédito de los inmuebles", lo que coincide en 
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absoluto con las disposiciones de los arts. 2, 11, 23, 24 
y 25 ya citados. 

íi v Que siendo pues evidente, que las deducciones 
en los bieues inmuebles deben hacerse, porque así lo 
impone el espíritu y la letra expresa de la ley 11. (¡82 
y sus antecedentes legislativos, y no pudiendo apli- 
carse para el futuro la primera parto del art. 10 de 
la ley 12.5ÍÍ9, que prohibe esas deducciones, resulta 
claro y sin lunar a dudas, que el propósito inequívo- 
co que persigne esta última disposición, es volver 
sobre el pasudo, alterar dereehos adquiridos y supedi- 
tar a sus términos las cuestiones judiciales pendientes 
del fallo de los jueces, como es el caso presente. De 
ello msge una extrnlimitueióu de las facultades del 
Congreso, y una interferencia en las que son propias 
del Poder Judicial. 

Los poderes del Estado tienen facultades propias 
y exclusivas, pero éstas no son absolutas, ni ilimitadas. 
Todas ellas están sujetas a la letra y al espíritu de la 
Constiturióu N'aeioual, que establece la mutua y roeí- 
proca independencia, no la soheranía, de esos poderes. 
"Cada uno de éstos, tiene su órbita de acción bien clara 
y definida, se lia dicho, de tal modo que ninguno de 
ello., debe abrogarse facultades del otro, porque eso 
constituiría un flagrante ataque al derecho y a la liber- 
tad riel h II vi dúo y de la colectividad, un heeho de inso- 
portable tiranía, un odioso abuso de poder". 

Ninguno de los poderes del Estado, el Ejecutivo, 
i>l Judicial ni aun el Legislativo, es soberano. Los tres, 
en conjunto, controlándose recíprocamente, ejercen, en 
representación del pueblo, la soberanía. Ejercer la so- 
beranía es, según la profunda expresión do Pascal, re- 
ferir la multitud a la unidad para huir do la anarquía 
y la unidad a ta multitud, para alejar el despotismo. 

Xo puede pues ¡i pitearse a esta lilis, la primera 
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parle del art. 10 de la ley U'.óOÍ) porque eso importa- 
ría dar efecto retroactivo a una ley nueva; y resolver 
por ella una cuestión pendiente de fallo, al amparo de 
la ley, (pie so color de aclarar, se modifica. 

El art. 10 citado es también inconstitucional. El 
rompe la igualdad y la equidad (pie deben tener los 
impuestos y gravámenes según los arts. 16 y 4 do la 
Constitución. En primer término, al establecer que de 
iudiw ios bienes sujetos ni impuesto a los réditos, sólo 
los íW la tercera categoría tienen el privilegio de hacer 
deduceioues a los efectos de determinar el remanente 
neto imponible; y en segundo lugar, al disponer que los 
propietarios de edificios y construcciones en los inmue- 
bles, podrán hacer la amortización que fija el me. c) 
del art. 23 a partir del 1' de enero de 1940* y no la 
podrán hacer los mismos contribuyentes antes de esa 

fecha. 

f» <¿ue por otra pinte, la relación jurídica que dio 
luiíar al .inicio Esrori huela contra el Gobierno do la 
Xarión, es distinta a la que motiva esta litis. En aqué- 
lla el Estado estaba frente al derecho de un particular, 
de una persona natural del derecho civil, cuyos intere- 
ses no afectan p la colectividad. En el presente .juicio, 
so discuten los derechos de una persona .jurídico, crea- 
da por la ley misma, con un propósito de bien público, 
cuyos intereses, derechos y deberé* u ferian a una par- 
te considerable de la colectividad y están regidos, antes 
que por el derecho ¡civil* por la legislación comercial, el 
derecho administrativo y el derecho público. Por ello 
el Estado tiene el derecho y el deber de vigilar y re- 
glamentar como lo linee, la vida, la existencia y la ad- 
ministración de los bienes de esas sociedades, a fin do 
que ellas puedan responder a las obligaciones contraí- 
das para con sus asegurados o tenedores de títulos. 

De allí que la ley núm. 11.G82 en el último inciso 
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i)_ ¿el art. 'SS Ies reconozca el derecho de deducir 
las sumas que deben destinar a integrar las reservas 
nía temátií-as en cuanto fueran necesarias para consti- 
tuir y mantener el fondo con que han de nacer efectiva 
aquella responsabilidad. 

Por i-I carácter jurídico, soc ial y de bien público 
que estas entidades tienen, y por ,ue son sociedades 
eminentemente comerciales, pueden hacer todas las de- 
ducciones que especifica el art. 23 Así lo estatuye 
expresamente el iuc i) recién filado, En efecto, este 
inciso dice textualmente "Las compañías de seguros 
y fio capitalización, etcétera, podrán deducir, aáémfai 
aquellas sumas qué..- üém destinar a integrar las 
reservas matemáticas" etc. etc. El adverbio de canti- 
dad <i$emá8 qtie da la *nlea do cantidad, o de agregar a 
una cosa, otra 11 otras que ya se lian enunciado o enu- 
merado, dice bien cía i ámenle, que las n mi punías de 
seguros y capitalización, podrán hacer las deducciones 
mencionadas en los ines. a) al ta) del art. '2?>. Con más 
razón pueden hacer las deducciones del iuc e), porqué 
todos sus bienes, muebles o inmuebles, son empleados 
o usados en el ueffOmú del seguro — -pues aun en el caso 
de que esos bienes se nrrienden o alquilen rl protht- 
fitlf) de éstos, se destina siempre por mandato de la 
ley al mismo negocio. 

Kn su mérilo, se revoca la sentencia apelada y se 
confirma la de primera instamia en loilas sus partes, 
sin cosías. Notíííqticse y devuélvanse, debiendo repo- 
néis*' el papel en ju/.u'ailo di' origen; — E. Moma 

( ll.MEtNl. 
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FERMIN LEJARZA f. CAJA DE JUBILACIONES 
DE E.MT'LE; >OS FERROVIARIOS 

JÜfííLÁCIOS DE EMPLLADOS FERROVIARIOS; Devolución 
de aportes. 

La eesuuiía por supresión (U'i puesto del empleado ferro- 
viario (pie con anterioridad había optado por el régimen 
de la ley núm. 11.575; ÜÚ le da derecho a Ja devolución 
de los aportes efectuados a Ja caja de la ley níhn. 10.650. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 20 de abril de 1942. 
Y vistos: Considerando: 

El Dr. Fermín Lejarza, optó el fi de abril de 19.13 por la 
jubilación btmearia e hizo renuncia a la .jubilación que pu- 
diera obtener corno ferroviario. í Véase escrito de fs. 8). 

Es decir, que el Dr. Lejarza optó por el régimen jubila- 
torio de la lev man. 11.575 y renunció expresamente p.l de la 
ley uúm. 10.050. 

En virtud de esa decisión suya. Lejarza pretendió la de- 
volución de los aportes ferroviarios efectuados y la exención 
de los que debían practicársele en lo sucesivo. 

La Corte Suprema, confirmando el fallo de este tribunal, 
no hizo fugar a la (leva-Unción y exención pretendida por el 
recurrente, entre otros fundamentos, porque los aportes no son 
un impiie.sto sino una carga especial, cuyo monto puede per- 
derse por razón de varias circunstancias, entre otras la acu- 
mulación de distintos cartros que no permitan el goce si nani- 
ta neo fie diversas jubilaciones, sin que por ello pueda decirse 
que importe mía confiscación, ni tampoco una desigualdad. t 

Producida la cesantía del Dr. Lejarza como empleado fe- 
rroviario "por no requerirse más sus servicios pnr supresión 
del puesto ". pide la devolución de sus aportes ferroviarios, 
acogiéndose a lo dispuesto en el nrt, 24 de la ley uúm. 10.650 
y renunciando al art. 22 de esa ley, que acuerda un benefieio 
mayor. 

En consecuencia, so pretende ahora, un beneficio do los 
que concede ¡a ley de jubilaciones ferroviarias, de cuyo régi- 



♦50 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



men el mismo interesado se excluyó en virtud de la opción 
recordada. 

Por consiguiente, carnee de derecho al beneficio que pre- 
tende. 

Por estas Pons¡dcmc¡on<'s, se confirma la resol tic ión ape- 
lada de fs. 81 que deniega la devolución de aportes pedida pur 
Fermín Lejarza. — Ricardo Villar Palacio, — Juan A. (ion- 
zútez Calderón. — Ezequiel .S. de Olaso. — Eduardo Sarmiento, 

Dictamen del, Procurador General 
Suprema turto : 

El recurso eatt mordi na rio resulta procedente por 
haberse puesto cu tela do juicio la interpretación de 
disposiciones de iu ley especial N tf 1U.U5U y ser la sen- 
tencia definitiva de fs. 1)1 contraria al derecho invocado 
por el alúdante. 

Eu cuanto al fondo del asunto, Jos fundamentos que 
sustenta el tallo ile la Cámara Federal parceenme sufi- 
cientes pura pedir su confirmación. Hóio a g redare que 
coneeptúo insostenible la tesis del reenr rente ífs. !í- 
vtn.) en el sentido de que su renuncia a los beneficios 
de la citada ley, significó únicamente abandonar el de- 
recho a la jubilación que autoriza el art. lfí peto no a 
la devolución de aportes prevista por el art. 24. 

Ku su mérito, soy de opinión que corresponde con- 
firmar d fallo apelado en cuanto ha podido ser materia 
de recurso. — Buenos Aires, agosto de 1R4-. — Saúl 
M. Encolar. 

FALLO PE LA C'i'HíTE SPPREMA 

Buenos Aires, 4 setiembre de 1942, 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en el 
juicio "Fermín Lejarza vJ Caja Ferroviaria, sobre de- 
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volución de aportes", contra la sentencia dictada por 
la Cámara Federal. 

l*or sus fundamentos y de acuerdo con el preceden- 
te dictamen del señor Procurador Fiscal de Cámara, 
se con Tirina la sentencia de fojas ¡>l t en cuanto pudo ser 
materia de recurso. Hágase saber y devuélvanse al tri- 
bunal de procedencia. 

Roberto Eepetto — Antonio Sa- 
Gabna — Luis Linares — B. 
A. Nazab A n choren a — F. 
Hamos Mejía. 



FERROCARRIL DEL SCI) v. BANCO HIPOTECARIO 

NACIONAL 

PERROC ABRILES, 

TA HI VA S: Ferrocarrüea. 

Las instituciones de Estado, aunque aut implicas nano el 
Banco di' la Nación, el Banco Hipotecario Nacional, los 
Ferrocarriles del Estado, Yacim ¡cutos Petrolíferos Fisca- 
les, están comprendidas en el hencficia previsto en el nrt, 10 
de la ley núm, 5.'H."í cuando sus empleados viajan en fun- 
ción del servicio público que desempeñan. 

RASCO HIPOTECARIO NACIOXAL: Principios generóle*. 

Las modificaciones que la ley m'iro. 12.1."¡[> introdujo en lo 
anterior ley orgánica del Banco Hipotecario Nacional en 
cuanto a la constitución de *u directorio, ni dar participa- 
ción en el mismo n entidades privadas, no lian hecho per- 
der a dicho ha neo el carácter que le asigna el nrt. f>7, 
inc. ó", de la Constitución Nacional, las leyes ninas. ^172 
y lt),fió7 y la jurisprudencia de ln Corte Suprema. 

RAXCO HIPOTECARIO NACIOXAL: Pririlenfos. 

FERROCARRILES. 

7, t RIFA S ; Ferrocarriles. 

La rebaja prevista en el art. 10 de la ley núra, 5Í11ÍÍ se 
aplica ni transporte por ferrocarril nacional de empleados 
del Bañen Hipotecario Nacional ipie viajan en comisión de 
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servicio, eon excepción de los casos en que el Banco cobra 
directamente a los dientes el precio cíe los pasajes u se 
lus imputa a su cuenta de deudores. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, agosto ÍU de 1940. 

Y vistos: Estos autos seguidos por el Ferrocarril del Sud 
con! ra t i Bailen Hipotecario Nacional f,obrc cobro de pesos, 

V resultando : 

V> Que a fs. 5 se presenta don T. Ricardo Lapeyre en re- 
pre«e nt ación del ferrocarril del Sud iniciando acción contra el 
Bancu Hipotecario Nacional por cobro de la suma de 8 íU:il.í>H 
moneda nacional. 

Manifiesta que Ja cantidad que reclama corre • onde ni 
importe de transpones impagos realizados por cuenta ti el de- 
mandad» en lim as tic propiedad de su mandante y de los ferro- 
carril^ Babia Blanca y Noreste, de los que su representada 
es administradora. M 

lieclama «híihímho el pu?;» de los intereses monitorios. 

Funda su derecho en disposiciones di los códigos civil y de 
eomercto, ley núm. 2H7;i y deerett. refflanicntario de la misma. 

A fs. í.i se amplía "la tb manda en § l.üáti.01 m/n. cia res- 
pondii lites al precio de sen-icios prestados desde el l" de abril 
de l!i:iÓ al M de jimio del mismo año. 

-y Corrillo el tia-slad» de la demanda a fs. 20. se presenta 
don -Tumi Gángiani en representación del Banco liputecarm 
Nacional solicitando su .rechazo. 

Bspresa que mi mandante nada adeuda ¡il actor, ya que lia 
efectuad» e| paiíO de los transportes que se le reclaman, practi- 
cándose por intermedio de la Dirección deneral de Ferrocarri- 
les el descuento del 50 '.' qne autoriza el art. 10 de la ley 

B3Í5. ii 

Afirma que el actor alude a disposiciones legales que no 

guardan relación eon la demanda, ya que las invocadas i-eglatt 

dereebus y obli«raci»ncs de la empresa eon el público y que no 

serían aplicábles al Banco tlipotcefttto íífteional, por ser ésta 

nna institución del listad» y isiinii- .¡tintamente con el Han- 

eo de la Nación Argentina, el Banco Nnciimal a que se refiere 

la Constitución '*n sl < alt * ° 7 - '"'*■ 

Cita en defensa de los dn líos de su mandante los de- 

érelos del Poder Ejecutivo Niieioiin! tle ó de diciembre de 1Í>24 
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y de 22 de junio de 1925 y diversos fallos de la Ruprema Corte 
de Justicia y di- la Excma. ('amura Federal. 

A fs. íil manifiesta el actor que han sido abonadas la 
mayoría de Ins. cuentas que motivaron la demanda, habiendo 
quedado únicamente pendiente de papo, un saldo de $ 5,92 m/n. 

Acompaña planillas qtte se péfietfen a Jas rebajas efectua- 
dme por el demandado y que importan $ 3.0 12.77 m/n, 

Hace presente que considero i leca les dichas rebajas, razón 
por la cual recibió ios pagos bajo protesta, reservándose el de- 
recho de reclamar la cantidad deducida. 

Niega la existencia de disposición legal que autorice tales 
descuentos y funda su derecho en las leyes de concesión y en 
la ley 2873 y artículos del Código de Comercio. 

Mantiene la demanda por -5 3.612.77 m/n. en concepto de 
saldo de las cuentas que fueron motivo de descuentos, mas la 
cantidad de S 5.!»2 m/n., lo que hace un total de 8 3.618.69 m/n., 
a que asciende lo reclamado. 

Considerando: 

Que eon respecto a la naturaleza de establecimiento pú- 
blico integrante de la Nación que inviste en nuestro derecho 
público el Banco Hipotecario Nacional, ha dicho la Corte Su- 
prema que el Congreso, ejercitando podere expresamente con- 
feridas por la Constitución (art. 67, inc, 5») t ha podido dotarlo 
de todas aquellas prerrogativas que juzgare necesarias o sólo 
convenientes para el mejor resultado de sus operaciones <C. S., 
1. 139, pág. 274). conceptos que se amplían en el caso del t. 170, 
pág. 316; como así también que a mérito de ser repartición ad- 
ministrativa fiel (¡obierno Nacional debe considerarse que sus 
empleados viajan en comisión de éste y se encuentran por tanto 
comprendidos dentro de la franquicia establecida por el art. 10 
de la ley 5315 <C. S., t. 165. pj'tff. 270). 

De acuerdo a la precitada doctrina jurisprudencial, que es 
aplicable al síífi W? t corresponde declarar, en principio, el de- 
recho a la rebaja cuestionada sobre las tarifas ordinarias con 
respecto a las empleados dependientes del Banco, cuando éstos 
viajan en comisión de servicio. 

Que no obstante el principio establecido precedentemente, 
queda por dilucidarse el segundo aspecto de la cuestión plan- 
teada, o sea saber si en Ion casos en que los empleados viajan 
en comisión de servicios y en que stis pasajes son abonados por 
los particulares interesados en la gestión que motiva dichos via- 
jes, por igual debe ser aplicable a los ferrocarriles la citada ta- 
rifa reducida del art. 10. 
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A los finos de ta decisión buscada, llámese necesario, antes 
establecer el alcance institucional que dentro de la concesión 
ferroviaria reviste el reconocido derecho a la Nación de gozar de 
un f>0 % sobre Jos precios de las tarifas ordinarias. 

Qttc de acuerdo a los fines a aue obedece la franquicia con- 
ferida a los trasportes oficiales, cabe sosh !ier. conformo lo tiene 
reconocido nuestra Corte $upr?nm. demás ue otras consi lcraeio- 
nes, i|iie ella responde al pro pósito de faeitilar la acción del 
<¡oliii-i-nn. reduciendo en lo posible los gastos de la adminis- 
tración pública, ya qué el Estado tiene a su carpo una serie de 
funciones i'snieialt'.s a la convivencia social, de carácter inelu- 
dible e iiui'-i linable, por lo (pie en fin de propender n su reali- 
zación se lia reservado privilegios especiales (<\ M., t. 170. pág. 
¡117, consid. \"). 

Este criterio, ipie la Corle conceptúa jaste, es el que ha 
imperado siempre en los relaciones de Gobierno y empresas, 
como que « i beneficio que la frnrquicía reporta a la ndminis- 
t ración lo es a todo el pueblo argentino, ni país en general, y en 
consecuencia a los ferrocarriles, que por delegación lineen un 
servicio público, al amparo de garantías y ^privilegios, cuya 
Compensación funda aquélla, además de la solidaridad ipie debe 
suponérseles eon el i oleres nacional (consid. 5*, sentencia ci- 
tada). 

Que de acuerdo al criterio interpretativo expuesto, puede 
tenérsele por establecido: 1* Que la franquicia responde al 
propósito de reducir los gastos públicos; 2" Que ta franquicia 
funda una compcnsueióu de beneficios como son los recibidos 
por todo t\ pueblo argentino y las empresas ferroviarias. 

Este concepto de la compensación de beneficios, que justi- 
fica el privilegio a la reducción de la tarifa ordinaria a que 
tiene derecho el Estado, necesariamente debe comprender en 
el caso de los pasajes, para que tal privilegio sea exigible ade- 
más de la calidad de empleado público y el desempeño de fun- 
ciones públicas, como justificativo del viaje, que son esenciales 
al espíritu del art. 10 citado, la correspondiente imputación 
al erario público del gasto invertido en los pasajes. 

De otra suerte, si como ocurre en el siih Ufe, en determi- 
nados casas el gasto del pasaje es oblado por el particular y en 
nada gravita sobre el patrimonio del Estado, resultará fuera 
de toda duda que ta privación ni concesión ario de un ~>0 r <í de 
la tarifa a que tiene derecho, para ser acordada en beneficio 
de un particular, no solamente atentaría contra el concepto 
de la compensación de beneficios que la justifica, sino que 
crearía en favor de un tercero ajeno a dicho régimen de de- 
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reclio público un beneficio indebido con la consiguiente lesión 
patrimonial del concesionario. 

El carácter restrictivo con que deben considerarse otorga- 
dos los privilegios a su bcnc fiein rio ampara por igual a (piten 
los soporta, máximo en aquellos casos en que dichos privile- 
gios no se ajustan estrictamente al texto y espíritu de la ley 
que los consagra. 

Que en el caso suh lite está dcbid amento probado por la 
prolijii y explícita pericia practicada en «utos y que obra 
agregada a t, 107, que varios de los pasp^es incluidos eu la 
demanda han sido abonados por loa part otilares interesados 
en las gestiones que motivaron dichos viaje, en cuyos easos el 
Banco Hipotecario Nacional solamente anticipó los gastos ne- 
cesarios. 

De acuerdo a la doctrina admitida precedentemente corno 
aplicable al siib lite, el derecho de la acfora a go/ar de la tota- 
lidad del precio de las tarifas ordinarias aplicadas no puede 
sino reconocerse como legítimo, lo que así se declara, en un todo 
de acuerdo con las conclusiones de la pericia de f. 107. 

Por tanto y lo expuesto, fallo condenando al Banco Hi- 
potecario Nacional a pagar a la empresa del F, C. Sud, 
dentro de los 20 días de notificada la sentencia definitiva, la 
cantidad que en concepto del 50 r ,*, deducido de Jos precios 
de las tarifas ordinarias de pasajes, resulten adeudadas do 
acuerdo a las constancias de la pericia practicada en autos, 
obrante a f. 107, con intereses. Sin costas, atenta la naturaleza 
del caso resuello. — Emitió L. (¡onzíílfz. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, julio 4 de 1941. 

Considerando: Que la Corte Suprema y esta Cámara en 
el enso análogo que se registra en el t. líiü, pág. 263, estable- 
cieron que el Banco Hipotecario Nacional es una repartición 
administrativa del Gobierno Nacional y debe considerarse que 
sus empleados viajan en comisión de éste cuando lo hacen 
obedeciendo órdenes del directorio, y se encuentran por tanto 
comprendidos dentro de la franquicia establecida por el art. 
10 de la ley 5315. 

Por ello, de acuerdo con lo resuelto en el caso citado, se- 
guido entre las mismas partes, y por Jas eonside raciones ex- 
puestas por el demandado en los escritos de fs. 167 y 174, so 
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revoca la sentencia apelada de fs. l. r >í) y en consecuencia, se 
rechaza Ja demanda deducida por el F. C. del Sud contra el 
Banco Hipotecario Nacional, por cobro de pesos. Sin costas, 
atenta la naturaleza di* la causa. — Xtcolúx UmxzáUi Irammfy 
— Carias dd Campillo. — E tequie t 8. de Otaso. 

Dictamen del Procurador Gkxehal 
Suprema Corte: 

Procede en este caso e! recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones do las leyes especiales 5315 y 12.150, y ser 
el fallo apelado contrario a los derechos que oportuna- 
mente invocara la parte hoy recurrente. 

So trata de resolver sí los empleados del Banco Hi- 
potecario Nacional, cuando viajan por razones do ser- 
vicio público en ferrocarriles acogidos a la ley 5315, 
tienen el derecho de hacerlo con la tarifa reducida que 
las empresas deben conceder a los demás empleados del 
Gobierno Nacional. Prácticamente, la jurisprudencia de 
V. K. (1(35:20*3; 171 j 47, concordantes con 170:312) ha 
decidido ya el punto en sentido afirmativo, y sólo resta 
aplicarla ima vez más. 

Plantéase aquí sin embargo, como cuestión nueva, 
la de si al reorganizar la forma de constitución del di- 
rectorio de dicho. Banco la ley 12.15Í*, !al institución 
perdió su carácter anterior y no pudo ser considerada 
para lo sucesivo como repartición del Estado. A mi jui- 
cio la negativa se impone. Ahora, como antes, es el Po- 
der Ejecutivo con acuerdo del Senado quien sigue 
designando a los miembros del directorio, sin eme el he- 
cho de recibir al efecto propuestas de candidatos, pre- 
sentadas por algunas entidades privadas modifique la 
posición jurídica del Banco dentro del Estado argen- 
tino. Ni su capital ha dejado de pertenecer a la Nación, 
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ni dichas entidades perciben parte alguna de las ganan- 
cias, ¡U la voluntad de ellas podría modificar la ley or- 
gánica. 

Kn consecuencia, correspondo confirmar la senten- 
cia apelada de i'*. 184. — Buenos Aires, diciembre 3 de 
— Juan Alvares, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de setiembre de 1942. 

V vistos : Los del recurso extraordinario de apela- 
ción de la Kiupresa del Ferrocarril del Sud contra la 
sentencia de la Cámara Federal do Apelación de la Ca- 
pital, que desestimó la demanda por cobro do pasajes 
instaurada contra el Banco Hipotecario Nacional; y 

Considerando : 

I) Que la recurrente sostiene en apoyo de su de- 
manda rechazada ; a) que conforme a su reiterada inter- 
pretación de la ley, el beneficio del 50 % de rebaja so- 
bre pasajes y fletes, no alcanza a las reparticiones autár- 
quicas —como la demandada— que no son el gobier- 
no mismo i b) que la ley núm. ÍMW t posterior a la ju- 
risprudencia de esta Corte que declara comprendido 
al Banco Hipotecario Nacional, al modificar la estructu- 
ra administrativa de éste, dando intervención en su go- 
bierno a entidades privadas, lo ha quitado el carácter 
de Banco de Estado, fundamento de aquella jurispru- 
dencia ; c) que en cualquier caso y como lo resolvió el 
juez federal, ese beneficio o privilegio, de pagar sola- 
mente el 50 % del precio de los pasajes, no puede alcan- 
zar a los particulares, clientes del Baneo, que pagan di- 
rectamente esos pasajes o cuyo importe se les imputa 
a su cuenta de deudores. 
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IT) Que Ja jurisprudencia de esta Corto Suprema 
es categórica y constante en el aeiitídó de comprender a 
instituciones de Estado, aunque autárquieas como el 
Banco de la Nación, el Banco Hipotecario Nacional, los 
Ferrocarriles úYl Estad", Yacimientos Petrolíferos Fis- 
cales en el beneficio del art. 10 de la ley man. .">;» I ij cuan- 
do sus empleados viajan cu función del servicio público 
que desempeñan — Fallos: 1!I*J, 414 y 1 71 : 171, 4T; 170, 
31-; l(Jr>, '2i't'.\ y otros. Esa doctrina no resulta conmovida 
por los alefatos de ta acto 1 ni las diversas instancias 
del pleito. 

Ll I ) (¿uo tampoco tiene eficacia el argumento fun- 
dado en las modificaciones ijuc la ley núiu. 1 lí.l -~>íi intro- 
dujo cu la anterior ley orgánica del Banco — mím. 8172— 
sobre constitución del directorio de aquél, al dar parti- 
cipación en el mismo a entidades privadas como las 
Bolsas de Comercio de lineaos Aires y Rosario, la So- 
ciedad Rural Argentina, la Corporación de Tenedores 
de Títulos y Acciones, etc.; pues esas modificaciones 
de estructura no han hecho perder al Banco Hipotecario 
Nacional el carácter que le asigna el art. G7, inc. 5», de 
la Constitución Nacional, su ley orgánica uúm. #17:2 
modificada por la núin. 10.07(5 y la jurisprudencia de 
esta Corte —Fallos: i:í!>, üriíl— . Estudiando una cues- 
tión semejante — casó "Elvira E. Condomi contra la 
Caja de Acumulaciones, Subsidios y Pensiones de los 
Empicados del Banco de Ja Provincia de Tíñenos Aires, 
en liquidación — este Tribunal Supremo dijo: "Que es 
evidente la existencia de un Hunco de la Provincia de 
Buenos Aires que existía cuando las disposiciones con- 
vencionales, constitucionales y legales transcriptas" 
{ Pacto de Unión de Flores de 11 de noviembre de 18áí), 
art, 7; Constitución Nacional, art. 104; ley núm. .105 
de Capitalización de Buenos Aires, art. 3 P ; y ley pro- 
vincial de 2 de marzo de líMHí) "se dictaron y ese Ban- 
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co por la nueva organización que so ha (lado, modifican- 
do la forma do integrar su capital y su gobierno, así 
come algunos otros detalles, no dejó do sor la institu- 
ción do crédito que la Provincia se reservó en propie- 
dad y jurisdicción de la Nación en horas solemnes para 
la paz, la integridad y la armonía de ía Kopúbliea. . . " 
—Fallas: 170, 12— Doctrina reiterada en la causa 
*■* Banco de la Provincia de Buenos Aires contra la Na- 
ción —Dirección de líédit os Fallos: 1SÜ, 170. 

Xo puede ser otra la conclusión respecto de la ins- 
titución demandada por la circunstancia que la actora 
invoca, de un cambio en la constitución de su directo- 
rio sin cambio do fines, jurisdicción y carácter. 

IV) Que es justo el reclamo del ferrocarril en 
cuanto a los pasajes pairados por los particulares inte- 
resados en las operaciones del Banco, sea directamen- 
te o sea por imputación a su cuenta en forma do deuda. 
El beneficio do la ley núm. 5315 — art. 10— contempla 
a la Nación misma, a su economía y a sus finanzas, 
con el elevado propósito de hacer menos pesados los 
gastos del servicio público que menciona y, por lo tan- 
to, más frecuente y fácil su realización; pero no ha 
podido pensar el legislador que también los ferrocarri- 
les lian de sufrir desmedro en sus legítimas entradas 
—condición asimismo del más fácil, moderado y eficaz 
costo del transporte— otorgando tarifas no retributi- 
vas a favor de los particulares que tengan relaciones de 
negocios con el Estado. Los ferrocarriles son también 
instituciones de gran trascendencia económica, política 
y social ; actúan en reemplazo y por concesión nacional 
o provincial ; no pueden cobrar por el servicio que pres- 
tan lo que su concepto y su interés les indique sino lo 
que el Estado acepte dentro de lo "justo, razonable y 
uniforme" para fomentar el tráfico, estimular la pro- 
ducción y el consumo; y es, entonces, justo que el bene- 
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ficiario del Hunco Hipotecario Nacional, del Banco Na- 
cional, de Petrolíferos Fiscales que paga pasajes de 
inspección, de posesión, de remate, de aprovisionamien- 
to, etc., ios pague en las mismas condiciones de igual- 
dad que los demás habitantes del país. 

En su mérito, por los fundamentos concordantes 
del fullo de primera instancia, de conformidad en lo 
pertinente con el dictamen del señor Procurador Ge- 
neral, se reforma Ja .sentencia recurrida, se desestima 
la demanda en l«i principal y se hace lugar a ella en lo 
referente al 50 % de los pasajes pagados por los par- 
ticulares directamente o cargados a sus cuentas deu- 
doras, según Ja pericia de fs. 107, tal como lo resuelve 
el .Juez Federal a fs. 15!). 

llágase salíer y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el juzgado de origen. 

Houp.uto Iíkpetto — Antonio Sa- 

r.AHNA LUIS IjIKAKES — B. 

A. Xa/ a a Ajíc-hoiiena — F. 
Ramos Mejía. 



SAIMON ATÍÍÍKNT1NA v. ÍJl'STAVO SCIIN'OOR 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. 

Tiene fuerza tic definitiva y es susceptible de recurso ex- 
traordinario la sentencia dictada en juicio de apremio que 
rechaza la prescripción fundada en una ley nacional e 
impide <|iie pueda ser disentida en el juicio ordinario de 
repetición. 

PRESCRIPCION: Prescripción de acciones e» particular. leyes p<- 
peciaies. 

La acción del fisco para impugnar la declaración jurada 
de un comerciante, prescribe a los cinco años contados 
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desde la fecha en que aquélla debió ser presentada con- 
forme ni art. «0 del decreto reglamentario del 2 de enero 
de 1939. - 

■ 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Airea, diciembre 22 de 1941. 

Y vistos- Por las razones de derecho invocadas por la ac- 
tora «Éi su escrito de fs. 20, se rechazan las defensas opuestas 
por la demandada y sentenciase le venta esta ciiusa se»uida 
por el Fisco Nacional contra (iustavo Sdinoor sobre cobro de 
la suma de $ 2.092.92 ra/n. Y llévese el apremio adelante hasta 
hacer al acreedor pajro del capital reclamado, intereses y cos- 
tas, — Emilio L. Onnzáltz. 



FALLO 11K LA CORTE SU FU KM A 

Buenos Aires, 7 de .septiembre de 1942. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 30 en los atitos Fisco Xar-ional v. Bclinoor Gus- 
tavo sobre cobro do impuesto a los mi i tos, (apremio) 
vellidos del Juzgado Federal de la Capital. 

Considerando: En euiinlo al recurso: 

(¿ue se discute la interpretación del art. 2Ü inc. a) 
de la ley núm. ll.íiHÍÍ, referente a la prescripción alegada, 
líosuelio la improcedencia fie esta defensa en la senten- 
cia de fs. 2« vta. que manda llevar adelante el apremio, 
tal defensa no podría discutirse útilmente en el juicio 
ordinario a que se refiere el nrt. 3S0 de la ley 50. Tiene, 
pues, esa sentencia el carácter de definitiva al efecto de 
la procedencia del recurso extraordinario (Fallos: 187, 
637 y los en él citados). 

Y respecto ¡íl fondo de la cuestión: Que esta Cor- 
te, interpretando el art. 23. dijo: "La ley 11.083 no 
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fija plazo dentro del cual lia do presentarse la decía 
ración jurada y abonarse el impuesto a los réditos, sino 
que lo deja librado al consejo de la Dirección General 
'del mismo (art, 8°)". 

Que el P. E. en feclia enero 2 de 1939 dictó el de- 
creto reglamentario de las leyes 11.682 y 11.ÜS3 (T. O.) 
sobre la base del proyecto de reglamentación pro- 
puesta por el consejo de la Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos, en enyo art. 80 se establece que 
en los réditos de la tercera categoría "Los comercian- 
tes, razones sociales y entidades comerciales o civiles, 
con excepción de las entidades con personería jurídica 
y de responsabilidad limitada, presentarán una decla- 
ración jurada dentro del término de CO días hábiles a 
contar de la fecha del cierro del ejercicio anual, a los fi- 
nes de determinar uniformemente para todos sus socios 
y como liase para la rícela ración jurada, el beneficio ne- 
to imponible", etc. (párrafos primero y segundo), agre- 
gando en el quinto párrafo "cuando no estuviese ex- 
presamente dele mimado el período de cada ejercicio, se 
aplicará a tal fin el año calendario". 

t¿ue resultando del expediento administrativo agre- 
gado a los autos (¡ue el impuesto que se ejecuta se re- 
fiere solamente al ejercicio cerrado al 30 de junio de 
1935, por referirse a los réditos obtenidos desde el 1* de 
julio de 1934 hasta el 30 do junio de 1935, es patente que 
hállase fijado el período del ejercicio; y, por lo tanto, 
que no se a [titeará a tal fin el período del año calenda- 
rio. De acuerdo a la regí amen (ación antes citada — art, 
SO — la declaración jurada ha debido presentarse dentro 
de los sesenta días hábiles a contar de la fecha del cierro 
del ejercicio anual; o sea hasta el 12 de septiembre de 
1935, No rige, pues, en el caso en examen, la fecha del 
20 de marzo de 1930 fijada por la Dirección para los 
réditos percibidos durante el ejercicio del año cálenda- 
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rio 1935, como lo establece también el art. 8* del decre- 
to reglamentario, por referirse claramente a los réditos 
del año en que termina el ejercicio anual en el cual se 
producen dichos réditos. 

En su mérito so revoca la sentencia de fs. 26 vta. en 
cuanto lia podido ser materia del recurso. Hágase saber 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juz- 
gado de origen. 

Roüekto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Libares — B. 
A. Nazab Anchores a — F. 
Eaüos Mkjía. 



AGUSTIN SOLI) ATI Y OTRA 

DERECHOS Y GARAS TI AS CONSTITUCION ALES: Principios 
generales, 

Fuera del país, la Constitución nada ha garantido a I03 
extranjeros ni podía haberlo hecho por falta de jurisdic- 
ción ; pero los capitales introducidos en 01 por aquellos, 
quedan sometidos a las leyes nacionales, lo mismo mu? las 
rehieiones jurídicas que puedan nacer de esos actos, 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Igualdad. 
IMi'l 'ESTOS: Facultades impositivas. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA: Determinación 
del impuesto. Bienes compitUddes y no compntahlrs. 

Los arts. Ni, 104 y IOS do la Constitución Nacional no resul- 
tan violados por el hecho de tomarse como base para es- 
tablecer la tasa fiel impuesto sucesorio el total de cada hi- 
juela, comprendidos los bienes situados dentro y fuera de 
la jurisdicción provincial. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conutitnciounlidml e inconzt Unció- 
nalidad. Impuestos y contribuciones locales. A la herencia. 
IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA: Principios ge- 
neraUs. 

No es contrario a la Constitución Nacional gravar la trans- 
misión gratuita de los bienes en el momento en que ella 
se exterioriza. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucianalidad e inconstitucio* 

nalidad. Impuestos y contribuciones locales. A la herencia. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA: Determinación 

del impiiMfe. Tata del impuesto. 

151 adicional del 10 \'v a un impuesto existente —relativo, 
en el caso, a la transmisión gratuita— no es im nuevo 
impuesto sino una forma de aumentar el producido de 
aquél, gravando en forma más intensa la misma fuente y 
categoría de contribuyentes, lo cual no es contrario a la 
( *o nst it ueión Nacional. 

IMPUESTOS: Principios generales. 

La falta de equidad d¡> un tributo por su carácter gra- 
voso no puede originar una cuestión de íncoustitiu-mnali- 
dad, a menos que sea eonfiseatorio. 

IMPUESTOS: Confiscación. 

No procede, tomar como base para fundar el carácter con- 
Éiscatorio atribuido a un impuesto, la acumulación resul- 
tante de cobrarse vario* en un mismo neto — en el caso, 
dos originados por transmisiones gratuita* distintas e in- 
dependientes— ni el cobro de multas por la mora en el 
patín de los gravámenes, 

CONSTITUCION NACIONAL: CaHftitttciottalidatl e ínconttUuefo* 
nalidad. Impuestos y contribuciones focales. A la ktrtncitt. 

IMPCES TO S : Con fisca ciSn , 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA: Interminación 

del impuesto. Tasa del impuesto. 

VA impuesto a la transmisión gratuita rpie ahsorhe la to- 
talidad del brtber lie,vdita.m -más del !«4 'i en el enso- 
es confiscatnrin v contrariu :i los nrts. H y lt tío la tons- 
titueión Nacional; pern un lo es el que sótn representa ni 
21.91 % del bnber recibido por el heredero. 

IMPUESTOS: Confiscación. 

Para resolver si un impuesto a la transmisión gratuita es 
o no emi fisca torio debe compararse su monto enn "1 vnlnr 
real de los bienes t r ansí nit idas —comprobado, en el caso, 
en tres remates .sucesivos— con prcscindeneia del avaluó 
míiehO mayor efectuado por el fisco para el papo de la 
contribución territorial. 
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Buenos Aires, septiembre 7 de 1942. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
Luis Boffo contra la sentencia de la Excma, Cámara de 
Apelaciones del Rosal io, Sala Tercera en lo Civil y Co- 
mercial, dictada en los autos de tramitación del exhor- 
to librado por el Juzgado de Primera Instancia en lo 
Civil de esta Capital para la protocolización e inscrip- 
ción de la declaración de heredero y testamento en las 
sucesiones de María Ilazel Ilubbard de Soldati y Agus- 
tín Soldati, cuya procedencia ha declarado esta Corte 
a fs. 64 

Considerando : 

Que fallecida doña María Hazei Hubbard de Sol- 
dati fué declarado único y universal heredero su esposo 
Agustín Soldati, y fallecido éste fué protocolizado su 
testamento en el que instituía heredero a su sobrino Ra- 
fael Soldati, exhortando el juez civil de esta Capital 
ni ile igual clase del Rosario para la debida protoco- 
lización de ambas piezas en la Provincia de Santa Fe 
con respecto a los bienes existentes en la estación Ru- 
fián de esa provincia, que lo constituían 425 hectáreas 
de campo que vendidas judicial mente produjeron pe- 
sos 6&2O0 m/n. 

Que dado trámite al exhorto, se practicó la liqui- 
dación del impuesto sucesorio liquidándose por la pri- 
mera transmisión sobre la mitad del bien, y tomando 
como baso la tasación a los efectos de la contribución 
terrilorial, la cantidad de * S.3%.10 m/n., en concepto 
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de impuesto, adicional del 10 §& É recargo por ausentis- 
mo y mulla por mora, y por la segunda transmisión, 
sobro la totalidad del bien y por los mismos conceptos, 
$ G1.13Ü.25 ni n. 

Que el recurrente sostiene que el impuesto así co- 
brado ee contrario a los arts. 4% 17, 20 y 67, ínc. 11, 
de Ja Constitución Nacional por cuanto: a) no tiene 
las condiciouurt de p ropo reí onalidad y equidad que exi- 
ge el primero de los artículos citados, según resulta de 
la simple comparneióu de valores; b) las provincias no 
pueden tomar como liase para establecer el por ciento 
del impuesto bienes inmuebles que no están en su ju- 
risdicción; e) d adicional del 10 % es una suporposi- 
rión de impuesto sobre impuesto contraria a nuestn* 
régimen constitucional; d) es eonfiscatorio porque nb- 
sorbe más de lo que se recibe; e) es contrario al Código 
Civil cu cuanto este establece que la transmisión de los 
- bienes se produce el día de la muerte y, por lo tanto, 
no puede tomarse como base imra la imposición el mo- 
mento del pago, porque se aplieu sobre valores que ya 
pertenecen al heredero. 

Que esta Corte ya ha i léela ra do por mayoría de 
vo ( os — isi», 4*21— que: **Lus personas que, sean o no 
habitantes del país, se hallan sometidas a la jurisdic- 
ción de la Xaeión por razón de los actos que renlizan 
en el territorio de la misma, quedan por ese solo hecho 
bajo el amparo de la Constitución y de las leyes na- 
cionales *\ 

Que las impugnaciones enumeradas en u) y e) lian 
sido materia de pronunciamientos de la Corte y basta 
remitirse a los fundamentos dados en aquellos casos pa- 
ra su rechazo. Tía establecido — 107, 63— por mayoría 
de votos, que "la eireunstaneia de tomarse el total de 
cada hijuela, comprendidos los bienes situados dentro 
y fuera de la jurisdicción provincial, para fijar el por 



DE JUSTICIA DE LX NACIÓN 

P 

ciento de cada categoría para el pago del impuesto", 
no es contraria a lo dispuesto por los arts. 104 y 108 
de la Constitución Nacional, pues no grava los bienes 
extraños de ninguna manera, y que la misma circuns- 
tancia — 1">7, 39") ; 176, 3311— tampoco vulnera la garan- 
tía de la igualdad. También iia resuelto —156, 48; 160, 
114 y 313; 1GG, 383— que no es contraria a la Consti- 
tución Nacional la ley provincial que grava la trans- 
misión gratuita de bienes en el momento en que tal 
transmisión se exterioriza. 

Que corresponde también rechazar la impugnación 
enumerada en e), por cuan i o un adicional del 10 % a 
un impuesto existente no constituye un impuesto nuevo 
que se superponga al existente, sino una forma de 
aumentar su producido gravando en fonna más inten- 
sa la misma fuente y la misma categoría de contribu- 
yentes. 

Que sólo quedan por resolver las impugnaciones 
enumeradas en a) y en d), que en realidad constitu- 
yen una sola, pues la falta de equidad por lo gravoso 
de un tributo, si no es confisca torio, no puedo originar 
una cuestión de inconstitueionalidad —153, 40* ; líi(i, 
383 — y debo dejarse establecido previamente que no 
puede servir do base para fundar el carácter confis- 
ca torio de un impuesto la acumulación que resulte de 
cobrarse varios en un mismo acto, en el caso dos. ori- 
ginados por transmisiones distintas e independientes; 
ni el cobro de multas por mora que son sanciones esta- 
blecidas para asegurar el pago oportuno del impuesto, 
sanción en la que se incurre por un acto n omisión vo- 
luntario y que responde a otros principios que los que 
rigen a los impuestos. Doctrina de los Fallos: 160, 114; 
ISfi, 421 ; 187, 30fi. 

Que en el primer caso, en que hereda el esposo 
ausente, prescindiendo de la multa, el impuesto, con 
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los recargos legales; imperta $ 7-H.j.Uü m/n. sobre una 
hijuela* según iu wmy jmln-íal, de $ 32,tiUU, lo que 
equivale al 21.91 

Que el segundo tusa, en que hereda el sobrino 
ausente, el iiupuestp, .sin eoinputar la multa, importa 
$ úíj.üoÜ sobre un va km recibido de $ 56.803*90 in/n., 
lo que equivale a mas dei !>4 ',-í . 

Que éstudlátlos amuos lusos con el criterio que es- 
tu Corte ha apUeauo a olios casos análogos — 1SÜ", 
421; 1-88* *280; Uu. Uñ) y los que cu ellos se citan— 
cor responde derla ra r que el impuesto a las sucesiones 
lal romo se cobra en el secundo cuso es epnfíseatorio y 
contrario a los arts. H y 17 de la Constitución Nacio- 
nal, por cnanto absorbe casi la totalidad de) haber su- 
cesorio, según queda establéenlo en el considerando 
anterior, no así respecto del primero en el que el ini- 
puestp representa él 21.91 . del haber recibido por 
el be redero. 

tjue ia circunstancia de llegarse a tan excesivo im- 
puesto en el segundo caso mi lauto por razón de la 
ley en sí, sino por tomarse para la liquidación el valor 
fijado i>ara el pairo del impuesto territorial no puede 
variar la conclusión, por cnanto el tiecho real, no des- 
virtuado eti autos, es que el hirti, subastado tres veces, 
sólo fué vendido por eí precio indicado anteriormente 
y se llega así n Ja confiscación, por la ley y por el pro- 
cedimiento empleado por el Kslado para liquidar el 
impuesto. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia upe- 
]ad;i «1** fs. -\-, en canuto lia podido ser malcría del re- 
curso, con relación a la liquidación del impuesto en la 
sucesión de Agustín Koldati la que deberá prm't icarse 
e¿n arreglo a bis declaraciones contenidas en este pro- 
nunciamiento, y se la confirma, también en cuanto ha 
podido ser materia de recurso, con relación a la liqui- 
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dación en la sucesión de María Hazcl Hubbard de Sol- 
datL Notifíquose y devuélvanse, debiendo ser repuesto 
eí sellado en el tribunal de origen. 

Roberto Kepetto disidencia 
parcial) — Antonio Sao arma 
[En disidencia) — Luis Li- 
nakks — B. A. Nazar Ancho* 
rkna — P, Ramos Aíejía. 



Disidencia parcial 
Y vistos: Considerando: 

Que las provine! as carecen de fue u Hades para to- 
mar en consideración el valor de los bienes situados 
fuera de su jurisdicción, a los efectos do determinar la 
tasa del impuesto a la transmisión gratuita de los que 
están comprendidos en ella (disidencia de Fallos : 167, 

cuyos fundamentos se dan aquí porVeproducidos). 

Que, por consiguiente, la sentencia apelada debe ser 
revocada no sólo con respecto al impuesto de $ 55.550 
moneda nacional liquidado para la sucesión do don 
Agustín Soldati —que es, además, confiscatorio — sino 
también en cnanto al de $ 7.145,(i0 m/n. calculado para 
la sucesión do doña Muría Hazcl Hubbard; pues en am- 
bos casos la liquidación se lia practicado tomando como 
base para determinar el por ciento aplicable, el valor de 
bienes situados fuera de la jurisdicción de la Provincia 
de Santa Fe. 

Por ello, so revoca la sentcncin apelada en lo que ba 
sido materia del recurso. Hágase sabor y devuélvanse, 
reponiéndose el papel en el juzgado de origen. 



Roberto Repetto. 
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Disidencia 
Y visión: Considerando: 

Que loa causantes y el único heredero Rafael Do- 
ajiaco Pedro Sohlati eran y es —respectivamente— ex- 
franjólos ll " habitantes del país y, en consecuencia, de 
acuerdo ron Lo sostenido en las disidencias en los fallos 
de los tomos KÍU, púg. 247, y IStí, pág. 421, no corres- 
ponde la invocación de garantías constitucionales esta- 
blecidas para los habitantes do la Nación Argentina. 
Se dan por reproducidos esos fundamentos. (Cont\, 
Preámbulo y arts. 14, l(i t 17, 18, lí> y 20 de la Constitu- 
ción Nacional ). 

4¿m! a mayor abundamiento y para cualquier situa- 
ción diversa, en cuanto al carácter mencionado de cau- 
santes y heredero, cabe advertir: a) que se trata de dos 
sucesiones, por lo que no se puede acumular lo que en 
ellas se paga por formar un quantum (pie se supone 
confiscatorio ; b) que la constante jurisprudencia de esta 
i 'orto ha establecido que es constitucional la fijación, en 
las leyes nacionales y provinciales, de la exteriorizaeión 
del acto de transmisión gratuita (Fallos: 152, 24 y 2G8; 
1.5Ü, 48; 1G0, 313) ; r) que la base para fijar la tasa del 
impuesto es el monto de la híjueln, cualquiera sea la 
situación de los bienes que la integran (Fallos: t53, 46; 
157, 305; 108, 5); d) que el recargo por ausentismo es 
sólo de .10 7* en la ley santafecina, y ello, con los demás 
capítulos de las liquidaciones de fs. 14 y 15 no exceden, 
sobre el monto de las hijuelas, del por ciento constitu- 
cional; e) que la avaluación oficial para el pago de los 
impuestos, cuando no es observada en el tiempo y forma 
que las leyes prescriben, es la norma corriente en la Na- 
ción y provincias, y en el caso de autos ni so lia alegado 
siguiera que se observara por los Koldati la avaluación 
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fiscal de las 425 hectáreas do Santa Fe. En el fallo del 
tomo 191, página 4l¡0 esta (Jorte afirmó categóricamente 
esa norma (ver considerandos 4* y 5*). Una venta a 
precios inferioras, sobre todo en plazo breve, forzosa y 
en pública subasta, puede ser — y eon frecuencia es en 
¿poras de crisis — un resultado accidental y no la ex- 
presión de un justo valor; f ) que la sanción de inulta por 
reta rilo excesivo en la apertura, de las sucesiones es de 
ley en la Nación y provincias y no puede conceptuarse 
como impuesto para llegar al con opto conñscatorio. La 
Corte así lo resolvió, entre otros, en el caso de La Eléc- 
trica del Norte contra la Municipalidad de Tucumán 
— 17Í», 54. 

En su mérito so confirma la resolución apelada en 
cuanto pudo ser materia del racurso. Hágase saber y 
devuélvanse» reponiéndose el papel en el juzgado de 
origen. 

Antonio Saoarna. 



LUCIO MACHADO DONCEL v. PROVINCÍA DE 

SAN JUAN 

COSTAS: Desarrollo del litigio. Incidentes. 
rBRÉNCION DE INSTANCIA. 

Procede imponer n la parte nctora las costas del juicio en 
que so operó la perdición de la instancia y eximirla del 
píi¡?o de las costas del incidente relativo a ésta por haberse 
allanado a ln minina 



(1) Wehíi del /alio: 7 d<» «tfiemhre de 1«42. 
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SAMUEL TAJTELBAUM 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Procedimiento. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto me- 
diante nn escrito que nu indica fundamento alguno y sim- 
plemente se limita a solicitar la concesión de aquél (*). 



FERMIN A BARRIONUEVO Y OTRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

Los litigantes que comparecen a la Corte Suprema por me- 
dio del recurso extraordinario concedido no tienen derecho 
para producir prueba alguna ante aquélla, sin perjuicio 
de las medidas que el Tribunal considere oportuno dictar 
para mejor proveer 

RECüRSO EXTRAORDINARIO: Procedimiento. 

Vencido el término perentorio fijado en el art. 8 de la ley 
4055, los litigantes no tienen derecho para producir inci- 
dencias ni presentar nuevos escritos en la instancia extra- 
ordinaria ■ 



MIGUEL ANTONIO LOMBARDO v. JUNTA NACIONAL 

DE CARNES 

RECURSO EXTRAORDINARIO ; Cuestión federal Relució* di- 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
incompatibilidad de una resolución de la Junta Nacional 
de Carnes con mi decreto del Poder Ejecutivo Nacional 
invocado por el actor, contra la sentencia que admite la 
validez de aquélla por considerar que se ajusta á dicho 
decreto y, además, a In inteligencia que corresponde atri- 



(1) Foclia «k'l fnltn: 11 de septiembre do 1942. Ver Fallos: 193, 38. 
m Pwha a>l fnl)»: 11 de scjii a-inlire tío 1042, Vrr Fallns: 177, 390. 
(3) Fallos: 181, 172. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



473 



buir ul art. 15, ¡nc. c) de la ley 12.16Ü, que es suficiente 
por sí Milu pura sustentar el fallo apelado y no ha sido 
incluida por el recurrente entre tos puntos sometidos a la 
decisión de la Corte Suprema en el escrito de interposi- 
ción del recurso. 



Sentencia del Jue?, Federal 

Buenos Aires, abril 3 de 1941. 

Y visto*;: Para sentencia esta causa seguida por Miguel 
Antonio Lombardo contra la Junta Nacional de Carnes, sobre 
cobro de pesos. 

Resultando : 

1*) Que el actor, fundado en el decreto del P. E. N. f de 
8 de diciembre de 1938, de ayuda a la ganadería, demanda el 
pago del subsidio de $ 1.864.93 m/n. que dice cor responderle 
como vendedor de diversas partidas de hacienda en el Mercado 
de Liniers, especificadas en la planilla que acompaña. 

Agrega que no obstante ser su caso claro y a j astado al 
referido decreto, la entidad demandada, encargada de la or- 
ganización y contralor do los subsidios, le ha negado su dere- 
cho, exigiéndole, a mérito de una reglamentación propia, el 
requisito de justificar que las haciendas vendidas por él hayan 
estado un mes en su poder. Ataca de ilegal c injusto ese re- 
glamento por exceder de las facultades de la Junta en cuanto 
establece condiciones restrictivas como la indicada, no previstas 
en el decreto original del P, E, y pide así se declare, dispo- 
niéndose judicialmente el pago de lo reclamado, con intereses 
y costas. 

2 V ) Que la demandada al contestar, transcribe el decreto 
del P. E. de diciembre 8 de 1938 y Jas resol liciones reglamen- 
tarias del mismo, que por expresa delegación dictó la Junta 
en 9 y 12 de diciembre de ese año. tendientes éstas, dice, a man- 
tener los altos móviles y propósitos que inspiraron aquél de- 
creto y evitar su hurla por actitudes y argucias que, como la 
del actor, trataran do obtener beneficios ilícitos en contra de 
los verdaderos productores.^ 

Considera que no habiéndose acreditado por el reclamante 
la posesión mínima de un mes, de 1n hacienda vendida, carece 
del derecho que preteude y su demanda debe ser rechazada, con 
costas; y 
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Considerando : 

Ü ue de lo» términos en que ha quedado trabada la litis, 
la cuestión a resolver consiste en determinar si la excepción 
creada por la Junta Nacional de Canica en d art. 2 de n »■ 
solm-ióu de 12 de diciembre do 11KW. armoniza ron el , cree m 
de snl.si.lio que a las vcndedmvs acuerda el decreto tlol P. b, 
ele fecha ti (le diciembre de lí>36. 

Une el art P del decreto referido, eon amplitud espresa 
que. w otorgará el Mil.sidio previsto, sobro toda venta de no- 
s-idus mestizo* eon destino inmediato a faena para el enusnmo 
interno o la exportación, agregando el art, 2. "que a los elec- 
tos del subsidio se tomarais e» enenta las ventas eíeetuadas 
directamente por los |>nHluetorcs en estancias a los establecí- 
an^ ind Jr:di<adores : y la. ventas efectuadas para eon- 
<mmn iulerno o exportación en l-s mereados (le Liméis, liosa- 
rio Córdoba v Tueunián eon destino ininetl.ato a faena en el 
luMr de venta o en un establecimiento industrializa, or . 

!)•> la ne«Mliva de la demandada a reconocer el derecho 
reclamado por el aetor no resulta que esta no se halle "en las 
condiciones v forma n continuación expresadas a que remite 
el art 1* del" decreto del 1*. E. y que en lo esencial son as trans- 
criptas, sino en el hecho de que el aetor no ha probado nue 
los animales vendidos -han permanecido en su jffiT]¡¡* 
piedad un período de tiempo no menor de M días de acuerdo 
a lo oue exiíre la resolución dictada por la Junta Nacional de 
Carnes, el 12 de diciembre <le U'ItH. como complementaria del 
decreto del P. E. de diciembre 8 de 1ÍMS. 

Que si bien es cierto «pie en el art. 9 del citado decreto se 
dispone une la ¡unta demandada "organizará el contralor y 
liquidación de los suhsidios a que se refiere este decreto . 
ello en forma alguna significa el otorgamiento de la faculta;! 
de crear nuevas "condiciones y forma*" fuera de las taxati- 
vamente expresadas por el P. Ejecutivo El otorgamiento del 
subsidio radica en el cumplimiento de las condiciones y for- 
mas del decreto y no de las que la Junta haya érenlo conve- 
niente agregár con criterio restrictivo, aecrea de un derecho 
cuya creación no le compete ni emana de su potestad juris- 
diccional. , . 

Por atendibles v defensoras del ínteres {rene ral que sean 
las razones invocada* por la demandada para haber instituido 
el recaudo del art. 2' de su resolución, no pueden ser en nin- 
gún easo suficientes para aniquilar un derecho privado une 
debe considerarse adquirido dentro de las condiciones y formas 
del estntuto reglamentario que lo ha instituido. 
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Que dentro de la facultad reglamentaria que puede caber 
en determinados casos n las reparticiones au túrquicas, no puede 
tampoco tenor tribuía una disposición (pie. por su espíritu res- 
trictivo v de excepción, llega ¡i cercenar el dereLdm rcglameii- 
tndo. La Incubad de organizar el con Ira le ir y InpiidrifLon de 
los subsidios del decreto del P. E. conferido a la Junta, no 
pasa de referir a una misión puramente contable y material 
que bien dista por cierto de lo que en doctrina constitucional 
se conoce como el ejercí eio de la facultad regí ¡i mentaría del 
derecho subjetivo privado. En tales condiciones no puede 
caber duda acerca del derecho ipie asiste al actor para reclamar 
los subsidios no desconocidos en autos y qne la demandada 
|e ha denegado. 

Pur tanto v lo expuesto fallo; Condenar a la Junta Na- 
cional de Carnes a pagar dentro del término de treinta días 
a don Miguel Antonio Lombardo, la .suma de un md ocho- 
cientos sesenta y cuatro pesos eou noventa y tres centavos mo- 
neda nacional, con intenses desde la notificación de la deman- 
da Con costas en el orden causado atento la naturaleza de la 
cuestión debatida. Notifíquesc, repóngase el papel y archívase 
previa devolución del expediento administrativo agregado. — 
Emilio L. González, 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, julio 2 de 1ÍU1. 

Y vistos estos autos sobre cobro de pesos, seguidos por Mi- 
Kiief Antonio Lnmhardo contra la Junta Nacional de Carnes, 
narn pronunciarse acerca de los recursos de apelación conce- 
didos a fe 40 vta. y 41 vta., respecto de la sentencia definitiva 
de f s. 38 ; y 

Considerando : 

1") Que según infiere de lo dispuesto por el art. 15, inc. 
c) de la lev núm 12.1G0, sobre organización del "Banco Cen- 
tral de la Ttepública Argentina", y resulta de lo expresado 
concordan temen te con olio en el cuarto y último considerando 
del decreto del Poder Ejecutivo, de fecha ft de diciembre de 
IWH transcripto en el escrito de fs. 15— puede tenerse por 
cierto, como lo sostiene la parte demandada en su alegato de 
fs 33 v expresión de agravios de fs, 43, que el principal obje- 
tivo de la constitución del "fondo de margen de cambios ha 
sido el de concurrir en ayuda de los " productores agropeeua- 
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rios" (palabras do la mencionada ley), o lo que es lo mismo, 
usando los términos del referido decreto, "de las f nenies de 
producción nacional". 

2») t¿ue por consiguiente, y por razones obvias, no cabe 
ninguna duela di; que el beneficio de aquella ayuda no debe 
alcanzar, ni indirectamente, a quienes no fueran genuinoa 
"productores agropecuarios", al simple comerciante (que ne- 
gocia comprando y vendiendo), al mero intermediario (el que 
media entre dos o más personas para arreglar un negocio), al 
revendedor (el que vende por menudo frutos o cosas que se 
compran por junto), y mucho menos al especulador (el que 
permuta o vende un género comerciable, para lograr la ga- 
nancia (pie se ha calculado), todos los cuales, así definirlos por 
léxico, no caben, por supuesto, dentro de la designación de 
productores, esto es, creadores, de la riqueza agropecuaria del 
país, a los que exclusivamente ha querido proteger, también 
por motivos que no requieren explicación, con las recordadas 
disposiciones legales y regla menta rías, el Estado Nacional* 

3«) Que en presencia de lo que al respecto dice e! actor 
en apoyo de su demanda (véase el escrito de fs. 46), debe ad- 
vertirse que el art. 2 V del mencionado decreto se ajusta bien 
a lo establecido en los considerandos precedentes, acerca del 
verdadero propósito de las respectivas disposiciones legales : la 
ayuda a los "productores agropecuarios'*; pues unu interpre- 
ta" ión lógica y fira nía ticnl de las dos cláusulas que contiene, 
permite ver de inmediato que ambas se refieren a las ventas 
efectuadas "por tas productores*' : las primeras "en escancias, 
a los establecimientos iudustríalistadores" ; y las segundas, "en 
los mercados de Liniers. línsario. Córdoba y Tucumán', con 
el destino que se indica. En los dos supuestos resultan ser "los 
productores", como vendedores directos ("ventas efectuarlas 
directamente por los productores", se dice), los únicos bene- 
ficiarios del subsidió que en el art. 1* del mismo decreto se 
manda otorgar. 

\") (¿ni* en el art. 0» de este se prescribe que "la Junta 
Nacional tic Carnes organizara el contralor y liquidación de 
los subsidios a que se refiere este decretó** 'i y esto significa 
haber acordado ¡i dicha entidad — eu vista de los términos in- 
condicionales y sin reservas de la disposición transcripta — am- 
plias facultades para señalar la forma y condiciones en que de- 
berán justificarse los requisitos necesarios, por parte de los 
interesados, a efecto de obtener nquellos subsidios; desde que 
organizar importa "establecer o reformar una cosa" (léase, 
en el caso, "el contralor"), sujetándola a las reglas convenien- 
tes a su mejor funcionamiento, y contralor equivale a Ínter- 
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venir y ver, con fines de fiscalización, las operaciones o actos 
de los otros que conducen a un determinado propósito, que en 
el supuesto de autos, es el de lograr el beneficio de que se trata, 
con tur me <i los objetivos de su institución, 

5 fl ) Que la entidad demandada ha podido, entonces, sin 
extralimitarse en sus facultades, ni desvirtuar, tampoco, los 
fines esenciales de las disposiciones legales y reglamentarias 
de que se hizo mérito, dictar la resolución de fecha 12 de di- 
ciembre de 1ÍÍ38 —-transcripta a fs. 1S — en cuyo art, 2«, que 
el demandante impugna, sólo se establece una condición, exi- 
gencia o norma para darse por acreditado el carácter de pro- 
ductor agropecuario de quien, siendo a la vez un negociante 
en la compra venta de haciendas* pretenda, invocando aquella 
otra condición, gozar del beneficio del antedicho subsidio o 
ayuda que otorga el Estado, cuya finalidad, de un evidente 
interés público, requiere, por esto mismo, ser defendida con 
serias y estrictas medidas que aseguren su fiel realización. 

(Jtíéj por último, de las actuaciones administrativas 
agregadas sin acumularse, y de los propios términos de la de- 
manda, resulta que el actor no acreditó en su oportunidad en 
cuanto se refiere a las operaciones que motivan este litigio, el 
requisito imprescindible establecido en la resolución mencio- 
nada. 

Por estas consideraciones, revócase el fallo recurrido de 
fs. 36, y desestimase, en consecuencia, la demanda cutablada. 
Las costas de ambas instancias en el orden causado, en vista 
de la naturaleza del asunto. — Devuélvase, — Nicolás Gonzá- 
lez tramain. — Carlos fiel Campillo. — Ezequiel S. de Olaso. 
— Juan A, Gonsáhs Calderón. 



Dictamen i»el Procurador CÍknehal 
Su pronta Corte: 

El art. 15 ine. e de la ley mím. 12.1G0 autorizó al 
P. E, para otorgar subsidios a los productores agrope- 
cuarios, subvención que debía costearse con los l:.cneñ- 
ciok obtenidos por operaciones de cambio en el Banco 
Central. 11 enlámenla mío esa ley, por decreto N* 18.955 
del 8 de diciembre de 1938 ( Bol. Ofic., diciembre 13) se 
ordenó pagar dicho subsidio lonmntlu en cuenta "las ven- 
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tas efectuadas di rectamente por los productores en es- 
tancias, a los establecimientos industrializadores ; y las 
ventas efectuadas puní consumo interno o exportación, 
en los morcados de Liniers, Rosario, Córdoba y Tucn- 
mún, con destino inmediato a faena en el lugar de venta» 
o en un establecimiento induslrializador La Junta Na- 
cional de Carnes debía pasar scmanalmonte al Ministe- 
rio de Agricultura una planilla demostrativa de las li- 
quidaciones v, con aprobación de ésto, pagar directa- 
mente a hs productores (art. 7). Tor su parte, la Jun- 
ta, a fin de asegurarse de que eran efectivamente pro- 
ductores quienes reclamaran el beneficio, resolvió con 
fecha VJÍ de diciembre del mismo año, que sólo les sería 
liquidado a los revendedores que probasen en forma fe- 
haciente haber tenido en su poder y propiedad los ani- 
males vendidos, durante un período no inferior a trein- 
ta días. . . . ¿ 
Así las cosas, don Miguel Antonio Lombardo inicio 
expediento ante la Junta Nacional de Carnes a fin de 
acreditar el extremo aludido, con referencia a ciertas 
partidas de animales; pero como a juicio de la entidad 
liquidadora fuesen insuficientes los elementos de crite- 
rio aportados al efecto negó la liquidación correspon- 
diente. Lombardo solicitó entonces fuera condenada la 
Junta Nacional de Carnes, a pagarle el subsidio funda 
do en que la demandada no pudo imponer una condición 
hiexistenle en el decreto reglamentario ; y la Cámara Fe- 
deral ha resucito que la Junta procedió ajustándose a 
la ley. Viene aliora el caso a conocimiento de V. E. por 
vía de recurso extraordinario, alegando el recurrente 
tratarle de m interpretación de un decreto del P. K, 
ilegalmente desconocido por la entidad que debía cum- 
plirlo. _ 

Han' notar, ante todo, que el señor Lombardo nin- 
guna objecio» de carácter legal había formulado contra 
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la exigencia de la Junta cuando acudió ante ella pi- 
diendo la liquidación ; y además, que tampoco la justicia 
podría ordenar sea pagado dicho subsidio mientras no 
so obtenga el visto bueno del Ministerio de Agricultura, 
que hasta este momento no ha sido oído. En definitiva, 
es el tesoro fiscal quien pagará con sus recursos propios, 
si hay lugar a ello, y el pleito ha tenido en primera y se- 
gunda instancia todo el cari/ de una demanda contra Ja 
Nación sin que interviniesen sus representantes legales. 

Aparte de ello, media una cuestión de hecho: i ha 
probado o no el recurrente ser "productor*' en tos tér- 
minos de la ley y descérelo? Esta es la base del litigio. 
No rendida tal prueba —y V. E. carecería de jurisdic- 
ción pura pronunciarse al respecto — ;de dónde emergí - 
rá el derecho a exigir liquidación del subsidio! El re- 
currente, lejos de rendirla ante la justicia, ha proferido 
desviar el asunto hacia lo que conceptúa falta de coinci- 
dencia entre el decreto reglamentario y la resolución de 
la Junta; pero, como según lo expresa ía Cámara Fede- 
ral, dicha resolución se ajusta a la ley núin. 12.160, 
origen del derecho que se pretende viciado, poco signifi- 
caría la falta de coincidencia, caso de existir. 

En su mérito, pienso que ni el recurso es proceden- 
te ni, caso de serlo, podría prosperar. Buenos Aires, se- 
tiembre 8 de 1941. — Juan Airare?. 



FALLO DE LA COIiTE SÜPREM\ 

Buenos Aires, 11 de septiembre de 1942. 

Y vista ta precedente causa caratulada "actor: 
Lombardo Migu l Antonio, demandando: Junta Nacio- 
nal de Carnes, causa: cobro de pesos" para decidir res- 
poeto tic! recurso extraordinario concedido a fs. 51 vta. 
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Y considerando : 

Que la sentencia en recurso — fs. 4Í>— se funda 
no sólo en la inteligencia del decreto del P. E> de 8 de 
diciembre de IMS, y en la compatibilidad con el mismo 
de la resolución de la Junta Nacional de Carnes, de 
12 de diciembre del mismo año —impugnada cu autos— 
sino también en la interpretación de la ley núm. 12.160 
— art. U, ine. c)— origen del derecho cuya tutela so 
procura, a lo que la Cámara Federal declara se ajusta 
la resolución atacada. 

Que eáte último fundamento, bastante para sos- 
tener el Pallo apelado, no ha sido*! raído a resolución 
de esta Corte por vía del recurso ext raordmario inter- 
puesto a 1*3. 51, como quiera que en el mismo se han 
concretado los agravios del recurrente a la interpreta- 
eión del decreto del 1'. ÉL y a la incoinpatibdidad con 
el misino de la resolución de la Junta Nacional de Cui- 
nes. La inteligencia atribuida o la ley núm. miW m 
figura así. entre los puntos sométalos al Tribunal —fa- 
llos- 1S¡>, 170 v los allí citados. 

Que en tales condiciones el recurso extraordina- 
rio interpuesto a fs. 51 no ha debido concederse -Fa- 
llos: 189 "-30- Í0Í, nr>— poniue la cuestión federal 
mya dUttd dación rcouierc la causa, no se ba traído al 
conocimiento del Tribunal, 

Tin *u mérito v de acuerdo con las consideraciones, 
de los apartados 1, 2 y 4 del precedente dictamen de 
seño,- Procurador General se declara mal coaced.do el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. m W^aao 
saber; devuélvanse al tribunal de su procedencia; re- 
póngase el papel en el juzgado de origen. 

Axtox.o Sacvuxa — Tams Lina- 

, !KS _ TJ \ w XaZAR ANCHO- 
RE XA. 
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SANTIAGO VALLEBBLLA E HIJOS v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. 

No es aplicable 'o dispuesto en los arts. 30 y 36 de la ley 
3764 (20 y 27 del T. O.) a la sociedad en cuyo poder fue- 
ron luí liados cascos de vino cuyo contenido no correspon- 
día al análisis de origen, si no resulta de autos la exis- 
tencia de dolo o mala fe y, sí, en cambio, que el vino es 
genuino, apto para el consumo y ha pagado el impuesto, 
igual en el caso para ambos vinos, aunque no se haya 
establecido que la diferencia se debe o error del bodeguero 
vendedor (*). 



GARCIA Y BERMUDEZ v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. 

Son aplicables los arts. 30 y 36 de la ley 3764 (20 y 27 
del T. O.) a la sociedad en cuyo poder fué hallada una 
partido de vino en envases cuyo contenido no correspondía 
al análisis de origen — vino genuino — sino al de "bebida 
artificial apta para consumo", no resultando así acredi- 
tado el pago del impuesto correspondiente a esta catego- 
ría (=). 



ANTONIO SERE v. PROVINCIA DE CORDOBA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constituciones y 

leyes locales. Procesales. 

Ka resultando claramente de autos que se trate de un 
procedimiento arbitrado para frustrar el derecho federal 
invocado en la caima, debe declararse bien denegado el 
recurso extraordinario deducido contra la resolución de un 
tribunal que, interpretando las leyes procesales locales, de- 
clara improcedentes los recursos de reposición y revisión 

(i) KVrhn drt fallo: 11 de «n-tlembrc de 1ÍM2. Ver FnllúS: 100, 235. 
(ü) Fecha del fallo: 11 de septiembre de 1012. Ver Fallos: IDO, 295. 



483 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



interpuestos contra la providencia del mismo que no bis» 
lugar a la prosecución de la causa 



S A GREMIOS ALIADOS Y OTROS v. PROVINCIA DE 

BUENOS AIRES 

JUICIO EJECUTIVO: í'rútedcmia. 

Debiendo realizarse el pago el "día del vencimiento de la 
obligación" — art. 750 del Código Civil— la conformidad 
con el embargo practicado cu el curso de la ejecución por 
una deuda vencida y ln manifestación de que se "da en 
pago" las sumas embarcadas, no obstan a la prosecución 
y fallo del juicio ejecutivo; no pueden sustentar una ex- 
cepción que, de ser procedente, conduciría al rechazo de la 
ejecutoria, y por lo contrario, ello importa expresar 
conformidad con el pronunciamiento de la sentencia de 
remate, por medio de la cual so reconoce el derecho del 
ejecutante para hacerse de los fondos embargados, impo- 
niendo a la vez, al ejecutado, las condenaciones act-esorias 
en que ha incurrido por cansa del incumplimiento opor- 
tuno de su obligación (-). 



OBRAS SANITARIAS DE LA NACION v. PROVINCIA 
DE SANTIAGO DEL ESTERO 

COSTAS: Efecto de la condena con costa*. E&tip0n\ 

La resolución referente a las costas del juicio contenida 
rn la sentencia final ih* ln causa, no afecta lo decidido an- 
teriormente respecto de las devengadas en los incidentes 
producidos en el curso del litigio ( 3 ). 



(11 Ferfm ttrl fallo: 11 do septiembre de 1942. Ver Fnllos: 182, 561; 

988¡ m, im m, m 7 -■'»*■ , , 

(2) Feelin del ffiltn: 11 tlr «eyXwmhre «le 1ÍH3. 

(3) Fecha del fallo: H de septiembre de VM'¿. 
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CIA. SANTAFECINA DE INMUEBLES T CONSTRUC- 
CIONES v. PROVINCIA DE CORDOBA 
XXJIORTO: Diligencwmiento. 

La persona autorizada en el juicio por una de las partes 
para intervenir en el diligenciamiento de un oficio a los 
efectos de la recepción de los testimonios ofrecido!» como 
prueba, está facultada para participar en el trámite de ese 
oficio, ante el juez a quieu fué dirigido y las respectivos 
jueces de paz, en su caso, y para inquirir por sí misma, 
los datos referentes al lugar, día y hora en que se tomará 
declaración a los testigos; por lo cual es improcedente el 
pedido formulado en el juicio por quien la designó, de que 
se intime a la parte contraria que informe acerca de tales 
circunstancias (*). 



DONATO PRANCANI v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Jubilaciones. 
Cómputo de servicios, 

Corresponde hacer lugar al reclamo que con anterioridad 
al transcurso del plazo señalado en el art. 34 de la ley 
10.650, contado desde la promulgación de la ley 12.154, 
formula un empleado ferroviario cuya jubilación fué re- 
ducida al reajustarse los beneficios con arreglo a la ley 
12.154, con el objeto de que se cumputen servicios ime 
antes no había invocado por sr innecesarios para obtener 
o! beneficio máximo que le fué acordado ( 2 ). 



ROMULO FRANCrSCUCCI v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

ros A J ZGADA* 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Principios 
flcrttrattt. 

La Cnja de Jubilaciones de Empleados Ferroviarios no 
tiene facultades para dejar sin efecto las pensiones que 

(t) f'eelifl dol fallo: 11 do septiembre <Tc 1042, 

(a> Fecha del fnllo: 14 de septiembre do 1942. Ver Folio»; 175, 271. 




ha concedido, sino que debe iniciar las acciones pertinentes 
ante los tribunales de justicia C). 



JOSE DI JÍONA v. ADUANA 

ADUANA: Penalida^i. 

La. difereáciiis de especie y de calidad a que » re f-crc el 
Íh- fifi de la lev 11.281 deben computarse teniendo en 
£JÍ ¿«¿Dte el vílor de la mercadería en iníruecMÓn 
v no Í de todas la. comprendidas en el mismo documento, 
pero la pena aplicable debe hacerse extensiva a todas. 

Resolución del Administrador de la Aduana 

Buenos Aires, septiembre 12 de 1941- 

Considerando : 

n,,*> mil- descacho 56693/939 se declara con marca B. y 
núm Q í/l S 10 fi ES conteniendo cada uno 100 docena* de 
Sre os 'pn- hombro, de paja de Cantón o sus s.m, ares 
wS^nJriu*. partida 1129; y se denuncia 4 fardos nnms o 
T%W con 100 docenas cada uno de igual articulo pero 

^^Wám^^ ** « acuerdo 

C ° n iue^uSiíál de clasificaciones dictamina por unanimi- 
dad di vo os c el sentido de que parte de la mercadería en 
Tunicia debe despaebnrse por la partida 1128 y parte por la 

1129 Oue teniendo en cuenta la conclusión a que 1% wte úl- 
^l|S con respecto a la calidad de los sombreros en 
■ ¡ |! m . corriente a fs. 65 vta., en cumio a la 
S iiió, de los 4 fardos en denune.a, solo deben 

desnuehnr^ ñor la partida 1128 como ordinarios 99 docena» 
Sí nlí, no nsí las cuatro docenas restantes (una de cada 
n»M iiih> resultan bien manifestados. 

Por lo tan 1 atento lo informado a fs. 66 y de conformidad 
con I Rescripto por los arta. 66 y 64 de la ley 11.281, se resucL 

íTn^hn del fallo: H .le «ptiembr» de IM. Ver Fallo.: «», 352. 
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ve: comisar los 10 fardos marea B, núm. 1/10 que forman la 
partida pedida a despacho, a beneficio del denunciante, sin 
perjuicio de los derechos fiscales respectivos, debiendo prece- 
derse al despacho de 9!) docenas de cada uno de los fardos 
núms. 5, 7, 8, 10 por la partida 1128, docena $ 3.20 al 40 % 
y el resto como se documentó. — Lorenzo Caino. 



Sentencia na. Juez Federal 

Buenos Aires, marzo 3 de 1942. 

Vistos y considerando : Que el informe do la Dirección 
de Industrias y Comercio del Ministerio de Agricultura con- 
firma la clasificación de los sombreros hecha por Ja Aduana, 
evidenciándose así que la declaración del documentante no ha 
sirio exacta en cnanto a Ja calillad de parte de esos sombreros. 

Por ello, se confirma con costas, la resolución administra- 
tiva de fs. 67, — Miguel L. ./«ufas. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, julio I» de 1942. 

Vistos y considerando ¡ 

Que conforme lo tiene establecido la jurisprudencia de 
este tribunal. — Establecimientos Gatry (mayo 14 de 1928, 
mantenida en los casos de Mnrtena, junio 7 de l n 40. y Tíossi, 
octubre 30 del misino año), las diferencias de especie y cali- 
dad a que alude el art, 66 de la ley 11.281, deben computarse 
teniendo en cuenta sólo eí valor de la mercadería en infracción 
y no todas las que hubieran sido incluidas en el mismo docu- 
mento de despacho. 

Que determinada en esa forma la "pena a aplicarse", no 
cabe duda alguna — ante el texto claro y explícito del art. 64 — 
de que osa pena debo hacerse extensiva a toda la partida, y no 
como lo pretende el recurrente. En materia de represión de 
esta clase de infracciones, es sahido que a mayor posibilidad 
de que un hecho pase desapercibido, tanto más severa será la 
penalidad a aplicar. . 

Que en el presente caso, sepñn la planilla demostrativa 
agregada a fs. 12, la diferencia entro lo manifestado ($ 7fi8) 
y lo que resultó ($ 1.280) es de $ 512, es decir, qne alcanza a 
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más del 50 % del valor asignado en el respectivo documento 
a la mercadería en infracción (¡184), por lo que corresponde 
aplicar pena de comiso, extensiva a toda la partida (art. 66 
y 64, lev 11.281). 

Por ello, v sus fundamento», se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fs. 81, — Juan A. González Calderón, — 
Ricardo Villar Palacio. — Kiequiel & de Olaso. — Eduardo 
Sarmiento. — Carlos del Campillo (en disidencia). 



Disidencia 

Considerando : 

La ley 11.281, al establecer en su art. 66 que las diferencias 
de especie y calidad serán comisadas cuando excedan del 50 % 
del valor manifestado, no ha determinado si a tal efecto debe 
computarse toda la partida o sólo el bulto o bultos encontrados 
en infracción. 

En consecuencia, no pudiendo en materia criminal aplicar- 
se penas por analogía y siendo la interpretación de las leyes de 
carácter restrictivo* en el sub-tilc procede computar toda la 
partida, por sím- ello lo más favorable al acusado (art. 13, Código 
de Procedí míenlos en lo Criminal). 

En el presente caso, la diferencia entre lo manifestado 
(S 1.920} v lo que resultó ($ 2.432), es de § H12, es decir, que 
no alcanza" al f>0 % del valor asignado a la mercadería en el 
respectivo documento (g !)60), por lo que corresponde aplicar 
la pena de dobles derechos, extensiva a toda la partida (art. 64. 
ley citada). 

En su me rito, se condena a dos*'* di Bonn al pago de dobles 
derechos correspondientes a los diez fardos de que se trata, a 
beneficio del denunciante, con costas; quedando así modificada 
la sentencia recurrida de fs. 81. — Carlos dd Campillo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de setiembre de 1942. 

Y vistos: él recurso extraordinario deducido en 
la causa: "José Di Bonn, apelando de una resolución 
do Aduana", contra la sentencia dictada por la Cá- 
mara Federal de la Capital, 
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Por sus fundamentos se confirma la sentencia de 
fs. 91 en cuanto pudo sor materia de recurso. Hágase 
saber y devuélvanse al tribunal de procedencia donde 
se repondrá el papel. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — Luis Linares. 



PABLO (\ BASCIALLI v. JOSE A. PASTRANA 

DERECHOS r GARANTIAS CONSTITUCIONALES : Inviolabili- 
dad ds la defensa en juicio. Principios generales. 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Relación di- 
recta. 

Para que proceda el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la defensa en .inicio, áébe resultar de los autos 
que ha existido privación o restricción substancial de 
aquélla. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES ; Inviolabili- 
dad ds la defensa en juicio. Procedimiento y sentencia, 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

El rechazo de una prueba ínefica?: para eximir de respon- 
sabilidad al procreado o atenuarla, no impor!.. violación do 
la defensa en juicio ni autoriza el recurso extraordinario 
fundado en el art, 18 de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Oportunidad 
de plantearla. 

La circunstancia de «pie los jueces fallen el juicio por razo- 
nes distintas de las alentadas por las partes no basta para 
la procedencia del recurso extraordinario, salvo que las in- 
vocadas en la sentencia sean de naturaleza federal o confi- 
guren una transgresión maní fiesta de los principios esta- 
blecidas en la Constitución en salvaguardia de los derechos 
individuales. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Inviolabili- 
dad de la defensa «n juicio. Procedimiento tj sentencia. 
PRESCRIPCION: Procedimiento. 

La negativa del tribunal de segunda instancia a recibir la 
prueba ofrecida por el acusado para justificar el trans- 



488 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



curso del término de ta prescripción alegada ante el mismo, 
no importa violación d<* l;i imnmlía constitiu-iimal do la 
defensa en juicio cpie, si bien obliga a oír a los procesados 
y a darles ocasión de híu-er valer sus medios de defensa en la 
Oportunidad y forma prevista por las leyes fie procedimien- 
tos, no requiere que se les asegure la exención de respon- 
sabilidad por el solo transcurso del tiempo ni constituye 
un medio para demorar la maivha de las cansas a los efec- 
tos de procurarla. 

Dictamen del Procurador Ge* eral 
Suprema Corte : 

Las constancias du este abultado expediente reve- 
lan en I orina inequívoca que no se coartó u los hoy re- 
currentes el derecho de defenderse. Simplemente, se 
los negó el dé probar la exactitud tK la imputación in- 
juriosa motivo de la querella, conforme lo previene el 
art. 111 del Código Penal. Se trata, además, de cues- 
tiones de hecho, o de derecho común, ajenas a la revi- 
sión de V. E. 

En consecuencia, el recurso extraordinario fué bien 
denegado, y así corresponde declararlo. Buenos Ai- 
res, septiembre 10 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO I1K LA COlíTE S1TPRRMA 

lluenos Aires, 18 de septiembre de 1942. 

Y vista ta precedente queja caratulada "Recurso 
de bocho deducido por el demandado y otros en los 
autos Baactalli Pablo C. e. / Pastrann José A.", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que es doctrina admitida por esta Corte, que la 
invocación de la garantía consagrada por el art. 18 de 
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la Constitución Nacional no autoriza a interponer el 
recurso extraordinario sobro la base tle la violación del 
derecho a la defensa en juicio, sino cuando los autos 
ponoit do manifiesto que lia mediado privación o res- 
tricción substancial tle aquélla —Fallo»: lí>2, *J40 y 308 
y los allí citados. 

Qué i gua luiente lia decidido el Tribunal que el re- 
chazo do prueba ofrecida por el recurrente no conf i gu- 
ra la restricción mencionada cuando se trata de medi- 
das ineficaces a los efectos de eximirlo o de atenuar 
su responsabilidad —Fallos : 182, 234; 190, 21, 

Que las sentencias recaídas en la causa tienen fun- 
damentos de hecho justificados en el curso del jnicio 
y reconocidos por los mismos apelantes, como lo pun- 
t nal iza el considerando tercero do la de fs, lfil a que 
se remite la de fs, 200. 

Que la prueba ofrecida y denegada a fs. 61 y 85, 
ante la inteligencia atribuida por los tribunales de la 
causa a las disposiciones de la ley común que aplican, 
no permitiría modificar los términos del fallo apelado. 
El caso encuadra así, en este aspecto, en la jurispru- 
dencia de que se ha hecho mención procedentemente. 

Que la circunstancia de que los jueces hayan po- 
dido fallar el juicio por razones distintas de las invo- 
cadas por las partes, no constituye violación del art. 18 
de la Constitución Xaeiomil suficiente para fundar en 
ella el recurso extraordinario, sino cu circunstancias 
excepcionales, que esta Corte no encuentra que medien 
en la causa — Fallos: IDO, 3íi8 y los allí citados. 

Que tampoco menoscaba el derecho de defensa en 
juicio la negativa por el tribunal apelado, de la prueba 
ofrecida a los efectos de justificar el transcurso del 
término de la prescripción alegada en segundu instan- 
cia. La garantía constitucional invocada asegura la 
audiencia de los procesados e impone que se les dé oca- 
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sión de hacer valor sus medios de defensa en la oportu- 
nidad v forma prevista por las leyes do procedimien- 
tos —Fallos: 1S2, W2; 18.% 206; 185, 242 y causa "Pa- 
rry Adolfo K., sumario municipal" fallada en 31 de 
agosto del corriente año, pero no muiere que se les 
asegure la exención de responsabilidad por el solo 
transcurso del tiempo, ni constituye ciertamente tam- 
poco mi medio para dilatar la marclia de los juicios, 
a los efectos de procurarla. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del dictamen del señor Procurador General se desesti* 
ma la queja interpuesta por don José Antonio Pas 
trana y otros. Hágase saber; devuélvanse los autos 
elevados como mejor informe al tribunal de su proce- 
dencia, con copia del presente pronunciamiento y del dic- 
tamen del señor Procurador General. Repóngase el pa- 
pel y archívese. 

Roberto Repetto — Anton io Sa- 
gahxa — Luis Linares. 



AGUSTIN LEPERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión fe^ral Cftw. L«\}«s 
del Congreso. 

La interpretación de las levos de carácter procesal no da lu- 
jrar, por lo cntiiún. a cuestiones suseep tibies de autorizar 
el recurso ext "aonlmario. nun runtidu se trate de normas 
federales, porque la aplicación de tales preceptos referen- 
tes sólo td íprdeitatntenti) ile los juicios, no afecta al art. 31 
de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuntió» f otero!. Gatos, Lrtfc* 
lid Congreso* 

Es iaiprocetlcute el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que, al decidir ipto la itpeliieión autorizada por el art. 
9 de la lev 12.091 debe interponerse ante la autoridad que 
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dictó la resolución recurrida y no direct amento ante el juez 
federa?, sólo resuelve una cuestión de naturaleza procesal 
que nu afecta a la supremacía constitucional. 



Dictamen del Pííocuhadob General, 



Suprema Oorte : 

El presente caso es similar al que motiva mi dic- 
tamen do la fceJia en el exp. B. 204, Lib. IX "Borzonc 
Luis, inf, a la ley mira. 12.591»' í 1 ). Por las razones 
allí expuestas opino corresponde revocar la sentencia 
apelada, declarando que el señor juez federal debe 
dar curso al reclamo del apelante* Buenos Aires, agos- 
to 3 de 1942. — Juan Alvaros. 



m Que dice n»t: "Se discutí» en esta cansa la inteligencia que «o* 
rresponde atribuir til art. 9 de la ley 12.591 s..l>re "precios míísimos paro 
loa artículos do primera necesidad"; y la decisión hn sido contraria a la 
sostenida por el recurrente. Procede, pues la apelación extraordinaria con- 
cedida a fs. 27 vtn., dado que la aludida ley es do caríwter es|tccial, según 
lo deci.lió la Corte. Suprema cu 192 i SI 3. 

"En cuanto al fondo del asunto, sostiene el interesado que el recurro 
de apelación contra la resolución condenatoria dictada por el Poder Eje- 
cutivo Nacional n fs. 7, pudo ser interpuesto directamente ante el jue» fe- 
deral ■ t lo fué negado, por entender el señor jura que correspondía dedu- 
cirlo ante el P. E. El art. íl de la ley 12.501 sólo dice a ese respecto que 
la multa será "nplícndn por el P. E. con apelación, al sólo efecto devolu- 
tivo, por ante el juez que corresponde". Análogo es el sistema a que se 
refiere el art. 11. 

"Do la lectura do los debate* que precedieron a la ley, sólo se des- 
prendo quo el señor Ministro del Interior, explicando el sistema de los re- 
cursos a qne dichos artículos aluden, indicó tratarse de un procedimiento 
similar al quo rige cá materia de impuestos internos {Mpu lados, 1939, 
III. 992). o sea el de Ja apelación directa ante el jue* (ley 3764, art. 27), 
Bajo tal concepto parecería haberse aprobado la ley. Kl punto resulta dudo- 
so 'por la forma en que w desarrolló la disensión. pern '"reo que tratándose 
do disposiciones de carácter penal, cualquier duda debe resolverse en el 
sentido do dar ni acusado facilidades para que so lo oiga por representantes 
del Poder Judicial. Su propósito do apelar aparece inequívoco en el escrito 
inicial de esto espediente. 

"Me inclino a pensar que el señor juez ha debido dar curso al re- 
chazo, y así corresponde resolverlo, revocando el folio de fu. 24. — Huenot 
Aires, agosto 3 de 1942. — Jtwa Alvares. 
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Buenos Aires, 23 de setiembre de 1942. 

Y vista la precedente causa caratulada " Lépera, 
Agustín, Infracción ley núm. 12.591, Exp. 8(ifi53/041" 
para decidir respecto del recurso extraordinario con- 
cedido a fs. vta.j y 

Considerando: 

Que según os jurisprudencia —Fallos: $>í\ 133; 
192, 104 y causa "IMannoy Armando v. Fisco Nació- 
na?", faliíidu en 3 de agosto de 194*2— las cuesüo- s 
puramente procesales no puede» por regla general 
traerse a resolución de esta Corte, por vía del recurso 
extraordinario, aun cuando la ley que rija el procedi- 
miento sea federal, porque la interpretación y aplica* 
ción de las normas referentes al ordenamiento de los 
juicios, no afecta el art. 31 de la Constitución Nacional 
Que el fallo apelado resuelve solamente una cues- 
tión de esta naturaleza cuando decide que la apelación 
autorizada por d art. 9" ti,- la ley núm. 12.501 debe 
interponerse ante la autoridad que dictó la resolución 
apelada, v no directamente ante el Juca Federal, apli- 
cando al efecto los principios vigentes en materia de 
procedimientos. 

Que no media en la especie razón especial sufi- 
ciente para prescindir de la índole procesal de la cues- 
tión resucita, que autorice por consiguiente a esta Cor- 
te a c.no. er de la misma por vía del recurso extraor- 
dinario. 

I0n su mérito y oído el señor Procurador General 
se declara mal concedido el recurso extraordinario in- 
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terpuesto a fs. -4. Hágase saber y devuélvanse al tri- 
bunal de su procedencia donde se repondrá el papel. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
oarna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorena — P. 
Ramos Mejía. 



MANUEL BELNICOFF v. COMISION DE VECINOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Relación ái~ 

Aun cuando se haya planteado correcta y oportunamente 
en el juicio una cuestión federa' el recurso extraordinario 
fundado en ella es improcedente si el falto apelado contiene 
fundamentos no federales suficientemente amplio*, inde- 
pendientes de dicha cuestión y no admisibles por la causa 
ile arbitrariedad, que bastan para sustentarlo en su to- 
talidad. 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal. Relación di- 
recta. — Materia ajena. Constitución y leyes locales. Procesales, 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que, fundada en que los hecbos imputados a los proce- 
sados no han redundado en perjuicio del querellante, niega 
a éste derecho para intervenir en la causa como tal, por 
carecer de la calidad de "particularmente ofoudidn". que 
exige el art. 170 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Doy por reproducidos los términos de mi dictamen 
de la feelin en el recurso directo deducido por la misma 
parte en exp, B "215 ('). Buenos Aires, septiembre 10 
do 1ÍW2. — Juan Atexrcz. 



(l) Que» Alt» as!: "Don Mnnuel Belnieoff, electo concejo) suplente 
para la ciu lad do Bui'itoa Aire», fue llamado en agosto da 1936 t, dcaem- 
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Buenos Aires, 23 de septiembre de 1942, 

Y vista la precedente causa caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el querellante en los autos Bel- 
nicoff Manuel, su querella e./ Comisión de Vecinos 
(incidente)" para decidir sobre su procedencia. 



Y considerando: 

Que es jurisprudencia de esta Corte — Fallos ; 190, 
368; 193, 61 — que el planteamiento oportuno y correc- 
to, en la causa de una cuestión federal, no basta para 
la procedencia del recurso extraordinario contra ia Sen- 



penar funciones de titular j>or fallecimiento del concejal don Manuel 
Malvar; y en esa situación, por decreto del 10 de octubre de 1941 el Poder 
Ejecutivo" N'nr tonal declaró intervenido y disuelto el Concejo Deliberante, 
nombrando cinco días más tarde una comisión interventora de vecino», que 
entró en f tuiciones el día 17 del mismo mea y año. Con tal motivo Bclnkoff 
inició querella contra dirhos comisionados imputándoles el delito do usur- 
pación de autoridad; jmto la (.Viran rh di lo Criminal y Correccional le lm 
desconocido el derecho de accionar como querellante. A juicio del tribunal, 
los hechos imputados n lo» miembros do la comisión interventora nunca 
podrían redundar en per juicio directo y particular de Belnicoff, ya que 
"con relación al cargo de que so dice indebidamente desposeído, nada 
irado influir la conducta do rada uno de los imputados". Interpreta asi el 
alennee do In dispuesto en el nrt. 170 del Cid. de Proe. en lo Criminal, quo 
exige la condición do "particularmente ofendido" a quien solícita ser 
admitido como parte querellante ffs. 33, inciden ti-, junio 30 ppdo.). 

l'or idéntica razón, y en fallo del mismo día (fs. ó2, eip. 2004), el 
tribunal se luí negado a di<*tar pronunciamiento sobre un recurso de ape- 
lación que dedujo Helnicoff contra el fallo de primera iustimna (diciembre 
3 do JfiJl, fs. -I, id.) que desestimaba la querella por no importar delito 
los hechos imputados a los miembros de !n comisión interventora. Contra 
ambas resoluciones denegatorias trae ahora Helnicoff recursos estraordina- 
rios p*»r vía directa; y si bien los presenta como dos quejas distintas, por 
separado, una y otra "son referibles a la misma cuestión, o sea, si el recu- 
rrente acreditó en autos la calidad de "particularmente ofendido", quo 
ciigo el art. 170 citado. 

Dedúcese de ahí i|Ue V, K. carece de jurisdicción para rever lo resuelto 
por la Cíunara en lo Crimina i y Correccional, ora se trate de una cuestión 
do hi-cho y pruclm, ora de la interpretación dada por uu tribunal local a 
dispoidvmÍH-i iU-1 r.'-diií't de Procedimientos. Corres] iwnde, entonces, declarar 
que los recursos fueron bien denegados. — Buenos Aires, septiembre 10 
do 1942, — Juan Aliare:. 
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tencia que la decide, si ésta tioue fundamentos de de- 
recho común y local, suficientes para sustentarla. 

(¿ue esto último es lo que acontece en la especie, 
ionio lo pone de manifiesto el dictamen a que hace 
referencia el que precede del señor Procurador Gene- 
ra I, a cuyas conclusiones cabe agregar que las razones 
dadas por el tribunal de la causa son bastante amplias 
e independientes de la cuestión federal planteada como 
para sostener en su totalidad el fallo apelado; y no 
adolecen de arbitrariedad que haga inaplicables las li- 
mitaciones que a la jurisdicción de esta Corte ponen los 
arfo í>7, ines. 11, 101), 101, KU y siguientes de la Cons- 
titución Nacional. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se desestima la queja in- 
terpuesta por don Manuel Behiicoff. Hágase saber; 
devuélvanse los autos elevados como mejor informe el 
tribunal de su procedencia. Repóngase el papel y ar- 
chívese. 

Robekto Repetto — Antonio Sa- 

GATINA — B. A. NAZAR An- 

chorbna — F. Ramos Mejía. 



FISCAL (JEXERAL T>E LA PMOVINVTA DE .TÜJUf 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

Pnra ta procedencia del recurso extraordinario so requiere, 
cu primer término, que la decisión apelada emane de un 
tribunal de justicia, carácter del cual carecen los funcio- 
narios de ln administración en cuánto n las decisiones pura- 
mente administrativas que puedan dictar, así como loa 
cuerpos y organismo* legislativos, respecto de las resolu- 
ciones (pie les incumbe tomar en cumplimiento de sus fun- 
ciones constitucionales 

(l) Fecha clel fallo: 23 de septiembre de 1942. V. Fallo» : IÍI0, 53fl; 
192, 483. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 18 de la Constitución Nacional por el Fiscal General 
de la Provincia de .) tijuy contra Ib resolución del jurado 
do enjuíciamté&to ante efcnal tramita su juicio político, por 
la cual se desestiman las objeciones formuladas a le com- 
posioión del mismo y se declara su competencia para enten- 
der en el caso 



S. A. TERMAS DE CÁCHÉÜTA v. PROVINCIA 
DE MENDOZA 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
propiedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión federal Caso». Consti- 
tución Nacional 

El art. 17 de la Constitución Nacional no ampara la situa- 
ción del litigante vencido en juicio resuelto por sentencia 
fundada en la ley. aunque sea errónea, y la invocación de 
aquél no basta, pues, para conceder el recurso extraor- 
dinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Principios gene* 
rales. 

No es suficiente para fundar el recurso extraordinario la 
invocación de que la sentencia apelada adolece de errores o 
deficiencias, pues la reparación de los mismos debe buscar- 
se en el orden local y de acuerdo a las reglas dictadas a ese 
efecto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. Constituciones y 
' ■ns locales. Procesales. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia del tribunal superior de provincia que, interpretando 
disposiciones de las leyes locales de procedimientos, en for- 
ma irrevisible por la Corte Suprema, declara la competencia 
de aquél para revisar por medio del recurso de apelación el 
fallo di. lado por un tribunal arbitral, lo revoca y resuelve 
el asunto en forma contraria a las pretensiones del recu- 
rrente. 



<i> Faltr»: 136, 147. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Cuestión federal. Relación di- 
recta. 

Aun citando el recurrente sostenga que, al revisor y revocar 
por vía de apelación el laudo arbitral recaído en el juicio 
iniciado ante la justicia de la provincia, el superior tribu- 
nal de ésta lia desconocido el art, 7 de la Constitución Na- 
cional, procede rechazar el recurso extraordinario así fun- 
dado porque no siendo definitivo dicho laudo — según lo 
declara en forma irrevisible la sentencia apelada— carece 
de fuerza en el territorio de la provincia y, por consiguien- 
te, también en el de la República. 

t 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genérale*. 

El recurso extraordinario ha sido creado para defender las 
instituciones federales y sólo cuando éstas se hallen afec- 
tadas incumbe a la Corte Suprema hacer respetar y mante- 
ner la facultad desconocida. 

fflOVINCIAS: Autonomía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales. 

El ejercicio de la autonomía provincial es legítimo siem- 
pre que se mantenga dentro de los límites señalados por 
tos poderes conferidos al Gobierno Nacional, y el recurso 
extraordinario es el medio de obtener esc resultado cuando 
esos límites han sido excedidos. 



Fallo de la Corte Suprema de Mendoza 

Mendoza, 24 de setiembre de 1941, 

T vistos: El llamamiento de autos de fs. 25, para resolver 
la concesión del recurso extraordinario de inconstitucionalidad 
ante la Corte Suprema de la Nación deriueido a fs. 2, 14 y 24, 
por la S. A. "Termas de Cacbeuta contra la sentencia pronun- 
ciada por esta Corte en los autos 7409 caratulados: "S. A. 
Termas de Cacheuta v. Provincia de Mendoza, juicio arbitral 
—queja por apelación denegada — (Recursos interpuestos por 
el Fiscal (le Estado y Poder Ejecutivo) ". y 

Considerando : 

1*) Que el recurso interpuesto a fs. 2 por el abogado señor 
Manuel J. Cruz, contra la sentencia pronunciada por esta Corte 
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a fs. 515 de los autos mencionados núm. 7409, no puede acó- 
gersc, en razón de que el recurrente ha carecido de aptitud 
h-gal para hacerlo válidamente. 

Que tu ley local núm. vigente desde el 4 de diciembre 
de mí», reglamentaria del ejereieio de la procuración, establece 
que los abogados no podrán actuar en juicio tumo mandatarios 
sin estar inscriptos en la matrícula de procuradores y que todo 
urito que se presente en violación a lo dispuesto será retenido 
Secretaría si ti proveer basta que so ei implan los requisitos 
proscriptos, los qué deberán ser llenados dentro del término de 
cuarenta y ocho lunas, bajo apercibimiento de tenerlo por n«i 
presen! ado. 

Que el «.bogado señor l>r. Cruz no se encontraba inscripto 
en la matrícula de procuradores ¡i la fecha de su presentación 
de ls. 2, habiéndose inscripto en la matricula de apoderado?, 
recién el día 1!) de agosto, vale decir se ha colocado cu condi- 
ciones legales de recurrir, después de vencido el término peren- 
torio para ello. 

En estas condiciones el escrito referido de fs. 2 no tiene 
efecto legal alguno. 

Que la presentación del apoderado señor Julio ¡Soler, co- 
rriente a fs. 14 T carece también de eficacia en razón de que 
fué hecha cuando el término para recurrir que autoriza el ar«. 
20H de la ley 50, — que es perentorio y fatal (0, S. N.': 114. 
209; 122, 4ÍÍ8, ete,) se encontraba vencido. 

Que la ratificación de fs. 24 verificado por el Presidente 
de la A. Termas de Cáchenla es asimismo ineficaz por haber 
sido presentada también extemporáneamente, cuando el térmi- 
no para recurrir w encontraba vencido, el que si no w mis- 
nendo por recursos improcedentes o tic aclaratoria (('. S. N. 
103, 191; 1ÜU, 78: 177. 27fi ¡ 121. 884 ; 1S1, IJU 1?% 17, <¡lc> 
tampoco puede suspenderse por la presentación sin personali- 
dad lecal del que recurre. Admitirlo y darle eficacia retroacti- 
va, importa acordar una restitución de término prohibida por 
la ley (art. fil del Código de Procedimientos Civiles). 

2¿ Que aparte do estos asuetos, admitiendo hipotéti- 
camente la validez de las presentaciones referidas, corresponde 
de cualquier modo declarar la improcedencia del recurso traído. 

One el remedia que autoriza el nrt. 14 de la ley 4fl. como 
lo enseña la doctrina y la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de la Nación, es de carácter extraordinario y de excepción, 
imra someter bajo condiciones determinadas a la revisi.ni de 
este tribunal, sólo las decisiones de carácter federal que hagan 
ejecutoria t García Merou, El Recurso Extraordinario, pág. 30- 
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Que esta jurisdicción excepcional do la Corte es de dere- 
cho estricto, debiendo quien acude a ella cumplir con las condi- 
ciono* y requisitos legales de fondo y de forma que la hacen 
viable, siendo necesario al deducir el recurso expresar en cuál 
de los tres casos previstos por el art. 14 de Ja ley 48 lo encua- 
dra el recurrente, toda vez que las mismos lo autorizan para 
tres situaciones diferentes, como resulta do su contexto. 

Que examinando el escrito que se provee a la luz dé estos 
principios, se advierte que si bien se cita el art. 14 de la ley, 
no dice categóricamente en cuál de ln* tres casos se lo encua- 
dra, o si es en los tres. 

3') Que no obstante lo» defectos formales señalados, el 
tribunal entra a examinar los motivos en que se funda el recur- 
so extraordinario. 

Que del escrito que se provee y del de fs. 102 del primer 
cuerpo de los autos uúm. 740ÍI, surge que el recurrente se limi- 
ta a controvertir la resolución de fs. 95 de los mismos autos 
y de la sentencia de esta Corte, sosteniendo que ni declararse 
competente el tribunal para conocer y decidir en los recursos 
de nulidad, nulidad especinl y apelación se han vulnerado dere- 
chos garantidos por la Constitución Nacional sacándose a las 
partes de su juez natural, como consecuencia de lo cual se lo 
deriva a otros conceptos, los puntualizados en id capitulo III 
del escrito de interposición del recurso extraordinario, vale de- 
cir que se habría atacado la cosa juzgada, jurisdicción arbitral, 
autonomía contractual, derechos adquiridos, de propiedad, etc. 

Que esta Corte por resolución de fecha 31 de diciembre 
de 1937 (fs. 95 del primer cuerpo de los autos núm. 7409), se 
declaró competente y concedió los recursos interpuestos apli- 
cando e interpretando los arts. 12 v 114. inc. a*) de ln Cons- 
titución de la Provincia y 809, 811. 84M y 849 del Cód. de 
Procedimientos Civiles, ninguno de los cuales, ni antes ni aho- 
ra, han sido impugnados como contrarios a cláusulas consti- 
tucionales o legales de la Nación. 

Que nuestro más alto tribunal tiene reiteradamente resuel- 
to que las decisiones de los tribunales locales sobre el alcance 
de su propia jurisdicción no puede revisarla porque la inter- 
pretación y aplicación de las leyes procesales no impugnadas 
como contrarias a la Constitución Nacional, son ajenas al recur- 
so extraordinario (C. 8. N. Fallos: 102, 324; 124. 305, 310, 
377; 125. 114; 126. 79. 289; 127, 360; 128, 8, 367; 130, 55; 
131, 337; 134, 279). 

Que en los otros motivos hechos valer como fundamento del 
recurso fnúms. 1, 2, 4. 5, 6, 9, 10, 11, 12 y 13 del Capítulo UI 
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del escrito do interposición), no se ha sostenido que en el pleito 
se ha va puesto en cuestión la valides de un derecho federal y 
que Ta decisión haya sido eoutra su validez; ni tampoco que 
se haya puesto en cuestión la validez de una ley o autoridad 
de provincia, bajo la pretensión de wr repugnante a la Cons- 
titución o leyes nacionales; ni menos resulta que se haya cues- 
tionado i tt inteligencia de alguna disposición constitucional o 
legal de la República y que la decisión sea contra la validez- 
de los mismos, de tai modo que bajo estos aspectos el recurso 
es ' improcedente (C. S. N. Fallos: 120. 329; 113, 3(i; 127, 271. 
130, 164; 159* 316, 164, 110, etc.). 

Que toda disposición legal no es sino el desea volvimiento 
de alguna garantía fundamental y su interpretación cierta o 
errónea nu da lugar al recurso extraordinario, porque en otra 
forma se convertiría en ordinario o de apelación, salvo el caso 
que se hubiera impugnado como contraria a principios cons- 
titucionales, lo que no ha ocurrido en el caso en el curso de la 
instancia. 

4*) Que a mavor abundamiento, cabe destacarse que uno 
de los fundamentos del recurso que se trae, es que se habría 
atacado la cosa juzgada, por entender (|tie el fallo del Tribunal 
Arbitral está firme en razón de no existir recursos contra lo 
n-sucl:.» _| u fual, es una cuestión lucra de la comprensión del 
recurso extraordinario, desde que lo relativo a la cosa juzgada 
se resuelve por los principios de la legislación común o de pro- 
cedimientos (C. S. N. Fallos: 118, 294; 156, 62; etc.)- 

Que la resolución de esta Corte al conceder y entender en 
los recursos interpuestos, lleva al recurrente a sostener (pie ha 
sido sacado de sus jueces naturales, lo que significa decir que 
la causa ha sido fallada por un tribunal nombrado especial- 
mente [jara el caso o sometido a jueces accidentales o de cir- 
cunstancias —según doctrina de la Corte Suprema Nacional 
(Fallos- 17 22; 123. 82. etc.)— razonamiento que implica des- 
conocer la organización institucional del poder judicial de la 
provincia, sus leyes procesales y las atribuciones y facultades 
do sus jueces y tribunales, lo que es inaceptable e inadmisible 
para el 'fin qué se propone de abrir la instancia extraordinaria. 

V) Que la jurisdicción federal originaria acordada por 
la Constitución Nacional y leyes reglamentarias, si «"Jj¡« 
correspondiere a la S. A. Termas de Cachcuta la habría re- 
nunciado al haber pactado la jurisdicción arbitral ÍC . 8. V 
SE! 142. 330i 143, 3.-.T; 167, 109; etc.) y con ello se habría 
operado una prórroga de jurisdicción hacia los tribunales de 
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Ja provincia do míe debe quedar radicado y fenecer el pleito 
(García ¿Icrou, Recurso Extraordinario, pág. 77). 

Esa prórroga de jurisdicción se ha operado expresamente 
en el i-usa de autos, en que consta a l's. 12 — párrafo décimo- 
primero — del escrito de demanda en juicio arbitral, (Autos 
núm. 17.021 del Juzgado de Comercio, caratuladas : "S. A. 
Terinas de Caelieuta v. Gobierno de la Prov. de Mendoza por 
juicio arbitral") la renuncia de la sociedad Termos de Ca- 
elieuta al fuero federal ordinario de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación y su decisión de ventilar la contienda 
anto los tribunales locales, por ante quienes reclamó la consti- 
tución del Tribunal Arbitra!. A dicha prórroga de jurisdic- 
ción adhirió expresamente el señor Fiscal de Estado en repre- 
sentación de la Provincia de JIcndoza, según consta de fs. 
19 vta. de esos mismos autos. 

Que aun no siendo así, no corresponde originariamente 
el fuero federal en favor de los recurrentes» por cuanto ellos 
son sucesores de la sociedad Dáeomo Junyent y Cía., vecina 
de la ciudad de Mendoza, que tampoco tuvo derecho a él (sen- 
tencia de fs. 515, 3* cuerpo — primera cuestión, voto del señor 
juez doctor Toma y fallos allí citados). 

Que la impugnación referente a la forma en que ha que- 
dado constituido el tribunal para decidir las cuestiones traídas 
a su conocí miento, con motivo de las recusaciones, excusación 
y fallecí. liento de algunos de su« integrantes, se ha hecho con 
el debido conocimiento de todas las partes, entre ellas la So- 
ciedad Termas de Cacheuta, y es, además, materia ajena al 
recurso extraordinario (C S, N. Palios: 147, 371; 154, 101; 
107, 21; 108, 265, etc.). 

Debe advertirse, por otra parte, que la integración del 
Tribunal se ha hecho con sujeción a las leyes locales de la 
Provincia, sin que las partes objetaran su constitución. 

6*) Que en cuanto a las razones invocadas en los párrafos 
2*, V y 8" del escrito que se provee, se trata de cuestione^ estu- 
diadas y resueltas al votarse la quinta cuestión en la senten- 
cia objeto del recurso, cuyas argumentaciones se dan por re- 
producidas 1 ' bre vital is-ca usa ' *. 

Por estas consideraciones, disposiciones legales citadas, 
jurisprudencia y doctrina invocada, se resuelve: 

Desestimar el recurso extraordinario interpuesto para 
ante esta Corte Suprema do la Nación contra la sentencia de 
fs. 515, por la S. A. Termas de Cacheuta. — O'Donnell — 
Touza, — Fernández Ceretti, — Bmttin Tamiskr. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

La resolución de fs. 2(1/30, expediente núm. 9518, 
serie A, letra S, que deniega el recurso extraordinario 
de apelación a que se refiere la présenle queja, so ba- 
sa en dos motivos: interposición tardía de dicho recur- 
so contra la seuteneia de fs. 515/665 (expediente 7409, 
3er. cuerpo), e inexistencia de caso federal que justifi- 
que la intervención de esta Corte Suprema. 

En cuanto a lo primero, cabe observar que V. E. 
tiene jurisdicción para resolver en definitiva si se han 
llenado o no los requisitos necesarios para que el recur- 
so sea admisible, y debe hacerlo ateniéndose a las leyes 
federales que rigen tal materia. Lo contrario impor- 
taría admitir la posibilidad de que dicha jurisdicción 
resullc restringida por aplicación de preceptos del pro- 
cedimiento local: observación aplicable al caso de autos, 
porque la Suprema Corte de Justicia de Mendoza de- 
niega el recurso entendiendo que, con arreglo a las le- 
yes locales estaría interpuesto fuera de término. 

Entretanto, las constancias de autos acreditan que 
el recurso fué interpuesto oportunamente (art. 208, 
lev núm. 50), aunque sin haberse inscripto previamen- 
te quien lo dedujo, en la matrícula de procuradores de 
la Provineia de Mendoza. Intimado a que subsanara 
esa situación, io hizo en el plazo que al efecto se le 
fijaba. Cabe aplicar, entonces, la doctrina del art. 11, 
inc 'A\ párrafo 2* de la ley núm. 10.996, que acuerda 
breves prórrnirns de término para llenar ciertos requi- 
sitos puramente formales. Cumplida en término la esi- 
gencin, no puede considerarse perdido el derecho que 
^e ejercitó en término. 
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Ha sitio la propia corte provincial quien, vencido 
ya el plazo para apelar, intimó al apoderado se íns- 
cribiese en la matrícula, ordenando reservar su escri- 
to y tenerlo por no presentado si la inscripción no se 
llevaba a efecto dentro de cuarenta y ocho horas (fs. 12). 
Si entendía «pío el recurso ya no era admisible, ¿para 
qué concedió la corte esa prórroga implícita! 

Por lo que respecta al segundo fundamento de la 
denegatoria, considero que constituyo caso federal la 
impugnación de inconstítucionalidad hecha a una senten- 
cia por haber desconocido la cosa juzgada emergente de 
un fallo de trümnal arbitral, dando así lugar al pronnn- 
cifimiento de nuevo fallo por tribunal distinto del que 
eligieron las partes. La sociedad adora sostuvo oportu- 
namente que la intervención de la Suprema Corte de 
Mendoza para rever el fallo arbitral aludido importó 
sacarla de sus jueces naturales. En situaciones equipa- 
rables, V. E. ha ordenar abrir el recurso (112: 32; 
148: 213 y 335). 

Por aplicación de tal doctrina, correspondería, pues, 
abrirlo también ahora. No median aquí las circunstan- 
cias tenidas en euenta para resolver lo contrario en 
179; 5. Buenos Aires, agosto 12 de 1042. — Jmm Al- 
nirez. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de septiembre de 1942. 

Y vistos : El recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto contra la sentencia de la Su- 
prema Corte de la Provincia de Mendoza, en la causa 
seguida por la Sociedad Anónima Termas de Cachenta 
rontra la Provincia do Mendoza, juicio arbitral sobre 
daños y perjuicios y rescisión; y 



501 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Considerando: 

(¿ue el casi* Eederití indispensable para la existencia 
del recurso extraordinario consistiría, según el recu- 
rrente, en haber sido privada la sociedad netora del 
fuero arbitral establecido por una cláusula de la con- 
cesión, pura resolver las diferencias que pudieran so- 
brevenir entre las partes durante su curso. 

Que la sentencia judicial, elemento formal indispen- 
sable para la subsistencia del recurso, por su propia na- 
turaleza, siempre priva a una persona de alguua cosa 
o derecho que ella de buena o mala fe creía correspon- 
de ríe. Kutre tíos que respectiva mente afirman o desco- 
nocen *ie i-echos sobre una cosa y litigan entre ellos, uno 
tiene que perder tanto como el otro ganar: Cuando un 
magistrado investido de pública autoridad y de deter- 
minada competencia judicial se pone en condiciones de 
declarar, después de oír a los litigantes, quién tiene de 
su parte la razón por medio de una "sentencia fundada 
en la ley aunque promedie error, aquélla tiene en su fa- 
vor la presunción de ser la expresión de la justicia. En 
ese caso, como es obvio, no puede aducir el vencido que 
su propiedad fué violada. Es por eso que el art. 17 de la 
Constitución se adelanta ;i expresar que cuando prome- 
die sentencia fundada en ley no hay allanamiento de 
ninguna garantía, ni desconocimiento del derecho de 
propiedad a los efectos del respeto debido a ésta. 

Que el art. 17 de la Constitución Nacional no ha sido 
enunciado para proteger situaciones de esa índole. Cuan- 
do alguien ha sido privado de sus bienes por mano de 
los jueces aplicando la ley mediante procedimientos or- 
ganiza! ios al efecto, lejos de haberse desconocido el de- 
recho de propiedad, el de contratar o el de defenderse 
en juicio, se ha llenado la función esencial de dar u cada 
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uno lo suyo, amén de concurrir a asegurar con ello el 
orden y Ja paz social. 

Que pronunciado el laudo corriente u fs. Iíi7 loa re- 
presentantes de la Provincia de Mendoza, invocando 
disposiciones de sus leyes procesales, dedujeron diver- 
sos recursos de nulidad y de apelación contra el misino 
ante la Suprema Corte de la Provincia. Interpretando 
aquéllas, eso tribunal abrió el recurso y se pronunció 
también sobre el fondo de la cuestión materia del laudo. 

Que con estos solos antecedentes no existe mate- 
ría para Ja existencia del caso federal que permita traer 
la cuestión debatida a esta Corte por vía del remedio 
excepcional del art. 14 de la ley núm. 48. Desde luego, 
porque con arreglo al art. 106 de la Constitución Na- 
cional, las autoridades provinciales son intérpretes de- 
finitivos de las leyes que ellas se dicten para su admi- 
nistración de justicia, siempre que lo bagan sin alterar 
o exceder Jos límites que citas y la Constitución se lian 
trazado para nacer factible la forma de gobierno adop- 
tada. No sería fauna J>astantc para admitir el recurso 
aun Ja de invocarse que la sentencia de un tribunal 
de provincia adoleciese de errores o deficiencias por- 
que, aun siendo exacto, su reparación sólo podría lia- 
ce rae dentro del orden local y con arreglo a las reglas 
dictadas a ese efecto. El error no puede constituir caso 
federal a los fines del recurso extraordinario, dentro de 
la organización actual del Poder Judicial. 

Que se invoca también para fundar el recurso ex- 
traordinario, la circunstancia de liuberee desconocido 
el art. 7 de ía Constitución en cuanto atribuye a los ac- 
tos y procedimientos judiciales de una provincia en 
toda la República, la misma fe y crédito que les corres- 
ponde donde fueron acordados. 101 principio os exacto 
pero no es aplicable al caso de autos, desde que según 
la decisión del unís alto tribunal de la Provincia de 
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Mendoza, el lando arbitral no era definitivo. Y no te- 
niendo fuerza «lo tal dentro de aquélla tampoco podía 
tenerlo en el resto do la República. 

Que, por lo demás, p reí ende r que la sentencia del 
tribunal arbitral es definí I iva y liene en su favor la 
autoridad de la cosa juzgada, en presencia de las de- 
cisiones a «pie llenó la Curte de la Provincia acordando 
recursos eoni ra ella, tiene el siguiente doble inconve- 
niente; a) desconocerle a la provincia el derecho do or- 
ganizar su jurisdicción arbitral estableciendo las reglas 
de procedimiento que considere más acertadas a ese 
fin; y b) el de hacer respetar y cumplir las sentencias 
que con arreglo a la interpretación de los jueces nom- 
brados ni efecto, si- pronuncien en el territorio de la 
provincia. 

Que la interpretación de las leyes provinciales no 
constituye una cuestión federal. El recurso extraordi- 
nario autorizado por el nrt. 14 de la ley núin. 48 ha sido 
oreado para defender las instituciones federales y es 
por eso que sólo cuando éstas se bailasen afectadas de 
algún modo, incumbe a la Corte bneor respetar y man 
tener la facultad desconocida. El ejercicio de la auto 
nomía provincial es un hecho legítimo, siempre que ella 
se mantenga dentro de los límites señalados por los po- 
deres conferidos al ííobierno do ta Nación. Fil recurso 
extraordinario es el medio de obtener ese resultado 
cuando esos límites han sido excedidos — Fallos: 145. 
174: 177, 1Í>0; ISO, 140 y 414; 180, 531 ; W, 128; tí>0, 123. 

Que er. el fondo del recurso extraordinario sólo se 
percibe como causa determinante, in simple, interpreta - 
eión tío leyes procesales de la Provincia de Mendoza 
qúü el poder judicial ha hedió en ejercicio de su legí- 
tima soberanía, sin desconocer ni rozar empero ninguna 
de las *rnrantíns, facultades o poderes atribuidos por la 
Cnn*! ilición al orden nacional. 
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Que al declarar la Suprema Corte de Justicia de 
Ja Provincia de Mendoza susceptible de recurso ante 
ella el fallo pronunciado por el tribunal arbitral, a la 
vez que se lia limitado a usar de su jurisdicción inter- 
pretando leyes locales, implícitamente ha decidido con 
igual fuerza, a los efectos del remedio federal, que la 
sentencia del tribunal arbitral no ora la definitiva den- 
h r> del orden procesal local. 

Que, por consiguiente, no puede decirse con verdad 
quu la sentencia recurrida a los efectos del recurso ex- 
traordinario, haya desconocido el derecho de propie- 
dad ni alterado el que nace de. los contratos ni menos 
desconocido el art. 7 de la Constitución o su ley regla- 
mentaria núm. 44, al declarar procedentes los recursos 
interpuestos contra la sentencia del tribunal arbitral. 
Para aceptar esta última afirmación hubiera sido in- 
dispensable que ella fuera definitiva o hubiera alcan- 
zado calidad de cosa juzgada, cosa que no ha sucedido 
pues, como se ha visto, los recursos fueron acordados 
por la justicia ordinaria de Mendoza de última instan- 
cía. Es el contenido de la sentencia pronunciada por la 
Suprema Corte de la Provincia y no el de la modificada, 
lo que merece en todo el territorio de la República la 
misma fe y crédito que de acuerdo con las leyes proce- 
sales le corresponde dentro de la provincia. 

Que ninguno de los demás artículos de la Constitu- 
ción invocados para dar fundamento al recurso extraor- 
dinario, tienen relación directa con las demás cuestio- 
nes planteadas en la causa y, por consiguiente, no es 
necesario examinarlos de acuerdo con lo dispuesto por 
el art. 15 de la ley núm. 48. 

Por estos fundamentos, los de la decisión de la Su- 
prema Corte de la Provincia de Mendoza y no encon- 
trándose el presente caso comprendido en ninguno de 
los incisos del art. 14 ríe la ley núm, 48, oído el señor 
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Procurador General, se deeluru improcedente la queja, 
confirmándose, por consiguiente, la resolución de fs. 26. 
Hágase saber y devuélvanse los autos remitidos como 
mejor informe al tribunal de su procedencia con trans- 
cripción de la presente resolución, debiendo archivarse 
el recurso previa reposición del papel. 

Bobbbxo Rki'Etto — Antonio SA- 
CAR XA LUIS Ll XAHES — 

lí. A. Xazau Axchorrsa — 
V. Ramos Mkjía. 



JOSE TAMAONO — SIS St TESO RES— v. ÜAJA DE JU- 
BILACIONES püfi EMPLEADOS l*ARTtCt "LARES 

jntl LACIOS DE EMPLEADOS PARTICULARES: Pensione*. 
La viudo y los hijos menores de mi empleado afiliad» w 
la Caja de la ley 11.110 que fallí* ¡ó después de haber 
prestado .servicios durante un plazo mayor que el exigido 
por el art. 21 de la ley para la jiihilnciñn extraordinaria, 
tienen derecho a la pensión que les hubiera correspondido 
si el causantti hubiera sido jubilado por invalidez. 



SKNTKNltA l>£ l'HIMKKA INSTANCIA 

Rueños Aires, jimio 5 de 1942. 

Vistos y considerando : 

V) Dona Sara üeninazzi do Tamagno por sí y en repie- 
sentación de sus menores hijns Sara Elvira y Armando Santia- 
go sobre las que ejerce la patria potestad, solicitó oportuna- 
mente se le acordase la jubilación por invalidez que corres- 
pondía a .su espose don José Tomagno fallecido, 

2*) De la partida de defunción obrante a fs. 5 ef cau- 
sante falleció de síncope cardíaco, no resultando de autos 
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que el mismo hubiera iniciado trámite alguno para obtener 
jubilación, circunstancia en que se funda la Caja para dene- 
gar el pedido de la cónyuge supérstite. 

X) Como lo determina la resolución en recurso de fs. 
29 el uhrero falleció contando a la fecha del deceso un cómputo 
de servicios de lili años, ¡V meses y 3 días, término que en vida 
y previo el cor res p< ludiente trámite administrativo le hubiera 
traído aparejado el fjoce de una jubilación por invalidez esta- 
tuida en el ine. 1' del art. 21 do la ley 11.110. 

4») En reiterados fallas, entre otros los que se registran 
en Oticcta del Foro: 8, Íí7;l; 84, 37; se acordó pensión equiva- 
lente a jubilación por invalidez aun cuando el causante en vida 
no hubiera efectuado trámite alguno tendiente a la obtención 
de ella. El señor Asesor de Menores en su acertado dictamen 
de fs. 4H, comparte esta conclusión y cabe traer a colación sus 
propias expresiones cuando dice, que la ley al establecer el re- 
quisito de uu previo examen medico para acordar el beneficio 
de la jubilación peticionado, ha tenido por objeto evitar frau- 
des en perjuicio de la Caja, otorgándolas en casos de enferme- 
dades contraídos con posterioridad al retiro del trabajo, pero 
en el caso sub-liie en que existe un fallecimiento brusco, cual 
es el ocasionado por el síncope cardíaco, considera el prove- 
yente que es también causal suficiente para admitir la recla- 
mación denegad a. 

5*) Obsérvese además que el síncope eomo causa de dese- 
so aun como en el caso de autos se ignora su origen, es admisible 
dentro de la medicina que puede s-r el desenlace de un fun- 
cionamiento irregular del corazón, lo que en vida del causante 
v máxime n la clase de tareas a que se dedicaba, le hubiera dado 
base a la jubilación que hoy solicitan sus causa habientes, por 
todo lo cual corresponde revocar la resol lición en recurso. 

Por estas consideraciones y lo dictaminado por el señor 
Asesor de Menores de fs. 48, resuelvo revocar la resolución 
apelada de fs, 20, declarando que corresponde jubilación por 
invalide/, del causante a doña Sara María Geniiiazzi en orden 
a lo dispuesto, por el art. 21, inc. 1* de la ley 11.110 debiendo 
efectuar la liquidación correspondiente. — Manuel C. Oímos. 

Dictamen- del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede en este caso por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación de al- 
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gunas disposiciones de la ley 11.110 con relación a ser- 
vicios prestados cu una empresa que ejerce sm acti- 
vidades fuera de la Capita! Federal <16¡>; 219; 172: 
¿07; 188: 397* entre otros). 

En cuanto a la cuestión de fondo, es la misma que 
motivó mi dictamen de setiembre 22 de 1939 m re Ni- 
eollicr v. Caja. En efecto, se trata de establecer si 1» 
viuda e hijos menores de un empleado que falleció con- 
tando más de 22 años de servicios (fs. 26) tienen o no 
derecho a la pensión que les correspondería si su cau- 
sante hubiera gestionado en vida jubilación por inva- 
lidez. De autos resulta que trabajó hasta el día de su 
fallecimiento, ocurrido el 2 de febrero de 1940 a conse- 
cuencia de síncope cardíaco (fs, 5). El señor juez a-quo 
ha reconocido a sus sucesores ios mismos derechos que 
les corresponderían si, en lugar de fallecer en forma re- 
pentino, so hubiera inutilizado previamente para el tra- 
bajo; y creo innecesario reforzar tal argumentación, 
pues la tesis me parece acertada. Sólo agregaré que el 
cómputo ilc los servicios del extinto José Tamngno, ex- 
cede a los exigidos por el art. 21 de la ley 11.110 partí 
el otorga miento de jubilación por invalidez. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar el fallo 
apelado de fs. 53, en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. — Buenos Aires, septiembre 12 de 1942. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de septiembre de 19-12. 

Y vislos; el recurso extraordinario deducido en la 
causa: "José Tamagno —sus sucesores, sobre pensión 
de la ley n* 11.110". 

Por sus fundamentos y los del precedente dicta- 
men del señor Procurador General", se confirma la sen- 
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teneiu de í's. 53 cu cuanto pudú sur materia do recurso, 
llaguso s»U'i- y devuélvanse al tribunal de procedencia 
donde se repondrá el papel, 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoabna — Luis Linares — 
li. A, Xazar An choren a — 
F. Hamos Mejía. 



PROVINCIA I>K SANTA PE v. S, A. ECHESORTU 

Y CASAS 

P^niiCHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES; Derecha de 
propiedad. 

rXt'ROPI ACION: Principios generales. 

Por regla general Ja expropiación por causa de ulilídad 
publica debo ser efectuada previa indemnización y, por lo 
tanto, debetl proscribirse los procedimientos que retardan 
la satis facción del derecho de los interesados a obtener 
dicho resarcimiento, 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
(tro piedad. 

EXPROPIACION: Indemnización. 

De acuerdo n lo dispuesto en el art, 17 de la Constitución 
Nacional, en el caso de desapoderamiento judicial de todo 
el inmueble sujeto a expropiación y poseído por el deman- 
dado, el juicio y la indemnización pertinentes no pueden 
limitarse h una parte do aquél so color do tpie la porción 
restante es bien público; sino rpie debe depositarse el pre- 
cio de todo el liien y exigir 1» justificación del título por 
parte del que sostiene ser su dueño, a menos que se hubie- 
ra sometido a los jueces de la expropiación el punto refe- 
rente al dominio y ellos hubieron reconocido el carácter 
público del bien. 

DERECHOS Y GARAXTIAS CONSTITUCIONALES: Derecho de 
propiedad. 

EXPROPIACION: Indemnización. 

Xo habiendo mediado desapoderamiento judicial do todo 
el inmueble sujeto a expropiación sino únicamente de una 
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parto del misino, la sentencia que manda indemnizar tan 
sólo la privación de dicha fracción dejando a salvo loa 
derechos que el demandado pretende tener sobre el resto, 
respecto del cual el expropiador no ha depositado suma 
alguna por considerarlo bien público, no comporta viola- 
ción alguna de los arta. 14 y 17 de la Constitución Na- 
cional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huellos Ai ros, 25 do septiembre de 1942. 

V vista lu precedente causa caratulada "Actor: 
Fisco Provincial, Demandado : S. A. Echésortu y Ca- 
sas. Causa: Expropiación", para conocer respecto del 
recurso extraordinario declarado procedente por auto 
de esta Corte de fs. 4Ü1 (')• 

Y considerando : 

Que esta Corte tiene decidido —Fallos: 186, 151— 
que como regla general, el art 17 de la Constitución 
Nacional requiere que la expropiación por causa de utili- 
dad pública, sea previamente indemnizada. Y que, por 
consiguiente, deben proscribirse en todos los supues- 
tos, los procedí mientus que retardan la satisfacción del 
legítimo derecho de los interesados de obtener la repa- 
ración del agravio patrimonial sufrido como consecuen- 
cia de H práctica de la facultad de expropiar que asiste 
el Estado —Fallos: 188, 196. 

Que en un orden de ideas semejante ha resuelto 
que cuando se verifica la ocupación total de un inmue- 
ble sujeto a expropiación, el juicio y la indemnización 
pertinentes no pueden limitarse a una fracción del mis- 
mo, so color de que la parte restante es bien público, 
ni aun reservando al poseedor que la pretende com- 
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prendida en su título, las acciones que pudieran compe- 
tirle —Fallos: 182, 85 y 37C— . "El procedimiento co- 
rrerlo, en casos tnles" dijo entonces el Tribunal, refi- 
riéndose a la oportunidad del art. 4 de la ley 189, "es el 
depósito del importe que el expropiante crea justo" 
(como precio de la fracción discutida) "con exigencia 
de la justificación de título por parte det expropiado". 

Que omilido el depósito mencionado, la garantía 
del nrt. 17 de la Constitución Xacioual puede no resul- 
tar lesionada, si so somete a los jueces de la expropia- 
ción el punto referente al dominio de la porción no in- 
demnizada. En caso de que estos resolvieran, sobre la 
base de fundamentos de Iiecho y de derecho común, que 
Ja misma constituye un bien público, no procedería 
tampoco, el recurso extraordinario. V,, fallo recaído en 
los autos "Obras Sanitarias de la Nación v, Sielurger 
Hnos.*' en mayo 8 del corriente ano, 192, 376. 

Que en cambio el artículo constitucional menciona- 
do no se compadece con la falta de depósito del precio 
de una fracción del fundo ocupado y la omisión de todo 
pronunciamiento respecto de su propiedad. No salva la 
objeción constitucional, según ya se La dicho, la reserva 
de los derechos de los poseedores que se sostienen sus 
propietarios, que de otra manera podrían ser definiti- 
vamente privados de su derecho a una indemnización 
previa al desapoderamiento de que habrían sido objeto. 

Que desde luego, el raciocinio que sustenta los pre- 
cedentes considerandos, supone el desapoderamiento ju- 
dicial completo de un inmueble poseído por el expro- 
piado. Y requiere para su aplicación la concurrencia de 
ambos extremos — la posesión y el desapoderamiento — 
pues do otra manera no se estaría en presencia de una 
expropiación típica —art. 2511 del Cód. Civil— y por 
consiguiente bastarían las acciones reservadas a los in- 
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teresados para la salvaguardia de los derechos que pu- 
dieran asistirles. 

Que en la especie, el escrito de fs. í> limitó Ja des- 
posesión a la superficie que allí se indica —a la que 
también se refiere el mandamiento de fs. 12— aun 
cuando no puede afirmarse que ello obedeeicru al pro- 
pósito do respetar los eventuales derechos de la nctora 
sobre la fracción excluida, sino más bien a la idea de que 
no le asistía ninguno, por ser aquélla, un bien público, 
insust-eptible de posesión y dominio. 

Que, aunque en el acta de fs. 12 el representante de 
Echesortu y Casas expresa qüe entrega la propiedad en 
toda su extensión dentro de los límites establecidos pol- 
la ley iMÜti, como significando que es con los terrenos de 
la ribera interna, el encargado del Fisco Dr. Culaciati 
manifiesta que la recibo do acuerdo con la orden del 
juzgado y lo resuelto por el Gobierno, o sen con los 
límites qiie le da el plano de fs. 1 ; siendo de notar que 
la ley de expropiación no da una delimitación precisa. 
El Gobierno mandó expropiar 2BU.0OO ntts. 2 , que des- 
pués se ampliaron a :i(ÍO.iií)0, cu virtud de la rectifica- 
ción de fs. 100. Es con esta extensión que se mandó dal- 
la posesión. Por lo demás, no hay prueba alguna que 
demuestre que el parque haya extendido sus construc- 
ciones al terreno en cuestión. Por otra parte, los fallos 
dictados en las instancias ordinarias, no juzgun categó- 
ricamente el punto referente a la existencia de la des- 
posesión total que fundamenta el recurso. Sólo la admi- 
ten por vía de hipótesis, a los efectos de la reserva de 

derechos que hacen. 

Que en tales condiciones la doctrina enunciada en 
los con si de rundes que encabezan el pronunciamiento —y 
que justifica la apertura del recurso a fs. 401— no per- 
mite la modificación del fallo apelado. 

Que esta conclusión no contraría la jurisprudencia 
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del Tribunal establecida en los varios casos que se pro- 
dujeron con motivo de la ocupación de los terrenos nece- 
sarios para la construcción del puerto del Rosario. La 
empresa pretendió, como concesionaria del Gobierno de 
la Nación, ocupar los terrenos de ribera sin indemniza- 
ción, porque decía oran del dominio público del Estado 
Nacional y, como tales, no pudieron ser enajenados a 
particulares. En los casos del Central Argentino y Em- 
presa Comas, fallados en 1909, la Corte, después de de- 
clarar que eran los gobiernos de las provincias por donde 
corrían ios ríos navegables, los titulares de ese dominio 
público, y que como talos podían ceder o vender a ios 
particulares las playas para fines relativos a la nave- 
gación, con tal que no contrariaran disposiciones de ca- 
rácter nacional, tomadas para asegurar el comercio y 
comunicaciones intercstaduales, o con el extranjero, y 
que habiendo el Gobierno do Santa Fe enajenado en pe- 
queños lotes en 1So7 parte de la ribera sobré el Paraná, 
algunos de los cuales se bailaban en el dominio de estas 
dos empresas y que debían sor ocupados por las insta- 
laciones del puerto, según el plano que se había presen- 
tado, resolvió que la empresa concesionaria estaba en 
el deber de pagar íntegramente su valor (Fallos: 111, 
17Í) y 197). En los casos de Ortiz y Querrá y sucesión 
Grnndoli, en que la empresa del puerto formuló igual 
pretensión, se trataba do playas que formaron parte 
do la merced del capitán Romero de Pineda de 16SÍÍ que 
por sucesivas enajenaciones habían llegado a poder de 
los expropiados, según títulos que se presentaron. En 
estos casos, se invocó la legislación do Indias para fun- 
dar ct dominio, la «nial, a diferencia del Código Civil, 
acordaba a los propietarios ribereños el dominio sobre 
las playas de ríos navegables. Como la empresa obje- 
tara osos títulos, porque decía no establecían bien el 
encadenamiento do traspasos hasta aquella merced, la 
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Corte resolvió que se expropiara íntegramente ¡os te- 
rrenos a ocupar, sin perjuicio de que en el mismo juicio 
se tomaran las providencias conducentes a subsanar 
los defectos que tuvieran los títulos o a asegurar al ad- 
qui rente contra una posible reivindicación de parte de 
terceros (Fallos: 121, 343; 122, 209). En los dos últi- 
mos casos se encuentran reunidos, sin duda r los ele- 
mentos de juicio que existen en esta causa y pareciera 
que debiera ser idéntica la solución; mas la diferencia 
substancial que hay reside en que en aquellos se tra- 
taba de la ocupación de todo el inmueble y en éste so- 
lamente de una parto, quedando excluida la zona dis- 
cutida. 

Que por lo que hace al precio señalado en la sen- 
tencia recurrida — también comprendido en el recurso 
interpuesto a fs. 369, y en el memorial de fs. 417— no 
cabe pronunciamiento alguno de esta Corte. Así resulta 
del alcance que tiene y con que se abrió el recurso ex- 
traordinario y de la doctrina de Fallos : 182, 376, en la 
que se funda suficientemente la improcedencia de la de- 
cisión del punto por la vía del art. 14 de la ley 48. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 359 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. Hágase saber, devuélvanse al tribunal de su 
procedencia debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Repétto — Antonio 
Saoarna — Ltns Linares — 
B. A. Nazar Anchorena — 
F. Ramos Mejía. 
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LOTElíIA DE BENEFICENCIA NACIONAL 

LEY: Principios generales. 

LOTERIA DE BENEFICENCIA NACIONAL. 

La ley 3313 sobre Lotería de Benef icencia Nacional, que 
ha sido dictada para la Capital y Jos territorios nacionales 
y reconoce implícitamente el poder de las provincias para 
autorizar otra.% loterías, es de carácter local, 

LEY; Priucipioa generales. 

Nacional y federal no son términos equivalentes en el 
sistema político de gobierno de la Nación Argentina. 
LEY: Principios generales. 

La circunstancia de que se baya incluido el presupuesto 
de una institución — en el caso la Lotería de Beneficencia 
Nacional — en el general de la Nación, carece de signi- 
ficado para tipificar la ley que la gobierna como federal 
o loca!. 

LEY: Principios generales. 

LOTERIA DE BENEFICENCIA NACIONAL. 

Las circunstancias de que *¡e denomine nacional a la lote- 
ría de beneficencia establecida por la ley 3313; de que los 
beneficios líquidas que produzca se distribuyan entre la 
Capital Federal y las provincias que se hallen en las con- 
diciones que la ley prescribe; y de que los empleados de 
la Lotería estén acogidos a la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes Civiles, no autorizan a atribuir carácter federal a la 
Lotería de Beneficencia Nacional. 

JURISDICCION: Fuero ordinario. Lcye* comunes. Penales. 

Sea cual fuere ta calificación penal que corresponda atri- 
buir a los lieehos producidos en el local de Ja Lotería de 
Beneficencia Nacional, vinculados directamente al manejo 
de fondos fie la misma, el juzgamiento de aquéllos compe- 
te a los tribunales ordinarios de la Capital Federal. 

Dictamen del Procitüadoií General 
Suprema Corte: 

Viene a V. E., para ser dirimida, una contienda ne 
gativa de jurisdicción que se plantea entre el señor 
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Juez de Instrucción de esta Capital doctor Aquileo Gon- 
zález OLÍ ver y el señor Juez Federal de la misma ciudad 
doctor Miguel L. Jantus. Uno y otro sostienen no co- 
rrespondíalos conocer en el proceso que se instruye 
contra varios empleados de la Lotería Nacional, impu- 
tándoles falsear las extracciones de premios. 

Con arreglo al Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina t (art. 23¡ i ne. 'Á) caen bajo la jurisdicción federal 
aquellos delitos que tiendan á la defraudación de las 
rentas de la Nación u obstruyan y corrompan el buen 
servicio de sus empleados. ¿Tienden a ello los hecho» 
materia de la causa! Entiendo que la respuesta debe 
buscarse determinando si los empleados de la Lotería 
Naeioual a quienes —prima facic— se imputa diciia de- 
fraudación, son o no empleados nacionales; y planteado 
así el problema, paréeeme que median buenas razones 
para inclinarse a una solución afirmativa. 

Ku efecto, la Lotería Nacional comenzó por simples 
permisos dados a sociedades benéficas (leyes 2887 y 
2980), pasó después a ser municipal (ley 2989), y en 
1895 fué nacionalizada (ley 3313). Ulteriores disposi- 
ciones afianzaron esta última tendencia al incluir el 
presupuesto de la Lotería en el general de la Nación 
( ley 420(i> y disminuir la parte destinada a premios, 
cotí objeto de que pudiera dedicarse mayor suma a la 
construcción de liospi tales y asilos regionales (ley 4953). 
Además, los empleados de la Lotería están obligatoria- 
mente afiliados a la Caja Nacional de Jubilaciones y 

Pensiones Civiles. 

Partiendo de tal base, y pues no parece dudoso que 
falsear sorteos es maniobra susceptible de corromper a 
los empleados y perjudicar al servicio público que dicha 
Lotería atiende, el sumario debió llevarse adelante por 
el señor Juez Federal, Las actividades normales de 
dicha repartición consisten, como es sabido, en vender 
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billetes de un es tremo a otro del país, y dedicar parte 
do la ganancia a subsidios a las provincias, equipara- 
bles a los previstos en el art. 67, inc. 8, de la Constitu- 
ción Nacional. No se trata aquí de las situaciones con- 
templad," < por V. E. en 85 : 391 y 87: 31 (falsificación 
de extractos por personas ajenas a la administración, 
para estafar a terceros) o en 152: 197 (homicidio co- 
mún, cometido dentro del edificio de la Lotería). ¿Vde- 
más, y en otro orden de ideas (1U5: 313), V. E. tiene 
decidido que la justicia federal es competente para co- 
nocer de las cansas que entablen los particulares contra 
la Nación por cobro de billetes; doctrina concordante 
con la de considerar del i tus del fuero federal los qui- 
se cometen contra Ferrocarriles del Estado (143: 29 ¡ 
180: 83), contra la Caja de Aliono Postal (144: 166) o 
contra el Banco de la Nación (175: 115). 

Es exacto que el art. 25, inc. 3, del Código de Pro- 
cedimientos, exceptúa el caso de las defraudaciones de 
rentas fiscales, cuando éstas provengan de impuestos 
establecidos exclusivamente para la Capital o los te- 
rritorios nacionales; mas según acabo de expresarlo, 
tal excepción no comprende al caso sub judice porque 
los servicios de la Lotería Nacional se prestan oficial- 
mente en toda la rtepública y en toda ella se distribu- 
yen igualmente los beneficios obtenidos. Admitir que 
se trate de uua institución no amparada por el fuero 
federal, pudiera resultar insostenible y basta peligroso, 
si mañana autoridades provinciales obstaculizaian el 
cumplimiento de los fines de la Lotería, y no quedase 
otro recurso que acudir ante los tribunales de la propia 
provincia para remover esa perturbación. 

Pienso, pues, que la contienda debe dirimirse de- 
clarando que corresponde al señor Juez Federal llevar 
adelante el sumario. — Buenos Aires, setiembre 21 de 
1942. — Juan Alvares. 
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FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 do septiembre de 1942. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que de acuerdo con la rei torada jurisprudencia de 
esta Corte, la actual contienda de competencia negativa 
trabada entre el Sr. Juca Federal Dr. Miguel L. Jan tus 
y el Sr. Juez de Instrucción Dr. Aquileo González Oli- 
ve r, ambos de la Capital Federal, debe ser resuelta en 
el sentido de derla rur que cor responde conocer al úl- 
timo en oí proceso que se instruye contra varios em- 
pleados de la administración de )a Lotería Nacional 
con motivo de los liedlos delictuosos que son conocidos. 

Que la sentencia registrada en el t. 15-, pág. 197* 
de su colección de fallos, es la última de una serie de 
pronunciamientos que se remontan en el tiempo hasta el 
año 1898, en que fué cuidadosamente examinada acerca 
de una cuestión semejante la ley '¿'¿YA de la Lotería Na- 
cional sancionada el año 1895. 

Que en acuella oportunidad se llegó a la conclu- 
sión de que esa ley huitín sido díetada para la Capital 
y los territorios nacionales y tenía, por consiguiente, el 
carácter de un estatuto local que ponía en juego facul- 
tades o poderes inherentes al gobierno de la Cíipital 
Federal a que alude el art. (¡7, Í7te. 27, fie la Constitución 
Nacional —Fallos: 74, 207 y $0; 85, 391; 87, 315, y 
152, 197. 

Que, en efecto, así resultaba de ios hechos, pues la 
susodicha ley fué sancionarla a raíz de un conflicto pro- 
ducido en momentos en que la lotería revestía carácter 
municipal (ley 2989) y así res ni taba también del con- 
tenido del art. 200*9 del Código Civil, que expresa a este 
propósito que las loterías y rifas, cuando se permitan, 
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serán rugidas por las respectivas ordenanzas munici- 
pales o rugía montos de policía. El Código Civil partía, 
pues, du la buso de que la facultad de autorizar el juego 
en algunas do sus formas» haliál se comprendido en el 
poder de policía du cada provincia y que su ejercicio, 
como es obvio, correspondía a los gobiernos res- 
pectivos. 

Que, por último, la técnica empleada por la ley 
núm. 3313 para organizar mediante el juego de lotería 
una beneficencia que trascienda los límites del territo- 
rio de la Capital ha permitido conservarle el carácter 
de ley local, como resulta : a) de qúe la ley se dictó sólo 
respecto de la Capital y territorios nacionales, donde 
no pueden circular ni venderse otros billetes de loturín 
que los emitidos con arreglo a su autorización y previ- 
siones, art. 0; b) de que el propio Congreso por el art, 
14 implícitamente reconoció el poder de las proviucias 
para autorizar nuevas loterías o prorrogar los contra- 
tos existentes sobre ellas. Si, pues, aquéllas se hallan 
facultadas, según la propia ley, para permitir jugadas 
de lotería dentro du los límites de su territorio, la ley 
3313 no estuvo nunca* destinada, según !a intención de 
los autores, a rugir con carácter obligatorio fuera de 
la Capital y territorios nacionales. 

Que de esto resulta que la ley 3313 no nacionalizó 
la susodicha lotería el año 189.x Ni la circunstancia de 
denominarla nacional ni la de distribuir los beneficios 
líquidos (pie resulten entre la Capital Federal y las pro- 
vineias pueden producir tal efecto. Lo primero, porque 
nacional y federal no son términos equivalentes en nues- 
tro sistema político de gobierno; lo segundo, porque los 
arts. 7 y 8, además de establecer por adelantado que 
tales beneficios serán exclusivamente aplicados a los 
fines que ella determina, vedan por consiguiente su con- 
fusión con el patrimonio de la Nación. 
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Que debe observarse, además, que el aporte a las 
provincias del beneficio que les atribuya dejará de te- 
ner efecto si ellas, por medio de sus legislaturas o mu- 
nicipalidades, autorizaran nuevas loterías o prorroga- 
ran los contratos existentes. 

Representa éste el ingenioso medio escoltado por 
los autores de la ley en esamen para lograr que sus 
beneficios se distribuyan en gran parte del país sin 
convertirla en federal, desde que se empieza por reeo- 
iioci-r a las provincias el poder de autorizar el funcio- 
namiento de loterías. 

(Jue ninguna de las leyes dictadas por el Congreso 
después dé! a fio 1895 relacionadas con la lotería nacio- 
nal ha modificado esa condición básica de la ley. La 
núni. 1U¡72, mí ¡h se fen limitado a darle una redac- 
ción distinta, aumentando Ins penas impueslas a los 
que introduzcan o vendan en la Capital y territorios 
nacionales billetes que no sean de la lotería nacional. 
Es digno de II anuir la atención sobre el becbo de que 
si la ley :í313 fuese de carácter federal, como so afirma, 
la prohibición se hubiese extendido a todo el resto de 
la República, en lugar de limitarla a la Capital Federal 
y territorios nacionales. En vez de regir en todo el ám- 
bito de la Nación, circunscribo sus efectos y su sanción 
penal .-ó!n n parte del territorio de la República. 

Que la circunstnneia de que la ley 420G, de 10 de 
septiembre de 1002, huya incluido el presupuesto de la 
lotería en el -enera! de la Xación, carece de significado 
para tipificar la ley como federal o local, pues lo mismo 
se ha hecho con tos presupuestos de los órganos judi- 
ciales y administrativos de ¡a Capital como ser la jus- 
ticia ordinaria, el registro de la propiedad de la Capi- 
tal, el Consejo Nacional de Educación, etc., etc. VA Con 
creso, cu su doble carácter de legislatura local para la 
Capital y Congreso de la Xación, ha podido disminuir 
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o aumentar las sumas de dinero destinadas a premios 
según lo reclamen las necesidades del momento y el 
cuantum de los beneficios, sin que ello importe cambiar 
el espíritu de la ley tal como fué conecbida al sancio- 
narse. La circunstancia de que los. empleados de la lo- 
tería catín ucogidos a la Caja Nacional de Jubilaciones 
Civiles es, todavía, do menor significado, desde que en 
esa condición se hallan también todos los del orden lo- 
ra!, comenzando por los de la justicia ordinaria de la 
Capital y territorios nacionales. 

Que en tales condiciones, sea cual fuere la califica- 
ción penal que corresponda atribuir a los bechos pro- 
ducidos en el local de la lotería nacional, las violacio- 
nes que comportan tendrían relación direc ta con el ma- 
nejo de fondos que pertenecen a la nombrada entidad 
v, por. consiguiente, su juzgamiento, do acuerdo con lo 
expresado, debe hacerse por los jueces del fuero común 
de la Capital con arreglo a lo dispuesto por los arts. 25, 
inc. 3», 23, segunda parte del inc. 4% y 31, me. 9*, del 
Código de Procedimientos en lo Criminal —Fallos de 
la Corte Suprema: (ií>, 9; 101, 379; 7Í>, 355; 130, 3-3; 
13*2, 197, entre otros muchos. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Corte, se declara que el conocimiento de 
esta causa corresponde a la justicia ordinaria de la Ca- 
pital Ka consecuencia remítanse los autos al señor Juez 
de Instrucción y avísese al señor Juez Federal en la 
forma de estilo. 

Rgbehto Uei'ETTO — Luis Lina- 
res _ B. A. Nassau Ancho- 
res a — F. Ramos Mejía. 
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ROFFE Y ADES v. JORGE MONAYER. SU SUCESION 

JURISDICCION : Fuero de atracción. Sucesión. 

El |ueis ante quien tramita el juicio sucesorio es el compe- 
tente para conocer en las acciones personales que se dedu- 
cen contra ln sucesión. 

MEDIDA S DI SCI PLISAR!. I ¡í . 

Corresponde llamar la atención del juez provincial que, 
requerido por oficio del Secretario de la Corte Suprema 
reiterado tres veces para que remitiera los aut<w referentes 
a una contienda de competencia por inhibitoria, se abstuvo 
de* hacerlo y de contestar al respecto, y, por fin, empla- 
zado telegráficamente para que explicara su actitud, se 
limitó a enviar los autos sin explicación alguna y sin que 
de ellos resulte la justificación de fin conducta f 1 ). 



WESTERN ELECTRIC <" INC. OF ARGENTINA v. 
CORPORACION ABGENTINO-AM ERICA NA DE FILMS 

JUECES: raüihut, 

JURISPICCWW- Principies generales. 

Los jueces deben decidir colisiones efectivas de derechos, 
mas no hacer declaraciones peñérales o abstractas ni resol- 
ver cuestiones vinculadas H controversias extinguidas por 
el transcurso del tiempo, aun cuando su decisión pudiera 
prevenir pleito» potenciales. 

RECURSO EXTRAOIWISAMO: Pr¡$efpÍO? funerales. 

La inexistencia de una controversia Concreta susceptible 
de ser resuella ¡-..r tos tribunales «Y /'is}Íc ; ;r debe ser com- 
probada >h* oficio por la Corte Suprima en el recurso 
extraordinario, por tratarse de un requisito necesario para 
el ejercicio de su jurisdicción, que no puede ser supl'do por 
la conformidad de las partes ni por su consentimiento de 
la sentencia que decidiera el punto afirmativamente. 



(t) Vevhn rti-l fallo: M* ilt> «ctu-mbre de Í'M'2. 
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RECURSO EXTllAOIíD/yARIO: Principia* generales. — Materia 
ajena. Constituciones y leyes locales. Procesales. 

La decisión referente a las costas contenida en ta senten* 
da apelada, que revoca la de primera instancia por haber 
desaparecido la finalidad del litigio y convertídose en 
abstracta la cuestión discutida, no autoriza la interven- 
ción de la Corte Suprema por medio del recurso extraor- 
dinario, por tratarse de un aspecto del litigio ajeno a dicho 
recurso. 

RECURSO EXTRAORPIXARIO: Materia ajena. Leyes comunes. 
Civiles, — Constituciones y leyes locales. PíW0$ÍÚe$. 

La existencia o inexistencia de cosa juzgada es, por regla 
general, extraña al recurso extraordinario. 



Sentencia de la Támara Federal 

Buenos Aires, 15 de julio de 1942. 

Vistos estos autos seguidos por la Western Electric C" Inc. 
of Argentina contra la Corporación Argentina Americana de 
Films, sobre nulidad de patentes, para decidir los recursos 
de nulidad y apelación interpuestos a fs. 4697 y 4698, contra 
la sentencia" de fs. 46ÜG y concedidos a fs. 4697 v. y 4698 v.; 

Y Considerando: 



Recurso de la apelación: Que las patentes de invención 
N* 23.581 y 25.31:*. fueron rnnerdidiM el 20 de marzo de 1925 
y 10 de junio de 1926, respectivamente, y han caducado, por 
imperio legal, en igual fecha de los años 1935 y 1936, pasan- 
do, por tanto, al dominio público, las invenciones que prote- 
gían, al igual que la 29.296, que concedida el 28 de mayo de 
1928, caducó a tos 10 años, es decir, el 28 de mayo de 1938, 
por ser reválida de una patente extranjera. Art. 5 de la ley 
N* 111; segundo párrafo de A), considerando II, fs. 4669 v. 
de la sentencia, y los pjirñjrrafm 21, 22 y 23 del informe de la 
Dirección de Patentes y Mareas, fs. 4828 y 4829. 

Que siendo ello así, ha desaparecido la finalidad que con 
pl pleito se perseguía, puesto que, como se dice en el escrito de 
demanda por la actora (fs. 20, cuerpo 1, capítulo III, parágra- 
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fo 12), ella se encontraba cu ese entonces dificultada en el libre 
ejercicio de sus actividades como dueña de a para tos fabricados 
por sistemas y procedimientos del dominio público y pública- 
mente explotados, por acción de la demandada que pretendía 
la exclusividad de su uso amparada por los derechos que le 
acordaban Jas mencionadas patentes y su demanda tendía a 
hacer desaparecer ese estado de cosas, estado que en la actua- 
lidad lia cesado por vencimiento del término por el que fueron 
concedidas. 

En tales condiciones, carece de objeto pronunciarse res- 
pecto de su validez, porque en esta situación, tal pronuncia- 
miento importaría una declaración abstracta que al Tribunal 
le está vedado hacer, según resulta de la doctrina que fluye 
del texto dé los arts. 100 de la Const i t lición y 2 de Ja ley K* 27, 
apoyada por la larga y continuada jurisprudencia de h Corte 
Suprema, desde que la cuestión sobre que versaría, sólo tiene, 
en este momento, un interés puramente teórico, ya que caídas 
en el dominio publico las invenciones por ellas protegidas y no 
habiéndole demandado, por otra parte, indemnización alguna 
por aquellos obstáculos de la demandada (ver parágrafo 3. 
cap. II. fs. 17 del escrito de demanda), cualquiera las puede 
explotar sin dificultades ni cortapisas. ICn este sentido se 
pronunció esta Cámara el 8 do mayo de 1!)40 ("Patentes y 
Marcas, año lí>40. pág. £29), al resolver el caso Pillet V, 
Berra. 

gue a esta conclusión no obsta el argumento de que el 
fallo que se dicte cimentará situaciones jurídicas del pasado 
derivadas del uso o violación de dichas patentes y para pre- 
venir juicios potenciales del t Mular de las patentes caducas 
il's. 4f'¡70 v. -H>71, ('. cónsul. II). porque aquél no resolvería 
en este momento y en este expediente, situación alguna, puesto 
que ninguna otra" fuera de la de nulidad, se propuso a resolu- 
ción judicial, ni la misión de la justicia es formular decía ra - 
c iones teóricas para evitar pleitos. La hipótesis revela, precisa- 
mente, la ausencia del objeto práctico de semejante pronun- 
ciamiento y no se alcanza la consecuencia que tendría tal de- 
cisión. 

por estos fundamentos, se revoca la sentencia recurrida. 
Las costas de ambas instancias por su orden, — [¡iranio Villar 
Pnlnrh. — Jwrn A. fíomákz C<ihhrón. — Ezrquid & fh 
OJaso. 
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Dictamen* del Procukador General 

t 

Suprema Corte: 

En estos autos, la sociedad Western Electric Com- 
pany inc. of Argentina persigue se declare la nulidad 
y caducidad de patentes de invención registradas a fa- 
vor de Corporación Argentina Americana de Films, de- 
jándosele a salvo su derecho de reclamar daños y per- 
juicios. En primera instancia, el señor juez federal Dr, 
Sarmiento hizo lugar en parte a la demanda <fs. 4696 
vta.) ; pero llevado el caso cu apelación a la cámara. res- 
pectiva, dicho tribunal lia revocado esa sentencia iun- 
dámlose en que, durante la tramitación del pleito endu- 
raron p»r expiración del término legal, las patentes que 
lo motivan. A juicio del tribunal desapareció así la fina- 
lidad del litigio y cualquier pronunciamiento que en él 
recayese tendría" el carácter de declaración abstracta 
(fs. *4S:{8). Con lal motivo la parte actora trac, por vía 
directa, un recurso extraordinario paru ante V. E. 

Planteado así el caso, hállase en tela de juicio la 
interpretación de disposiciones de la ley especial núm. 
111, o sea, si el derecho de accionar con arreglo a dicha 
ley desaparece, aun respecto de hechos pasados, tan 
pronto como expire el término por el que se otorgó la 
patente. 

A mi juicio, tal cuestión es susceptible de pronun- 
ciamiento útil en estos autos. Indudablemente, a partir 
de cierta techa todo invento pasa a ser del dominio pú- 
blico; mas ¿han de caducar ipso fado las acciones que 
se iniciaron oportunamente, contra el titular de una pa- 
tmtc, vigente entonces, por i .putarsc falta de novedad 
al presunto invento patentado? ; Carecerá ya de objeto 
que los jueces aprecien el valor de la prueba acumulada 
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por las partes para acreditar la existencia o inexisten 
eia de novedad? Del fallo que recaiga pueden emerger 
responsabilidades, y en consecuencia, existe causa ju- 
rídica suficiente para dictarlo. 

Me inclino, pues, a creer que debe abrirse eJ re- 
curso, en los términos del art. 14, inc. 3, de la ley 48 so- 
bre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales. — Buenos Aires, septiembre 12 de 1942. — Juan 
Alvares. 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 30 de septiembre de 1942. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecbo deducido por la acto ra en los autos Western 
Electric (Jo. Inc. Of Argentina c. Corporación Argen- 
tino Americana de Films S. A." para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte que 
no compete a los jueces de la Nación "hacer declara- 
ciones generales o abstractas*', porque es de la "esen- 
cia del poder judicial decidir colisiones efectivas de 
derechos'» — v. Fallos: 2, 253; 12, 372; 24, 248; 94, 
444; 95, 51 y 290; 130, 137; 184, 358, entre otros. 

Que tampoco puede pedirse a los trihunalcs federa- 
les la solución de las cuestiones vinculadas con contro- 
versias que el transcurso del tiempo ha extinguido. 
"Allí donde no hay una discusión real entre el actor y 
el demandado, ya porque el juicio es ficticio desde su 
eomienzo o pon pie a raíz de acontecimientos subsi- 
guientes se ha extinguido la controversia o ha cesado 
de existir la causa de la acción; o donde las cuestiones 
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u decidir no son concretas, o loa sucesos ocurridos han 
tornado imposible pura la Corte acordar una repara- 
ción efectiva, la causa debe ser considerada abstracta" 
v, Komarrsox v Kikkliam, Jurlsdietion of thc Supreuie 
Cottrt.of thc United Siatüá, pá& 432; Taylou, Jitris- 
diétion and proevdurc of thc United States Sttprcmc 
Coiu t, pág. 455 — . Ksla Corte lia aplicado cata doctrina 
también de manera reiterada —Fallos: 5, 31(i; 55, 248; 

11, y la reciente sentencia in re "Sebwnrz Do. Gui- 
do y otros, Habeas coriius", fallada eu 3 de agosto del 
corriente año. 

Que la inexistencia de la controversia concreta a 
que . refieren los precedentes considerandos — su in- 
snbsist encía en la especie — puede y debe ser compro- 
bada de oficio, por tratarse do un requisito sin el cual 
esta Coríe — y la Cámara de circuito en su caso — ca- 
recería de jurisdicción — v. doctrina de Fallos: 189, 
245—. Xo bastaría para otorgársela, la conformidad de 
)n< partes, ni su consentimiento de una sentencia que 
decidiera el punto afirmativamente — HouEnTsos y 
KirKham, op. cit, pág. 433 y 444 y sigtes.; Tayloh, op. 
cit, pág. 033. 

Que no justifica el conocimiento e intervención do 
esta Corte en los autos, el pronunciamiento referente a 
las costas contenido en la sentencia apelada. Porque se 
trata de un aspecto accesorio del pleito, que escapa a la 
jurisdicción extraordinaria del Tribunal —Fallos: 103, 
01 y los allí c¡ lados. 

One en su constante jurisprudencia, esta Corte ba 
decidido que la existencia o no de cosa juzgada o* ma- 
teria extraña a >u jurisdicción determinada con carácter 
excepcional y extraordinario por el art. 31 de la Cons- 
tiliieióa v ;irl. 14 de ta ley -18 —Fallos: 112, 12G; 114, 
13íi; 122," 133; IOS, 100; 110, 144; 113, 427; 115, 11 ; 125, 
58 ; 1 32, 36 ; 1 30, 300 ; 1 43, 35íi : 140, 175 ; 152, ltií), y entre 
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otros el fallo en el caso "Telinas de Caebcula S. A. v. 
Provincia de Mendoza", pronunciado eii 23 de septiem- 
bre del año cu cürso. 

Qué la excepción establecida en el tallo del tomo 
l^s, página 9j que el recurrente cita y en parte trans- 
cribe, no es aplcablé al caso de autos, pues allí se ira 
t¿ba de ana sentencia anterior de la Corle cuya rater- 
pretaeión y alcance no pedían dejarse a otro tribunal j 
v aqttí se trata del prommeiamiento de un juez de pri- 
mera instancia -tu.' se supone definitivo y al cual se ¡<- 
atribuye ana cierta significación iifretHWe por esta 

Corte. , 

Que no es suficiente para obviar la extinción, por 
el transcurso del tiempo, do la controversia planteada 
en la causa, la circunstancia de «pie .-1 fallo que se dic- 
tara pudiera "inreventr juiétos potencíales del ulular 
¿e ta patente eadnea", tales cómo el que elVMivament > 
se menciona en el memorial di- fs. -is-io, nota, 9. Pues 
la decisión de cuestiones a plantearse en litigios contin- 
gentes o en otros pleitos distintos del que debe ser ob- 
jeto sentencia, está vedada por la simple aplicación 
de la doctrina enunciada en el primer considerando, 
conformo a la cual los jneeos federales no pueden hacer 
declaraciones tendientes a la decisión de inicios futuros, 
ni n -o!v-r ..tros dislintOS al anualmente sujeto a SU 
pronunciamiento. 

Que tampoco nene trascendencia bastante rumo 
para fundar el recurso estraordinartq la circunstancia 
de .1110 c\Ísta otro pleito entre 1;h mismas partes por 
luchos directamente vinculados a los de la causa en exa- 
men pues la sentencia de .-adin-idad «le las marcas dis- 
entías por fenecimiento del término de su concesión 

no importa pre.iu^ar sobre los daños que se pueden 
haber causado durante el tiempo de vigencia de dichas 
mareas. 
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(¿ue lio es óbice a lo expuesto el art, 48 de la ley 
xiúm. 111, que no contempla la situación analizada en 
lus precedentes considerandos. Ni media en el caso, 
denegafióu del fuero federal — Fallos: 1S8, i$. 

Qtté, finalmente, no hay privación del fuero fede- 
ra l — { 'omo so afirma por el autor de la queja — desde 
que CS ante ese fuero que se han disentido y resuelto 
las cuestiones planteadas en la litis. . 

En su mérito, y oído el señor Procurador O ene ral, 
se desestima la queja inlerpuesta por m firma Western 
Klu lrie C Vi. Ine. <H' Argéntala, llágase saber; devuél- 
vanse Jos autos elevados como mejor informe con copia 
del presente pronunciamiento y do) diétatnen del señor 
Procurador General, Repóngase el papel y archívese. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
iees — B. A. Nazar Anciio- 
iiena — F. Ramos Mejja. 



INDICE ALFABETICO 

POR LOS 
NOMBRES DE LAS PARTES 



Ailot líi» i* y ('¡:i, v. Dir. GraL del Ini]>. ¡i Réditos 147 

Aduana »¡ l>i l'«nm. Ju.-é . , — - ■ 484 

Aduana v. Worá jlotor Co 

Aduano v. López, BaiáiSñ * 

Adiiann v. Sarfunu y Quina ■ 

Aduana V. S. A. I-Mit'.riüt "I.n Libertad*' 11 

Akciwlikinir* A rol Miutk j*^ 

Alfaya, Pedro v. Prov. 3o San Joan 22* 

Anjrió. Natalio 



Anliiiii, Adolfo A. v. kaetáñ Áigeálina 1*3 

Ayuclii, Prudencio y otros « * • ■ 

B 

Balhinní, Inmuio En>d»io v. Prov. de Bnpnofl Ateca S78 

];.,;„ ,, rían..*:- del Kí«. .le la l/kila v. I'n.v. do Pori-iml, - . H¡"> > 2!W 

Runro ílipotoeano X;u iimül v. F. dol Siid 451 

Banco Hipotecario Nacional v. Qniroga, Desídieno y otros .... V,)-) 
Baani-Uini. Culmen l/t\rei de v. Miinúip. d« rirtdad de 

Buenos Aires 123 

Rnn'm do Rio Xccto. Slml. de Resp. Lldn. v. Clii^iilli linos. 

y Cía .g 

Bamnnuevn,, Fermín A. y otro • • * 

Barros Eduardo o , *•■ 111 

Bascinlli, Pablo O. v. Pistrana. José A -*S7 

ReluicotX Miiiiiii'l v. CouiMún do Vecinos 493 

Berlingerio, Nicolás y otro* v. Corporación de ''Van-porlo* do ta 

ciudad de Buenos Airo- - - 170 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 





NOUUKKM 1>E J.AS PARTES 

Fí*. 

■rtuliili, Orlando v. Dir.-Xae. Vialidad 264 

íjyttl v Plath Lted. •> táenqnie, Ali y líftw, • # 

Iioseli, Mereedei Jubany de v. Bo#éh, Angel 24S 

lí,,-t... I ntaS'ma Beltrandí de RM*o, Gci^níino . . 1»* 

Bouvct, Andrea <¡ • * :i,,J 

líntr i.!, Tomás v« Dír. Oral, del ímj>. a l«is J{t"t!ití»s 21 

Rúganos, Guida y Cía. r. '¡rn!. de F.F, CC, «!•■ ta I'i"v. de 

BltélMM Aip- >. ^7 

Tíujíi/Li. David v. Beliona, Líelo y Slowsc _' 

Buteler SüariíiMíZ, Benjamín 41? 

C 

Caja «l*> Bane*rios v. Criditu < '..¡ncn i¡.l Argentino (antea Banco 

Comercial Ar_r<-ntino) ■ M3 

Caja de Ferro\inri<í* v. folio-, -Iim' 1*. 173 

Caja de Pem>yúwioa v. Fraiieanl,, Donato 483, 

tf« Fénwíaríoa v. Francúwoeeí, Hónralo 483 

r a de FereoTíaríoi v. Jojana. Feitnín «4» 

í'aj.i K<rm-. ¡;tri..^ v. Sa!'.a'..f. I'!'/:-»'»-! M. '!«• 234 

C , .t .... ¡ . r - '. . \ ■ 1 '< >' 1 'i- - • - -r' - » 1*1 

Caja de Ferroviarios v. VÚtaffcfte, Cornelia 11 

Caja de Empleados Partifajareá v. Jorge, Catalina 244 

(':,.., Kr • !<■- !■•!■' ;:■.<■. ?•!;• ti l< .Li-nni m 110 

Caja »1<" Psrtienlarca v. Toma/no. J •..-«' f-:i- Hif-f-w.- j ">oS 

Caja de Periodistas v. Vtglino, Hafil Erm d '- 

Citram. Domingo r. t%. Oral de P.F. CC. de la Pr.»v. do 

Buenos Airea • 542 

Coito*. José L. v. Caja de Ferroviarios JJJ 

Comieion do Vecinos v. Befaieoff, Manuel * JI 

fin de Sésnm "El Cómettio 1 ' 1 v. l'ir. Oral del Imp. a los 

K. J - 427 

Cía. Francesa de los F. F. CC de la Pwr. de Sfcntá Fé v. 

M. T. Iteadtfvra >■ Cía 1S * 

r ía. Garimatdí, & A. v. De Marco, taña 5 

í'úi. Gral- de F.F. CC. de la Pro?, de Buenos Aiwa v. Bognone, 

fiuiiln y Cía *• 

Cía. Ora!, de F.F. CC de la Ríe*, de Buenos Airea v. Citrum, 

1 1 1 

Pummiro • * 1 " 

( la. Oval. -lo F.F. CC. .. Prov, de Bueno* Aires 4<n 

Cía. flral. <Io Fósforos Sudamericana S. A. v. Dír. Oral del 

I»*!», a loa RmIíIos *■ 

Cía. Üiilraeleetriea Tin-ninán \. Siuir. .Jnlin L 230 

Cía. li.'iTfi.i.i-f< ! T.-l.-iMtir.» v. Moreno, Curio» K 3«7 



NOMBRES DE LAS PARTES 535 

Piff. 

Cía* Santafecina »lo Inmueble y Con-d niceimics v. Prov. de 

Córdoba . ....... ; 433 

("ííi. Snd Americana di* Hervmioi Pútdieog v. F. C, del Snd 38 

(la. Técnica e Importadora 8. A. v. Fajardo, Antonio ...... 5 

Corpuraririn Anrciilinn-Amer iiima de Films v. WYMern Eléctlic 

Cu. Irm. ..i' Aratitiim • ■ ... 

Corporación de Transportes fifi la Ciudad di» Buenos Aires .. :«tiS 
Corporación de Transportes da la ciudad da Buenos Aírc< v. 

Bi-rl Ínterin, Nimias y otros 1#5 

Comulinj, Pedro v. Sieoü, Francisco 6 

Cn-*a. María Dolores lí. v. Nación Argentina 2~*l 

Crédito Comercial Argentino (ardes Iiam-n Comercial Argcnii- 

iii j) v. Cajo de Bancarios 1^ 

Cuorno, Eduardo í. y otro 2*1 

CH 

iBttflvea, Juan A :in3 

Cldssoíti Uhoa. y Cía. v. Hurón de RÍO Kegro, Sdnd. de Rcsp. 

Limitada 117 

D 

DélftflntO'i Armando v. T»ir. Oral, del Imp. n toa RÉdítÓS 203 

De Marco, Luí- v. S. A. Oía. (¡arimaldi 

Di Biitm, v. Aduana - 484 

Dir, Oral, del Imp. fi loa Réditoa v. Adot llons. y Cía 117 

Dir. ¿rali del Imp. a loa Réditos v. tirar- la, Tomás 24 

Dir. Crol, del Imp. a los Réditos Cía, dé SegUÍOS "El Co- 

: .... 427 

inercia * ■ 1 - ' 

Dir. Oral, del Imp. a lisa Rédito- v. He-la »y. Armando 20.1 

Dir. Cral. del Imp. a los Réditos v. Ganía, José Juan 4M 

Dir. (¡ral. del Imp. a los Réditos v. Puig, Ednnrdo 38 

Dir. fíral. del Imp. a tos Réditos v. Cía. Crai cío Fósforos Sfcd 

Americana S. A 91 

Dir. (¡ral. del Imp. a lo» RotHtos v. Fakón Calvo y Cía. S. A. 30 

Dir. Nae. de Vialidad v. BerlaUlti, Orlando 204 

E 

Edie-^orlii y Casas S. A. v. Prov. de Santa Fe 511 

Kladr, Torííe v. S, A. Guillermo Krnft Ltda 255 

Escalada, Frrmín v. Nación Arp-nlhin M 

FJiltesíftyen. Eduardo y "Irn -■■* 

F.Vfili, VicOtttc v. N'inión Argentina 27 




XOMWIES 1>K LAS PAUTE3 



Faí.inln. Antonio v. Cía, T.Viii.r. u Importadora S. A. 

Faltón, " alvo y Cía. S. A. v. Ilir. <!ral. del Imp, a los «paitos 

FrriiHiun*. Ju'iiilu t-" .-ihtsMíÍJ v. Gínorelim, HntMolomi* 

Ft'im. Emilio J. v. Ferro y tía. • •< 

F. V. <if lis. A-. ni I'n.'ílkn v. XluliivipalMad dr l:i «Sudad dé 

Buenos Aires 

F. C. ttcl Sudi v. Banco HtpotéeaTio Npional 

F. f. 8él Siul v. N;i.i«i!] ár^entiiio 

F. C. ih'l Sud v. Provincia d* Buenos Air»-. — 

F. C. del Sud v. Cía. S n.l:i mr i i. -ana dé Sobrios Públicos S. Ai 

Fiaeal Gtmeral do la Pmv. dé Jn iuy - - - 

FnrJ M<>('«r Cu. v. Aduana 

Fnmrnni. Donato v. (¿aja dé Fcirotfnrioé 

iFTauciscw . ¡. llomulo v. Caja de Ferroviarin* ... 

Frcderking, Octavo Á. y otros v. Ñaeiotf Argeatina — ...... 

Frigorífico do Ja Eierra del Fuego S. A. v. Saciún Ar-.-tilinn 



30 
12? 

KÍO 



305 
451 

atas 

17 

38 
493 

50 
46 I 
483 
397 
243 



fiama, José Juan v. i»ir. Grol. del ímp. a loa R&litoa 

Gama C. y Cía. v. Prov. Buenos Amv 

García, Raimundo v. Catión Argontina 

García, Rogelio N. y otros r. Pro*, di- Entre Ríos -- 

García y Bénnadeis v. Impuestos Internos 

"Gatb y Chavr-" The Sonth American Stores 

Gil EUzaWo, Hipólito y otro ; 

Ginocehio, Bartolomé v. Fernández. Jacinto (su smW.n) ... 

Gohbi, Segnnd» 1 '"mimío • * * - * 

Gómez. Cata tina 1YMH -le v. lópez, Enrique 

Gómez, Ramón ■ 

Cñmvr, Pouiho, Üivñú \. Pro^ <¡<* Salta 

Gremios Aliad. S. A. y ..tros v, Prnv. di- Buenos Aires 

Gutiérrez. Adolim 

Gutiérrez, Carinen Reboyraa de v, tfaeión Argentina 



■m 

2 ¡l 
4Sl 
53 
20."» 
123 
OS 
50 
135 
133 
W2 
102 
27 



Taearini, Blas v. Vareas ,Alfrea*0 I* 



300 

Iglesia*. Mlgnel y otros ■ 

Impactos Internos v. García y Berflnjdeas 1 

Impuestos internos v. VaÜebcHn Santiago o hijo.-- 



4S1 



X011HHES I*E LAS PAUTES S37 

■ 

Jorge» Catalina v. Caja de Empicados l'arlicujflrca 241 

Junta Nacional de Carnea v. Lombardo, Miguel Antonio ...... 472 

K 

Kaüiil, Hábil v. Molinos del Río 4c la Plata ... 07 

Kicbqúíe, AH y lino, v. BÍJtÜ y Platli Lfed ... :>J 

Ktaft, Guillermo s. A. Ltda. v. I'.hnir, Jorge itü 

L 

"Ln Libertad" S. A. Editor» r. Aduana 11 

Lnrrosa, Agustina Tillard do v. Nación Argentina .......... 4fti 

ha Supcrjorn H, A. y, Pelacz, Ramiro l'tá 

Lojnrzn, Fermín v. Caja de Ferroviarios 440 

Lépera, Agustín 400 

Lev, Rosa Levit/.ky de 18o 

Lombardo, Miguel Antonio v. Junta Xni-ionn! dG t'aiiic.-i 472 

"López, Enrique v. Gómez, Catalina PcreIJj di* 50 

Lójwz, Ramón v. Aduana 134 

Lotería de Beneftccttéin Xaeionnl — 517 

M 

Maeliado popceb Linio v. Prov. de San Juan 471 

Marco, Luis De \. B* A. Cía. GurimnltU í» 

Malta lino*, v Oía. v otro v. Xarióu Argentina 44 

Mendows SL T. v Cía. v. Cía. Francesa de los F.F. C.C. do la 

Prov. de Santa Fe - 188 

Mrditia, Sorberlo v. Nación Argentina 244 

Merino, Manuel Haliloniero v. Caja de Empleados Particulares 110 

Migoni. María E. (úitvín de v. Migoni, Federico A . .. 

Miller, Guillermo y Seottj Francia v. Prov* <3e Mendoza ...... 207 

Mirkin, Simón y Cía — 345 

Molinos de] Río de la Plata v. Kallitl, (lábil .,, <*7 

Monayer. .Inrcp (su swesiiíii 1 v. Roí te y Ades ............ 521 

Moreno., Carlos EL v. fía. Interum-ional 8c Teléfonos 307 

Mbure, Manuel Y. (sm-rsión) v. Pmv. de Sania Fe 01 

Municipalidad de la dudad de Boenos Aires v. Rargucltiní, C'.ir- 

inrn López de 123 

Municipalidad de la ciudad de Buctios Aires v. F. C. de liamos 

Aires al Pacífico 3G5 

Municipalidad de San Luis v. Oroico, Aseen.- ión Orozeo de 07 

Municipalidad de Santiago del Estero v. Tnboada. Argentina 

S. de ci 



53a 



SOD tí U ES I»E I.AS PAUTES 



N 

Nación Argentino v. Antoni, Adolfo A. 

Nación Argentina v. Costil, Marín Dolores \l 

pación Argentina v. Escalada, Ecrmín 

Nnrití» Argentiniii v. Evoli, \ Ícenle 

Nación Argentina y. I'- C¡¡ de) Sud 

Kacíón Argentina v. Fmdcrklng, Gustavo A. y otros 

Na' i.íii Argentina V. Garrí», líáüniüntlb 

2f ación Argentina i\ Gntiérrck, Carinan Rebnyras i|c . .... 

Nación Argentina v. Lprrosa, Agustina TiUnrd de 

dación Argísntina v. M:tTiíi llims. y Cía. y otro 

Nación Argentina v. Mcíiina, Norbcrt * 

Nación Argentina v. Vm/., María ('. Bcrruero (te -y otro 

Nación Argentino x* fttwio, Romnl 

Nación Argentina v. Saint Georges. Ernesto do . .. 

Nación Argi-nlina \. Sumían, Lucila tic la t';i-:i de ■■ 

Nación Argentina r. s. A. Frigorífica 'le Ja Tierra del Fuego -- 

Nación Argentina v. Sebnoor, Gnjitnvo . . ............. 

Nación A nomina v. Spinae.i. M;irÍ!i Teresa l¡:iliani de ' 

Nación Argentina v\ Suárex, Kladío -■■ 

Na/u'm Arz' v, VaHejo (inin-m-/.. -ísn-iuti» 

Nación Argwui íiui v. Vil», Julio 

Nación Ar_'inlÍE!.'i v. Z»nn!*I:«>-:irM'«*n¡. Baiit :.-lil ¡ 

O 

Obras Sanitarias de la Nación v. Próy. de Santiago de] Estero 

oírnos Adclifl M. II; de v. Prov, de Córdoba 

Oreltá, Jrian Manuel v. l'rov. de ¡Jujny 3W y 

Orozco, Ascensión Orowso d* v. MuMctpaHdud de San Lhh .. 

P 

Parry. Adolfo K 

Pastrann, Jóse" A. c. BasciaJU, Pablo C » 

Pc1áe«, Ramiro v. s. A. La Supcriora 

Pellicari, Autoni ■ •" • 

pertiHa Rj Matilde M. K de v. Prov, do Buenos Aires — - 

Pérea, Josefa l¿. de c hijos v. Prov. do Rueños Aires . . 

Piriz, .Muría C. ÉSerruejío ií«- v otra v. Nación Arí-<niin;i 

Prov. dr Buenos Aires v. Hall dan i, l jn:i"i" Ensebio 

Prnv. de Buenos A ¡ii'- v. Cía. í¡r;d. de l'.V. ('.('• 

Prov. ilc Buenos Airea v. P. C. d.l Sitd 

Pi-m. do Buenos Aires v. GnrCÍn¡ C. y fía 

l'n.v. dé Buenos áiu* v. Peralta liamos Matilde M. I!. de 



¡ÍOMIIRES DE LAS PARTES 



Prov. de Buenos Aire* y. Pérez Josefa li. de c lujos 

Prov. de lineaos Aires v. SúonR, >íario 

prm. iEl< Buenos Aire- v. S. A. (¡muios A luido- y oíros 

Prov. de CúrdoTiu v. Cía. Santa IWiua de luimn-liles y Cons- 

trucciouís * ** 

Prov. do GfadoVa v. Gimol, Adelfa M. II. de 

Prov. d** Córdolm v. Seré, Antonio . • . 

Prov. de Corriéptesi v. Banco Francés del Rio ilf ]¡i Platn . MSB y 

Prov. de Bjtltré Ríos v. tliiivín, wogelid U. y otros 

Prov. de Jnjny Fiscrtl General ....... y 

Prov. de Jttjwy Oivlla. Juan .Mjimu-i :;,) '"> y 

prov. de Mírüáctóa v, Miller. Guillermo y Scottj Frotaste 

l'rov. tte Mendoza v. S, A. Termita de Gaclioufa 133 y 

Pi-uv. de Mwdossa v. Zehyes Domingo S 

PróT. de Siilla V. (míh)i'Z PomIio. Da id * 

Prov. de San Juan v. Alfaya. Pedro 

Prov. di> Sun Juan v. Macado Doncel Imúo 

Prnv. do Sania Fe v. Atoure, Manuel V". (sucesión) 

Prov. ile Santa Fe v. S. A. F.diesurtit y Cnsaa .............. 

Prnv. de Santi -o del Esteró v, Obras Sanilurias de la Nación 

Prov. de S;jiit tüírn del F>!ero v. Saira-li* l'niiliano 

Prov. di> Santiago del Estero v. S. A. Tierra-, y Vi-rlmlcs 

piii/, Eduardo <>. v . Dír. Gral M lm\h n los li«'»lito^ — .. 

Q 

Quimga, Desiderio y (dios v. Ilmwo Hipotecario Nacional .... 

R 

lí equina. Raúl M ■ 

líjzzo. (.Jerónimo v. líntta. ('alalina Hell rundí de 

ttoffo y Ádes v. Monayer Jorge (su Bljecstón) 

Roígt, llnnnHo ' **'■ 

Ur.<-o t líómulo v. Nación Argentina 

s 

Succono y Onma v. Aduana 

Siíonz, Mario v. Pr»v. de Buenos Autos 

Sn-rnsti. Emiliano v. Prov. di- Santinjio del F.-doro 

Saint QeorgteSí Knuvtn de v. Nación Argentina 

Sál^toro* Elízahet M. do v. (aja di- Ferroviarios ... 

San dan, Lucila de la Cusa ríe v. Nación A sentina 

Seott, Francia v Sfíller, (¡muermo v. Prm. do Mendoza 



$40 NOMHRES DE LAS PARTES 

rae. 

Sc-hoim, Líelo y Moi-r v. Iliijuslia, David . a 

Srhnoor, Gustavo v- N'a.iim Argentina • -í i¡n 

S-hwarz, Guúlrt y oin>* 2li0 

Sen*. Antonio v, Proy; do Cárdoba - ■ 481 

Sieoli, FranríM-o v. < "rradíni. Podro • |* 

Soldati, Agustín y otra 403 

Spiaacei, paría T. I!. de v. Xai-Mn Argentiná — |l«¡7 

Suar, Julio t* v*. Cía, Hii]rni'3ri-tr[<-a do Tttóümán 238 

Suárez, Eladio v; Nación Aígentina 

Superintendencia do Seguros 133 y 122 

T 

Tabondo, Argentina s. 3c v. Municipalidad) de Santiago 6¡fA 

Estero O 

TajttOlmuitt, SaniUt'l ■ ■ ' l 

Tama mío, José (sm sucesores] v. Caja de BaiplendOss 1 'ar- 
ticulara . * — 

i*i>riii;is do Carlieula S. A. v. Pr«r. dte -Mendoza 133 y -Iflo 

Tlio South Amcri.'an Stores it\\U y Cbaves" 53 

Turras y Yerbales S. A. v. Prov. <!«■ Santiago d«4 Estero 

Toledo. Al.iii.i-iii IVleriii 3o 

V 

Vallebejlái Santiago e ld.i"* v . Iropnestos Internos . . 481 

Val lejos Gutierre*, Jacinto v. Nación Argeiitina 327 

Valgo*, Alfredo &, v. tácarM Blas ■ • ■ "< i<; 

Ve^n. Pedro José futí- sncesoreft) v. «'aja de Pérroviarioa .... 181 

TTiglmo, Raúl Ernesto v. Cuja de Periodistas ■ 72 

Villa fuiie. «'i.nirlin v. Ca h di* KenMvirmi»; 41 

Vita, -lidio v. Na.-ióu Argentina ••• 370 

W 

Western Éleetric Co. I" 1 *- oí Argentina *. Corporat ion Argen- 
tino-Americana do Films •>.«•■ í>2 * 

Z 

Zclavi*. I-omingo Si v. Provincia do tfenutaa 3IS2 

Ziiniala.arn-ui. Bautista N. v% dación Argentina 337 



INDICE ALFABETICO 

POR 

MATERIAS 



A 

ÁCWWENTES DEL TU.\U.\J<K 

Derechos üi !<>.* bcneficiariogi Cujñ de garantía, 

VA íifU 1»' de l'n ley Hii^s dispone eii términos tan elaros el 
sl-tenui indhvHo d<> la renta cama procedimiento P ar!l » 
njusti- th- la índemní/ariún, t|Ht» lineo inudmisi' Ies las inter- 
prol aciones condin-enles a obtener la cntrt*i?H inmediata del 
wipilftl al accidentado sus dcwsdiu-hahíeiito^. Pág. l¡7. 



^CrOS AíiMÍMSTnAT/VOS. 

1. El decreto del P. que, pm* nprei'iariúi] de las eitvunpf an- 
das ai-rcditndns en Iris actuaciones administrativas, consi- 
dero reunido* W requisitos exigidos por la ley 11.412 y con- 
cede t-t hcnefÍeÍo cstnbliocido por ella, no so halla víeínrio de 
nulidad absoluta porque poatcrioraiénta aquél entienda que 
no están * om probada* las circunstancias de referencia, y no 
puede ser válidamente revm-jido .«íno que debe demandarse 
judicialmente su anidacián fundada en el error, dentro del 
plazo de dos unos prevL-to en el art. Itl'iít del Código Civil. 
IViírina 251. 

2, Los administradores de Aduana carecen de facultades para 
rovoenr o modifiear por sí las re- iliirioiieg firmo* por las 
cuales distribuyen entre bis denunciante.* y a prehensores los 
comisos y las toallas a qite se refiere el arl, l'Wft de laa 
Ordenanza* de Aduana. Patrian 37(3, 



Atento lii oposición del aHor y deldendn eontcrapUr \ñ 

tsUtéitíÁ a dto 'i el interdicto (lo «coíiniT deducido 

por ¡ií|n.'l. 1* electo* del jüieio <¡V ( - M .i'opia<¡ón ini*Uvlo 
]■> !• ,1 demandado, respecto si las cuestione»* á^Uatidia^ en el 
primero, «o procede acumular ambos i-xpedíentes, Pág. 

Afir A XA. 

Aforo. 

1. Li w \ Mr¡os i llanos comunes, muii[tte tengan más de Mintrp 
milímetro de espesor^ m hallan comprendidos en la pnílida 
tim di- la Tnrifa de Avalué, y lio la páríida 177-". contó 
lo establece !:i rwnlueiíiu (nímsíeriai ít V. tí7 mtiwluciéndo 
un distingo no nuiorijsado por la ley. Página -7. 

*J. Kt nrt, l 18 te las Drdi'iianKás ■!«■ Aduana no obsta al reda- 
mo interesado sobre i'l aforo <i«»' considera injusto. cuan- 
do ntj existo divergencia aceren de la calidad dt> la mer- 
cadería' l'á'-'iiüi t i. 

3. Eñ los «MOt di' ¡mpHita.-i.'i' <!>' t:H-i. a>l<'n; ^ «o incluidas 
en la tanta de nvahW. t:< Aduana »■> w Italia Ocultada 
para revalnaríoa «o pretexto de que la déelarneion (le valores 
. ~ baja y tic que 11,1 *° Ñ n ¿«wáttáitó contornuS al 
ai'. Jl di" l;i ley t1i.2Slj t* 11 *'" 1 tm ,t1rn m edío l*g«l 
pata pone? a «alvo tos intereses fiscales qite; <■! establecido 

*] nrt. ! M .!.■ las OrtienáÁnís de Aduana. PAgítta 44. 

4. Ld partida 25$$ do la Tarifa de Avalúos de enriíetej se- 
iieral v grava a los artlenfas de iiáení que tienen nn* 
partida propia; p»r 1« rpie es innplicablü a loa lnrf<me- < ] <* 
nácar importación; que se lutllnii comprendidos en lns par- 
tidas 232fl y y él nrt. "J". ine. V\ del decreto regla- 
mentaria de ta ley H.2S1, qué dispone lo cóiitrario. ej vio- 
^torio del nrt, Sff, ihc. 2?, de la C<)n«riíneiSn Racional. 
Página 242. 

Iin ¡mrliti ¡Óv. 
En general* 

n. t^i oireunitañein de rl despachante liayn pnesto el "con- 
forme" exigido ]>.>r la Ádnmm a las liqnidacionea practica- 
das por esta ron violación del art. 1:VI de las Qrdeñanxaa de 
Aduana, ocasiona la pérdida del .lerwlio a repetí!- i-l ini|torte 
di- aquellas pagado Iiící^ la ¡o prolejtni Página Mj. 
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Líhre de di-rivlins. 
(i. La emnu¿fíiineia de qnc litó llaves de hierro fijas y movi- 
bles importadas se hallen cubiertas en algunas partos eon 
una lij^er» capa de uít p»*L tendiente a «vitar bu rápida oxi- 
da.-mn. im hasta, para cx-Iuirlas de la exención prevista 
i'ii el rtrt. párr. :;\ de la ley mim. LlJiSS para (a-; "hc- 
rrautientns do I tierra y acero ¡laru artesanos 1 *, Página 

7. La títerneión rte derecho- aduanero* a la importación dé 

papa iU asunto acordada por c'I art. 7 de la ley 12/37, no 

i - aplicable a la introdiu'ida en el líiíb 1836 eon anteriori- 
dad u la fecho de dicha ley. Página 243. 

PemxUtitícl s. 

8. Kl art, 1". inc, 10 dé lu ley 12.012 .-ó!i> se refiere a las 
multas i¡ur iitdifu, sin comprender ej comiso. Pagina <>0. 

!>. Los arfá. o<>. 31, 258 y 23Ü ily la Ordenanzas de Aduana 
y i-! decreto del l¡¡ do [iieieiwlñ» de IÜU, no excltiyen !¡i 
aplicación de ln pena de comiso <■«' s <n - tn«* a los ¡iris, 1025 
y lirjd de aruicUaí, mi los casos en epte el eseeso de rancho 
unido a otras ciiviin -lamías (coma b falt;i do proseiltfteión 
espontánea jmr el capitán del lian o de ta relneuní de ran- 
cha y pacotilla ; la declaración dé loa ngenlea del transporte 
t>ii el sentida de rpto estaba prohibido a la tripuíacii i Iracr 
:i hordn artfcuioa como luí encontrados y de t¡uo era exce- 
siva la cantidad dé los r[üe (rain el wriitnéMt; Ta detención 
de varita tripulantes y de un tercero enamlo proetirnlwin sa- 
lir a pía Ka con ntanio- di» arta-alo-* i revelan qne ¿c lia 
intentado defraudar al fisco. Página 1-1. 
1Q. L:t>i diferencias de especie, y di' calidad o 'i ,lr st> refiere el 
art. dd de la ley 11.281 deben eompular«e teniendo en encola 
.-utilmente el valor de l:t mer, ¡ídcría cu inl Varetón y no el de 

Inflas las comprendidas én el mismo doeonientéi peni la 
pena nplieable debe hotittfta extensiva a todas; Pág. 184. 

Vrúúeüim'ienló, 

11. toa administradores do Aduana canjeen de facultades pata 
revocar o nmdifiear pé-r -í las resoluciones Cirmca por las 
(¡nales distribuyen entre los deiuineiauScs y a prehensores los 
rouiUos y la-* multas a (¡ne se relien" el art. UKHi de 1ü.« 
Ordenau/a s de Aduana. Pág'ma í¡70. 

Presni¡it i>in. 

12. [ja prescripción de dos año. establecida ru el art. 26 de la 
ley 11.2^1 rige para las reHannu-íimes motivada* por erro- 
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res de. cálculo», üquida.W* aínro* no advertidos por ul 
tíoíncrdottle « por l.i Aduana watéa de la imnfeelaíioB del do* 
comento equivocado y cd úwpliéabtG ul caso en que se re- 
elarna la devolución de derechos aduaneros en viriud de lo 
dispuesto en el nrt. IM de las Ordenanzas de Aduana, taso 
en el mal rige !n prescripción decenal. Página H- 

1. tu contriliiH-iou d.s nifionn -"do so. justMSca. P<Mf rascan W 
beneficio partiente qú<! íécilw el contribuyente, debiendo 
existir" entre ambos una prudente equivalencia para que la 
primera no importe una contóaeaelóu. Páginas 360 y 3Í8. 

2. La contribución do pnvhnéntoa m'»* excede «1 beneficio que 
recibe la propiedad a ¡«viada y representa más de la W 
porte del valor M inmueble, importa ana exacción violato- 
ria de loa nrt*. H¡ y 17 de la Constitución NtotanaL Pá- 
gina 360. .. . 

3. La nmtnf.iiri.'.n «V pavimentos que contra un hcuotieio oei 
25 qi btícne el dueño del inmueble, lo substrae alre- 
dedor do un H> del vnl«r del mi-tiM. :i<¡ .-.uno .le la renta 
(toe produce, importa una exacción colatoria de losí arta 
16 y 17 de la Constitución JíáMonal, Página -7s. 

AUTARQUIA. 

La piTceciSu General d.-l impuesto a tos Réditos es tan 
sólo una autoridad adniiñistratíva que finicanwiito tiene a 
. ii cargo i l mccnnisinó, In aplicación y pereepción de gra- 
vámenes v no ptiede m-r considerada como entidad aatur- 
qaicn. Página 337, 
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//.I V co TliPOTECAttlO NÁCIQWAXr, 

Principios tf.fntnh t, 

1, lÍ* modificaciones que la ley V2.151) introdujo cu la am> 
ri.-r lev orgánica iM Banco flipoteeário tfaeionul en cuanto 
la eonstitucián de bu directorio; al dar participado* en 
el mismo a entidades i-vivada-, no lina hecha perder a dielw 
banco el earái-ier que íe afligen el mt. ii7, im-. 5», da la 
Constitución Nacional, ln< leyes ttñms. S I7^ y UU557 y la 
juri>i»iudeni'ia de la Corte Suprema. Página 151. 
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Privilegios. 

2. Cuando el inmueble gruvado a favor del Banco Hipotecario 
Naeional se baile en poder de tm lerecro en virtud de una. 
sentencia firmo que reconoce el dominio de. éste y desconoce 
r] invocado por el constituyente ih> la hipoteca, el Banco no 
puedo prescindir do dicho r¡i)li) para vender el bien y dar 
par si n por intermedio de los tribunales ltt posesión ni 
comprador; pues en tal caso su derecho se limita n deducir 
las n^mne-i judiciales autorizadas por el nrt. 7.1, inc, 3", de 
sn ley orgánica. Página 100. 

3. T*:i rebaja prevista en el art. 10 di! la ley 5316 se aplica al 
transporto por ferrocarril nacional do empleados dpi Banco 
Hipotecario Nacional que viajan en comisión de servicio, 
ron excepción de !<k i-jixo^ on que »■] Maneo cobra directa- 
metiU' a (o-* alientes el precio de los pasajes o se lew imputa 
a su cuenta de deudores. Página -151. 



c 

VOMPliA VENTA 

1, Los aviso-; de remate de tm inmueble no forman parte del 
contrato de compraventa del mismo si bu contenido no ha 
sillo expresamente incorporado n las cláusulas de aquél y, 
por lo tanto, fuera de este supuesto, no autorizan n consi- 
derar de mala fe al vendedor ni a obtener la nulidad del 
contrato fundado en el error. Patrian 207. 

2. Las disposiciones 0,11c rigen el contrato de compraventa, y 
especialmente los arta. LT-U y sietes, del GótlSgo Civil, son 
aplicables tanto a las enajenaciones libremente consentidas 
por los particulares como a las que se realizan en virtnd de 
una ejecución forzada y, en este último caso, sin distinción 
a1<runa entre el l'isco y la* persona» privadas, ráüina 207. 

.t. Deiaoslmdn que la ley local, con arredo a la enal fueron 
enarenadas las tierras tm cuestión por el pobierno provin- 
cial, le imponía la obligación de vender a tanto la medida, 
y (¡lie tn¡m*J .subscribió la escritura pública respectiva sin 
objetar el mandato de los representantes de los comprado- 
res f|«e expresamente dijeron que lincínn la adquisición a 
razón de un precio por hectárea, debo concitó rso que la 
compraventa fué de un inmueble determinado con indica- 
ción del ¡i rea y por 1111 pidió cada unidad de me. i i da. con- 
forme a lo previsto en el art. LUI, inc. V, del Código Cí- 
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vil, y ipii! excediendo la falta de úrea del campo de un vigé- 
tiidio del tota!, procede acordar la rescisión pedida por los 
eoruprndores t-im urrrtrio al art. i:Ufi Ji?l Código Civil. IVi- 
piiui 2(i7. 

4, Kl vendedor que por mí hecho personal dió lugar a la mic- 
ción responda por las consecuencias do data, y, pnr lo tanto, 
la provincia que ]>or negligencia 4e nos funcionarios otorgó 
sucesivamente dos título* de dominio superpuestos sobro 
una misma fracción de terreno, no puede invocar con éxito 
el art 10 del Código t'ivil para vencer en el juicio sobre 
rescisión de contrato promovido por el eegundo éptBprftdOT 
rpie reconoció el derecho del primera, fundada en que aquél 
hablo, adquirido el dominio por la prescripción decenal — de- 
icüüíí que ta provincia no habría piulido hacer valer et¡- 
eaímente respecto de su primer comprador sí hubiera «do 
citada de cviwión— ■ tuiitu menos si la prescripción no se 
habría obrado por tratarse de ausentas y redr el plazo de 
veinte años. IVqrii... 2ií7. 

5. La regla .U-l art. 211s del Código Civil, según el cual ven- 
fieada la eviecuíii el vendedor debe devolver al comprador el 
precio recibido, sin interese.-:, e~ una aptieáetóil del principio 
de que los intereses .-e compensan con bis fruir* enando el 
comprador y el vendedor son de buena fe; compensación que 
e«*n de producirse desde el momento en que el inmueble 
sale del poder del comprador; a partir del cual éste tiene, 
pues, derecho ti qiie el vendedor le pague intereses sobre el 
precio. I Vecina 2U7. 

t!. Kl comprador que obtuvo lu rescisión del eonlrnto de eojn- 
p ra venia de un i¡ mm-bb» por falta de área, no puede ser 
obligado a pajear mpiu'do inmobiliario a la provincia que 
le vendió sino -obre b> qué realmente lia impido. Página 2t>7. 

7. Contó conseeneneia de bi rescisión del contrato de compra- 
venia por incontinencia de úrea, las parle.- deben restituirse 
lo que hayan recibido por raxón de aquél, de acuerdo a lo 
disoneslo Vn los arta. 1052 y 1053 del ( odejo Civil, siendo 
aplicables a f:i restitución y a bi reparación de los daños y 
per i ilición las reglas de los art*. fin¡>, lotiíl, l:)2í>, 21 1S y 
«acordantes del Código Civil. Página 267. 

GONcynsQ i>t< t>i:uTos, 

Material. 

Kl distinto grado de participación de los aeu-.nW cu un 
concurso material lie deUtoa no varía tn cali función de 
éstos ni la naturaleza de aquél, l'úginn isó. 
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CÚtiS TI TfClUX S AVIOS AL. 
Principios genttalet. 

Contralor por t"l Puder Judhtal. 

1. No iniurnl.o ni Poder Judíoiat sino ni Legislativo, apreciar 
la eouvotiioncia i> eficacia do los impuestos. Página 397. 

Constit nrit>ii«Ii<t<id c iiicnifstititt'huiifhliiti. 
Leyes nacionales. 
Ferroviarias. 

2. U\s fe vos 5:n."i y 10.657, én cnanto acuerdan a los forrnea- 
rriU'A el privilegio do la eséttcióu dt>l p¡iu r *i tic impuestos y 
tas'is Incales 011 las circuustnncius 1,110 determinan, nn .,011 
violatorias del nrt. 104 tío la ConMihicirm ííndonal ni del 
mi. l(i do la misma, aunque «o Séa la iminiripalidjid do! lu- 
nar sitin nn,i empresa eoitcrsionnrin In que Laya prestado 
el servicio por ol cual se pretende imponer a la compañía 
ferroviaria ot pago de la lusa respetiva, ftfe :5S. 

lltlpo-dl ÍVjU¡. 

3. El nrt. 11 ja ¡oy n.GS2 (T. O.) qne grava el uso de 
la rasa habitación por su dueño atribuyéndote proiinüvn- 
mente uim renla. no os eontraifa a los nrts. 4, Ki, 17 y fi7 
de la Cnn.siim.-inu X¡i,.¡,ina1. Vá^'ma :M7. 

Decretos nacionales. 

4. La partida 2ÓSS da la Tarifa do Avalúos es de carácter ge- 
neral y grava n los artfeuJos do nácar que tienen nna par- 
tida propia; por lo ajnt* os inaplictihle a In* bolones do nácar 
importados, que xo tullan comprendidos en las partidas 
2320 y 2331, y oí nrt. 2», im-. V, del rlooroto j^nmentario 
ilr la ley 11.2*1, que, dispone lo contrario, os vinlatorin del 
nrt. Mi. i no. T t do la f'niisíituoimi Nacional, Página 242. 

Ó. Los decreto* dol Poder Ejecutivo Nacional do í) de noviem- 
bre do V.m y 2 do onoro do líi:¡n\ ni cuan lo iludirían a los 
.jefes do iítdt'«raoÍi>ncH di' tn Pireccióti íioiiernl dol Impuesto n 
loa Rédito* olí el ¡nlorior dol país, para aotuar como jueces 
administrativos a los linos do) cumplimiento do la ley res- 
pectiva, han sido dictados dentro de las facultades ronferi- 
ilas u nqnei pudor por ol nrt. o do hi loy 11.683 (T. O.) y 
no son vinlatnrins de los arls. 18, 07 y Sti, im-. 2<>, de Ta 
CmiMhuonm Nacional. Página 404, 
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Resol' ¡oneü :t Imlui-strativíis y judiciales. 

ü. La facultad ntriMda ni Jefa de Policía de la Capital para 
tliriur edicto-; sobre Callas y ealaíílecof Bajetones pun ¡lorias 
ene no excedan do un mea <!o arresto o cien pi-n. di- mulla, 
ns! cómo para espedir reg^nientaribiíeí) B»« i ralw sobiv el 
derecho de reunión qno senn, razonables, uniforntes y no im- 
pUqucn mi efectivo nWenuooimiento dé aquel, no es colato- 
ria de la Constitución Staaioaai y puede ser ejeMda 
aqnél en sa calidad de funcionario dependiente del Poder 
BjeentivA > m.ji las rostrieéioncíi h ijí * nacen de esc cairáeter, 
mientras el Congreso no haga «so de sus ni vi 1 un iones. Pá- 
gina 241. 

7. La apiieaetón de loa ianeK«ea establecidas en el edicto de 
policía sobre reuniones publicas mi» motivo deja realiracióí» 
da mi;i reunión do esa clase con ftbra admisión do ¡»s con* 
cúrrente»» en mi loeAl dundo se congregaron más de cien 
perdonas y ao pr tu i n un serio tumulto, sin que lmlóern 
mediado previa ¡mi«i i/:t«>i«'u de las autoridades policiales ni 
aviso a las misma-, im importa viobteiim alguna de b* nrts. 
14. ta, is>. 28, 33 y (57, in«. 28, do 1» ConatitóciÓn Nacional. 
Pógina A 

S, I,... arte, 'h. be. Ib 10, 18, Sfi, inc l-l y 31 -le la Consti- 
tución ífncionnl, no tienen relación aljgnna goj* los ju los ad- 
muustrativb realizados por una provincia como poder pñ- 
blieo en bw permisos de en i en, la concesión de minas y la 
ciasifieadÓn do 1n categoría a que éstas pertenecen, por 10 
que no puede fundarse la invididez de dielim actos en emo 
son violatories do aquellas duraciones. Página 3¡QS. 

<) t ]'} procedimiento por el cuál >e dicta sentencia condenatoria 
contra el supuesto infractor, después de habér«cle citado pol- 
la untOridad poiieial sin hacerle -nlier la causa de ello y jto 
tomársele en el acto de comparecer declaración indagatoria, 
en ta cual nícca halii-r cometido la infracción a h\¿ ordenan- 
Kan de tránsito que se k imputa o invoca el art. 13 de la 
Constitución Kaciortal y la imposibilidad en i ( ue se le ba 
colocado de traer ft ln audiencia pruebas de descargo, por 
no habérsela litado en la forma dispuesta por el art. 27 del 
Digesto Municipal,, es viobilorin del arl. IR de la Constilu- 
ción Nacional, por lo qee procede revocar la sentencia ape- 
lada, dejar sin efecto diebo pro dimionli» y devolver la 
causa paro que sea traaiitada conforme a derecho. Pií- 
írimi -ios. 
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Leyes, provinciales. 
Leyes do orden civil. 

10. El nrt. 3d8 del Cádigo de Píoeediffiipiitoa de la Rfoviaáft 
de Entro lííos, interpretad» en el sentido de que In demanda 
sobre incoari itueíoiiulidud de mi impuesto y repeííemn de lo 
indebidamente pagado en ¿oneepto del misino debe dedu- 
cirle en el (<'nnm>i de mi mes desde que Layo resultado 
afectado el derecho patrtinonii 1 del contribuyente, importa 
ino.ülii ;sr el piar." scfuiltiún pa-a la preafflcilMSpa en el nrt. 
4023 del Código Civil y es, ¡ * ello, violatorin de los arta, 
33, 07 ; ¡na 11, y 108 dé la C »n>titiui«ín Nacional. Pág. 331. 

Leve- de ortlen procesal. 

11. Ln ley 1717 de in Provincia de Tneimi.'n. en cnanto somete 
l;i jnritdieeiÓn de los .jueces de 'minera instancia de íiqué- 
11 ;i la* caUWia provenientes de In ap'íeación de bis leyes 008$ 
y 11.720 no c- víolatoria del nrt. 1* de Iri ley federal 027, 
Pinina 2:iü. 

Impuestos y contribuciones lóenles. 
Afirmadas. 

12. La contribución de mejor. se ,itti,t ificn p(|* razón del 

beneficio particular que roeil I contribuyente, debiendo 

existir entre ambos una prudente eqnivals-m-ía para que 
la primera nc> importe una eonfÍKcaei<»n, Pinina 'tiM. 

13. La contríliueiúa do pavimentas qnc excede al beneficio 
que recibe la propiedad afeetn la y representa más de ln 
tercera parte del valor del inmueble, imparta uúa exacción 
víolatoria de los arl-. 10 y 17 de la Constitución Nacional. 
Página :¡fíf>, 

14. La contribución dp mejoras sólo se justifica por razón del 
beneficio p.irti<-nlnr que rer-ilje el contribuyente, debiendo 
existir entre ambos ano prudente equivalencia para que la 
primera no importe una confiscación. Página 

ló. Ut nmlribmiim de pavimento* que contra un beneficio del 
2"> que obtiene el dueño ib'l inmueble, le substrae alrc- 
ilrdor di- tm ¡'» r í del valor del miaño asi romo de la renta 
que produce, ítiiporfn una exucción viobitoria de los nrt.s. 10 
y 17 de la Constitución Níeiminl. Página 37S. 

A la bereneia. 

10. No es contrario a la Constitución Nacional gravar la trans- 
misión gratuita do los bienes en el momento en (pie élln se 
exterioriza. Pagina 401. 
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17. El adicional del 10 % a mi impuesto existente — relntívo, 
en el caso, a la transmisión gratuita — no es un nuevo Lm- 
ptie-to sino una tormo de alimentar el proi lucido de aquél, 
gravando en forma mis intensa ta misma fuente y categoría 
tU* eptatrilmyi'ntis. 1<> dial no es contrario a la Constitución 
Nacional. Página 4ti:t. 

1S. El impuesto a la trasmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad del liaber hereditario — más del !)4 ' en el caso — es 
tonfí*eatorio y contrario a loa art». 14 y 17 de la Constitu- 
ción N'íieioiiü!; ¡tero no ]o es el que sólo representa al 21.91 % 
del haber recibido por el heredero. Página 403. 

COFA JUZGADA. 

1. El decreto ili'l I*. I", irle, por ;ipre. í;li ióll .le bis eírcimstari- 
Ciál acreditadas en 1;>- aclmichmr-: :iibni!u-tr¡)tiv¡i-, conside- 
ra reunidos los requisitos exigidos por la ley 11.4-12 y con- 
cede e! beneficio establecido por ello, no se tialhi \\< indo de 
nulidad absoluta porgue posteriormente nqiiól entienda que 
no están comprobadas las circuttótanpiaa de referencia, y no 
pit*>.Ie ser válidamente revocado -íno que debe demandarse 
judicialmente su anulación fundada en el error, dentro del 
plaXO de dos años previsto en el art. IflflO del Código Civil, 
Página 2ól. 

2. K\¡stii'¡ido rosa ,¡ uzeada respecto di' la* cuestiones n cér- 
ea de| dercChO dia preferencia invocado por el (tefor sobre 
minerales de setnuida eateíjurí», y de la nulidail del juicio 
ejecutivo seguido contra el mismo, rn el cual intervino y 
defendió con exceso sus pretendido- derechos, procede recha- 
zar Ta demomln que intento renovar las; mismas cuestiones. 
Pagtnn 

3. IjOs ad i nimst rudto*e.s de Aduana carecen de facultades para 
revocar ri modificar por ■*! !;is resoluciones firmes por las 

cuales distribian ni re los del, iniciantes y nprehen*ore» los 

comidos y las multa- a (plfi Fe refiere el art. Id.'ln de las Or- 
denanzas de Aduana, Páirinn 

■!>. La Caja de Jubilaciones de Empleados Ferroviarios nn tie- 
ne facultades para dejar sin PÍWto la* pensiones qne lia eon- 
(íCdido, SÍUO que debe iniciar bis accione* pertinentes ¡inte 
Jo* tribunales de justicia. Pagina 483, 
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COSTAS. 

Desarrollo del litigio. 
Iiu-idcnles. 

!. Procede imponer a l:i parto aetnrn las folias del juicio en 
que se operó la pcrcntiiiii de Iíl instancia y eximirla del pago 
do liw costas del incidente relativo a rsta por haberse alla- 
nado a la minina, fúginu 471. 

Resultado (M litigio. 

2. Procede imponer el pago de las costas del juicio sobre in- 
demnización do Jos danos y perjuicios ocasionados }ior un 
acto Uíeito, al demandado que nogú en a Pululo el derecho 
del actor al resarcimiento^, aun cuando ésre haya sido fijíido 
cu uña simia nmcho menor que la reclamada por el deman- 
dante. Página 221. 

Efecto ttr hi eondetta en costas. 
Extensión. 

3. Ln> costa 3 judiciales no comprenden lo* gastos de protesta 
y conservación de lo* derechos. Página 402, 

4. Fll ddiireiicin miento do oficios para el nial no se autorizó 
a nadie y del qne no resulta la realización de trámites, no 
da Imrur a la inclusión i!e partida nlt^unn en las cosías a cargo 
de ta parte vencida. I Vitrina -M2. 

">. I'i-ocede desestimar las objeciones lioidia^ a una liquidación 
en ctin uto incluye partidas aferentes al pago de simias 
convenidas por el diliueiieimniento de oficios y fundadas 
en que no se trata de cantidades regaladas, si no se ha 
argüido f|ne sean excesivas ni desproporcionados al trabajo 
realizado y al monto del juicio. Página 402. 

(¡. Nn prm-eile incluir entre las cestas a cargo de la pnrtc 
vencida 3u- sellos empleados por el actor para reponer docu- 
mentos y actuaciones «pie con arreglo al nrt. 40, ine. 15 y 
- 1!) de la ley 11,200 éstüri éXehtóS de sellado, -Pág, 10J. 

7. Lo resolución referente n las costas del juicio contenida en 
la sentencia final de la causa, no afecta lo decidido nntc- 
riormente respecto de 1:k devengadas en los incidentes pro- 
ducidos en el i-nr^o ilct litigio. Página 4S2. 

Lifjuifhteiáti, 

8, XW procedió imhiir en la liquidación de las costas partidas 
presupuestas, para trasto* aun no realizados. Página 102. 
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pJtSos i i'KR-n it -ios. 

Principios gt'uefíxUif 

1. Incumbe a] marido, cutuo administrador, de lu sociedad con- 
y uga I, exigir el reembolso do toa gastos que constituyen cur- 
¡ra,s de la sociedad conyugal, al responsable del hecho ¡lícito 
que las h:i iniisiima h >. íViL'íu:: 2J1. 

Culpa. 
Extracontr/u-íual. 

2. Habiendo mediado concurrencia do culpa* i-n la producción 
tk-1 daño, aunque en menor grado por parte del actor, no 
correspondo privar n élite (ir tifia ¡ndcmniíaictón «¡no gra- 
duarla con arreglo a la» íiramstnnelna; Página 221. 

Responsabilidad Estado >/ d? ios periona» jitrídivat, 

'3. Establecida la culpa dél conductor del automóvil perlenc- 
t'iente :i I¡i provincia, la relación de dependencia entre aquél 
y ¿ata y que el hecho se produjo en el desempeño de las 
tarcas del mismo, l:i responsabilidad de la demandada es 
i nii ¡sentible. Página 2*21. 

4. No habiendo mediado culpa de la víctírtn y sí, en cambio, 
do. toa fu ih- i onar i os del Estado, por no haber dotado a, la 
Colonia Nacional de Alienados en que Aquélla préstala sus 
serviiios, del personal necesario para í:i debida ¡i tención 
y vigilancia de los enfermos, recluidos en número tres voces 
mayor que el de Ta capacidad del estíihleciiuicnln, y haber 
omitido adoptar precauciones tendientes a evitar li cellos que 
pongan Mi peligro la villa de los empleados del mismo, pro- 
cede responsabilizar a 1¡> Xuetón por loa daños y perjuicios 
provenientes del fallecimiento do un celador, Mihtcvenido a 
consecuencia de las heridas que le infirió un insano eon el 
instrumento cortante que éste utilizaba en sus tareas ha- 
bit nales. Página ^fi". 

Besponsah ijidnd £«WéM. 

5. I*i circunstancia de que la ley 12.360 no contenga una dis- 
posición que establezca la responsabilidad del funcionario 
que piite el allanamiento no autoriza n excluirla, pues en tal 
caso riire el art. 1112 del Código Civil y tos disposiciones 
pertinentes del Código Penal. Pú»;i":i 11"». 
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BeterminactéH del <l<tii». 
Daño moral 

ti. J*n ¡ndeuim/.iieión del daño moml en lus cu^os ilo cuasi- 
delitos es improcedente eimudo ]¡i sentencia recaída en la 
causa penal no establece que se fcratn de un hecho c-nli rien- 
do de delilo en el derecho criminal, cuestión ajena n la 
competencia di- Iíi Corle Suprema. Página 221. 

Intereses. 

7. Líiiiita-lo por el iieln- mi reclamo di« intereses sohre la suma 
que si' fije como iiidclntii/neíón del dníio que le ocasionó 
el ¡u-te) ilícito, ¡i los tfévcngan , " s a partir ^ r ' r ' interpelación 
judicial, pro.edc cniiredcrsehw desde esa i'eclm y un desde 
aquella en que se produjo el perjuicio. Página 221. 

D 

PEO RETOS ¿\\ l OJON A T. ES, 

El decreto del P. E. oite. por apreciación de f:is circunstan- 
cias acreditadas cu netna*lqnea mlmini-trnlb-ns consi- 
dera reunidos los requisitos exigido* pcir la ley 11.412 y con- 
cede el beneficio establecido por ella, no se halla viciado de 
nnlidtid absoluta porque posteriormente iiquél entienda que 
no están comprobadaa toa circunstancias de referencia, y no 
puede ser válidamente revnrüidn siim i¡!ie ib-be deif!;! miarse 
judicialmente su anuhieión fundada en el error, dentro del 
plazo de dos a tíos previsto en el art 40:w del Código Civil. 
Página 251. 

DEMANDA. 
Requisitos. 
Documentos. 

El art. 10 de ln ley iíf> limita la obligación del actor a la 
prc>oní:iemn de las esi-rilur:i-j y documentos que justifiquen 
directamente el derecho que invoca y no Iti extiende a los 
documentos destinado-; —como el boleto dn Compra venta — 
a Ctttss! iones que fueron principales pero dejaron de serlo 
otorgada la escritura pública correspondiente. Pnsñua 267. 

DEMANDA CONTRA T.A NACION. 

1. El art. 52 de la lev rmm, 11.683, T. 0., no comprende las 
sentencias dictadas contra el Fisco sino solamente las con- 
dena torins di 1 los deudores de arpié!. TVejum 317. 
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2. No procede emplazar ni ejecutar a la Nación para obtener 
la devolución de la» sumos indebidamente cobrodiis en cou- 

t-t'plt) del ilnpilr-to II los rn : <lÍÍOS O ll pají" de 1¡I- eo>tllíi 

aplicadas a la misma en el juicio de apremio resuelto en 

su contra mo tampoco procede cmlianrar a e*os r i cetos 

las Miiim.-i proveniente di' b percepción del meneíoníido 
grávame», cuyo destino eatablofl* el :>rí. ¡3 de la ley 
miln. 11. üXt, T. <>.. depu-itudus en el t La rico de la Nación 
a la orden de la LUmiióri General del Impuc-to o los 

Réditos. Piíííiiiit a:i7. 

DERECUOS Y GARANTIAS CONSTITUCIOXA LES. 
J'rittci pioat i)rntrtths. 

1. Los organismos adminístralivos investidos legalmente de la 
facultad de dictar pronunciamientos de un t lindeza judicial 
do manera ¡rrevisiblfi por los tribunales i.nlinaríos de jii^- 
líein, de lien ejercer siis tit ribucioiies rc-qu-tandu los derechos 
y garantías i^nrtilneiunales y, en particular, la inviolabi- 
lidad de la defensa consagrada por el iorl. 1*» de la Cons- 
titución N'aeional. lViiíina 4(>S. 

2. Fuera del pan, ln Concitación nuda lia garantido a loa 
extranjeros nt pndia haberlo heeho por taita ile jurisdic- 
ción í pero Ion capitales introducidos en él por aquellos, que- 
dan suinrtidii-. a bis leyr- nacionales, lo ii.Ímiiu ijue l;i* reía- 
cienes jurídicas que puedan nacer de esos actos- Página -lü3. 

"Dwecho de propiedad. 

;¡. Li >"!¡i posibilidad de un detrimento pntninnntal deriva- 
do de ta niodífíeaeión de la competencia no lía óbice con.-ti- 
tueional para su cambio, pues la garantid de ta propiedad 
privada no obsta al servicio de las facultades legítimas del 
gobiernos Página 1 

■1. Li contribución de mejoras sólo se Justifica por r.istón del 
beneficio particular que recibe el con tribuy ente, debiendo 
existir entre ambos nn:i prudente equivalen, i:i para que la 
primera no importe una eouHcfüAt'ióu. Páginas ■''»!' y 378. 

5. La emilribueión de pavimentos que excede al beneficio r¡uc 
recibe )n propiedad afectada y représenla más de la ter- 
i i va pane ¡1<1 valor del inmueble, importa ntta e\¡irc¡ón vio- 
hitoria dt> íos art-. Hi y 1" de la Constitución N'aeional. Pá- 
gina :''¡n. 

fl. La contribución de pavimentos que contra mi beneficio del 
*2'i ' '< que obtiene el duniio del inmueble, le substrae alrede- 
dor de un feO ' , <!») valor del mismo así «saino de la renta 
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que produce, importa una. exarción vinlatoria de I<m arls. 
1(¡ y 17 de tsi CuiMilurii'iii Nacional. Página :i78. 

7. Por regla genera] la expropiación por causa di' tltilidnd pú- 
blica delie ser efectuada previa inderriniiawÓn y. por 1» tanto, 
dclu ri proscribirse los pfiocwKiwieitttos <tni* retardan la satis- 
facción del derecho de los interesado* :i obtener dicho resar- 
cimiento. Página 5Í1. 

8. Pe acuerdo a I< r dispuesln en el art. 17 de la Constitución 
Nacional, en el caso de desapoderamiento judicial de todo 
di inmueble sujeto a expropiación y poseído pur ot demnn- 
ihidn, el juicio y la indemnización pertinenb - tío pueden limi- 
tarse n ana paito de a<picl so color de que la porción res- 
tante es bien públim ; simi míe debe depositarse *4 precio 
de lodo el bien y exigir la justificación del título por parte 
di'l r¡ia> sostiene ser so dueño, a menos ijne se Imhiera some- 
tido a los j urces d" la expropiación el punto referente al 
dominio y ellos hubieran reconocido el carácter público del 
bien Página "il I. 

9. Xo habiendo mediado ilesa pndera miento judicial de lodo el 
inmueble sujeto a expropiaran sino únicamente de una parto 
del mUiito. la Heníenriü míe manda indemnizar !;m sólo la 
privación de dicha fracción dejando a ¡*alvn los dereehos 
«¡lie el demamltiilfi pretende tener sobre el resto, respecto 
del etial el ex propia. lo r no ha depositado suma alguna por 
considerarlo bien público, no comporta violación alguna de 
los nrt.s. 14 y 17 de la Constitución Nacional. Página ííll. 

10. El arl . 17 de la Constitución Nacional no ampara la sítun- 
lii'm ili'l litigante vencido en juicio resuelto por sentencia 
fundada cu la ley, aunque >< l :i errónea, y la invocación do 
aquél no hasta, pues, para conceder el rd-tir '> exl ra ordina- 
rio. Página -lí)(i. 

Dfrrrho flr truniú», 

11. Son legítimas tas rJestricr iones al derecho de reunión refe- 
ren les al uso de bis '-alies, plana* o parodies públicos, que 
implican la nere-ida>I del permiso previo, así coma la obli- 
gación de dar aviso previo a la palíela ruando la reunión 
ha de realizarse fuera de la vía pública porqu> de la aglo- 
meración da persona 1 ? puedan resultar perturbados el orden 
y t ra tii (ii il ¡dad públicas. Página 244. 

12. tas reuniones en lugares corridos, de escaso numero de 
personas, sin propósitos .-.tibvrr'-ivos ni eontrarios al orden 
público» no pueden ser prohibidas ni cometidas a la exi- 
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gemia del miso previo, sin hacer ilusorio el derecho de 
rcunióu. L J :i!rimi 244. 
13. -^La aplicación de las sanciones r.MnMtvtdajj en el edicto de 
policía sobre reuniones públicas con motivo de la realiza- 
ción de una reunión de csu «da.-*- r«n libre admisión de los 
concurrentes, en un local donde se édngregitroB más de den 
personas y se. produjo un seiío tumulto, sin que hubiera 
mediado previa autorización de las autoridades policiales 
ni avisa a las mismas, no i ¡iq untan violación alguna de h»s 
arts. I I, K IU. LN. ¡S í y (57. ¡«e. 2Sj de la ConstitBdáia Na- 
cional. Página ti 14. 



IgunhUul. 

34. Las leyes 5316 y 10.ÍÍÓ7, on cuanto acuerdan a lo* ferro- 
carrile" el privilegio '1" la emoción del pago de impues- 
tos y lasos locales e.i la* eircítnstaaciaa que determinan, 
no son vidlatoriás de] art. 1W da la Con-I iuwión Nacional 
ni del arl, 1 ií de la misma* aunque no sea la municipalidad 
del bisar sino una empresa concesionaria la (me haya pres- 
tado el servicio por el cual se pretende imponer a l¡i com- 
pañía ferroviaria el pago de la tn>.:i respectiva^ Página 3$. 
la. I* cotítribncifiii de mejoras solo se justifica por razón del 
beneficio particular que rm-ihe el contribuyente, debiendo 
existir entre nmlw* una prudente equivalencia pura qjie 
la primera no importe una confiscación. Páginas Ülitl y 378. 
16. htx contri Imrión de pavimentos que éxeedé ni b&efieio que 
recibe la propiedad afectndn y representa más de la tercera 
parto del valor del mmueWei importa mía exacción vi.ilat«- 
ria de los nvU. ÍS y 17 de la Constitución SfakirtítL Pn- 
einn Wf>. 

Los arts. 10, 104 y IOS de la ConstltsviÓH Nacional no re- 
Mdlan violados por el lieebu de tomar.se como baso pora 
r-tablei-er la ta «a del impuesto sucesorio el total de eada 
hijuela, comprendido* los bienes .-it nados dentro y fuera 
de la jnii-ilii'i-KÍu provincial, 1 'asi na 16$. 

InvhJaítlithui (OÍ tiinisii üiiK 

1S. El art 18 de la í 'mi*! ¡Ilición Nacional no prohibo el exa- 
men de la correspondencia epistolar y la de los pápele* 
privados de las cmprcsi? suidas por la ley a la fiscaliza- 
ción de lus autoridades; debiendo entenderse que el requi- 
.-ito de la existencia de ley que autorice el allanamiento 
necesario para realizar dicho examen se cumple citando un 
precepto legal dispone categóricamente la íWnliznciún do 
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los Ubrúa y i):i|n«ífS por perdonas en función propia y capa- 
cidad técnica para realizarla y que los motivos que determi- 
nan el examen cu el ras» de mi delirn-uc ule <li i ¡oren do Io« 
relativas íi personas sujetas :i la fiscalización de Jad auto- 
ridades por rnzón do sus negocios. Página 113. 

ífíviolabtUfhttí di- J-i tvrnsp'Mtleneia. 

10. El art. 18 <le la Oonstitttcí<5n Nacional no prohibo el exa- 
men do lu correspondencia epistolar y la de los papeles 
privados do la* empresas sujetas por la ley a la fiscaliza- 
ción do las autoridades; debiendo entenderse (pie el requi- 
sito do la Kíisteneio de ley que autorice el allanamiento ne- 
cesario para realizar dicho examen se eum|)lo euando un 
precepto Ioi;al dispone categóricamente la fiscalización de 
los líbrOS y papeles por personas en función propia 3' capa- 
cidad técnica para realizarla y que Jns motivos que deter- 
minan el examen en el i-iho de mi delincuente difieren de loa 
relativos n personas sujetas a la fi-calizaeión de las autori- 
dades ]ior razón de sus negocios. Página lió. 

íurhhfhiU-hul de ht defensa en juicio. 
Principios generales, 

20. La garantía constitucional de la defensa en juicio supone 
Ja posibilidad de ocurrir auto algún órgano jurisdiccional en 
procura do justicia. Página 135. 

21 . Ivi inviolabilidad do la defensa en juicio requiero que el 
litigante sea oído y so le dé ocasión do hacer valer sus 
medios do defensa en la oportunidad y forma prevista por 
las leyes de procedimientos. Página 408. 

22. Para que proceda el recurso eslrnordinario fundado en la 
violación de ¡a defensa en juicio, debe resultar de los autos 
(pie lia existido privación o restricción substancial de aqué- 
lla. Página 4S7. 

Intervención de las partes. 

2.'L La resolución del recurso de quejn sin audiencia de la parte 
apelada no es viola loria del art. 18 do la Constitución Na- 
cional. Página 133. 

Intervención del representante. 

2-4. La unificación do representación en los juicios es una cues- 
tión procesal que no autoriza la procedencia del recurso ex- 
traordinario, aun cuando se alegue violación del art. 13 de 
In Constitución Nacional. Página 308, 
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Procedimiento y scnu-neia. 

25. El art. 1H de la Cotud Unción Nacional es compatible con 
la admisión de tina diíwnnnada especie di* prueba si &c 
ha ¿nao oportunamente noticia de ella al recurrente y é>tc 
lia podido producir la que convenís a mi derecho para dea- 
vi rt «arla. Página 4<iH. 

20. —El rechazo dfi uuii prueba ínefieaz para eximir de respon- 
sabilidad ul procedido t> atenuarla, no importa violación de 
la di'i'i'iL-a cu juicio ni autoriza el recurso extraordinario 
fundado en el art. 18 de la Constitución Nacional. I\i- 
<:ina Ih7. 

27. La netrativii del tribunal dt* secunda instancia a recibir la 
prueba, ofrecida por el atusado pura justificar el tras- 
curso del término de ln prescripción alegada ante el mismo, 
no importa violación de la garantía constitucional de la 
dcfciim; en juicio que, si bien obliga a oír a los procesados 
y a darles oca-ióu de hacer sus medios de defensa en la 
oportunidad y forma prevista por las leyes de prorali mien- 
tos, no requiero que se h"s a^esrure la exención de respon- 
sabilidad por el solo trascurso del l lempo ni constituye 
un medio para demorar Ja marcha do las cansas a los efectos 
do procurarla. IVi^iua 187. 

28. Los procedimientos que conducen necesariamente o la con- 
dena del imputado porque no permiten sino la a|inrieueía 
forninl de su defensa, son contrarios al nrt. 18 de la Cons- 
titución Nacional. Página 408. 

23. El procedimiento por el enaí 80 dicta sentencia condena- 
toria contra vi supuesto infractor, después do habérsele «ita- 
tado por !a autoridad policial .-in hacerle saber la causa de 
ello y de tomárselo cu el acto «le comparecer declaración 
inda ira toria, en la cual niega haber cometido la infracción 
a las ordenanzas dé trán-íto que se le imputa e invoca el 
art. 18 dr la Cnnsiiiavión V.-i.-ÍíhuiI y la imposibilidad en 
(pie & le ha colocado de traer a la audiencia pruebas do 
descargo, por no habérsele citado en la forma dispuesto por 
el art. 27 de! luirc-to Municipal, es víolntorio del art. 18 
de la Con si i t m-ión Nacional, lo que procede revocar la sen- 
leticia apelada, dejar sin efecto di. lio procedimiento y de* 
volver la causa para que .-ea tramitada conforme a derecho. 
Pátiimi 408. 
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Jueces naturales. 

3U. ha declaración «le iiicornineteiieia partí seguir entendiendo en 
un proceso efectuada por los tribunales fedéralo» en razón 
ilr haberse dictado durante el Irá mi ti; de la inicua la ley 
I2JÍ45. cuyos arls. 'Mi y 'M establecen Ja jurisdicción de la 
Aduana para esos ck¡hos. iiiii apelación para mito aipiúllos, 
un im pmla substraer ln i-imsu a su* jueces nal tírales. Pá- 
Siun Í9& 

DESLINDE. 

La npo-irióii deducida ett ni juicio de deslinde 3c Atribuye 
carácter contencioso, y siendo partes en el mismo una pro- 
vincia y un vecino de la ('apila) Federal su conocimiento 
corresponde n la Curte Suprema ante la cual, no median- 
do oposición de panes, deben proseguir las actuaciones. Pa- 
pua 139. 

DESPACHANTE DE ADUANA. 

El despachante míe actuó directamente ante la Aduana como 
ta] trinando los manifiestos y boletos respectivos, tiene acción 
para redamar en juicio y en a ti propio nombre, la devolu- 
ción de lew derechos que indebidamente pairó de más por las 
mercaderías que introdujo para nlro. l'áejina 44. 

DOMICILIO. 

El art 1Ü de la ley 5:!)") no Itn establecido un damieilio 
ron carácter general y Obligatorio para todas las relacio- 
ne-i jurídicas de Tos Ferrocarriles, sino tan miIo con carácter 
limitado a sus relaciones con el poder concedente. Página 188. 

E 

EJERCITO NACIONAL. 

1. I*n pensión de retim enrrespoudiente a tui suboficial del ojér- 
eito no comprende el importe del "premio a la constancia", 
de (pie ixnzaliu en aelividad. Página 127. 

2. El decreto del P. E. que, por apreciación de las circuns- 
tancias acreditadas en las actuaciones administrativas con- 
sidrra reunidos los requisitos esrsridns por la ley 11.412 y 
concede el beneficio establecido per ella, no se ludia viciado 
de nulidad absoluta porque posteriormente aquel entienda 
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que no están comprobadas las circunstancian tic referencia, y 
no puede ser válidamente revocado sino que debe deman- 
da rae judicialmente .-u anulación fundada cti c] error, dentro 
del plazo de (los años previ.-tu on el nrt. 4030 del Código 
Civil. Página 251. 

EMPLEA nos pl ' nucos. 
Relación e ¿ coi» et Esttuh. 

1. ]*is referiónos del Estado — nndonn! o pro^ndal*- n>» sus 

empleados se lL'eu por id derecho eoiL.-litucinmil y ndmuilH- 
tnilivo dentro di? los límites fijados por la Constitución 
Nacional v las do tes provinciales que ron é-fn se condér- 
lau de «cuerdo a los arts. 31 y Í04 a IOS de n.|itólln, ningu- 
no de los niales impide que 3P piolóla 8 los empleados des- 
empeñar otras actividodes que las que te impone te ordena- 
ción admintettiitívá o (pie se prohiba a los peyeres puWicoí 
otorgar rcmurjcracioncji extraordinarias por comilones espe- 
ciales acordes o no ron te índole de sus funciones ordina- 
rias. Página '¡52. 

2. Las disposiciones drl didign Civil sobre locación de sem- 
idos lio tienen atingencia con la* relaciones entre el Estado 
V sus empleado». Página 352. t 

3. Corresponde re.lmzar la demaiidá sobro cobro de eonnwop 
deducida contra una provin. ia por quien, hallándose nmln- 
cnlado en ella romo martiliero y siendo empipado de te 
ini-nin. remató mías minas en cumplimieiitio de órdenes del 
director do mi repartición, si te respectiva constitución pro- 
liilio aeordnr remnnerarión extraordinaria a los empipados 
públicos por servicios prestados en ejercicio de mis funcio- 
nes o por comisiones espedoles o extraordinarias. Página 352. 

■L Lo-! afrentes de la administración nacional no pueden ser 
responsabilizado-; civilmente por hechos administrativos vin- 
culados a' la potabilidad, sin «pie preceda el examen de las 
cuentas y la resutndón definitiva de te Contaduría General 
de la Nación rpie declaro su responsabilidad administrativa 
y ordene proceder al cobro del importo del (raigo respectivo. 
Página 350. 

Ei'icnnx. 

Principios fffimraUs. 

1 . El vendedor qw por m hecho personal dió lugar n la evic- 
clon responde por las consecuencias de ésta, y, por lo tanto, 
te provincia que por ncgUgéndá de SUS funcionarios otorgó 
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sucesivamente dos títulos do dominio superpuestos sobro 
nua misma fracción de terreno, tiü puedo invocar con éxito 
i'l ¡irt. 2111) del Código Civil pura vencer en el juicio solare 
ri'si Hión de contrato promovido por el segundo comprador 
que rufiOilocio el derecho del primero, fundada en que aquél 
h;tl)i:i ndqnirído t>[ dominio piir l:t prt'-trí pi-inn decenal — 
defensa tjite la provincia no ludiría podido hacer valer efi- 
■■a/ineute résped u de su primer comprador si ]iul)iei*:i sido 
citarla de evicción — tatito menas sí lu prese ti pilón no se 
habría operado piar tratarse do ausentes y regir el plazo do 
veinte años, Página 2<*7. 

2. Si liicti la callea de lu eviedon es, por tu general, anterior 
al neto dG'ln venta, en ciertos supuestos puede *er posterior 
al mismo, como ocurro en el caso de lu evicción resultante 
de un hecho perennal del vendedor consistente en vender 
eomo parlo integrante de un inmueble, una fracción ya eom- 
prendida en la venta anteriormente realizada a otro com- 
prador. Página 2ü7. 

3. La reglo del art. 21 IR del Código Civil, según el cunl verí- 
l'ieadii In evicción el vendedor debo devolver al comprador 
el precio recibido, sin intereses, es unu aplicación del prin- 
cipio de rjiie los interesen se compensan eon los Frutos cuan- 
do el comprador y el vendedor son de buena fe ; compensa- 
eión (jue cesa do producirse desde el momento en que ol In- 
mueble sale del poder del comprador; a partir del cual e*ste 
tiene, pues, tlereelio a que el vendedor le pague intereses 
Sobre el precio. Página 267. 

4. El comprador que obtuvo la reswion del contrato do com- 
praventa de un inmueble por falta de aren, no puede ser 
obligado a pagar impuesto inmobiliario a la provincia que 
le vendió sino sobre lo que realmente lia poseído. Pági- 
na 2f¡7. 

EXCEPCIONES. 
Clases 
Defecto legal. 

1. La demanda que especifica los hechos que lian producido los 
daños cuya indemnización persigue el actor, no adoteco de 
defecto legal. Ptíginn 221. 

Incompetencia. 

2. Al oponer la excepción de incompetencia el dcmandndo debe 
invocar todas las razones por las cuales desconoce la juna- 
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dicción del t ritman I. Ésta no puede ser nuevamente impug- 
tmúu til tonte^lnr I;l demando, aun eiuindo [tura ello feo ale- 
guen otras razones. iVigiim 17. 

EXHORTO. 
DUigencififítitnto. 

1. Kl diligencia miento d<> medidas probatorias dUpwvrio por 
tribunales de provnuci» pura ser cumplido en el territorio 
de la Ülípital tte la Narimi, encuadra en las atrihiteiolips 
ptt>piiig del gobierno Ideal de ésta v iiu-mulie. por ello, a 
|ip> tribunales prdiiiarhw de la im<mn. Página ¡l">0. 

2. Kl dilígeneiamientd do medidas probUtoiriBi iin*- no se refe-. 
rían a informe- «>!'re nnwkuieíiM de exponientes « aMiivos 
do la justicia federal, uo incumbe a los j ucees federales ni 
tampoco a la Corte Suprema, cuya jurisdicción hállase limi- 
tada por los arts. Km y MU de la COnalUuciSu Nacional y 
las lejos vigentes en materia de eompeteneia de los tribu- 
nales federales; I» ettal no obsta n que ésto* remitan el ex- 
horto respectivo a 'os tribunales ordinario* a tós (pie debió 
ser dirigido. Páv'ina ¡150. 

3. Ui persona autorizada en el juieio por una de las partes 
para intervenir en el diliireneianiirnlo de un oficio a los clee- 
ti»s dé la recepción de los testnnpnjqa ofrecidos ponto prue- 
ba, está facultada para pnriá-ipnr en el trámite de ese 
oficio, ante el juez a (pifen M dirigido v los respectivos 
j necea «le paz, en su caso* y para uiquirir por sí misma, los' 
datos referentes al lugar, día V Imm en (pie -e lomará de- 
cluraeión a toa test i 'ja-; por h> eiml es impropíenle el pedi- 
do tormuíacio eu el juicio pur quien bt designó, de que se 
intime n ta parle contraria que informe neereu de lates eir- 
eunstnm-ias. Página 

Prim -¡¡ti"* QtHtTwtf, 

1. Incumbe ni Estado determinar la extensión de la superficie 
que dclte ser expropiada. Página 211. 

2. Kl dueño de un inmueble objeto de una expropiación pareja! 
no tiene derecho para exigir (tue ésta sea total sí no ha pro- 
hado une la tracción i|iL<' se deja en su poder bu quedado 
inufiliznblc, tanto menos eUanto que en el juicio m> SS le 
privH de la Fracción no expropiada, de la cual no pe ha dado 
posesión judieial ni Estado que, por su parte, desconoce el 
( ] ¡nio invocado Spbre ella por ta demandada. Página 211. 
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.1. Guando se trata de obras de carácter general hasta para 
salvar el principio de La inviolabilidad dé la propiedad, la 
autorización general para expropiar hecha en la ley respee- 
liva, calificando la obra do tuya construcción >e trata; requi- 
sito ({lie lia sido t-uit[| >l i>!<< i'ti tu expropiación di! las tierra» 
necesarias para la i-uti^I rui-i-íini del camino de Mar del Piula 
a Minunar y de los parques correspondientes. Página 211. 

■i, Por regla general la expropiación por cu usa de utilidad pú- 
blica debe ser efectuada previa indemnización y, por lo tanto, 
deben proscribirse toa procedimientos que retardan la Satis- 
facción del derecho de loa interesadus a obtener dicho resar- 
cimiento. Página 511. 

JmhmnizdiiiUu 

5. Los cálenlos meramente hipotéticos no pueden ser tomados en 
«lienta jaira lijar la indemnización que debe entrega rse 
al dueño del bien expropiado. Página 211. 

ü. Xo premie incluir en el monto de la indemnización que 
debe pagarse al dueño de un inniuelde expropiado para 
realizar obras de. irrigación, id valor de la mina de cobre 
incx piolada existente en aquél y no comprendida en la ex- 
propiar ión. Página 27. 

7. £1 innula de la indemnización que debe acordarse al dueño 
del tnniiicblc expropiado por la arena aprovechable natu- 
ralmente existente en aquél, no puede ser establecido por la 
simple multiplicación de la cantidad de arena por el precio 
normal de la misma; >ino mediante la determinación de ln 
cantidad y precio mencionados, del consumo en el Ulerea- 
do, de la concurre neia de otros proveedores y del tiempo 
necesario para dar salida a (oda la arena con arreglo a estas 
circunda mías, efectuando los correspondientes descuentos 
de intereses conforme a los años en que se habrían efectuado 
Jas ventas. Página 211. 

8. De acuerdo a Jo tUspueato en el art. 17 de la Constitución 
Xneioiml, en el caso de desapoderamiento judicial de todo 
el inmueble sujeto a expropiación y poseído por el deman- 
dado, el jnicio y ln indemnización pertinentes no pueden 
liuutarso a una parto de aquél so color de que la porción 
restante es bien público; sino que debe depositarse el pre- 
cio de todo el bien y exigir la justificación del título por 
parle del que sostiene ser su dueño, a menos que so hubiesen 
sometido a los jueces de la expropiación el punto referente 
íi] dominio y ellos hubieran reconocido el carácter público 
del bien. Página 511. 
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0. Xo habiendo mediado desapoderamiento judicial de todo 
el inmueble sujeto a cNpropiai ión Mim i'inirtinietitc de una 
parle del mi -mu, la sentencia qge majada indemnizar tan 
üóln ln privnción de dicha fracción do jando a miIyq loa 
derechos i-] demandado pretende tener ¿obre i'l resto, 
respecto del ¿na) el expropia dor no lia depositado suma 
alguna p»r considerarlo bien póblicp> no comporta violación 
alguna de !<w arta. 14 y 17 de la Constitución Xaeional. 
Página 5ÜL 

JO. N\j eorre.-pmide ri--t.|\i. r en el jniein breve de expropiación 
de un inmueble, las cuestiones referen! es a la concesión de 
un» mina situada en :ii{iié! y a la caducidad de la misma. 
1 Vil-! na 27. 



F 

falta ve AaciON. 

1. Kl despachante ipic actuó directa mente unte la Aduana como 
tal firmando lus manifiestos y boletos respectivos, tiene 
acción ]i;ira reclamar en juicio y en su propio nombre, la 
devolución ile los derechos cpie indebidamente pagó de más 
jmi* la- m«-r. ailt-riiL- que introdujo para otro. Página 44?. 

2. Es improcedente la defensa de falta de acción fundada en 
que ]:i demanda sobre indemnización npanve deducida en su 
propio nombre por el marida (pie no ejerce la representa- 
ción legal de su esposa lesionada en el accidente, si en aquélla 
nu se reelama la reparación de daño alguno sufrido por la 
mujer sino tan ^uo lu do ¡i>s perjn iritis materiales y morales 
sufridos por el actor. Página 221. 

3i fneumbe al marido, como administrador de la sociedad 
conyugal, exigir el rembolso de los pastos que constituyen 
cargas de la sociedad. conyuga!, al responsable del hecho 
ilícito que. los lia iifOí-innado. Página 221. 

4, La justicia fedornl es incompetente para conocer origina- 
riamente en una demanda promovida contra la Caja de Ju- 
bilaciones de Emplead".- Ferroviarios para obtener alguno 
de los beneficio* previsto'! en aquella ley. Página 234. 

5. Debe desestimarse, por falta de acción, la demanda promovi- 
da por mía soeiednd como sucesora do otra con el objeto de 
rejK'tir l<»s pagus iiidi-biihmenle eiVcl nados por ésta, si di- 
cha calidad no lia sido demostrada en el juicio mediante la 
presentación de las pruebas referentes a la disolución de la 
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sociedad que se dice antecesora, a tuyo efecto no basta la 
afirmación Jtfc-hri cu el contrato tic ioh.-«1 ilación de la nueva 
sociedad por )(is integrantes do ]¡i misma, de que esta sucede 
a la otra cu el activo y el pasivo. Página 37S. 

FEÍiliOCA ¡tiílLKS. 

1. El uit, T' } ine. 1', tic la ley do Ecrroentrilca do la Provincia 
de Buenos Aires impone a ésta la obligación de transmitir a 
las empiezas ferroviarios. *>! dominio de los terrenos fiscales 
que lia van de ocupar Ja vía y sus dependencias, y de otor- 
gar a eso electo ln correspondiente, escritura pública. Pá- 
gina 17. 

2. La circunstancia de que el ex dueño de terrena expropiado 
por un ferrocarril para Ja instalación de un ramal, no baya 
ejercido la* arción de retrocesión prevista en el art. 19 de la 
ley Ib!), es indiferente a lo- dedos de e-lableccr si lia me- 
diado o no alteración del destituí del inmueble, Página 77. 

3. Ln eireuiL-taneia do que una empresa ferroviaria suspenda 
transitoriamente, el servicio o tráfico de una zona o sector, 
no au( oriza a las municipalidades, mientras el Poder Ejecu- 
tivo o la Dirección General de Ferrocarriles no desaprueban 
la medido o le fijen término do caducidad o la declaren 
definitiva, para declarar desafectada del capital y del sor- 
vicio ferroviario la porción do terreno desocupado y a ex- 
cluirla del beneficio de la exención de impuestos establecido 
en Jas leyes núms. 5315 y 10.057. Página 77. 

4. Los inmuebles no excluidos de la cuenta capital de las em- 
presas ferroviarias por el P. K. o la Dirección General de 
Ferrocarriles, deben ser considerador como inl curan tes del 
sistema ferroviario de aquéllas n los efectos do ta exención 
de impuestos establecida en la ley mím. 10.057; y atm cuan- 
do ln compañía suspendiera trnn-itorianieiite o! servicio en 
una zona, no procedería considerar desafectada del sistema 
a la fracción de terreno desocupado, mientras el P. E. o la 
Dirección General de Ferrocarriles no desaprobaran la me- 
dida o le fijaran término de caducidad o la declarasen defi- 
nitiva. Página 305. 

5. El art. 15 de la ley 5315 no lia establecido un domicilio con 
carácter general y ubi isa lorio para todas Ins relaciones jurí- 
dicas do los ferrocarriles, >.iuo.lan .sólo con carácter limitado 
a sus relacione» con el poder concetleníe. Página 188. 

6. Las instituciones de Estado, aunque autúrquicns como el Ban- 
co do la Nación, el Banco Hipotecario Nacional, los Forro- 
carriles del Estado, Yacimientos Petrolíferos Fiscales, están 
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comprendidas en el beneficio previsto en el art. 10 de lo ley 
luí m, 5:115 cuando lili;* empleados viajan en función del ser- 
vicio |.-'i : .l¡. i, ijiii- *1 cv>pii i i>i'íin ii - l':"i trina '151. 
7. Iji rebaja prevista en el art. JO *le la ley núni. 5315 se apli- 
ca al transporte por ferrocarril nacional de empleados del 
Bailen Hipotecario Nacional que viajan cu comisión de ser- 
vit'io, i'on excepción de lo* vana» en que el Unneo cobra 
directamente a lns r líenle* el precio de lo« piisajes o se los 
imputa a su cuenta de deudores. Página 451. 



H 

BABEAS Cali PUS. 

Procettrnrin o hnpriw-vdrni m, * 

Es improcedente el recurrí de babeas enrpus deducido por 
quien se fugó del hospicio en que estaba internado por or- 
den del juca del procedo fundada en el segundo apartado 
del inc. 1 del nrt. 'Al del Código Penal. Página 3S. 
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IMPUESTO. 
Principian generales. 

1. No incumbe al Poder Judicial sino al Legislativo, Apreciar 
la conveniencia o eficacia de bis impuestos. Páirina 397. 

2. Ln falta de equidad de un tributo por su carácter «rravoso 
no puede origina r unn eues-lión de iiieonstihieiuualídad, a 
nierov* que áeü cimiiscaturio. Página 4G3. 

Facultades im poftít foa*t 

3. Los nrls. Jfi, 104 y |,0| de la Constitución Nacional no in- 
sultan violados por el hecho de tomarse eninr» base para es- 
tiible.er ln t.wi del irupuoío Mí«**nrio el total de etidn bijuc- 
Jn, comprendidas los bienes situados dentro y fuera de la 
jurisdicción provincial. Página 4G3, 

Tguatdad. 

4. Las leye.-s mima. 5315 y 10.657, en cuanto acucrdim a los 
ferrocar liles el privilegio de ln exención del papo de ím- 
p necios y [í\*\í< locales en tus circunstancia* que determinan, 
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no son viola todas del art. 104 de la Constitución Nacional 
ni del art. 1(i de ín misma, aunque no sea la municipalidad 
del layar >itiM iinji eutpresa concesionaxia la que haya pres- 
tado t*l servicio por el •■nal se pretende imponer a la cora- 
pañie ferroviaria el payo do la tasa respectiva, l'áyina 38. 
5. L..s ruis. ll¡. ]v\ y |(is de S¡i Constitución Nacional no re- 
siilinii violadas p«r el bocho de tomarse como base para es- 
tablecer la tasa del im|nh'-ici sucesorio el total de cada hi- 
juela, comprendidos los bienes situados dentro y fuera de la 
jiuiadicción provincial. Página 



Covcurrenvia. 

0. El doble gravamen cobrado por la Nación al dueño de nna 
fin .-a situada en su jurisdicción y habitada por el misino, en 
concepto ile impuesto al rédito presunto de aquélla y de 
contribución territorial, mi comporta por la sola circuns- 
tancia de la duplicidad, violación de las garantías confltltu- 
cionnlcs. Páyina .'107. 

Cotiftecaeir'm. 

7, No procede tomar «orno base para fundar el carador con- 
fiscatorio atribuido a un impuesto, la acumulación resultante 
de cobrarse varios en un mismo Beto — en el cas.o t dos ori- 
ginado* por ¡rauxnisiones yratuitaa distintas o independien- 
tes — ni el cobro de multas por la mora en el pago de los 
pravámrtic*, Páyina . 

8. I'ara resolver si mi inipno-tn a la transmisión gratuita es o 
no con Piscatorio deb" compararse su monto con el valor real 
de los bienes transmitidos — comprobado, en el enso, en tres 
remates sucesivo* — con prrsciurlcricjn det avalúo muebo ma- 
yor efectuado por el fisco para el puyo de la contribución 
territorial. Página 4€í.\. 

!>. El impuesto a la transmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad del haber hereditario — más del 01 r í , en el caso — ea 
eoníiscatorio y contrario a loa arts. 14 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional; pero no lo m el que sólo representa al 21.01 % 
del haber recibido por e! lieivdero. Página 403. 



Repetición, 

10. Sí bien el requisito de ln protesta no es oxiyihb' en los casos 
de payos pnr error, no puede considerarse que constituye uno 
de ellos aquél cu el cual una empresa ferroviaria, no obstante 
la claridad de los términos de la ley 10.C57, payó sin 
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reservas el "derecho de análisis", sobre el petróleo que im- 
portó para atender sa explotación. Página 3 Mí. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA, 
l'rin cip ios generales. 

1. No es contrario a la Constitución Nacional gravar la trans- 
misión ttratuita de loa bienes en el momento en que ella se 
cxtLTÍori%n. Página -4í53. 

Determinación tlt-1 impuesto. 
Bienes computadles. 

2. L«* aríH. 1C, KU y PIS de la Constitución Nacional no resul- 
tan vmlndiw por el hecho di 1 ti muirse como baíe para esta- 
blecer ]a tasa del impuesto sucesorio el iotal de cada hijuelo, 
comprendidos !<>s bienes situados dentro y fuera da la juris- 
dicción provincial. Página W'.i. 

Tasa. 

3. E] impuesto a la transmisión gratuita que absorbe la totali- 
dad ilel linter hereditario — iná.s del !)i f -'c, en el caso — es 
confíscatoTJo y contraría a los artt). 14 y 17 de la Oonstitu- 
eión Nacional; perú no lo es el que sólo representa al 121,01 % 
del haber recibido por el heredero. Página 4G3. 

4. YA adicional del lo '; :t un impuesto existente — relativo, en 
el cuso, a la transmisión gratuita — no es un nuevo impues- 
to sino una forma de aumentar el producido de aquél, gra- 
vando en forma más intensa la misma fuente y categoría de 
contribuyentes, b» cual no es contrario a la Constit mión Na- 
cional. Página 403. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 
Aplicación. 
Deducciones. 

A fulla de prueba de que el algodón ha sido desmotado por 
empresas independientes y por su cuenta pava la venta en 
el merendó interno o para la exportación (caso en que sería 
discutible la gravitación del impuesto a las ventas) delw des- 
estimarle la demanda del industrial que lo adquirió para uti- 
lizarla en sn hilandería, promovida con el objelo de deducir 
el precio de compra d<; ta liquidación que corresponde practi- 
car a los efectos del puso del impuesto a las ventos. Pági- 
na 117. 
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J31PVKSTO .1 LOS /7'.' intOCAi; HILES. 

1. Las leyes ñ;i1"i y l<Ui57, tu cuanto nciier-Inn 4 los ferroea- 
rrili'.s i*l privilegio do ta exención del pttfó 3* impuestas y 
tasas locales en las cittunstuiieia'i c¡ue determinan, no son 
riolatoriaa <h>t nrt. IW do la Constitución Nacional ni del 
nrt la 1I0 la misma, nwnpio no M>a Ui municipalidad del lu- 
gar sino un:i empresa concesionaria la que liayn prestado el 
Servicio ]inr i*l cual se pretende imponer ¡t ta compañía ferros 
vi» ría el pairo de !¡» t¿wi respectiva. Página 

2. La exención de gravíúnenea e- ta Mecida ¡poli las leyes 5315 y 
1(1,1)07 sólo comprende los <¡ue afectan a las empresas ferro- 
v i 11 rías cu e[ ejercicio de su comercio e industria o cu los. actos 
que se relacionen directamente eori filos. Página 77. 

3. La ciTcnnatóneia de que. p! ex dueño de terreno expropiado 
' por un ferrocarril pava la inhalación do un ruina], no haya 

ejercido la an ión de «troecaíón prevista en el nrt. 10 de la 
]éy ISO, i't indiferente a Io« eteetns de pMalitetei' si llft media- 
do o no alteración del destino del inmueble. Página 77. 

4. La circunstancia de (pío una empresa ferroviuria suspenda 
transitoriamente el servicio o I rá fien de una zona o sect'or, 
no autoriza a tas mnuicipaUdndéíij mientras pl Poder Ejecu- 
tivo o la Dirección General «le Ferrocarriles no desaprueben 
ln medida o |p fijen término <le caducidad o la declaren defí- 
nitivn. para declarar desafectada del capital y del servicio 
ferroviario ln porción de terreno desocupado y a excluirla dpi 
beneficio de la exención de im pupilos cstnblceid ■ en las leyes 
5315 y 10.057. Páginn 77. 

5. Los inmuebles no excluidos de la cuenta capital de las em- 
presas ferroviarias por el P. E. o la Dirección General de 
Ferrocarriles, deben spr considerados como integrantes del 
sistema ferroviario dp aquéllns a tos efpetos de la exención de 
impuestos establecida en la ley 19.01; y nun eunndo la com- 
pañía suspendiera transitoriamente el servicio en una zono, 
no procedería considerar desa feetada del sistema a la fracción 
de terreno desocupada, mientras el P. E. o la Dirección Ge- 
neral dp Ferrocarriles nn desaprobaran la medida o le fija- 
ran término do caducidad la declarasen definitiva. Pági- 
na UfiÓ. 

6. Conforme a lo dispuesto <?n el nrt. T, inc. 2?, de la ley 10.057 
las empresas ferroviarias sólo están oblitradns a pagar el 
afirmado correspondiente ni frente del edificio de las esta- 
ciones, pu la extensión ile fus andenes, con exclusión de los 
anexos y talleres. Página 77. 

7. La Municipalidad do ln Ciudad de Buenos Aires no puede 
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ni poner n las empresas ferroviarias la obligación de cons- 
rair tercos o vereda* fuera del trente Je las estaciones ni 
k' pagar el co-lo cU- Uw mismos; sí bien mpiélUM deben cercar 
1 camino on los higa res y en la extensión que determine el 
P. K. Página -W>5. 
«. De acuerdo n las leyes Bpl5 y 10.(157, las empresas ferro- 
viarias acogidas a Ims henet icios de la primera se Imllun exen- 
as riel pago del "dercclio <l>> análisis" suUrc el petróleo que 

raporten paro «tender sa explotación. Página 386. 



IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Prínc i¡¡ í<M ¡i f m <? ra I es . 

1. Ln Dirección < teñera I del Impuesto a los lí eolitos es tan sólo 
una autoridad administrativa r|nc únicamente tiene ti sil car- 
go el mecanismo. Iti aplicación y percepción de gravámenes y 
un puede >er considerada como entidad aulánnúen. Pági- 
na 307. 

2. Kt dublé gravamen cobrado p<ir la EíflClóh fll dueño de una 
tinca situada en en jurisdicción y habitada por el mismo, en 
concepto de impuesto al rédito presunto de átpit'Iln y de con- 
tribución territorial, no comporta por la sola circunstancia 
de la duplicidad, violación de la» garantías' constitucionales. 
Página 397. 

Afilkatián. 
Deducciones. 



3. 



4. 



5. 



(i. 



Lis loiidus df reserva destinados por una sociedad para bneer 
frente a (as erogaciones establecidas por la ley nóm. 11.729 
y pagar tos premios que se otorgan a los clientes, no son 
(ledttcibles o los efectos del impuesto a los réditos y se bailan 
sujetos ni pairo del mismo, Página 3(t. 

¡Los gastóa de organización de una sociedad, anónima deben 
-er deducidos para otaldcer el n-mancnlc m>t<> sujeto jil pago 
del impuesto a los réditos. IVigin ■ ,10. 

La ley num. 11.CS2 autoriza n deducir la amortización de in- 
muebles cualquiera sea ln eaiegoría en que se declare el ré- 
dito de L=-= iiiistm.-. P:"'_'ína 127. 

Los bienes ¡nmaébtes de la.s compañías delegaros forman 
partí* did nrtrorio de las mismas y por ello delien ser objeto 
de amortización de acuerdo a lo dispuesto en el art. 2't» inc. 
c) de la ley nútn. H'<^- (T. O.}. Página 427. 
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Infracciones y penas. 

7. No procedo aplicar ta sanción prevista en el nrt, 18 sino en 
el nrt. 20 do la ley núm. ll.OXt, texto ordenado, a quien no 
lia satisfecho H impuesto en el plazo establecido con carácter 
general para todos las contribuyente* ni en el que después le 
fui- lijado particularmente corno prórroga. Página 24. 

Procedimiento y recursos. 

8. Todas las eluciones aohre procedencia e improcedencia del 
impuesto ii los réditos deben di-cutirse ante la jurisdicción 
ndiniii^lrativn mediante los reeuwos de reconsideración, opo- 
sición y repetición que crea la ley núm. 11.033, y la de- 
manda contenciosa que también ella crea y reglamenta; por 
lo quo el art. 2-í del texto ordenado de dicha ley es lógico 
al negar la acción de repetición fuera de los casos del pago 
voluntario por error de cálenlo o tle concepto en las propia* 
declaraciones del contribuyente o agente de retención y la 
prescripción ipie ola Mece es i-im relación a estas acciones, 
que son lu* Únicas viables» Página 81. 

9. La lituaeión del contri Imycnte que «in deducir el recurso de 
oposición pngó el impuesto bajo protesta, no se linlln prevista 
en el art. 24 de la ley núm. 11.68:!, T. *>., sino en el art. 41 
de la misma, que establece un recurso administrativo sin tér- 
mino expreso para ser deducido. Página 81. 

10. La inhibición establéenla en el art. 09 de la ley núm. 11.683, 
T. O., impide al contribuyente presentar como prueba de sn 
parte en .inicio contra oíro contribuyente o contra un ter- 
cero, con la salvedad prevista para las causas criminales, las 
decía rat-in mes que lia prestado ante la Pirección General del 
Impuesto a loa Itéditos; pero no le priva de invocarlas y 
hacerlas traer en los juicios contra el fko nacional o provin- 
cial. Página 109. 

11. El art. 52 ile la ley 11.683, T. O., no comprende las senten- 
cias dictadas contra el Fisto .-i no satamente las condenatorias 
de los deudores de aquél. Página 337. 

12. No procede emplazar ni ejecutar n la Nación parn obtener 
la devolución de be» sumas indebidamente cobradas en con- 
cepto del impuesto a los réditos o el pagn de las costas apli- 
cada-; a la misma en el juicio de apremio resuelto en su con- 
tra, como tampoco procede embargar a esos efectos las sumas 
provenientes de la percepción del mencionado gravamen, cuyo 
destino e-t;iblrce el nrt. 13 de ta ley 11.083, T. O,, deposi- 
tadas en el Tinoco de ta Nación n ln orden de la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos. Página 337. 
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13. Los decretos dd Poder Ejecutivo Nacional de de noviem- 
bre de 1!W4 y 2 de enero «lo 1030, en cuanto autorizan a loa 
jefes ile deb-garionc- de In Ib'rceeión (Jcneriil del I ni puesto 
u Jn> líe id.-.- en ct iiih riiiL' dd paK para actuar como jueces 
adiníui*trntiv(i4 a lidies de! cumplimiento de ];i ley respec- 
tiva, lian sido dictador dentro «le la- facultades conferidas a 
aquel poder por 1*1 art, 5 de la ley 1.1.80;) (T. O.) y no son 
viola torio* de lo» mis. 1S, 07 y SO. inc. 2', tic la Consütu- 
«ón Nacional. Página 404. 

14. La estimación de ot'ieid de In Dirección General del Impuesto 
n l<*s Réditos qtit- debe ser (cuida por firme por no batirse in- 
terpuesto el recurso de reconsideración autorizado por el art. 9 
d'- la ley Ui.68.1 {T. O.) o por haberse resuello negativamente 
este último, sólo puede se* impugnada ante lo* tribunales de 
justicia mediante una acción de repetición, previo pago del 
impuesto correspondiente. Página 417. 

IMPUESTOS IN TEMOS, 
Régimen repn meo. 

1. Sun apüeablej loa nrts. :w y :»» de ta ley .'1704 (20 y 27 del 
T. O.) a la sociedad en Cuyo poder fin" bailada una partida 
de filio CO envase* cuyo contenida nn cnrre-pomlía a] análi- 
sis de origen — vino genuino- - sino ¡i] de "bebida artificial 
apta para chimhiio", no roullatido así acreditado el pago 
del impuesto correspondiente a esta categoría. Página 4SL 

2. Xo es ii plica ble lo disimeslo en los nrts. 30 v 3(> de ln ley 
3704 m v 27 del T. n.) a la sociedad en cuyo poder fueron 
bailados cascos de vino cuyo contenido no corre*pondín al 
análisis de origen, .-i no resulta de aillos la cxbdeneia de dolo 
o mala fe v, sí, en cambio, inte el vino es genuino, apto pnrn. 
el consumo y lia pagado el impuesto, isrunl en el caso para 
ambo* vinos, aunque no se Imyn establecido que la diferencia 
se debe a error del bodeguero vendedor. Página 481. 

INTERESES, 
proctdetícw d«t mhro. 
Generalidades 

1. Ln regla del art. 21 IR del Código Civil, scíriín el cual veri- 
ficada la eviceíón e! vendedor de!w» devolver ni comprador 
el precio recibido, sin interesen, es una aplicación del prin* 
eipio de que los intereses se compensan eon los frutos ruando 
el comprador y el vencedor son de buena fe; compensación 
que cesa de producirse desde el momento en que el inmueble 
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sale del poder tlel comprador; ¡i partir del mal éste tiene, 
pnes, derecho a que el vendedor 1c pague intereses sobre el 
precio. L'ádnn 2íi7, 

principio de la compensación entre los. intereses del precio 
del inmueble y tos frutos de! mismo e.-tnhlecido por el art. 
IGS3 d<-l Código Civil, requiere que é>tos hayan existido real- 
uicnlo en ta época que se considera; y demostrada esta cir- 
eiltiMaucin, la ccmipen.-ación se opera Juista la notificación do 
l;r demanda >obre rescisión del ron Ira tu de compraventa, a 
partir de la mal correrá sobro el piwio el interés legal. Pá- 
gina 2Ü7, 

Mora, 

¡i. La reclamación administrativa tendiente a obtener de la Na- 
ción 1« devolución de un impuesto indebidamente cobrado, no 
■ .i ronsl iiuyi' en moni ni h 1 impone, por ronsiiruicnle, la obli- 
g&aión de pagar desde entonces intereses monitorios, los cua- 
les sólo corren a partir de la interpelación judicial. Púg. 27. 

Liquidación. 

Tipo do los intereses, 
■4, Kn anseneiíi de interés convencional, el que se manda pagar 
en las sentencian de ía Corte Suprema delw liquidarse al tipo 
eol irado \mr el Banco de ta Nación en las operaciones ordina- 
rios de descuento en el término comprendido en la liquida- 
ción o sen, en el ca?o, el de (i %, Página 402. 
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JTJBÍL ACTOS DE EMPLEADOS BASCAMOS. 
Personas comprendidas. 

1. La sociedad que lia dado término a Ins operaeion.es banearias 
ya la coa] el í\ E. lia retiñido la automaeiiín conferida ante- 
riormente para funcionar eomo banco, no se hulla compren- 
dida entre las empresas banearias mencionadas en el art. 7» 
de la ley 11.ÍV75, aunque realice operaciones do préstamos 
a terreros. Página ÍÜÍJ. 

Fondos de la Caja. 

2. La sociedad que ha dado término a las operaciones banca- 
rías y a la euni el P. E. lia retirado la autorización confe- 
rida anteriormente para funcionar como banco r no se halla 
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comprendida cutre las empresas banca rías mencionadas en 
el art. 7' de Ja' ley 11. 57"», aunque realice operaciones de 
préstamos a terceros. Página 1Q& 

JUlllLM IOS ÍM EMPLEADOS FEfíllOi í.UtlOS. 

1. Los meeaorvs del empleado ferroviario que liahía solicitado 
itiliilm-iiiti extraordinaria, tienen derecho a reclamar la rec- 
tificación do la nsÁiriún ndminUrativn denegatoria pro- 
maturamente dictada y el pago de loa haberes que habrían 
correspondido a su antecesor, eon prcsclttdéncia de que su 
subsistencia lmbicra estado o no a eargo del mismo. Pa- 
gina 1S1. . . 

2. La Caja do JubHatíioni* de Empleados FerrovmrioB no 
tiene lacuStalcs para dejar .-iri rtWto las pensiones! que ha 
concedido, sino que debo mieuve las aciones pertinentes ante 
los tribunales de jiv-ti«-¡a. Página 483, 

Fptufas tif t,t Cttjit. 

3. A los efectos de la jubilación establecida por ln ley 10-fióO, 
no pio.ode rom putar los servieioa prestados por el afiliado 
durante, el periodo en que no efectuó aportes cuyo pngo 
no puede serle nidrio por haberse operado la preseripción 
quinquenal. Página 41. 

§ttbílaúiónet. 

Cómputo de servicio-. 

4. A los efectos de la jubilación establecida por la ley 10.jH0, 
no procede «nmpuiar los servicios prjBÉtndoS P'»r el afiliado 
durante el periodo en que no efectuó aportes cuyo pago no 
puedo sarjé exigido por balu-rse operado la presen Jfcion 
quinquenal iVisrítia 11. 

5. Corresponde lincee logar al reclamo que con anterioridad 
al transcurso del plazo señalado en el art. 34 de la ley 
10.650, contado desde la promnlgacián de la ley 12.154, 
formula un empleado ferroviario cuya jubilación fafi redu- 

• cida al reajustarse lo? beneñeioj eon arreglo a la ley 12.154, 
eon el objeto tle que Igj computen servicios que ñutes no 
había inv..cnrio pm- ser innecesario:* para obtener el benefi- 
cio máximo que le fué acordado. Página 483. 
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Clasc-s. 

Extraordinaria, 

(i. Los sucesores dél empleado ferroviario que liatiín solicitado 
jubilación extraordinaria, tti-iu-n derecho a reclamar la ree- 
tíficncióii de la nsotarión Administrativa denegatoria pre- 
maturamente dictada y el pago (Jo los ludieres qoe habrían 
correspondido a su antecesor, con préaeiudencia de que bu 
snlisi-ioiuia hubiera estado o no a cargo del mismo. Pá- 
gina Isl. 

7* icreditado que el causante tenía más ile diez añon de ser- 
vicios ferroviarios y civiles y que se hallaba tísicamente im- 
po^biütado para trabajar Guando gestionó ía jubilación ex- 
traordinaria, ésta debió concedérsele y, en conwciienrin, SOS 
sucesores tiehen derecho :i cobrar los haberes (pie por aquel 
concepto flébió percibir su antecesor linsta el úi? de su fa- 
llccimiento. Página ISL 

Pensiones. 

8. El acrecimiento a m "rizado por el art. 40 de? la ley lO.fiííO 
es procedente ana ruando 1 ra exclusión de uno de los i-opar- 
tíripi's provenga de l¡i opción por nn beneficio acordado 
pcir otra ley. Página 17:1. 

pttiolueién de aportes» 

9. La coanlía por supresión del puerto del empleado ferrovia- 
rio que con anterioridad había optado por el régimen do la 
ley 11 .575, no le da derecho a la devolución de los aportes 
efectuados a la caja de la ley 10.1150. Página -1-10. 

Procedimiento ti rre-iirnas, 

10. La justicia federal es incompetente pura conocer originaria- 
mente rn una demanda promovida contra ln Caja de Jubi- 
laciones de Empleados Ferroviarios (tara obtener alguno de 
los Iipiip lirios previstos en aquella ley. Página "14. 

JVItlLACIOX DE EMPLEADOS NACWXALES. 

Jnbitavhnrs m 

Cómputo de .«ervirios. 

Xo hahiér ' >sp aportado ni intentado aportar pruebas ten- 
diente.-? a demostrar la deficiencia o falta de antecedentes adí 
ministra) ¡vns referentes a los servicios prestados por un 
afiliado a la Caja de Jubilaciones de Empleados Civiles, 
es inadmisible la prueba supletoria producida con el objeto 
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Je acreditar loa servicios ¡avocados, lauto menos «, aun 
prcsciiidiciidn de aquel irnpiMliiuriilo. tic estas probanzas no 
resulta la prc-tnrióti de diclms servicios. Página 244,^ 

JUBI LACIOS HE EMPLEADOS J'AílT/tl'LAIiES. 
Pensiones. 

1. La. viuda y lo.- hijos taetunga de oa empteadó afiliado a la 
Caja <le la ley 1 1.1 Ht pe falleció despaés de bnber pres- 
tado wrvieio* durante un plazo mayor que el exigido por 
el art. 21 de la ley pajil )« jubilación extraordinaria, tienen 
derecho a la pensión «pie les hubiera, correspondido si el 
causante iratiem sido jubilado por invalidez. Página 508. 

Extittción Se los beneficios. 

2. I*i ftccíán del afiliado n la eaja de jubilaciones de la ley 
ll.lH» pora n'.tenei- la devolución, de sos aportes prescribo 
ti loa diez a ¡ios. Púirina 110. 

3. La a- . i-'-» del afiliado a ta Caja de JubUácioncs de In ley 
33.110 para obfener el beneficio previsto en el nrt. 1S, ine. 
V, de dicha ley pm- cribe a lo* diez, años. Página 244. 

jmiL ACÍftX HE PEMODISTAS. 
Prin ripian generales. 

1. La ley 12.ÓS1 crea una institución de ampam y asistencia 
social basada en e! régimen de rnoperneión de cmplendorea 
y nii picador y debe c er interpretada do modo que sin des- 
virtuarla ni amplificarla exageradamente, se le dé un al- 
cance más comprensivo para aquellos obreros y empicados 
que sirven a la ilustración pública desde las columnas de 
la prensa y que sirva de más firme y eficaz íostén a la 
Caja por el mayor número de contribuyentes al fondo y 
gobierno de la misma. Página 72. 

2. Diarios, revistas o publicaciones de informneinn Lrencrnl son 
aquellos que llevan noticias si no a In totalidad, a la mayor 
parte de una ciudad, provincia o nación, gracias al interés 
que en cso¿ mídeos sociales pueda despertar el conocimiento 
de los hccW, doctrinas, ele. de que se da noticia. Ninguna 
publicación Be propondría una información general si no se 
descontara la posibilidad de un interés del mismo carácter 
en conocerla, no siendo, pura, liíirico contraponer informa- 
ción general a interés general. Página 72. 
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Personas canti rndidas, 

3. Iam revistas o diarios de carácter profesional o limitado que 
no solamente interesan t> informan a las personas y entida- 
des vinculadas n ta respectiva profesión, sino también a la 
sociedad en general y contribuyen a la educación del pue- 
blo, y a su mejor defendí y a la niás corróela ordenación de 
su vida, húlluiisc rom pi cadillos en Ja ley 12.581. Página 72. 

JUECES. 
Generalidades, 

ííOj jueces débeu ducklir enligónos efectivas de derechos, mas 
no hacer declaraciones generales o abstractas ni resolver 
cuestiones vinculadas n controversias extinguidas por el 
transcurso del tiempo, aun cunado su decisión pudiera pre- 
venir pleitos potenciales. Página 524. 

JUICIO DE CUENTAS. 

Ijh agentes de la administración nacional no pueden ser res- 
pon-abil izados civilmente por hechos administrativos vincu- 
lados a la contabilidad, sin que preceda el examen de las 
cuentas y la rcsolnHóii definitiva de la Contaduría General 
do la Nación (pie declare su responsabilidad administrativa 
y ordene proceder al cobro del importe del cargo respec- 
tivo. Página 359. 

JUICIO EJECUTIVO. 
Procedencia. 

Debiendo realizarse el pago el "din del vencimiento de la 
obligación" — nrt. 750 del Código Civil — la conformidad 
con el embargo, practicado en el eurso de la ejecución por 
nnn deuda vencida y la manifestación de que so "da en 
pago" las mimas embargadas, no obstan a la prosecución y 
i'nllo del juicio ejecutivo; no pueden sustentar una excep- 
ejón que, de ser procedente, conduciría al rechazo de la 
ejecutoria, y por lo contrario, ello importa expresar de 
conformidad con el pronunciamiento de la sentencia de Te- 
níate, por medio de la cual si? reconoce el derecho dé! eje- 
cutante para hacerle de tos fondos embargado.-:, imponiendo 
a la vez, al ejecutado, las condenar i mies accesorias en que 
ha incurrido por cansa del incumplimiento oportuno de au 
obligación. Página 482. 
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JURISDWCIOX. 
Principios generales. 

1. Xo compete a lu Corte Suprema, por vía del recurso cxlrnor- 
diuario, ejercer funciones tío trilnuml Je casación respeeto 
de materias de derecho común o local ni decidir .-i los tri- 
bunales de una prov ¡liria cumplen mi cometido en forma 
compatible .(ni rl arf. 5 de tu Constitución Nacional, "d 1 *- 1 
obliga a los estados u asegurar su administración de justi- 
cia; cuestión también ajena a Iti competencia de la juslkin 
federal. Página LIS, 

2. Los. jueces ik'lien decidir colisiones efectivas [le derechos, 
mits no lincc-r declaraciones generales o ahst nietas ni resolver 
cuestiones vinculadas a controversias extinguidas por el 
transcurso del tiempo, aun cuando ru decisión pudiera pre- 
veía r pleitos potenciales. Pagina 52-4. 

Cuestiones de competencia. 

3* Al oponer la excepción de incompetencia el demandado debe 
invoi-nr todas las ra 'ones por las cuates deseonoee la ju- 
risdicción ilel tribunal, tvía no puede ser nuevamente im- 
pugnada :il contestar la demanda, aun cuando para ello se 
aleguen oteas razones. Página 17. 

4. Ktl <*:i>o de conflicto de competencia negativa entro la Cá- 
mara de Apelaciones en jo Comercial y fe (Vanara de Paz 
Letrada — nmhns de la Capital Federal— prima la decisión 
de la primera- Página 135. 

Jurisdicción origina ria. 
Principios generales. 

5. l,n conformidad o d ¡.-conformidad de leyes, decretas o reso- 
luciones provinciales ron la i <<iM itu.-ióii del misino ca ácter 
nn están sometidas a la supervisión nacional, salvo en los 
casos de transjrresion a normas nacionales preeminentes. Pá- 
gina 352. 

Cansas en ipir es parte una provincia. 
Causas civiles. 

0. La oposición deducida en el inicio de deslinde le atribuye en- 
ráeter contencioso, y siendo parte- en el mismo una provin- 
cia y un vecino de la ('apila! Federal conocimiento co- 
rresponde a la Corle Suprema ante la enal, no mediando 
Oposición de portes, deben proseguir Ins actuaciones. Pá- 
gina Fífl. 
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7, La interpretación que las autoridades lócalos den a las tlís- 
posicioneá del Código ¿o Minería y la aplicación que bogan 
de íiis mismas, ul iír»:il iif los otros códigos enumerados cu el 
arí. 07, inc 1), do la Constitución Nacional, no son suscep- 
tibles de seje revisadas y modi liradas por vía de un juicio 
ordinario entablado contra el los tinto la Corto Suprema, 
sino oh su <-a>o, por la del reniño extraordinario, porque In 
acoióu civil rpio minien* id arl. T, ine. l« t do la loy nú ni. 48, 
os la regida por el derecho común, cayo cjereirio on nada 
afecta ni mcimscaha h imlependencia, do los poderos provin- 
ciales m M1 li»jí[im;i esfera de acción. Página 305. 

8, La demanda tendiente a obtener la revocación de actos admi- 
nistrativos realizados por las provincias dentro de sus facul- 
tades constitucionales no configura una cansa civil. Pá- 
gina 305. 

9, El juicio sobre rescisión del contrato do compraventa de 
un inmueble por incontinencia de área, promovido por un 
particular contra una provincia, os una causa civil cuyo co- 
nocimiento compete a la Corte Suprema originariamente. Pá- 
gina 207. 

Fufiro frtlrntl 

Principios generales, 

10. Ln justicia federal os ¡neón i pétenle pura conocer origina- 
rifimente cu una demanda promovida contra la Caja de Ju- 
bilaciones do Empleados Ferroviarios pura obtener alguno do 
lo-i beneficios provistos en arpiotla loy. Página 234. 

11. El diligcnciamícnto do medidos probatorias dispuesto pm* 
tribunales de provincia pnin ser cumplido en el territorio 
do la Capital de la Nación, encuadra en las atril iliciones pro- 
pina del gobierno local de ¿¡Aa o ineuml>p, por ello, a los 
tribunales ordinarios de la misma. Página 350. 

12. El ditigencin miento do medidas probatorios qué no se refe- 
rían a informes sobro constancias de expedientes o archivo ■ 
do la justicia federal, no incumbo a los jucíeca federn lea ni 
tampoco a la Corte Suprema, cuya jurisdicción hállase li- 
mit.idn por los nrts. 1(10 y 101 do la Constitución Nacional 
y las leyes Vicentes on materia do competencia do los tribu- 
unir- federales; lo cual no obsto a que éstos remitan el 
exhorto respectivo a lo* tribunales ordinarios a los que debió 
ser dirigido. Página :*Ü0. 

13. Los tribunales federa les carecen de competencia parn exami- 
nar los procedimientos sciruidos ante los jueces provinciales 
en ejercicio do su jurisdicción y declararlos contrario? a loa 
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raapectivM leyes procesales; por lo nial no les incumbe co- 
nocer en la demanda deducida contra nn juez provincial por 
indemnización de dttj5»w y perjtriena provenientes, de la ma- 
nera cómo desempeñó su.s funciones; Página Htiti 

Por la materia. 
Constitución, leyes y tratados. 

14. Compete a la justicia Ceden] «mocee en la eausn criminal 
iniciada cu» motivo de un accidento producido en las vías 
de un ferrocarril mu-kmnl, n conseenencio del cual falleció 
la víctima ¡¡jae viajaba en el tren como polizón. Página 35. 

15. Corresponde a lu jnalicin federal conocer en el .inicio en 
que se discute .si las tarifas qtic la compañía cobra ni actor 
pbr servicios qne íi'-uen conexiones intcrproviiieinles, asu- 
miendo p<>r éÚo carácter luición ¡d cu h-s términos de las 
leyes 7">f> Ví y son o no jüataáj vinculándose la discu- 
sión con ln valide* de una concesión municipal frente a la 
de carácter nacional invocada por la empre-n, Página 3G7. 

Ifi. Él :i n. 1" áe Ja ley f-7 es inaplicable a Icé casos en que el 
fuero federal procede p<tr razón de la materia. Página 3G7, 

Por las peoraonáB. 

Distinta nacionalidad. 

17. Si bien la distinta vecindad sólo puedo sor invocada, a los 
efectos del lucro federal, en las causas entre nacionales ello 

no obsta a tpie el evlrati.icro d andado por un argentino 

pueda acogerse a dicho fuero cualquiera sea la vecindad de 
los litigantes. Página 342. 

18. Habiéndose invocado por el demandado la doble causal de 
nacional hl¡\<\ y vecindad distintas, hasta que ee haya com- 
probado cualquiera de citas para que surta el fuero federal. 
Página 342. 

Por el lugar. i 

13. Ln justicia federal es incompetente para conocer en la causa 
«.obre violación do correspondencia y falsifica t ón de cheque, 
si de las actuaciones no resulta que esos hechos se hnrin 
producido mientras las respectivas piezas se hallaban bajo 
ta custodia o al servido del Correo. Páginn 30. 

20. Nb corresponde a la justicia ordinaria sino a la federal, el 
conocimiento del delito cometido por un funcionario pro- 
vincial que obstruye el buen -servicio del Poder Judicial de 
la Nación, haciendo desaparecer efectos relacionados con un 
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hecho investigado por un juez federal y puestos baja la cus- 
todia di'l empleado local por razón de sus luurioncs. Pá- 
gina :i45. 

Fuero úrilhhirio. 
Leyes comunes. 
Penales, 

21. l*a justicia federal es íncomptiienic para conocer en la 
causa sobre violación de correspondencia y falsificación do 
cheque, si de las actuaciones no residía que esos hechos 
B6 huyan producido mientra* las respectivas piezas se ha- 
llaban Itaju la ciistodiu o at ,-orvieio del Correo, Pág.. 39. 

22. En el caso de concurso material de delitos independiente*, 
de distinta gravedad, como los de hurlo simple cometidos 
en un territorio nacional y loa de defraudación en !a Cnpi- 
lat Federal, su juzgamiento corresponde a los tribunales 
ordinarios de ésin por ser lo-; competentes para .¡uzear el 
delito itii'i> grave, <i sen el de defraudación. Página 185, 

23. No corresponde a la Justina ordinaria sino a la federal, 
el conocimiento del delito cometido por un funcionario pro- 
viiiciai que obstruye el buen servicio del Poder Judicial de 
la Nación, haciendo desaparecer electos relacionados eon un 
hecho investigado por un juez federal y puestos bajo la 
cligtodin del empleado loeal por razón de sus funciones. Pá- 
gina n45. 

24. Si'ü nial fuere l;i cnlifii-aciÓn jieiial que corresponda atri- 
Imir a los hechos producidos cu el loeal de la Lotería do 
Beneficencia Nacional, vinculados directamente al manejo 
de fondos de la misma, el juzgamiento de aquéllos competo 
a los tribunales ordinarios de la Capital Federa!. Pág. 517. 

Acción pttéonah 

25. Es juez competente para eonoecr en el juicio sobre indem- 
nización de los daños y perjuicios provenientes de netos 
ilícitos, el del lugar en que éVtos se cometieron y no el del 
domicilio del demandado. Página 5. 

26. Aun cuando se trate de una aecióu personal, el conocimiento 
de la causa corresponde ¡d juez cuya jurisdicción fué implí- 
citamente convenida por las partes pnra eí caso de incum- 
plimiento de la aMigación, circunstancia que resulta del lu- 
gar cu (pie se efectuaron los pagos parciales. Página 5. 

27. Es competente pnra entender en los juicios en que se pro- 
mueven acciones personales, el juez del domicilio expresa o 
implícitamente convenido para el cumplimiento do las obli- 
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gai-Vnius, que en el raso de «na locación de servicios es el 
lugar donde éstos fueron prestado*. Página 5, ^ 

Acción real. 

28. No competo al juez de ln Capital Federal, en cumplimiento 
tle ctiyn orden el juez provincial exhortado din al compra- 
dor en el remate decretado por aquél la posesión ..j un in- 
mueble si tunda en la provincia, sino a los tribunales de ésta, 
conocer en el interdicto de recuperar la posesión promovido 
por qnieti >c bailaba en posrsiótt del bien y pretende haberlo 
adquirido también en venta judicial efectuada con motivo 
de otra ejecución seguida ante la justicia provincial. Pá- 
gina G. 

Sucesión. 

29. Habiéndose iubiado el juicio sucesorio del causante en dos 
provincias por quienes pretenden ser sus viudas, corres- 
ponde declarar ia competencia de los tribunales de la pro- 
vincia donde contrajo enlace, nació su hijo legítimo y fa- 
lleció aquél, ante los cuales, además, se ha presentado la 
partida de matrimonio que acredita el carácter de cónyuge 
siipcrslilc invocado por la mujer que inició ese juicio. 
Página 303. 

Incidente* y cuestiones conestís. 

30. El jue?. ante quien tramita la cansa sobre divorcio es el 
comjH'tcnlu para conocer en la demanda sobre aumento de 
la pensión nr.tieuticüi señalada por el magistrado de otra 
jurisdicción con anterioridad a ln iniciación de aquel juicio. 
Página 9. 

Fuero de atracción, 
Sucesión. 

31. El juicio sucesorio atrae al juzgado en que tramita, la eje- 
cución por cobro -le a ti njiados «ecuida contra el cansante 
nnte los tribunales de] ln..ar donde está situado el respectivo 
inmueble de propiedad de aquél. Página 1»". 

32. FJ juez unte quien tramita el juicio sucesorio es el compe- 
tente para conocer nn las acciones personales que se dedu- 
cen contra la sucesión. Página ñ24. 
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LEY. 

Principios (¡meraUs. 

1. Nac ional y federal no son términos equivalentes en el sis- 
tema polittL-o do gobierno do la Nación Argentina. Pá- 
gina 517. 

2. La circunstancia do que sp baya incluido el presupuesto d* 
una institución — orí el ca?o In Lotería de Beneficencia Na- 
cional— en el General do la Nación, can a de significado 
para tipificar la ley que la gobierna como federal o local. 
Página 517. 

3. La ley 3313 sobre Lotería de Beneficencia Nacional, que 
ba sido dictada para la Capital y loa territorios nacionales 
y reconoce implícitamente el poder de tos provincias pam 
autorizar otras loterías, es de carácter local. Página 517. 

4. Las circunstancias de que se denomine nacionnl a la lotería 
de beneficencia establecida por la ley 3313; de que los be- 
neficios líquidos que produzca se distribuyan entre la Ca- 
pital Federal y las provincias que se bailen en las. condi- 
ciones que bi ley preserilte; y ile que los empleado* de la 
Lotería cslón ¡v-o tridos a la Caja Nacional de Jubilaciones 
Civiles, no autorizan a atribuir carácter federal a Ja Lo- 
tería tic Beneficencia Nacional. Página 517. 

interpretación # aplicación. 

5. Es re?Ia de interpretación lógica que cuando la ley men- 
ciona taxativamente las sujetos u objetos de un dercebo sin 
ampliarlos con ninguna generalización, excluye a los no in- 
cluidos o nombrados. Página 50. 

6. La ley 12.581 crea una institución de amparo y asistencia 
social basada en el rícimen de cooperación de empleadores 
y empleados y debe ser interpretada tle modo que sin des- 
virtuarla ni amplificarla exageradamente, so le dé un al- 
cance más comprensivo para aquellos obreros y empicados 
que sirven a !a ¡lüfll ración pública desde las columnas de 
la prenda y que sirva de más firme y eficaz sosten a la 
Caja por el mayor número de contribuyentes al fondo y go- 
bierno de la misma. Página 72. 
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LEXESk ACLARATORIAS. 

La lev 12.613 ta aclaratoria de la ley 1L412 S lia sitio válida- 
mente, dictada por el Congreso y vise para loa casos dp pen- 
sión acordadas por el Poder Ejecutivo coa anterioridad a 
so. sanción. Página 423. 

UQÜWACtOS. 

1. y I*i liquidación aprobada judicialmente fija en forma defi- 
nitiva la situación de Ida partea cu el juicio y la rige para 
lo sucesivo. I'ádiin 1(15. 

2. La reserva tardía sobre la- pérdidas que pudieran resultar 
de las diferencia.* de camliio, formulada por el actor des- 
pués de haber pt&scntndn la liquidación de lo adeudado por 
capital e interés- i y de contestado el respectivo traslado 
por el demandado, así como la-; hedías después de ]¡i apro- 
bación de aquella liquidación, no lo autorizan para reclamar 
hi modificación del tipo de cambio empleado en la misma 
y lijado definitivamente en la resolución judicial que la 
aproHó. Página lfió. . 

< l<>.\ }>E SERVICIOS. 

Corresponde rechazar la demanda sobre cobro de comisión 
deducida contra una provincia por qnien, bailándose ma- 
triculado en ella corno martiliero y siendo empleado de la 
ininniu, remató unas mina» en cumplimiento de órdenes del 
director de su repartición, si ta respectiva constitución pro- 
hibe acordar remuneración extraordinaria a los empleados 
pú Mieos por servicios prestado- en ejercicio de sus funcio- 
nes o por comisiones especiales o extraordinaria?. Pag. 352. 
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1. La ley 3313 sobre Lotería de Rcncfieenria Nacional, que ha 
sido dictada para la Capital y los territorios nacionales y 
reconoce implícitamente el poder de las provincias para 
autorizar otras loterías, es de carácter local. Pácrina 517. 

2. Las circunstancias ,] r fmp sv , denomine nacional a la lotería 
de beneficencia establecida por la ley 3313; de (pie los be- 
neficios líquidos que produzca so di -tribuyan entre la Ca- 
]iital Federal y tas provincias que sp hallen en las condi- 
ciones qtio la ley prcscrilie; y di que los empleados «te la 
latería **stéu acogidos n la Caja Naeionnl ile Jubilaciones 
Civiles, no autorizan n atribuir carácter federal a la Lotería 
de Beneficencia National. Páfrina 517. 
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MARCAS DE FABRICA. 
Dctiitjutitiottr» íj objetos, 

1. Xo tratándose del n<o de 1111 nombre crano marca por un 
Ii-ivcío, ¡.iit-i el apellido que se pretende rcs;¡->trar forma 
parle ilo la denominación i¡c Ifi sociedad que lo pide {por 
trasmisión tic la sociedad anterior que lo usó ton consenti- 
miento del i ni creando extensivo n la posterior transferencia 
de] derecho al uso de dicho nombre) y no esisliendo otra 
marca regís! rada con el mismo nombre para distinguir ar- 
ta-uto- do e>-a ¿lase, procede acceder ni registro de la soli- 
citada y revocar la resolución denegatoria de la comisaría 
de marcas. Página Í5H. 

2. K| arl. 5-' de ta lev* nsím. ll.'JTá, ni prohibir el uso de pa- 
labras que no sean del idioma nacional, no ha vedado el de 
todas las que no se encuentran incluidas en el Diccionario 
de la A endemia Española, ni autoriza a rechazar las usadas 
frccii "lilemente pnr los buenos escritoras o por la prensa 
caito p< r ta única razón de que no figuren "i aquel diccio- 
nario, siempre que de la prueba resulte que la palabra ha 
adquirido curta de naturaleza en nuestro idioma a conse- 
cuencia de sn largo uso que, desde luego, no se refiere al 
de lo» barba rismos, vutirarisnios y otras expresiones innobles 
de la jerga del suburbio. Página 205. 

Btqwmto*. 

3. Quien nn tiene el carácter de fabricante, comerciante o 
agricultor, carece- do aptitud para obtener el registro de 
una marca. Página Ififl. 

Oposición. 

4. El titular de una marea registrada para distinguir produc- 
tos de una clase determinada tiene derecho n oponerse a la 
concesión dn e.-a marca o de id ra con fundí hle con ella para 
dL-dimruir pniduetos de otra clase, citando concurren eir- 
cun>timcins cspeeialísimas que pueden originar con fusiones 
acerca de la procedencia de los n rífenlos. Página n 2- 

5. El til alar de una marca rcgi-trndft para distinguir uno de 
los productos de .inn clase determinada, tiene derecho a 
oponerse n la concesión de una marca confundible con 
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aqueta pnro distinguir otros artículos de ta misma clase, 
distintos de la especialidad de ttpiél, cuando concurren cir- 
cunstamuiri espee latísimas que pueden originar confusiones 
aceren de l¡i procedencia de tos productos, Página 07. 

XuliJad. 

G. Es absolutamente nula la mawa constituida por una pftln- 
bra en idinmn vivo extranjero registrada con posterioridad 
a ln ley 11.275 por un comerciante del país, a sn nombre y 
como marca nacional, aun cuando voluntariamente se haya 
limitado a aplicarla tan sólo a mercancías importadas, sin 
hnher no obstante renunciado a aplicarla sobre las de fabri- 
cación argentina. Página 255. 

MEDIDA S DISCIPLINA TtIA Si 

Corresponde llamar la atención del juez provincial que, 
requerido ppr oficio niel Secretario de la forte Suprema 
reiterado l» 1 » veces para que remitiera l"s aillos referentes 
a una contienda de competencia por inhibitoria, ?e abstuvo 
de hacerlo y de contestar ni respecto, y, por fin, emplazado 
telegráficamente par» que explicara su actitud, >c limitó a 
enviar los autos sin explicación alguna y sin que de ellos 
resulto la justificación de su conducta. Página 524, 

MINAS. 

Ifo procede incluir en el monto de la indemnización que 
debe pagarse ni dueño de un inmueble expropiado para rea- 
lizar obras de irrigación, el valor de la mina de cobre incx- 
plotada exigente en aquél y no comprendida en la expro- 
piación. Páeina 27, 

MULTAS, 
Aplicación. 

El nrr. 10, ine. b) de la ley 12.fil2 sólo se refiere a las 
multas que indica» .-in comprender el comiso. Página 50. 
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PAGO. 

Pago con protesta. 
Principios generales. 

1 . I*i acción de repetición do impuestos requiere, pura su nd- 
miaión, la prueba «le que el deudor renlixó el pago bajo 
protesta. PitsHna 378, 

2. Si Metí el requisito de Ja protesta no es exiiribte en loa 
casos eje pago por error, no pupilo considerarse que cons- 
tituye uno ile v\\os aquél en el i-nal una empresa ferroviaria, 
no ojotante Ja claridad do I<h términos de la ley 10.657, pagó 
fin TfWBü el "derecho de análisis", sobre el petróleo que 
importó para atender su explotación. Página 380. 

3. La circunstancia de que el despachante huya puesto el "con- 
forme" exigido por la Aduana a las liquidaciones practica- 
da» por ésta con violación del art. 134 de las Ordenanza* 
de Aduana, ocasiona la pérdida del derecho a repetir el 
importe de aquéllas pagado luego bajo protesta. Página 44. 

Forma. 

4. Es efiea?. ln protesta com-chída en términos que excluyen 
la posibilidad del dp<eouopi miento por ln administración 
de la disconformidad del contribuyente y de las razones en 
que se funda. Página 27. 

Prueba. 

8. El telegrama cuya autenticidad no ha sitio comprobada en 
«1 juicio, parece de valor para probar la existencia de la pro- 
testa Página 378. 

Alcance. 

G. Los pagos iiHeriorcü n | ;i protesta se bailan amparados por 
ésta cuando en ella se hace referencia a los misinos. Pági- 
na. 27. 

7. Cnnudo la acción de repetición de impuestoa comprende pa- 
gos efectuados con y sin protesta sólo puede prosperar res* 
pecto de los primeros. Página 378. 

8, La protesta carece de efeelo retroactivo y sólo es aplicable 
al pago a que se refiere y n los que se realizaren por igual 
concepto en el futuro. Página 378, 
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Patfo indebido. 

0. El despachante que actuó directamente ante la Aduana como 
tal tirniundo los nianifie.-tos y boletos respectivos, tiene ncciún 
para reclamar en juicio y en su propio nombre, la devolu- 
ción do los derechos que indebidamente pagó de unís por las 
meri-aderí us que introdujo par» otro. Página 44, 

10. La circunstancia de. nue el despachante haya puesto el "eon- 
i'i.niii " exigido por h\ Áduamt a las liquidaciones practicadas 
por tVta < <>u \ ¡ol:i«¡ón de] áírt. 1 de la? Ordenanzas de Adua- 
na, ocnaionn I» perdida di*! derecho a repetir el importe de 
aquellas pagado luego lia jo protesta. Página 44. 

PENSIONES. 
Graciable*, 

1. La ley IÜ.01IÍ os aclaratoria de la ley 11.412, lia sido válida- 
mente dictada por el Congreso y rige para los casos de pen- 
sión acordado por el Poder Ejecutivo ion anterioridad a 
sn sanción, l'á'rnia 423. 

2. A tos electo» del art. I v de la ley 12.013 no procede conside- 
rar míe actuó en campañas de la guerra de la independencia 
el militar que e-tuvo de guarnición en la ciudad do Buenos 
Aire». Página 423. 

Militar. 

3. La pensión de retiro correspondiente a un .suboficial del ejér- 
cito no comprende el importe del "premio a la constancia", 
de rjne gozaba en actividad". Página 127. 

4. La esposa de un suboficial del ejército condenado a prisión y 
destilación no tiene derecho a la pensión que, a no mediar 
dicha condena, ha liria correspondido a su marido eon arreglo 
a la ley 4707 por .-nía años de servicio. Página 305, 

PERENCWX DE INSTANCIA. 

1. La doctrina setrún la cual la desaparición de las cansas que 
originaron Ja demanda no impide que j=e produzca la peren- 
cii'm de la instancia, no es aplicable al caso en (pie después 
de promovida la acción, el demandado satisfizo el crédito que 
se le reclamaba y en que el objeto confesado de la demanda 
— interrumpir la prescripción— impide considerarla subsis- 
tente por las partidas accesorias comprendidas en ella, como 
In* interese* y las cortas. Páyina 4níl. 

2. Precede imponer a la parle adora las costas del juicio en 
qnc se operó la perene ion de la instancia y eximirla del pago 
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de las costas del incidente relativo a ésta por haberse allana- 
do a la misma. Página 471, 

PODER DE POLICIA. 

La facultad atribuida al Jefe de Policía de la Capital para 
dictar edictos sobro taitas y establecer sanciones punitorias 
que ti» excedan de uu mes de arresto o cien pesos de multa, 
asi como para expedir n>gl a mentaciones generales sobre el de 
rocha de reunión que senil razonables, uniformes y no impli- 
quen un efectivo desconocimiento do aquél, no es violatoria 
de la Constitución Nacional y puedo ser ejercida por aquél 
©11 su entidad de funcionario dependiente del Poder Ejecutivo 
y enn tas restricciones que uncen de ese carácter, mientras el 
Congreso no baga uso de sus atribuciones. Página 244. 

PRESCRIPCIOX. 

Comienzo \j vencimiento del término. 

1. A fulla do disposición legal expresa que establezca desde 
cuándo comienza a correr el plazo do ln prescripción de una 
acción, debe aplicarse el principio fie que no pueden prescribir 
bis acciones que aun no han nacido. Página 207. 

2. Si jd hacerse la tradición al comprador y firmarse la escri- 
tura traslativa del dominio el inmueble vendido contenía la 
extensión comapondienle al título, el término de la prescrip- 
ción de ln acción de aquél para obtener ln rescisión del con- 
trato de compraventa ¡mr falta do área ocasionada por la 
superposición do títulos, no empieza a correr desde la fecha 
do la tradición o la esexíl uní, sino desde aquella en que se 
produjo ln turbación que permitió conocer la superposición y 
la consiguiente falta de úrea. Pásíina 2G7. 

3. El término de la prescripción, do la acción para reclamar la 
indemnización establecida en ta ley 0688, por ln incapacidad 
absoluta y permanente ocasionada por un accidente del tra- 
bajo, no corre mientras el obrero está en tratamiento médico, 
con intervalos de aparente curación, altas y bajns transitorias 
en el servicio activo, con poce del salario y do los demás be- 
neficios do su categoría; es decir, recibiendo más de lo que 
la ley ÍIGS8 esEiro al patrón para los casos do incapacidad tem- 
poral; circunstancias que, por otra parte, importan un re- 
conocimiento interruptivo de la prescripción. Página 329. 

4. El término de prescripción de las acciones comienza a correr 
desde el din en que el acreedor puede ejercer la acción ten- 
diente a exigir al deudor el cumplimiento de su obligación. 
Página ¡Í5Q. 
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5. Et termino tic prescripción de la acción correspondiente a la 
Nación contra un funcionario de Ja misma o su fiador, para 
obtener el reintegro de una suma de cuya distracción por 
otros empleados es responsable aquél, por incumplimiento de 
sus tareas de fiscalización, comicn/Ji a correr una vez dieta- 
da ta resolución condenatoria por la Contaduría General en 
el juicio de cuentos y de vencido el plago fijado en el art. 
7-1 de la ley de contabilidad. Página 

Interrupción. 

6. El término de la prescripción de la acción para reclamar la 
indemnización establecida en la ley UíWS, por la incapacidad 
absoluta y permanente ocasionada por un accidente del tra- 
ba jo, no corre mientras el obrero está en tratamiento médico» 
con intervalos de aparento curación; altas y bajas transito- 
rias vu el servicio activo, con goce del .-alario y de los demás 
beneficios de su categoría ; es decir, recibiendo más de lo que 
la ley !)frtS exige :il natrón p;ir:i [ns casos de incapacidad tem- 
poral; circunstancias que, por otra paite, importan un reco- 
nocimiento interntptivo de ja prescripción. Página 329. 

Proccilimk'tttQ. 

1. La negativa del tribunal de segunda instancia n recibir la 
prueba ofrecida por el inusado ¡tara justificar el transcurso 
del término de la iH'esiTÍpeiórt alegada ante el mismo, no 
importa violación de la garantía constitucional de la defensa 
en juicio que. -i bien obliga a oír a los procesados y a darles 
ocasión iln bacer sus medios de defensa en ln oportunidad 
y forma prevista por las leyes de procedimientos, no requie- 
re que >e les asegure la exención de responsabilidad por el 
solo transcurso del tiempo ni constituye un medio para de- 
morar la marcha de las causas a los efectos de procurarla. 
Página 4S7. 

Prescripción de acciones en partieulnr. 
Civil. 

Acciones prescriptible*. 

9. Et art. 40:tfl del Código Civil e- una disposición excepcional, 
inaplicable fuera de los supuestos que contempla. Página 142, 

9. La prescripción bianual no es oponüde n los particulares 
que persiguen el reconocí micrili» ,]e im beneficio que entienden 
h>s aenenla lu ley, aunque por esa vía se impugne un decre- 
to; pues no se trnta de acciones de nulidad de actos obliga- 
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torios fundadas en vino* del consentí miento ni por razón de 

si toi-iún o falsa causa, .-dúo do demandas eras tienden al 

reconocimiento de un derecho sujeto a la prescripción dcecnal. 
Página 142. 

10. La proscripción de la arción do repetición de to pagado en 
concepto de un impuesto impugnado romo violatorio de la 
Constitución Nacional está nacida por el nrt. 4U2:l del Código 
Civil, que no puede ser modificado por leyes provinciales 
Página 2:n. 

11 . El decreto del P. R, que, por apreciación de Ins circunstan- 
cias acreditados en las actuaciones ndmínistrntivas, considera 
reunidos los m ¡ínsitos exigidos por la ley 11.412 y concedo 
el heneiuio establecido por ella, no se llalla viciado de nuli- 
dad absoluta porque posteriormente aquél entienda que no es- 
tán comprobadas Ihh circunstancias de referencia, y no puede 
Mr validamente revocado sino que delic demandarse judicial- 
mente su anulación fundada en el error, dentro del plazo de 
dos año* previsto en el art. 4(K1ÍI del Código Civil. Página 2ñl. 

12. YÁ término de la proscripción de la acción do rescisión del 
contrato de compraventa por incontinencia de área, es oí 
general aue establece el art, 4023 del Código Civil. Pági- 
na 207. 

13. A los efectos de la prescripción establecida en ol art. 4023 del 
Código Civil, conceptúase misoule a quien está radicado fuera 
de. los líniitrs jurisdiccionales de las ¡ri-andcs circunscripciones 
políticas do la organización constitucional en que la persana 
o cosí demandada se encuentran, siendo indiferente la distan- 
cia intermediaria. Página 267. 

Leyes especiales. 

14. A los efectos do la jubilación establecida por la ley 10.050, 
no procede computar los servicios prestados por el afiliado 
durante el período en que no efectuó aportes cuyo pago no 
puedo serle regido por baberso operado la proscripción quin- 
quenal. Página 41- 

15. Ln prescripción de dos anos establecida en el nrt, 20 de la 
ley ll.2f*l riirc para Ins reclamaciones motivadas por errores 
de cálculos liquidaciones o aforos un advertidos por el co- 
merciante o por la Aduana antes de la cancelación del docn- 
memo equivocado y es implicante al caso en que se redamo 
la devolución do derechos aduaneros en virtud de lo dispuesto 
en el nrt. 134 de las Ordenanzas de Aduana, cuso en el cual 
rige la prescripción decenal. Página 44. 

1G. La situación de! contribuyente (pie sin deducir el recurso de 
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Oposición pagó el impuesto Imjo protesta, no se halla pre- 
vista en el art. 24 tic la ley 11.1)83, T. O., sino en el art. 41 
»le ln misma, que establece un rivurso administrativo sin tér- 
míiio expreso para ser deducido. Palian ÉL 

17. La aeción del afiliado n la ¿ojo do jubilaciones de la ley 11.110 
para oblenér la dovolaciSn ile sus aportes prescribe a los 
d|C3¡ niios. Página 110. 

18. La acción del afiliad» a la Cuja de Jubilaciones de la ley 
11. un para obtener el beflofiéip previsto cu el art. 18, inc. V t 
f!t' dii iia ley prescribe ;j b>-¡ diez finos. Página 244. 

19. La acción del fisco para impugnar la declaración jurada de 
un comerciante, prescribe a los cinco años contados de-de la 
techa én que aquella debió ser presentada conforme al art. 80 
del decretó reglamentario del 2 de enero de VJ'ld. Página 4(10. 

rno\L\( 7 i.\s. 

Autonomía, 

En ejercicio de la autonomía provincial es legítimo siempre 
qm- se uianleiica dentro de los liantes señalados po» loa po- 
deres conferidos al (íohierno Nacional, y el recurso extraor- 
dinnrin es el atedio de obtener ese resultado cuando esos lí- 
mites han sido excedidos. Página 4f)ti. 

PRUEBA. 
Instrumentos, 

1 i La inhibición establecida en el nrL 6!» de la ley 1LGS3, T. O., 
impide ni contribuyente presentar eomo prueba de su pnrtc 
en juicio contra otro contribuyente o contra an tercero, ron 
ln salvedad prevista para la.- causas criminales, las? declara- 
ciunes que ha prestado ante la Tlireci mu Oeneral del Impues- 
ta a los Réditos; pero no Se priva de invocarlos y hacerlas 
traer en los juicios contra el fisco nacional o provincial. Pá- 
fíina )0D. 

Pruchn jfíipfrí'in'fl. 

2. No hnbicndose aportado ni intentado aportar pruebas ten- 
dientes n demostrar la deficiencia o falta de antecedentes ad- 
ministrntivns referentes n loa servicios prestados por un afi- 
liado n la faja de Jubilaciones de Empicados Civiles, es in- 
admisible la prueba supletoria producida con el objeto de 
acreditar los servicios invocados, tanto menos si, aun pres- 
cindiendo de aquel impedimento, de estas probanzas no re- 
sulta la prestación de dichos sen-icios. Pagina 244. 
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RECURSO DE NULIDAD. 

Sentencia. 

Lo™ recursos Je reposición y 
contra los fallos y resolución 
na 236, 



do nulidad son improcedentes 
3 ile la Corte Suprema. Pági- 



RECünSO DE QUEJA. 
Principios generales. 

1. El nulo denegatorio de un recurro de n potación — ordinario 
ii extraordinario-^— no es apelable y sólo autoriza a ocurrir 
directamente en queja. Página 122. 

2. La sola interposición del recurso de queja no tiene efecto 
suspensivo y no procedo acordárselo por la Corte Suprema si 
nn median circunstancias excepcionales. Página 138, 

Interposición, 
Formalidades. 

3. [¿i nlit¡-,';u ¡ón <lc fumín r el reenr.-o extraordinario debe tam- 
il u'-n cumplirse al interponer el recurso de quuja por dene- 
gación Jo aquél. Página 07. 

4. I*i fnlta de claridad del escrito en que se interpone el recurso 
de queja por dea gnciún del extraordinario, que cu el case» 
no permitía nd veri ir de qué pronunciamiento se apelaba, 
cuál era la cuestión federal debatida ni qué tribunal la habla 
resuelto, importa defecto de fundamento suficiente del prime- 
ro y determina su improcedencia. Página 07. 

5. Los arta. 20!) y 220 de la ley federal 50 no autorizan a in- 
terponer el recurso de queja por medio de un telegrama. 
Página 340. 

Procedimiento. 

6. La tramitación del recurso de queja por denegación del ex- 
traordinario se rige por los arta. 229 y siguientes de la ley 
federal 50, que no prevén la participación del apelado en 
aquélla ni admiten la presentación de memoriales antes de 
la oportunidad prevista en el art. 8 de la ley 4055, por lo 
que procede la devolución del presentado fuera do la misma. 
Página 133. 
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RECURSO DE REPOSICION. 

Los m ursos ile reposición y de nulidad son improcedentes 
contra liis J¡itlr> y re^ohu h >m'> do hi ("orle Suprema. Pá- 
gina 29«. 

RECURSO KA TU A ORDIXA RIO. 
I'rtHt iptv* gen rrttha. 

1. Kl recurso éjjttruordiiiann luí sido oreado pura defender las 
instituciones lederule- y sólo cuan lo ósíus so huilón afectadas 
ucttmbe a hi t'orti? Suprema bacei respetar y mantener la 
facilitad desconocida. Página -1¡"¡. 

2. La inexistencia di* una controversia concreta susceptible de 
sor resuelta ¡tur los tri Inundes do ja^tU-in dolió sor compro- 
hada do u lirio por la Corto Suprema on el recurso extraor- 
dinario, por tratarse do un requisito decida riu para ol ejer- 
cicio di* su jiiri-ilU'i ión, i(!io no puede ser suplido por la eoti- 
fornjidad do l;is parles ni por mi imi>enliniionto do la ,-eiiien- 
ci» (pío decidiera el punió afirmativamente. Página &2i. 

3. Kl rejjurso extraordinario coastítuyc una garantía ipio unípa- 
ra, por igual a los particulares y til gobierno. Página 11"). 

4. Kl Ministerio Fiscal eít ejercicio de la acción pñbli a tiene 
aptitud pura plantear ni juicio cuestiones federales o inter- 
poner ol recurso extraordinario. Pairina 11"». 

5. Para la procedencia dol recurso extraordinario so requiere, 
on primor término, ijno la decisión a pelada emane do un tri- 
luinal di* pi-tiiia, carador dol enal fcnreeeu Sos fumionarios 
do la aditiittistración on cuánto a las deeiaionés puramente 

jidiiunistrntivit.- <|iu* puedan dictar, así ■ ■ > I"- cuerpos y or- 

gani-mos legislativos, respecto do las resoluciones ipie los in- 
cumbe tomar en lumplunienio do stis funciones ronstitueio- 
nojeí*. Págion t!'-". 

0. Ks bnproeodente el recurso extraot-duMirio fundado on el 
art. LS do la Constitución Nacional por el Figenl General de 
la Provincia do dujiiy coiiirn la re.-uHioión dol jurado de en- 
juiciamiento auto ol nial tramita su juicio político, por la 
nial ¿o desestiman las nhjeoiolies formuladas a la composición 
del mismo y so declara su competencia p¡ini onlendor on el 
oaso. Pásnnti 4! >5. 

7. Kl nulo denegatorio de un recurso do apelación —ordinario o 
extraordinario — no os apelable y >ó]o autoriza a ocurrir di- 
rectamente en < pie ja. Paulan Vi"!. 

8. Kl pairo de la multa impuesta por el .Tefe de l» Oficina de 
Sumarios y Faltas de la Municipalidad de la Cu pita! Federal 
a un supuesto infractor, sin darlo oportunidad para recurrir 
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contra dicha medida, efectuado compulsivamente unto la auto- 
ridad policial imra evitar el arresto, no puede ser cunsidcra- 
do como u mi uu ni tentación de acatamiento voluntario de nqiic- 
lla resolución condenatoria ni como una remim-ia al derecho 
il recurrir ante la Corte Suprema. Página -JüK. 
El rechazo ilc una prueba ineficaz para eximir de respon- 
sabilidad ni proce-ado o atenuarla, un importa violación dn 
Ja dcl'erisn en juicio ni autoriza el recurso extraordinario fun- 
dado en el art, 1K de 1» Con-titución Nacional Página 4S7. 
La decidóu referente a las rostas contenida en la sentencia 
apelada, ijüe revoca la de primera instancia pOl haber des- 
aparecido tu finalidad tlel litigio y convortídose en abstracta 
la cuestión disentida, m> autoriza la intervención de la ('(irle 
Suprima por medio .1.1 ¡vcuiso cxlraordimirm, por tratarse 
de un aspecto del liti'jin ajeno a difluí recortó, Pásrina wL 
El ejercicio ile la autonomía provincial es legtlimo siempre 
[pie 80 riiantrimu ilenlrn <fe los límites señalado ■ por ios po- 
deres conferidos al Gobierno Nacional, y el recurso extraor- 
dinario es el media de obtener esc rebultada cuando vsm 
límites lian sido excedido-. Psíiiina 4!lt¡. 

Coítrrptn tlr juicio. 

12. Todo asunto oiic involucre ¡dirima cuestión de naturaleza fe- 
deral, suseeptihle de .ser llevado ant los tribunales de jus- 
ticia, mediante alguno de lo- procedimientos establecidos « 
ese efecto, eonstitnye' un caso, pleito o juicio a los efectos 
del reeur.'O extraordinario. Página 115» 

13. Es admisible que cierto líjto de negocios o infracciones, pnr 
razón do la naturaleza pública de los intere-c- cuya tutela 
se procura, sean juzgados pnr funcionarios y formalidades 
especiales, a fin de hacer posible y eficaz la aplicación de las 
dispodeione- legales que rivren o sancionan lo* asunto» de 
fpie se trata, Página 40S. 

14. Es procedente el recurso extraordinario fundado en el art. 18 
de ta Con>hU|.-ión Nacuma! contra una resolución con den a- 
tnria del .Jefe de la Oficina de Snmarins y Faltas de la Mu- 
nicipalidad de la Capital Federal, si lia mediado restricción 
bastante del derecho de defensa como para hacer viable di- 
cho recurso. Página 408. 

Sen tnteia tlef hi ¡i i r n, 

lü. 1.a resolución denegatoria de un pedirlo de allanamiento for- 
muhida por la Superintendencia de Srijuro» tiene enrácler de- 
finitivo n los efectos del recurso extraordinario. Pagina 115. 
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1C. Procede el recurso extraordinario fundado en el arl. 15 de 
la ley 53tS contra la sentencia que, atribuyéndole una intc- 
ligencifl dí.siinta a la que sostiene el apelante, reiudve que loa 
trihuii¡il*'-i de la Capítol PflJciJil snii incompetente* para co- 
nocer en o! Jttido por cobro do i»fKt»s promovido por ¿1 con- 
tra un ferrocarril raya itdiuíuíst ración se halla establecida 
en Ja capital de una provincia. Página 1^. 

17, Ks ¡mproc-íMlentí, por no lratfir.se de una renten -in definitiva 
a !■>- etectos de! nrt. 1 1 de la lev K ( d recurso extraordinario 
deducido entra la resolución que en e! incidente - .'•!••« ali- 
munliM pedidos por la e-posa que ha promovido juicio do 
divorcio, desconoce el derecho la misma para obtenerlos 
por h«oer-e «Ir. I.ii i Iti anterioridad el divorcio por su 
culpa ante bu- tribunales de Mr ■'tevideo, la validez de cuyo 
lalfu se renimne a e.-e solo efecto y .sin perjuicio de Jo que 
sé resuelva al respecto en rl juicio principa!, donde el marido 
demandado invoca en su Je Tensa la cosa juzgada fundado en 
dféJw fallo, Página 2l& 

18. K- inquot edentc. por no tratarse de lina sentencia definitiva, 
el recurso ordinario de apelación deducido contra la provi- 
dencia «¡lie m> limita a esíi:ir el cumplimiento del requisito pre- 
visto en el art. 1» de la ley li.li:S|. Página '213, 

lí). Tiene fuerza >!e definitiva y es susceptible de recurso extra- 
ordinario la sentencia dieta "Ta en juicio de apremio que recha- 
za la prescripción fundada en una ley nacional e impide que 
pueda ser discutida en el .inicio ordinario de repetición. Pá- 
gifia 4IÍ0, 

Cttcslión federal. 
Caaos. 
Constitución NactonaL 

20. No quedando al recurrente medio alinino, dentro de la leíjís- 
laeíón procesal local, fpie le permita obtener la efectiva so- 
lución de un conflicto de competencia ncirativn entre la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Comercial y la Cámara de Paa 
Letrada —andina de la Capital Federal— ni la consijruiente 
satisfacción del derecho elemental de ocurrir ante alirún ór- 
gano jurisdiccional en prneura de justicia, corresponde de- 
clarar procedente el recurso extraordinario fundado en el 
nrt. ]S de la Constitución Nacional. Páíñna 135. 

21. Ks improcedente el recurso extraordinario contra el auto que 
declara la competencia de la justicia federal para conocer 
en la causa. Página 175. 
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22. Es procedente el recurro extraordinario fundado en que el 
edicto policial elija valido/. admite la ^'ntencia apelada, es 
viohi'orio del derecho fundado por el recurrente ra la Consti- 
tución Nacional. Página 24K 

23. Ño procede el recurso extraordinario fundado en el art. 18 
de la Goastitucióii Nacional, sí no ha mediado privación ni 
restricción substancial de la defensa. Página 2G4. 

24. La unificación de representación en loa .inicios es uña cues- 
tión procesal quó np autoriza la procedencia del recurso extra- 
ordinario, aun cuando se alegan violación deí art. 1^ de In 
Constitución Nacional. Página 368. 

25. l*'l art. 17 de la Con-t Unción Xncionai no n:up:u\i la situa- 
ción de! litigante vencido en juicio resuelto por sentencia 
fundada en la ley, aunque sea errónea, y fn invocado» de 
aquél no basta, pues, para conceder él recurso extraordinario. 
Página 406. 

Leyes del Congreso. 

2G. Hallando*.- cu cuestión la totsrpretneión de la ley federal . 
11.US3 meneada por ambas partes en apoyo de .-us pret en- 
viones, procede el venirso extraordinario contra ln sentencia 
que desconoce el derecho del recurrente. Página 34. 

27. La ley 423.», aplicad» re- pee* o de lo* n sen le* de policía y 
bomberos de la Capital Federal y territorios nacionales, re- 
visto carácter local y pii interpretación no pardo servir de 
fundamentu al rn-urso extraordinario. Página 3fi, 

23. La interpretación del art. 2 de la ley ÍÍQ constituye una cues- 
tión federal. Página ó". 

20. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de fin U 
tiva contraria al derecho fundado por el apelante en la ley 
federal 3075. Pagina 53. 

30. La interpretación del art. 0» de la ley ÍM»S3 constituye nnn 
cuestión federal Susceptible de autorizar el recurso extraordi- 
nario. Página (í7. 

31. Procedo el recurro extraordinario contra la sentencia que 
desestima el derecho fundado en la ley federal 1LG83, Pá- 
gina 81. 

32. Habiéndose cuestionado qi:e la ley "073 permite el rehiro 
de una marca similar a otra yn registrada cuando se trata do 
díatínguiT distinto!; productos de di-tinta clase, procede el re- 
curso rxtraordínnrin centra la sentencia definitiva contraria 
al derecho fundado por el apelante on la citada ley federal. 
Página 02. 

33. La ley 12.3(10 somete a la fiscalización del gobierno nacional 
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a las ettlpres&s enyns actividades on materia Jo seguros exce- 
de los limites locales «le ana provincia; y mls respectivas dís- 
posii imies Uem-n carador telera] parque sóln lian pudidu sor 
establecida* por el Congreso en ejercicio tío otra* ntrilnu'io- 
íio- f|ue la- ilo dictar loa códigos comunes y las leyes lóenlas 
para i» Capital IV* Ir-ral y las territorios mojónales. Vagi- 
na un, 

34. Procede o! recurso extraordinario deducido contra la senten- 
cia denegatoria ilc mi dcrcolio fundado por ol recurrente cu 
la téy Mera) IlVüío. Página 115. 

35. Procedo ol reemrso extraordinario fondado en el «rl. 15 de 
la ley 5315 contra la sentencia que, atribuyéndole una inte* 
ligeriéía distinta a la que sostiene ol apelante, resuelvo que 
jos tribunnlt'.- ilo la Capital redora l son incompetentes para 
conocer on ol juicio par cobro de posos promovido por él 
contra un ferrocarril coya administración m lia II a e-laiileeida 
en la capital de una provincia. Página 1SS. 

3(í. Procede ol reearao extraordinario contra l¡i «enlom-ia denega- 
toria da an derecho fundado en la ley federal 11575. Pági- 
na 205. 

37. La interpretación do leyes do carácter procesal no do lucnr, 
por lo román, a cuestiones susceptibles de autorizar rl recurso 
extraordinario, aun cuando so trate de normas federales, por- 
que Ja aplicación de tales preceptos referentes sólo al orde- 
namiento de !o* juicios no aleóla el art. 'M de la Constitución 
N'ü''¡oua!. Página 263, 

38. Kl art. fio de la ley tl.683 os de naturaleza procesal, pnes se 
limita a ' ■ rejílamentación de la iiManeia apelarla en loa 
juicios contenciosos f tócalos a «|tio se refiere, por lo cual so 
interpretación no da tnirar a una cuestión susceptible de auto- 
r'm\T ol recaVso extraordinario, Pádna 2i¡:i. 

3!). Kl conflicto entre un» ley federa) — en ol cttsó la 775 — y 
otra común po.-torior — l¡i 11.71!' — ■ dictada-, pues, por el 
Congresoj plantea un problema de aeragnción. piTo no da 
burar a una cuestión federal cuando sólo se discuto la exten- 
sión dada por la sentencia a la ley común, ciiya interpreta- 
ción es njena al reo.irsn extraordinario y no puede servir de 
fundamento al mismo. Página ¿04. 

40. Ks piiH-cdcnlo f\ roriirMi evrm.rlinririo fundado por la em- 
presa ferroviaria en la exención eMablccMn por tas leyes 5315 
y 10.657 y en tas ehvuii-taii- ia*. reconocidas on la sentencia 
apelada, do que el terreno respecto do] cual so ta quiere obli- 
gar a poner coreo y vereda no da fronte a estación alguna y 
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figura en la cuenta capital Je lo compañía, hallándose así 
alertado 'ni servicio ferroviario. Página 305. 
41. La unificación de representación en los juicios ra una cues- 
tión |MI que no autoriza la procedencia del recurso ex- 
traordinaria, aun cuando se alegue violación del art. 18 de la 
Cnnsl ilación Nacuma!. Página :U¡H. 
4'» La inlerprel ación de la ley de carácter proce.nl no da lugar» 
por lo común, a cuestiones susceptibles do autorizar el «cur- 
so extraordinario, aun cniaido M trate de normas federales, 
portille la aplicación de tales preceptos referentes solo al or- 
denamiento de los juicios, no afecta al nrt. .11 de la Consti- 
tución Nacional. Página 40G. 
41 Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia 
■me. ni decidir une la apelación autorizada por el nrt. S de la 
tóy 12.091 tlebe interponerse arde la autoridad que dicto la 
resolución recurrida y no directamente ante el juez, federal, 
.sólo resuelve una cuestión tle naturaleza procesal rpie no afec- 
ta a la supremacía constitucional, l'áginn 4!X». 



Oportunidnd de plantearla. 

44. Para une surja una cuestión federal nueva que pueda invo- 
car*, cuno fundamento del recurso extraordinario, no lm,t» 
mu. d tribunal superior do la causa la baya resuello. licquic- 
rese. además, qué las parles no hayan ^dido preverla y plan- 
tearla oportunamente; exigencia que basta para ocluir el caso 
en que el silencio de las parte, en el curso del juico acerca 
del pimío «ederal. no tiene otra explicación que el ohldo 
inexcusable dd mismo o el deseo de no fundar en el su de- 
recho. Página •"*<>. , „„^^» 
46 \n oleante la declaración en contrario del tribunal superior 
de la causa, debe c»,,>idrrar.e oporl unamente ii.trndudda en 
el ittitío la CU«ti6n federal insistente eu la inconstttncinna- 
(íaid del art. del Código de Procedimientos Criminales, 
planteada por primera ve, en el e-erilo de a^bir, contra 
el auto de primera instancia míe, aplicando dicho articulo sin 
previa nudíenci:. del querellante, dispone suspender el tramite 

de! proceso. Pagina 1^8- , . . . 

46 U circ.mslnn. in de M nc los jueces fallen el juicio ,ior razones 
distintas de bis «letradas por \m parles no hnsla para la pro- 
cedencia del recurso extraordinario, salvo que las invocadas 
«.„ ln M-ni. ncia sean de naturaleza federal o con f iguren una 
l musmón manifiesta de los principio* establecidos en la 
Constitución en salvaguardia de los derechos individuales. Pa- 
gina 4H7. 
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Iíckición directa. 

■17. Ea improcedente el recurro extraordinario i'un !a«In un que 
Ja ex í^finía del papel sellado de actuación es violníoriu de 
la defensa en juicio, si el recurrente no ha demostrado ni 
intentado demostrar ta im posibilidad de sufragar dicho se- 
llado. Página 33. 

4a. Aun cuando se hava planteado corréela y oportunamente cu 
el juicio una cuestión federal, el reeur-o extraordinario fun- 
(imlu en ella es imjinu-i .li ute ¡d el tallo apelado contiene i'nti- 

damcutos no Eedcralea sutícienteraénte amplios, independientes 
de dicha cue-lión y no admisibles por causa do arbitrariedad, 
que bastan para sustentarlo va su totalidad. Página 61. 

■1!J, Es procedente el recureo extraordinario fundado en el nrt. 1S 
de "¡i Cou.-4.itu ion Nacional contra una resolución eoudcnato- 
rin del -Icie de la Oficina de Sumarios y Fallas da la Muni- 
c¡ pálida*! dé la < "apila! Federal, id lia t liado restricción Imí- 
tame del .lriv. hu ilc ileicnsa fuiun pitra hacer viable dicho 
recurso. Página 408. 

50. Es improcedente el recurso exlniordinnrio fundado en la 
incompatibilidad de una re.-o! lición de la Junta Nacional de 
Carnes con un decreto del Foder Ejecutivo Nacional invoca- 
do por el actor, contra la .sentencia que admite la valide?, de. 
aquella por considerar que. se ajusta a dicho decreto y. ade- 
más, a la inteligencia que corresponda atribuir ul sirt. lií, 
lite, p) de la ley VJ.IfíO, que es suficiente por sí sola para 
sustentar el fallo apelado y no h;i sido incluida por el recu- 
rrente entre los puntos .sometidos a la decisión de la Corle 
Suprema en el escrito de interposición del recurso. Fagi- 
na 17*.'. 

51. Para que proceda el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la de ten- a en juicio, debe resultar de ]m ñutos 
que ha existido privación o restricción substancia] de nqué- 
lla. Fiígiun 4S7. 

52. E* improcedente el recurso extraordinario contra ta sentcn- 
eia que, fundada en que los hechos imputados a los proce- 
sado* no lian redundado en perjuicio del querellante, nii^a 
a éste derecho para intervenir en la caá su como tal, por 
carecer de la calidad de "particularmente; ofendido", que exi- 
pc el art. 170 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Pnjrinn 493. 

53. Aun cuando el recurrente sostenga (pie. al revisar y revocar 
por vía de apelación el laudo arbitral recaído en el juicio 
iniciado ¡inte la ¡u-ti'-ia de la provincia, el superior tribunal 
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de esta lia desconocido el art. 7 de la Coristitutión Nacional, 
procede rechazar (1 recurso extraordinario a-í fundado por- 
que un siendo definitivo dirlio huido — sc<*úu lo declaró en 
forma irrevi-ibie la Gentilicia apelada — carece de fuerza en 
el territorio de la próvida % l* 01 ' cou^gnicute, también en 
el de la líepúblUu. Página A'M. 

54. Aun i jiüii ii> se buya planteado Correcta y oportunamente en 
ei jimio nita cuestión federal, el recurso extraordinario fun- 
dado en el ta c,s improcedente si el fallo apelado contiene l'un- 
damentoü no federales nuficienteraente amplio;, ¡ndepcudientafl 
do !;a cuestión y no admisibles por bi canga de arbitra- 
riedad, (pie bastan pora sustentarlo en su totalidad. Pági- 
na m 

Materia ajena. 
Principios generales. 

55. Ñu compete a la Corto Suprema, por vía del recurso extranr- 
dinario, ejercer ftineiones «l*- tribunal .le curación i-c¿piM-tn de 
nía t< -ría.- de ¡li n ■ i:o nitnúii o local ni dividir si los tribunales 

de una provincia cumplen m cometido en Formo compatible 
con el art, 5 tic la Constitución Nacional, cpie obliga a los 
estado-i a acarar sn administrad jn de justicia; cuestión 
también ajena a la competencia de la ju-tuia federal. Pági- 
na 138. 

5íi. Es improcedente, el recurso extraordinario contra la senlcn* 
eia qae de- hua la incompetencia de la justicia federal para 
conocer en un recurso de habeos <w/¡ > deducido a favor de 
varios pasajeros extranjeros de un liaren, que por tío haber- 
seles permitido desembarcar, retornaron cu el mismo, salien- 
dn de la jurisdicción argentina e ignorándolo en cuál están, 
pues la ileelaraeiiín que podría hacer la Corte Suprema sería 
de carácter abstracto, Página 200. 

57. No e* suficiente para fundar el recurso extraordinario la in- 
vocación de que la sentencia apclíida adolece de errores o de- 
ficiencias, pues la reparación de los mismos debe buscarse en 
el orden local y de acuerdo a las reglas dictadas a e*e efecto. 
Pagina 49(1. 

Leyes comunes. 

5S. No incumbe n la Corte Suprema, en el recurso extraordina- 
rio, revisar las conclusiones de ta sentencia apelada sobre 
cuestiones regidas por el derecho común. Página 199. 
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Civiles. 

59. L¡i existencia o inexistencia iU* cosa juzgada esj por regla ge- 
neral, extraña al reeurso extraordinario. Página 524. 

60, E* improcedente el recurso extraordinario fundado en «1 
art, 1H iW la Constitución Nacional castra la sentaiieia i|ue, 
interpretando tayas eommie* y procésale-, declara inadmisible 
ln intervención dé] Asesor de Mcrwmw en la causa criminal 
instruida rim tni'livit dd deUtn que. «eiíúii la ilemineía, 
habría ronieliílii en iHTjiiífiu de un mcinn-, l'átritm .11!). 

Comerciales. 

lit, Kl cotiliirto entre «na ley i'<'<lerat — en el caso la Tffc— y 
ntrn eomún posterior —la 11.71!>— dii-fuda*, pues, por el 
OongVBM), plaiilea O» problema de derivación, pon» no da 
logar a tina euesii.m federal ••unudn sólo *• discute la exten- 
«táa dada jior la Hiitenein a i¡t ley común, cuya interpretación 
es ajean ni rei-nrso axtraórdinaíid y no puede servir do tun- 
danicnto al mi^im. Página 2<¡1. 

Ctm-tinn'iniii-s y Iryea locales, 
Ptt ^atcs. 

(J2. Ut fenteneia del tribunal superior de ln causa es ¡rtévíiilJó 
l^r ta Corte Suprema en el recurso ovtr¡iordhurín. «! cnan- 
to declara qüe detetoinada cuestión está comp;'*ndiiln en el 
litigio. I Vitrina 77. 

Gil. Li de i-i-Mi di* cucsliones pro.i<sníes como bis referentes a jtl 
forma, eorree. íón y valide/ di* la nntiHeoeiiwi de la sentencia 
apelada es a jena a la juri -dicción extraordinaria de la Corle 
Suprema. Página 11;". 

f»4. La providencia pnr ln que un tribunal de apelación deelnra 
mal i n edido —o bien denegado— "n recareo interpuesto 
liara ¡míe el mi-mu. nplj.-aud.i al efecto una disposición del 
respectivo código de procedimientos, «*s irrevislble por la vía 
del «curso extraordinario, pues sólo decide «obra su propia 
competencia, es decir, en materia puramente proco-al, y. nde- 
nu'is prueba que, en lal i-a-o. el tribunal superior de la causa 
a los afectos del art. 1 V de la ley |S, |o ora el juez de prU 
ntera instancia, a partir de la noiitVai i.'n de enya sentencia 
lia corrido, P*T consiguiente, el término pura la interposición 
del reenrsa extraordinario que lmliiera podido dedueir el in- 
teresado. Pagina 183. 

0&. ta GOttc Suprema earer*e ile jurisdicción para revisar por 
vía di*l rei-tir«i extraordinario lo deei v, Ao en la sentencia ape- 
lada respecto del pago de tus costas. Página 127. 
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C0. La eíreuiu-tancia de que el juzgamiento del caso imponga a 
la Corte Suprema la rceou-ideración de | tuntas de hecho u de 
derecho local —por reulu general ajenos n mu jurisdicción 
extraordinaria— no obsta a la procedencia del recurso del 
art. 14 ile la ley 4K, si ello es iicccsnnn pura acordar el dere- 
cho federal invocado i-iiyu t rust envión sería, de otra manera, 
inevitable. Página Lió. 

Ü7. Es improcedente d recurso extraordinario fundado en el nrt. 
1S do hi (.'nii.-iitiii-ttín N'ui-ioiml contra 1« sentencia que, inler- 
prctando leyes comunes y procesales, declara Loadmisible la 
intervención del A-esor de Menores en la enlista criminal ins- 
tniída con motivo del delito qué, seguí) la denuncia, Sé lia- 
bria cometido en perjuicio dé un menor. Pagina ;i4í), 

fiS. La decisión referente ti las costas contenida en la senteneia 
apelad 11. que revoca Ja de primera instancia [inr luriier ries- 
apnrevido la i ¡nulidad del lilinio y mliverlídoso en abstracta 
la cuestión discutida, na autoriza I» intervención de la Corte 
Suprema por medio del recurso extraordinario, por tintarse 
de nu aspecto del litigio ajeno a dicho recurso. Página 524. 

6ÍL Xo resultando claramente de nulos que se trata de un proce- 
dimiento arbitrado para frustrar e] derecho federal invocado 
CU la en usa, delie declararse Men d> i ícenlo el recurso extra- 
ordinario deducido contra la reaolueifin de un tribunal que, 
inler pretil mío las leyes procesales lóenles declara improee- 
•lentes lo* recursos de reposición y revisión interpuestos eon- 
tn la providencia del misino que no hizo lugar a la prosecu- 
ción de la causa. Página 4Nl. 

70. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senteneia 
que, fundada en une los hecho» imputados a hx< procesados 
ño lian redundado en perjuicio del querellante, uiesra n éstn 
derecho p:irn intervenir en la causa como lal, pol carecer 
de la calidad de ''particularmente ofendido", que exige el 
nrt, 170 del ÍVidiíín de Procedimientos cu Lo (*rÍ urinal. P;í- 
gina WX 

71. Es improcedente el recurso extraordinario contra la senteneia 
del tribunal superior de provincia (pie, i nter pretendo dispo- 
siciones de las leves locales de procedimientos, en forma irre- 
vwihle por la Corle Suprema, declara la competencia de 
aquel para revisar por medí» del recurso de apelación el fallo 
dictado por un tribunal arbitral, lo revoca y resuelve el asunto 
en forma contraria a las piel elisiones del recurrente. Pági- 

un m. 

72. La existencia n inexistencia d«> en-a jugada es, por reírla ge- 
neral, extraña al remiso extrnordihario. Página 524. 
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Cuestiones de heebo y prueba. 

73. Ks improcedente 1 el m u reo ex Iraord insirió con! ra la sentencia 
qú$, Anulada en consideraciones Ü6 hecho y primita, estableen 
(fue no 9e ¡¡a demostrado el empleo ilegal o ii rt-iriiinr del papel 
introducid» eo» franquicia por una empresa editora, en usos 
contrarios a loa previstos por In ley, y la absuelve de !.i in- 
fracción consistente en haber defraudado al Pisen medí auto 
lá alteración del destino del meneionado papel, l'áirina 11. 

7-1. Lo circun-taneia de que el jazirnmíento tlt 1 ! caso imponga a 
la Corte Suprema la reeOmddrraciiín de puntos de tie-lin o de 
derecho [ocid —por rojjla general ajenos a su jurisdicción ex- 
traordinaria— no oMa a la procedencia del recurso del 
nrf. 14 de In ley -1S. -¡ ello es necesario para a con lar el 
derecho federal invocado euyn frustración ¡sería, de otra ma- 
nera, inevitable. Página 1ÍÍ6> 

75. La eneatión referente a sanee si e<tá o no justificada ln ca- 
lidad de comerciante de quien solícita el registro de «na mar- 
ea. OS de heelm e irrevi-ihle por la vía del art. 34 de la 
ley -K Página 160. 

7fi. I*as conclusiones de la sentencia apelada aeere« de la nacio- 
nalidad de las paites fundada en circunstancias de hecho 
acreditad" en !<k si ■ • . miu ¡ítí-ví dhbs por ,a t '.irte Suprema 
en el recurso extraordinario. Página 342. 

77. Ks impro. cíente el nvur-o extraordinario fundarlo en que la 
aplicación al rccunvnie. de la» penas establecidas en ol edic- 
to de policía sobre retinionc^ públicas^ es inconstitucional 
pqrque atento et carácter priva di > de la realizada no era me- 
nester permiso previo, sí en h sentencia apelada so considera 
prohado QUjB ln reunión fué pública y se realizó con fines 
políticos. Página 405. 



Trnenlhiitnitn. 

75. Rs improcedente •*! recurso extraordinario interpuesto me- 
diante mi e=erilo que no indica fundamento alguno y simple- 
mente se limita a solicitar la eoiíeffiftiáa de aquél. Página 38. 

76, El tribunal su, erior de la enusn debe pronunciarle respecto 
del recurso extraordinario interpuesto ante el mismo, con- 
cediéndolo o denegándolo, a fin de no obstaculizar el ejerci- 
cio de la juri-dieoióii de la Corte Suprema. Página 123. 

SO, No procede remitir al tribuna] -nperior de la causa para que 
conted" o deiiie'.'Ue el in-ur-o extraordinario, el escrito en 
que se lo tlednce q"fie, si bien fué presentado ante aquél y 
enviado por su secretaría a la mesa de entradas de ln Corte, 
eslá dirigido a ésta, no sólo en su encabezamiento, sino en 
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til totalidad de su contenido; !u que buco improcedente ta 
queja deducida invocando un supuesto error de pluma. Pá- 
gina 123. 

81, Ln providencia por En que un tribunal de apelación declara 
mal concedido — o bien denegado — mi recurso interpuesto 
pata unte el mismo, aplicando al afecta una disposición del 
respoetivo código de píoeédimieiiins, es irrcvUible por la 
vía del re. urso extraordinario, pues sólo decido sobre su 
propiu competencia, es decir, en materia puramente procesal, 
y, además, prueba que, en tul caso, el tribunal superior de la 
cansa a los electos del íirt. 14 de la ley 43, lo era el juez 
de primera instancia, Q pailir de la notificación de cuya sen- 
tencia ha corrido, por consiguiente, el término para la inler- 
poirióu del recurso extraordinario oue hubiera podido dedu- 
cir el interesado. Página 12X 

82, I>el¡c eoieidcrnisi' suficientemente fundado el recurso extra- 
ordinario concedido, si en el escrito de interposición de! 
mismo se ¡tace ret'cri'iu ia concreta a la cuestión de inconstitu- 
CÍonatidad uní» nórmente planteada en el juicio. Página 244. 

83, El rcciirxi extraordinario puede otorgarse con efecto devolu- 
tivo y debe serlo citando la ejecución del pronunciamiento 
recurrido huya sido compulsiva y previa a la notificación al 
íntircsnki y sea snseepf i ble de ser reparada por la decisión 
de ln forte Suprema. Página 4(>S. 

S4. Vencido el término perentorio lijado en el nrt. 8 de la ley 
40")ó. los litigantes iid tienen derecho para producir inciden- 
cias ni presentar nuevos escritos en la instancia extraordi- 
naria. Página 472. 

83. E* improcedente el xecui-so extraordinario interpuesto me- 
diante un escrito quo no indica fundamento alguno y sim- 
plemente se limita a solicitar la concesión de aquél. Pági- 
nn 472. 

86. líos litigantes (pie comparecen ¡i la Corte Suprema por me- 
dio del recurso extraordinario concedido no tienen derecbo 
para producir prueba alguna ante aquélla, sin perjuicio de 
las medidas que el Tribunal consblere oportuno dictar para 
mejor proveer. Página 472. 

Resolución. 

87. El procedimiento por el cual se dicta sentencia condenatoria 
contra el supuesto infractor, después de habérsele citado por 
la autoridad policial sin hacerle saW la cansa (le olio y de 
tomársele en el acto de comparecer declaración indagatoria, 
en la cual niega haber cometido la infracción a las orde- 
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lianzas «lo tránsito que se le imputa e invoea el art. 18 Je 
U Confuí u.-n'.ii NíK'iniuil y la imposibilidad en que su le liu 
Colocada «le traer ¡t la audiencia pruebas de de-M-argo, por no 
habéraflc citado en la Forma dispuesta por el art, -7 del 
Qigcsto Mmii- ¡pal, es violatorb del art. lí> di* lu Coastil u< ión 
Nati nal, p"i* lo que proceda revoca* lo B^tetttoa apelada, 
dejar >m efecto dicho pí^ediifnieolo y Revolver la «íusa pura 
que sea tramitad* íoajornio a demho. Página 4os. 

Costa*. 

68. Loa -'"-ií<- devengadas ante lu Corte Suprenm tn el reenno 
extraortliiiario deben pagarse por su orden, fagina 91. 

b'J. No incumbe " la forte Snpivaia sdiu» a U*. tribunales de la 
eáasa, adecuar el prontineiumieiitu de éslo.s sobre bis cuestio- 
nes federales aceesoriaa al pleito, rumo son las costas 
devengadas auto ellos, a la revocatoria pronunciada por 
aquélla >utire los puntas federales comprendidos en su deci- 
sión. Pagin a 01, 

¡tECl'itsu oui'IS'AMQ PM .1/ ELÁi ION. 
l'ritu ivn yrut tült». 

1, Deducido* los recurro» ordinario y extraordinario de apela- 
ción: paía ante la Porte Suprema y concedido Bolo este ulti- 
mo sin que d rcnirn-nte haya interpuesto queja alguna por 
la ouiUnut de pnmiimmmicHlo merca del primen», no corres- 
ponde a lam Corlo Suprema lomarlo en , oiisHlcruciñu. Pági- 
na II*'. ... 

2. Ki auto ileu*"¿a torio de mi recurso de apelaeiñu — ordinario 
■i extraordinario— m. es apelable y sólo «ato rúa a ocurrir 
direetatiiente en queja. Página Y2'2. 



Casos. 

Junios en que la Xaeión es ¡'¡ufe. 

3. \o [n-Mcrde el reein-xi ordinario de apelación para ante la 
fu ríe Suprema i-n un juicio .-cl'uíJu «.oiilra la Xaeión ante 
Icis tribunales Morales, >i el valor de lo rerlanindo en la 
demanda;, con prescihdcncia de los accesorios como 1»-* inte- 
reses y las postas, no excede del límite legal de eiiico mil 
pesos. Página 404. 

RÉKVNCIA. 

El pago de la multa impuesta por el Jefe de la oririnit de 
Sumarios j Paltas de la Municipalidad de la Capital Pede- 
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nú n «i' BttputótO BalíSítw, -i» darlo oportunidad para re- 
eomr eontfii dídia medida, eíoctiwdb ^piú&vamento auto 
la autoridad policial para evitar el ¿rrestoj no puede ser coa- 
siaerado éonio un» numi testación de neniumieúlo voluntario 
de (iquella resolución coádettatnriu ni «nao una ívmineia al 
derecho a iv.ui'iii- ante la Cric Suprema. Página -IOS. 

íeyts tuhn i tí tul ntt feo?, 

1 . L.i I.-y rj.tii:! i-s ¡ii -la rti loria dfi ta ley 11.41'.', lia sido válida- 
Uié dictada por el tóottgreso y riue ¡.ara Uh rasm de pen- 
sión acordadas por el Poder Kjecuimi ion anterioridad a bu 
sanción. Página 4*23. 

fjtyéS impositivas, 

2. 1>» liberación de dcrcclHw adnañei-os a la ímpóitaeidn de paí>* 
de eonaunQ acordada por el art. 7 de la ley 12.297, no es 
nlpicaide a la introducida en el ano 10;iti con anterioridad 
a la ieelm do d«ba U-y. Página 24!J, 

Zhíj/í* procesal». 

3. Us leyes ■oImv el prcKt-diinicnlo y Ja Jurisdicción son de 
orden pfibliéo, por te cual uo dertclto apatrida a ser 
juzgado por determinado procedimiento. Página 102. - 

-!■. La |er1am«-ióri de iii«!!ii|ieleiieiii para si-jniiv entendiendo en 
un proceso el'ecfuada por leí- tribunales federales en razón 
de hnberse dictado durante el trámite de la misma la ley 
12.345, cuyos arts. 3li y :>S establecen la jurisdicción de i» 
Aduana pjA'ftt MOS ea»ns en» apelación pura tinte auuéllos, 
no importa substraer la eaim a sus jueces naturales Pul*. 10*2. 

5. La sola posibilidad de n» detrimento patrimonial derivado 
de lu modifíeacidtt dfl la competencia nn es óbice «institu- 
cional para su cambio, pues la ga mil tío de la propiedad pri- 
vada uo Obsta id serwei» de bis facultades legítima* del 
gobierno. Página 102. 

S 

SEGUIWti. • 

1. La ley 12.3(1» somete a la fi-cali/ru-ión del Riilderno nacio- 
nal a las empresas cuya» actividades en materia do sejniroa 
excede los limites locaíes de una provincia; y sus respectivas 
disposiciones tienen carácter federal porque sólo han po- 
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«tullí ser establecida* por el Coimre^o en ejercicio do otras 
atribuciones «{He las i!*' dictar lo* códigos comunes y laí 
1 yes locales |Wa ln Cu [lililí Fedornl y los territorios na- 
. 'i'ji;i r<. Página U"». 

^períntendeneia de Seguro* puede proceder por ínter- 
in .i» de? líi justicia íil allanamiento de loa locales do las 
compañías de seguros puní li:urr rtcitiva la fiscalización 
que le iuiumiie. Página US. 

Ui ein run.-ttint'iii de que la ley 12.300 no contenga una 
dÍ*pos¡- tóli C|1IC establezca !:i responsabilidad di -l funcio- 
narte (lúe pide ni allanamiento no autoriza i excluirla, pues 
en tal coso ri-t- el art. 1112 de! Código Civil y las disposi- 
ciones pert i nenies del tí&ligO Penal, Página 115. 

SmYtfflO MILITAR. 

1. El :nl. ti l, ino. e) de la ley 47«7 contempla situaciones 
normales, en que sólo se convoca una elnsc éada año; por 
lo ([ ue es inaplicable ni ciudadano qne pretende eludir el 
servicio militar fundado en que un hermano suyo. CttyO 
período lei'id lia lerminado. continúa Unió i emule ra por ba- 
berlo dispuesto así un decreto del Poder Ejeutivo fundado 
en ttu«n«a vi nenia di. s a la situación internacional cxMcute. 
Página 08. 

2. La exención establecida en el nrt. de la ley 4707 pura 
el lujo natural o legítimo de madre viuda no alennza al 
bijo de madre abandonada por el cspo •. aunque éste pu- 
diera ser considerado, a juicio del tribunal de la eanaa y al 
solo electo de la excepción, como ausente con presunción 
de falleeimiento. Página 113. 

SOCIEDAD. 

Debe desestimarse, por falta de acción, ln demanda proino* 
vi.la por «na sociedad como sucesora de o! ra con el objeto 
de repetir los pairos indebidamente efectuados por ésta, si 
áiena cáUdád no lia sido demostrada en el juicio mediante la 
prescntai ión de jas pruebas referentes a la disolución de la 
sociedad que se díee antecesora, a enyo efecto no basta la 
afirmación lieelia en rl contrato de constitución de la nueva 
sociedad por Ioh integrantes de la misma, de que ésta sucede 
a la otra en ct activo y el pasivo. Página 378. 

SOCIEDAD coy YUGAL. 

Incumbe a1 marides .orno administrador do la sociedad con- 
yugal, exigir el reembolso de loa gastos que constituyen car- 



mi 

'2. 
3. 



ADMINISTRATIVOS 



gas de la sociedad conjugal, al responsable del hecho ilícito 
que los ha ocasionado. Página 221. 

SUBASTA. 

Los aviso» de remate de un inmueble no forman parte del 
contrato de compraventa de! mi-mu si mi contenido ..o ha 
e ¡do expresamente incorporado a las cláusulas de aquél y, 
por lo tanto, fuera de este supuesto, no autorizan a consi- 
derar de mala fe al vencedor ni a obtener la nulidad del 
contrato fundado en el error. Página 207, 

T 

TARIFAS, 
Ferrocarriles. 

1. La rebaja prevista en el art. 10 de la ley 5315 se aplita al 
transporte por ferrocarril nocional de empleados de! Banco 
Hipotecario Nacional que viajan en comisión de servicio, 
con excepción de los casos en que el Banco cobra directa- 
mente a los clientes el precio de los pasajes o se los imputa 
a su cuenta de deudores. Página 4ól. 

2. Las instituciones de Estado, aunque autárquicus como el 
Bnnco do la Nación, el Banco Hipotecar lo Nacional, los Fe- 
rrocarriles del Estado, Yacimientos Petrolíferos Fiscales, es- 
tán comprendidas en el beneficio previsto en el art, 10 de )n 
ley 5:íl5 cuando sus empleados viajan en fundón del servi- 
cio público que desempeñan. Página 451. 

TRIBUNALES APM1N1S TRA TI VOS. 

1. Es admisible que cierto tipo de negocios o infracciones, por 
razón de la naturaleza pública de los intereses cuya tutela 
se procura, sean juzgados por funcionarios y formalidades 
especiales, a fin de hacer posible y eficnz Ta aplicación de 
las disposiciones legales que rigen o síiticionmi los asuntos 
do que se trata. Página 408. 

2. Los organismos administrativos investidos legalmente de la 
facultad de dictar pronunciamientos de natura leza judicial 
de manera irrevisible por !os tribunales ordinario? de justi- 
cia, deben ejercer gas atribuciones respetando los derechos 
y garantías constitucionales y, en particular, la inviolabili- 
dad de la defensa consagrada por el art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional. Página 408. 
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USUFRUCTO, 

Los impuestos que no tengan la calidad de extraordinarios 
constituyen cargas de guce y representan el gasto indispen- 
sable para la producción de los i'rutos a cuyo valor están 
incorporados. Página 267. 
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